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    Capítulo I


    Defensa y Seguridad


    Justicia militar


    Fuerzas armadas.  Personal militar. Independencia del Poder Judicial. Defensa en juicio. Pacto de San José de Costa Rica. Cargo de mayor jerarquía. Penas militares. Tribunales militares. Código de justicia militar. Doctrina de la arbitrariedad. 


    En cuanto a la validez de la justicia militar en el ámbito de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en reiterados casos la Corte Interamericana la ha reconocido con sustento en fundamentos similares a los invocados por la Corte, aunque ha considerado procedente esa jurisdicción sólo respecto de militares por delitos no comunes. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en las recomendaciones n° 6 y 7 de su Informe Anual 1992-1993, instó a "que los Estados miembros adopten de conformidad con el artículo 2 de la Convención, las medidas de derecho interno que sean necesarias para limitar la competencia y jurisdicción de los tribunales militares solamente a aquellos delitos que tengan exclusivo carácter militar, y en ningún caso se permita el juzgamiento de actos violatorios de los derechos humanos en cortes militares", y que "en caso de investigaciones o detenciones a civiles, los Estados miembros asignen esta función a la exclusiva competencia de las autoridades civiles tanto policiales como judiciales". El fundamento de la existencia del derecho penal militar y de la justicia militar que lo aplica -cuya fuente constitucional es el antiguo artículo 67, inciso 23- radica en las particulares características de la institución castrense y de la situación jurídica de sus integrantes, donde la disciplina y el orden constituyen un valor esencial que crea en sus miembros una serie de deberes, ajenos a quienes no tienen ese estado, y cuya violación resulta especialmente grave en atención a los peligros que genera para la coexistencia y es motivo de especial reproche a sus autores, dado que su condición jurídica hace que su conducta sea más reprochable. En este sentido es ilustrativo el artículo 521 del Código de Justicia Militar, que prevé el agravamiento de la pena cuanto mayor sea la jerarquía del autor. Respecto de la jurisdicción penal militar, cuya fuente constitucional es la facultad del Congreso reconocida por el recordado artículo 67, inciso 23 (actual 75, inciso27) para reglamentar el gobierno de las fuerzas armadas, se trata de una jurisdicción especial, que se encuentra tanto al margen del Poder Judicial como del mando militar del Poder Ejecutivo, que ha sido creada por ley en cumplimiento de aquel precepto supremo, para establecer la constitución, competencia y procedimiento de los tribunales militares. En consecuencia, el ejercicio de esa jurisdicción por los tribunales que la ley establece, no tiene subordinación a la jefatura militar del presidente y las sentencias pasan en autoridad de cosa juzgada una vez que quedan firmes, y sólo son susceptibles de recurso extraordinario. Resulta razonable que el legislador regule en el Código de Justicia Militar lo referido a la defensa atendiendo a las características de la institución y del procedimiento militar, pues han de ser sus miembros quienes, al conocer por su propia experiencia lo vinculado a aquel orden, jerarquía y disciplina, se encuentren en mejores condiciones de ejercerla, aun dentro de la estrictez que ello, aunque en modo alguno puede afirmarse que ello limite el objeto específico de su designación, que es la defensa de su asistido (artículo 365 del citado cuerpo legal). Por lo demás, del mismo código y su reglamentación surge que el imputado lo elige de la nómina de oficiales que se confecciona a tal fin, que sólo ante su negativa o imposibilidad el tribunal lo de signa de oficio, que su desempeño es controlado tanto por el imputado como por el tribunal, previéndose sanciones y su remoción en caso de incumplimiento de sus deberes (artículos 96 a 100 del Código de Justicia Militar, y n° 59 a 61 y 64 del Reglamento de Justicia Militar). En tal sentido, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto de la validez del juzgamiento de personal militar ante los tribunales militares por delitos de ese carácter, tal como ha ocurrido en el caso de autos, permiten abonar esa conclusión pues aun dentro de lo restrictivo y excepcional de ese reconocimiento, importa admitir que ese proceso se desarrolle con las limitaciones propias del ámbito de que se trata, derivadas de las razones de orden y disciplina. Los artículos 96 y 97 del Código de Justicia Militar que ha cuestionado la defensa, constituyen una restricción legal adecuada a razones de interés general, como son resguardar aquellos valores en el ámbito militar, y tiende a esos mismos propósitos.  Es posible afirmar que no se presenta en el caso la situación de indefensión que la Corte juzgó acreditada en un proceso también tramitado ante la justicia militar, por lo cual la conclusión anticipada deviene forzosa. La dogmática consideración de la Cámara Nacional de Casación Penal y la omisión de ejercer una función propia de su competencia, como es examinar esos aspectos del fallo del Consejo frente a la objeción formulada por la defensa, han frustrado el derecho a un recurso rápido y sencillo que asegura el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos Asimismo, esas deficiencias concurren a su descalificación bajo 1a doctrina del arbitrariedad no obstante lo restrictivo que ella resulta en supuestos de esta naturaleza y, a la vez, permiten concluir en la procedencia de este agravio, sin que la equiparación a "jurado" que prevé el artículo 392, segundo párrafo, del Código de Justicia Militar, pueda invocarse como impedimento a tal efecto.


    L., Ramón Ángel s/ Recurso del Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar - causa N° 2.845-


    L. 358, XXXVIII, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Administrativo


    Acción de amparo


    Declaración de inconstitucionalidad. Impuesto a las ganancias. Reajuste de impuestos. Facultades del Poder Legislativo. 


    La Corte ratificó la competencia del Congreso Nacional para dictar la ley 23.928 y aclaró que no sólo habían quedado derogadas disposiciones legales sino que, a partir de tal acto legislativo, debían ser revisadas las soluciones de origen pretoriano que admitían el ajuste por depreciación, en cuanto, precisamente, se fundaron en la falta de decisiones legislativas destinadas a enfrentar el fenómeno de la inflación.  Desde esta perspectiva, la prohibición al reajuste de valores así como de cualquier otra forma de repotenciar las deudas, ordenada por los preceptos cuestionados, es un acto reservado al Congreso Nacional por disposiciones constitucionales expresas y claras, pues es quien tiene a su cargo la fijación del valor de la moneda y no cabe pronunciamiento judicial ni decisión de autoridad alguna ni convención de particulares tendientes a su determinación.  El reconocimiento de tal facultad impide -dentro del limitado marco del presente proceso- acceder a lo peticionado por el amparista, no sólo porque la decisión legislativa así adoptada no puede ser tachada de manifiestamente arbitraria o ilegítima, sino también porque la declaración de inconstitucionalidad es la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, principio que debe aplicarse con criterio estricto cuando la arbitrariedad e ilegalidad invocada requiere mayor debate y prueba.  La arbitrariedad "manifiesta" tampoco encuentra sustento en el incremento de la carga tributaria que supuestamente trae aparejada la prohibición de emplear el mecanismo de ajuste establecido en el título VI de la ley 20.628, a poco que se repare -aún para el caso de verificarse tal aumento- que las leyes cuestionadas emanan del único poder del Estado investido de la atribución para el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas y han cumplido también con el requisito del art. 52 de la Constitución Nacional.  En tales condiciones, no puede desconocerse que el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse, por lo que la declaración de inconstitucionalidad de una ley -acto de suma gravedad institucional- exige que la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Y que quien tacha de inconstitucional una norma tributaria aduciendo que viola sus derechos de propiedad e igualdad debe probar de modo concluyente cómo tal afectación ha tenido lugar.


    Santiago Dugan Trocello S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


    S. 96, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Radiodifusión. Legitimación activa. Facultades del gobierno nacional. 


    Remisión a Fallos: 319:998.


    Atento a ello, considero que el Estado local carece de legitimación para actuar en autos, desde que varias de las razones en las que intenta sustentar su demanda, antes que demostrar los perjuicios concretos que le acarrearían, tienden a tratar de preservar -la situación de quienes realizan emisiones radiofónicas por modulación de frecuencia dentro del territorio provincial.  Por otro lado, la Provincia sí se encuentra habilitada para demandar cuando controvierte las facultades nacionales para regular el espectro radioeléctrico, por considerar que ello es violatorio de los artículos. 32 y 124 de la Constitución Nacional.


    Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    R. 84, XXXV, 01 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Lealtad comercial. Comercialización de bienes. Identificación de mercaderías. Control de calidad. Responsabilidad del comerciante. Sanciones administrativas. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 2896, L. XXXVIII, “Supermercados Norte S.A. s/ Ley 22.802”.


    Con remisión a los fundamentos por la Procuración General, la interpretación al artículo 6 de la ley 22.802 no resulta viable, toda vez que la Corte sostuvo, que en tanto la sanción impuesta a la empresa fue por considerarla culpable de la infracción al artículo 1, inciso b, de la ley 22.802, resultaba irrelevante examinar si los comerciantes se eximen de la responsabilidad que les cabe por la veracidad de las indicaciones consignadas en los rótulos de las mercaderías cuando exhiban documentación que individualice fehacientemente a los verdaderos responsables de su fabricación, fraccionamiento, importación o comercialización, porque carece de relación directa e inmediata con la conducta investigada y sancionada en sede administrativa y revisada, en la medida que no fue penalizada por incumplir su obligación de controlar la veracidad de la información que, de acuerdo a la ley, deben contener los productos que comercializa, sino por haber violado la prohibición de venderlos sin identificación.


    A. Argentina S.A. y W. Co. S.A. s/ Ley 22.802


    A. 1597, XXXIX, 16 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Contrato de obra pública


    Interpretación del contrato. Costo financiero. Pliego de bases y condiciones. Compensación. Sentencia arbitraria. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    En cuanto a lo relacionado con las obligaciones derivadas del contrato de obra pública, así como la interpretación de sus cláusulas y la precisión de sus alcances remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y local, propias de los jueces de la causa e irrevisables por su naturaleza, como principio, en la instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte ha reconocido excepción a dicho principio cuando los jueces asignan a las cláusulas del contrato un alcance reñido con la literalidad de sus términos y la clara intención de las partes, u omiten ponderar argumentos y pruebas conducentes para la correcta solución del pleito. En el sub lite, cabe apartarse del principio general y excepcionar la regla establecida, toda vez que, el superior tribunal de la causa desatendió la voluntad claramente manifestada por la Administración desde el comienzo de la ejecución de los contratos.  Lo verdaderamente determinante para resolver la cuestión es que en los pliegos se mencionaba el decreto nacional 941/91, cuyo art. 5°, último párrafo dispone que “a partir del 1 de abril de 1991 se reconocerá a los contratos celebrados por los organismos o personas mencionados en el art. 1°, una compensación financiera por el plazo de pago previsto en el contrato en base a la serie de tasas de interés que a este fin publique el Banco Central de la República Argentina, de conformidad al método de cálculo que disponga la autoridad de aplicación”.   No existen actos estatales que nieguen dicha mención del decreto en aquéllos, ni la demandada generadora de los pliegos lo hizo, como tampoco el a quo la desconoció. En este orden de ideas, es arbitraria la inteligencia que efectúa este último cuando sostiene que tal decreto sólo es aplicable a los contratos en ejecución al 1° de abril de 1991, pues esta afirmación no explica el motivo de su cita expresa en los pliegos sub examine, correspondientes a licitaciones que datan de 1993 y 1994.   Lo así resuelto por el a quo importó convalidar una modificación unilateral de los términos contractuales, con un alcance, que no se compadecía con la conducta observada por la Administración con posterioridad a la vigencia del contrato y que prescinde de considerar que los contratos son también ley para las partes, y que deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe, de acuerdo a lo que las partes entendieron o pudieron entender obrando con cuidado y previsión, principio aplicable, también, en el ámbito del derecho administrativo.


    C.N. Sapag S.A.C.C.F.I.I.E y M. c/ Dirección Provincial de Vialidad s/ Acción procesal administrativa


    C. 3615, XXXVIII, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Mayores costos. Interpretación del contrato. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Lo atinente a las obligaciones derivadas del contrato de obra pública y de los convenios complementarios que vincularon a las partes, así como la interpretación de sus cláusulas y la precisión de sus alcances, remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y local, propias de los jueces de la causa e irrevisables por su naturaleza, como principio, en  instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte ha reconocido excepción a dicho principio cuando los jueces asignan a las cláusulas del contrato un alcance reñido con la literalidad de sus términos y la clara intención de las partes, y omiten ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito.  No se advierte arbitrariedad, toda vez que "La recomposición contractual debe valorarse con sujeción integral a sus previsiones expresas. No resulta procedente la posterior actitud unilateral de modificar las reglas acordadas". Al respecto, los contratos deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo con lo que verosímilmente las partes entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión, principio que es aplicable al ámbito de los contratos administrativos, por lo que es exigible a los contratantes un comportamiento coherente, ajeno a los cambios de conductas perjudiciales, y debe desestimarse toda actuación que implique un obrar incompatible con la confianza que se ha suscitado en la otra parte.  La Corte ha sostenido que la doctrina de los actos propios sirve para descalificar ciertos actos que contradicen otros anteriores en tanto una solución opuesta importaría restar trascendencia a conductas que son jurídicamente relevantes y plenamente eficaces. Desde esa óptica, no es arbitraria la decisión de desestimar la pretensión de la actora sobre la base de invocar tal doctrina, pues en definitiva, las declaraciones hechas por las partes en el convenio referido comportaron el reconocimiento de derechos y la asunción de deberes recíprocos, sin que las voluntades aislada puedan interpretarse con prescindencia de los hechos que les dieron origen, ni haciendo prevalecer párrafos separados para atribuirle al acto efectos que no condicen con el carácter general de la declaración, ni con la voluntad inequívocamente manifestada en ella.  Es jurisprudencia de la Corte que, no abre la instancia extraordinaria el hecho de que la solución acordada se encuentre en contradicción con precedentes emanados de otros tribunales o aún dictados por el mismo tribunal, mientras no se demuestre que los jueces hayan actuado en forma irrazonable o discriminatoria.


    Sebastián Maronese e Hijos S.A. c/ Provincia de Buenos Aires (Instituto Provincial de la Vivienda)


    S. 3, XXXVII, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Expropiación


    Reparación integral. Indemnización. Compensación económica. Daños y perjuicios. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    La Corte sostiene que la expropiación es un fenómeno jurídico de conversión y sustitución de derechos del particular a favor de la comunidad, mediante el cual lo que se abona al expropiado no es el precio de la cosa expropiada, sino el resarcimiento de un perjuicio, que consecuentemente resulta accidental y no permanente.  Ello es así, porque el art. 17 de la Constitución Nacional establece la garantía de la inviolabilidad de la propiedad y prohíbe la confiscación, y la jurisprudencia de la Corte fue construyendo el principio de "justa indemnización", que incluye las características de ser "actual" e "integral".   La Corte recordó en uno de sus fallos, "la indemnización debe ser justa por exigencia constitucional. Este requisito se satisface cuando es íntegra, es decir, cuando restituye al propietario el mismo valor económico de que se lo priva y cubre, además, los daños y perjuicios que son consecuencia directa e inmediata de la expropiación. Se trata de un fenómeno jurídico de conversión y sustitución de derechos del particular a favor de la comunidad, mediante el cual se abona al expropiado el resarcimiento de un perjuicio.   La expropiación no cae en el ámbito prohibido de la confiscación gracias al inexcusable pago previo de la indemnización, que debe ser justa, actual e íntegra. El juez Carlos S. Fayt aclaró: “la indemnización es justa cuando restituye al propietario el mismo valor económico de que se lo priva.  Que indemnizar es, en suma, eximir de todo daño y perjuicio mediante un cabal resarcimiento. Y ese cabal resarcimiento no se logra si el daño o perjuicio subsisten en alguna medida. Por eso tiene dicho la Corte que la indemnización debe ser integral; el valor objetivo del bien no debe sufrir disminución ni desmedro alguno. Ni debe el propietario experimentar lesión en su patrimonio que no sea objeto de oportuna y cumplida reparación. Que esto es así porque la expropiación, tal como está legislada en nuestra Constitución, es un instituto concebido para conciliar los intereses públicos con los privados. Y la conciliación no existe si éstos sacrifican sustancialmente aquellos y si no se compensa al propietario la privación de su bien, ofreciéndole el equivalente económico que permita, de ser posible, adquirir otro similar al que pierde en virtud del desapoderamiento".   En consonancia, el art. 8° de la ley provincial 5.708 dispone que: "Las indemnizaciones deben ser fijadas en dinero y con expresión de los precios o valores de cada uno de los elementos tomados en cuenta para fijarlos. Además comprenderán el justo valor de la cosa o bien a la época de la desposesión".   La sentencia en discusión resulta arbitraria, porque el respeto a la propiedad exige que se restituya íntegramente al propietario el mismo valor de que se lo priva, ofreciéndole el equivalente económico que le permita, de ser posible, adquirir otro bien de similares características.  No obsta a ello la existencia del pronunciamiento que estableció el monto de la indemnización, pues la Corte tiene dicho que el principio de cosa juzgada busca fijar, no tanto el texto formal del fallo, sino la solución real prevista por el juez a través de éste, es decir, el resarcimiento íntegro del crédito y su inmutabilidad durante todo el proceso.  La Corte descalificó una sentencia que no había admitido el pedido de adecuación del monto indemnizatorio porque no tuvo en cuenta que el pago realizado por el Estado expropiante representaba el total de la indemnización calculada de conformidad con el criterio expuesto en la sentencia y el ente estatal no había tomado posesión aún del inmueble. Asimismo, resaltó que esa circunstancia constituía un importante elemento de juicio para conciliar los intereses debatidos en el pleito, toda vez que la sentencia debe fijar la indemnización teniendo en cuenta el valor del bien al tiempo de la desposesión.  El pronunciamiento impugnado pues no proporciona adecuada respuesta a los argumentos expuestos por la apelante en defensa de sus derechos ni constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las concretas circunstancias de la causa, situación que pone de manifiesto la existencia de la relación directa e inmediata exigida por el art. 15 de la ley 48 entre los agravios vertidos y las garantías constitucionales invocadas.


    Fiscalía de Estado c/ Asociación Comunidad Israelita Latina s/ Expropiación


    F. 308, XXXIX, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Honorarios


    Honorarios del perito. Privatizaciones. Ex empresas del Estado. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 46, L. XXXVII, “Unola de Argentina Limitada c/ YPF y Banade s/ Contrato de obra pública”.


    De la simple lectura del art. 9°, párrafo tercero, de la ley 24.145 y el art. 1 apartado 1) y 2) del decreto 546/93, se desprende que el Estado Nacional asume las deudas y sus contingencias -manteniendo indemne a YPF S.A.- relativas a todo hecho cuya causa haya tenido origen con anterioridad a la privatización de la empresa, como ocurre en el sub lite, en donde lo demandado tuvo causa en la relación entre la actora y la otrora empresa estatal, situación anterior a la privatización de ésta.   Con respecto a que la asunción por el Estado Nacional de las obligaciones descriptas en los incisos 1 y 2 del art. 1 del decreto 546/93 no se extenderá a las costas decretadas en dichas condenas como a cargo de la empresa por la parte que corresponda, a los peritos designados por esa empresa para su defensa.


    Kocina y Compañía c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    K. 62, XXXIX, 17 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos


    Obligación tributaria. Ley provincial. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al fallo de la causa T. 165, L. XXXIV, “Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Río Negro, Provincia de S/ Acción declarativa".


    El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 115, XXXIV, 08 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Impugnación del acto administrativo


    Medidas cautelares. Medida de no innovar. IVA. Queja por recurso denegado. Fundamentación del recurso. Sentencia arbitraria. Daño material. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 923, L. XXXVI, "Magnelli, Daniel Héctor c/ DGI s/ Impugnación de acto administrativo y prohibición de innovar - Incidente de apelación cautelar", opinión que fue compartido por la Corte Suprema.


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones sobre medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan cl otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, en el sub lite cabe hacer excepción a dicha regla, pues lo decidido excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas.


    Mercofrut c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    M. 3633, XXXVIII, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Incidente de revisión


    Banco Central de la República Argentina. Entidades financieras. Multa. Interpretación de la ley. Aplicación errónea de la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Resulta claro que el sustento de la resolución apelada se encuentra en la consideración que realiza el a quo de que los cargos previstos en la normativa por incumplimiento de las relaciones técnicas por parte de la entidad, o no tendrían causa atendible al haberse producido durante el lapso de suspensión de la entidad, o en su defecto, no serían admisibles como crédito por no haberse generado dicha causa antes del estado de liquidación de la entidad producido por el retiro de la autorización para funcionar.   La citada conclusión del a quo deviene a su vez, de la interpretación que realiza sobre la naturaleza de los cargos, de los cuales predica, que son sanciones destinadas a corregir el indebido cumplimiento de la entidad de sus obligaciones lo que genera la carga del Banco Central de acreditar la causa del crédito, aspecto este que entendió el a quo no se había dado en autos.  El cargo reclamado por el Banco Central, establecido en el artículo 35 de la ley 21.526, surge de invocadas deficiencias en la constitución de reservas de efectivo mínimo en que habría incurrido la entidad, deficiencias éstas que cabe aclarar constituyen el hecho generador y causa del cargo que se reclama. Tal deficiencia además, resulta meridianamente claro, se produjo antes del estado de liquidación de la entidad, y tal causa, es de toda evidencia, debe distinguirse de la obligación que genera (pagar el cargo) y del título que la expresa, así como del procedimiento para determinar la cuantía de lo reclamado.   El fallo recurrido no se desprende que se hayan tenido en cuenta las mencionadas distinciones y ello se dio sin que el tribunal acudiera a razón o fundamento normativo alguno que justifique tal omisión; y por ello sus fundamentos, sólo traducen una expresión dogmática del juzgador, o bien una interpretación notoriamente errónea de las normas en juego, aspecto éste que por si sólo descalifica a la decisión como acto jurisdiccional.   Cabe advertir que la distinción entre la causa y el título, surge del propio artículo 32 de la ley de concursos (que textualmente dice que todos los acreedores por causa o título anterior a la presentación, deberán formular al síndico el pedido de verificación), disposición que los obliga a insinuarse en el pasivo concursal y probar mediante el trámite de verificación la existencia de los créditos, no sólo en virtud de un título (en el caso la deuda determinada), sino también de la causa que le da origen que debe ser anterior al estado de liquidación o falencia (que en el tema que se discute, sería el incumplimiento que genera el cargo previsto por la ley).  Surge también de la normativa federal aplicable en el caso, que la suspensión total o parcial de las actividades de la entidad financiera es una medida preventiva de naturaleza transitoria diversa y distinta de la revocación de la autorización para funcionar que puede provenir de la causal que generó la suspensión o de otra prevista en el ordenamiento legal (art. 44 de la ley 21.526) y no se desprende en modo alguno de la citada ley, que la ulterior decisión del ente rector de revocar la autorización para funcionar o la admisión de que continúe el ente financiero con su actividad, haga desaparecer la obligación de responder por los cargos generados por incumplimiento de las normas técnicas en una etapa anterior a las mencionadas decisiones.  La existencia de la suspensión de la actividad conforme se desprende del artículo 49, párrafo 3° de la ley 24.144, no impide al Banco Central exigir a la entidad suspendida el cumplimiento de las deudas que tuviera ésta con el ente rector, ni se desprende de tales disposiciones que ya sea por la naturaleza represiva o preventiva de los cargos, que por otra parte no surge de previsión alguna tenga tal fin u objeto, corresponda eximir a la fallida del pago de los mismos, porque finalmente por esa u otra razón se decidiera su liquidación.


    Banco Extrader S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Banco Central de la República Argentina


    B. 3629, XXXVIII, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuestos. Coparticipación federal. Prestación de servicios. 


    Bajo las premisas del precedente “Shell”, en la específica materia que atañe al presente caso, es oportuno recordar que el punto 2) del art. 2° de la ley 22.006 sustituyó el inc. b) del art. 9° de su similar 20.221 y, en su nueva redacción, estableció que cada provincia "...se obliga a no aplicar por sí y a que los organismos administrativos y municipales de su jurisdicción, sean o no autárquicos, no apliquen gravámenes locales análogos a los nacionales coparticipados por esta ley. En cumplimiento de esta obligación no se gravarán por vía de impuestos, tasas, contribuciones u otros tributos, cualquiera fueren sus característica o denominación, las materias imponibles sujetas a los impuestos nacionales coparticipados, ni las materias primas utilizadas en la elaboración de productos sujetos a impuestos, ambas comprendidas por esta ley. Esta obligación no alcanza a las tasas retributivas de servicios efectivamente prestados... ".  A su turno, la ley 23.548 añadió en la exclusión precitada, a "... los impuestos o tasas provinciales y/o municipales, vigentes al 31/12/84 que tuvieran afectación a obras y/o inversiones, provinciales o municipales dispuestas en las normas de creación del gravamen...".  Es claro, que, a partir de la vigencia de la ley 23.548, quedaron excluidas del cotejo de analogía con los impuestos nacionales coparticipados sólo las tasas retributivas por servicios efectivamente prestados o aquellas otras que, aún sin cumplir este recaudo, tuvieran una vigencia anterior al 31/12/84 y se encontraran afectadas a obras y/o inversiones dispuestas en sus respectivas normas de creación.  No menos claro es que la ley provincial 566, por medio de la cual se creó la tasa de verificación de productos nocivos para la salud cuestionada en autos, publicada en el Boletín Oficial del 23/12/02, razón por la cual no encuadra en la segunda de las hipótesis señaladas en el párrafo anterior.  Desde esta perspectiva, la procedencia de la demanda queda sujeta a determinar si la gabela sub judice responde o no a una efectiva prestación de servicio, en las condiciones exigidas por el régimen de coparticipación federal. Tal análisis remite -ineludiblemente- al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno al dictamen, que debe ceñirse a las cuestiones de índole federal antes analizadas.


    Massalin Particulares S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    M. 372, XXXIX, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Multa administrativa


    Control sanitario. Sustancias tóxicas. Productos de higiene personal. Responsabilidad solidaria. Vicios del acto administrativo. Motivación del acto administrativo. Nulidad del acto administrativo. Ley ex post facto. Exceso ritual manifiesto. Principio de legalidad. 


    Respecto a la multa que se impuso a la firma comercializadora del producto la Ley de Procedimientos Administrativos enumera, entre los requisitos esenciales del acto administrativo, a la motivación. Dice el art. 7° de la ley 19.549, que éste deberá ser motivado, expresándose en forma concreta las razones que inducen a emitirlo, consignando, además, los hechos y antecedentes que le sirvan de causa así como el derecho aplicable. Consecuentemente, un acto administrativo que motiva la sanción en una norma y la impone por otra, quiebra la unidad lógico-jurídica antes referida y es nula por vicio en la motivación.  Similar solución corresponde respecto de la directora técnica de la firma comercializadora, a quien se impuso la multa “por resultar solidariamente responsable” con aquélla.  Es nula, asimismo, la disposición ANMAT bajo examen en cuanto a la sanción impuesta a la elaboradora del producto, desde que aplica una sanción sobre la base de una disposición que no se encontraba vigente al momento de producirse los hechos.  Ha señalado la Corte “...que es una de las más preciosas garantías consagradas por el art. 18 de la Constitución Nacional la de que ningún habitante de la Nación pueda ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso. De allí nace la necesidad de que haya una ley que mande o prohíba una cosa, para que una persona pueda incurrir en falta por haber obrado u omitido obrar en determinado sentido... Requerir la motivación explícita como recaudo de validez del acto administrativo no puede calificarse como un rigorismo formal, ya que se trata de una exigencia que, por imperio legal, es establecida como elemental condición para la real vigencia del principio de legalidad en la actuación de los órganos administrativos, presupuesto ineludible del estado de derecho y del sistema republicano de gobierno. Antes que un mero formalismo, la mención expresa de las razones y antecedentes determinantes de la emisión del acto se ordena a garantizar una eficaz tutela de los derechos individuales, de modo que los particulares puedan acceder a un efectivo conocimiento de las motivaciones y fundamentos que indujeron a la administración al dictado de un acto que infiere en su esfera jurídica, ello en función de un adecuado contralor frente a la arbitrariedad y del pleno ejercicio del derecho de defensa”.


    Dominique Val S.A. - De Poligny, Alexandra y Cosmética Diesel S.R.L. s/ Infracción Ley 16.463


    D. 2024, XXXVIII, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Ley de defensa del consumidor. Banco Central de la República argentina. Entes autárquicos. Control de entidades financieras. Gobierno provincial. Poder de policía. Constitución provincial. 


    Deben ser acogidos los agravios dirigidos a cuestionar el pronunciamiento apelado, toda vez que, si bien el art. 45, último párrafo, de la ley 24.240 faculta a las provincias para establecer su régimen de procedimiento y de regular la actuación de las autoridades provinciales para aplicar la ley, la competencia de estas últimas no se extiende a la fiscalización y al control de los órganos del Estado Nacional que, por la materia, están sujetos a la jurisdicción federal.  En efecto, dicha ley es bien clara al establecer que "La Secretaría de  Industria y Comercio será la autoridad de aplicación de la presente ley. Los gobiernos provinciales y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires actuará como autoridades locales de aplicación ejerciendo el control y vigilancia sobre el cumplimiento de la  presente ley y Sus normas reglamentarias respectivas a los hechos sometidos a su jurisdicción" (art. 41, primera parte).  En el caso de autos, la Carta Orgánica aprobada por la ley 21.799 (modificada por su similar 25.299), dispone, expresamente, que el Banco de la Nación Argentina es una entidad autárquica del Estado Nacional, con autonomía presupuestaria y administrativa, se rige por dicha ley y la de entidades financieras y coordina su acción con las políticas económico-financieras del Gobierno nacional (art. 1) y "como entidad del Estado Nacional está sometido exclusivamente a la jurisdicción federal" (art. 27).  Por su parte, la Ley de Entidades Financieras 21.526 (modificada por su similar 25.782) establece que el Banco Central de la República Argentina ejerce la fiscalización de las entidades en ella comprendidas (art. 4°) y que "La intervención de cualquier otra autoridad queda limitada a los aspectos que no tengan relación con las disposiciones de la presente ley" (art. 5°).  Desde ese punto de vista, como viene sosteniendo el actor desde la primera oportunidad que tuvo, no podía ser sancionado por la autoridad provincial y juzgado mediante el procedimiento local, pues la "prestación de los servicios financieros y/o bancarios" no constituían "hechos sometidos a su jurisdicción " material, aun cuando se tratara de circunstancias acaecidas en el ámbito territorial de la Provincia. En tal sentido, la autoridad de aplicación en el sub lite, no era otra que el Banco Central de la República Argentina, a quien compete controlar los servicios que prestan las entidades financieras. Una interpretación distinta -tal como la que surge de la sentencia impugnada- sería forzar la letra y el espíritu de la ley, sin olvidar que, en este sentido, según la jurisprudencia de la Corte, el poder de policía de los estados provinciales "no puede invadir en su ejercicio el campo en que se mueve cualquiera de las facultades exclusivas conferidas o delegadas al gobierno de la Nación".  Máxime cuando, a mi modo de ver, en la Ley de Defensa al Consumidor la actuación de las autoridades de aplicación nacional en las jurisdicciones provinciales es la regla general, mientras que las facultades de las autoridades locales tienen su fundamento en una expresa habilitación. Tal conclusión, también, se infiere de la propia naturaleza de las normas en juego que -como se dijo en el acápite anterior- resultan ser de las denominadas "federales" en cuanto atribuyen competencia a la Secretaría de  Industria y Comercio de la Nación (o un organismo jerárquicamente dependiente) para  iniciar las actuaciones administrativas en caso de presuntas infracciones a la ley y para aplicar las sanciones que correspondan.  En nada obsta a lo expuesto la circunstancia de que los gobiernos locales también instrumenten medidas de fiscalización y que tengan resguardo en las constituciones provinciales, respecto al control sobre los "hechos sometidos a su jurisdicción" en materias vinculadas al orden, salubridad y seguridad común, ya que estas cuestiones, como muchas otras atinentes al ejercicio del poder de policía, la Constitución las otorga, de manera concurrente, al Estado Nacional y a las provincias (arts. 75, inc. 30 y 125 de la Constitución Nacional) y pueden ejercerse conjunta o simultáneamente sobre un mismo objeto o una misma materia sin que de tal circunstancia derive violación en principio jurídico alguno.  Finalmente, lo sostenido por el a quo, apoyado en el precedente del Tribunal publicado en Fallos: 324:4349, en el sentido de que "no se excedió en sus facultades la provincia al disponer (en su legislación) que las sanciones administrativas impuestas por la autoridad local serán apelables ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y de Minería de lugar donde se cometió la infracción, puesto que, una inteligencia diversa de dicha norma (art. 45 de la ley 24.240), importaría avasallar la autonomía de las provincias consagrada en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, como así también, desconocer lo dispuesto en el art. 75, inc. 12", soslaya que dicha circunstancia no se advierte en el sub lite, donde, a diferencia de lo allí acontecido, la intervención de las autoridades provinciales no es provocada por hechos de particulares en materia sometidas a su jurisdicción, sino por un organismo del Estado Nacional sujeto a la jurisdicción federal y en ejercicio del poder de policía financiera que compete a otro órgano de este último.


    Banco de la Nación Argentina c/ Programa de Defensa al Consumidor, Comercio y Cooperativas de la Provincia de San Luis s/ Apelación Ley 24.240


    B. 163, XL, 07 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto administrativo


    Multa administrativa. Infracciones laborales. Admisibilidad del recurso. 


    Con relación al principio "nullum poenam sine legem", el juzgador se equivoca cuando afirma que la autoridad administrativa sancionó a la parte refiriéndose a normas que nada tienen que ver con infracciones laborales. Las sanciones se impusieron a raíz del incumplimiento por parte de la empresa, de las obligaciones reguladas por los artículos 15 y 16 de la ley 22.250, cuyas sanciones están establecidas en su artículo 33 que, en el inciso "d", remite a las penalidades instituidas por el régimen legal sancionatorio de las acciones y omisiones que según las leyes nacionales y provinciales de trabajo constituyan infracciones a las mismas. En el caso, y por remisión del artículo 17 del decreto reglamentario N° 1.342/81, la ley 25.212 señalada por el recurrente en su escrito.


    Ingeniero J.R. Martínez S.A. c/ Instituto de Estadística y Registro de la Industria de la Construcción


    I. 210, XXXIX, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Peaje


    Derechos del usuario. Concesionario vial. Obligaciones del concesionario. 


    Si bien se discute la interpretación y aplicación de normas de derecho común y el análisis de cuestiones de hecho y prueba, todo lo cual resulta materia propia de los jueces de la causa y ajena al remedio previsto en el artículo 14 de la ley 48 cabe descalificar el acto jurisdiccional cuando incurre en algunas de las causales que abonan la doctrina de arbitrariedad acuñada por la Corte.   En el sub lite se configura el mencionado supuesto por cuanto el a-quo, sin dar razones suficientes, se aparta de la doctrina consagrada por la Corte en el precedente Salvador Colavita y otro c/ Provincia de Buenos Aires y otros, sentencia del 7 de marzo de 2000, invocada por el recurrente en orden al encuadramiento que cabe otorgar a la relación jurídica que surge entre el usuario y el concesionario con motivo de la utilización de una vía de comunicación mediante pago de peaje, la que, se destacó, debe interpretarse en el contexto de las obligaciones propias del ente concesionario consistentes en la remodelación, conservación y explotación del corredor vial conferido, y enderezadas exclusivamente al mantenimiento y señalización de calzadas y banquinas y a la oferta de servicios auxiliares al usuario.


    Ferreyra, Víctor D. y Ferreyra, Ramón c/ V.I.C.O.V. S.A. s/ Daños y perjuicios


    F. 1116, XXXIX, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Universidades nacionales


    Recursos administrativos. Denegatoria del recurso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible pues, aun cuando, en principio, la resolución de temas procesales está reservada a los jueces de la causa, incluso cuando se trata de normas federales, esta regla admite excepciones si, como ocurre en el sub lite, se afecta la garantía de la defensa en juicio.  En cuanto al requisito de que el pronunciamiento revista el carácter de sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación y aquélla que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, se considera que se da en el caso, porque la resolución apelada clausura toda posibilidad de acceso a la justicia.


    Barone, Myrian Elena s/ Artículo 32, Ley 24.521


    B. 1554, XXXIX, 02 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Concursos docentes. Revisión judicial de actos administrativos. Control de legalidad. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Si bien es cierto que las resoluciones que dictan las universidades en el orden interno, disciplinario, administrativo y docente que les es propio no son, como principio, susceptibles de revisión judicial, no lo es menos que ello no es obstáculo para que se ejerza judicialmente el control de legalidad de los actos administrativos dictados en el curso de los procedimientos de selección de los mencionados docentes, cuando sean manifiestamente arbitrarios.  Las decisiones de las autoridades universitarias, en torno a la designación de profesores, no pueden ser objeto de revisión judicial, en particular si la objeción está referida al mérito otorgado a los antecedentes de los concursantes, desde que dicha apreciación se halla en el marco de una potestad excluyente. Pero tal potestad en el Estado de Derecho, no  puede ejercerse discrecionalmente, sino con un criterio de razonabilidad, con arreglo a pautas reglamentarias y circunstancias objetivas, lo cual posibilita el control de los jueces para que no se convalide un accionar arbitrario.  En ese ámbito, las sentencias judiciales para hallarse ellas mismas al margen de la tacha de arbitrariedad, deben necesariamente hacer referencia, cuando menos, a las razones que motivan la inadmisibilidad de los agravios del recurrente máxime si tales agravios han sido concretos y puntuales.


    Balestra, Ricardo Ramón c/ Universidad de Buenos Aires


    B. 3091, XXXVIII, 06 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Civil y Comercial 


    Derecho Civil


     


    Cobro de sumas de dinero


    Distribuidor de alimentos. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa I. 71, L. XXXIV, "Ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires - Recurso de Hecho”.


    Si bien los agravios referidos a que el a quo prescindió de aplicar las normas sobre contrataciones contenidas en la Ley de Contabilidad y su decreto reglamentario 5.720/72, conducen al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, propia de los jueces de la causa y ajena –como regla y por su naturaleza- al recurso extraordinario, cabe hacer excepción de ese principio en el sub lite, de acuerdo a lo declarado por la Corte, toda vez que el pronunciamiento apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Sorridi S.A. c/ Centro de Salud Mental N° 3 - Secretaría de Salud - Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 2829, XXXVIII, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Adopción. Interés del menor. Domicilio del menor. Principio de inmediación. Competencia Provincial. 


    La Corte en oportunidad de resolver actuaciones cuyo objeto atañe al interés de menores, ha otorgado primacía al lugar donde éstos viven efectivamente, ya que consideró que la eficiencia de la actividad tutelar, toma aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos.   Esta solución contribuye a una mejor protección de los intereses de la menor, ya que favorece un contacto directo y personal del órgano judicial con la menor, y con sus pretensos adoptantes, quienes se encuentran a cargo de su guarda con fines de adopción, y a una mayor concentración y celeridad en las medidas que pudiere corresponder tomar en beneficio de la incapaz.


    B. F., c/ Guarda con fines de adopción


    COMP. 1326, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Exhortos. Plan de parentalidad. Interés del menor. Domicilio del menor. Principio de inmediación. Competencia nacional. 


    La Corte en oportunidad de resolver actuaciones cuyo objeto atañe al interés de menores, ha otorgado primacía al lugar donde éstos viven efectivamente, ya que consideró que la eficiencia de la actividad tutelar, toma aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos.   La Corte ha entendido que razones vinculadas a la posibilidad de una mayor inmediación, en orden a lo dispuesto por los artículos 227 y 264 del Código Civil, tornan aconsejable que sea el juez del domicilio en que el menor reside el competente para conocer respecto del régimen de visitas más adecuado a los intereses del incapaz.


    B., R. E. s/ Exhorto


    COMP. 1485, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Lugar de internación. Remisión a los fallos de las causas: Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”; Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    P., L. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 2115, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mister Work S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Nación) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1486, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Seguro de vida. Recurso de apelación. Competencia contencioso administrativa. 


    La causa deberá seguir su trámite ante la Cámara Federal de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo debido a que ésta no se pronunció respecto del recurso de apelación, y por lo tanto no se ha terminado de configurar el conflicto de competencia.


    Cartala, Ernesto Horacio y otros c/ Estado Nacional - Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1408, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Contrato de prestaciones médicas


    Abuso de posición dominante. Discrepancia del recurrente. 


    Precedente de Fallos: 324:3381.


    Estableció la Corte, que los agravios dirigidos a cuestionar los criterios del tribunal relativos a las circunstancias que definen la condición y el alcance de los actos desplegados y su aptitud para encuadrar la actividad como una de las previstas en los artículos 1° Y 2° de la ley n° 22.262, no remiten, en rigor, a la inteligencia de esas reglas, sino al examen de cuestiones de hecho y prueba, ajenas, por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley n° 48.  En el caso, un segmento sustantivo de la presentación recursiva se dirige a cuestionar las afirmaciones en orden a la existencia de una posición de dominio, su abuso, la circunstancia de lesión al interés económico general, etc., aspectos todos situados en el plano al que se refiere el precedente y que, no han sido objetados, en términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias sino en el marco de lo previsto por el artículo 14, inciso 3°, de la ley n° 48.  En cuanto a los restantes agravios, particularmente al que se refiere a la vulneración del derecho a la libre asociación, amén del que remite a la afectación de la autonomía de la provincia, ceñidos a los recaudos de fundamentación que derivan del artículo 15 de la ley n° 48, no obstante reconocer el contenido federal de la materia controvertida, la presentación de la quejosa no se sustenta.  Resultan inadmisibles las cláusulas impeditivas del ingreso de prestadores que poseen los requisitos de idoneidad relevantes para la actividad de que se trata, en circunstancias en que una asociación concentre más del 50% de los concernientes a algún mercado y, por situaciones propias de su estructura y funcionamiento, la no pertenencia a la entidad represente una barrera importante para el ejercicio de la actividad.


    Círculo Odontológico Regional de Venado Tuerto s/ Recurso de apelación c/ Resolución Nº 156 de la Comisión


    C. 320, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Cuestión devenida abstracta.


    Pfaffl, Johann s/ Incidente de administración


    COMP. 1409, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Cámara nacional de apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 205, L. XXXVIII, Recurso de Hecho "Olmedo, Heberto Darío y otro c/ Giudicate, Silvio Gustavo y otro".


    Zaccarello, Daniel Eduardo c/ Núñez, Pedro Ramón y otro s/ Daños y perjuicios


    Z. 482, XXXVIII, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Organismos del Estado. Citación en garantía. Recurso de apelación pendiente. Cámara nacional de apelaciones. 


    Resulta aplicable al caso la jurisprudencia de la Corte que sostiene que corresponde a la justicia federal conocer en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte, aun tratándose de cuestiones regladas por el derecho común, y que a ello no obsta la circunstancia de que el organismo estatal sea citado a juicio en los términos del artículo 94 del Código Procesal.   Cabe admitir la competencia federal ratione personae en el asunto, y determinar consecuentemente a qué tribunal corresponde entender por razón de la materia en discusión.  La Corte ha señalado que si la demanda se dirige contra el Estado Nacional, por la violación de los deberes de policía que le competen respecto de las empresas aseguradoras y que ejerce por medio de la Superintendencia de Seguros de la Nación, se halla en juego la función administrativa en sí del órgano estatal y, por ende, la responsabilidad extracontractual del Estado, materia que autorizaría a encuadrar la acción en las causas contenciosos administrativas referidas en los preceptos del artículo 45, inciso A) de la ley 13.998. El criterio no resulta de aplicación en la causa a estudio, desde que el objeto central e inmediato del litigio no se refiere a esa problemática sino a la dilucidación de quienes resultan responsables por el accidente de tránsito que se relata en la demanda y determinación de los perjuicios consecuentes. La participación de la Superintendencia de Seguros de la Nación y su eventual responsabilidad por otros hechos, es meramente subsidiaria y relativa a la liquidación y/o falencia de la citada en garantía, pero alcanza para atribuir el conocimiento del juicio a la justicia en lo contencioso administrativo federal.   No se atendió el recurso de apelación deducido contra la resolución del juez de grado. La Corte tiene dicho que cuando una causa se encuentra  con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes.


    Ávila Tolaba, Gonzalo c/ Triviño, Víctor Julián y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 2112, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 4011, XXXVIII, “Caja de Seguros S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Baruque, Fernando c/ Metrovías S.A. s/ Daños y perjuicios


    B. 4182, XXXVIII, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Lesiones. Culpa concurrente. Ley de seguros. Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    Conforme a la ley 17.418 la participación de la aseguradora en el proceso es necesaria y no facultativa. Así lo ha entendido la Corte cuando ha establecido que "en razón la naturaleza del contrato de seguro de responsabilidad civil, el asegurado tiene el derecho de que su aseguradora cumpla con su obligación de mantener indemne su patrimonio en cuanto el daño exceda de la franquicia, y que su citación y eventual participación en el mismo proceso en que se ha demandado al asegurado es necesaria...". En virtud de lo expuesto, cae el primer agravio de la apelante, toda vez que constituye una interpretación errónea del instituto de la cosa juzgada, en orden a la particular relación entre aseguradora y asegurado que surge de la Ley 17.418.  El Tribunal también ha dicho que la accesoriedad de la obligación de garantía asumida por la recurrente, respecto de la prestación adeudada por el asegurado, no constituye un fundamento eficaz para restringir la facultades procesales de la aseguradora, pues el eventual débito de responsabilidad en cabeza del demandado repercutiría en forma directa e inmediata sobre el interés personal y originario de la aseguradora, que deberá afrontar con su patrimonio la obligación estructural del seguro de responsabilidad civil consistente en mantener indemne al asegurado; y ha establecido, asimismo, que el argumento atinente a la divisibilidad de la cosa juzgada es suficiente para denegar la apelación deducida únicamente por el asegurador, pues la alzada no ha apreciado que, aquella consecuencia tiene como causa exclusiva un acto personal del asegurado, el que carece de efectos para aniquilar las facultades de su litisconsorte, a la par que sólo obligaría a soportar consecuencias desventajosas causadas a quien consintió el pronunciamiento.


    Ávila, Lilia del Valle c/ Rodríguez, Carlos Ernesto y otros


    A. 842, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Mecánica del accidente. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Responsabilidad del dueño o guardián de la cosa. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    La doctrina de las sentencias arbitrarias exige la existencia de graves falencias o irregularidades en los resolutivos atacados, siendo necesario que produzcan una ruptura en la necesaria conexión lógico jurídica de los temas que deciden, implicando por ello la lesión de garantías constitucionales tales como la defensa en juicio y del debido proceso.  Los agravios reseñados remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materias ajenas a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que si los argumentos expuestos por el a quo han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido, al haberse omitido considerar elementos conducentes para decidir la controversia relativa a la responsabilidad.  Las conclusiones del a quo, que parten de una base meramente presuncional, y omiten considerar pruebas relevantes para la solución del litigio, distan de constituir una derivación razonada del derecho vigente de acuerdo con las circunstancias fácticas efectivamente comprobadas en el juicio.


    Insaurralde, Gerónimo Ramón c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y otra


    I. 281, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Representación de menores. Accidente de tránsito. Insuficiencia del agravio. Responsabilidad objetiva. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente, que la doctrina sobre arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales, a raíz de su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, incluso de presunciones, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional.  Al respecto, los agravios vertidos por el quejoso contra la sentencia recurrida, que modifica parcialmente la del Inferior, carecen de un sustento fáctico y jurídico, cierto y efectivo  Asimismo refiere la Alzada razonablemente que para resolver el litigio, corresponde tener en consideración la responsabilidad objetiva derivada de accidentes de tránsito que consagra el artículo 1113 del Código Civil, en cuanto sostiene el carácter de cosa peligrosa que reviste el transporte de pasajeros, conducido por el demandado.  Por lo tanto, no dimana de la sentencia recurrida que el a quo se haya apartado de la aplicación de la normativa vigente, de acuerdo con los antecedentes fácticos discutidos y la Corte en lo que es motivo de agravios. Por el contrario, de ella se desprende la razonabilidad de la solución propiciada y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    P., M. A. c/ Línea 237 Transportes Villa Ballester SACEI


    P. 2108, XXXVIII, 21 de abril de 2004


    Ver dictam en


    Accidentes de trabajo. Sociedades comerciales. Tradición. Obligaciones del vendedor. Obligaciones de dar. 


    Según el juzgador, al momento de producirse el accidente, la sociedad vendedora resultó ser la propietaria y poseedora de los fardos causantes del infortunio, pues se habría efectivizado la entrega y con ella habría tenido lugar la tradición. Sin embargo, más allá de si las pruebas de laboratorio para recibir la mercadería habían o no concluido, o de si se había o no impartido la orden de descarga por parte del jefe de planta de la compradora, lo cierto es que el accidente se produjo en una etapa intermedia, en la que, si bien se estaba realizando la descarga de los fardos por parte de empleados de la sociedad, dicha descarga no había concluido, más bien recién había comenzado, y, por lo tanto, no se había completado la tradición, ni la sociedad compradora tenía la posesión efectiva de todos los fardos.  Es decir que la sociedad vendedora, aún respondía por la carga del camión de su propiedad. Al respecto, el artículo 1408 del Código Civil, establece que el vendedor está obligado a conservar la cosa tal como se hallaba el día del contrato, hasta que la entregue al comprador, y esta norma, debe ser interpretada y aplicada en armonía con el artículo 1416 del mismo Código, en cuanto dispone que mientras el vendedor no hiciese tradición de la cosa vendida, los peligros de la cosa como sus frutos y accesorios, serán juzgados por el título "De las obligaciones de dar" sea la cosa vendida cierta o incierta.  No está demás señalar que, en el caso, la vendedora era también acarreadora de la mercadería, y en consecuencia, conforme al artículo 170 del Código de Comercio, su responsabilidad no acababa hasta después de verificada la entrega.  La sociedad vendedora debe responder, conforme al artículo 1113 del Código Civil, y para eximirse de responsabilidad, debía demostrar que de su parte no hubo culpa, o acreditar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder.


    González, Antonia c/ Algodonera Devoto S.R.L. y otro


    G. 62, XXXIX, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Mala praxis médica. Carga probatoria dinámica. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. 


    El a-quo, para concluir que la lesión de la menor se produjo sin que haya influido el accionar humano, tomó como ciertas situaciones que no se demostraron a lo largo del proceso y dejó, en cambio de lado prueba de indudable importancia para esclarecer el caso. Ello es así, toda vez que no hizo siquiera referencia a la afirmación de la perito médico, donde sostuvo que un parto puede progresar sin maniobras habiendo una lateroincidencia en el pequeño, siempre y cuando el feto sea de un tamaño por debajo de lo normal (por ejemplo, cuando el nacimiento es prematuro) y dejando precisado, claramente, que no era ese caso que nos ocupa, dado que la beba pesó al nacer tres kilos cuatrocientos ochenta gramos.  Los jueces de la Cámara afirmaron que el parto fue rápido, paro tal aseveración, además de no encontrarse fundamentada debidamente, contrasta con el informe de la médica neonatóloga que atendió a la niña luego de nacer, quien en la historia clínica sostuvo que el parto fue prolongado no resultando ser suficientes a los fines de desvirtuar tal antecedente su testimonio injustificado y evidentemente contradictorio con sus anteriores apreciaciones.  Por tal razón, además, la premisa de los juzgadores relativa a que la rapidez con que se desarrolló el parto permite descartar todo nexo causal entre las siguientes causas: ausencia de una médica obstetra, aplicación de la droga antes referida, atención de la paciente sólo por una partera y el consecuente daño causado a la niña, se constituye en un argumento dogmático, carente de un sustento razonable, en especial por los fundamentos expuestos en el párrafo anterior.  Por otro lado, basó su conclusión respecto de que no hubo evidencia que demuestre tracción para extraer a la beba, en los datos consignados en la historia clínica, cuando tal informe fue impugnado en las partes que contiene correcciones y borraduras que se le efectuaron, lo cual la torna, en este punto, carente de envergadura suficiente para poder justificar esa circunstancia. Ello es así, desde que si la historia clínica contiene omisiones de entidad que revelan que no contiene una relación circunstanciada y completa de lo sucedido durante la internación de la paciente e incumple con el deber de información que tiene el médico y que se debe exteriorizar a través del documento, ello no puede ir sino en desmedro de quien estaba obligado a su confección. Nótese que uno de los datos de mayor relevancia se encuentra corregido y no salvado, como ser la evaluación de los reflejos y el color de la pequeña, que entre otros elementos son de suma utilidad para evaluar el estado del recién nacido.  Por último cabe precisar que en materia de mala praxis, donde se trata de situaciones complejas que no resultan ser de fácil comprobación, cobra fundamental importancia el concepto de "la carga dinámica de la prueba" o "prueba compartida", que hace recaer en quien se halla en mejor situación de aportar los elementos tendientes a obtener la verdad objetiva el deber de hacerlo, pautas que, como se expuso, no fueron seguidas por el a-quo.


    O., M. N. y otros c/ S. P. S.A.


    O. 69, XXXIX, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. 


    No obstante que los agravios precedentemente reseñados, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido, situación que se configura en la causa sub examine.  En el caso la Alzada, sobre la base de diferencias "entre los detalles" sostiene la "falta de prueba del hecho accidental por el que se acciona”, a pesar de tener por acreditada, la existencia de un contrato de transporte entre la damnificada y la demandada con el boleto. En ese contexto, sin embargo descarta -con rigorismo dogmático- como valor de convicción, aspectos básicos conducentes tales como de un lado la denuncia penal efectuada (55 minutos después de iniciado el viaje), a raíz de la cual se ordenó el secuestro del micro, la citación del chofer; y de otro no sólo una pericial médica practicada quince días después del siniestro, cuyo resultado sostiene "... AI examen presenta traumatismo cervical con cefaleas, mareos. Se trata de lesiones de más de 24 horas de evolución, producto del choque con o contra superficie dura, que para ver evolución de las lesiones es preciso consulta con neurología y traumatología."; sino su incapacidad del orden del veintiocho por ciento de la total obrera, conforme informes periciales efectuados que no fueron considerados por la Alzada al momento de resolver.  Se advierte asimismo que incurre en rigorismo formal la sentencia en lo relativo a la dirección de la testigo, a la forma como se escribe el nombre; diferencias mínimas inconducentes que pudieron guardar relación con el estado de confusión que el golpe pudo provocarle a la demandante.  Lo expuesto, no importa anticipar opinión en cuanto al fondo del asunto, sino señalar aspectos conducentes cuya ponderación omitió la Alzada imponiéndose su estudio ni bien se advierte que en un plazo menor a los dos años de ocurrido el siniestro la actora se encuentra internada en un geriátrico, conforme se desprende de lo denunciado, y lo informado por el perito médico.


    Weihmann, Eva c/ Transportes Río Grande S.A.C.I.F. y otros


    W. 46, XXXIX, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos por principio a la instancia del artículo 14 de la ley 48, y solo ha hecho excepción a tal principio, cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio o carece de la fundamentación necesaria para Ia validez del acto jurisdiccional, extremos que en esta causa no se configuran.


    Perdomo, Martín Anair Judith c/ Bolsi, Carlos Alberto


    P. 2265, XXXVIII, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal colegiado. Sentencia. Voto de los jueces. Recurso de queja. Procedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte, que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria, de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como un producto de un intercambio racional de ideas entre ellos. Toda sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. No es, sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances del pronunciamiento: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión.  Resulta aplicable la jurisprudencia del Tribunal que ha establecido que, si bien lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia es materia ajena al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, lo que invalida el pronunciamiento. Y ha decidido, asimismo, que corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo lugar a la demanda, si los votos que en apariencia sustentan la decisión, no guardan entre si la mínima concordancia lógica y argumental requerida a los fallos judiciales.


    Crimer, David c/ Romero, Fernando s/ Daños y perjuicios


    C. 2893, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Declaratoria de herederos


    Acervo sucesorio. Beneficio de litigar sin gastos. 


    Es sabido que el beneficio de litigar sin gastos, tiende a poner en situación similar a las personas que deben intervenir en un proceso concreto, a fin de que quien carezca de recursos suficientes para afrontar las cargas económicas que impone el juicio, pueda atender con amplitud cuando demanda el reconocimiento judicial de su derecho. También ha sostenido la Corte que el citado instituto no sólo comprende la exención de ciertos impuestos, sellados de actuación y costas desde el inicio del trámite, sino también el derecho a obtener la traba de medidas cautelares sin el previo otorgamiento de la caución, cuando de las circunstancias fácticas se desprende que tal medida no puede esperar el dictado de la resolución definitiva sin grave peligro para la efectividad de la defensa.  Por tal razón, la oferta como contracautela de los únicos bienes correspondientes al sucesorio del padre del causante, que no fueron subastados por el demandado, y respecto de los cuales éste ha trabado embargo para satisfacer un supuesto crédito (cuya ilegal procedencia intentan probar los accionantes con los juicios iniciados), no resultaba irrazonable ya que permitiría mantenerlos según lo preveía la medida de no innovar incólumes, cuando en realidad no le era exigible contracautela alguna. Ello evitaba además que en el futuro se tornara ilusoria una sentencia favorable para los intereses de los herederos.


    Herederos de Juan José Riera c/ Jordán, Conrado Juan s/ Ordinario


    R. 1378, XXXVIII, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Demanda


    Factura. Pago. Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Cosa juzgada. Defensa en juicio. 


    Si bien es cierto que la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar la decisión de los jueces de la causa sobre cuestiones de hecho y prueba o de naturaleza procesal, no lo es menos que ha hecho excepción a tal criterio, con base en su consagrada doctrina de la arbitrariedad, cuando el fallo impugnado contiene vicios tales, como el exceso en el límite de las facultades jurisdiccionales del tribunal, con agravio a las garantías consagradas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.  El fallo que pone fin al pleito indica de modo literal, claro y preciso que "si bien es cierto que las facturas reclamadas pudieron ser canceladas de un modo no habitual, lo cual no puede ser reprochable si hubo efectivo ingreso de dinero, o una compensación oponible, no lo es menos que no valen como tal si ello efectivamente no se ha verificado" y que teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 63 segundo párrafo in fine del Código de Comercio, sólo cabe interpretar que si la deuda fue descontada de otras personas jurídicas distintas de la deudora original, esta no realizó pago alguno que documentaran los recibos que presentara”.  Teniendo en cuenta que la sentencia constituye una unidad lógico jurídica cuya parte dispositiva no es sino la conclusión final y necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos, conforme a lo expuesto en las consideraciones que realiza el sentenciador y a la expresa admisión de la reconvención de la demandada en la parte resolutiva del fallo, se desprende con claridad que la sentencia tuvo por no cancelada las obligaciones reclamadas por la demandada.  Pero al plantearse el pedido de aclaración por la actora, lo resuelto por el tribunal se encuentra en franca contradicción con los argumentos y la decisión de la sentencia definitiva, desde que, sobre la base de las mismas constancias y pruebas de la causa, admite detraer de la condena los montos correspondientes a cada una de las facturas cuyos recibos se encuentran detallados en el listado anexo.  El tribunal modificó de manera sustancial el fallo, incurriendo en un exceso jurisdiccional al apartarse del marco de la competencia atribuida por vía del pedido de aclaratoria, que conforme a la previsión legal, sólo lo habilita a corregir errores materiales, suplir omisiones o aclarar conceptos oscuros (art. 166 inc. 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) con lo cual vino a afectar el principio de la cosa juzgada, con agravio al derecho de propiedad y defensa en juicio de la recurrente, máxime cuando la nueva resolución se dictó a petición de la actora sin oír a la contraparte recurrente.


    Parodi Combustibles S.A. c/ Y.P.F. s/ Incumplimiento


    P. 153, XXXIX, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de alquileres


    Plazo de la locación. Tácita reconducción. Responsabilidad del fiador. Extinción de la fianza. Retroactividad de la ley. Cuestión no federal. 


    Precedente de Fallos:320:750 y del fallo de la causa G. 143, L. XXXIX, “González, Arístides c/ Tello, Rodolfo Carlos y otro”. Ley 25.628.


    Resultan aplicables los términos y consideraciones vertidos por la Corte en los precedentes de la referencia en orden a que, aún cuando le sean aplicables al “principal pagador” las disposiciones sobre los codeudores solidarios, el alcance temporal de dicha obligación no puede proyectarse fuera del ámbito que le es propio, esto es, del contrato por que entendió obligarse.  No altera el criterio expuesto el hecho de que en el contrato se haya convenido que la responsabilidad subsistirá aún después de vencido el mismo y desocupado el local, pues ello no puede ser interpretado en el sentido de que los fiadores deban responder, cuando media una prórroga implícita del contrato, por una ocupación posterior al período de tiempo por el que fue suscripto el acuerdo originario. En efecto, de dicha estipulación no puede derivar la imposición de una nueva obligación, si no medió la intervención y el consentimiento de los codeudores.  En el citado precedente "González”, la Corte dijo que corresponde dejar sin efecto la resolución que rechazó la excepción de falta de legitimación pasiva y omitió diferenciar que la obligación del fiador comprende solamente el pago de los alquileres, intereses y demás accesorios pactados en el contrato originario hasta la fecha de su vencimiento, en casos en que no hubo negativa del locatario a restituir el inmueble locado sino una prórroga tácita convenida entre aquél y el locador, de la que no participó la fiadora.  Tales conflictos han quedado definitivamente resueltos a partir de la incorporación al Código Civil, mediante la ley 25.628, del artículo 1582 bis, que dice textualmente: “La obligación del fiador cesa automáticamente por el vencimiento del término de la locación salvo la que derive de la no restitución a su debido tiempo del inmueble locado. Se exige el consentimiento expreso del fiador para obligarse en la renovación o prórroga expresa o tácita del contrato de locación, una vez concluido éste. Será nula toda disposición anticipada que extienda la fianza, sea simple, solidaria como codeudor o principal pagador, del contrato de locación original”. Cabe recordar aquí que lo atinente a la retroactividad o no del mencionado precepto, no constituye cuestión federal que justifique una declaración de la Corte sobre el punto.


    Pascarelli, Silverio Roberto c/ Gimenez, Abel Oscar y otros


    P. 264, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Honorarios del abogado


    Regulación de honorarios. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. Sentencia arbitraria. 


    Si bien es cierto que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad a su respecto es de aplicación especialmente restringida, corresponde de todos modos hacer lugar al reclamo cuando se ha omitido manifiestamente la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, pues el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.  Tal es lo que acontece en el sub-lite, por cuanto el juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica, que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio.  Así resulta, toda vez que del escrito de interposición de la demanda se advierte, con meridiana claridad, que los actores exigían el cumplimiento del contrato, donde se especifican los montos del reclamo, cuya copia adjuntaron como prueba. Asimismo, en su sentencia, el magistrado de Primera Instancia se encargó de confirmar tales circunstancias. Por tales razones, la sentencia cuestionada incurre, de un lado, en un apartamiento de las circunstancias de la causa al afirmar que la determinación del monto del pleito "puede ser dudosa" y de otro, en un evidente defecto de fundamentación, cuando a partir de dicha premisa recurre, finalmente a la tasa de justicia como única pauta determinante del monto del juicio.


    Peña de Freytes & Asociados c/ Los Lagartos Country Club S.A.


    P. 1728, XXXIX, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Impugnación de la paternidad


    Cuidado personal. Acciones de filiación. Interés del menor. Defensa en juicio. Violación al debido proceso. 


    En lo relativo al supuesto padre biológico cuyo nombre refiriera la actora en el juicio de tenencia, y que se pretende incorporar como tercero, resulta un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional de la Alzada, al resolver sobre capítulos no propuestos en el memorial de agravios, lo que importa un menoscabo a las garantías constitucionales consagradas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional, toda vez que resuelve acerca de temas que no fueron ni siquiera objeto de la litis, por lo que la sentencia debe descalificarse como acto judicial válido.  En, tal sentido, cabe señalar que no se lesiona el derecho de la menor a conocer su propia identidad, conforme lo señalado por la Alzada, toda vez que la acción de filiación por reconocimiento puede ser ejercida en todo tiempo, si es que así lo desea.   En tales condiciones, la sentencia atacada no satisface el requisito de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias del caso, por lo que mediando relación directa e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, e irrogar el pronunciamiento apelado un gravamen de insusceptible reparación ulterior, corresponde hacer lugar al remedio federal deducido, pues lo resuelto se traduce de manera directa e inmediata en una seria lesión de los derechos de defensa en juicio y debido proceso.


    G., M. A. c/ P., J. R.


    G. 687, XXXVIII, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Juicio de alimentos


    Abuelos. Obligación alimentaria. Interés del menor. Improcedencia del recurso. 


    Cabe poner de resalto que el Tribunal a quo ponderó el carácter subsidiario que reviste la obligación alimentaria entre parientes, tras lo cual expresó que quien reclama una prestación de esta índole debe probar de modo fehaciente que quienes están obligados por un grado de parentesco más cercano faltan, o están imposibilitados de proporcionárselos, y, en su caso, la propia imposibilidad de procurárselos, doctrina que deriva no sólo de la subsidiaridad, sino del distinto origen o fundamento de las obligaciones alimentarias de que se trata y estimó, que los abuelos sólo deben responder por los alimentos de sus nietos cuando ambos progenitores no puedan procurárselos.  No dimana del decisorio recurrido que el a quo se haya apartado de la aplicación de la normativa vigente, de acuerdo con los antecedentes fácticos discutidos, y la jurisprudencia de la corte en lo que es motivo de agravios, ni que se desprenda irrazonabilidad de la solución propiciada, congruente en principio, con el sistema en que está engarzada la norma, el cual, como es justo, si bien tiende a proteger el derecho de los menores no busca hacerlo perjudicando el de los abuelos ancianos, salvo, claro está, que se demostrase la eventual connivencia entre éstos y el hijo principal obligado, lamentable extremo que el a quo juzgó con argumentaciones posibles, que no se ha presentado.


    F., L. c/ L., V. s/ Alimentos


    F. 969, XXXIX, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Prueba. Valor probatorio. Cuestiones de hecho y prueba. Fundamentación de sentencias. Exceso ritual manifiesto. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    La Corte tiene dicho, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la Ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal local, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, conclusión que, cabe extender a aquellas en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos provinciales deducidos ante ellos. También ha reiterado, que es condición de validez de tales pronunciamientos que éstos sean fundados, circunstancia que, no se evidencia cuando la decisión padece de un excesivo rigor formal y no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa sobre la que se sustentó la pretensión.  La índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que, al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.  Si bien, en principio, lo relativo a la procedencia o improcedencia de recursos locales es materia ajena a la instancia federal, cabe hacer excepción de tal premisa cuando, la solución adoptada no constituye una derivación razonada de las normas vigentes según las constancias de la causa y ello redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado.


    Galarza de Vergara, María Ramona c/ Silvero de Fouceret Natividad s/ Prescripción adquisitiva


    G. 424, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Impugnación de la paternidad. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G N°687, L. XXXVIII, "G., M. A. c/ P., J. R. s/ Impugnación de paternidad".


    G., M. A. c/ P., J. R.


    G. 434, XXXVIII, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Ejecución de sentencia. Sanciones conminatorias. Astreintes. Fundamentación de sentencias. Procedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte, que, si bien la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada, cuando conocen por vía de los recursos concedidos ante ellos compromete sólo cuestiones de derecho procesal ajenas a la instancia extraordinaria, ese principio debe ceder cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional.   Al denegar el recurso de queja, fundado en que los pronunciamientos recaídos en la etapa de ejecución de sentencia no son recurribles por la vía de art. 278 del Código Procesal Civil y Comercial, por ser posteriores a la sentencia definitiva, el a quo omitió hacerse cargo de una cuestión esencial planteada claramente por la apelante, cual es la aplicabilidad de la ley de consolidación de deudas 23.982 y su reglamentación –de carácter federal y de orden público- y la gravedad institucional que reviste para la hacienda pública la imposición de cuantiosas astreintes ante el supuesto incumplimiento del BCRA, que no sólo excede el mero interés de las partes sino que, además, ocasiona un perjuicio de insusceptible reparación ulterior  La doctrina en que se funda la resolución impugnada no se ajusta a dicha jurisprudencia ni a la desarrollada in extenso por la Corte en Fallos: 308:490, “Strada”; 311:2478 “Di Mascio” y reiterada en Fallos: 312:483 y 1416; 315:761 y 781 y 324:2177, entre otros, al interpretar el alcance de la expresión "superior tribunal" empleada en el art. 14 de la Ley 48.


    Monterisi, Ricardo Domingo c/ Banco Central de la República Argentina s/ Incidente de Ejecución de sentencia


    M. 3808, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Solicita regulación de honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Graciela Perrone de Toretti (idioma portugués)


    S. 143, XXIV, 31 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Resolución del contrato


    Daños y perjuicios. Indemnizaciones. Escrituración. Posesión. Tradición. Ejecución hipotecaria. Ius persecuendi. Tercer poseedor. Escrituración. 


    El fundamento normativo principal del fallo radica en que la demandada no puso en posesión del inmueble  al adquirente una vez aprobada la subasta y pagado el saldo de precio, conforme lo establece el artículo 51 de la ley 22.232 (Carta Orgánica del Banco Hipotecario, derogada parcialmente mediante ley 24855, art.28, BO 25-07-97) que resulta aplicable en virtud del art. 29 de la ley 21.799 (Carta orgánica del Banco de la Nación Argentina, modificada por ley 25299, B.O. 7-09-00 ), que establece: "las hipotecas de cualquier grado o naturaleza que se constituyan a favor del Banco de la Nación Argentina ( tendrán las mismas ) mantendrán las prerrogativas, privilegios y régimen de ejecución especial atribuidos a favor del ex Banco Hipotecario Nacional, por su carta orgánica". El artículo 50 de ésta establecía que pagado el saldo de precio por el comprador, el Banco por sí le dará la posesión del bien y otorgará la transferencia del dominio. Y el artículo 51 citado, dispone que los registros de hipotecas, embargos e inhibiciones, levantarán sin más trámite, a pedido del Banco y bajo su responsabilidad, toda inhibición, embargo, segunda hipoteca y cualquier otro gravamen o anotación que pese sobre el inmueble vendido al solo efecto de la escrituración, quedando dicho inmueble sin otro gravamen que el que reconozca a favor del Banco.  La atribución de responsabilidad al Banco que dio motivo a la presente condena estuvo sustentada, en que la entidad debía entregar la cosa vendida libre de toda otra posesión (art. 1409 del Código Civil), máxime que el adquirente no estaba en la simple tenencia del inmueble (art.2383 del Código Civil) y como no se hizo en el plazo fijado en el contrato (art. 1412 y 1204 del Código Civil) y con las modalidades de la tradición (art. 1417 del Código Civil) el comprador estaría facultado para pedir la entrega de la cosa o la resolución del contrato. El a quo destacó: "el Banco de la Nación Argentina no cumplió con su obligación de poner en posesión del inmueble al adquirente una vez aprobada la subasta y pagado el saldo de precio, a pesar de contar con los medios al efecto" y remitió a las normas que rigen la protección del acreedor hipotecario.  Se reconoció la aplicación al caso de las normas que rigen las ejecuciones especiales de las deudas hipotecarias pactadas con bancos oficiales. En este aspecto, la legislación nacional atribuye facultades singulares a estos bancos aspecto que no se encuentra discutido en autos.  A primera vista la decisión se muestra contradictoria porque por un lado se aplican las normas comunes del Código Civil y, por otro lado, se afirma que el Banco Nación contaba con los medios legales suficientes para entregar la posesión del inmueble, cuya particular situación debió ser atendida al tratarse de un bien gravado por aquella entidad, con una hipoteca en situación de remate que pone en funcionamiento un mecanismo específico que difiere del común y que dada su especialidad debió ser atendido.  Respecto del ocupante del inmueble, que no se observa ninguna causal de ilegitimidad en la venta que hiciere el deudor hipotecario, antes de la subasta, y que dio origen a la existencia de un poseedor del inmueble con anterioridad a que el acreedor hipotecario (el Banco demandado) rematara el bien por falta de pago. El deudor propietario del inmueble hipotecado conserva el ejercicio de todas las facultades inherentes al derecho de propiedad, con la única limitación en aquellos actos que signifiquen un detrimento en los derechos del acreedor hipotecario (art. 3157 del Código Civil). De las constancias con que se cuenta surge claramente que el tercero comprador del inmueble y ocupante, dos años antes de la subasta, conocía de la deuda hipotecaria con la que estaba gravado el inmueble y asumió expresamente la deuda que había contraído el titular registraI.   El propio Código Civil protege minuciosamente al acreedor hipotecario frente al tercer poseedor, propietario de un inmueble hipotecado. Cabe recordar que aún cuando el titular de la hipoteca, no tuviese la posesión del inmueble, como titular de un derecho real cuenta con el ius persecuendi y por lo tanto, podría perfectamente perseguir la cosa del tercero poseedor adquirente (art. 3162 y 3179 del Código Civil), como podía hacerlo contra el deudor hipotecario (titular inscripto del dominio), pues tanto el primero como el segundo frente al acreedor hipotecario se encuentran igualmente sometidos a las consecuencias de la deuda pendiente en mora y la sobreviniente ejecución hipotecaria. Ante la falta de pago del tercer poseedor, más allá si estaba reconocido por el acreedor, estaba obligado a pagar o a hacer abandono de los bienes hipotecados. Una vez producida y aprobada la subasta, sin que hubiese existido contradictor, queda perfeccionado el acto y genera plenos efectos. Tales prerrogativas se encuentran más extendidas cuando se trata de un acreedor hipotecario como el Banco Nación, de conformidad con la ley 21.799 ya citada que remite a las prerrogativas y privilegios reconocidos a las hipotecas constituidas a favor del Banco Hipotecario, mediante la ley 22.232 (texto ordenado mediante el Decreto 540/1993). En caso de mora en el pago del servicio de la deuda, el Banco podrá ordenar por sí, sin forma alguna de juicio, la venta en remate público del bien afectado a la garantía (art. 44). En situación de remate, se encuentra facultado a tomar posesión del inmueble y administrarlo, si fuere necesario, realizar por cuenta del deudor los actos jurídicos que sean necesarios para la venta, donaciones que requieran las normas locales, gastos de conservación y mejoras necesarias, representar al deudor en toda acción dirigida contra la propiedad pudiendo además celebrar transacciones e inclusive desalojar los inmuebles, salvo cuando existiese locación aceptada por el Banco (art. 46).  Los remates se harán en los lugares que determinen las disposiciones reglamentarias y el Banco actuará sin sujeción a reglamentaciones locales y la comisión que abonare el comprador será en todos los casos a beneficio del Banco (art. 47). Aprobada la venta, el comprador deberá abonar el saldo de precio dentro del plazo fijado y en las condiciones de la venta (art. 48). Pagado el saldo de precio por el comprador, el Banco por sí dará la posesión del bien y le otorgará la transferencia del dominio (art. 50). Los registros de hipotecas, embargos e inhibiciones, levantarán sin más trámites, a pedido del Banco y bajo su responsabilidad, toda inhibición, embargo, segunda hipoteca y cualquier otro gravamen o anotación que pese sobre el inmueble vendido al solo efecto de la escrituración, quedando dicho inmueble sin otro gravamen que el que reconozca a favor del Banco (art. 51).  Los jueces prescindieron del tratamiento legislativo singular que dispone sobre las "prerrogativas, privilegios y régimen especial" con el que contaba la demandada. Además de las circunstancias por las que la actora mantuvo su reticencia a escriturar, en las condiciones que el Banco había ofrecido, mientras que ella no se hacía cargo de que la existencia de ocupantes -esgrimido como justificación- pudo ser constatada antes de su aceptación, ya que resultaba una diligencia exigible por la naturaleza de la obligación que imponía una mayor prudencia al tratarse de la compra de inmueble en subasta pública y en virtud de la ejecución de una hipoteca (art. 512 y 902 del Código Civil).


    Melina W.S.A. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Resolución de contrato e indemnización de daños y perjuicios


    M. 1566, XXXVIII, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Derecho Comercial


    



    Cobro de sumas de dinero


    Acumulación de procesos. Procedencia del recurso. Sentencias contradictorias. 


    La Corte tiene dicho que la acumulación debe cumplir, para ser procedente, con los supuestos previsto en los artículos 188 y 190 del Código Civil y Comercial de la Nación, los cuales señalan que se ordenará en cualquier etapa del proceso, hasta quedar en estado de sentencia, dejando a salvo el hecho de que procederá siempre que fuere admisible con arreglo a lo dispuesto por el art. 188 inc. 4° del Código ritual, esto es, que el estado de las causas lo permita en cuanto a su sustanciación conjunta sin producir demora prejudicial e injustificada en el trámite del o de los que estuvieran más avanzados.   Tiene dicho la Corte que la acumulación de procesos procede cuando se evidencia la posibilidad de fallos contradictorios, situación que se evita, al mediar razones de conexidad suficiente, con el instituto previsto en el art. 188 del Código Civil y Comercial de la Nación. Así ocurre en el caso en que, en cada uno de los expedientes los actores reclaman en forma diversa una indemnización por el daño sufrido a raíz del mismo accidente automovilístico, el pronunciamiento que se dicta en cualquiera de las causas podrá tener efectos de cosa juzgada sobre la otra.  Por ello, se debe hacer lugar al pedido de acumulación con el objeto de evitar el peligro de dictado de pronunciamientos contradictorios en juicios con identidad de hecho generador de ambos procesos.


    A.R.T. Interacción S.A. c/ Meliton Matos, Adrián s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 712, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Concurso preventivo


    Contienda positiva de competencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp.  566, L. XXXIX, “Dr. Eduardo Gil s/ Pedido de avocamiento”.


    Curi Hermanos. S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de contienda de competencia positiva


    COMP. 921, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Contienda negativa de competencia


    Juicio de desalojo. Concursos. Ley de orden público. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que las normas de competencia prevista en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes.   Además procede señalar que el artículo 21, inciso 1° de la ley 24.522 establece que, todos los juicios de contenido patrimonial, deben radicarse ante el juez del concurso, salvo excepciones previstas específicamente por el propio texto legal. Por ello, la justicia provincial ante la cual tramita ese proceso universal, es la competente para continuar interviniendo en la demanda de desalojo, toda vez que la misma constituye una acción de contenido patrimonial.


    El Hogar Obrero, Cooperativa de Consumo, Edificación y Crédito Ldta. c/ Cuerda, Carlos Robert y otro s/ Desalojo por falta de pago


    COMP. 1410, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Daños y perjuicio. Accidentes de trabajo. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia Nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, “Canepa, Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios”, resuelta por la Corte de conformidad con los fundamentos de la Procuración General.


    La Corte tiene dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.   Corresponde resaltar que, conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciado contra el concursado.   La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida está referida a un reclamo de contenido patrimonial.


    Heritier, Juan Carlos c/ Acetatos Argentinos S.A y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1437, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Apertura del concurso. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, "Canepa Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Peralta, Juan Carlos c/ Grumbaum Rico y Dacourt S.A.I.C. y F. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 2172, XXXIX, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Concurso preventivo. Domicilio social. Acuerdo preventivo. Competencia provincial. 


    La competencia del juez que debe intervenir en un proceso universal de concurso, se halla expresamente dispuesta por la ley y constituye una previsión de orden público, porque atiende a los intereses generales en juego propios de un proceso colectivo que afecta la totalidad del patrimonio del deudor, suspende el trámite de las acciones singulares, y genera la atracción al juzgado de radicación del proceso universal de los procesos iniciados contra el concursado alterando su competencia natural, a la vez que convoca obligatoriamente a todos los acreedores a concurrir por vía igualitaria de verificación, razón por la que la competencia deviene improrrogable tacita o expresamente.   La Corte ha resuelto que solo en casos excepcionales, cede el principio del domicilio legal actual como determinante de la competencia, y ello si se advierte que se puede configurar el supuesto de la creación de un domicilio ficticio, que altere el acceso regular de los acreedores al procedimiento para la defensa de sus derechos.  En orden al alcance de tal doctrina, no corresponde tener por valido el cambio del domicilio social mediante una nueva inscripción en otra jurisdicción, cuando con ello se altera el sentido mismo de la legislación, creando un domicilio legal que no corresponde con la realidad de la actividad económica comercial de la sociedad en concurso.  Por lo demás, el acuerdo es obligatorio para los acreedores no concurrentes en tiempo propio al trámite, y la inexistencia de perjuicio no se computa solo con la posibilidad que se tiene al cobro de los créditos, sino por la circunstancia de que el acuerdo le es impuesto, en especial porque se alegó que no tuvieron derecho a participar del trámite y a expresar o no la conformidad a las propuestas que efectuara el concursado.


    Curi Hermanos S.A. s/ Concurso preventivo


    COMP. 566, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Contratos comerciales


    Amparo.Libertad de contratar.Fuero de atracción.Competencia federal.



    Conforme a lo normado por el artículo 132 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la declaración de quiebra, solo resultan atraídas todas las acciones iniciadas contra el fallido por las que se reclamen derechos patrimoniales. En consecuencia, no resulta aplicable el instituto del fuero deatracción, toda vez que el fallido no reviste en el presente proceso el carácter de parte demandada y la pretensión carece de contenido patrimonial inmediato.


    Cortés, Juan Manuel c/ Asociación Argentina del Fútbol Argentino p/ Amparo


    COMP.1499,XXXIX, 03de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Contratos bancarios. Contrato de caja de seguridad. Contenido de la caja de seguridad. Prueba. Medios de prueba. Recurso extraordinario. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso.



    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones que son propias de los jueces de la causa, tales como las cuestionadas por los recurrentes, quienes solo manifiestan su discrepancia en la apreciación que efectuó el tribunal de los hechos denunciados y las pruebas tendientes a acreditarlos.


    Singerman, Jaime y otro c/ Banco Mercantil


    S. 670, XXXVIII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones de competencia


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 567, L. XXXIX.


    AFIP s/ Cuestión de competencia - Planteo de inhibitoria


    COMP. 791, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Ejecución hipotecaria


    Quiebra. Fuero de atracción. Expropiación. Relaciones de familia. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 690, L. XXXII, “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Salvador Saiegh s/ Ejecución hipotecaria”.


    Conforme a lo normado por el artículo 132 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la declaración de quiebra, resultan atraídas por el juicio universal todas las causas de contenido patrimonial iniciadas contra el fallido, con las únicas excepciones allí previstas, que son los juicios de expropiación y los fundados en relaciones de familia.


    Sánchez Puera c/ Pérez, Héctor s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1406, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Pago por consignación


    Medida cautelar. Ejecución prendaria. Competencia por conexidad. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    La demanda de ejecución prendaria fue promovida ante el Juzgado Nacional no sólo con posterioridad a la fecha de notificación del traslado de la consignación de pago, sino también a la traba de la medida cautelar de no innovar, con lo cual el accionar del demandado importó desconocer la orden del órgano judicial provincial, de la cual había tomado debido y oportuno conocimiento.   Resulta necesario que las causas de consignación y de ejecución prendaria de innegable conexidad continúen su trámite ante un mismo tribunal.


    Vicente, Sebastián c/ Fiat Auto S.A.


    COMP. 826, XXXVIII, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Quiebra


    Verificación tardía. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Responsabilidad del funcionario público. Multa. Sentencia arbitraria. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. 


    La Corte tiene dicho que no resultan susceptibles de recurso extraordinario, las decisiones de los jueces de la causa que remiten a la aplicación e interpretación de cuestiones de hecho o derecho común, salvo que de ellas se derive una arbitraria apreciación de los elementos de juicio obrantes en la causa que redunden en la afectación de garantías constitucionales.  No procede la admisión del remedio excepcional, en virtud de no verificarse la alegada arbitrariedad en la imposición de la sanción establecida por el tribunal a-quo. El propio tribunal atenuó su propio apercibimiento y la eximió de la sanción mayor de remoción, razón por la cual la aplicación de la multa ante la omisión en el cumplimiento de sus funciones y el silencio reiterado, no aparece como irrazonable, sino justificada por la conducta objetiva e impropia de la funcionaria, verificada por el tribunal.  No configura causal para eximir de la sanción impuesta, ni que se haya obtenido finalmente el objetivo buscado, el que recién se logra, luego de la intervención reiterada del órgano jurisdiccional. Tampoco, en orden a las consecuencias que se pueden derivar de la sanción que se aplica, ya que las mismas son de directa y exclusiva responsabilidad de la recurrente que las generó con su propia conducta negligente, en cumplir con las obligaciones a su cargo, luego de mediar vencimiento de los plazos legales, de intimaciones previas y además de ello en forma tardía.


    Héctor A. Mendizabal S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de verificación por el Estado Nacional - Fuerza Aérea Argentina


    H. 105, XXXVII, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Incidente de revisión. Honorarios. 


    Precedente de la causa F. 167, L. XXXIV, "Fisco Nacional DGI c/ El Hogar Obrero Cooperativa de Consumo Ltda."


    La Corte tiene reiteradamente dicho que lo relativo a la aplicación de leyes arancelarias y la regulación de honorarios efectuada por los jueces, remite al análisis de cuestiones de hecho e interpretación de normas de derecho común que no habilitan de por sí el remedio excepcional. Empero, ha hecho excepción a tal criterio cuando la decisión impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido, generándose con ello la violación a derechos de especial consagración constitucional.  Además, tal fundamentación devenía imprescindible, pues lo contrario implicaría admitir que la determinación de los honorarios está sujeta a la mera voluntad o arbitrio de los jueces, lo que colisiona con la doctrina de la Corte sostenida en el precedente de la referencia.


    Tecno Alimentaria S.A s/ Quiebra s/ Incidente de Revisión Promovido por el Fisco Nacional


    T. 672, XXXVIII, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Pedido de quiebra. Ley de emergencia. Interpretación de la ley. Exceso ritual manifiesto. Interpretación sistemática. Sistema previsional. Declaración de quiebra. Ejecución de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, es propio de la interpretación indagar lo que ellas dicen jurídicamente y que en esa indagación no cabe prescindir de las palabras de la ley, pero tampoco atenerse rigurosamente a ellas, cuando la interpretación sistemática así lo requiere. Es principio de la hermenéutica jurídica que, en los casos no expresamente contemplados, debe preferirse la interpretación que favorece y no la que dificulta los fines perseguidos por la norma así como, que no es método recomendable en la interpretación de las leyes, el de atenerse estrictamente a sus palabras, ya que el espíritu que las informa es lo que debe rastrearse en procura de una aplicación racional, y, lo que ha de perseguirse es una valiosa interpretación de lo que las normas jurídicamente han querido mandar.  Las cuestiones suscitadas en el ámbito de la previsión social deben ser tratadas otorgando prevalencia a los fines tuitivos de las normas de la materia y que las leyes de previsión social, requieren una máxima prudencia, ya que la inteligencia que se le asigna puede llevar a la pérdida de un derecho o su retaceo.  La ejecución colectiva de las obligaciones asumidas por la fallida, tiene como consecuencia el desapoderamiento de sus titulares, a quienes se priva de la administración y disposición del patrimonio y produce la aplicación inmediata, de los efectos de la declaración, es decir es inmediatamente ejecutiva, dando lugar a la realización de los bienes en plazo perentorio.  La declaración de quiebra es una sentencia ejecutiva es inmediata y en tal sentido equiparable y con mayor alcance que la de un proceso individual, porque incluye a todos los acreedores de la deudora, que mediante la verificación de sus créditos acceden a la posibilidad de su ejecución y cobro mediante el procedimiento de realización de los bienes y la distribución de lo obtenido por los modos establecidos por la Ley 24.522.  El mecanismo de suspender la ejecución de sentencias tuvo como fin evitar que se viera afectada la prestación de los servicios de salud por la agresión al patrimonio del agente que la realiza, circunstancia que es de toda evidencia se produce de manera inmediata con la declaración de quiebra y, por tanto, se generan las mismas consecuencias que la normativa quiso subsanar.


    Obra Social del Personal de Dirección de la Industria de la Construcción s/ Pedido de quiebra por Swiss Medical S.A.


    O. 135, XXXIX, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Reaseguro


    Cobro de sumas de dinero. Incumplimiento del contrato. Interpretación y aplicación de la ley. Pronunciamiento inoficioso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto al fondo del asunto, corresponde desestimar los agravios que invoca el apelante, por los motivos que se exponen a continuación.   En primer lugar, la Cámara, al disponer la aplicación del régimen de consolidación, se pronunció sobre un tema no esgrimido por la actora en tiempo oportuno, la aplicación de dicho régimen resulta inexcusable atento al carácter de orden público que revisten sus disposiciones, a lo cual no obsta que ya se hubiera abonado una parte en efectivo, puesto que quedan alcanzadas aún aquellas obligaciones que hubiesen tenido principio de ejecución.  En segundo término, en cuanto al origen de la obligación de pagar, asiste razón al a quo cuando afirma que la deuda que se reclama se encuentra comprendida en la Ley 23.982. En este sentido, la Corte tiene dicho que la causa" de las obligaciones, a los efectos de la consolidación, la constituyen los hechos o actos que de modo directo e inmediato les hubiesen dado origen.


    Mapfre Aconcagua Compañia de Seguros S.A. c/ Inder s/ Reaseguros


    M. 3455, XXXVIII, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Recurso de apelación


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Lealtad comercial. Publicidad engañosa. Multa. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. 


    Si bien es cierto que lo vinculado con los requisitos que debe reunir la apelación ante los tribunales de la causa constituye una cuestión, por regla y atento su naturaleza procesal, ajena a la instancia extraordinaria federal, es aplicable al sub judice la excepción a ese principio, sustentada en la posibilidad que se acredite un apartamiento de las constancias del juicio o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio.  La Corte ha sostenido en reiteradas oportunidades que las leyes sobre procedimiento son de aplicación inmediata, incluso, a las causas pendientes.   El fundamento que exhibe el pronunciamiento impugnado para impedir el tratamiento de los agravios contra la confirmación de la multa impuesta en sede administrativa, se muestra más bien como producto de una afirmación dogmática e importa un exceso de rigor formal, pues satisface sólo de modo aparente la exigencia de constituir una derivación razonada de derecho con arreglo a las constancias obrantes en la causa, al no observar lo dispuesto en el procedimiento vigente al momento de cometerse la infracción, lo que permitiría considerar que el recurso de apelación fue presentado en término. Esa defectuosa fundamentación conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada, con menoscabo de la garantía consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, lo que autoriza a descalificar el fallo con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad.


    Visa Argentina S.A. s/ Infracción Ley 22.802


    V. 390, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Recurso extraordinario


    Régimen de consolidación de deudas. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 3455, L. XXXVIII, "Mapfre Aconcagua Cía. de Seguros c/ lnder s/ Reaseguros".


    Mapfre Aconcagua Compañia de Seguros S.A. c/ Instituto Nacional de Reaseguros s/ Reaseguros


    M. 3432, XXXVIII, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Servicio público


    Tarifa de servicios públicos. Pago de servicios. Tarifa telefónica. Defectos en la fundamentación normativa. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. Sentencia arbitraria. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El a quo dejó de aplicar las normas regulatorias en materia de intereses punitorios instituidos legalmente por la autoridad administrativa en los límites de su delegación, sin que ello fuera tachado de inconstitucional por el demandado y, desde tal perspectiva, se arrogó la atribución de fijar la tasa de interés punitorio cuando esta materia es propia del Poder Ejecutivo Nacional, según lo prevé la ley 19.798. Además, dejó de aplicar las disposiciones de carácter federal que regulan el servicio básico telefónico y prevén la solución normativa a la controversia suscitada, circunstancia que, descalifica a la sentencia como acto jurisdiccional válido.  Con tal proceder, la sentencia judicial no sólo se apartó de la solución normativa de la causa y dejó de aplicar normas federales sin declarar su inconstitucionalidad, sino que también se atribuyó la facultad de fijar la tasa de interés en detrimento de las funciones asignadas a otro poder público, todo lo cual conduce a admitir los planteos de la recurrente.  Por lo tanto, corresponde revocar la sentencia apelada.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Viegas Costa, Albino s/ Sumaria


    T. 295, XXXVII, 17 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Servicio telefónico


    Inhibitoria. Interpretación de la ley. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Es principio reiterado por la Corte a fin de resolver las cuestiones de competencia, en cuanto cabe atender, de manera principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.   Desde esa óptica, el planteo de inhibitoria promovido por la recurrente ante la Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza resulta improcedente, en tanto, si bien le asiste razón en deducir su reclamo ante el fuero federal por la materia en debate, no es, dicho tribunal el competente para resolverlo, puesto que la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.  Por lo tanto, si bien se cuestiona un acto proveniente de una autoridad local, éste interfiere con una actividad de carácter federal, el servicio público de telecomunicaciones, regulado por una legislación específica: la ley 19.798; el Pliego de Bases y Condiciones para el Concurso Público Internacional para la Privatización de la prestación del servicio de Telecomunicaciones, aprobado por decreto 62/90 y sus modificaciones; el decreto 1185/90 de creación de la Comisión Nacional de Comunicaciones, y sus modificaciones; los decretos 264/98 y 266/98; y el Reglamento General de Clientes del Servicio Básico Telefónico, aprobado por resolución SC 10.059/99; normas todas ellas que constituyen el marco regulatorio de las telecomunicaciones. De este modo, la materia del pleito se transforma en una causa de manifiesto contenido federal.  Asimismo, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1, de la ley 48, en tanto median razones vinculadas a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.   No obsta a lo expuesto lo decidido en el precedente “Flores Automotores S.A.”, al que aludió la Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza en la sentencia objeto de recurso, dado que allí, el Tribunal, con remisión al dictamen del Procurador General, estableció un criterio general para interpretar el art. 45 de la ley 24.240, que dispuso el procedimiento de aplicación de sanciones a las infracciones producidas a dichas disposiciones, y afirmó que si la sanción administrativa es impuesta por una autoridad administrativa nacional, el recurso corresponde a la competencia de las cámaras federales de apelación con asiento en las provincias, en cambio, si lo es por una autoridad administrativa provincial, resulta competente al fuero ordinario local.   Ello es así, puesto que para la hipótesis de los servicios públicos domiciliarios el asunto presenta una nota diferente, pues el art. 25 de aquella ley dispone que "Los servicios públicos domiciliarios con legislación específica y cuya actuación sea controlada por los organismos que ella contempla, serán regidos por esas normas, aplicándose la presente ley supletoriamente". En consecuencia, aquél precedente no sería aplicable a los supuestos en los que esté en juego la prestación de estos servicios, como sucede en el sub examine con el servicio público domiciliario de telecomunicaciones, de carácter interjurisdiccional, que está regulado por normas federales específicas, que establecen una Autoridad de Aplicación con competencia exclusiva y especial en la materia, la Comisión Nacional de Comunicaciones.  Por otra parte, es preciso indicar que la Autoridad de Aplicación provincial, que dictó la sanción administrativa de carácter pecuniario que se impugna –el Programa de Defensa del Consumidor, Comercio y Cooperativas- es un organismo que actúa en la órbita del Ministerio de Economía local- actualmente Ministerio del Capital- y pertenece a la Administración Central de la Provincia de San Luis, por lo que cabe concluir que es dicha Provincia la que tendría un interés concreto y directo en la resolución de este litigio.


    Telefónica de Argentina S.A. Deduce Inhibitoria


    T. 160, XXXIX, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Sociedad anónima con participación estatal mayoritaria


    Transformación de sociedades. Doctrina de la arbitrariedad. Invalidez del acto jurídico. Insuficiencia del agravio. 


    El fallo es descalificable como acto jurisdiccional en los términos y alcances de tal doctrina de arbitrariedad acuñada por la Corte, al incurrir en omisión de tratamiento de diversas cuestiones que fueron motivo de agravio del recurrente, por ausencia de fundamentación suficiente e irrazonable argumentación para concluir que no resulta aplicable al caso la ley 25.344.  La cuestión a dirimir era, si en las condiciones en que se hallaba la sociedad anónima, con independencia de su calidad de Sociedad del Estado o Sociedad Anónima con participación estatal mayoritaria, quién oportunamente se había presentado en concurso preventivo y obtenido la conformidad de sus acreedores a un acuerdo que les ofreciera, homologado judicialmente y en etapa de cumplimiento, era pasible de ser alcanzada por la suspensión de los procedimientos prevista en la ley 25.344.  A partir de ello, debía resolverse con abstracción del status societario de la sociedad anónima, si la ley 25.344 era válida o no para prescindir de su aplicación en el pedido de suspensión de los procedimientos del concurso y en su caso, si devenía admisible que el Estado Nacional, por vía legislativa, alterara el contenido del acuerdo al que se había sometido la concursada, mediante el mecanismo de consolidación de deudas del Estado y de pago en la forma prevista en dicha norma.  No es ocioso señalar que la afirmación de que se trataba de una sociedad anónima con participación mayoritaria estatal, para solventar su sujeción al régimen normativo de la ley 19.550 y su violación por el decreto 94/01, no resulta ajustada a lo que disponen las normas legales, en virtud de lo que se desprende de la ley 20.705, artículos 1, 2 y 3 y del propio decreto de creación 544/92, donde consta que el capital social de la concursada desde su creación pertenece y pertenecía en su totalidad al Estado Nacional a través de la tenencia del 99% de las acciones depositadas en el ámbito de organismos de la Presidencia de la Nación, y del 1% cuya titularidad era de una Sociedad del Estado, ya que su capital accionario en su totalidad pertenece y pertenecía al Estado Nacional desde su creación.


    ATC s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Luna, Estela


    A. 2460, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Títulos de crédito


    Prórroga de la competencia. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que procede el recurso extraordinario en el caso en que está en juego la interpretación de una cláusula de un tratado internacional y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que en ella funda el recurrente y, específicamente, sobre normas de jurisdicción internacional esa Corte ha estipulado que es admisible el recurso extraordinario si los agravios conducen a su interpretación y aplicación y la decisión ha sido contraria a la pretensión que la apelante fundó en ellas.  Asimismo tiene dicho que si el recurso extraordinario tiene dos fundamentos de los cuales uno es acusar a la sentencia de arbitraria, corresponde considerar a este en primer término, pues de existir arbitrariedad no habría sentencia propiamente dicha. Ello es lo que acontece en el sub lite por cuanto la sentencia recurrida ha omitido considerar argumentos conducentes para la correcta solución del tema en estudio.


    Banco de Italia y Río de la Plata c/ Banco Pan de Azúcar s/ Medida preliminar


    B. 653, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     

  


  
    



    



    



    



    



    



    



    



    



    



    



    



    



    



    



    Capítulo IV



    Derecho Constitucional


    Accidente ferroviario


    Daños y perjuicios. Caso concreto. Régimen de consolidación de deudas. Interpretación de la ley. 


    De la propia letra de las disposiciones reseñadas surge claramente que la ley 25.344 se encuentra en vigencia para aquellas obligaciones comprendidas dentro del período que establece para la consolidación de deudas y, por ende, le son aplicables todas las normas que a ella se refieran (v. dictamen de esta Procuración General in re C. 2203, L. XXXIX, "Colegio de Farmacéuticos de la Prov. de Buenos Aires c/ DAS s/ cobro ordinario de pesos"), circunstancia que se verifica en el sub lite, pues el accidente ferroviario ocurrido el 19 de febrero de 2003 constituye la causa de la deuda.   En este sentido, cabe advertir que no parece razonable prever, por un lado, un complejo régimen destinado a cancelar en forma ordenada las deudas del Estado en un plazo máximo de dieciséis años y, por el otro, disponer que perderá su vigencia en el transcurso de un año, prorrogable por otro más. En efecto, admitir esta postura significaría tanto como presumir la inconsecuencia del legislador y soslayar que es principio inconcuso de la exégesis de las leyes, que no corresponde efectuar un examen aislado de sus términos, sino que ha de estarse, en todo momento al del contexto que ellos componen (Fallos: 308: 1897).  Sin perjuicio de los reparos que puedan efectuarse en cuanto a la técnica legislativa utilizada, es evidente que la incorporación del art. 18 al régimen de consolidación de deudas responde a la necesidad de atender en efectivo las obligaciones de aquellos acreedores que se encuentran en las especiales condiciones descriptas por la norma, sin tener que recurrir a declarar inconstitucional el régimen, única solución posible antes de sancionarse la ley 25.344, pues la ley 23.982 no contenía tales previsiones.


    Narváez, Claudio Jesús c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. y otros


    N. 164, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo


    Cobro de sumas de dinero. Ejecución de sentencia. Suspensión de la ejecución. Ley de emergencia. 


    La impugnación del fallo que declara la inconstitucionalidad del art. 24 del decreto 486/02, se hizo sobre la base de cuestiones que atañen a la falta de fundamentación, razón por la cual corresponde considerarla en primer término, pues de existir ésta no habría sentencia propiamente dicha. En este orden constituye condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, exigencia que, al decir de la Corte, no se orienta exclusivamente a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura sino que procura, fundamentalmente, la exclusión de decisiones irregulares   El rigor de los razonamientos se acentúa cuando se trata de la declaración de inconstitucionalidad de una norma, pues implica un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como última ratio del orden jurídico. En tales términos, es preciso poner de resalto que está a cargo de quién invoca una irrazonabilidad, la alegación y prueba respectiva.


    Martorell, Nélida L. c/ Instituto de Obra Social s/ Acción de amparo


    M. 761, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Emergencia económica. Ley de emergencia económica. Reordenamiento del sistema financiero. Finalidad de la ley. Derecho de propiedad. Igualdad ante la ley. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Para considerar el fondo del asunto, se debe tratar, por un lado, la doctrina de la emergencia y, por el otro, que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, pues configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado ultima ratio del orden jurídico, por lo que sólo cabe formularla cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados .  Cabe atribuir características particulares y de inusitada gravedad a la crisis que afecta a la Nación desde los últimos años de la década anterior, que hizo eclosión a fines de 2001 y produjo, entre otras consecuencias, la declaración legal del estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria (ley 25.561).  La legislación de emergencia responde al intento de conjurar o atenuar los efectos de situaciones anómalas, ya sean económicas, sociales o de otra naturaleza y constituye la expresión jurídica de un estado de necesidad generalizado, cuya existencia y gravedad corresponde apreciar al legislador sin que los órganos judiciales puedan revisar su decisión ni la oportunidad de las medidas que escoja para remediar aquellas circunstancias, siempre, claro está, que los medios arbitrados resulten razonables y no respondan a móviles discriminatorios o de persecución contra grupos o individuos.  Desde sus orígenes el Tribunal ha señalado que los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 28), así como que tales restricciones pueden ser mayores en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron, pues la obligación de afrontar sus consecuencias justifica ampliar, dentro del marco constitucional, las facultades atribuidas al legislador, al punto de que el pago de créditos y retroactividades pueda diferirse con la razonabilidad que surge de los temas examinados.  Es que hay limitaciones impuestas por la necesidad de atenuar o superar una situación de crisis que, paradójicamente, también están destinadas a proteger los derechos presuntamente afectados, que existe el riesgo de que se conviertan en ilusorios ante procesos de desarticulación del sistema económico y financiero.  Las medidas adoptadas no menoscaban la propiedad protegida por el art. 17 de la Constitución Nacional, pues suponen una limitación temporal impuesta por la necesidad de atenuar o superar una situación de crisis que, paradójicamente, también está destinada a proteger los derechos presuntamente afectados, que corrían el riesgo de convertirse en ilusorios por un proceso de desarticulación del sistema económico y financiero.  El fundamento de las leyes de emergencia es la necesidad de remediar situaciones de gravedad que obligan a intervenir en el orden patrimonial, dando plazos o concediendo esperas, como formas de hacer posible el cumplimiento de obligaciones, atenuando su gravitación negativa sobre el orden económico e institucional y la sociedad en su conjunto.  En conclusión, si todos los sectores de la sociedad (asalariados, locadores, jubilados, acreedores en general) están soportando los necesarios e inevitables sacrificios que se requieren para superar una crisis de emergencia de la magnitud y gravedad como la que afectó al país, los actores no puede válidamente ser los únicos en quedar al margen de esta situación.  Tal aserto resulta compatible con el principio de igualdad ante la ley y las cargas públicas, en tanto las medidas aquí cuestionadas no trasuntan persecución, hostigamiento o indebida discriminación en perjuicio de los actores. Por lo contrario, constituyen una razonable limitación de sus derechos en las condiciones excepcionales ya descriptas.  Acoger su pretensión implicaría consagrar una categoría privilegiada, un sector indemne a la crisis, en desmedro de otros que ya sufrieron los efectos de la emergencia. En tales condiciones, hacer lugar al requerimiento de obtener la devolución de la totalidad de los depósitos, en la moneda de origen o a su cambio actual, sería tanto como trasladar esa obligación a quienes tendrían que aportar a las arcas estatales, vía impuestos, para que ello sea posible.


    Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    B. 139, XXXIX, 22 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la corte suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 743, L. XXXIX, “Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo”.


    Municipalidad de Villa Elisa c/ Entre Ríos, Provincia de y otros (Estado Nacional, Entre Ríos) s/ Acción de Amparo


    M. 134, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Impuesto inmobiliario. Multa. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  En este caso, la pretensión de la actora consiste en impugnar la aplicación de un tributo por parte de una Provincia por ser contrario a las normas constitucionales que indica, e interferir con los fines específicos del establecimiento de utilidad nacional sobre el cual está ubicado el complejo turístico de su dominio.  Tal circunstancia es suficiente para considerar que la materia del pleito reviste un manifiesto carácter federal, puesto que dicha determinación tributaria puede llegar a interferir con el fin específico asignado al establecimiento de utilidad nacional dentro del que la actora está ubicada. Es decir, procede la intervención del fuero federal al verse afectados intereses que exceden los encomendados a los tribunales provinciales.  Toda vez que resulta demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora.


    T.S.R. Time Sharing Resorts S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Amparo


    T. 667, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Diabetes. Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Programa Médico Obligatorio. Cobertura médica. Suministro de medicamentos. Derecho a la vida. Derecho a la salud. 


    Si bien los anexos del PMO establecen la cobertura de sólo el 40% de la medicación reclamada, y no contemplan la provisión de pañales descartables, lo cierto es que tales especificaciones resultan complementarias y subsidiarias y, por lo tanto, deben interpretarse en razonable armonía con el principio general que emana del artículo 1° del Decreto 486/2002 en cuanto garantiza a la población el acceso a los bienes y servicios básicos para la conservación de la salud. Además, en el inciso “d”, puntualiza que el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados se encuentra obligado a asegurar a sus beneficiarios el acceso a las prestaciones médicas esenciales. El organismo demandado tampoco ha intentado demostrar la existencia de otros medicamentos alternativos o genéricos de menor costo e igual calidad que produzcan los mismos efectos que el específico solicitado.  La Corte ha establecido que el derecho a la vida, más que un derecho no enumerado en los términos del artículo 33 de la Ley Fundamental, es una peyorativa implícita, ya que el ejercicio de los derechos reconocidos expresamente requiere necesariamente de él y, a su vez, el derecho a la salud está íntimamente relacionado con el primero y con el principio de autonomía personal, ya que un individuo gravemente enfermo no está en condiciones de optar libremente por su propio plan de vida. También ha dicho que el derecho a la salud, desde el punto de vista normativo, está reconocido en los tratados internacionales con rango constitucional entre ellos, el art. 12 inc. c del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; inc. 1 arts. 4 y 5 de la Convención sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- e inc. 1 del art. 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, extensivo no solo a la salud individual sino también a la salud colectiva.


    Reynoso, Nilda Noemí c/ INSSJP


    R. 638, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Medicina prepaga. Diabetes. Exclusión de la cobertura. Programa Médico Obligatorio. Delegación de facultades a la Administración. Alcance de la cobertura. 


    Leyes 24.754, 23.753, 23.660 y 23.661. Decreto nacional 1271/98.


    En virtud de la ley 24.754, cuya constitucionalidad no ataca la recurrente, las empresas o entidades que presten servicios de medicina prepaga deberán cubrir, como mínimo, en sus planes de cobertura médico asistencial las mismas prestaciones obligatorias dispuestas para las obras sociales. También se advierte que la Resolución 301/99 del Ministerio de Salud y Acción Social dispuso en su artículo 3°, que el Programa Nacional de Diabetes (PRONADIA) pasa a integrar el sistema de Prestaciones Médicas Obligatortas (PMO). Dicho PMO fue aprobado mediante la Resolución General 247/96 del referido Ministerio, entendiéndose por tal, el régimen de Asistencia Obligatorio para todas las Obras Sociales del sistema de la Ley 23.660/23.661.  Resulta inaceptable la impugnación del recurrente en orden a desconocer la facultad del Ministerio de Salud y Acción Social para disponer prestaciones médicas obligatorias, como medicamentos e insumos para diabéticos, desde que las resoluciones que se cuestionan fueron adoptadas en el marco de facultades reglamentarias conferidas por los artículos 5 de la ley 23.753 y decreto nacional 1271/98, cuya constitucionalidad y alcance no han sido impugnados por la recurrente. Además en el referido contexto normativo, resulta inconducente la circunstancia de que las prestaciones en cuestión fueran impuestas con posterioridad a la asimilación de las obras sociales y las entidades de medicina prepaga. Se advierte asimismo, que aceptó la Resolución 247/96, cuyos beneficios la apelante reconoce haber incorporado al Reglamento General de la Institución.  La Corte tiene dicho que, si bien la actividad que asumen las empresas de medicina prepaga presenta rasgos mercantiles, en tanto ellas tienden a proteger las garantías a la vida, salud, seguridad e integridad de las personas, adquieren también un compromiso social con sus usuarios, que obsta a que puedan desconocer un contrato, o invocar sus cláusulas para apartarse de obligaciones impuestas por la ley, so consecuencia de contrariar su propio objeto que debe efectivamente asegurar a los beneficiarios las coberturas tanto pactadas como legalmente establecidas. Ha dicho, asimismo, que la ley 24.754 representa un instrumento al que recurre el derecho a fin de equilibrar la medicina y la economía, puesto que pondera los delicados intereses en juego, integridad psicofísica, salud y vida de las personas, así como también que más allá de su constitución como empresas los entes de medicina prepaga tienen a su cargo una trascendental función social que está por encima de toda cuestión comercial.  No altera el criterio expuesto, el argumento de que el amparista no cumpla con los requisitos socioeconómicos exigidos por el programa. En efecto, tales requisitos, conforme se consigna en el título respectivo de dicho programa, se encuentran comprendidos dentro de los procedimientos para el suministro de medicamentos y otros insumos establecidos en el área de la salud pública para los pacientes diabéticos carentes de cobertura médico social y recursos.


    Sartori, Karina Mabel c/ CEMIC empresa de medicina prepaga


    S. 1078, XL, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Defensa de la competencia. Declaración de inconstitucionalidad. Daño cierto. 


    Los efectos de la declaración de inconstitucionalidad de un precepto quedan limitados a la causa y a las relaciones jurídicas que la motivaron, razón por la cual no puede juzgarse inválido el acto administrativo que se apoyó en una norma ni cuestionada sino en otras causas. Menos aún resulta una causal de arbitrariedad que la decisión adoptada por la cámara entre en contradicción con opiniones doctrinarias o con otros precedentes judiciales.  Los recurrentes no logran demostrar el perjuicio concreto al derecho que invocan, cuando más allá de sus genéricas alegaciones, no acreditan concretamente el menoscabo que el acto administrativo impugnado les produciría, ni menos aún se puede concluir que resulte actual o inminente tal como exigen los arts. 43 de la Constitución Nacional y 1° de la ley 16.986.  El sistema de control constitucional concreto supone que el tribunal de la causa asuma jurisdicción para dar certeza a una situación jurídica controvertida, y su pronunciamiento tiene por efecto inmediato reconocer el derecho de una de las partes en litigio frente a otra. No se puede pretender una decisión de la Corte Suprema que invalide un acto sobre la base de agravios conjeturales y sin que las objeciones formuladas demuestren la existencia de una situación real y definida que haga perceptible el interés concreto y actual del reclamante.


    Galván, Rubén O. y otros c/ Ministerio de Economía


    G. 2650, XXXVIII, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1242, L. XXXIX, "Asociación de Maestros y Profesores (A.M.P.)  De La Rioja c/ La Rioja, Provincia de y otro (Estado nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Asociación de Maestros y Profesores (A.M.P.) de La Rioja c/ La Rioja, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A. 1434, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1242, L. XXXIX, "Asociación de maestros y profesores (A.M.P.)  De La Rioja c/ La Rioja, Provincia de y otro (Estado nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Asociación de Maestros y Profesores (A.M.P.) de La Rioja c/ La Rioja, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A. 1434, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Juicios en que es parte una provincia. Constitución Provincial. Reforma de la constitución. Cargos electivos. Sistema republicano. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 95, L. XXXIX, "Ponce, Carlos Alberto c/ Provincia de San Luis s/ Acción declarativa de certeza".


    Ante situaciones como las planteadas en el sub examine se pretende, mediante la incorporación de una cláusula transitoria a la constitución provincial, disponer la caducidad anticipada de los mandatos de todos los cargos electivos provinciales y municipales. De tal forma, el principio de la soberanía del pueblo del cual deriva la forma representativa y republicana de gobierno (arts.1, 5 y 33 de la Constitución Nacional) se vería gravemente afectado, pues de ese modo cesarían todos los mandatos vigentes mediante un procedimiento que padece de vicios insalvables, toda vez que no se limita a consultar al pueblo de la provincia sobre la admisión o rechazo de la enmienda constitucional, sino que, de forma anticipada al resultado, dispone cubrir los cargos cuya caducidad todavía no fue aprobada por la ciudadanía.  Ello no implica de modo alguno una cobertura inexpugnable a toda posibilidad de cese anticipado del mandato por voluntad popular, sino simplemente que tales decisiones se adopten mediante el respeto irrestricto a los procedimientos constitucionales.


    Barbeito, Juan C. y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa


    B. 180, XXXIX, 16 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    En primer término, corresponde analizar el planteo de inconstitucionalidad del art. 8 de la ley local 5324 y de los artículos respectivos del decreto 117-MGJCT-/2003, destinados a hacer efectiva la ratificación de la enmienda constitucional y la elección de los funcionarios que reemplazarían a aquellos cuyos mandatos caducarían en virtud de su aplicación.  Se deben tener en cuenta dos premisas para el escrutinio de constitucionalidad. Por un lado, la que indica que el art. 123 de la Constitución Nacional -incorporado por la reforma de 1994- concede a los municipios autonomía en los órdenes institucional, político, administrativo, económico y financiero e impone a las provincias la obligación de asegurarla, pero otorga a éstas la facultad de reglamentar la determinación de su alcance y contenido.   Sobre el punto, ha dicho la Corte que la Constitución admite un marco de autonomía municipal cuyos contornos deben ser delineados por las provincias, con el fin de coordinar el ejercicio de los poderes que éstas conservan (arts. 121, 122, 124 y 125) con el mayor grado posible de atribuciones municipales en los ámbitos de actuación mencionados por el art. 123.  Por otro lado, aquélla que indica que la declaración de inconstitucionalidad de un norma es un acto que debe ser considerado última ratio del ordenamiento jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados. Tratándose en el caso de normas que se vinculan con el régimen institucional provincial y municipal, se debe partir de su presunción de constitucionalidad, que sólo cederá en presencia de una manifiesta irracionabilidad.  Asiste razón al municipio cuando sostiene que las normas impugnadas carecen de validez constitucional porque afectan en su aspecto institucional la autonomía municipal, toda vez que ilegítimamente cercenan facultades para decidir cuándo y cómo convocar a la renovación de autoridades. Ello es así, porque la utilización del procedimiento previsto por el art. 8° de la ley 5324 para enmendar la Constitución provincial atenta contra las previsiones que ésta dispone para su propia modificación y, en tales condiciones, vulnera al mismo tiempo la garantía consagrada por los constituyentes nacionales en los arts. 5° y 123 del texto constitucional federal.


    Ponce, Carlos Alberto c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    P. 95, XXXIX, 16 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de su decisión y no corresponde que dicte un pronunciamiento cuando circunstancias sobrevinientes tornan inoficioso decidir la cuestión materia de la litis.


    Salta, Provincia de y La Rioja, Provincia de s/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción declarativa


    S. 2962, XXXVIII, 02 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Transporte interno. Impuestos. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 810, L. XXXV, “Automotores Andesmar SA c/ Mendoza, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Autotransportes Andesmar S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    A. 1515, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Interpretación de leyes federales. Juicios en que es parte una provincia. Control sanitario. Establecimientos faenadores de ganado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Tiene dicho la Corte que uno de los supuestos en que procede su competencia originaria si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Este es el supuesto que se presenta cuando la pretensión de la actora se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter federal y en normas nacionales. Lo medular de la disputa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de dichas disposiciones, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia.  Toda vez que la cuestión debatida exige dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de policía sanitaria, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Elyen S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 348, XXXIX, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Bancos provinciales


    Privatizaciones. Propiedad participada. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son demandados una Provincia a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, el Estado Nacional y una entidad autárquica nacional quienes tienen derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esa instancia.


    Alfaro, Carlos Fernando y otros c/ Jujuy, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos


    A. 2539, XXXVIII, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que habrán de intervenir, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión, el pleito corresponderá a la competencia originaria de la Corte ratione personae.   En efecto, toda vez que de los hechos del escrito inicial surge que serán partes la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- y el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    G., A. I. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    G. 2276, XXXIX, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional


    Estado de sitio. Indemnización. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Es dable señalar que, contrariamente a lo sostenido por el tribunal, el 10 de septiembre de 1998 no venció el plazo acordado por las normas para presentar las solicitudes a ser incluidos en el beneficio previsto en la ley.   En efecto, el plazo inicial, fijado por la ley 24.043 –y ampliado luego por las leyes 24.436 y ley 24.096- sufrió otra prórroga a través de la ley 25.497 que se hallaba vigente al momento en que se dictó la sentencia recurrida. Ello, sin olvidar que, posteriormente, la ley 25.814 estableció una nueva prórroga, esta vez hasta el 1° de diciembre de 2004, lo cual pone de manifiesto que la real intención del legislador ha sido evitar que, cuestiones de índole formal impidan el acceso de aquellos damnificados por injustas situaciones vividas en una época de la historia nacional a la amplia finalidad reparadora de la ley.   La renuncia a toda acción judicial o extrajudicial aludida en el párrafo transcripto -en contraposición a lo apuntado por el a quo, que pretende ver en ella una total renuncia a cualquier otra petición relacionada con los beneficios reconocidos en la ley 24.043-, se refiere exclusivamente a la imposibilidad de plantear cualquier reclamo sobre el quantum del resarcimiento que se le otorgó por los ciento veintidós días de detención ilegal y sobre su pago en bonos de consolidación, reconociendo de esta manera el beneficiario la extinción de sus acreencias mediante este monto y forma de pago.  En tal sentido, esa renuncia no es oponible al recurrente -de cumplir con los requisitos fijados en la ley- para solicitar el beneficio.   La sentencia apelada exhibe defectos de fundamentación que la descalifican como acto jurisdiccional válido y que se da la relación directa e inmediata entre los resueltos y las garantías constitucionales invocadas (art. 15 de la ley 48).


    Tamburrini, Claudio Marcelo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior -Artículo 3° Ley 24.043-


    T. 254, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Interpretación de la ley. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 43, L. XXXVIII, “Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior - Resol. MJDDHH 221/00 (Expte. 443.459/98)”.


    En cuando al fondo del asunto, cabe recordar que, por discutirse el contenido y alcance de una norma de derecho federal, el Tribunal no se encuentra limitado por los argumentos de las partes o del a quo, sino le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.


    González, María de las Mercedes c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos Artículo 3 Ley 24.043 (Resolución 796/01)


    G. 2743, XXXVIII, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Cesantía


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Comisión Técnica Mixta de Salto Grande.


    El Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.  Sobre tales bases, el sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte dado que la pretensión del actor se dirige contra un organismo internacional -la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande, que no es aforada a esta instancia-, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan su tramitación ante los estrados de la Corte.  En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa es ajena al conocimiento del Tribunal.


    Queijo Delgado, José Jacinto c/ Comisión Técnica Mixta de Salto Grande s/ Daños y perjuicios


    Q. 67, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero


    Régimen de consolidación de deudas. Ejecución de sentencia. Comienzo de ejecución de sentencia. Ley de orden público. 


    Asiste razón a la apelante cuando sostiene que el a quo se apartó de las disposiciones de la ley 25.344 y, en especial, de su decreto reglamentario 1116/00, que claramente prevé que la consolidación alcanza a: ...Ios efectos no cumplidos de las sentencias, laudos arbitrales y demás actos jurisdiccionales, administrativos o transaccionales, dictados o acordados con anterioridad a la promulgación de la ley respecto a obligaciones consolidadas, aunque hubiesen tenido principio de ejecución, o sólo reste efectivizar su cancelación" (art. 9°, inc. a, del anexo IV).  Precisamente, este es el supuesto de autos, toda vez que, si bien el organismo deudor cumplió con los términos del Acta-Acuerdo suscripta entre las partes el 6 de julio de 2000 en lo atinente al pago de la primera cuota, al momento de producirse el vencimiento de la segunda (31 de enero de 2001) ya se encontraba vigente la ley 25.344, y, por lo tanto, la acreencia que aquí se reclama no se hizo efectiva, pues los fondos ni siquiera estaban depositados a disposición del juzgado.   Los argumentos en que se fundó el a quo relativos a que el crédito ya contaba con la previsión presupuestaria correspondiente para el ejercicio 2001 no son válidos, puesto que tal circunstancia no se presenta como uno de los supuestos de excepción previstos por la ley 25.344 y por el art. 7, anexo IV, del decreto reglamentario 1116/00, lo cual impide apartarse de aquél que, cabe recordar, es de orden público y prevé un sistema específico para cancelar el pasivo estatal.  En este sentido, la Corte tiene dicho respecto de la ley 23.982, que la sentencia que dispone la inmediata ejecución del crédito por las vías comunes no encuentra sustento alguno en las normas que rigen el cumplimiento de las sentencias que condenan al Estado Nacional e importa prescindir de ellas, que resultan de inexcusable aplicación habida cuenta del carácter de orden público de la ley de consolidación.  Por lo demás, no obsta a dicha solución que ya se hubiera abonado una cuota en efectivo, puesto que -como se señaló supra- quedan alcanzadas aún aquellas obligaciones que hubiesen tenido principio de ejecución.


    Baino, Jorge y otros c/ Lotería Nacional Sociedad del Estado


    B. 689, XL, 02 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 228, L. XL, "Sociedad Italiana de Beneficencia en Bs. As. (Htal. Italiano) c/ Chaco, Provincia del s/ Cobro de sumas de dinero".


    Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires (Hospital Italiano) c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de pesos


    S. 1590, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas. Ley de emergencia económica. Ley de orden público. 


    Asiste razón a la apelante cuando sostiene que el a quo se apartó de las disposiciones de la ley 25.344 y, en especial, de su decreto reglamentario 1116/00, que claramente prevé que la consolidación alcanza a: "... los efectos no cumplidos de las sentencias, laudos arbitrales y demás actos jurisdiccionales, administrativos o transaccionales, dictados o acordados con anterioridad a la promulgación de la ley respecto a obligaciones consolidadas, aunque hubiesen tenido principio de ejecución, o sólo reste efectivizar su cancelación" (art. 9°, inc. a, del anexo IV).  Precisamente, este es el supuesto de autos, toda vez que, si bien el organismo deudor cumplió el acuerdo suscripto el 6 de septiembre de 2000 acerca de las cuotas correspondientes hasta noviembre de 2001, con posterioridad a su firma entró en vigencia la ley 25.344 y, por lo tanto, las acreencias que aquí se reclaman ya no se hicieron efectivas con fundamento en sus disposiciones, destinadas a enfrentar la situación de emergencia económica que se presentó.  Habida cuenta de ello, no parece apropiado considerar que los actores tenían un derecho adquirido protegido constitucionalmente, sino que la sentencia se encontraba en trámite de ejecución, a lo que no obsta lo acordado entre las partes respecto del cumplimiento de la condena.  Los argumentos del a quo relativos a que la accionada acordó la modificación de los cronogramas de pago cuando ya se encontraba vigente la ley 25.344 no son válidos, puesto que sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera atribuirse a sus representantes por haber adoptado tal actitud, prescinden de lo dispuesto por esa ley y su decreto reglamentario, régimen que, cabe recordar, es de orden público y prevé un sistema específico para cancelar el pasivo estatal.  No obsta a dicha solución que ya se hubieran abonado algunas cuotas en efectivo, puesto que quedan alcanzadas aún aquellas obligaciones que hubiesen tenido principio de ejecución (v. in re M. 3455, L.XXXVIII, "Mapfre Aconcagua Cía. de Seguros S.A. c/ Inder s/ reaseguros", que remite al dictamen de esta Procuración General).


    Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires c/ Dirección de Ayuda Social del Congreso de la Nación s/ Cobro de pesos


    S. 262, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema


    Competencia originaria. Incompetencia. Daños y perjuicios. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 205, L. XXXVIII, “Olmedo, Heberto Darío y otro c/ Giudicate, Silvio Gustavo y otro”.


    Opazo Constanzo, Segundo Omar y otro c/ Varela, Carlos Raúl y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ lesiones o muerte) - sumario -


    O. 249, XXXIX, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. 


    Hasta que las partes lleguen a un acuerdo sobre el tema debatido, ningún reproche cabe hacer al actuar de las autoridades locales, en cuanto si existió algún error, él resultó fruto de una interpretación posible de las normas que estimó aplicables y que se vió obligada efectuar ante la falta de cooperación apuntada.


    San Juan, Provincia de c/ AFIP s/ Impugnación de deuda


    S. 151, XXXVII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Silva, Rolando Francisco c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1039, XL, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Amparo. Beneficios previsionales. Pensiones. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Pelliza de Romero, Marina c/ Caja de Previsión Social s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 1305, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Contrabando


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte es competente para conocer en forma originaria en esta causa, sin perjuicio de que la justicia federal continúe la investigación con relación al no aforado.


    M., Sergio Luis s/ Presunto contrabando


    M. 808, XL, 27 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Desobediencia. Juicios en que es parte una provincia. Proceso penal. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Es menester, para que la Corte se avoque en forma exclusiva y originaria en una causa de naturaleza penal, que se trate de un juicio en el que sean parte embajadores, ministros o cónsules extranjeros.  La Corte tiene resuelto que para la procedencia de la jurisdicción originaria en un juicio en que un Estado provincial sea parte, debe tratarse de una causa "civil", entendida esta última expresión como opuesta a "criminal".  La circunstancia de que la Corte se encuentre avocada en forma originaria al conocimiento de las causas civiles en las que se dictó la medida cautelar, no puede importar conexidad, porque el limitado ámbito de competencia que la Corte ejerce en esa instancia originaria desvirtúa la posible conexión entre ambos procesos.


    F., Luis Alberto s/ Denuncia de desobediencia, entre otras


    F. 1557, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Estupefacientes. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Conforme surge de la causa, quedó acreditado el rango diplomático del imputado, en consecuencia, goza de inmunidad de jurisdicción conforme a lo normado por el artículo 37 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por decreto-ley 7672/69, la Corte tiene establecido que los procesos en que son parte los miembros de la familia del agente diplomático que integran su casa, conciernen, en principio, a la jurisdicción originaria de la Corte.  La Corte es competente para conocer en forma originaria en este hecho, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, por lo que correspondería requerir, por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, a la embajada extranjera, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el nombrado pueda ser sometido a juicio.


    F. M., Ignacio R. y otros s/ Infracción Ley 23.737


    F. 1199, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa M.743, L. XXXIX,  “Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo”.


    Municipalidad de Villaguay c/ Entre Rios, Provincia de y otros (Estado Nacional entre otros) s/ Acción de amparo


    M. 2642, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa M.743, L. XXXIX,  “Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo”.


    Municipalidad de Villa Clara c/ Entre Ríos, Provincia de y otros (Estado Nacional, entre otros) s/ Acción amparo


    M. 2644, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Robo. Agregados militares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58.  Si la conducta denunciada careció de suficiente entidad para afectar las actividades propias de la agregaduría o la de sus funcionarios, y ninguno de ellos se presentó como parte en el proceso, la causa resulta ajena a la competencia de la Corte.


    Agregaduría Naval Militar y Aérea de la Embajada del Perú s/ Robo con Efracción en Tentativa


    A. 116, XL, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58.  Si la conducta denunciada careció de suficiente entidad para afectar las actividades propias de la legación o la de sus funcionarios, y ninguno de ellos se presentó como parte en el proceso, la causa resulta ajena a la competencia de la Corte.


    Embajada de la República de la India s/ Tentativa de robo


    E. 17, XL, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58.  Si dadas las características de los hechos no se advierte que hubieran interferido en la función de una representación diplomática, no procede la competencia originaria de la Corte.


    Embajada de Australia c/ M., Paula s/ Formulan querella


    E. 28, XL, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Contrato de suministros. Falta de pago. Contratación directa. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Quedan excluidos de la instancia originaria, aquellos procesos que se rigen por el derecho público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art 14 de la ley 48.  Según se desprende de los términos de la demanda, la actora pretende obtener el pago de varias facturas que se originaron en contratos de suministro celebrados con la Provincia, mediante el procedimiento de contratación directa.  Por lo tanto en razón del carácter administrativo de dichos contratos, el proceso debe tramitar ante la Justicia provincial, dado que para solucionar el pleito el Juez que entienda en la causa deberá examinarlos e interpretarlos en su espíritu, lo cual remite necesariamente a los principios de derecho público local y a la aplicación de las normas de Derecho Administrativo sobre contrataciones que rigen en esa Provincia, cuestiones que son propias de sus jueces.


    Antiche e Hijo S.R.L. c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 400, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que resultan co-demandados el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar la prerrogativa jurisdiccional que tiene la Nación al fuero federal, según -el art. 116 de la Constitución Nacional, con la del Estado local a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art.117 de la Ley Fundamental, es sustanciando el proceso en esa instancia.


    A., G. A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    A. 344, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa B. 3604, XXXVIII,  “Banco Sudameris Argentina Sociedad Anónima c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Banco Credicoop Cooperativo Limitado c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1915, XL, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados del referido accidente, atribuyendo responsabilidad al Estado local, en razón de que éste se produjo a raíz de la utilización de una cosa riesgosa en ocasión del servicio de publicidad que se estaba prestando en su beneficio, con fundamento en normas del Código Civil, por lo que corresponde asignar igual carácter a la materia del pleito.  En consecuencia, de considerar el Tribunal probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Bergerot, Ana María c/ Salta, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 793, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  En el sub lite, de los términos de la demanda se desprende que la actora reclama un resarcimiento por daños y perjuicios, atribuyendo responsabilidad a la Provincia de San Luis, por la presunta falta de servicio en que habría incurrido el personal médico que se desempeña en el hospital materno infantil, organismo que integra la Administración Central de dicho Estado local.  Al respecto, es dable indicar que si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En tales condiciones, de acreditar los actores la distinta vecindad invocada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria del Tribunal.


    B., G. B. c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 1077, XL, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI. Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.  En efecto, toda vez que la Provincia –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- es demandada por una entidad nacional (AFIP - DGI) -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Formosa, Provincia de y otro s/ Ejecución fiscal


    A. 362, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Deudas aduaneras. Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que una entidad nacional dirige su pretensión contra una Provincia y la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la A.F.I.P. al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la instancia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 1184, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Hurto. Relaciones diplomáticas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En Fallos 301:312 la Corte declaró su competencia para conocer en la desaparición de una prenda de vestir a la Reina de España en el transcurso de una visita oficial.  Allí dijo que la falta de mención expresa de los primeros mandatarios extranjeros, en el enunciado de los artículos 100 y 101 de la Constitución Nacional -artículos 116 y 117, según reforma del año 1994- no es motivo válido para estimarlos excluidos del espíritu de tales preceptos, cuya razón de ser y sentido original, basado en el derecho de gentes y la delicadeza del trato con las potencias extranjeras, torna casi obvia su natural inclusión como sujetos principales de sus reglas.   Así, hizo extensiva su jurisdicción exclusiva a los asuntos en que el trato con potencias extranjeras pudiera verse resentido frente a la circunstancia de que un jefe de Estado extranjero estuviese directamente involucrado como víctima o autor de un delito.  Sin embargo, y más allá de que la nombrada se constituyera mediante apoderados en parte querellante, no se advierte que el caso tenga similitud con ese precedente, dado que la conducta a investigar se habría desplegado en el curso de una visita privada, "no oficial", de los Príncipes de los Países Bajos. Por ello, en tanto éstos no asumieron el carácter representativo del Estado extranjero, parece razonable inferir que el hecho no tuvo entidad suficiente para afectar el desarrollo de las relaciones exteriores del gobierno nacional.   Por otra parte, la Corte tiene dicho que los casos que comprometen las relaciones con otros Estado constituyen materias propias de la justicia federal entendida en sentido lato, y sólo los casos específicamente contemplados en el artículo 117 de la Constitución Nacional competen al Tribunal.


    B., Luis Alberto s/ Hurto


    B. 1386, XL, 17 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Impuesto a las ganancias. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, resulta necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto en forma nominal –ya sea como actora, demandada o tercero- como sustancial, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  En el sub lite no se presentan dichos requisitos, toda vez que, el demandado, según el art. 1° de la ley local 4917, es un ente descentralizado del Poder Ejecutivo local, que tiene personalidad jurídica propia y autarquía financiera, por lo que no se identifica con éste.  En consecuencia, al no aparecer la Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.  En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Corrientes, Provincia de (Instituto de previsión social de la Provincia de Corrientes) s/ Ejecución fiscal


    A. 2215, XXXIX, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Pesificación. Inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.  Sentado ello, al no aparecer la provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial de la litis.  En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Ahumaran, Miriam Emilce c/ Córdoba, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    A. 1910, XXXIX, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión resulta sustancialmente análoga al dictamen de las causas S. 997, L. XXXVIII, “Sánchez Blanc, Nadia Claudina c/ Tucumán, Provincia de s/ Amparo”, C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo”,y C. 1840, L. XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo”.


    La presente causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal, tal como lo requiere la Provincia de Catamarca, quien sólo puede ser demandada ante sus propios jueces o en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional.


    Catamarca, Provincia de s/ Inhibitoria en los autos: "Molina Daniel c/ Estado Nacional y otra s/ Amparo"


    C. 2903, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión resulta substancialmente análoga con el dictamen de la causa W. 40, XL, “Wintershall Energía S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Wintershall Energía S.A. s/ Cobro ejecutivo”.


    Chevron San Jorge S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos:"Provincia del Neuquén c/ Chevron San Jorge S.R.L. S/ Cobro ejecutivo"


    C. 3659, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Agentes de retención. Cobro de sumas de dinero. Aportes sindicales. Cuota sindical. Certificado de deuda. Título ejecutivo hábil. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  Asimismo, cabe atribuir dicho carácter a los casos en que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones de derecho común, entendido como tal el que se vincula con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  En el sub-lite, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la pretensión consiste en obtener de una Provincia el pago de una suma de dinero instrumentada en un título ejecutivo, con fundamento en normas de derecho común, por lo que corresponde asignar naturaleza civil a la materia del pleito.  Por ello, de tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, que en estos casos resulta esencial, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, en estas actuaciones.


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Ejecutivo (Cobro de cuota sindical)


    A. 1239, XL, 23 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Deuda pública provincial. Coparticipación federal. Medidas autosatisfactivas. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub-lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que son citados a juicio como terceros una Provincia y el Estado Nacional, por encontrarse en juego intereses de ambos y la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan las provincias, a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Ley Fundamental, y el Estado Nacional –o las entidades nacionales- al fuero federal, de conformidad con el art. 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso ante los estrados del Tribunal.  Por otra parte, las Provincias sólo pueden litigar ante sus propios jueces, según los arts. 121, 122, 124 y concordantes de la Ley Fundamental, o, en su defecto, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, pues, en principio, no lo hacen ante la justicia federal, salvo que se presente la hipótesis del precedente “Flores” (Fallos: 315:2157), circunstancia que no se da en este proceso.


    Banco de la Nación Argentina s/ Inhibitoria


    B. 1510, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Lesiones. Agentes diplomáticos. Competencia originaria. 


    La imputada goza de inmunidad de jurisdicción conforme a lo normado por el artículo 37 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por decreto-ley 7672/63, pues la Corte tiene establecido que los procesos en que son parte los miembros de la familia del agente diplomático que integran su casa, conciernen, en principio, a la jurisdicción originaria de la Corte.   Por ello, la Corte es competente para conocer en forma originaria en este hecho, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, por lo que corresponde requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que la nombrada pueda ser sometida a juicio.


    P., Da Tali s/ Lesiones Artículo 89 del Código Penal


    P. 1356, XL, 26 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el artículo 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de “… los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros…”.  El art. 24, inc. 1º in fine, del decreto ley 1285/58 determina que dichos asuntos son las causas "… que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático… ".


    F., A. M. c/ B. C., N. s/ Divorcio


    F. 1229, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Inundación. Juicios en los que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Competencia. Daños y perjuicios provocados por una inundación.  Demanda contra Provincia. Materia litigiosa civil. Distinta vecindad. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    El actor atribuye responsabilidad a la Provincia, por el cumplimiento irregular de las obligaciones a cargo de uno de sus órganos, la Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas, creada en el ámbito del Ministerio de Obras y Servicios Públicos provincial, por decreto 35/00, por lo que dicho Estado local resulta sustancialmente demandado en el proceso.  Asimismo, cabe indicar que si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, estas actuaciones deben tramitar ante el Tribunal, en instancia originaria.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el actor también co-demande a la Municipalidad, toda vez que es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Fornasar, Horacio Roberto c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    F. 820, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Homicidio. Falta de servicio. Juicios en los que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Policía local, atribuyendo responsabilidad a la provincia de Buenos Aires por el irregular cumplimiento de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos.   Al respecto, cabe indicar que si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Garrido, Elba Ecilda c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G. 580, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa E. 115, L. XXXIV; “El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    Unión de Transportistas de Empresas S.A. Línea 46 c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    U. 40, XL, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Despido sin causa. Indemnización por despido. Personal dependiente de consulados. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Fallos: 311:916.


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  En tales condiciones, el Tribunal no puede asumir dicha competencia si el asunto no concierne a Embajadores, Ministros y Cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.  Tal situación es la que se presenta en el sub-lite toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la actora no dirige su pretensión contra un diplomático extranjero, sino contra el Consulado de la República de Chile en Río Gallegos y, al respecto, tiene dicho reiteradamente el Tribunal que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a esta instancia.  En consecuencia, dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse, el presente proceso resulta ajeno al conocimiento del Tribunal.


    Torres Ulloa, Margarita Luisa c/ Consulado General de la República de Chile en Rio Gallegos s/ Cobro de diferencia de indemnización


    T. 53, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Interés legítimo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En numerosos precedentes la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Para que proceda tal instancia, resulta necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto en forma nominal -ya sea como actora, demandada o tercero- como sustancial, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  En el sub-lite no se presentan dichos requisitos, toda vez que la actora es una entidad autárquica integrante de la Administración Descentralizada, que actúa con arreglo a las normas de derecho público y privado, y posee capacidad para realizar todos los actos, contratos y negocios jurídicos que fuere menester para ejercitar su competencia. Por ello, no se identifica con el Estado local.  En consecuencia, al no aparecer la Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional de Vialidad s/ Acción de amparo


    S. 1297, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Cheque sin fondos. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, en los casos en que una provincia es parte, procede, según el art. 117 de la Constitución Nacional, cuando a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate, entendiendo como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del art. 75, inc. 12, de la Constitución nacional.  En su mérito, la Corte ha reconocido su competencia originaria en los pleitos dirigidos por o contra un Estado local por el pago de cheques, atribuyendo carácter civil a la materia del pleito, fundando tal doctrina en que, dado el tipo de instrumentos de que se trata, no corresponde indagar las causas de su libramiento, toda vez que los principios y normas que los rigen y sus caracteres de abstracción, autonomía y literalidad impiden entrar a considerar el origen de  la obligación.


    Salta, Provincia de c/ Sarti, Orlando Mario y otra s/ Ejecutivo


    S. 1381, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Derechos de autor. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la instancia originaria del Tribunal ratione personae.  En efecto, toda vez que es demandada una provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- y ha sido citado como tercero el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    SADAIC c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cobro de Pesos


    S. 1666, XXXIX, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa G 767, L. XXXVII “Garrido, Antonio c/ Río Negro, Provincia de s/ Amparo”.


    Romero Guiñazu, Rolando c/ Unidad de Control Previsional y otro s/ Ordinario


    R. 1890, XXXIX, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Animales sueltos en la vía pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A los efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, por tanto, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte.  Sentado ello, el Tribunal ha sostenido que el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado (o, en su caso, a las Provincias), no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa. En ese sentido, la Corte afirmó, además, que la omisión que se alega como sustento de la responsabilidad de la Provincia no puede hacerla responsable de los daños causados por un animal del que no era propietaria ni guardadora.  En consecuencia, nada autoriza a demandar a la Provincia por este hecho, pues no tiene un interés directo en el pleito, por lo que no es parte sustancial en la litis.  En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Rosales, Paulo Vitervo y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    R. 537, XXXIX, 03 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Títulos de deuda pública. Pesificación. Inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dictamen de la causa S. 997; L. XXXVIII, “Sánchez Blanc, Nadia Claudina c/ Tucumán, Provincia de s/ Amparo” y su cita, C. 755; L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo”.


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser citada la Provincia de Buenos Aires, quien sólo puede pleitear ante sus propios tribunales o en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional.


    Ramella Vergnasco, Ernesto Carlo c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    R. 1107, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Declaración de utilidad pública. Declaración de inconstitucionalidad. Derechos y garantías constitucionales. Derecho de propiedad. Secuestro de bienes. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional.  En su mérito, la cuestión estriba en determinar si en autos se dan dichos requisitos, según los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.   A tal fin, cabe recordar que no basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la instancia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, ya que resulta necesario, además, que la materia sobre la que versa sea de carácter federal o se trate de una causa civil, en cuyo único caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria. Asimismo, quedan excluidas aquéllas otras que se vinculan con el derecho público local.   Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub-lite, en tanto la Corte ha establecido, que no corresponden a su competencia originaria los juicios de expropiación seguidos por una Provincia contra vecinos de otra, aún cuando se discuta solamente el quantum del resarcimiento.  Ello es así, en virtud de que el proceso expropiatorio, que se inicia con la declaración legislativa de la utilidad pública y finaliza con el pago de la indemnización justa y la consiguiente transferencia del dominio al sujeto expropiante es, en su integridad, un instituto de derecho público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia -en ejercicio de sus poderes no delegados en el ámbito de su respectiva competencia territorial-.   Es decir, la facultad expropiatoria es una de las reservadas por las Provincias dentro de su territorio y la autonomía de éstas no admite interferencia federal, en virtud del reparto de los poderes nacionales y provinciales establecido en los arts. 75 inc.12, 121, 122 Y concordantes de la Ley Fundamental.   En este orden de ideas, se ha sostenido que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, el juicio no es del resorte de la Corte.   No empece a lo expuesto, el hecho de que la amparista invoque el respeto de cláusulas constitucionales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal naturaleza, provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal -en este caso la Corte-, pues éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, según el art. 18, segunda parte de la ley 16.986.  En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del art. 14 de la ley 48.  Por todo ello, es dable recordar, según tiene dicho reiteradamente la Corte, que la acción de amparo es un remedio excepcional cuyo objeto no es obviar los trámites legales ni alterar las jurisdicciones vigentes, como así también que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  En consecuencia, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada ni restringida por acuerdo de partes esta acción de amparo resulta ajena a esta instancia.


    Promecor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


    P. 1469, XL, 31 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Retenciones salariales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional.  En primer lugar, la Provincia de Buenos Aires es parte sustancial en este proceso, toda vez que, es dable considerar que ella integra la relación sustancial y tiene un interés directo, en tanto se trata de una relación de empleo público local en la que un funcionario judicial cuestiona un acto emanado de un órgano de su Poder Judicial que carece de personalidad jurídica, por lo que dicho acto resulta atribuible a ella.  Sin embargo, no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la instancia originaria de la Corte, ya que resulta necesario, además, que la materia sobre la que versa tenga un manifiesto contenido federal, o sea de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos aquéllos que se vinculan con el derecho público local.  En este orden de ideas, se ha sostenido que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los electos que la soberanía local ha querido darles, el juicio no es del resorte de la Corte.  No empece a lo expuesto el hecho de que el amparista invoque el respeto de cláusulas constitucionales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal naturaleza, provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, pues éste sólo tendrá competencia cuando, aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, según el art. 18, segunda parte de la ley 16.986.  En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del art. 14 de la ley 48.  Por todo ello, es dable recordar que tiene dicho reiteradamente el Tribunal que la acción de amparo es un remedio excepcional que no tiene por objeto obviar los trámites legales, ni alterar las jurisdicciones vigentes, como así también que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  En consecuencia, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada ni restringida, por acuerdo de partes, la acción de amparo resulta ajena a esta instancia.


    Pailhe, Juan Alberto Manuel c/ Buenos Aires , Provincia de s/ Acción de amparo


    P. 597, XL, 03 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Establecimientos asistenciales. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional procede, en los casos en que es parte una Provincia, si a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Cabe recordar, asimismo, que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  En el sub-lite, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que el actor pretende obtener, con fundamento en normas de derecho común, el pago de varias facturas, atribuyendo responsabilidad a la Provincia por el incumplimiento en que ha incurrido el Hospital Regional, órgano que depende del Ministerio de Salud local.  Por ello, ante la inexistencia de elementos que permitan inferir, en este estado del trámite, la existencia de un contrato administrativo, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.


    Nastasi, Gustavo Daniel c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Cobro de pesos


    N. 184, XXXIX, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    AFJP. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte retione personae, toda vez que esa es la única forma de conciliar las prerrogativas constitucionales que gozan ambas partes, tanto la entidad nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como la Provincia a la instancia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional.


    Nación AFJP (Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones) s/ Inhibitoria en los autos "Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero c/ Nación  AFJP s/ Ejecución fiscal


    N. 218, XL, 23 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 385, L. XXXVIII, “BBVA – Banco Francés S.A. s/ Inhibitoria en la causa: Provincia del Chaco c/ Banco de la Nación Argentina”.


    Chaco, Provincia del c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa


    C. 3898, XXXVIII, 23 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Tributos. Impuestos sobre los ingresos brutos. Coparticipacion de impuestos. Coparticipación federal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el crecimiento.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada, se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen también cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas, pues tal extremo importaría un obstáculo insalvable a la competencia en examen.  A fin de dilucidar si la cuestión en litigio configura una causa de manifiesto contenido federal, corresponde determinar la naturaleza jurídica que reviste el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el crecimiento, a la luz de la nueva doctrina sentada por el Tribunal en la causa M. 903, XXXIX, "Matadero y Frigorífico Merlo S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", en su sentencia del 27 de mayo de 2004.  En un principio, la Corte sostuvo que sólo correspondía discutir en la instancia originaria la validez de un tributo cuando era atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional. Por lo tanto, dado que las leyes-convenio, que debían ser ratificadas por las provincias, hacían parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público local, su violación no convertía en federal a la materia del pleito, ni permitía por ende, en los casos en que era parte una Provincia, abrir la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional.  No obstante, a partir del precedente "El Cóndor", publicado en Fallos: 324:4226, se produjo un cambio jurisprudencial en la doctrina de la Corte, en cuanto a la naturaleza jurídica que debía otorgarse al "Pacto" y al régimen de coparticipación federal de impuestos, a raíz de la reforma constitucional de 1994.   Afirmó, que el art. 75, inc. 2, de la Constitución Nacional introducía modificaciones importantes en el tratamiento de la coparticipación federal de impuestos, entre las que adquiría relevancia la asignación de rango constitucional a dicha materia, toda vez que se regulaban sus aspectos sustanciales e instrumentales, a la vez que delegaba en el Congreso de la Nación la determinación de las pautas para su distribución.   A su vez, consideró que la afectación del sistema así establecido involucraba, en principio, una cuestión constitucional y que "tal calidad asume la eventual violación, por parte de una provincia, del compromiso de abstenerse de ejercer la función legislativa en facultades impositivas propias, aunque esa transgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos leyes locales" ( ..)  - y, por ende, a la ley-convenio, de carácter federal-, dado que se "proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales, sin que en ello incida el carácter local de la norma mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional.   Asimismo, sostuvo, respecto a la naturaleza de los pactos, que constituyen manifestaciones positivas del llamado federalismo de concertación, tendiente a establecer, mediante la participación concurrente del Estado Nacional y de las provincias, un programa destinado a adoptar una política uniforme en beneficio de los intereses nacionales y locales y los calificó como integrantes del derecho intrafederal -haciendo especial referencia al Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento-, en tanto, una vez ratificados por la legislatura local, se incorporan al derecho público interno de cada estado provincial aunque con diversa jerarquía.   En consecuencia, señaló que "esa gestación institucional ubica a los tratados o leyes-convenio celebrados entre las provincias y el gobierno nacional con un rango normativo específico dentro del derecho federal" y que una prueba de su categoría singular es que no es posible su derogación unilateral por cualquiera de las partes".  No obstante lo expuesto, en la sentencia dictada en la causa "Matadero y Frigorífico Merlo S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", el Tribunal vuelve a examinar el tema en cuestión y reformula su criterio, introduciendo un cambio jurisprudencial no explícitamente declarado.   En efecto, la Corte confirma que las leyes-convenio entre la Nación y las provincias hacen parte del derecho local y, en consecuencia -aquí se presenta el primer cambio y un regreso a la vieja doctrina- "su violación colisiona, en primer término, con el plexo normativo provincial, y tal circunstancia excluye la cuestión de la materia exclusivamente federal".   Por lo tanto, concluye que, al encontrarse el asunto directa e inmediatamente relacionado, de manera sustancial, con la aplicación e interpretación de normas de derecho provincial, es el propio Estado local, mediante la intervención de sus jueces, el que debe evaluar si han sido violadas las leyes provinciales que regulan la cuestión.   El segundo cambio se presenta cuando aludió a la reforma constitucional de 1994, puesto que sostiene que el "Pacto" no aparece expresamente incluido en los incs. 2° y 3° del art. 75, y no necesariamente debe ser uno de los acuerdos bases de la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos y cuando la Constitución establece que la ley convenio de coparticipación federal instituirá regímenes de coparticipación de las contribuciones sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provincias, no implica que al "Pacto" se le haya asignado rango constitucional.   Afirma que "sólo le ha reconocido esa jerarquía a la ley de coparticipación federal misma, y no cabe extender esa interpretación a supuestos no contemplados expresamente por la Carta Magna".   Y que, "si bien el instrumento en examen, y los demás que se hayan suscripto entre la Nación y las provincias, podrán ser objeto de consideración y valoración al momento de discutirse y sancionarse la ley prevista en el art. 75, inc. 2°, de la Constitución Nacional, ello no determina que la reforma constitucional los haya incorporado, y así extraído del ámbito normativo de derecho público local e intrafederal, en el que se enmarca el sistema de las leyes convenio”.  A la luz de este nuevo criterio, la materia que se debate en el sub judice no es exclusivamente federal, toda vez que la actora plantea en forma conjunta una cuestión federal con una de orden local, en tanto aduce que las normas provinciales en las que se funda la sentencia del Tribunal Administrativo de Apelación, conculcan tanto con disposiciones de la Constitución Nacional, como con el "Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento", el cual forma parte del derecho público provincial y no suscita una cuestión constitucional.  El pleito corresponde al conocimiento de los jueces locales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen cuestiones de derecho provincial, es decir, que se trate previamente en esa jurisdicción la inconstitucionalidad existente entre las propias normas, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  Toda vez que la competencia originaria del Tribunal, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada o restringida por normas legales, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Cuyoplacas S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Ordinario


    C. 2418, XXXIX, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Saqueos. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Interés concreto. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar la reiterada doctrina del Tribunal que considera que corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental.  No obstante, ello es así en tanto la Provincia y el Estado Nacional sean parte en el litigio, no sólo en sentido nominal sino también sustancial, o sea, que tengan en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, ya que, lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte.   En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, el actor, si bien efectuó su reclamo ante un órgano de la Provincia de Buenos Aires, no lo hizo ante el Estado Nacional, por lo que no media omisión o incumplimiento por parte de este co-demandado, el cual no resulta ser parte sustancial en el litigio. Debido a ello no procede la competencia originaria ratione personae.  Por otra parte, tampoco corresponde la tramitación de la causa en esta instancia, no obstante estar demandada una Provincia en una causa civil, toda vez que el actor no cumple con el requisito de distinta vecindad, extremo que en estos supuestos resulta esencial.   En consecuencia y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Krowicki, Andrés Esteban c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional)  s/ Daños y perjuicios


    K. 235, XXXIX, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Pesificación. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria quedando excluidos de dicha instancia aquellos que se rigen por el derecho público local.   En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, la actora pretende obtener el pago de varias facturas a favor de la provincia, por lo que cabe asignar, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, carácter civil a la materia del pleito, en tanto del expediente no pueden extraerse elementos que permitan inferir que éstas se hayan originado en un contrato administrativo. Por ello, no se encuentra en tela de juicio la aplicación de normas de derecho público local, ni el examen o revisión de actos administrativos de ese carácter. En tales condiciones, de estimar probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el Tribunal resulta competente para conocer en forma originaria de estas actuaciones.   A mayor abundamiento, el sub judice también corresponde a la competencia originaria de la Corte por configurar una causa de contenido federal, en cuanto la sociedad actora, a fin de hacer efectivo su reclamo contra la provincia, solicita la declaración de inconstitucionalidad de las normas nacionales que establecieron la "pesificación", fundando su pretensión directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales y en un decreto de carácter nacional.


    Diprom S.A.C.I.F. a I. c/ San Luis, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    D. 1187, XXXIX, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Bienes inmuebles. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia y la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Dirección Nacional de Vías Navegables c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    D. 1196, XXXIX, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. PCBs. Protección del medio ambiente. Juicios en que es parte una provincia. Caso concreto. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24 inc. 12 del decreto-ley 1285/58, procede, en principio, cuando una provincia es demandada, si la pretensión deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en tratados con las naciones extranjeras o en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Tal hipótesis, en principio, se presentaría en el sub-lite, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, las actoras -quienes se encuentran regidas por el marco regulatorio eléctrico nacional, de carácter federal, y su autoridad de aplicación es el Ente Nacional ReguIador de la Electricidad (ENRE)-, aducen que dichas resoluciones de las autoridades provinciales contradicen leyes nacionales y, en consecuencia, violan la Constitución Nacional, lo que asigna esa naturaleza federal a la materia en examen.   No obstante, cabe recordar que la acción declarativa de inconstitucionalidad debe responder a un "caso" o "causa contenciosa", en los términos del art. 2 de la ley 27, ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo ni importa una indagación meramente especulativa, sino que debe tener por finalidad precaver las consecuencias de un acto en ciernes -al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal- y fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto.  En tal sentido, para considerar configurado un caso que pueda ser resuelto por el Poder Judicial de la Nación se ha exigido: a) actividad administrativa que afecte un interés legítimo; b) que el grado de afectación sea suficientemente directo y c) que aquélla actividad tenga concreción bastante, requisitos que no se cumplen en el sub-lite, en tanto de las constancias del expediente no se desprende que hayan existido actos concretos o en ciernes por parte de la Provincia de Buenos Aires que pudieran menoscabar, en grado suficiente, el derecho que invocan las actoras. Por ello, si bien dicho Estado local ha sido nominalmente demandado, no es parte sustancial en el pleito, puesto que sólo se lo demanda por haber dictado las resoluciones, pero no se demuestra que las haya aplicado en el caso concreto, circunstancia que torna conjetural el interés que invocan las actoras. En tales condiciones, la cuestión en examen no puede asimilarse a un supuesto de "caso" o "causa” entre partes adversas, que son los únicos en los que los tribunales federales pueden ejercer su competencia, ya que el control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa requiere ineludiblemente de la existencia de ese recaudo -que no se da en autos-, lo que excluye la posibilidad de dar trámite a la presente demanda.


    Edenor S.A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 380, XXXIX, 05 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Bienes inmuebles. Destino de la locación. Revocación de la donación. Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la instancia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que el Estado Nacional dirige su pretensión contra una Provincia y la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como la Provincia a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Mayor General del Ejército c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa


    E. 18, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Prisión preventiva. Sentencia absolutoria. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema.Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte en los casos en que una Provincia es parte, según el art. 117 de la ConstituciónNacional y 24, inc. 12, del decreto-ley 1285/58, es necesario que a la naturaleza civil de la materia en debate se una la distinta vecindad de la contraria, ambos requisitos que no se presentan en el sub-lite.  En efecto, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que el actor -empleado público rionegrino- reclama una reparación por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habrían incurrido funcionarios que integran el Poder Ejecutivo y Judicial de la Provincia, atribuyéndole responsabilidad a dicho Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo.  En virtud de lo expuesto, no cabe asignar carácter civil a este proceso, sino naturaleza administrativa, regida por normas de derecho público local.  Por otro lado, el hecho que el actor tenga su domicilio en el Estado local demandado, impide que proceda la instancia originaria de la Corte, en tanto, al hallarse enfrentados una provincia y sus vecinos, el pleito resulta propio de los jueces locales.  Por ello y toda vez que la competencia originaria de la Corte, por su raigambre constitucional, es restrictiva e insusceptible de extenderse a casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    M., N. F. c/ Rio Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 1593, XL, 23 de agosto de 2004


    Ver dicta men


     


    Convenios interjurisdiccionales. Puertos. Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir, el sub lite corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae, toda vez que es demandada una Provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- y que también se acciona contra una entidad nacional y se cita como tercero al pleito al Estado Nacional -quienes tienen derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    J.B. Puerto Madryn S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Ordinario


    J. 60, XXXVII, 04 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La situación planteada guarda substancial analogía con el dictamen de la causa W. 40, XL, “Wintershall Energía S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Wintershall Energía S.A. s/ Cobro ejecutivo”.


    Wintershall Energia S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquen c/ Wintershall Energía S.A. s/ Cobro Ejecutivo"


    W. 150, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha tenido oportunidad de establecer que no corresponden a su competencia originaria los juicios de expropiación seguidos por una Provincia contra vecinos de otra, aún cuando se discuta solamente el quantum del resarcimiento. Ello, en virtud de que el proceso expropiatorio es, en su integridad, un instituto de derecho público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia -en ejercicio de sus poderes no delegados (art. 121 de la Constitución Nacional)- en el ámbito de su respectiva competencia territorial.  Es decir, la facultad expropiatoria es una de las reservadas por las Provincias dentro de su territorio y la autonomía de éstas no admite interferencia federal, en virtud del reparto de los poderes nacionales y provinciales establecidos en los arts. 75 inc. 12, 121, 122 y concordantes de la Ley Fundamental.  En tales condiciones, el respeto del sistema federal exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Sustersic, Bozidar Darko c/ San Luis, Provincia de y otro s/ Acción de daño temido


    S. 2130, XL, 15 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios contra el Estado. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La actora, con fundamento en normas de derecho común, pretende obtener el pago de varias facturas con motivo de las prestaciones médicas efectuadas a afiliados de la Provincia.  En consecuencia, dado que del expediente no pueden extraerse elementos que permitan inferir que las facturas indicadas se hayan originado en un contrato administrativo, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.  En tales condiciones, de estimar probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.


    Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires (Hospital Italiano) c/ Chaco, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    S. 228, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Pleito de naturaleza civil.


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto – ley 1285/58 procede, en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.   En el sub-lite, de los términos de la demanda se desprende que el sindicato actor pretende obtener de la Provincia de Misiones -quien resulta sustancialmente demandada en autos puesto que el Canal 12 de Posadas, según el art. 10 de la ley 2767, integra la Administración Central de ese Estado local-, el pago de una suma de dinero instrumentada en un título ejecutivo, con fundamento en normas de derecho común (especialmente, ley 24.642), por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito   En consecuencia, de estimar La Corte a las constancias obrantes en autos como suficientes para tener por acreditada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, resulta competente para entender en este proceso.


    Sindicato Argentino de Televisión (S.A.T) c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecutivo


    S. 2028, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que resultan co-demandados la Provincia de Buenos Aires -de quien depende la Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas y el Estado Nacional -en tanto la Comisión Nacional de Regulación de Transportes integra su Administración Central, la única forma de conciliar la prerrogativa jurisdiccional que tiene el Estado local a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la ley fundamental, con la de la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Constitución Nacional es sustanciando el proceso en este instancia.


    Martínez, Dalmiro Tadeo c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 289, XL, 29 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La actora pretende obtener el pago de facturas originadas en dos pedidos de difusión que solicitó la Provincia de Corrientes.  Dado que del expediente no pueden extraerse elementos que permitan inferir que las facturas indicadas se hayan originado en un contrato administrativo, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.  En tales condiciones, de estimar probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.


    Martínez, Rita Mabel c/ Corrientes, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    M. 1109, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Empresas del Estado. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Para que proceda la instancia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, resulta necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto en forma nominal -ya sea como actora, demandada o tercero- como sustancial, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  En el sub-lite no se presentan dichos requisitos, toda vez que la actora, que fue en su momento, quien solicitó la importación de la mercadería objeto de autos, es una entidad que, según la ley local 2264 de creación (art. 10), tiene personalidad jurídica propia, a pesar de que se encuentra en proceso de liquidación según la ley 3179 (art. 12), en virtud de lo dispuesto en la ley 20.705, de Empresas del Estado, especialmente en su art. 32.  Por ende, al no aparecer la citada Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.


    Río Negro, Provincia de c/ Dirección General de Aduanas s/ Revocación de acto administrativo


    R. 1619, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Entes autárquicos. Personería jurídica. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la instancia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, resulta necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto en forma nominal -ya sea como actora, demandada o tercero- como sustancial, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  En el sub-lite, no se presentan dichos requisitos, toda vez que el ex Banco de la Provincia de Tucumán, era un ente autárquico con personalidad jurídica propia y, por lo tanto, no se identificaba con dicho Estado local.


    Ramírez, José Nicolás c/ Tucumán, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    R. 913, XL, 29 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dado que en el sub lite resultan demandadas dos Provincias, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc.1 del decreto-ley 1285/58.


    Issa, Abraham y otra c/ Mujica, Aldo Omar y otros s/ Indemnización por daños y perjuicios -beneficio de litigar sin gastos-


    COMP. 31, XL, 07 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Registro de agentes contaminantes de la cuenca Matanza Riachuelo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Al ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.  También dicha competencia procede al ser demandada una Provincia conjuntamente con el Estado Nacional.


    Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios (Daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza - Riachuelo)


    M. 1569, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  En el sub lite, de los términos de la demanda se desprende que la actora reclama un resarcimiento por daños y perjuicios, atribuyendo responsabilidad a la Provincia de Río Negro por la presunta falta de servicio en que habría incurrido un enfermero, que se desempeña en un hospital, organismo que integra la Administración Central de dicho Estado local.  Al respecto, es dable indicar que si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En tales condiciones, de acreditar los actores la distinta vecindad invocada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria del Tribunal.


    M., E. L. y otros c/ Rio Negro, Provincia de y otro s/ Ordinario


    M. 1143, XL, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, XL, “Total Austral SA s/ Inhibitoria en los autos: Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Mobil Exploration and Development Argentina inc. s/ Inhibitoria en los autos "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. s/ Sumarisimo"


    M. 2079, XL, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 575, L. XXVI, “Alzaga de Lanusse, María Josefina y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    Lanusse, Alberto Rómulo y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    L. 867, XL, 08 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión resulta sustancialmente análoga al dictamen de las causas C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo”, y C. 1840, L. XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Amparo”.


    Pierabella, María Aurora c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    P. 2392, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en los que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son demandados la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- y una entidad autárquica- quienes tienen derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción ante la Corte.


    Pagano, Aldo Oscar c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 1343, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Obras Sociales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte tanto en razón de las personas, por ser parte en el pleito una entidad de obra social y una Provincia, como por la materia federal sobre la que versa el pleito.


    Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    O. 462, XL, 18 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Incumplimiento del contrato. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que rigen por el derecho público local.   Según se desprende de las constancias de autos, la sociedad actora pretende obtener el pago de varias facturas que se originaron en un contrato de locación de una máquina fotocopiadora que celebró con la Provincia de Misiones, cuyo procedimiento está regido por los principios de derecho público local y por las normas sobre contrataciones que rigen en dicha jurisdicción.  La Corte ha sostenido que no es causa civil aquélla en la que, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.  En consecuencia, el concepto de causa civil, que hace nacer la competencia originaria de la Corte, queda reservado sólo para aquellos asuntos en los que las relaciones jurídicas entre una provincia y el vecino de otra se rigen por el derecho común de manera sustancial y no como en el caso en forma tangencial.  El pleito debe tramitar ante la justicia provincial, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las de índole federal que también pueden comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48.   En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Organización Setec  S.R.L. c/ Misiones, Provincia de s/ Incumplimiento de contrato


    O. 397, XL, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI. Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que una entidad nacional dirige su pretensión contra una provincia y la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la AFIP al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la instancia originaria de la Corte, conforme el art. 117 de la Constitución nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Río Negro, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    F. 860, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Derecho a la salud. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias; quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Al no ser el Estado Nacional parte sustancial en el litigio, no procede la competencia originaria ratione personae.  Por otra parte, descartado el Estado Nacional, el pleito correspondería a la competencia originaria de la Corte si ésta fuera demandada en una causa federal. Sin embargo, la nuda violación de garantías constitucionales provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, pues éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, art. 18, segunda parte, de la ley 16.986.  La lesión que aduce la actora de su derecho a la salud tiene su origen en la omisión en que ha incurrido el Ministerio de Salud y Acción Social de la Provincia de Buenos Aires, cuestión que corresponde al conocimiento de la Justicia de la Provincia.  En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48.


    Sánchez, Norma Rosa c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de amparo


    S. 730, XL, 03 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 1012,  XXXIX, “Pilayún S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    Delfino de García Mansilla, Carmen y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    D. 1174, XXXIX, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 1012, L. XXXIX, “Pilayún S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    El Lobuno Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 408, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Agüero, Adriana Nancy y otros c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    A. 1758, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Agüero, Nora del Valle c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    A. 1759, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Agüero, Nora del Valle c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    A. 1760, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Alderete, Antonia del Carmen y otros c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 1714, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 1012, L. XXXIX, “Pilayún S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    Goerens, Teodoro Luis y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    G. 1827, XXXIX, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 1012, L. XXXIX, “Pilayún S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    La Araucana Oeste S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    L. 1094, XXXIX, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 3090, L. XXXVIII, “Galiano, Clara Noemí y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios”.


    Asula Carabajal, Iván Rodrigo y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 1102, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Inundación. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  De los términos de la demanda se desprende que la actora pretende un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados del avance de las aguas y atribuye responsabilidad a la Provincia por la actividad prima facie ilícita en que habría incurrido uno de sus órganos, por lo que dicho Estado local resulta sustancialmente demandado en el proceso.   Si bien el Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Celpad S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 1250, XL, 22 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Empresas del Estado. Régimen de consolidación de deudas. Interpretación y aplicación de la ley. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Precedente análogo C. 153, L.XXXVII, "Compañía Integral de Montaje S.A”.


    En oportunidad de resolver una cuestión sustancialmente análoga a la que aquí se plantea, ya que también se discutía si una sociedad anónima cuyo capital pertenecía totalmente al Estado estaba incluida en el régimen de la ley 23.982, la Corte sostuvo que, debido a las características de la demandada -en particular, el grado de participación estatal en el capital y en la formación de las decisiones societarias-, el hecho de que no encuadre en el concepto de "sociedad anónima con participación estatal mayoritaria", en los términos y con los alcances de los arts. 308 y siguientes de la ley 19.550, no conduce a excluirla del régimen de la ley 23.982, pues ello responde a un criterio de interpretación gramatical del texto legal que no condice con la adecuada inteligencia de las disposiciones dictadas por el legislador en el marco de la consolidación.( in re C. 153, L.XXXVII, "Compañía Integral de Montaje S.A. c/ Nucleoeléctrica Argentina S.A. s/ Proceso de ejecución" y citas del cons. 7°).  Resulta clara la voluntad del legislador y del poder administrador de pagar la obligaciones a cargo de YPF S.A. en los términos del régimen de consolidación de deudas, sin que sea obstáculo para ello la finalidad de transferir las tenencias accionarias al capital privado mediante su venta en bolsas y mercados bursátiles puesto que, contrariamente a lo que afirma el a quo, luego de la transformación el Estado Nacional mantuvo la totalidad de los títulos accionarios (v. art. 9° del decreto 2778/90). Sin perjuicio de ser indudable, que es el Estado Nacional sobre quien recae la deuda a pagar y que, en virtud de ello y de las disposiciones citadas, el pago debe efectuarse de acuerdo a lo dispuesto por la ley 23.982, cabe señalar que, en caso de que pudiera configurarse un supuesto de duda razonable, deberá resolverse a favor de la consolidación, según prevé el art. 30 del decreto 2140/91.  Finalmente, tampoco parece acertado el argumento del tribunal referido a la exclusión del crédito de autos con apoyo en lo dispuesto por el decreto 546/93, toda vez que soslaya que, para una adecuada exégesis de las normas es necesario acudir, en primer lugar, a su letra y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. En efecto, el art. 1°, último párrafo, de dicho decreto, claramente contempla tres supuestos en los cuales las sumas que se adeuden quedan comprendidas en el régimen de la ley 23.982: i) las condenas, ii) las transacciones y iii) los reclamos que se concluyan por allanamiento y, en la especie, tal como se relató supra, se trata, precisamente, de una condena judicial por un hecho ocurrido el 28 de junio de 1984.


    Compañía General de Combustibles S.A. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado s/ Daños y perjuicios


    C. 1472, XXXIX, 14 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Cruz, José María y otro c/ Tucumán, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 2554, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio Cesar c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Dorado, Leonardo Favio y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    D. 994, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Espinosa, Calixto Fortunato y otros c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    E. 368, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Accidente de tránsito. Señales de tránsito. Administración de vialidad provincial. Juicios en que es parte una provincia. Intervención de terceros. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, según los arts.116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, es necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto nominal como sustancialmente. Para ello es preciso que, del examen de la realidad jurídica expuesta en el escrito de inicio se desprenda que la Provincia tiene un interés directo en el pleito, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  De los términos de la demanda se desprende que la actora atribuye responsabilidad en los hechos a la Dirección de Vialidad de la Provincia. Ese organismo es una entidad que goza de personalidad jurídica propia y no se identifican con el Estado local, por lo que éste no aparece como titular de la relación jurídica en que se sustenta el reclamo y, en consecuencia, no cabe tenerlo como parte sustancial en la litis.  Según el art. 1° de la ley provincial N° 7.943 y sus modificaciones, la Dirección Provincial de Vialidad constituye una entidad autárquica de derecho público, con capacidad para actuar privada y públicamente.


    Estado Nacional s/ Inhibitoria en los autos caratulados "Mahia, Andrea Claudia c/ Semacar S.A. y otros s/ Daños y perjuicios"


    E. 54, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    González, Luis Héctor c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G. 1803, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    González, Walter Daniel c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    G. 1849, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad del Estado. Accionar policial. Responsabilidad del dueño o guardián de la cosa. Arma reglamentaria. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. De los términos de la demanda se desprende que el actor reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido un dependiente de la Policía provincial, atribuyendo responsabilidad al Estado local no solo por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos, sino también por ser el dueño de la cosa riesgosa que provocó el daño, con fundamento en normas del Código Civil, por lo que entiendo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.


    Heislitz, Pedro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    H. 270, XXXIX, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Herrera, Rubén Antonio y otros c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    H. 336, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Villafañe, José Antonio c/ Tucuman, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 849, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Villafañe, Emilio c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 863, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 1504, L. XXXIX, "Futuro Argent S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios".


    Supermercados Don Pepe S.R.L c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños  y perjuicios


    S. 2283, XXXIX, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Falta de servicio. Policía. Incumplimiento de las funciones de control. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En el sub lite, de los términos de la demanda se desprende que los actores reclaman un resarcimiento por los daños y perjuicios originados en la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Policía bonaerense, atribuyendo responsabilidad al Estado local por el incumplimiento de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos.  Al respecto, cabe indicar que si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. Por ello, de estimar el Tribunal probada la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.


    Shi, Yi Gou y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    S. 2287, XXXIX, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Juárez, Raimundo Rolando c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    J. 176, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en S.2287, XXXIX, Originario “Shi, Yi Guo y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Li, Jian c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    L. 1533, XXXIX, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Monteros, Victoria Luna c/  Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 2100, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Morales, Diego Marcelo c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    M. 2126, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, "Guanco, Julio César C/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    Palacio, Julio y otros c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 1673, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Diferencia de haberes jubilatorios


    Retroactividad de la ley. Falta de agravio concreto. Cuestión abstracta. 


    El Artículo 82 de la Ley 568, fue reformado por la ley provincial 3975, la que fija un nuevo tope de 15 veces el haber mínimo jubilatorio, para obligar a la opción por uno de los beneficios.   Dicha ley 3975 establece que sus disposiciones son retroactivas a las acumulaciones producidas con posterioridad al 31/12/96 y los haberes con el nuevo tope se devengaron a partir del mes siguiente a la vigencia de dicha norma.   Al ser ello así, en razón de que la normativa cuestionada no tiene actualmente vigencia en los términos que dieron lugar a la sentencia que se objeta, en atención a las modificaciones introducidas por la ley 3975, en las condiciones actuales no existe gravamen para la recurrente y, por ende, la cuestión traída a conocimiento de la Corte deviene abstracta, lo que obsta un pronunciamiento sobre su validez.


    Galian Viuda de Bergallo, Sara Elsa s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 823, XXXIX, 09 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Diligencias preliminares


    Mala praxis. Hospitales públicos. Responsabilidad de los establecimientos asistenciales. Derecho a la salud. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Toda vez que los actores demandaren a una Municipalidad, tiene dicho la Corte que las comunas con asiento en las provincias, ya sea que se las considere como autárquicas o autónomas, no resultan identificables con el Estado provincial. La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si no se dan los presupuestos que constitucionalmente la habilitan, previstos en el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el art. 24, inc.12, del decreto-ley 1285/58.  Por otra parte, el Estado Nacional tampoco resulta como sustancialmente demandado, cuando ninguna media preliminar se solicita a su respecto y se afirma que la pretensión contra él solo tendrá fundamento en la protección al derecho de salud de los habitantes que tiene a su cargo, sin imputarle un acto u omisión en concreto.


    S., J. F. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Medidas preliminares


    S. 291, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución de sentencia


    Actos y diligencias procesales. Orden público. Régimen de consolidación de deudas. Ley de emergencia. Recurso de queja. Admisibilidad del recurso. 


    En lo atinente a la nulidad de los actos procesales, si bien tiene dicho la Corte que tales cuestiones son propias de los jueces de la causa y, como regla, ajenas a la vía del extraordinario, admitió el recurso cuando medió un claro apartamiento de las constancias de la causa y la decisión evidenció un excesivo ritualismo que causa un agravio de imposible reparación posterior.  En cuando al fondo del asunto, asiste razón al quejoso cuando sostiene que el a quo se apartó de las disposiciones de la ley 25.344 y, en especial, de su decreto reglamentario n° 1116/00, que claramente prevé que la consolidación dispuesta por la ley también alcanza a los efectos no cumplidos de las sentencias, laudos arbitrarles y demás actos jurisdiccionales, administrativos o transaccionales, dictados o acordados con anterioridad a la promulgación de la ley respecto a obligaciones consolidadas, aunque hubiesen tenido principio de ejecución, o sólo reste efectivizar la cancelación.   No resulta acertado el fundamento de la alzada de hacer predominar principios procesales por sobre una norma de orden público. Máxime si se tiene en cuenta que la Corte reiteradamente ha declarado acerca del régimen de consolidación de deudas dispuesta por la ley 23.982, al que remite expresamente la ley 25.344 que a fin de analizar su validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia.  En este sentido, el nuevo régimen de consolidación, al igual que el anterior, implicó la extinción de todos los efectos legales inmediatos, mediatos o remotos que la imposibilidad de cumplir sus obligaciones por cualquiera de los organismos, pudiera provocar o haber provocado (conf. art. 3 inc. b, del anexo IV, del decreto 1116/00) por lo cual, no es válido concluir que, pese al invocado carácter de orden público de las leyes federales, con el dictado de la sentencia de venta ya se encontraba determinado el modo de cumplimiento de la obligación y que a tal fin eran imprescindibles los embargos decretados, lo cual permitiría que se genere una suerte de excepción basada en aspectos procesales incompatibles con los efectos buscados por la norma de emergencia.   Tiene dicho el Tribunal que el embargo, aun el ejecutorio, no consagra automáticamente derechos sino que su ámbito es por naturaleza instrumental y sirve al cumplimiento de la ley que es la única fuente esencial de derechos. Si el contenido de esta fuente se altera, no cabe que por un mero juego de relaciones temporales de índole procesal, ciertos derechos se petrifiquen al margen del cambio legislativo y se asegure a quien no es sino titular de una disposición de carácter instrumental, el goce de un derecho de fondo que ha cesado de asistirle.


    La República Compañía Argentina de Seguros Generales S.A. c/ Administración General de Puertos


    L. 1060, XXXVIII, 18 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal


    Impuesto a las ganancias. IVA. Aportes y contribuciones previsionales. Empresas del Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la instancia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, resulta necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto en forma nominal como sustancial, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parle debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  Según se desprende de las boletas de deuda que se ejecutan, la obligada no es la Provincia sino la entidad que según la ley local 2264 de creación tiene personalidad jurídica propia, a pesar de que se encuentre en proceso de liquidación según la ley 3179, en virtud de lo dispuesto en la ley 20.705 de Empresas del Estado, especialmente en su art. 3°. En consecuencia, al no aparecer la Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.


    Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) c/ Servicios Aéreos Patagónicos Sociedad del Estado s/ Ejecución fiscal


    A. 1634, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    AFIP. Impuesto a los servicios de radiodifusión. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una entidad nacional dirige su pretensión contra una Provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la A.F.I.P. al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como la Provincia a la instancia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) c/ Chubut, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    A. 2353, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 385, L. XXXII, “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal.”


    Obra Social Para la Actividad Docente (O.S.P.L.A.D) c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 505, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 96, L. XXXVI, “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social Para la Actividad Docente (O.S.P.L.A.D) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 504, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 385, L. XXXII, “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal.”


    Obra Social Para la Actividad Docente (O.S.P.L.A.D.) c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 503, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa O. 133, L. XXXVII, “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social para la actividad docente (OSPLAD) c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 506, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Elecciones provinciales


    Mesas electorales. Sufragio. Recurso extraordinario federal. Superior Tribunal de la causa. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Cuestión de derecho público local. Doctrina de la arbitrariedad. Soberanía del pueblo. 


    Las decisiones que por la naturaleza de los temas debatidos son aptas para ser resueltas por la Corte, no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia, de conformidad con lo dispuesto por el art. 31 de la Constitución Nacional y su reglamentación por la ley 48.  En efecto, a partir del pronunciamiento recaído en la causa "Di Mascio, Juan R. interpone recurso de revisión en expediente N° 40.779", D. 309.XXI, del 1° de diciembre de 1988, la Corte estableció que las decisiones que son aptas para ser resueltas por la vía del art. 14 de la ley 48 no pueden ser excluidas de previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia.  Ello significa, se dijo con posterioridad, que quien pretenda utilizar la vía extraordinaria deberá, como ineludible requisito previo, expresar sus agravios federales ante el superior tribunal de la provincia y, en caso de existir obstáculos procesales locales, impugnar su constitucionalidad ante ese tribunal.  Suscitan por el contrario cuestión federal suficiente los agravios dirigidos a cuestionar la interpretación por el a quo de la ley local 7099, pues aunque lo vinculado a la aplicación e interpretación de normas de derecho público local es ajeno a la instancia del art. 14 de la ley 48, en situaciones como la de autos el Tribunal debe aplicar la doctrina de excepción sobre arbitrariedad de sentencias.  Tal excepción adquiere aquí mayor relevancia porque se encuentra en juego el principio de soberanía popular. La Corte ha expresado que es en ese ámbito donde debe primar la defensa de la transparente manifestación de la voluntad de los ciudadanos, a riesgo de quedar afectado el pleno imperio de la Constitución Nacional. Así, demostrados los agravios que hacen atendibles los argumentos referidos a la revisión de los extremos que enmarcaron el acto comicial, debe considerarse insubsistente toda argumentación que obstaculice el examen judicial, el cual no tendrá otro objeto que el de verificar la verdadera manifestación de la voluntad popular.  Desde otra perspectiva, corresponde aclarar que la apertura del recurso no afecta la autonomía de los Estados provinciales, porque si bien la Constitución Nacional les garantiza el establecimiento y ejercicio de sus instituciones, a la vez que la elección de sus funcionarios sin intervención del Gobierno Federal, las sujeta al sistema representativo y republicano de gobierno, les impone el deber de asegurar la administración de justicia, proclama su supremacía y confía a la Corte Suprema de Justicia de la Nación el asegurarla.  De este modo, ante deficiencias que comprometen la cabal vigencia de la aludida forma de gobierno, la intervención de la Corte Federal no avasalla las autonomías locales sino que procura la perfección de su funcionamiento, con lo que en conclusión asegura que se cumpla la voluntad del constituyente.  El tribunal a quo consideró que "sólo suman entre sí los sublemas departamentales que han celebrado alianzas con un mismo sublema provincial. Sin embargo, dicho artículo nada expresa sobre el cómputo de los votos. Lo confirma la lectura de sus claros términos, en cuanto dispone que "Los sublemas deberán presentar candidatos para todos los estamentos y cargos que en cada distrito electoral de la Provincia se diriman. A los efectos del cumplimiento de este artículo, podrán efectuarse alianzas entre sublemas de orden provincial con sublemas de orden departamental, siempre que pertenezcan al mismo lema.   No se aceptarán alianzas entre Sublemas de orden departamental únicamente. Un sublema de orden provincial puede realizar alianzas con uno o más sublemas de orden departamental. Esta debe quedar sellada con anterioridad al procedimiento de registro. En tales casos, se presentarán las boletas de sufragio en una sola lista sábana unidas por troquelado. A esta lista deberán agregarse los candidatos a cargos nacionales que en la misma elección presente el Partido y/o Alianza al cual pertenece el lema".  Tampoco confiere sustento válido a la sentencia la cita de los arts. 128, 129, 133 y 147 de la ley 7099, no solo porque tales normas no brindan apoyo al thema decidendum, pues regulan lo atinente a la oficialización de las listas y de los candidatos, sino también porque se prescinde de los arts. 155, 156, 158 y 160 ubicados en el mismo Título CAPITULO II DE LA ELECCIÓN DE GOBERNADOR y VICEGOBERNADOR, que regulan en forma expresa lo referido al tema aquí discutido, esto es, al modo de computar los votos.  La decisión del a quo, en estas condiciones, de hacer lugar a la impugnación articulada por el Sublema "Frente de la Esperanza para Seguir Construyendo" y modificar el escrutinio realizado, con invocación primordial del art. 147 de la ley 7099, afectó gravemente el derecho de defensa del apelante, porque aplicó una norma que no rige el sub examine y con una inteligencia que se aparta de la literalidad de sus términos.  Cabe recordar que la Corte ha expresado que la democracia representativa supone, necesariamente, un derecho y un sistema electoral que garantice a los ciudadanos certeza y seguridad al emitir su voto, es decir el marco legal que no solo permita la participación plena sino que evite y preserve al proceso  eleccionario de fraudes y manipulación. Tanto la legislación como los controles judiciales que al efecto se crean, deben tender a la autenticidad de una elección, ya sea en sus aspectos procedimentales como en la garantía de sus resultados en cuanto libre expresión de los electores y respeto por su decisión.  La decisión del tribunal superior de la causa no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que, al guardar relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Frente para la Esperanza para Seguir Construyendo del Lema Provincial Partido Justicialista s/ Casación


    F. 1514, XXXIX, 10 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Estado de sitio


    Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Exilio. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 43, L. XXXVIII, “Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior Resol. MJDDHH 221/00 (expte. 443.459/98)".


    La Corte ya se pronunció sobre la validez de la fecha a partir de la cual corresponde otorgar el beneficio en la causa "Barrose" y dicho criterio fue reafirmado por el legislador cuando, al sancionar la ley 24.906, incorporó igual requisito temporal (art. 2°).


    Penette, Ana Silvia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Artículo 3 - Ley 24.043 (Resolución 928/01)


    P. 236, XXXIX, 14 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Excarcelación


    Doble instancia. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican -como regla- el otorgamiento del recurso extraordinario, mas ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Esta salvedad se presenta si, con aparente fundamento que reconoce como eje un aspecto formal de la ley local ritual sentencia definitiva, se ha impedido el debate ante una instancia superior de una cuestión federal.


    T., Rolando Omar s/ Causa N° 2.449


    T. 556, XXXIX, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Exenciones impositivas


    IVA. Educación no formal. Interpretación de normas impositivas. Apartamiento de las constancias de la causa. Aplicación errónea de la ley. 


    Precedente del dictamen de la causa D. 85, L. XXXIX, “Delphian S.A c/ DGI”.


    En el primer párrafo del artículo 6 de la ley 23.871, el legislador limitó la exención a la enseñanza privada incorporada a la enseñanza oficial y reconocida como tal por las respectivas jurisdicciones y en el segundo, amplió tal beneficio a la enseñanza privada no incorporada pero a condición de que se trate de clases dadas a título particular; sobre materias incluidas en planes oficiales; que su desarrollo responda a dichos planes; que se dicten fuera y con independencia de los establecimientos educacionales privados.  El a quo confundió los distintos párrafos de la norma en cuestión. Ello es así, por cuanto, en el caso de que la exención se hubiera previsto para todos los establecimientos educativos, no resultaría necesario exigir el reconocimiento del Estado y la incorporación a los planes de enseñanza oficial, requisitos a cumplir sólo por quienes pretendan acceder al beneficio amparándose en el primer párrafo del texto legal, puesto que, de lo contrario, carecería de sentido la ampliación efectuada por el legislador en el segundo párrafo, en cuanto establece que dicha exención “también comprende...” los distintos casos que a continuación enumera.  Ha sostenido la Corte, en materia de exenciones impositivas el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan, y que la primera fuente de exégesis de la leyes su letra, y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Asimismo, ha expresado el Tribunal que la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de los términos de la ley, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador.  Es claro que la indudable intención del legislador, al introducir un segundo párrafo a la norma que se analiza, ha sido extender la exención allí contenida a otros servicios educativos, diferentes de los beneficiados en su primer párrafo, entre ellos “las clases dadas a título particular”. El manifiesto propósito de la norma al consagrar esta franquicia no ha sido, como indica el a quo, beneficiar únicamente a los establecimientos educativos incorporados a la enseñanza oficial, sino a la educación en su conjunto, con la única exigencia de que se sigan los planes de enseñanza oficiales.  Por lo demás, el Tribunal ha expresado que las normas que establecen exenciones “no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admite, sino, antes bien, en forma tal que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con los principios de una razonable y discreta interpretación, lo que vale tanto como admitir que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia”.


    Alba, Angélica Invernizzi -TF 16764-I y otro c/ DGI


    A. 290, XXXIX, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Hábeas data


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 961, L. XL, “Galeano, Vicente Omar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/o Policía de la Provincia s/ Acción de amparo”.


    Bravo, Leticia Mabel c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Hábeas data


    B. 1968, XL, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Honorarios


    Inconstitucionalidad. Presentación extemporánea. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Derechos y garantías constitucionales. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Tiene declarado el Tribunal que, toda vez que lo atinente a la aplicación de la ley 11.756 de la Provincia de Buenos Aires no fue objeto de debate y decisión en la etapa de conocimiento, resultó oportuno el planteo de inconstitucionalidad realizado por el recurrente en la etapa de ejecución de sentencia, razón por la cual, la Corte provincial no podía hacer extensivo en la especie el principio de preclusión, cuyo efecto propio es el de impedir nuevos planteos sobre cuestiones ya decididas en forma expresa o implícita.


    Allo, Manuel Enrique y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad decretos 1.286/92 y 2.988/93


    A. 2528, XXXVIII, 02 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Incidente de revisión


    Constitucionalidad. Violación al debido proceso. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Procedencia del recurso. 


    Más allá de la procedencia sustancial o no del reclamo del recurrente, la sentencia apelada vino a dejar firme el fallo del tribunal de primera instancia que de modo arbitrario desestimó la pretensión de la concursada de que se tratara la cuestión constitucional que, a su criterio, restaba legitimación al crédito pretendido por la acreedora.  En el supuesto de admitirse que tal planteo sólo podía hacerse en sede provincial y no correspondía tratarlo en el incidente de revisión, donde también se hallaba planteado como excepción admisible en el proceso ordinario, era de rigor, tomar en cuenta que si prosperaba tal inconstitucionalidad, el crédito carecería de causa válida y la consecuencia inevitable sería el rechazo de la pretensión de verificación.  En todo caso correspondía esperar la decisión del tribunal provincial, a los fines de resolver con ajuste a derecho y de modo congruente con lo exigido oportunamente a la concursada. Por el contrario, en virtud de lo que surge del fallo apelado, que deja firme la sentencia de primera instancia, se le genera al recurrente una efectiva privación de la garantía del debido proceso, de su derecho de defensa, y la consecuente afectación del derecho de propiedad.


    Supercanal S.A. s/ Concurso Preventivo - Incidente de revisión por la concursada al crédito de la Municipalidad de San Fernando del Valle de Catamarca


    S. 108, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Ley de emergencia económica. Ley nacional. Jerarquía constitucional. 


    La Corte se ha pronunciado reiteradamente en forma adversa a la posibilidad de invocar normas loen les en la instancia originaria, que en definitiva resultan un impedimento a la ejecución de sus sentencias.  Asimismo, expresó como principio general que el ejercicio de su jurisdicción constitucional, exclusiva y excluyente, no puede ser limitada ni restringida por normas provinciales sin riesgo de afectarla seriamente y que la aplicación de un límite, aun temporal que afecte la ejecución, queda abarcada por el principio más general de que por medio de la legislación ordinaria no puede obstaculizarse dicha jurisdicción. Sin embargo, al examinar la posibilidad de oponer normas provinciales de consolidación en el trámite de ejecución de sentencias dictadas en juicios originarios, manifestó que nada impide hacerlo siempre que no se presente un conflicto con el artículo 31 de la Constitución Nacional  y que dicho extremo impone la obligación de que los interesados se ajusten a sus disposiciones para percibir los créditos correspondientes.  El Tribunal recordó que en ciertos supuestos había admitido la invocación de tales normas en esta instancia, pero también remarcó que ello es así porque la ley provincial que se pretendía aplicar -que suspendía la ejecución de las sentencias- se había dictado sobre la base de la autorización conferida por una ley nacional a la que el Estado local habla adherido.


    Mochi, Ermanno y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 424, XXXIII, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria


    Acción de amparo. Regalías hidrocarburíferas. Precio. Ley federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En la causa cuya inhibitoria se solicita, la Provincia se dirige contra actos de particulares, entabla la demanda ante la justicia federal y funda su pretensión en normas federales, por lo que corresponde asignar naturaleza federal a la materia sobre la que versa el pleito, en tanto su pretensión exige en forma esencial e ineludible determinar el sentido y los alcances de dichos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultaré esencial para la justa solución de la controversia.  Por otra parte, cabe recordar que las Provincias sólo pueden litigar ante sus propios jueces, según lo establecen los arts. 121, 122, 124 y concordantes de la Constitución Nacional-o, en su defecto, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental.   Y ello es así puesto que, en principio, la justicia federal de grado resulta incompetente en dichos supuestos, a no ser que se presenten algunas de las hipótesis previstas en Fallos: 315:2157 in re "Flores" -precedente que admitió la prórroga de la competencia originaria de la Corte, salvo que existan razones institucionales o federales o conflicto entre la Nación y la Provincia, que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva, como el que surge del art. 117 de la Constitución Nacional, circunstancia que se da en este proceso.


    Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo"


    T. 612, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Atalaya Energy S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. s/ Sumarísimo”


    A. 1651, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Canadian Hunter Argentina S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.R.L. y otros s/ Sumarísimo”


    C. 2458, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Chevron San Jorge S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo"


    C. 2466, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Injurias


    Ofensas cometidas por medio de la prensa. Fuentes de información. Doctrina de la real malicia. Derivación no razonada del derecho vigente. Recurso de queja. 


    Precedente "Campillay".


    La exigencia de que el desenvolvimiento de la prensa resulte veraz, prudente y compatible con el resguardo de la dignidad individual de los ciudadanos, impidiendo la propalación de imputaciones falsas o que puedan dañarla injustificadamente, no implica imponer a los responsables el deber de verificar en cada supuesto la veracidad de la información o noticia sino de adecuarla, primeramente, a los datos suministrados por la propia realidad, sobre todo si se trata de noticias con evidente potencialidad calumniosa o difamatoria, y en todo caso, el deber de difundir el informe atribuyendo su contenido a la fuente, utilizando el tiempo potencial o guardando reserva sobre la identidad de los implicados.  Le asiste razón al recurrente al descalificar el argumento invocado por la mayoría para confirmar el carácter anónimo de las misivas. Ello es así, pues la decisión en este aspecto aparece sustentada exclusivamente en una mera conjetura,  motivo por el cual su invocación en el fallo carece tanto de objetividad como de razonabilidad y autoriza su descalificación como acto judicial válido, en la medida que no se muestra como una derivación razonada de derecho vigente con aplicación a las constancias afectivamente comprobadas y existentes en la causa.   Acerca de la exigencia de identificar la fuente de la noticia, información o manifestación falsa o inexacta como una de los recaudos necesarios para eximir de responsabilidad al medio de prensa por su publicación, no cabe pasar por alto que la Corte ha sostenido en muchos de los precedentes, que ello posibilita que se transparente el origen de la información y se permita a los lectores relacionarla no con el medio a través del cual la han recibido, sino con la específica causa que las ha generado. También se considera que los afectados resultan beneficiados, en la medida que pondrían dirigir sus eventuales reclamos contra aquellos de quienes las noticias realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión. De manera tal que en orden al cumplimiento de esa pauta y con arreglo a la finalidad señalada, resulta indispensable que la información debe atribuirse a una fuente identificable, lo que supone una alusión precisa que permita individualizar en forma inequívoca el origen de la noticia propalada.   La reproducción de un anónimo incorporado a un expediente judicial cumplía la exigencia en cuanto a la identificación de la fuente, desde que la aclaración de su carácter permitía seguramente a los lectores formarse un juicio de valor certero acerca del grado de credibilidad que merecían las imputaciones publicadas por el medio.


    M. V., Jorge Edgardo y otro s/ Querella por injurias


    M. 1172, XXXIX, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo


    Letras de tesorería. Juicios en que es parte una provincia. Programa de unificación monetaria. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas L. 557, L. XXXIX, “Luis A. Demartín e Hijos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Acción de amparo” y C. 948, L. XXXIX, “Caja de Previsión Social para Profesionales de la Ingeniería de Entre Ríos c/ Entre Ríos,Provincia de y otro s/ Acción de amparo”.


    Argüello, Gabriel Alejandro c/ Estado Provincial s/ Amparo


    COMP. 1664, XXXIX, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. 


    Pleito de naturaleza civil.


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  Asimismo, corresponde atribuir dicho carácter a los casos en que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones de derecho común, entendido como tal el que se vincula con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc.12 de la Constitución Nacional.  En el sub-lite, de los términos de la demanda, se desprende que la pretensión consiste en obtener de la Provincia de Misiones el pago de una suma de dinero instrumentada en dos títulos ejecutivos, con fundamento en normas de derecho común (ley 24.642), por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecución


    A. 1832, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio sumarísimo


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Capex S.A. s/ Inhibitoria en los autos:"Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo"


    C. 2467, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Y.P.F. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. s/ Sumarísimo


    Y. 73, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Wintershall Energía S.A. s/ Inhibitoria en los Autos : "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A.y otros s/ Sumarísimo".


    W. 102, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. s/ Sumarísimo"


    T. 624, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Pluspetrol S.A. s/ Inhibitoria en autos: "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. s/ Sumarísimo"


    P. 1601, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy SA y otros s/ Sumarísimo”.


    Petrolera Santa Fé S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos "Provincia del Neuquén S.A. y otros s/ Sumarísimo


    P. 1622, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy SA y otros s/ Sumarísimo”.


    Petrolera Entre Lomás S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. s/ Sumarísimo"


    P. 1620, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy SA y otros s/ Sumarísimo”.


    Petróleos Sudamericanos S.A. Necon S.A.U.T.E. Área Centro Este s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. s/ Sumarísimo"


    P. 1680, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo”.


    Petrobras Energía S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. s/ Sumarísmo"


    P. 1621, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado


    Acción de amparo. Defensa de la competencia. Declaración de inconstitucionalidad. Daño cierto. 


    El control de constitucionalidad en abstracto resulta ajeno al derecho federal argentino e imposibilita toda declaración sobre la validez de una norma impugnada en esas condiciones dentro del proceso judicial. En efecto, aun para los casos regulares en que toca a la Corte Suprema desempeñar el control de constitucionalidad que le compete, se ha establecido que su ejercicio sólo se justifica frente a la comprobación de la existencia real de un menoscabo sustancial a las garantías invocadas por el recurrente.  El sistema de control constitucional concreto que nos rige supone que el tribunal de la causa asuma jurisdicción solo para dar certeza a una real y actual situación jurídica controvertida, y su pronunciamiento tiene por efecto inmediato reconocer el derecho de una de las partes en litigio frente a otra. No se puede pretender una decisión de la Corte Suprema que invalide un acto sobre la base de agravios conjeturales y sin que las objeciones formuladas demuestren la existencia de una situación concreta y vigente que haga perceptible el interés efectivo y actual del reclamante.


    Pazos, Ricardo M. y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Empleo y Formación de Recursos Humanos


    P. 1613, XXXVIII, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    B., M. J. c/ M., M. D. s/ Tenencia provisoria


    COMP. 915, XXXIX, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Ministerio Público Fiscal


    Independencia del Ministerio Público. Autonomía del Ministerio Público. 


    Remisión a los dictámenes de las causas R. 1385, L. XXXII, "Rocca S.A. s/ Recurso de queja –causa 1.025-", y B. 320, L. XXXVII, "Banco de la Nación Argentina s/ Defraudación".


    El párrafo segundo del artículo 348 debe entenderse derogado en cuanto somete al Ministerio Fiscal, en el ejercicio de su función requirente, a las instrucciones emanadas de un órgano ajeno a su estructura, lo que no resulta ya admisible ante lo dispuesto por el artículo 1° de la ley 24.946. Pero esa derogación, con sustento y límites en lo estrictamente necesario para materializar la autonomía externa del Ministerio Fiscal, en modo alguno puede ser interpretada como una decisión del legislador en favor de la ausencia de control de la actividad requirente del fiscal que actúa durante la instrucción. Expresado en forma breve, la derogación no se refiere al sistema de control, sino al órgano que lo lleva a cabo.  A falta de una nueva regulación legal específica, por aplicación de los principios de jerarquía, unidad y coherencia de actuación que rigen la organización y funcionamiento del Ministerio Fiscal, consagrados en el artículo 1°, cuarto párrafo, de la ley 24.946, y con base en las atribuciones previstas en esa misma norma, en cuanto establece que corresponde a cada uno de sus miembros controlar el desempeño de sus inferiores, es el fiscal ante la respectiva cámara de apelaciones quien deberá evacuar la consulta prevista en el artículo 348, párrafo segundo, del Código Procesal Penal.  Cabe destacar que el control jerárquico interno que se propicia no significa desconocer la exigencia de asegurar el adecuado control recíproco propio del sistema republicano, pues de ningún modo obsta a la facultad del magistrado judicial de revisar que el dictamen fiscal constituya derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias concretas del caso. Así se logra compatibilizar el ordenamiento normativo procesal vigente con el texto constitucional, toda vez que de este modo se preserva la autonomía del Ministerio Fiscal -que ya no recibiría una instrucción de acusar de un órgano ajeno a su estructura, tal como lo dispone el artículo 1 de la ley 24.946- a la par de que se somete el ejercicio de la facultad requirente del fiscal a un doble control de legalidad (interno y judicial).


    C., Luis Santiago s/ Recurso de casación


    C. 2975, XXXIX, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Obra social provincial


    Régimen Nacional de Obras Sociales. Sistema nacional del seguro de salud. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Demanda contra una Provincia. Docentes afiliados a la Obra Social de la Provincia de Entre Ríos. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Teniendo en cuenta las personas que forman parte del pleito –una entidad de obra social y una provincia-, así como también la materia federal sobre la que versa -el régimen de las obras sociales y el sistema nacional de seguro de salud-, corresponde que entienda en el proceso la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en virtud de su competencia originaria.


    Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Entre Rios, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O. 673, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Personal militar


    Adicionales de remuneración. Bonificación generalizada. Poder ejecutivo. Facultades reglamentarias. Discrepancia del recurrente. Confirmación de sentencia. 


    El Tribunal ha señalado, que por más extensas que se juzguen las facultades reglamentarias del Poder Ejecutivo para determinar la composición del haber mensual y de los adicionales, ellas no alcanzan para transformar la remuneración principal en accesoria, ni ésta en la principal, mediante un simple arbitrio de designar una parte substancial del salario que regularmente percibe la generalidad del personal en contraprestación por sus servicios específicos como ajena al haber o sueldo de éste.   Ello es precisamente lo que acontece en el sub lite por cuanto el Poder Ejecutivo Nacional, por medio de los decretos 2260/91 y 756/92 creó  los mencionados adicionales que representan el 30 por ciento, cada uno, del rubro sueldos correspondientes a los agentes del referido servicio penitenciario.   La exclusión de asignaciones que por su entidad conforman la mayor parte del sueldo a efectos del cálculo de los suplementos, los desnaturaliza y subvierte el sentido con que fueron instituidos, ya que los priva de su carácter accesorio destinado a complementar el sueldo básico.  Dichos suplementos son cobrados sin realizar distinción alguna respecto a grado o condición, es decir que su cobro reviste universalidad, como lo reconocen las normas que los crean, siendo percibidos por la totalidad de la fuerza.   Asimismo la Corte ha dicho que la exclusión de asignaciones que por su entidad conforman una parte importante del haber, tiene el efecto de transformar la remuneración principal en accesoria, con el consiguiente trastocamiento de la función primordial que el haber cumple, cual es la de servir de base para el cálculo de otros suplementos lo que es contrario a la finalidad perseguida por el art. 75 de la Ley 21.965 lo que es de plena aplicación al sub lite de acuerdo a la remisión establecida por el último párrafo del artículo 95 de la ley 20.416.   En lo que respecta al recurso deducido por la parte actora sólo se traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, aspectos que han quedado fuera de la competencia de la Corte por no haberse deducido el recurso de hecho pertinente.


    Jordan, Olga Zulema y otros s/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas


    J. 34, XXXVI, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Pesificación


    Obligaciones de dar sumas de dinero. Ley de emergencia económica. Recurso extraordinario federal. Ley federal. Constitucionalidad. 


    La ley n° 25.820, dictada en circunstancias en que se substanciaba el presente remedio, sustituyó el texto del artículo11 de la ley n° 25.561, estableciendo la pesificación lisa y llana de las obligaciones de dar sumas de dinero existentes al 06 de enero de 2002, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera que sea su origen o naturaleza, haya o no mora del deudor, con lo que cual se modificaron las reglas tenidas en cuenta por la sentenciadora para resolver el asunto bajo examen.  En tales condiciones, el actual planteo respecto de la ley 25.820, viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad antes que el eventual complemento de la materia recursiva, toda vez que esta ley, como se ha visto, modificó el marco dentro del cual se pronunció la alzada del Trabajo, la que asintió a la aplicación del originario artículo 11 de la ley n° 25.561, juzgando, incluso, innecesario abordar el asunto de su constitucionalidad.   Empero, cabe anotar que, una decisión de la Corte sobre la regularidad constitucional de la nueva ley conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe una resolución previa del tribunal de mérito; extremo que, a su turno, convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal (art. 117, de la C.N.), lo que la apartaría de su expresa y estricta función en el ámbito recursivo, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Lo anterior, más aún si se advierte que la senda de arribo a conocimiento por el Tribunal de la causa es la tradicional del artículo 14 de la ley n° 48; y no la del recurso ordinario de apelación, con lo que las facultades del Alto Cuerpo permanecen limitadas al marco extraordinario descripto con anterioridad.


    Chazan, Alicia A. c/ Asociación Educación y Cultural de Mataderos Scholem Aleijem Club de Campo


    C. 1956, XXXIX, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    La ley 25.820, dictada mientras se sustanciaba el presente recurso extraordinario, sustituyó el texto del artículo 11 de la ley 25.561, estableciendo la pesificación de las obligaciones de dar sumas de dinero existentes al 6 de enero de 2002, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera sea su origen o naturaleza, haya o no mora del deudor, con lo cual se modificaron las normas tenidas en cuenta por la Cámara para resolver que la legislación de emergencia no alcanzaba a las obligaciones en mora.  En tales condiciones, el actual planteo respecto de la ley 25.820, viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad antes que el eventual complemento de la materia recursiva, toda vez que esta ley, como se ha visto, modificó el marco normativo dentro del cual se pronunció la Sala "A" de la Cámara Civil. Vale reiterar, además, que el juzgador nada resolvió sobre la constitucionalidad del régimen legal anterior, pues entendió que tal planteo en autos devino abstracto en derecho, al juzgar que las obligaciones en mora no resultaban pesificadas por no estar comprendidas en la legislación de emergencia.  Empero, cabe señalar que una decisión de la Corte sobre la constitucionalidad de la nueva ley, conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe resolución previa del Tribunal de mérito. Tal circunstancia convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal (art. 117 C.N.), lo que la apartaría de su expresa y estricta función constitucional en el contexto impugnatorio, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Más aún si se advierte que la vía de arribo a conocimiento por el Tribunal de la presente, es la tradicional del art. 14 de la ley 48, por lo que, no siendo el recurso ordinario, las facultades del tribunal permanecen limitadas al marco extraordinario descripto en el párrafo anterior.


    Inagapirca S.A. c/ Los Suris S.R.L. s/ Ejecución especial Ley 24.441


    I. 287, XXXIX, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento


    Bonos de consolidación. Amortización de bonos. Interpretación de la ley. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, toda vez que se encuentra en juego la interpretación y aplicación de normas federales –ley 23.982, decreto 2140/91 y Resolución (MEyOSP) N° 71/99- y la resolución apelada, a la que cabe atribuir el carácter de definitiva, pues ocasiona un gravamen de insusceptible reparación ulterior, ha sido contraria al derecho que invoca el apelante.  El artículo 12 de la ley 23.982 dispone que los bonos de consolidación se emitirán a dieciséis años de plazo y que, a partir del séptimo, el capital acumulado se amortizará mensualmente. De acuerdo con ello, el decreto reglamentario 2140/91, en su artículo 19, establece, entre otros puntos, que la amortización se efectuará en ciento veinte cuotas mensuales y sucesivas, equivalentes las ciento diecinueve primeras al 0,84% y una última de 0,04% del monto emitido más los intereses capitalizados durante los primeros setenta y dos meses, los cuales se pagarán en forma conjunta con las cuotas de amortización.


    Cha Cha Huen S.A. Minera y otros c/ YPF Sociedad del Estado s/ Juicio de conocimiento


    C. 3602, XXXVIII, 01 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Recurso de apelación (procesal). Efecto suspensivo. Discrepancia del recurrente. Desestimación del recurso. 


    La decisión cuestionada no posee el carácter de definitiva, ya que sus eventuales efectos perniciosos de imposible reparación ulterior a los que se alude, sólo se apoyan en apreciaciones del apelante en torno a situaciones que se podrían llegar a verificar, y por tanto resultan conjeturales.  La Corte tiene dicho, que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa que en el ejercicio de facultades propias, resuelven cuestiones regidas por normas de derecho común y procesal, salvo que medie arbitrariedad manifiesta del sentenciador, derivada de la ausencia de fundamentación o apartamiento indebido de la normativa que rige el caso.  En el sub lite se configura tal supuesto, en tanto la Superintendencia de Seguros de la Nación, cuestiona el efecto otorgado al recurso de apelación por el tribunal que ha de entender en el mismo. Y si bien tal efecto está previsto por la ley, se trata de una previsión de evidente naturaleza procesal, más allá de hallarse contenida en una ley federal.


    Superintendencia de Seguros de la Nación s/ Observaciones al balance al 30/06/01 de Agrosalta Cooperativa de Seguros Limitada


    S. 82, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso


    Recurso extraordinario. Derecho constitucional. Control de constitucionalidad. Control estatal. Poder de policía. Estado de emergencia. Emergencias sociales. Administración pública. Empleo público. 


    La resolución del a quo importó la implícita declaración de inconstitucionalidad de las normas dictadas por los órganos competentes para hacer frente a las deudas estatales -última ratio del orden jurídico, como es bien sabido-, adoptada sin suficientes argumentos y sin tener en cuenta el estado de emergencia declarado por la ley 25.561.  En efecto, aquél soslayó que el legislador avaló la decisión del Poder Ejecutivo sobre el modo de restituir las sumas descontadas a los agentes públicos y, al respecto, es oportuno recordar que la Constitución Nacional atribuye al Congreso las facultades de "arreglar el pago de la deuda inferior y exterior de la Nación" y de aprobar el presupuesto general de gastos y cálculo de recursos de la administración nacional. De ahí que el decreto 1819/02 no es pasible de reproches en cuanto a su legitimidad de origen.   No obstante, en cuanto a su contenido, el ejercicio de aquellas competencias constitucionales no se presenta como irrazonable o como una afectación esencial de los derechos involucrados sino, antes bien, como una medida tendiente a honrar las obligaciones contraídas con el personal del sector público nacional afectado en sus remuneraciones por la ley 25.453 y el decreto 896/01, adoptada en el marco del estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, declarado por la ley 25.561.   Es doctrina de la Corte que los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio, así como aquella otra tan conocida que admite que tales restricciones pueden ser mayores en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron, en tanto la obligación de afrontar sus consecuencias justifica ampliar, dentro del marco constitucional, las facultades atribuidas al legislador, al punto de que la dilación en el pago de créditos y retroactividades pueda diferirse con la razonabilidad que surge de los temas en examen.  El derecho positivo argentino es particularmente explícito en lo que concierne a la legitimidad de la suspensión de los derechos personales como recurso propio del poder de policía, a fin de proteger el interés público en presencia de desastres o graves perturbaciones de carácter físico, económico o de otra índole, siempre, claro está, que no se altere la sustancia de tales derechos.   La Corte ha dicho que en estos casos el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse él las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios.  Sin embargo, también se encargó de destacar que la restricción que impone el Estado al ejercicio normal de los derechos patrimoniales debe ser razonable, limitada en el tiempo, un remedio y no una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato, y está sometida al control de constitucionalidad, toda vez que la emergencia, a diferencia del estado de sitio, no suspende las garantías constitucionales. En cuanto a la legislación de emergencia, ha señalado que para su justificación se requiere: 1) que exista una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad; 2) que la ley tenga como finalidad legítima la de proteger los intereses generales de la sociedad y no a determinados individuos; 3) que la moratoria sea razonable, acordando un alivio justificado por las circunstancias; 4) que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria la moratoria.   En particular, sobre la constitucionalidad de los regímenes legales de consolidación que, al igual que las normas aquí cuestionadas también prevén el pago de las deudas públicas con la entrega de bonos o títulos, la Corte ha dicho que ello no priva a los particulares de los beneficios derivados de la sentencia, sino que reconoce las obligaciones del Estado, evidenciando su voluntad de cumplirlas, y añadió que con ese proceder no se despoja al acreedor del crédito declarado en el fallo, sino que sólo se suspende temporalmente la percepción íntegra de las sumas adeudadas.  Incluso se ocupó de desestimar que la demora en la percepción de las acreencias signifique una violación constitucional y, en Fallos: 321:1984, señaló que no es exacto sostener que se suspende por varios años el cobro de la deuda, pues se realizan periódicos pagos parciales y, en caso de ser necesario, existe la posibilidad de enajenar los bonos en el mercado. Por lo tanto, el lapso previsto por la norma sólo es el plazo máximo más allá del cual no podrá aplazarse el pago por parte del Estado, doctrina enteramente aplicable al sub lite, máxime cuando las condiciones de emisión de los títulos para el cobro de los créditos son más beneficiosas que las previstas para los regímenes de consolidación.   Todavía más, en cuanto a la razonabilidad de las normas bajo examen, a mero título comparativo de las diversas condiciones entre este sistema especial de devolución y el previsto por la ley 25.344, cabe advertir que el primero permite excluir del régimen general de consolidación a una parte de la deuda, cual es la comprendida entre la fecha de inicio de los descuentos y el 31 de diciembre de 2001, que de otro modo quedaría incluida en este último en virtud de lo dispuesto por el art. 58 de la ley 25.725. Sin embargo, debo aclarar que lo recién expuesto no significa que las deudas de ese período deban abonarse por el régimen de la ley 25.344, sino que ello sirve para demostrar las mejores condiciones de restitución de las sumas descontadas de los salarios de los agentes públicos.  En síntesis, dado que en momentos de perturbación social y económica, el Estado puede ejercer su poder de policía en forma más enérgica que lo que sería admisible en períodos de sosiego y normalidad.


    Cxolina, Rene Roberto; Yapura, Sergio Daniel; Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado nacional – Ministerio del Interior  s/ Amparo


    C. 2530, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de casación


    Prevaricato del juez. Falta de prueba. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación. Concesión errónea del recurso. 


    La cláusula constitucional del art. 115, segundo párrafo, sólo exige la destitución del juez para quedar sujeto a acusación, juicio y castigo. El Código de Procedimientos Penales de la Nación en su artículo 190, por otro lado, prescribe que cuando se formule requerimiento fiscal contra un funcionario sujeto a juicio político, deben recogerse todos los antecedentes mediante una información sumaria.    En este supuesto, si la parte no demuestra concretamente que los medios probatorios adquiridos exceden el concepto de información sumaria y tampoco señala fehacientemente qué actividad probatoria se hizo en contra de su defendido de manera que lo perjudicara por no haberla podido controlar adecuadamente, cabe concluir que el agravio en este sentido es meramente conjetural y, como tal, subsanable en el curso del juicio, de ser comprobada la restricción concreta.  Por último, al decir la recurrente que las defensas preliminares que autoriza el artículo 73 del CPMP, resultan inoperantes en este caso, porque, al no poder ser indagado, no conducirían a una declaración liberatoria en su favor, va más allá de lo que este dispositivo normativo tiene como finalidad inmediata: aclarar los hechos e indicar la prueba útil desde el inicio, por lo cual el supuesto daño deviene indirecto y, por lo tanto, ineficaz para el diseño del agravio concreto. Por otro lado, no explica adecuadamente por qué una declaración espontánea, en los términos del artículo 279, no podrían haberse recibido en la forma prescripta para la indagatoria o de qué manera se afectarían los fueros judiciales con tal actividad provocada voluntariamente por quien ejercita, aun cuando no fueran su titular, la inmunidad. De todas maneras, tampoco se dice por qué una declaración de tal tenor, aun cuando no se hubiera cumplido con alguna exigencia, obstara a un posible sobreseimiento, toda vez que estas formalidades están prescriptas a favor y no en contra del imputado.   En consecuencia, y toda vez que los argumentos ensayados por la defensa en su recurso extraordinario, no son más que la reedición de los ya planteados y, por otro lado, no logran refutar acabadamente los dados por la cámara de casación, por ello se considera que falta el requisito de fundamentación suficiente.


    M., Roberto J. s/ Recurso de casación


    M. 1754, XXXIX, 14 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Improcedencia del recurso. 


    El recurrente, para intentar criticar la aseveración de los jueces, solo repite las objeciones que sobre el tema alego en la anterior instancia, es decir, no las rebate, omisión esta que obsta a la procedencia del recurso extraordinario.   Asimismo, en atención a las pautas que sobre el tema de inmutabilidad del principio de la cosa juzgada expusieron los señores conjueces en la sentencia, cabe confirmar la sentencia apelada.


    Gongora, Américo y otros c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    G. 1959, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Procedencia del recurso. 


    En cuanto al fondo del asunto remisión al dictamen de la causa D. 85. L. XXXIX, “"Delphian S.A. c/ DGI (recurso extraordinario)".


    La doctrina del Tribunal en materia de fundamentación autónoma del remedio extraordinario señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.  Tales pautas también son aplicables al recurso de queja por denegación del extraordinario, ya que el apelante se debe hacer cargo de las razones que fundaron aquella denegatoria, pues de lo contrario la presentación directa costaría privada del fundamento mínimo tendiente a demostrar su procedencia.


    Colegio Victoria S.A. s/ Apelación IVA


    C. 3646, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible porque no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige la jurisprudencia de la Corte. Al respecto, tiene dicho la Corte que la fundamentación autónoma consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario traiga un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.   El escrito presentado, no cumple con dicha exigencia, en la medida en que no contiene un relato de los hechos de la causa, presenta los agravios de modo por demás genéricos y confuso y carece de una crítica concreta y razonable de los fundamentos del superior tribunal de la causa, lo cual impide conocer el vínculo que existiría entre los hechos y las cuestiones que invoca como federales. Máxime, si se tiene en cuenta que el cumplimiento de dicho recaudo es particularmente exigible cuando la impugnación se basa en la tacha de arbitrariedad, situación en la que está a cargo del recurrente la demostración de que, no obstante la aparente existencia de fundamentos no federales, su agravio se vincula con el desconocimiento de garantías constitucionales.   Tampoco es formalmente admisible el recurso extraordinario en lo atinente a la gravedad institucional que invoca y la supuesta afectación al derecho de seguridad, toda vez que la mera cita del art. 14 bis de la Ley Fundamental y de pactos internacionales, sin un análisis razonado de los hechos de la causa y sin intentar fundamentar las razones por las cuales en el caso concreto se produciría una lesión directa a los derechos que a su favor consagrarían esos principios concebidos con alto grado de abstracción y generalidad, no basta para constituir un agravio y el recurso evidencia decisiva falta de fundamentación.   Deben desestimarse los planteos en torno al aducido exceso de jurisdicción en que habría incurrido el a quo, en ese sentido, los jueces tienen no sólo la facultad sino también el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos según el derecho aplicable, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas pertinentes.


    R. R., M. G. por su hija menor M. T. S. c/ M., A. F.- S. C. A. y Estado Provincial


    R. 350, XXXVII, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 743, L. XXXIX; “Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo”.


    Municipalidad de Villa del Rosario c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 787, XL, 03 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Incompetencia. 


    Toda vez que se trata de una sociedad de responsabilidad limitada y no se ha probado la distinta vecindad de todos sus miembros, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Futuro Argent S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    F. 1504, XXXIX, 03 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 997, L. XXXVIII, “Sánchez Blanc, Nadia Claudina c/ Tucumán, Provincia de s/ Amparo” y su cita, C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo”.


    Ibarra, Paulo César Reinoso c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    I. 98, XL, 03 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132; L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Prezioso, Mario Leonardo s/ Apelación


    COMP. 1479, XXXIX, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Frias, Héctor G. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Sumarísimo


    F. 882, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Biondo, Danilo Héctor c/ Martínez, Roberto Oscar y otros s/ Ejecución de honorarios s/ Recurso de queja por denegatoria de recurso de inaplicabilidad de ley c/ Sala II Cámara Civil y Comercial de Bahía Blanca


    B. 1214, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1353, L. XXXIX, “Arena, Ricardo Aurelio c/ Repetti, Hugo s/ Ejecución”.


    Cean, Roberto Francisco c/ Molinero Escribano, Nicolas Roberto s/ Ejecución hipotecaria


    C. 2201, XXXIX, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Refinanciación hipotecaria


    Pesificación. Reordenamiento del sistema financiero. Ley de emergencia económica. Interpretación y aplicación de la ley. Finalidad de la ley. Derecho de propiedad. Derechos adquiridos. Recurso de queja. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Ley 25.561.


    La Corte reiteradamente ha señalado que la interpretación de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta su contexto general y los fines que las informan. Ello supone no sólo armonizar sus preceptos, sino también conectarlos con las demás normas que integran el orden jurídico, de modo que concuerden con su objetivo y con los principios y garantías que emanan de la Constitución Nacional.  En este marco, me adelanto a señalar que es claro que la inteligencia que formulan los jueces de la causa del plexo jurídico en cuestión –bien que la ley 25.820 no había sido sancionada a la fecha de la sentencia- altera la propia finalidad perseguida por el sistema, ya que agrava la situación del deudor en un contexto de crisis, con la consecuente afectación de sus derechos constitucionales, tornando irracional el precepto y apartándose de lo que fue la voluntad legislativa, aspectos que, según tiene también dicho el Tribunal, no pueden ser obviados por posibles imperfecciones técnicas relativas a su instrumentación.  Ello, toda vez que la ley 25.561, es una de las llamadas leyes de emergencia, cuyo objeto es conjurar, del mejor modo posible, las consecuencias derivadas de situaciones económicas anómalas o penurias financieras que, en lo principal, dificultan a los deudores el cumplimiento de sus obligaciones y, a tal fin, entre otras disposiciones, suspende o limita el ejercicio del derecho de los acreedores, como forma de atenuar los perjuicios del estado de crisis, que en definitiva alcanzaría a los titulares de tales derechos. Enfrentados en el caso a una de esas situaciones, procede en consecuencia efectuar una interpretación amplia de su texto respecto de las deudas que ella comprende.   Es por demás irrazonable pensar que una ley destinada a paliar una emergencia se refiera solamente a hechos futuros y no comprenda aquéllos que venían ocurriendo con anterioridad, que fueron su causa y fundamento. Desde esta perspectiva, corresponde, entonces, admitir los agravios del quejoso y dejar sin efecto el decisorio recurrido con el alcance indicado.   Merecen consideración especial las quejas vinculadas con el derecho de propiedad del acreedor, pues conducen a recordar tanto la función que cumple la legislación de emergencia como que la existencia y gravedad de dicha circunstancia es de privativa apreciación del legislador, desde que está vedado a los jueces revisar su criterio o examinar la oportunidad de las medidas que aquél adopte para superarla, siempre, claro está, que ellas se muestren razonables y no respondan a móviles discriminatorios o de persecución contra grupos o individuos.  Con el fin de preservar el derecho de propiedad de las partes, el régimen contempla un sistema integral para restablecer la equivalencia de las prestaciones. En tales condiciones, las normas impugnadas superan el control judicial de razonabilidad, en tanto los mecanismos que establece no son intrínsecamente inconstitucionales, ni los actores demuestran efectivamente la inequidad a que conduciría el sistema de cálculos dispuesto por el mencionado art. 11 de la ley 25.561 (texto según ley 25.820), máxime cuando, cuentan con vías legales para resguardar el derecho que entienden afectado.  En lo atinente al cuestionamiento que los actores hacen de las normas en examen por considerarlas violatorias de la garantía de igualdad, según la Corte ha sostenido, tal garantía radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, por lo que ello no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, en tanto dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal, de clase o de ilegítima persecución. Las normas aplicables a este caso no sólo afectan a los eventuales acreedores, sino que también comprenden a los deudores, quienes quedan sujetos al referido sistema de pagos, por lo que es evidente que las reglas no apuntan a una discriminación entre unos y otros, sino que buscan una solución integral a la situación de todas las partes que puedan verse comprometidas en una relación jurídica, trasladando sus efectos sobre intereses de diferentes sectores de la sociedad en plena crisis social y económica.  Con relación a la aducida aplicación retroactiva de la ley 25.820, el Tribunal ha establecido que el principio de irretroactividad de las disposiciones legales no emana de la Constitución sino de la ley. Es una norma de interpretación que deberá ser tenida en cuenta por los jueces en la aplicación de las leyes  pero no obliga al Poder Legislativo, que puede derogarla cuando el interés general lo exija. Lo que ni el legislador ni el juez pueden, en virtud de una ley nueva o de su interpretación, es arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la anterior.  En el caso no se verifica la afectación de derechos adquiridos que se invoca, desde que las normas atacadas no retrotraen prestaciones ya ejecutadas, sino que comprenden obligaciones en curso de ejecución, que quedaron pendientes de pago en plena crisis.


    Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro


    P. 122, XXXIX, 26 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Refugiados


    Exilio voluntario. Puesta a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Gobierno de facto. Derechos humanos. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Beneficio de la Ley 24.043. Circunstancias equiparables.


    La ley 24.043, contempla la situación de las personas que “durante la vigencia del estado de sitio hubieran sido puestas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, por decisión de éste, o que siendo civiles hubiesen sufrido detención en virtud de actos emanados de autoridades militares”, tiene una finalidad reparadora de situaciones injustas, propias de la concepción absolutista y excluyente de todo disenso que imperó en esa etapa no lejana de la historia nacional, donde la persecución se extendió no sólo a la persona que se alzaba contra el régimen, sino a su familia, y sus bienes y hasta a su memoria.   La Corte, ha señalado que la finalidad de la Ley 24.043 fue otorgar una compensación económica a las personas privadas del derecho constitucional a la libertad, no en virtud de una orden de autoridad judicial competente, sino en razón de actos ilegítimos, emanados en ciertas circunstancias de tribunales militares o de quienes ejercían el Poder Ejecutivo de la Nación durante el último gobierno de facto y destacó que "lo esencial no es la forma que revistió el acto de autoridad...sino la demostración del menoscabo efectivo a la libertad, en los diversos grados contemplados en la ley 24.043", pues ésta abarcó un amplio espectro que incluyó desde el menoscabo más radical a la libertad y a la vida, hasta un quebranto más atenuado.  En esta línea se inscriben los pronunciamientos emitidos en las causas "Bufano", "Geuna" y "Quiroga", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte. Precisamente, en el último de ellos se señaló que es regla en la interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional, así como que dicho propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal, toda vez que ellos, en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia, no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma.  La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción.  En esa tarea no es siempre método recomendable el atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional, que elimine el riesgo de un formalismo paralizante; es necesario buscar en todo tiempo una interpretación valiosa de lo que las normas, jurídicamente, han querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones notoriamente injustas cuando es posible arbitrar otras de mérito opuesto, no resulta compatible con el fin común de la tarea legislativa de la judicial.   A partir de las pautas indicadas y el contexto que impone el plexo normativo de reparación histórica a las víctimas de las violaciones a los derechos humanos, debe analizarse si la situación planteada en autos encuentra cabida en la ley 24.043 y sus complementarias.   La sentencia apelada no se ajusta al amplio espíritu que guió al Congreso Nacional al dictar la ley que, según se viene analizando, buscó hacer efectivo el compromiso internacional asumido por la República y reparar sin restricciones extrañas a su propósito, las graves violaciones a la dignidad del ser humano que se cometieron que se cometieron en aquellos años de nuestra historia reciente.   Pensar que el sub lite queda fuera del ámbito de aplicación de la ley 24.043, significa menospreciar la voluntad política de la Nación que surge nítidamente de los debates parlamentarios transcriptos, en tanto de ahí no se deduce que el cuerpo legislativo, por encima de las precisiones terminológicas, procuró y puso su mayor dedicación en lograr un resarcimiento omnicomprensivo de quienes habían sufrido esa penosa situación.   Por ello, corresponde desestimar el razonamiento que pretende excluir de las reparaciones este tipo de violaciones a los derechos humanos, porque tanto la intención del legislador como la ratio del texto legal indica que situaciones como las aquí examinadas quedan aprehendidas en la ley, más allá de las imprecisiones de su texto.   Así, por sobre las dudas que puedan subsistir luego de una exégesis literal, vale la pena reiterar que esta última solución recoge con fidelidad la voluntad legislativa y se adecua a las reglas de interpretación de la ley en debate, en tanto supone una inteligencia valiosa de lo que la norma ha querido mandar, que compatibiliza el fin común de la tarea legislativa y de la judicial, sin que sea obstáculo para ello la posible imperfección técnica de su instrumento legal.


    Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior s/ Resolución  Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 221/00 (Expediente 443.459/98)


    Y. 43, XXXVIII, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Preclusión. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Los argumentos de índole procesal en que se fundó el a quo no son válidos, pues la apelante invocó un régimen legal de orden público que establece un sistema específico y excepcional para la cancelación de la deuda que obstaría al procedimiento de ejecución que se ordenó proseguir. En este sentido, la Corte tiene dicho, respecto de la ley 23.982, que la sentencia que dispone la inmediata ejecución del crédito por las vías comunes no encuentra sustento alguno en las normas aplicables e importa prescindir de ellas, que resultan de inexcusable aplicación habida cuenta del carácter de orden público de la ley de consolidación.  En efecto, como surge de las constancias de la causa, al quedar firme la sentencia de condena, se ha seguido el procedimiento establecido por el art. 68 de la ley 11.672, sustituido por el 39 de la 25.565, en virtud de que el crédito de autos no quedaba comprendido en el período fijado originariamente por la ley 25.344. Sin embargo, con posterioridad se dictó la ley 25.725, cuya aplicación resulta insoslayable por participar del mismo carácter que la ley de consolidación a la que modifica, la cual -cabe aclarar- fue dictada en el marco del estado de emergencia pública declarado por la ley 25.561 y, en tales condiciones, en similares circunstancias que las leyes 23.982 y 25.344.   La preclusión produce el efecto de tomar irrecurribles las resoluciones judiciales, mas no el de legitimar situaciones inconciliables con el orden público. Concluir lo contrario importaría desnaturalizar el proceso judicial hasta el punto de convertirlo en un medio apto para convalidar las transgresiones a las normas imperativas. Entonces, el silencio guardado -o la demora, en la especie- por uno de los litigantes frente a la afectación de un derecho indisponible, tendría más virtualidad que un contrato para privar de efecto a las leyes en que se encuentra comprometido el interés general.


    Godoy, Lionel María c/ Servicio de Radiodifusión


    G. 2231, XXXIX, 13 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Títulos públicos


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 388, L. XXXIX, “Tucumán, Provincia de c/ First Trust of New York National Association y otros s/ Medida cautelar”.


    Tucumán, Provincia de c/ Propietarios de Títulos Públicos serie 03 s/ Medida Cautelar


    T. 771, XXXIX, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Accidentes de trabajo


    Reparación integral. Indemnización por incapacidad. Higiene y seguridad del trabajo. Seguro por accidente de trabajo. Responsabilidad civil. Recurso extraordinario federal. Doctrina de los actos propios. Responsabilidad del principal. Cuestión de derecho común. 


    En cuanto al agravio expuesto por Mapfre Aconcagua ART S.A. relativo a la firmeza de la conclusión de la juez de grado en punto a la falta de acreditación de incumplimientos de la empleadora a la preceptiva sobre higiene y seguridad industrial, cabe decir que con arreglo a jurisprudencia de la Corte, la apreciación y alcance de los recursos ordinarios ante los tribunales de alzada, tanto como la determinación de la competencia que a ellos atribuyen tales recursos, es materia ajena a la instancia extraordinaria. En el caso, si bien la crítica del actor contra la sentencia de primera instancia parece centrarse en desmentir la conclusión de la a quo tocante a la falta de responsabilidad de la aseguradora, no menos cierto es que, encaminado a tales fines, subraya que de su parte no incurrió en negligencia alguna que haya podido contribuir a la producción del evento y que, en cambio, éste se verificó como consecuencia de los defectos de mantenimiento del brazo del elevador que sostenía la barquilla del que se desprendió un perno, extremo que -máxime ante la antigüedad y continuo empleo del artefacto- imputó a la negligencia confesa de ambas demandadas.  En cuanto al agravio relativo a la doctrina de los actos propios, no se advierte irrazonable el implícito temperamento de la ad quem sobre el punto en cuanto se refiere o involucra a un obrero que, a los veintiséis años de edad, con cargas de familia, que se ve enfrentado a un episodio que no sólo lo incapacita severamente y lo sujeta a sucesivas intervenciones quirúrgicas y a diversos tratamientos, sino que lo deja, al fin, sin empleo ni obra social. Por lo tanto, el agravio de la compañía de seguros, referido a las percepciones sin reserva de las prestaciones -monetarias y en especie- establecidas en la ley 24.557, no alcanza a sustentarse.  En cuanto a la responsabilidad en que habría incurrido el principal en el campo del derecho común, ello involucra el examen de aspectos sustancialmente referidos a los hechos y al derecho común, por regla, extraños a esta instancia recursiva, por lo que atañe a la quejosa la evidencia de la tacha de arbitrariedad argüida, con la suficiencia que es inherente a la referida causal, de orden estrictamente excepcional, e incompatible con la existencia de argumentos no federales, que, más allá de su acierto o error, basten para sustentar lo resuelto.  Tal extremo no acaece. Y es que, con prescindencia de lo observado en punto a la ausencia de una peritación técnica, lo cierto es que la Sala ad quem tuvo por acreditadas diversas infracciones a la preceptiva en materia de higiene y seguridad laboral, referidas a la falta de empleo del arnés y cinturón de seguridad y a la obsolescencia del equipo cuyo desplome originó el accidente. Cabe decir que, tratase el siniestrado de un vehículo incluido en el plan de mejoramiento celebrado entre la Cooperativa y la aseguradora, que padeció la rotura del sistema hidráulico debido a su impropia calibración o a la fatiga, tras dieciocho años de funcionamiento continuo.  Dicho equipamiento había protagonizado episodios similares con anterioridad. Todo lo anterior, situado en un contexto de dificultades económicas de la co-demandada, produce que no se observara en un todo las reglas vigentes en materia de higiene y seguridad industrial.  Los controles y visitas realizados por Mapfre Aconcagua ART S.A. a la Cooperativa, así como la denuncia por infracciones al régimen de higiene y seguridad laboral, son todas posteriores al infortunio del trabajador. Ello no permite que se tenga por demostrado el correcto mantenimiento de la unidad en cuestión, máxime cuando la exigencia de una registración formal del mantenimiento de maquinaria y unidades y de una garantía escrita del service se explícita ya verificado el evento incapacitante.  No se advierte la relevancia de la admisión por el actor de que, en efecto, le fue provisto un casco, ropa y calzado de trabajo, de uso, según se le instruyó, obligatorio en la ejecución de las tareas máxime cuando no ha quedado, en rigor, demostrado que se lo capacitara en materia de higiene y seguridad en el trabajo.  En lo que toca a la responsabilidad inherente a la firma de seguros, es menester referir que la cuestión fue abordada en oportunidad de emitir dictamen en el antecedente de Fallos: 325:3265 y, más recientemente, en P. 673, L. XXXVIII y P. 961, L. XXXVII, "Ponce, Ricardo Daniel el Ferrosider S.A. y otro"; a cuyos términos y consideraciones es dable remitir, en lo pertinente.  Particularizando sus alcances cabe puntualizar que la diligencia de la compañía parece haberse activado recién tras el accidente del reclamante, puesto que sólo a partir de ese momento las recomendaciones y su seguimiento se toman periódicas y se concretan denuncias ante la Superintendencia respectiva. Dicho déficit se acrece tan pronto se advierte que, en efecto, la unidad en cuestión había sido incluida en el plan de mejoramiento, sin que se haya especificado sobre su situación en ocasión del seguimiento efectuado el 21.03.97; y la cooperativa reclamada atravesaba públicas dificultades que convocaban a la compañía de seguros a extremar el seguimiento de la observancia de la legislación en la materia, ante el notorio riesgo de un relajamiento en su cuidado.  Como lo enfatizó la Corte en Fallos: 325:3265, que, por norma, las cuestiones traídas aquí a debate -relativas a los efectos del deficiente ejercicio del deber de prevención de riesgos laborales a la luz de la inteligencia y alcance de las previsiones del derecho común y, en especial, las de seguridad e higiene- resultan materia ajena a la competencia extraordinaria y propia de los jueces de la causa; máxime cuando la decisión se sostiene en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para fundarla e impiden su descalificación como un proceder jurisdiccional.  El dispositivo del artículo 39, apartado 1, de la ley 24.557 importa el otorgamiento de una reparación menguada, en relación a la prevista en el régimen común, con menoscabo de derechos de raigambre constitucional inherentes al reclamante.  Si bien es notoria la diferencia en el plano de la incapacidad entre el porcentaje fijado en sede administrativa y judicial, ello obedece, al decir del perito médico, en lo que a la minusvalía física toca, a que, con el tiempo, la artrosis y las calcificaciones agravaron la limitación funcional del codo del actor y la lesión del nervio cubital; en lo restante, a que en sede administrativa no se estableció ninguna minusvalía de índole psicológica.  La Cámara prescindió, sin proveer razones para ello, de incluir en la comparación entre ambos regímenes -el común y el de la ley n° 24.557- las prestaciones en especie y por incapacidad temporaria conferidas al actor con sustento en la ley especial, cuya condición -al menos parcialmente resarcitoria- reconoció el propio peticionario, en el último supuesto, en ocasión de deducir la demanda. Tampoco explicitó motivos en punto a la sumatoria de las minusvalías ni al criterio utilizado a tales efectos ni a propósito de la debida mensuración del resarcimiento; aspectos todos incluidos en los agravios impugnativos de la compañía aseguradora, entre otros.  El cotejo entre los sistemas implica también ponderar las prestaciones monetarias y en especie previstas en el nuevo régimen, entre otros extremos enunciados allí, argüidos, igualmente, por las quejosas.  Sobre el tema se vuelve en el antecedente "Aquino” oportunidad en que los ministros Belluscio y Maqueda hacen mención a la factibilidad de su examen, junto al de algunas ventajas comparativas de la Ley de Riesgos del Trabajo, sin perjuicio de anotar que él no fue postulado en el supuesto concreto, aunque válido es anotarlo, en un obiter del voto de los ministros Petracchi y Zaffaroni parece trasuntarse sobre el punto una opinión diversa.  En el caso, la ad quem prescindió, además, de circunstanciar en modo preciso los pormenores de la comparación verificada que, no puede desconocerse, parangona beneficios relativos a minusvalías tan disímiles como las fijadas en sede administrativa y judicial; a saber: 32,6% de la T.O. y 75,9% de la T.O., respectivamente.


    Pesaresi, Walter Dario c/ Cooperativa de Agua y Luz Pinamar


    P. 1819, XXXIX, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Incapacidad. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 349, L. XL, “Paccetti c/ Duvi”.


    Serleto, Roberto c/ Línea Expreso Liniers SAIC s/ Enfermedad, recuso de queja


    S. 2012, XXXIX, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Incapacidad sobreviniente. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    Si bien incumbe exclusivamente a la Corte, juzgar sobre la existencia o no de un supuesto de arbitrariedad, ello no exime a los órganos judiciales llamados a dictar pronunciamiento de la naturaleza indicada, de resolver circunstanciadamente si la apelación federal, prima facie valorada, cuenta respecto de cada uno de los agravios que la originan con fundamento suficientes para dar sustento, a la invocación de un caso de inequívoco carácter excepcional, como es el de arbitrariedad.   Al no aparecer debidamente fundado el auto que concedió el remedio federal, podría la Corte disponer su nulidad. En orden a un adecuado servicio de justicia, por economía procesal y en razón de la naturaleza de los intereses en juego, tomar una solución de tal tipo sólo conllevaría prolongar aún más su ya de por sí dilatado trámite.  Es de señalar si la recurrente nada dijo sobre la defensa de prescripción -declarada abstracta por la primera instancia- cuando debió hacerlo, esto es, al evacuar los agravios del recurso de apelación de la contraria, quien propuso con claridad en defensa de su derecho la solución cuyo acogimiento aquí se impugna, pues la posibilidad de que tal pretensión fuera aceptada era un evento previsible que imponía introducir la cuestión en aquella oportunidad. Todo lo cual descarta el supuesto de “arbitrariedad sorpresiva” invocado.  No se advierte en el caso la violación de principios y garantías constitucionales, pues la falta de tratamiento de ese ítem obedece a la conducta discrecional de la impugnante, producto de una reflexión tardía, que intentó introducir, intempestivamente, cuestiones que habían quedado firmes y que no podían ser tratadas sin causar agravio a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y de la propiedad.  En cuanto al agravio de no haber valorado dos pruebas sustanciales con las que se tuvo por reconocido el accidente, como ocurrido en ocasión del trabajo. Sostiene la recurrente que el fallo en crisis merece ser descalificado por arbitrario, ya que a su entender resultaría de suma gravedad institucional porque de confirmarse implicaría que cualquier denuncia efectuada ante la Autoridad Administrativa del Trabajo supondría el reconocimiento de un accidente o enfermedad del trabajo.   Los agravios desarrollados en este aspecto, no evidencian más que una divergencia acerca del criterio de selección y apreciación de las pruebas utilizado por los jueces de la causa, que no cubre la doctrina de arbitrariedad de sentencias; máxime si se tiene en cuenta que la vía del art. 14 de la ley 48 no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la solución de cuestiones que les son privativas ni abrir una tercera instancia ordinaria para debatir temas no federales.


    Albares Santos, Horacio c/ Fisco Provincia de Buenos Aires s/ Fisco Provincia de Buenos Aires s/ Enfermedad accidente


    A. 2861, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por incapacidad. Comisiones médicas. Ley sobre riesgos del trabajo. Comisión médica central. Recurso de queja. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    No se ha cuestionado aquí la preceptiva de los artículos 21 y 22 de la ley n° 24.554, que encomienda a las comisiones médicas creadas por ley n° 24.241 la determinación y revisión de las incapacidades, sino el artículo 46.1 del citado ordenamiento, que confía a una comisión médica central o a la justicia federal de las provincias – a opción del trabajador- con una instancia última ante la Cámara Federal de la Seguridad Social, la revisión de las resoluciones dictadas por las primeras.   Toda vez que se ha preterido aquí, sin suministrar razones constitucionales para ello, la instancia ante las comisiones médicas, es inoficioso el dictado de un pronunciamiento en orden a la validez constitucional del artículo 46.1 de la Ley de Riesgos de Trabajo, desde que dicho dispositivo se encuentra condicionado en su aplicación a la ocurrencia previa del interesado a sede administrativa, no satisfecha ni justificada siquiera mínimamente, como menester, en la presente causa.   Por otra parte, que tanto el planteo constitucional del acto concerniente, entre otros preceptos de la ley n° 24.557, a su artículo 46.1, como la ulterior admisión del mismo en sede loca, autorizan a descartar que se trate el presente reclamo de una acción ajena al diseño de la ley de riesgo del trabajo y correspondiente en origen a la competencia ordinaria, des que, en tal caso, una declaración de invalidez como la pronunciada carecería de propósito, extremo al que se añade que ninguna aclaración, basada en una determinada inteligencia del reclamo, se provee sobre el punto.   No obsta a lo anterior, la explicación ensayada por la juzgadora en el sentido de que el proceder del actor al acudir directamente a la justicia laboral ordinaria encuentra fundamento en el propósito de evitar se considere que media un sometimiento voluntario a un régimen legal que conlleva el camino de la justicia federal, como es el de las comisiones médicas, desde que en tal caso bastaba con postular en sede provincial la invalidez constitucional, precisamente, de los artículos 21 y 22 de la ley sobre riesgos del trabajo que organizan su intervención, amén de la normativa del artículo 46 objetada aquí en soledad, o una reserva en tal sentido al acudir a las propias comisiones médicas del distrito.


    Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.


    C. 2605, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción civil por accidente de trabajo


    Incapacidad laboral. Capacitación del personal. Responsabilidad objetiva. Cosa riesgosa. Constitucionalidad. Ley de accidentes de trabajo. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión a los fallos de las causas P 673, L. XXXXVIII y P 661, L. XXXVIII, “Ponce, Ricardo D. c/ Ferrosider S.A. y otro”.


    La crítica del impugnante, situada en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, referida a la base de cálculo de la liquidación realizada por la Sala ad quem no alcanza a conmover lo resuelto.  La crítica ensayada no alcanza a evidenciar el error inexcusable, pues los argumentos no federales aducidos por la juzgadora, opinables o no, alcanzan para sustentar lo resuelto, máxime, cuando en el caso, la vía resulta de admisión muy restringida. Sobre tal ítem, cabría dejar anotado, no obstante, que, efectivamente, Sem Consultora SRL fue declarada rebelde y que la condena -por su orden- de los honorarios de los letrados de la aseguradora, no fue observada.  En lo que atañe al agravio referido a la condición revestida por Sem Consultora S.R.L., en tanto que empresa de servicios eventuales, procede decir, en primer término que, contra lo aseverado por la quejosa, la ad quem abordó el tema conforme se reseñó en el ítem inicial del dictamen, situando la cuestión ya en el marco de los articulas 29 o 29 bis del Régimen de Contrato de Trabajo, ya en el del artículo 63 de dicho ordenamiento. En tal plano, incluso, se hizo cargo de la existencia de opiniones adversas a la aplicación del ordenamiento laboral en casos como el presente, iniciados al amparo de la normativa común, desechando las objeciones con sostén en que, lejos de ser excluyentes o contradictorios, ambos regímenes resultan compatibles y acumulables.  En relación con lo que antecede, tampoco parece asistir razón a la recurrente en cuanto se refiere al agravio relativo a la exclusión de condena de Omega ART. S.A.. Cabe recordar que el actor demandó a la aseguradora de riesgos del trabajo (Omega ART S.A.) -contratada por Sem Consultora S.R.L. en el plano de la responsabilidad civil, y que, en ambas instancias, se rechazó el planteo, remitiéndose a las prestaciones abonadas en el marco de la póliza respectiva.  Si bien en oportunidades anteriores se estimó fundada la pretensión de condena a la aseguradora de riesgos del trabajo en el contexto de los artículos 512 y 1074 del Código Civil, en el sub lite, diversas circunstancias se yerguen en su contra.  En primer término, situada la crítica de la quejosa en el plano de los artículos 512 y 1074, 1109 y 1113 del Código Civil y 4 y 31 de la ley 24.557, no se identifican las obligaciones concretas insatisfechas por la aseguradora, imputándosele un incumplimiento genérico que no se hace cargo, no sólo de lo alegado por Omega ART en torno al régimen especial que concerniría al aseguramiento de los riesgos laborales de las empresas de servicios eventuales, con amparo en el decreto n° 170/96 y la resolución SRT n° 32197; sino, substancialmente, de lo consignado por el perito contador en punto a que la incorporación del actor en la nómina correspondiente al seguro de Sem Consultora S.R.L. se habría verificado el 10.03.97, es decir, con posterioridad al accidente.  Ese extremo conspira contra la imputación de la quejosa relativa a supuestas inobservancias reglamentarias por parte de la compañía de seguros, verificadas, no en el seno o respecto de la propia firma de servicios eventuales sino, en la planta fabril de la codemandada Formametal S.A., y, en consecuencia, imposibles de considerar y atender para Omega ART S.A., anoticiada tardíamente de la destinataria final de las prestaciones, tras el acaecimiento del infortunio cuya reparación, en el marco del derecho común, aquí se debate.  Tampoco asiste razón a la quejosa en lo tocante al agravio relativo al proceder del actor, en relación al régimen de la ley n° 24.557, a la luz de la así nominada "doctrina de los actos propios". Y es que los asertos de la Cámara del Trabajo, relativos a la teoría de los propios actos, no se advierten irrazonables a la luz del siniestro y consecuente minusvalía, del núcleo familiar a cargo e, incluso, de la pérdida del empleo; a lo que se añade que, allende las prestaciones que se mencionan, lo cierto es que el actor, al reclamar diferencias en concepto de prestación dineraria en el marco de la ley 24.557, alegó expresamente el haber cobrado el importe en principio liquidado en estado de necesidad y compelido por el accidente y la falta de empleo.  Lo anterior fue así, sin perjuicio de formular la reserva de accionar contra las, más tarde, demandadas -previo planteo de invalidez constitucional del artículo 39 de la ley n° 24.557- en los términos de los artículos 4 de la citada ley y 1074, 1109 y 1113 del  Código Civil. Cabe puntualizar que, pese a los términos explicitados, la empresa de seguros reintegro al actor la diferencia reclamada en el marco de la ley sobre riesgos del trabajo lo que, asimismo, viene a poner de resalto la falta de sostén del agravio respectivo de la quejosa.


    Riveros, Ricardo Walter c/ Omega A.R.T. y otros s/ Accidente acción civil


    R. 390, XXXVII, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo


    Representación sindical. Delegado gremial. Libertad sindical. Existencia del agravio. Falta de agravio concreto. Queja por recurso denegado. Procedencia del recurso. 


    Ley 23.551.


    Es necesario considerar en el marco de la doctrina de la Corte, en orden a que las sentencias del Tribunal deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso previsto en el artículo 14 de la ley n° 48.  El artículo 47 de la ley n° 23.551 prevé, que todo trabajador o asociación sindical que fuere impedido u obstaculizado en el ejercicio regular de los derechos de la libertad sindical garantizados por la presente ley, podrá recabar el amparo de esos derechos ante el tribunal judicial competente, conforme al procedimiento sumarísimo establecido en el artículo 498 del Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación, a fin de que disponga, si correspondiere, el cese inmediato de la conducta antisindical.  Transcurrido en exceso tanto el lapso del mandato gremial como el período protectorio inmediato posterior, no se advierte, en el contexto del citado artículo 47 de la ley n° 23.551 al que se acude, la relevancia actual de la discusión referida al vínculo laboral de los peticionarios y, menos, la necesidad de mantenimiento de las medidas judiciales decididas en orden al reconocimiento de la condición de trabajadores y delegados de los reclamantes.  Limitándose la conducta antisindical denunciada al desconocimiento del vínculo de empleo y, consecuentemente, de la calidad de delegados de los accionantes, lo cierto es que, habiendo ejercitado en los hechos tal representación hasta agotar el período correspondiente, a la fecha, no subsisten agravios a los derechos de libertad sindical inherentes a tal función representativa, máxime, cuando en momento alguno explicitaron los pretensores su propósito de competir en pos de un nuevo mandato como delegados del personal y dado que, la acción incoada se dirige a la obtención de medidas jurisdiccionales que garanticen el ejercicio regular de derechos sindicales eventualmente comprometidos.  La crítica ensayada suscita un asunto federal bastante pues, aunque los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal y común, por regla, propias de los jueces de la causa y ajenas a la vía extraordinaria, ello no constituye óbice decisivo para el progreso de la apelación cuando, la decisión no se sustenta conforme resulta exigible.


    Molina, Hernán Dario y otro c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    M. 2289, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de nulidad


    Despido. Salarios caídos. Empleo público. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    En cuanto al fondo del asunto, el único agravio desarrollado se vincula con la aplicación al sub discussio de las previsiones del art. 42 de la Ley 22.140, en cuanto contempla el pago de los salarios que el agente dejó de percibir por una sanción disciplinaria expulsiva que después fue revocada judicialmente.  Dicho agravio debe ser admitido, porque el art. 2° de aquella ley establece que se exceptúa de sus disposiciones a “...el personal comprendido en convenciones colectivas de trabajo “. De ello deriva, por tanto, que el precepto legal invocado por el a quo no puede servir de sustento válido para reconocer tales salarios, pues solo se aplica para el personal regido por la Ley 22.140.  Por otra parte, la Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional, aprobada por la ley 25.164, en coincidencia con lo dispuesto por el régimen anterior, también excluye de sus alcances al "…personal comprendido en convenciones colectivas de trabajo aprobadas en el marco de la Ley 14.250 o la que se dicte en su reemplazo".  En tales circunstancias, resulta aplicable al sub lite la jurisprudencia de la Corte que señala, que no corresponde el pago de remuneraciones por funciones no desempeñadas durante el período que media entre la separación del agente público dado ilegítimamente de baja y su reincorporación, salvo disposición expresa y específica y, por ende, que la sentencia debe ser revocada, en cuanto reconoce el pago de salarios caídos en virtud de una disposición legal que no rige el caso.


    Croce, Juana Josefina c/ AFIP s/ Nulidad


    C. 1404, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Amparo


    Remuneración. Sueldo anual complementario. Circunstancias sobrevinientes. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 3116, L. XXXVIII,  "Sindicato Argentino de Docentes Particulares c/ Provincia de Buenos Aires".


    Haigh, Sarah Acela c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    H. 205, XXXIX, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Asegurador por riesgos del trabajo


    Derecho a la salud. Acceso a la justicia. Sentencia arbitraria. Calificación jurídica. Recurso de Queja. Admisibilidad del recurso. 


    Si al fundamentarse el recurso se alegó, entre otros extremos de carácter federal, la arbitrariedad del fallo, corresponde tratar, en primer término, los agravios que conciernen a esa doctrina, pues de concurrir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha.  Sí bien los jueces no se encuentran vinculados por la calificación jurídica que las partes dispensan a sus pretensiones y pueden suplir el derecho mal invocado por aquéllas, ello es así en tanto no alteren las bases fácticas del pleito o la causa petendi, ni terminen admitiendo hechos o defensas no esgrimidas por los litigantes.


    R., J. I. c/ HIH Interamericana A.R.T. S.A.


    R. 166, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Diferencias salariales. Empleador fallido. Competencia laboral. 


    Remisión al voto mayoritario en Fallos: 325:154 y "Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano”.


    Ozan c/ Sanatorio Lanús S.A. s/ Diferencias salariales


    COMP. 1194, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Despido. Empleador fallido. Competencia laboral. 


    Remisión al voto mayoritario en Fallos: 325:154 y “Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano”.


    Soldano, Luis c/ Sanatorio Lanús S.A. s/ Despido


    COMP. 1195, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Quiebra. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo mayoritario en Fallos: 325:154 y “Rodas Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano”.


    Murua c/ Sanatorio Lanús S.A. s/ Despido


    COMP. 1193, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Contrato de trabajo. Indemnización. Competencia nacional. 


    A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Toda vez que la pretensión del acto no se dirige contra una decisión de la Comisión Médica, y dentro del limitado marco congnoscitivo en el que deben resolverse las cuestiones de competencia, conforme a los hechos y el derecho invocado por el pretensor, resulta competente entender en este tipo de reclamo indemnizatorio a la justicia nacional del trabajo,


    Gel Ricardo Antonio c/ Duvi S.A.


    COMP. 836, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Costas


    Cómputo del salario. Asignaciones no remunerativas. Personal militar. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha señalado, que por más extensas que se juzguen las facultades reglamentarias del Poder Ejecutivo para determinar la composición del haber mensual y de los adicionales, ellas no alcanzan para transformar la remuneración principal en accesoria, ni ésta en la principal, mediante un simple arbitrio de designar una parte substancial del salario que regularmente percibe la generalidad del personal en contraprestación por sus servicios específicos como ajena al haber o sueldo de éste.  Ello es precisamente lo que acontece en el sub lite por cuanto el Poder Ejecutivo Nacional, dictó el decreto 1866/83 cuyo artículo 385 regula la composición del haber mensual y los adicionales creados por el decreto nacional 2.744/93 representan entre un cuarenta y sesenta por ciento del haber mensual, según se trate de personal superior o subalterno, respectivamente.


    Alizieri de Nanton, Lidia Emma c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    A. 547, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Nulidad del convenio. Indemnización agravada. Conciliación laboral. SECLO. Competencia laboral. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.   Es decir que,  No obstante la cuestión posee un trasfondo de neto corte laboral que compromete el análisis de normas de derecho común, lo cual, prima facie, habilitaría la intervención del fuero local, máxime cuando los domicilios denunciados se encuentran en provincia, la circunstancia de que lo peticionado esencialmente es la nulidad del acto celebrado ante el Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria, indica que corresponde a la Justicia Nacional del Trabajo entender en el sub-lite.  La Corte tiene dicho que si el acto administrativo emana de autoridades Nacionales, debe ser revisado por los órganos con jurisdicción en el lugar de asiento de la autoridad cuyo acto se objeta.


    Argel, Juan Pablo y otros c/ Peugeot Citroën Argentina s/ Nulidad administrativa


    COMP. 1588, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por muerte del trabajador. Competencia laboral. 


    Remisión a los precedentes de Fallos: 321:1865; 322:456 y a la doctrina del fallo de la causa Comp. 83, L. XXXIII, “Yuste, Néstor Adrián c/ Agrojumbo S.A. s/ Ordinario”.


    Villagra, Roberto c/ Consolidar s/ Daños y perjuicios


    COMP. 917, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del fuero federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 836, L. XL, "Gel Ricardo Antonio c/ Duvi S.A.".


    Gel, Ricardo Antonio c/ Duvi S.A.


    G. 767, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Personal militar. Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Pensiones militares. Confirmación de sentencia. 


    No existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas o de seguridad ya sea que su incorporación haya sido voluntaria o consecuencia de las disposiciones sobre el servicio militar obligatorio, cuando las normas específicas que rigen a las citadas instituciones no prevén una indemnización sino solo un haber de retiro de naturaleza previsional.  La doctrina es de plena aplicación por cuanto, según el actor fue dado de baja por las secuelas incapacitantes que padeció a raíz de una accidente que fuera reconocido por la propia demanda como acto de servicio - y se le ha asignado una pensión de acuerdo a lo estipulado por el artículo 76 inciso 2 apartado b) de la ley 19.101 modificada por la ley 22.511, que excluye a cualquier otra suma en concepto de resarcimiento.


    Amarante, Juan José c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- Estado Mayor del Ejército s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad


    A. 638, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Incapacidad. Recurso extraordinario federal. 


    Esta cuestión es substancialmente análoga a la que esta Procuración tuvo oportunidad de examinar en el dictamen E. 352, L. XXXIX, “Eberle Patterson, Marcos M. A. c/ E.N. – Ministerio de Defensa s/ Daños y perjuicios”.


    Insaurralde, José Amado c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Daños y perjuicios


    I. 189, XL, 16 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Sentencia arbitraria. Relación de dependencia. Recurso de queja. Procedencia del recurso. 


    La percepción de la indemnización tarifada y otras prestaciones dinerarias, carecen de la relevancia categórica que pretende conferírseles si, no incluyen la estimación de otras circunstancias, como el propio hecho del siniestro y sus secuelas, la existencia de cargas de familia, la situación del asalariado en términos de empleo, edad, educación -entre otras-, las que no han sido debidamente ponderadas. No puede perderse de vista la índole alimentaria de los derechos en juego y que toca a un trabajador, es decir, al extremo más débil de la relación laboral. Estos extremos debieron haber sido apreciados, también por la juzgadora al tiempo de colegir, de lo obrado por el trabajador, un acatamiento sin reservas al régimen especial.


    Cachambi, Santos c/ Ingenio Río Grande


    C. 4154, XXXVIII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Despido


    Empleador fallido. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Remisión al voto mayoritario en Fallos: 325:154 y “Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano”.


    Forlano, Alberto c/ Sanatorio Lanús S.A


    COMP. 1192, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Interpretación de la ley. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente resuelto que el remedio excepcional, no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal que constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.  La recurrente insiste con el pedido de nulidad de la sentencia de primera instancia, sin hacerse cargo seriamente de que el tratamiento en la alzada como planteo de arbitrariedad contra aquella obedecía al mandato procesal del art.115 de la ley 18.345 en cuanto dispone que no se admitirá recurso de nulidad por  vicios de procedimiento. En el recurso de apelación se Considerará incluido el de nulidad por defecto de forma de las sentencias o resoluciones apelables. Asimismo parece desconocer que: si la Cámara declarare la nulidad por defectos de forma de la sentencia definitiva apelada, dictará la sentencia que corresponda, con la única excepción de que estuviese viciado de nulidad el procedimiento de primera instancia anterior a la sentencia, extremo que no está declarado, ni la recurrente lo plantea en el recurso extraordinario.   Desde esa perspectiva, se advierte que la nulidad que introduce el recurrente contra la sentencia de primera instancia apunta a su contenido mínimo exigido por los incisos 3, 4, 5 y 6 del art.163 del Código Procesal. La crítica la formula de forma genérica, sin detallar concretamente de qué manera ese pronunciamiento no contaba con tales requisitos, como así tampoco demuestra por qué motivo entiende que la alzada no podía resolver en definitiva, ni cuál sería  el fundamento procesal aplicable por el cual la cámara debía ordenar la intervención de otro juez en primera instancia, frente a las normas del procedimiento laboral que la recurrente ni siquiera había reparado. Máxime cuando atendió a los agravios planteados por la demandada con expresa sujeción a los términos en que quedó integrada la relación procesal, de conformidad con el escrito introductorio, la respectiva réplica y con las pruebas producidas de los hechos controvertidos, sobre lo que se pronunció en la sentencia, todo lo cual la pone al abrigo de la tacha de arbitrariedad.  Asimismo, cabe referirse sobre los puntos atacados sobre la cuestión de fondo mediante el agravio de arbitrariedad. Ellos sólo alcanzan para demostrar la mera discrepancia de la recurrente con la solución dada al caso en temas ajenos a la instancia de excepción. No se observa una suficiente fundamentación autónoma, pues para sustentar su postura, se remite a constancias anteriores de la causa sin realizar una relación concreta y pormenorizada de los elementos precisos del expediente que no habrían sido tratados por el fallo y que -según la recurrente- justificaría la tacha de arbitrariedad endilgada.  Por último, el cuarto agravio se funda en que se ha fallado en disposiciones vigentes y sin dar respuesta al planteo sobre la extemporaneidad de la intimación del actor a la empresa para que se regularice su situación laboral conforme el art.11 de la Ley de Empleo (24.013), bajo apercibimiento de las multas de los artículos 8 y 15 del mismo cuerpo normativo, porque a su entender cuando lo hizo ya se había desvinculado como socio y la empresa le había negado tareas.  Cabe recordar al respecto que la interpretación de las leyes del trabajo por los tribunales del fuero en causas seguidas entre empleadores y empleados, es materia ajena a la vía extraordinaria; conclusión que tiene su base en la circunstancia de que en esta clase de litigios lo resuelto se limita a la inteligencia de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y que, como principio, no autoriza el recurso del art.14 de la ley 48.


    Fanegas, Mauricio c/ Antae S.A. s/ Despido


    F. 1534, XXXVIII, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Salarios adeudados. Indemnización por despido. 


    Remisión a Fallos: 323:959.


    Silguero Agüero, Felicita c/ Embajada de Portugal s/ Despido


    S. 1311, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Despido sin causa. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    La actora puso fin al vínculo laboral en los términos del artículo 246 de la Ley de Contrato de Trabajo, por lo que procedía, en consecuencia, dilucidar si los presupuestos invocados en la pieza postal extintiva se hallaban demostrados como establece el artículo 242 del ordenamiento citado precedentemente, en línea con lo previsto por el artículo 243 del mismo texto.  El pronunciamiento en crisis no se sustenta, pues, la Sala ad quem se limitó a considerar lo que se relaciona con el despido verbal, soslayando los restantes extremos apuntados. Se agrega a ello que los señalamientos del quejoso, relativos a la falta de prueba del despido verbal, se advierten conducentes.  Lo expuesto obsta a la validez jurisdiccional de la sentencia, sin que, lo anterior, implique abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto.


    García Padrón, Andrea Victoria c/ Janssen Cilag farmaceutica S.R.L. s/ Despido


    G. 912, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Empleo público. Recurso de queja. 


    El sistema de tutela legislado en el artículo 52 de la ley n° 23.551, alcanza a todas las iniciativas disciplinarias e incluso, a los intentos de modificar la estructura del vínculo, siendo aplicable aun en el marco del empleo público, sin que resulte necesario que la medida en cuestión contenga el elemento subjetivo y antijurídico de vulnerar la libertad sindical, ni que ello, de su parte, implique que se encuentran cercenadas las potestades disciplinarias o de dirección de los empleadores, sino solamente que sus iniciativas al respecto deben canalizarse por dicha vía.  Corresponde desestimar el planteo si el despido de la trabajadora quien se encontraba en ejercicio de un cargo representativo en el plano gremial, fue razonablemente juzgado de manera precedente a todo trámite de exclusión de la tutela respectiva.  En el marco de una acción de exclusión de la tutela sindical corresponde que se acrediten las graves razones que eventualmente habrán de justificar la efectivización del distracto; en otros términos, discernir si verosímilmente obran motivos bastantes como para justificar una futura denuncia -motivada- del vínculo de empleo.


    Carballa, Mariela Judith Felicita c/ Banco de la Nación Argentina


    C. 3782, XXXVIII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Ley de contrato de trabajo. Sentencia arbitraria. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, LXXXVIII. "Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. despido".


    Del Santo, Francisco Gabriel c/ SADE I.C.S.A. s/ Despido


    D. 1061, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido. Sentencia arbitraria. Errónea apreciación de la prueba. Recurso de queja. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No resulta debidamente fundada la sentencia en cuanto asignó valor decisivo para tener acreditado el vínculo laboral al contenido de una sola de las numerosas pruebas producidas, omitiendo examinar los de las restantes, cuando dicho examen le venía obligatoriamente impuesto a efectos de disipar la duda que sobre el tema fundamental del pleito establecía a raíz de su aserto, en tanto fue sobre la base de lo que surgía de estas últimas, que se estimó que aquel documento no resultaba apto "para configurar una relación laboral que no existió".  Dado que tal circunstancia demuestra que el Juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa por si una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio, resulta claro que existe nexo directo entre lo debatido y lo resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas.


    González Rivera, Juan c/ Rebaque, José Luis


    G. 2672, XXXVIII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Tope indemnizatorio. Constitucionalidad. 


    Asiste  razón al apelante en orden a que existen numerosos fallos de la Corte que aceptan la constitucionalidad de los topes indemnizatorios. Así, en el antecedente "Villa real", la corte recordó que esta ha sostenido reiteradamente, si bien con referencia a la originaria redacción del art. 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, que no resulta irrazonable el módulo indemnizatorio allí establecido. Y en el mismo orden destacó que corresponde al legislador, en cumplimiento del deber constitucional del Estado de asegurar la protección del trabajador contra el despido arbitrario, establecer las bases Jurídicas que reglamentan las relaciones de trabajo y las consecuencias que derivan de la ruptura del contrato laboral, sin que los jueces se hallen facultados para decidir sobre el mérito y la conveniencia de la legislación sobre la materia. A partir del precedente citado, comienza una serie de pronunciamientos en los que se hizo aplicación de esa doctrina y se descalificaron sentencias que se apartaron infundadamente del tope indemnizatorio.  En el fallo "Mastroiani", en el que la Corte dijo que es arbitraria la sentencia que hizo lugar a la demanda de diferencias de indemnización por despido; con prescindencia del tope establecido en el art. 245 del la ley de contrato de trabajo, art. 153 de la ley 24.103, pues los motivos que dio la Corte para apartarse del mismo y reemplazarlo por otro, no satisfacen las exigencias de fundamentación que la Corte ha especificado en sus precedentes. Expresó asimismo la Corte que: "La suposición del a quo de que la garantía constitucional de la protección contra el despido arbitrario consiste en el cierto equilibrio entre el resarcimiento del ingreso del trabajador despedido y que dicha proporcionalidad no debe ser inferior al 50% del salario, constituye una afirmación infundada y, por lo mismo, un exceso en el ejercicio de las facultades judiciales en desmedro de las que la Constitución asigna al Congreso por lo que la sentencia resulta arbitraria y debe dejarse sin efecto".


    Andreotta Rua, Zaida Georgina c/ Cotecsud S.A. y otro s/ Despido


    A. 1475, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Despido del dirigente gremial


    Estabilidad del delegado gremial. Exclusión de la tutela sindical. Sentencia arbitraria. 


    Le asiste razón a la Juzgadora cuando descarta, por extemporáneo, el cuestionamiento a la condición representativa del actor, mas no así, empero, cuando confirma el fondo de la sentencia de mérito pues, sólo forzando los hechos, en un marco en el que no se controvierte la índole no permanente del vínculo, puede verse en el proceder de la reclamada una suspensión, despido o modificación en las condiciones de labor, desde que en origen ha caracterizado a la relación su carácter temporalmente determinado, pactada a un plazo de doce meses. A lo expuesto se añade que tampoco se ha pretendido, en la no renovación del convenio, un específico y concreto propósito antisindical -ajeno o posterior al extremo normal del vencimiento del término del acuerdo- el que, por otra parte, no ha sido argüido respecto de ningún otro momento o aspecto del ejercicio representativo del actor a la fecha, según se indicó, en rigor, ya transcurrido.  En tales condiciones, aun asintiendo a la existencia del obrar poco prolijo de la administración al que hizo referencia el juez de mérito, la anómala circunstancia de la designación como delegado del personal de un agente contratado, no habilitado estatutariamente para ello -allende la implícita convalidación que a su respecto haya podido significar el referido proceder de la principal y su tardío cuestionamiento de la elección- alcance para modificar el precedente razonamiento; máxime cuando, en ausencia de un vínculo temporalmente indeterminado, no se aprecia la posibilidad del eventual compromiso a la situación laboral del agente que justifica la protección post-mandato establecida por el artículo 48, última párrafo, de la ley 23.551. Al respecto cabe decir que, tampoco subsiste un período remanente, dentro del concertado en origen, posterior a la finalización del ejercicio representativo del actor.  En consecuencia, situados en el contexto de la arbitrariedad argüida por el impugnante y de la doctrina, el pronunciamiento no se sustenta según es menester, por lo que procede su invalidación jurisdiccional.


    Mello, Víctor R. c/ Dirección Provincial de Energía de Corrientes s/ Reinstalación laboral


    M. 154, XL, 09 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Despido indirecto


    Falta de pago. Recibo de sueldo. Sentencia arbitraria. 


    El contexto de la excepcional doctrina sobre sentencias arbitrarias, asiste razón a la demandada, ya que, el núcleo del pronunciamiento se asienta sobre la base de un error, la confusión entre los recibos de haberes.  Dicho equivoco resulta determinante para la admisión de los rubros indemnizatorios pues, la actora basó su decisión rescisoria en el no pago de ítems salariales que, habrían sido, abonados.


    Alvarenga, Héctor A. c/ Perera, Norberto Horacio s/ Despido


    A. 2167, XXXIX, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Despido sin causa


    Suspensión de despidos. Indemnización por despido. Indemnización agravada. Aplicación de la ley laboral. Interpretación y aplicación de la ley. Interpretación amplia. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    Art. 16 Ley 25.561. Decreto de necesidad y urgencia 50/02.


    La aplicación en el tiempo de la disposición del artículo 16 de la Ley n° 25.561, si bien la exégesis de dicho precepto que, al menos transitoriamente, modifica previsiones del derecho laboral común en materia de despido, así como la interpretación del artículo 2° del Código Civil son puntos inherentes a la aplicación intertemporal de normas de derecho común, ajenas, por regla, a la instancia extraordinaria, ello no obsta a su tratamiento cuando, lo decidido no se hace cargo, de lo alegado por la peticionaria en el sentido de que la decisión toma inoperante la clara e inmediata voluntad legislativa plasmada en dicha norma.  La ley n° 25.561 no prevé, expresamente, la techa de su entrada en vigencia general, por lo que correspondería estar a lo previsto por el artículo 2° del Código civil.  El texto del decreto n° 50/02, se dirige a salvar lo que juzga una deficiencia general de la ley n° 25.561, y no de uno de sus artículos en particular, haciendo hincapié en que el escenario social, económico y financiero y la marcada crisis por la que atraviesa el país, requiere la íntegra y urgente entrada en vigencia de la ley n° 25.561.  Ha reiterado la Corte que es principio de hermenéutica legal que debe preferirse la interpretación que favorece y no la que dificulta los fines perseguidos por la norma. También, que la inteligencia de las disposiciones debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que las informan, y a ese propósito la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos, de tal manera que consulte a la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser soslayados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal. Finalmente, que la interpretación jurídica debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que informan las leyes, puesto que la primera regla en esta materia consiste en dar pleno efecto a la intención del legislador, sin que pueda suponerse su inconsecuencia, falta de previsión u omisión involuntaria; motivo por el que se reconoce como principio inconcuso que la interpretación debe hacerse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras y adoptando cama verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto.  El legislador no sólo se dirigió a endurecer o agravar las condiciones de egreso de la vinculación de trabajo por el plazo de ciento ochenta días, en un contexto de agudísima emergencia económico-social, sino que además, se propuso hacerlo de manera inmediata, sin solución de continuidad, lo que explica el tenor enfático e imperativo de la fórmula utilizada.   Es doctrina de la Corte que en la denegación de beneficios de naturaleza alimentaria, como los que informan el derecho del trabajo ha de procederse con suma cautela, buscando siempre una interpretación valiosa de lo que las previsiones han querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones injustas cuando es posible arbitrar otras de mérito opuesto, no resulte incompatible con el objetivo común de la tarea legislativa y judicial, temperamento al que se añade, que en planos como el descripto, el rigor de los razonamientos lógicos debe ceder ante la necesidad de no desvirtuar los fines que inspiran las leyes ha puntualizado, también, el Alto Tribunal tiene dicho que la aplicación inmediata de la ley no significa su aplicación retroactiva, pues sólo alcanza los efectos que, por producirse después de la entrada en vigencia del nuevo texto, no se encontraban al amparo de la garantía de la propiedad ni de un cambio de la legislación.


    Valente, Diego Edgardo c/ Bank Boston N.A. s/ Despido


    V. 218, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Falta de contestación de agravios. Fundamentación de sentencias. Apreciación razonable de la sentencia. Garantías procesales. Debido proceso. Procedencia del recurso. 


    Cabe señalar, que el actor apeló la sentencia, con sustento en la arbitrariedad por falta de fundamentos del fallo de la Alzada. Por ello, sin perjuicio de la materia federal planteada, corresponde tratar los agravios que atañen la arbitrariedad, dado que de existir ésta, no habría en rigor, sentencia propiamente dicha.   El fallo del a quo no se expidió sobre el despido arbitrario denunciado por el recurrente en todas sus instancias, prescindiendo de la valoración de las normas señaladas, conducentes a su juicio a la solución del conflicto, cuyo examen por el a quo no quedó evidenciado del modo que es menester, para sustentar las conclusiones a las que arribaron en el acto jurisdiccional sujeto a apelación, sobre la base de afirmaciones dogmáticas que remiten a jurisprudencia de la Corte sin un adecuado estudio respecto, a las circunstancias fácticas y jurídicas debatidas en este proceso.  Constituye condición de validez de los pronunciamientos judiciales que los fallos sean fundados, exigencia que al decir de la Corte, no se orienta exclusivamente a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura sino que procura, la exclusión de decisiones irregulares.   Al respecto, el pronunciamiento de la Alzada carece de fundamentación suficiente, pues se limitó a revocar lo decidido en la instancia anterior, expidiéndose exclusivamente sobre la constitucionalidad del tope tarifario cuestionado, remitiéndose dogmáticamente a antecedentes de la Corte y omitiendo el tratamiento del resto de los agravios introducidos en tiempo propio. Sostiene la Corte que la garantía del debido proceso exige que los pronunciamientos tengan fundamentación suficiente y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas en la causa.  La sentencia omite el tratamiento de cuestiones conducentes planteadas por el quejoso, apartándose de la normativa invocada y de la situación fáctica que constituye la base del reclamo, proceder incompatible con las garantías que protege la defensa en juicio, y el debido proceso. Cabe resaltar, que la sentencia que no contiene una apreciación razonada de las constancias del juicio, en armonía con la normativa legal aplicable, posee un fundamento sólo aparente, con sustento en afirmaciones dogmáticas que la descalifica como acto jurisdiccional válido afectando las citadas garantías constitucionales.


    Vizzoti, Carlos Alberto c/ AMSA S.A. s/ Despido


    V. 967, XXXVIII, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Tope indemnizatorio. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. 


    Respecto de la indemnización prevista en el art. 182 de la LCT, tiene dicho la Corte que, si bien la determinación de la admisibilidad del alcance de las peticiones de las partes, y de las cuestiones comprendidas en la litis, remiten al examen de cuestiones extrañas a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para que pueda conocer en un planteo de esa naturaleza cuando la decisión de los tribunales de la causa, traduce un apartamiento de las constancias del expediente, e importa una inadecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso adjetivo consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Los argumentos vertidos en el fallo por la Alzada, tendientes a rechazar los rubros indemnizatorios reclamados, carecen de sustento fáctico y jurídico, incurriendo en afirmaciones dogmáticas sin fundamento alguno.  En relación a la indemnización especial prevista en el art. 16 de la ley 25.561 y Dto 50/02, dicha cuestión ha tenido tratamiento en el fallo de la causa V. 128, L. XXXIX, “Valente, Diego Edgardo c/ Bank Boston N.A. s/ Despido”.  En lo atinente al agravio referido al tope indemnizatorio normado por el artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, reformado por la Ley 24.013 cabe remitirse también a lo resuelto recientemente por esa Corte, en la causa V. 967, L. XXXVIII, "Vizzoti, Carlos Alberto c/ AMSA SA s/ Despido.


    Gil Preli, Alicia M. c/ Banco Bansud S.A.


    G. 1678, XXXIX, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Empleador


    Trabajador. Despido. Empleo no registrado. Suspensión del trabajador. Procedencia del recurso. 


    Las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a derechos que emanan de la relación de trabajo, debatidos ante los tribunales del fuero, no habilitan, por sus extremos de hecho, prueba, derecho procesal y común, la vía extraordinaria, procede, empero, hacer excepción a esa regla cuando la solución a que se arriba no puede ser considerada una aplicación razonada del derecho vigente en relación a las circunstancias comprobadas de la causa.  El Máximo Tribunal establece que la ley consagra la obligación del principal de respetar la personalidad del trabajador, autorizando a aquél a ejercer sus facultades de dirección en forma tal que no le cause un prejuicio material ni moral durante la ejecución del contrato  y que, descartado que la medida objetada pueda provocar daño material al dependiente, debe procederse con parejos alcances a elucidar el punto en su restante perspectiva, o sea la que concierne al agravio moral, de manera tal que el resultado jurídico a lograrse no se desinterese de una concepción íntegra de la persona y de la justa relación que la une a su labor.  En lo que se refiere al segundo agravio relacionado con la existencia de supuestos pagos "en negro", procede decir que la mayoría de la alzada, frente a la disparidad de los testimonios provistos por los testigos de una y otra parte, se inclina por restar valor probatorio a las actuaciones administrativas so pretexto de que nada evidencian en el caso, toda vez que la imputación sindical fue contradicha por la empleadora y en tal trámite no participaron los testigos de la demandada que afirmaron desconocer la existencia de las mismas.


    Kolodij, María Lidia c/ Editorial La Capital y otro s/ Despido


    K. 346, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Empleo no registrado


    Remuneración. Horas extra. Abandono de trabajo. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Asiste razón a la Sala de la Cámara del Trabajo cuando, en oportunidad de conceder el recurso extraordinario, asiente a la razonable procedencia de la alegación de arbitrariedad.


    López, Luciano F. c/ Leregres S.A. y otros s/ Despido


    L. 1228, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Empresa de transporte


    Verificación de créditos. Despido con causa. Culpa grave del trabajador. Argumentos de las partes. Desestimación del recurso. 


    Cabe señalar que la sentencia se cifra en que se probó la participación del chofer en la maniobra dirigida a retener parte de la recaudación diaria de la compañía de transporte, que justifica la pérdida de confianza alegada por la principal, allende la ausencia de un sumario previo y de la promoción de una acción penal.  En el parecer de los magistrados de ambas instancias, puesto que la adulteración del registro de boletos se concretaba en el área informática, sobre las planillas testigo, el trabajador no podía ignorar, por de pronto, la diferencia que le restaba a su favor al exigírsele en la ventanilla de recaudación un monto inferior al efectivamente percibido por la venta de los pasajes. De allí el aserto convictivo expuesto por el juez de grado en orden a la necesaria participación de los choferes en la maniobra, dado que, de otro modo, carecería de explicación el proceder defraudatorio de los "libretistas”, pues no se advertiría la índole del beneficio ni para qué incurrirían en tal irregularidad.  Se suma a lo expuesto, en relación al informe contable, que, contra lo manifestado por la peticionaria, el mismo nada desmiente en torno a la supuesta falta de perjuicio patrimonial irrogado a la accionada por la maniobra pues, sobre el tema, nada le fue consultado al experto, limitándose a informar éste, tras compulsar las planillas pertinentes, el importe de las diferencias por numeraciones irregulares.  En el contexto probatorio a que se viene haciendo referencia, no se advierte demostrado en el desarrollo argumental, la presencia de los severos vicios a que la Corte ha condicionado la procedencia de la doctrina sobre sentencias arbitrarias, la que, vale reiterarlo, no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de condición excepcional en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, desaciertos u omisiones de gravedad extrema o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo como la "sentencia fundada en ley" a que se refiere la Constitución Nacional.


    Línea Expreso Liniers S.A. s/ Concurso preventivo


    L. 679, XXXIX, 09 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Enfermedades inculpables


    Indemnización por enfermedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Corresponde precisar que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48. No obstante, la Corte también tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida. En tales condiciones, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.   Cuando la interpretación del a quo se limita a un análisis parcial y aislado de los diversos elementos de juicio, pero no los integra ni armoniza debidamente en su conjunto, se impone descalificar el pronunciamiento en este aspecto. Máxime cuando la Corte tiene dicho que es lícito extender a los litigios laborales la pauta interpretativa elaborada por ella en materia de previsión social, según la cual debe actuarse con cautela para llegar a la denegatoria de beneficios reconocidos por las leyes en la materia.  En tales condiciones, la decisión de la alzada no constituye una decisión derivada razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que, al afectar las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. Lo dicho no implica abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto, extremo que, por otra parte, es potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la vía del artículo 14 de la ley n° 48.


    López, Ramona C. c/ Compañía General de Fósforos Sud Americana S.A.


    L. 145, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Exclusión de la tutela sindical


    Despido del delegado gremial. Despido con causa. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 3782, L. XXXVIII, “Carballa, Mariela Judith Felicita c/ Banco de la Nación Argentina”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Carballa, Mariela


    B. 4025, XXXVIII, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Incapacidad laboral


    Determinación de la incapacidad. Indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Prescripción. Fundamentación de sentencias. Falta de fundamentación autónoma. 


    Precedente de Fallos: 324:4178. Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien los agravios de la demandada remiten a extremos de hecho, prueba, derecho procesal y común, por regla, extraños a la vía, tal circunstancia no obsta a su consideración cuando, el pronunciamiento de la alzada no se funda según es menester. Lo anterior es así, tanto en lo que se relaciona a la defensa debatida, como a los alcances del recurso de apelación.  Frente al tenor del pronunciamiento del juez de primera instancia, el juicio de la ad quem requería un esfuerzo argumentativo de vigor y detalle superior al desplegado, que diera cuenta, incluso, de la trascendencia otorgada al supuesto "reconocimiento", deslizado en la liquidación administrativa.  De las propias actuaciones emergen los extremos necesarios para resolver la excepción, sin tener que recurrir a una etapa probatoria.  La ad quem, tras acoger los agravios del actor y concluir que el plazo para iniciar la acción no se hallaba perimido, se introdujo en el fondo del asunto. Se pronunció así en modo previo a la sustanciación, en el punto del reclamo, excediendo notoriamente los términos del recurso de apelación e incurriendo en un proceder carente de todo sustento jurisdiccional, que, por lo mismo, corresponde que sea invalidado.


    Ramírez, Ramón c/ Universidad Nacional del Nordeste s/ Demanda laboral


    R. 553, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo


    Ley sobre riesgos del trabajo. Inconstitucionalidad. Argumentos de las partes. Falta de fundamento autónomo. Sentencia arbitraria. Asegurador por riesgos del trabajo. Deber de prevención de la aseguradora de riesgos del trabajo. Relación de causalidad. 


    Remisión al fallo de la causa R. 8. L. XXXVI,  y R. 10, L. XXXVI, "Rivero, Mónica Elvira por sí y en representación de sus hijos menores E., S. y E., N.P. c/ Techo Técnica S.R.L.".


    La cuestión debatida, en lo esencial, ha sido examinada por la Corte en la oportunidad de Fallos 325: 11 "Gorosito" en el que se precisó, con apoyo en un nutrido orden de razones, que el legislador procedió válidamente al instaurar un sistema específico para la reparación de los daños del trabajo, separado del régimen general de responsabilidad por los daños regulados en el Código Civil, sin que resulte admisible una prédica en abstracto por la que se sostenga que el dispositivo impugnado conduce inevitablemente a la concesión de- reparaciones menguadas con menoscabo de derechos de raigambre constitucional.  Las críticas planteadas por los recurrentes no pueden prosperar, porque no alcanzan a demostrar el desacierto de los jueces sobre el punto. Dicho déficit se encarece tan pronto se advierte que, en este caso, a diferencia del precedente de Fallos 325:11, el daño reconocido y el estado del juicio, posibilitan la ponderación concreta de las supuestas ventajas comparativas que se afirma sobre el régimen de la ley n° 24.557 respecto de la ley civil, que por no haberse llegado a substanciar la demanda por incapacidad en el antecedente, no fue factible en esa ocasión; ponderación de la que en este supuesto particular la quejosa reprochablemente se abstuvo de controvertir o demostrar que no perjudicaba la garantía invocada; máxime que en la decisión de la Juez de grado, confirmada por la cámara, se realizó una minuciosa comparación de sistemas que sustentó suficientemente sus conclusiones y los recurrentes no logran descalificar en esta oportunidad.  Las quejosas se abstienen de evidenciar, mediante el correspondiente cotejo de sistemas, la existencia de una relación entre los mismos que sitúe al de la ley n° 24.557 a resguardo de la tacha de discriminación que se endilga, defecto que, por ende, en el marco de la teoría recursiva, torna a su vez inválido el recurso ejercido en esta ocasión, ya que es un presupuesto inexcusable del apelante acreditar de su parte la concreción del gravamen que pretende revertir, desde que los jueces sólo están para dirimir conflictos concretos y no para verter enunciaciones generales y abstractas.   El argumento que sustentan los recurrentes sobre la base de que los jueces han puesto el acento en las prestaciones dinerarias, luce dogmático en la medida que no se demuestra -en los respectivos recursos- qué beneficios de la ley especial, como resultan las prestaciones en especie, la asistencia médica, la provisión farmacéutica y la estimulación de la prevención, se han otorgado concretamente a la víctima y hubiesen resarcido suficientemente el daño materia de reclamo.    Parece necesario resaltar en este caso, la paradójica invocación de la prevención del riesgo por parte de los quejosos -que es entendida por ellos como uno de los puntos esenciales que cualifica al sistema especial de ventajoso para la víctima-, cuando se tuvo por acreditado que no se había logrado tal extremo. En efecto, los jueces, con apoyo en las constancias probatorias de la causa, tuvieron por cierto que el daño se produce por no haberse observado con cuidado las normas de seguridad e higiene en la actividad laboral del establecimiento, con un evidente incumplimiento de "las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo".   En este caso, se verificó el incumplimiento a los artículos: 103, 106 y 107 del decreto reglamentario (n° 351/79) de la Ley de Seguridad e Higiene Industrial (n° 19.587) y no se contaba con instrucciones para la operación de la máquina, aunque si existen carteles de seguridad en la planta. Para el experto, la causa del accidente fue la falta de protección de la prensa cuando se realizan las tareas de enhebrado, que son de carácter manual, pues no hay dispositivos que impidan su accionar. Aclaró que si bien todas las protecciones resultan eficaces, de haber existido una protección eficaz dicho siniestro no se hubiese producido.   Cabe agregar que el legislador cambio el nombre del régimen especial de "Accidentes" y lo sustituyó por el de "Riesgos", precisamente porque trata sobre la prevención de las contingencias peligrosas y la reparación de los daños derivados del trabajo. Es uno de sus principales objetivos manifiestos: "reducir la siniestralidad laboral a través de la prevención de los riesgos". El diseño del ordenamiento jurídico laboral se caracteriza por la típica norma "transaccional"  cuyos dispositivos específicos se mantienen compensados, en la inteligencia de que los intereses contrapuestos hayan cedido, preservando el sistema protectorio del trabajo, que la Constitución Nacional manda a garantizar en todas sus formas. El equilibrio de ese plan se rompe cuando no se cumple una de las principales condiciones diseñadas para que funcione con criterio de razonabilidad, como es la prevención de los riesgos para garantizar el principio de indemnidad del trabajador. En tales circunstancias, admitir que el empleador se amparare en la eximente de responsabilidad civil del art.39, inciso 1 del régimen especial, cuando no cumplió con las cargas que le habían sido impuestas legalmente, como contrapartida de ese beneficio, convalidaría un ejercicio abusivo de los derechos.   El principal, se apartó de los fines que tuvo la ley, en cuanto no cumplió con las condiciones que le exige el legislador, al no realizar las técnicas preventivas necesarias que pudieran evitar el infortunio que provocó el daño al trabajador, como los reclamados en el presente caso. En ese contexto, tal incumplimiento no resulta una mera informalidad, sino una conducta ilícita que el ordenamiento jurídico no puede tolerar sin menoscabar los derechos fundamentales que aseguran al trabajador "condiciones dignas y equitativas de labor" y que su reparación ante el daño psicofísico, ineludiblemente, debe tener "carácter de integral e irrenunciable" (art.14 bis de la C.N.). La reglamentación del ejercicio de estos derechos, en las condiciones descriptas, no puede ofrecer obstáculos al principio protectorio que los inspira. Con tales presupuestos, el mantenimiento del inciso 1°, del art.39 citado, que garantiza un principio de indemnidad a ser traída juicio, como sostiene la empresa, lesiona el principio de alterum nom laedere que tiene raíz constitucional (art. 19 de la C.N.) y ofende el sentido de justicia de la sociedad, cuya vigencia debe ser afianzada por el tribunal, dentro del marco de sus atribuciones y en consonancia con lo consagrado en el Preámbulo de la Carta Magna.   La Ley de Riesgos del Trabajo brinda a los trabajadores que han sufrido un daño igual tratamiento, sea que las consecuencias del siniestro deriven del riesgo de la cosa o de la actitud negligente o culposa del empleador que hubiera podido evitar el daño y no lo ha hecho. Es irrazonable y discriminatorio, que ante un supuesto de responsabilidad subjetiva se deje de lado el principio de reparación integral, cuyas limitaciones podrá en todo caso establecer la ley sobre la base de otras circunstancias y siempre asegurando que aquéllas no afecten el derecho de igualdad y no discriminación consagrados en el art. 16 de la C.N..  La igualdad de situaciones queda alterada por el acto ilícito culpable y por la permanencia del trabajador dependiente en peor posición que cualquier víctima que no lo fuese. Razón por la cual, la distinción que en origen y en abstracto estaba justificada, devino en el caso discriminatoria por no resultar proporcional y razonable el tratamiento diferente.   La Corte tiene resuelto que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal y constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que; más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.  Respecto al agravio con fundamento en que no se habría explicado la relación de causalidad. En el caso no se desconoce que exista un proceso causal previo que desencadena el daño, la cuestión relevante está en la atribución de responsabilidad al omitente (ART) porque el ordenamiento le exige, mediante medidas adecuadas, su interposición oportuna para conjurar el riesgo. La falta de su intervención idónea y adecuada de conformidad con las normas exigibles para el caso, tiene virtualidad suficiente para considerar que hay relación causal. Si bien es cierto que la actitud negativa de la ART no causó directamente el daño, no es menos cierto que la acción positiva esperada y jurídicamente exigible habría evitado o disminuido ese daño. Es indudable que la labor exigida a las ART se determina con el cumplimiento de obligaciones calificadas de "medio". Pero soslaya que el reproche es porque no puso en práctica el "medio" que normalmente conduce a la obtención del efecto perseguido.  La función asignada a las ART por la ley no puede ser entendida como un mero formulismo, que se agote en completar casilleros de un protocolo, como se pretende infructuosamente al remitirse a las constancias instrumentales que no demuestran qué labores preventiva eficientes se realizó con el objeto de reducir el riesgo en la máquina que produjo el daño. Extremo exigible para impedir la frustración de los fines para los que estuvo diseñado el sistema, como modelo activo que apunta más allá del cumplimiento de las formas; pues deben existir tareas concretas y demostrativas de que se hizo todo lo técnicamente posible y conducente para intentar evitar una situación de riesgo como la que produjo el hecho dañoso.


    Ponce, Ricardo Daniel c/ Ferrosider S.A. y otro


    P. 673, XXXVII, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por clientela


    Viajantes de comercio. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 967, L. XXXVIII, "Vizzoti, Cartas A. c/ Amsa S.A. despido".


    Yannaduoni, Felipe c/ Computer Associates de Argentina s/ Despido


    Y. 28, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido


    Indemnización reducida. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. despido”.


    Cora, Néstor O. c/ América TV S.A. s/ Despido


    C. 2974, XXXIX, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Personal jerárquico. Indemnización reducida. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. despido”.


    Granados, Omar Miguel c/ Quimica Estrella S.A. tope Artículo 245 LCT


    G. 1803, XXXIX, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Base indemnizatoria del despido. Cuestión federal. Actualización monetaria. Cómputo de intereses. Obligación alimentaria. Presentación extemporánea. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. Despido”. Remisión al dictamen de la causa C. 2120, L. XXXIX, “Carcamo Leal, Jorge c/ Russo, N.”.


    La jurisprudencia de la Corte sostiene que el extremo de que el fallo definitivo haya examinado y resuelto la cuestión federal articulada, remedia el posible defecto de la falta de temporaneidad de su planteo en la controversia.   En lo pertinente a la insuficiencia manifiesta de los términos del planteo, tampoco practicó la quejosa cálculo alguno tendiente a probar la existencia concreta del gravamen, amén de que se abstuvo de poner a la luz el error en que habría incurrido la alzada en esta materia. Ello es así, no sólo en referencia a la actualización de la deuda en sí misma resuelta por la ad quem sino, incluso, a los intereses pautados en orden a la apropiada conservación del significado económico del crédito alimentario del reclamante.  La ausencia de una demostración, ha dicho la Corte, en el sentido de que en el caso concreto se suscita el gravamen invocado, convierte en abstracto cualquier pronunciamiento sobre su constitucionalidad, desde que, con arreglo a la teoría recursiva, los jueces están para dirimir conflictos concretos y no para verter enunciados generales y abstractos; y, menos, para suplir los defectos de fundamentación imputables solamente a la conducta discrecional de las partes.


    Lanzillotta, Pedro Dante c/ Roux OCEFA S.A. s/ Despido


    L. 295, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización reducida. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. despido”.


    Silva, Gilberto c/ Pirelli Cables S.A. s/ Diferencia de salarios


    S. 1125, XXXIX, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa  V. 967, L. XXXVIII, "Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. despido".


    Selucci, Juan c/ Gomer S.A. s/ Despido


    S. 1333, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos A. c/ AMSA S.A. despido".


    Croizet, Pedro F. c/ Danone Argentina S.A. y otro s/ Despido


    C. 2489, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. despido".


    Sabio, Jorge Horacio y otros c/ San Sebastián S.A. s/ Despido


    S. 2137, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Interpretación del convenio colectivo


    Distribución de energía eléctrica. Cláusulas obligacionales. Defectos en la fundamentación normativa. Actos a título gratuito. 


    Es preciso recordar que “...la primera fuente de exégesis de la leyes su letra y que cuando ésta no exige esfuerzos de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma”.  En tal sentido, cabe destacar que la convención colectiva de trabajo nro. 36/75, establece que “Cada entidad tomará a su cargo el importe total de la tarifa ordinaria facturada a los trabajadores amparados por este Convenio en el consumo del fluido eléctrico para uso doméstico, siempre que el suministro se efectúe a nombre del trabajador, hasta la cantidad de 200 kwh mensuales. Sobre el consumo que excede al indicado precedentemente, la entidad tomará a su cargo el 75% de 10 facturado sobre la tarifa gratuita”.  La sentencia apelada carece de apoyo normativo cuando sostiene que el servicio de electricidad brindado por la empresa a sus empleados en el marco del convenio colectivo constituye una dación en pago. Ello es así, por cuanto la propia letra de la convención indica, de manera expresa, el carácter gratuito de tal suministro.


    Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe (TF 14663-I) c/ Direccion General Impositiva


    E. 627, XXXVIII, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Arrieta, Antonio c/ Mitrovich, Ernesto s/ Despido


    COMP. 1453, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Multa laboral


    Derecho de propiedad. Debido proceso. Error judicial. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. 


    Ley 25.345.


    La remisión dispuesta en el artículo 11, inciso b) de la Ley Nacional de Empleo, solamente resultaría exigible para la indemnización reclamada en el marco del artículo 8° de dicha normativa, pero no hace a la procedencia de la multa establecida en el artículo 15° del mencionado cuerpo legal, ya que ésta no se encuentra comprendida en la enumeración introducida por el artículo 47 de la ley 25.345, que solamente alcanza a las multas previstas en los articulas 8°, 9° y 10° de la ley 24.013, pero en modo alguno obsta a la duplicación a que alude el mencionado artículo 15°, siempre y cuando se hubiere cursado la intimación dirigida al empleador, de manera plenamente justificada.  Tratándose de una interpretación francamente errónea de las constancias, originada en un “Iapsus” involuntario, bien podría estimarse, que se haya dictado una sentencia arbitraria en los términos de la conocida jurisprudencia de la Corte sobre el punto, afectándose gravemente no sólo el derecho de propiedad consagrado por el artículo 17° de la Constitución Nacional, sino también la garantía del debido proceso.


    Di Mauro, José Santo c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. E.L. y otro s/ Despido


    D. 233, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Pérdida de la estabilidad laboral


    Delegado gremial. Salarios caídos. Gratificaciones. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien no se desconoce que el problema debatido, conforme a jurisprudencia de la Corte, remite al examen de aspectos de hecho y derecho público local y procesal; los extremos involucrados en el asunto toman falta del debido sustento la referencia del Superior Tribunal a una presunta discrepancia en torno a los extremos probatorios, por lo que procede, igualmente, que se reexamine la admisibilidad del agravio.


    Díaz, Roberto c/ Massalin Particulares


    D. 106, XL, 09 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Personal militar


    Haber de retiro. Servicios extraordinarios. Remuneración. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A.2351, L. XXXVII, "Aranda Elena Ramona y otros c/ Caja de Retiros y Jubilaciones de la PFA".


    Argüello, Ramón Omar y otros c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina


    A. 2511, XXXVIII, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Vivienda. Remuneración. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 2351, L. XXXVII, "Aranda Elena Ramona y otros c/ Caja de Retiros y Jubilaciones de la PFA" y M. 2364, L. XXXVIII, “Midon O.L. c/ Caja de Retiros y Jubilaciones de la PFA”.


    Con respecto al rubro Vivienda, la Corte sostuvo que, para que un suplemento de esas características sea incluido en el concepto de sueldo y, por lo tanto, deba ser tomado en cuenta para calcular el haber jubilatorio, se requiere, en principio, que la norma de creación lo haya otorgado a todo el personal en actividad, lo que evidencia que no es necesario cumplir con ninguna circunstancia específica para su otorgamiento, pues se accede a ella por la sola condición de pertenecer a la institución; y en el caso en que de la norma no surja su carácter general, en la medida que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados lo percibe y que importe una ruptura de la razonable proporcionalidad que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro.


    Castañeda, Mario Osvaldo y otros c/ Caja de retiros, jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina


    C. 3555, XXXVIII, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Vivienda. Remuneración. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A.2351, L. XXXVII, "Aranda Elena Ramona y otros c/ Caja de Retiros y Jubilaciones de la PFA".


    Visintín, Marta Beatriz y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina


    V. 1207, XXXIII, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización. accidente en acto de servicio. Incapacidad laboral. 


    Esta cuestión es substancialmente análoga a la que esta Procuración tuvo oportunidad de examinar en el dictamen E. 352, L. XXXIX, “Eberle Patterson, Marcos M. A. c/ E.N. – Ministerio de Defensa s/ Daños y perjuicios”.


    Hunter, Cristian Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Accidente en el ámbito militar y Fuerzas de Seguridad


    H. 352, XL, 16 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Diferencias salariales. 


    Personal de maestranza. Naturaleza de las tareas.


    La Corte ha manifestado que, si bien la interpretación de las sentencias de la Corte configura cuestión federal bastante para sustentar el remedio extraordinario, ello sólo es exacto en los supuestos en que se desconozca, en lo esencial, lo decidido en el anterior pronunciamiento del Tribunal recaído en la misma causa  o se consagre un inequívoco apartamiento de lo resuelto precedentemente.   Procede recordar que, por principio, las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a derechos que emanan de la relación de trabajo, debatidos ante los tribunales del fuero, no habilitan, por sus extremos de hecho, prueba, derecho procesal y común, la vía de excepción. También que, por regla, la doctrina sobre sentencias arbitrarias,  no tiene por objeto hacer de la Corte un tribunal de tercera instancia ordinaria, ni corregir fallos que se reputen errados, sino que tiende a cubrir supuestos de carácter excepcional, en que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total falta de sustento normativo, impiden considerarlos la "sentencia fundada en ley" a que se refieren los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Carrizo, Víctor Eduardo y otros c/ Emsel S.A. y otro


    C. 3566, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Despido. Comunicación del despido. Invariabilidad de la causa. Notificación. Validez de la notificación. Sentencia. Falta de fundamentación autónoma. 


    Si bien, en principio, la interpretación y aplicación de disposiciones de derecho común no da lugar a una cuestión federal que justifique la intervención de la Corte Suprema por la vía del artículo 14 de la Ley n° 48, corresponde hacer excepción a esa regla cuando, la solución a que se arriba no puede ser considerada una aplicación razonada del derecho vigente en relación a las circunstancias probadas de la causa.  La Corte ha sostenido que la obligación de notificar las causas del despido y no poder modificar éstas en juicio, responde al objeto de dar al dependiente la posibilidad de estructurar en forma adecuada la defensa, pues se trata del basamento para que los preceptos contenidos en el artículo 18 de la Constitución Nacional puedan hallar plena vigencia en la solución del conflicto a desarrollarse. Empero, el detalle de esa información sobre las causas no puede importar un formulismo taxativo, ya que de interpretarse de tal modo la norma inferior, se arribaría al extremo no deseado de cercenar el debate jurisdiccional, con la consiguiente lesión de los preceptos constitucionales invocados.  En el sub lite de manera casi inmediata, luego de cursar el primer telegrama, la principal suministró precisiones, mediante una carta documento, en torno a la conducta imputada al dependiente. Las mismas, se verificaron, además, con antelación suficiente al inicio del reclamo por el pretensor, por ello no pueden entenderse en oposición a la garantía consagrada en el artículo 18 de la ley Fundamental ni, menos aún, a las disposiciones del artículo 63 de la ley de Contrato de Trabajo.


    Robles, Daniel c/ Asociación Mutualista de Empleados del Banco de la Provincia de Buenos Aires


    R. 1945, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Salarios adeudados. Indemnización. Relación de dependencia. Desconocimiento de la relación laboral. Locación de servicios profesionales. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Procede señalar que el juez de primera instancia, en una fundada sentencia, entendió que el peticionario fracasó en su empaño por evidenciar que la relación habida con el PAMI, configuró una relación de trabajo. A partir de tal premisa, consideró que, más allá de cuales fueren los alcances conferidos a los contratos ulteriormente suscriptos entre las partes, lo cierto es que no se pudo mutar la naturaleza originaria de la vinculación, ni menos aún, convertir el convenio suscripto entre las co-demandadas en una cesión de personal.   Se añade a lo expresa, por lo demás –situados en el contexto de una doctrina como la arbitrariedad, de procedencia sumamente excepcional- que, haciendo hincapié en la “ajenidad del riesgo” inherente al actor, la ad quem confirmó la sentencia de primera instancia “…en todas sus partes”.   Frente a ello, la crítica de la recurrente, tanto en lo que se refiere al abordaje “escindido” o sucesivo conferido al asunto en las instancias ordinarias, como al vínculo jurídico en sí, se revela en extremo insuficiente, en tanto que no excede de la mera discrepancia con lo resuelto.   Y es que a diferencia del antecedente examinado en G. 1531, L. XXXVIII, “González, D’annuzio, Albino Vicente c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Pensionados y Jubilados”, -en el que se le objetó a la sentenciadora, amén de la ausencia de consideración de extremos puntuales, un tratamiento genérico del asunto, desligado de la ponderación concreta del supuesto de hecho- la a quo situada aquí en el contexto de Fallos: 323:2314, cifró su resolución, entre otros ítems, en la asunción por el pretensor de los gastos del consultorio, en la posibilidad de designar, transitoriamente, a un reemplazante; en la ajenidad del riesgo determinado por el sistema de retribución; en la constitución de un fondo específico de índole negocial para afrontar contingencias de salud, etc., extraído todo lo anterior, de una interpretación de los extremos de la causa que el presentante no ha evidenciado absurda.


    Talotti, Ángel Alberto c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otro


    T. 248, XXXII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de apelación


    Indemnización. Accidentes de trabajo. Riesgos del trabajo. Tribunal colegiado. 


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    No resulta razonable la declaración de incompetencia de aquellos magistrados fundada en el marco de los preceptos contenidos en el artículo 354, inc. 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuando se trata de un conflicto propuesto por un juez en los términos del decreto-ley 1285/58 y no de una resolución judicial que hubiera resuelto una excepción previa deducida por las partes.


    Fernández, Juan Carlos c/ Responsabilidad Patronal A.R.T. S.A. s/ Recurso de apelación


    COMP. 2013, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Despido sin causa. Salarios adeudados. Indemnización por despido. Estados extranjeros. Recursos. Falta de idoneidad. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Antecedente de Fallos: 317:1880. Ley 24.488.


    A partir del antecedente del fallo de la referencia, y, del dictado de la Ley n° 24.488, los estados extranjeros son inmunes a la jurisdicción de los tribunales argentinos, con excepción de las demandas por cuestiones laborales iniciadas por nacionales argentinos residentes en el país, nacidas de contratos celebrados en la República Argentina o en el exterior, que causaren efectos en el territorio nacional.  Tiene dicho la Corte que, la apelación federal no resulta mejorable con posterioridad. De ello resulta, esencialmente, la notificación por ministerio de la ley de la Embajada requerida a partir de su incomparencia y la validez de las comunicaciones que le permitieron conocer concretamente de los actos procesales de que se trata.  Asimismo la Corte estimó prematuro el tratamiento del tema en los casos en que no se tornó explicito un propósito cautelar o ejecutorio, ni se emprendieron actos de dicha índole en oposición al artículo 22, punto 3, de la Convención de Viena de 1961 sobre Relaciones Diplomáticas. La citada norma establece que los locales de la misión, su mobiliario y demás bienes situados en ellos y los medios de transporte de la misma, no podrán ser objeto de ningún registro, requisa, embargo o medida de ejecución.  Aun cuando no se ha dispuesto un acto cautelar o precautorio, ni de ejecución forzada sobre el patrimonio del deudor, debe estarse a lo resuelto en orden al carácter prematuro o meramente conjetural del gravamen, máxime cuando la Corte ha señalado que las astreintes son esencialmente provisionales.


    Torres, Norma c/ Embajada del Reino de Arabia Saudita


    T. 674, XXXVIII, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 349, L. XL, “Paccetti, Daniel Fernando c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad”.


    González, Eduardo Solano c/ DUVI S.A.


    G. 390, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Vista del procurador


    Sistema previsional. Régimen jubilatorio provincial. Instrucciones de la DGI. Acuerdo de partes. 


    El accionar de la Dirección General impositiva fue negativo. Ello es así, pues tal conducta no condice con el comportamiento que corresponde esperar de una de las partes que terminaba de ajustar un acuerdo destinado a optimizar el régimen jubilatorio existente que como nueva directora del sistema, debió proveer que como él implicaba difíciles acomodamientos, no sólo por las dudas que pudieran surgir del contenido de sus cláusulas, sino, también, por las diferencias entre la economía de las normas locales y las que pasaron a regularlo, tal circunstancia le imponía arbitrar los medios destinados a informar a la otra las nuevas exigencias por cumplir, es decir, ejercer una función preventiva y no esperar para hacerlo que incurriese en supuestos incumplimientos y tener, en definitiva, que sancionarla, y, aún más, multarla.  Si el Tribunal compartiera la solución relativa a cuál fue la fecha de vigencia del convenio y la opinión respecto a cómo el comportamiento poco participativo del organismo nacional condicionó el obrar de las autoridades locales, en razón que tales hechos varían sustancialmente los términos en que quedó trabada la litis y las diferencias subsistentes, por su escasa entidad, puedan hallar eficaz solución mediante acuerdo entre las partes.


    San Juan, Provincia de c/ Dirección General Impositiva s/ Inconstitucionalidad


    S. 279, XXXV, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Voto de los jueces


    Interpretación de sentencias. Despido indirecto. Sueldo anual complementario. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    Si bien lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia es materia ajena al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, lo que invalida el pronunciamiento.  Las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como un producto de un intercambio racional de ideas entre ellos.  Toda sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. No es sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances del pronunciamiento: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión.


    Barrera, Genaro B. c/ Salvador Agliano y José Ritorno s/ Laboral


    B. 688, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Contienda negativa de competencia


    Supresión del estado civil. Falsificación de instrumento público. Partida de nacimiento. Competencia provincial. Falsedad ideológica. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el delito de supresión de estado civil, contemplado en el artículo 139, inciso 2°, del Código Penal -que concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento que da cuenta de una relación parental inexistente- es distinguible de aquel otro que se comete al lograrse la expedición de documentos falsos destinados a acreditar la identidad de las personas.  En consonancia con estos principios, y dado el carácter provincial del Registro de la Personas en el que se realizó el reconocimiento y se rectificó la partida, corresponde declarar la competencia del juzgado local para seguir investigando los delitos de supresión del estado civil y de falsificación del certificado de nacimiento.  En lo atinente a la falsedad ideológica del documento nacional de identidad, toda vez que el magistrado federal no cuestiona su competencia para conocer en este hecho, le corresponde asumir su jurisdicción y resolver de acuerdo a los elementos que vaya incorporando al proceso.


    A., C. G. y otra s/ Supresión de estado civil y de identidad y falsificación de documento


    COMP. 671, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 2124, L. XXXIX, "Cataldi, Isabel s/ Denuncia".


    V., Yolanda s/ Infracción Artículo 174, inciso 5 del Código Penal


    COMP. 1017, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si resultare de las constancias del expediente que lo relativo a la tenencia y al régimen de visitas de los menores tramitó ante la justicia de determinado lugar, donde además las partes hubieran celebrado un convenio y acordardo el retiro y la entrega de los menores, ése es el lugar donde el imputado habría impedido el contacto.


    F. L., A. s/ Ley 24.270


    COMP. 1083, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Desobediencia a un funcionario público. Competencia provincial. 


    Debe atribuirse la competencia a la justicia provincial por el delito de desobediencia, cuando la orden incumplida es emitida por un juez local.


    F., Miguel Ángel s/ Denuncia


    COMP. 1074, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Afectación al servicio público. Competencia ordinaria. 


    La jurisdicción federal está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa o efectivamente a la Nación. Para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, debe producirse la efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole.


    G., Eusebio s/ Denuncia


    COMP. 892, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    



    Desechos peligrosos. Límites interjurisdiccionales. Competencia federal. 


    Cuando el objeto de la causa es determinar si los efluentes provenientes de una fábrica contienen sustancias que puedan considerarse "residuos peligrosos", en los términos del anexo II de la ley 24.051, y si ellos podrían afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados, y esta cuestión no puede descartarse, corresponde conocer a la justicia federal.


    G., Horacio s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 1105, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Fraude a la administración pública. Renta pública. Sentencia no firme. Competencia provincial. 


    Las cuestiones en que se resuelven conflictos de competencia, no constituyen, prima facie, sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, a menos que la sentencia en crisis haya privado al agraviado del acceso al fuero federal.  La existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica. Aún en el supuesto de comprobarse que en las maniobras investigadas hubieren participado funcionarios nacionales, corresponde a la justicia provincial entender en la causa donde se investiga el delito de fraude en perjuicio de la administración pública, aunque los imputados hayan evadido los controles de aquéllos y, en consecuencia, obstruido el buen servicio del organismo nacional, pues no puede confundirse la acción típica dirigida a corromper el buen servicio de los funcionarios de control, con aquélla que, dirigida objetivamente a damnificar las rentas provinciales, incumple para ello disposiciones nacionales de carácter administrativo.


    T., Juan José y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    T. 693, XXXIX, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación


    Estafa procesal. Cambio de calificación legal. Principio de congruencia. Defensa en juicio. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    La cuestión aquí en debate queda circunscrita a responder si estamos ante un mero cambio de calificación sin incidencia en hechos que permanecen incólumes, o, por el contrario, y  puesto que cada tipo penal en juego – el de desbaratamiento de derechos acordados y el de la estafa procesal - describe, y por tanto exige, conductas diversas, al variar la norma, se afectó el sustrato fáctico de la imputación.   Si aceptamos que en este caso los actos de relevancia causídica que configuran el ardid son los mismos de los que se postuló su entidad desbaratadora, una cosa es que los haya producido con la intención de engañar al juez, y otra muy distinta, con la de tornar litigiosa o incierta la garantía hipotecaria otorgada sobre un bien. Y esta diferencia teleológica, modifica necesariamente la significación jurídico penal de la acción, puesto que todo acto humano, para ser hecho punible, sebe ser considerado también en su faz subjetiva. Al ser ambos aspectos, el objetivo y el valorativo, inseparables en una conducta típica, cualquier cambio significativo de uno de ellos arrastra al otro, distorsionando así la naturaleza de la imputación.   Y si reducimos la sentencia penal a un silogismo, y tenemos que la premisa mayor es la norma, la menor, el hecho, y la conclusión, la decisión del juez, vemos que  el mismo aspecto fáctico se repite en ambas proposiciones: en la mayor de modo abstracto, general, formal, pura definición; en la menor, de manera concreta, circunstanciada, propia. Es decir, en ambas se encuentra la descripción del hecho, en un caso, como paradigma ideal; en el otro, como acontecer natural ya sucedido.  Al variarse una de las proposiciones, ya no es posible mantener la identidad del argumento, y esta variación, cuando es relevante en los términos fácticos, implica una afectación del principio de congruencia.   Toda vez que un cambio normativo exige, para mantener la identidad del razonamiento, un cambio de la premisa menor, si no se lo hace estamos ante un error evidente, sea porque la conducta no es la que se venía juzgando, sea porque, de mantenerse ésta, la calificación legal no se le corresponde. Ambos defectos implican una decisión arbitraria, según los parámetros del Tribunal, que debe ser corregida.   En cuanto si en esta causa se pudo haber menoscabado la defensa en juicio de los imputados, a diferencia del desbaratamiento de derechos acordados, la estafa procesal exige un ardid de naturaleza específica, una maniobra dirigida a engañar al juez quien, víctima del error, dicta resoluciones que deparan un perjuicio económico a la parte damnificada. En consecuencia, si éste es el delito imputado, muy distintas serán las defensas oponibles; por ejemplo, se debatirá sobre la existencia e idoneidad del ardid, las herramientas procesales del juez para desbaratarlo, la acción o inacción de la contraparte para contrarrestar su efecto; y también se discutirá sobre la relación causal entre el engaño y el error del juez, así como entre este vicio del conocimiento y la resolución que se dicte. Los imputados  en este proceso fueron privados de todas estas alegaciones, tal como lo asevera la recurrente, y no pudieron desarrollar en concreto, durante la sustanciación del juicio, el que sería su principal argumento de descargo: lejos de obrar por error, los magistrados, supuestas víctima del ardid, desarmaron una por una las estrategias procesales, por cierto abusivas, de los imputados.   En conclusión, nos encontramos en este caso ante una hipótesis muy concreta de variación relevante del supuesto fáctico, es decir, los hechos en abstracto descriptos por la proposición normativa.   La Corte en lo que respecta al principio de congruencia, sostiene que, cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva efectúan los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que el que fue objeto de imputación y debate en el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre la cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva.   La fórmula de la Corte es que si bien en orden a la justicia represiva, el deber de los magistrados, cualesquiera que fueren las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificación que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que jueguen con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, ese deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio.   En una aplicación amplia del principio de congruencia, la Corte sostuvo que el cambio de calificación adoptado por el tribunal será conforme al artículo 18 de la Constitución Nacional, a condición de que dicho cambio no haya, desbaratado la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole, "formular sus descargos".  Esta situación de restricción defensiva concurre justamente en este caso en que el cambio operado en la subsunción legal afectó las garantías judiciales de los acusados, tanto por un defecto del conocimiento cabal de la imputación, como por una afectación a su estrategia defensiva.


    S., Jorge y otros por Defraudación


    S. 1798, XXXIX, 01 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Excarcelación


    Homicidio calificado. Violación. Caución real. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. 


    La decisión que, si bien concede el beneficio liberatorio solicitado, podría obstarlo en razón de la alegada imposibilidad de integrar la caución real establecida, debe asimilarse a aquellos supuestos con los que la Corte ha entendido que son equiparables a sentencia definitiva las resoluciones que restringen la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, ya que podrían ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior al afectar un derecho que exige tutela inmediata.


    F., C. C. s/ Homicidio y violación - causa 54.683 -


    F. 1077, XXXIX, 23 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Extradición


    Pedido de extradición. Oposición a la extradición. 


    El fin del artículo 50 de la ley 24767 (y las normas coincidentes que contienen los tratados de extradición) es evitar la extensión inmotivada de la detención (o del sometimiento a proceso) del extraditable sin que el Estado requirente exprese en forma fehaciente su interés por el extrañamiento. Es por ello que resulta inadecuado plantear como causal para el rechazo de la extradición su introducción tardía una vez que los recaudos formales de extradición han arribado. De allí también que el vencimiento de ese plazo no puede fundar una inmunidad contra todo arresto ulterior por la misma causa y ni siquiera la libertad dispuesta en esas condiciones garantiza evitar un nuevo arresto si se presenta otra solicitud formal de extradición por el mismo hecho; pues lo único que proscriben algunos tratados es un nuevo pedido de detención provisoria que no esté acompañado o precedido del requerimiento formal de extradición.


    K., Reich s/ Extradición


    K. 190, XXXIX, 24 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Extradición pasiva


    Debate. Debido proceso. Defensa en juicio. 


    Sl bien en los casos de extradición el proceso judicial no va enderezado a determinar la inocencia o culpabilidad de la persona reclamada, no cabe prescindir del carácter contencioso del debate, fruto de la contraposición de intereses que subyacen, ya que pugnan, por un lado, el interés del Estado Nacional de dar satisfacción al requerimiento de la potencia reclamante y por el otro, el del sujeto requerido a que tal solicitud sea rehusada.   En este sentido, debe existir un procedimiento en el cual se conjuguen al mismo tiempo el interés del Estado requirente, el del justiciable cuya extradición se requiere y el de los estados requerido y requirente en el respeto estricto del convenio que los vincula.  Cabe recordar asimismo que es necesario un procedimiento en el cual se le asegure al justiciable cuya extradición se requiere un proceso en el que pueda oponer las defensas que tuviere en cuanto a la procedencia del requerimiento.


    D´A., Rodolfo Daniel s/ Extradición


    D. 394, XXXIX, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Farmacias


    Adulteración de medicamentos. Muerte. Extinción de la acción penal. Multa penal. Responsabilidad solidaria. Aplicación personal de la ley penal. 


    La Corte dice en torno a las multas de naturaleza penal y su extinción por fallecimiento del imputado: "Que según jurisprudencia de esta Corte Suprema la multa establecida por el art. 18 de la ley 11.683 aplicada en el presente caso no tiene carácter reparador sino penal porque ha sido establecida en la ley para prevenir y evitar la violación de sus disposiciones y no para reparar el daño”.  El Código Penal dispone que "la acción penal se extinguirá por la muerte del imputado".  Respecto a la posibilidad de reclamar la totalidad de la multa a cualquiera de los presuntos infractores, la Procuración tuvo oportunidad de señalar en el dictamen de la causa D. 1139, L. XXXVIII, "D. N. SRL y P., Liliana s/ Inf. Ley 16.463", que "el art. 3° de la ley 16.463 dispone que "los productos comprendidos en la presente ley deberán reunir las condiciones establecidas en la farmacopea argentina y, en caso de no figurar en ella, las que surge de los patrones internacionales y de los textos de reconocido valor científico. El titular de la autorización y el director técnico del establecimiento, serán personal y solidariamente responsables de la pureza y legitimidad de los productos”.  Tal responsabilidad, se corresponde con la imputación administrativo sancionatoria y no con la de reparación del Derecho Privado y este es el marco desde el que cabe realizar la interpretación de dicho artículo, sin perder de vista que el sistema de responsabilidad bajo examen se erige sobre la idea de causalidad.  Abonan esta postura los dos términos que, en el texto del artículo, califican a la responsabilidad personal y solidariamente.  En efecto, es personal la responsabilidad por el hecho ilícito o irregular así como personal es, también, la graduación de la condigna sanción. La Corte ha dicho sobre el tema, que las multas penales son, precisamente por su carácter, sanciones de aplicación personal.


    Bor - Bon (Sucesión de Roberto Bonardi) y otra s/ Infracción Ley 16.463


    B. 643, XXXIX, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Multa penal. Responsabilidad solidaria. Aplicación personal de la ley penal. 


    El art. 3° de la ley 16.463 dispone que "Los productos comprendidos en la presente ley deberán reunir las condiciones establecidas en la farmacopea argentina y, en caso de no figurar en ella, las que surgen de los patrones internacionales y de los textos de reconocido valor científico. El titular de la autorización y el director técnico del establecimiento, serán personal y solidariamente responsables de la pureza y legitimidad de los productos.  Su lectura permite apreciar que no establece sanciones sino que individualiza a responsables: el titular de la autorización y el director técnico.  Tal responsabilidad, en mi opinión, se corresponde con la imputación administrativo sancionatoria y no con la de reparación del Derecho Privado y este es el marco desde el que cabe realizar la interpretación de dicho artículo, sin perder de vista que el sistema de responsabilidad bajo examen se erige sobre la idea de causalidad. Abonan esta postura los dos términos que, en el texto del artículo, califican a la responsabilidad: "personal" y "solidariamente".  En efecto, es "personal" la responsabilidad por el hecho ilícito o irregular así como "personal" es, también, la graduación de la condigna sanción. La Corte ha dicho sobre el tema, que las multas penales son, precisamente por su carácter, sanciones de aplicación personal.  En esta inteligencia, pienso que la expresión "solidariamente" está señalando una corresponsabilidad en tomo al hecho irregular o ilícito, una extensión de la imputación administrativo sancionatoria a ambas personas individualizadas en la ley, para quien sólo implica la posibilidad de que cualquiera de los dos deban responder por la totalidad del importe de una única multa.


    D. N. S.R.L. y P., Liliana s/ Infracción Ley 16.463


    D. 1139, XXXVIII, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública


    Falsificación de instrumento público. Prescripción. Interrupción de la prescripción. Defectos en la fundamentación normativa. Sentencia arbitraria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1271, L. XXXIX, "Carrara, Oscar s/ Infracción art. 292 y 296 del C.P.”


    Si el sentenciante admite la existencia de actos interruptores de la prescripción de la acción pero, sin embargo al mismo tiempo afirma la operatividad de la prescripción al considerar que la causa ha arribado a su límite máximo de trámite, cabe concluir que este razonamiento es incongruente y contradictorio pues implica dejar en letra muerta lo dispuesto por el artículo 67 del código sustantivo, que se refiere a la interrupción del curso de la prescripción por la presencia de actos procesales interruptores, denominados "secuela de juicio". Máxime si ni siquiera se menciona cuáles son los actos que genéricamente admite, ni se explica por qué deben descartarse. De este modo, el pronunciamiento es arbitrario.  También es dogmático el pronunciamiento que se presenta como resultado de la sola voluntad de los jueces, sin que sus argumentos encuentren asidero en las circunstancias concretas y particulares de la causa. Ello es así si el a quo omite describir acabada y detalladamente las circunstancias fácticas que concurren y que conforman las razones que lo llevan a emitir el juicio de razonabilidad en la duración de la causa, y que no se satisface con la sola mención en cifras del tiempo de trámite.


    P., V. s/ Infracción Artículos 174 y 292 del Código Penal


    P. 1011, XL, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Hábeas Corpus colectivo


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Personas privadas de la libertad. Superpoblación carcelaria. Gravedad institucional. Idoneidad de la acción. Decisiones contradictorias. Legitimación activa. Representación colectiva. Competencia del tribunal de casación. 


    Le asiste la razón al recurrente cuando afirma que, por la índole de las cuestiones debatidas, el Centro de Estudios Legales y Sociales se halla legitimado activamente para accionar en forma colectiva en representación de las personas detenidas en comisarías de la provincia de Buenos Aires, de conformidad con lo prescripto por el párrafo segundo del artículo 43 de la Constitución Nacional. Cabe reconocer a la actora legitimación para representar a los individuos de un colectivo, pero ordenar que el ejercicio de esa representación tenga lugar de manera individual y separada ante cada uno de los jueces a cuya disposición se hallan detenidos, equivale a desvirtuar la previsión constitucional de una acción grupal o colectiva como medio más idóneo para la solución de la controversia en el caso de los derechos de incidencia colectiva.  En atención a la situación denunciada -cuyas características y gravedad tanto el Tribunal de Casación como el propio a quo reconocen-, el ejercicio de acciones individuales en procesos separados podría incluso perjudicar a los miembros del colectivo. En cuanto la pretensión de que sea el Tribunal de Casación provincial el órgano jurisdiccional que conozca en forma originaria la acción de habeas corpus colectiva, se observa que omitió pronunciarse sobre la tacha de arbitrariedad que el recurrente dirigió al fallo del Tribunal de Casación. La falta de tratamiento y resolución de la cuestión planteada priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten, lo cual lo descalifica en este aspecto como acto jurisdiccional válido.


    V., Horacio s/ Hábeas corpus


    V. 856, XXXVIII, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Homicidio culposo


    Accidente de tránsito. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    No obstante que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48. La Corte tiene dicho que cabe invalidar lo decidido cuando la sentencia efectúa una interpretación del régimen legal aplicable que desvirtúa a las normas en juego en el caso, y realiza una inaceptable valoración de constancias relevantes para la correcta solución del litigio, que impiden considerar al pronunciamiento, como derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, de acuerdo con la conocida doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias, máxime cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida, por tanto el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  En tal entendimiento, debe descalificarse la sentencia en la que el juzgador recargó la condena en la indiscutible responsabilidad del conductor, sin realizar una evaluación de las particularidades del caso y en especial el grado de intensidad en que pudieran concurrir, cada uno de los involucrados en el accidente, como dueño o guardián de la cosa riesgosa, teniendo cuenta que pueden eximirse total o parcialmente de responsabilidad acreditando la culpa d la víctima o de un tercero por quien no se deba responder.  En tales condiciones, la decisión de la alzada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a la circunstancias del caso, por lo que, al afectar las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de arbitrariedad.


    T., Juan Humberto y otros s/ Homicidio culposo


    T. 708, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Injurias


    Exceptio veritatis. Recurso extraordinario. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Con la doctrina de la arbitrariedad se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  La exigencia de que los fallos judiciales tengan fundamentos serios, reconoce raíz constitucional y tiene, como contenido concreto, el imperativo de que la decisión se conforme a la ley y a los principios propios de la doctrina y de la jurisprudencia vinculados con la especie a decidir.  Para decidir sobre la responsabilidad penal es requisito ineludible la positiva comprobación de que la acción ilícita pueda ser atribuida al procesado tanto objetiva como subjetivamente.   En efecto, para tener por configurado el delito de injurias es necesario probar la existencia de las mismas y que el autor las ha proferido con pleno conocimiento de su falsedad o con temerario desprecio a la verdad, sabiendo que de su acción se derivarán perjuicios ciertos para el honor ajeno. Y, precisamente, este fundamental análisis se encuentra ausente en la decisión impugnada.  Asiste razón al recurrente en cuanto descalifica por arbitrio el pronunciamiento en crisis, puesto que la sentencia incurre en un razonamiento que desnaturaliza el tipo contemplado en el artículo 110 del Código Penal al punto de volverlo inoperante. Ello, pues el a quo luego de realidad en sus lineamiento una breve mención sobre las excusas del inculpado relativas a la voluntad de ofender el honor de quien querella, no se define sobre le punto, sino que considera que “la prueba reunida en autos no reviste la entidad suficiente para analizar la aplicación o no, en la emergencia, de las circunstancias previstas en el artículo 111 del Código Penal, invocado por la defensa”.   La carga de aportar la prueba de la "exceptio veritatis" sin lugar a dudas recae sobre el acusado de las injurias, ya que es la propia ley la que lo pone en esta situación al indicar en el artículo 111 del Código Penal que resulta ser el acusado de este delito el que podrá probar la verdad de la imputación en tres supuestos que enumera taxativamente, y que de conseguirlo "quedará exento de pena".


    B., Luis Alberto s/ Injurias


    B. 1451, XXXIX, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Jurisprudencia


    Fallos de la Corte. Fallos del Superior Tribunal. Fallos de la Corte Suprema. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Recurso extraordinario federal Superior Tribunal de la causa. 


    Carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, especialmente en supuestos en los que dicha posición ha sido expresamente invocada por el apelante.  En los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquél órgano. Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas la aplicación preferente de la constitución Nacional.


    L., Carlos Ariel s/ Homicidio culposo - Causa N° 2.214


    L. 1067, XXXIX, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Libertad condicional


    Readaptación del condenado. Finalidad de la pena. Reclusión perpetua. Inconstitucionalidad. Insuficiencia del agravio. Interpretación de la ley. Interpretación de tratados internacionales. Denegatoria del recurso. 


    Si los argumentos propuestos por la defensa para propugnar la declaración de inconstitucionalidad del artículo 14 del Código Penal, configuran una reedición de los asertos vertidos por su colega inferior ante el juez de ejecución, que fueran debidamente refutados en la sentencia que se impugna, sin que en la instancia de excepción se hayan introducido nuevos o distintos fundamentos a los ya expresados, cabe concluir que la apelación federal adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48.  Con relación a la motivación defectuosa de la sentencia, con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, el embate federal carece del recaudo de fundamentación suficiente si el impugnante no explica cuáles serían los supuestos argumentos erróneos o los razonamientos ilógicos manifiestos que habrían llevado a la cámara a decidir como lo hizo.  La circunstancia de que los pactos internacionales obliguen a sus estados miembros a imponer un sistema de penas cuya finalidad esencial sea la resocialización del condenado o la prevención especial, de ninguna manera implica que sea éste el único objetivo, pues bien puede coexistir con una finalidad de prevención general, o, incluso, una especie de retribución por el injusto cometido. En esa inteligencia, si la conminación penal debe conservar su función motivadora, la ejecución de la pena tampoco puede perder totalmente el efecto preventivo general, cuyo punto de partida ideológico tiende a la evitación de los delitos, a la defensa social propia del derecho penal, y no pierde su sentido por un reconocimiento de la prevención especial.  Por otro lado, si los tratados internacionales de derechos humanos hubieran querido prohibir las penas absolutamente perpetuas, lo hubieran especificado expresamente, como ocurre con la pena de muerte, que solo podrá imponerse por los delitos más graves y en los países donde no se haya abolido la pena capital. Así pues, tenemos que Argentina no se ha obligado internacionalmente, de manera expresa, a suprimir aquella clase de penas.  Las penas perpetuas, por más que no sean convertibles en penas temporales, no excluyen de manera absoluta el fin resocializador, puesto que también están sujetas a un régimen penitenciario de liberalidad progresiva basado, justamente, en esta confianza en la conducta del penado, fruto del tratamiento carcelario y de su buen resultado.  Demostrativo de tal afirmación es lo que nuestra ley de Ejecución de la Pena Privativa de Libertad tiene previsto para el periodo denominado "de prueba", con la posibilidad para el condenado a pena perpetua de solicitar salidas transitorias de 12 y 24 horas para cursar estudios primarios, secundarios o de grado, y hasta de 72 horas para afianzar lazos familiares y sociales. Quedando también a disposición de aquél su incorporación al régimen de semilibertad, el cual le permite trabajar fuera del establecimiento penitenciario, sin supervisión continua y en iguales condiciones a las de la vida libre, pudiendo acceder al cobro de un salario y cobertura de seguridad social. A estos beneficios se accede, justamente, por el éxito del tratamiento penitenciario en el caso concreto, y la presunción del efecto pedagógico de la pena, con el consiguiente reintegro del delincuente a la sociedad, aunque no sea en el pleno ejercicio de su libertad ambulatoria, con lo que queda demostrado que la perpetuidad de la condena no es incompatible con los fines de resocialización de la pena.


    C., Miguel Ángel s/ Causa N° 166


    C. 151, XXXIX, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Mala praxis


    Homicidio culposo. Defensa en juicio. Debido proceso. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Acusación. Tipo penal. Calificación legal. Principio de congruencia. Responsabilidad penal. Sentencia arbitraria. 


    Validez de la imputación. Proceso de subsunción.


    Los agravios invocados no suscitan una controversia acerca de la interpretación o alcance de las cláusulas constitucionales que el recurrente considera conculcadas, pues se ciñen a cuestionar las razones por las que el a quo homologó la condena del tribunal de sentencia a partir del análisis de temas de hecho, prueba y derecho procesal. Si bien la inteligencia de tales cuestiones constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y, por ende, ajena a esta instancia de excepción, ello no es óbice para que la Corte pueda, ante las particularidades que presentan determinados casos, hacer   excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, en tanto que con ella se procura asegurar las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.   Ése es el supuesto que se presenta en el sub júdice en tanto los magistrados que suscribieron el fallo se apartaron de la correlación necesaria que debe existir entre el hecho que fue objeto de acusación y el que fue finalmente considerado en la sentencia.  Al respecto, resulta ilustrativo el voto del doctor Petracchi en el precedente de Fallos: 324:2133, en cuanto sostuvo que no basta una descripción detallada del suceso fáctico, sino que también es necesario para la validez de toda imputación, que la defensa pueda ejercer un control suficiente sobre el proceso de subsunción, para lo cual deberá conocer cuál es la situación de hecho concreta cuya tipicidad se postula.  Es doctrina de la Corte que en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualquiera que fueren las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellos mismos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron materia de juicio y que, satisfecha esta exigencia, no existe afectación alguna de los preceptos constitucionales mencionados precedentemente.  Esos extremos no se verifican en el sub examine, pues el imputado fue responsabilizado por una conducta respecto de la que no se formuló acusación y, en consecuencia, por la que no existió posibilidad de ejercer una defensa técnica, con menoscabo para el principio de congruencia como expresión subyacente de las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso.


    G. J. y otro s/ Homicidio culposo


    G. 1902, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos


    Doctrina de la arbitrariedad. Condena condicional. Condena anterior. Interpretación de la ley. Delito reiterado. Sentencia arbitraria. 


    En cuanto a la discrepancia sobre si la totalidad de los bienes embargados por la justicia y encomendados en custodia a la imputada en calidad de depositaria judicial, pudieron ser secuestrados para su remate judicial, es una mera discusión de cuestiones de hecho y prueba, ajena, en principio, a la materia federal, por lo que la queja no debe prosperar en tal sentido.  En cuanto a la concesión del beneficio de la condena condicional, la imputada no es reincidente en los términos del artículo 50 del Código Penal, sino que estamos ante una situación de reiteración delictiva, a la que se le podría haber aplicado -por vía de hipótesis- las reglas del concurso real y de la pena única (artículos. 55 y 58 del Código Penal) cosa que no ocurrió debido a que había transcurrido el plazo de cuatro años previsto en el artículo 27, primera parte del Código Penal y, por lo tanto, la pena debía tenerse "como no pronunciada".  El artículo 26 dice que la suspensión del cumplimiento de la pena podrá disponerse sólo en caso de primera condena, o incluso, de una segunda, siempre y cuando hubiera pasado el lapso de diez años (ocho, si uno de ellos fuere culposo).   Si la ley penal permite una primera condena condicional y, después de cierto lapso, una segunda, con mayor razón debe admitirse también igual posibilidad en este caso en que no se cometió ningún delito posterior, sino anterior al de la primera condena  en que los hechos de ambas causas fueron contemporáneos, y que no hubo reincidencia sino reiteración delictiva, sujeta a los principios del concurso real, situación prevista y aceptada para este instituto. De lo contrario, significaría que está en mejor posición aquél que delinque, no obstante la advertencia de la primera condena, y aunque haya pasado cierto lapso, que aquél que, como en este caso, no cometió ningún delito posterior, sino anterior al de la primera condena. Esta interpretación se compadece con la resistencia semántica del texto legal (prueba mental no sólo permitida, sino exigida por el favor rei) puesto que segunda condena puede entenderse como la pronunciada respecto de hechos cometidos con posterioridad a la primera condena, situación que no concurre en este caso. ¿Y qué nos permite -de acuerdo al análisis sistemático- dar al término segunda condena esta interpretación restrictiva?, la circunstancia de que, para el texto normativo, resulta determinante que "el nuevo delito", cometido siempre después de la primera condena, dé lugar, pasado o no determinado lapso, a una segunda condena condicional, es decir que esta institución penal está atada, primero, al pronóstico de una advertencia suficiente: la primera condena; segundo, a que la disuasión haya sido efectiva y no fracase durante un tiempo determinado (ocho o diez años) porque si ésta tuvo éxito, al menos en ese lapso, será posible una segunda condena condicional. En la situación bajo estudio, resulta que la condenada no cometió ningún delito posterior a la condena condicional, por lo que, si se dan los requisitos del artículo 26 del C. Penal, puede acceder a una suspensión de la pena.  De acuerdo a estos argumentos, la norma, para no caer en absurdidad, debería interpretarse así: Siempre resulta posible aplicar una segunda condena condicional, excepto, que el delito que la motiva haya sido cometido después de la primera y antes de cierto lapso.   Es por ello, que resulta arbitrario rechazar la posibilidad de que la imputada obtenga su condena condicional en esta causa, con base en los argumentos de que no es primera condena, por lo que se debe revocar este aspecto de la sentencia para que se dicte una nueva de acuerdo a los parámetros indicados.


    G., Irene y otro s/ Malversación de caudales públicos


    G. 1474, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Peculado. Recurso de queja. Falta de agravio concreto. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La presentación directa no contiene un preciso y concreto relato de los hechos de la causa que permitan vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal, recaudo particularmente exigible para la apreciación de la arbitrariedad que se alega y defecto del que también adolece el recurso extraordinario.   Los argumentos de la queja, tal como son presentados, no son sino una reiteración de los agravios formulados en la apelación federal, y también en el recurso local, instancias en las que encontraron debida respuesta y determinaría su rechazo, conforme la doctrina de la Corte según la cual, la mera reedición por las partes de los argumentos vertidos en las instancias anteriores no constituye una crítica concreta y razonada del pronunciamiento recurrido.   En lo que respecta a la cuestión federal, el agravio que gira en torno a los requisitos típicos del delito peculado tampoco puede prosperar, pues la crítica del apelante, más allá de repetir el mismo razonamiento expuesto ante el tribunal provincial, se reduce a exponer su discrepancia frente a lo resuelto en el fallo con fundamentos que, más allá de su acierto o error, constituyen una interpretación posible de las normas no federales aplicables al caso, lo que excluye la tacha de arbitrariedad.   La acción de sustraer los caudales o efectos administrados se configura con el quebrantamiento de la esfera de custodia en la que se encuentran -determinada por la ley, el reglamento u orden de autoridad-; el funcionario los saca del ámbito de tenencia efectiva o simbólica de la administración pública y se consuma aun cuando sea hecha con propósitos de restitución y aunque efectivamente se los restituya.  En efecto, se agravia que la sentencia condenatoria reconoce la falta de certeza con respecto a la existencia de un detrimento patrimonial cuando éste no fue considerado como elemento del corpus delicti, y tampoco demuestra que exista irracionalidad en esa interpretación. El mismo vicio se extiende, conforme alega, a la existencia de la compra directa o de un sobreprecio, circunstancias ajenas al hecho del cobro del cheque que se tuvo por probado.


    R., Edgardo Aníbal y Juan Julio A. s/ Causa N° 11.306


    R. 1588, XXXIX, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Prisión preventiva


    Reclusión. Cómputo de la pena. Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. Cuestión no federal. Doctrina de la arbitrariedad. 


    El recurso extraordinario resulta improcedente, en la medida en que el planteo no demuestra la concurrencia de una cuestión federal que habilite la competencia de la Corte en este caso; a la par de que los argumentos de la queja resultan una mera reedición de los vertidos en las instancias anteriores, circunstancia que conspira en contra de su andadura.  Ello es así pues, resuelta la discusión por el a quo con fundamento en la autoridad de cosa juzgada que reviste el cómputo de pena efectuado por el tribunal que impuso la condena y en la ausencia de los supuestos excepcionales que admitirían su revisión por el juez de ejecución, aspectos éstos de hecho y derecho procesal, la apelación federal extraordinaria pierde sustancia mientras no se demuestre que media un supuesto de arbitrariedad capaz de privar al fallo del carácter de acto jurisdiccional válido.  En este sentido, corresponde enfatizar que el apartamiento de la regla según la cual no compete a la Corte revisar las cuestiones propias de los jueces de la causa, reviste la calidad de excepcional e impone un criterio particularmente restrictivo para su admisión al que cabe apegarse, salvo que en forma nítida y concreta aparezca afectación de las reglas del debido proceso y el derecho a la defensa, como cuando el pronunciamiento impugnado prescinde o se aleja notoriamente de las disposiciones legales aplicables al caso o contiene graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo invalidan.  El fallo de la cámara contiene argumentos suficientes para darle sustento, vinculados principalmente con los alcances de la sentencia del tribunal enjuiciador, firme y consentida, que cerraban la posibilidad de que el juez de ejecución modificara, como lo hizo, los efectos de la pena aplicada, ante la ausencia de los presupuestos que, en determinadas condiciones, se lo permitirían.  La defensa no usó la oportunidad, para plantear el agravio, con lo que puede deducirse que, en su momento, se conformó con la especie de pena que se le imponía al imputado -reclusión- y, con una de sus consecuencias inseparables, esto es, el modo de computar el encarcelamiento preventivo.  Al menos ésta es la opinión de la cámara y, por otro lado, los agravios de la impugnación no contienen una crítica razonada y concreta que evidencie, de manera decisiva, las deficiencias que, según se alega, descalificarían lo resuelto por no constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las particulares circunstancias de la causa, y de tal suerte afecte la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso.  Por el contrario, se circunscribe a exponer una tramitación procesal distinta que, siempre según su parecer, implica rever el cómputo en la etapa de ejecución -arguye que ante el pedido de libertad condicional el juez debe efectuar uno nuevo-, pero no alcanza a demostrar de qué manera ello se contrapone con los alcances que la casación asignó a lo ya juzgado en ese aspecto, ni que con esto se superen las limitaciones propias de la revisión, al modo que lo juzgó el a quo.  Estas falencias en la fundamentación, requisito exigible en mayor medida cuando el recurso se intenta por vía de la arbitrariedad y determinante de la suerte de la impugnación, tampoco se superan ante la invocación de garantías constitucionales, pues la apelante no demuestra el modo en que ellas se relacionan directamente con lo resuelto. En particular, no se advierte que la preservación de los actos jurisdiccionales ya cumplidos constituyan un fundamento aparente por el que la cámara permita la concreción de la iniquidad que se alega. Máxime si se atiende a que la desigualdad se invoca por medio de un ejemplo o hipótesis –dos condenados a idéntica pena con distinto lapso de encarcelamiento según haya cumplido prisión preventiva- que no se verifica en este caso concreto, convirtiendo a este agravio en mera conjetura.  Esta cuestión procesal impide dilucidar la proposición de fondo: la constitucionalidad del modo de computar la prisión preventiva cuando se condena a una pena temporaria de reclusión, no es suficiente razón, en este caso particular, para superar ese óbice formal.  En resumen, el fallo estriba en consideraciones mínimas de hecho y derecho procesal que, más allá de su acierto o error o lo opinable de lo decidido, lo sustentan como acto jurisdiccional válido, y no autorizan la apertura del recurso en cuanto excluyen su descalificación por arbitrariedad y no guardan relación directa con la cuestión propuesta a la luz de las garantías constitucionales.


    G., Diego Edgardo s/ Causa N° 4.473


    G. 1366, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Homicidio culposo. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación restrictiva. Principio de congruencia. Cuestión insustancial. Prueba. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene resuelto que, ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a la regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se procura asegurar las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.  El agravio relativo a la alegada inexistencia de relación causal entre la conducta del imputado y la muerte de la víctima, no se vincula a la validez intrínseca de la actividad acusatoria del ministerio público fiscal, sino que se refiere a una cuestión de hecho, prueba y derecho común, ajena a la instancia extraordinaria y que, además; fue motivo de adecuado tratamiento tanto por el tribunal de sentencia, como por el a quo.  La Corte tiene decidido que si bien en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualquiera que fueren las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellos mismos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron materia de juicio y que; satisfecha esta exigencia, no existe afectación alguna de los preceptos constitucionales.


    G. J., J. y D., J. s/ Homicidio culposo


    G. 850, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Recurso de casación


    Retención del menor. Presentación extemporánea. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 


    El recurso extraordinario es improcedente. Ello es así, en primer lugar, pues el escrito que lo contiene adolece de graves defectos de argumentación que lo descalifica desde la perspectiva de la exigencia de adecuada fundamentación que prescribe el artículo 15 de la ley 48.   La recurrente discurre extensamente acerca de la naturaleza instantánea del delito de sustracción de un menor de diez años, previsto en el artículo 146 del Código Penal, pero lo cierto es que los acusados no fueron condenados por ese delito, sino por el de retención y ocultamiento de un menor de diez años, también contemplado en ese precepto, cuyo carácter permanente ni siquiera la apelante cuestiona. Lo mismo sucede con el delito de supresión de estado civil, respecto del cual también defiende su carácter instantáneo y postula que se halla prescripto, no obstante que sus asistidos tampoco fueron condenados por ese delito. Por el contrario, el tribunal de juicio expresamente descartó esa figura por considerar que no advertía en el comportamiento del imputado el propósito de causar perjuicio que requiere el tipo en su faz subjetiva.   También objeta la aplicación retroactiva de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas para fundamentar el carácter permanente del delito de sustracción de un menor de diez años y su imprescriptibilidad, así como la invocación que pudiere hacerse del artículo 118 de la Constitución Nacional en cuanto a la recepción del derecho de gentes, y se explaya largamente al respecto. Pero lo cierto es que el fallo del tribunal de juicio no se sustentó en ninguno de esos antecedentes normativos, más aun ni siquiera se hizo mención de norma o categoría alguna del derecho internacional. Muy por el contrario, la lectura de la sentencia revela, con toda claridad, que la condena por ese hecho se sustentó única y exclusivamente en el artículo 146 del Código Penal.   La apelante pretende traer a debate en esta instancia extraordinaria nuevos cuestionamientos que, además de extemporáneos y ajenos a la competencia de la Corte, ninguna relación guarda con el objeto del proceso.   Asimismo, el recurso es inadmisible en tanto en él se tacha de arbitrario el pronunciamiento impugnado por no haber considerado de oficio los jueces que conformaron la mayoría la eventual prescripción de la acción en función de la tesis sostenida por la minoría del tribunal acerca del momento en que el delito previsto en el artículo  146 del Código Penal cesa de cometerse. Ello es así, pues la compulsa del expediente revela que ese argumento no fue introducido oportunamente, ya que el escrito que contiende el recurso de casación ninguna alusión se hizo a ese tesis, ni tampoco se peticionó la declaración de prescripción con apoyo en ella.   También es oportuno destacar que se trata de cuestiones vinculadas a la inteligencia de normas de derecho común, materia ésta que, por regla, resulta ajena a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria.   En cuanto a la tacha de arbitrariedad por presunto apartamiento del criterio de la Corte en un precedente, las diferencias sustanciales que exhibe el presente y el caso del precedente resulta determinantes para rechazar el planteo de la recurrente, quien sólo se ha limitado a invocar dogmáticamente su aplicación.   Repárese que del criterio que sustenta el voto de la mayoría en el precedente de Fallos: 318:2481 no surge alusión expresa al momento en el que cesa de cometerse el delito previsto en el artículo 146 del Código Penal. Por el contrario, la Corte en esa ocasión tuvo en cuenta el día que presuntamente la víctima fue hallada en la vía pública y entregada en guarda provisional como la última fecha a partir de la cual correspondía computar el plazo de prescripción de la acción, precisamente porque consideró que fue a partir de ese momento que cesaron las acciones de retención u ocultamiento mencionadas en aquella norma, sin que este razonamiento haya implicado desconocer el carácter permanente de la infracción. La ausencia en el sub lite de tal expresa autoriza a sostener que las circunstancias fácticas y jurídicas del citado precedente no se compadecen ni guardan correspondencia con el presente.


    L., C. y M., M. B. s/ Casación


    L. 353, XXXIX, 16 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Recurso de casación penal


    Recurso de inconstitucionalidad. Independencia del Ministerio Público. Interpretación de la ley. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 1385, L. XXXII, "Rocca S.A. s/ Recurso de queja -causa 1025-". Párrafo segundo del art. 348 del C.P.P.N. Aplicación analógica en la oportunidad del art. 180 del C.P.P.N.


    El párrafo segundo del artículo 348 debe entenderse derogado en cuanto somete al Ministerio Fiscal, en el ejercicio de su función requirente, a las instrucciones emanadas de un órgano ajeno a su estructura, lo que no resulta ya admisible ante lo dispuesto por el artículo 1° de la ley 24.946. Pero esa derogación, con sustento y límites en lo estrictamente necesario para materializar la autonomía externa del Ministerio Fiscal, en modo alguno puede ser interpretada como una decisión del legislador en favor de la ausencia de control de la actividad requirente del fiscal que actúa durante la instrucción. Expresado en forma breve, la derogación no se refiere al sistema de control, sino al órgano que lo lleva a cabo.  A falta de una nueva regulación legal específica, por aplicación de los principios de jerarquía, unidad y coherencia de actuación que rigen la organización y funcionamiento del Ministerio Fiscal, consagrados en el artículo 1°, cuarto párrafo, de la ley 24.946, y con base en las atribuciones previstas en esa misma norma, en cuanto establece que corresponde a cada uno de sus miembros controlar el desempeño de sus inferiores, es el fiscal ante la respectiva cámara de apelaciones quien deberá evacuar la consulta prevista en el artículo 348, párrafo segundo, del Código Procesal Penal.  Cabe destacar que el control jerárquico interno que se propicia no significa desconocer la exigencia de asegurar el adecuado control recíproco propio del sistema republicano, pues de ningún modo obsta a la facultad del magistrado judicial de revisar que el dictamen fiscal constituya derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias concretas del caso. Así se logra compatibilizar el ordenamiento normativo procesal vigente con el texto constitucional, toda vez que de este modo se preserva la autonomía del Ministerio Fiscal -que ya no recibiría una instrucción de acusar de un órgano ajeno a su estructura, tal como lo dispone el artículo 1 de la ley 24.946- a la par de que se somete el ejercicio de la facultad requirente del fiscal a un doble control de legalidad (interno y judicial).


    S., Juan Raúl s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


    S. 2275, XXXIX, 02 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario


    Mercado cambiario. Ingreso de divisas. Sentencia condenatoria. Directorio. Responsabilidad de los directores. Multa. Inhabilitación comercial. Suspensión del agente. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Extensión de la responsabilidad. Apreciación de la prueba. Doble instancia. Recurso extraordinario federal. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 


    En cuanto al agravio referido a que el a quo habría fundado su certeza, respecto a la intervención material de del imputado, sobre afirmaciones dogmáticas, respaldadas en una genérica alusión a los elementos de prueba acumulados en autos, cabe decir que aún cuando las premisas utilizadas por ese tribunal puedan resultar criticables por su generalidad o imprecisión en cuanto al material probatorio que les habría dado sustento, lo cierto es que la parte no demostró con eficacia las razones por las cuales habría resultado irrazonable la construcción lógica elaborada por los jueces para concluir del modo en que lo hicieron.  No se logró poner en evidencia que aquellas afirmaciones resulten concluyentes y decisivas para fundar la responsabilidad penal en cabeza de los imputados.  La infracción por la cual fueron condenados, responde a la omisión de un mandato legal que les imponía el deber de cumplir con el ingreso al país y la negociación en el mercado único de cambios de las divisas obtenidas en operaciones de exportación de productos nacionales, dentro de los plazos establecidos por la pertinente reglamentación; exigencia a la cual debían ajustarse bajo pena de incurrir en las responsabilidades penales previstas en el artículo 1°, incisos "e" y "f', de la ley 19.359, por su desempeño remiso.   Además, la conducta en debate no requiere, para su configuración típica, ánimo de realización, siendo bastante, en cambio, el mero conocimiento, y la aceptación voluntaria del no hacer, del estado de incumplimiento, para atribuir responsabilidad en los delitos de omisión.  Una necesidad lógica lleva a sostener que por las funciones que los imputados ejercían, las operaciones de exportación de productos de vidrio para beber no podían resultarles extrañas. A ésta conclusión arribó la Cámara y no fue refutada por el apelante en ningún pasaje de su exposición recursiva.  La defensa nada opuso con respecto al argumento del a quo vinculado con la noción, por parte de los encausados, de la mayor utilidad económica que habría implicado para esa firma la concreción de la exportación sin el cumplimiento de las condiciones normativas vigentes a la época del suceso incriminado, y del interés en las razones por las cuales el monto omitido habría resultado un beneficio mayor para esa sociedad, aserciones que conformaron los fundamentos que luego determinaron el convencimiento de los jueces sobre la participación culpable en el hecho.  La parte equivoca su reflexión al interpretar que el a quo le habría adjudicado el rol de director de la firma, como factor determinante para imputarle responsabilidad en la ejecución de la conducta ilícita.  Aún cuando debieron extremarse los cuidados al momento de hacer particular alusión al cargo que revestía cada uno de los imputados en la empresa al tiempo de ocurrido el suceso ilícito, lo claro es que no cabe dar por sentado, únicamente sobre la base de las afirmaciones transcriptas, ya que ello no surge expresamente del fallo. En consecuencia, lo alegado resulta insuficiente para tener por cierto, como lo hace la parte, que la condena aplicada a los infractores se asiente exclusivamente sobre los presupuestos de la responsabilidad objetiva, por la mera circunstancia funcional.  De todos modos, la defensa tampoco llega a justificar que ausente el error reprochado, el nombrado igualmente pueda sustraerse a la imputación por su falta de competencia en relación a las ventas internacionales que realizaba la firma y, en particular, respecto de aquella que dio origen a la obligación omitida.  Ello así, por cuanto el imputado, en su condición de tesorero, había sido investido por el órgano de gobierno con amplias facultades para ejercerlas en nombre y representación de la mentada firma. Sin embargo, el apelante no logra demostrar con exactitud que las derivadas de este tipo de actividades le hayan sido relevadas expresamente por su mandante a la época del negocio cuestionado, sin que a tal fin valga la sola mención que efectúa de dicha circunstancia.  En los casos de hechos ilícitos contemplados en la ley 19.359 está a cargo de los imputados la demostración de las razones exculpatorias que aleguen. Doctrina que no importa dejar a un lado el principio de presunción de inocencia que tiene vigencia en materia penal. Por el contrario, el alcance que a ella corresponde dar es el de entender que quien, frente a una conducta que se tiene por cierta, invoca la concurrencia de circunstancias o causales de excepción merced a las cuales se sustraería a la sanción penal, debe demostrarlas, lo que es muy distinto a que el sospechado pruebe su inocencia, o la falsedad de la imputación.  La intensión de la defensa por desvincularlo de la exportación generadora de la obligación infringida, también queda sin sustento al no haber controvertido que el nombrado se halle sindicado en el reverso del formulario de denuncia 1519 como uno de los presuntos responsables de dicha operación, y de aquellas cuya infracción se declaró su prescripción en primera instancia. Con lo cual, cabe descartar lo afirmado por el apelante en el sentido de que no existe ningún elemento de prueba que ligue al imputado con la puntual operación que motivó la sentencia condenatoria, ni con ninguna otra investigada.  No se demuestra que la Cámara se hubiere apartado del criterio de personalidad de la pena reconocido por la Corte en materia tributaria, pero que también sería de aplicación analógica a estos casos, cuya esencia responde al principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquél a quien la acción punible pueda serle atribuida tanto objetiva como subjetivamente.  Asimismo, corresponde rechazar el agravio relacionado con la omisión por parte del a quo de valorar el material probatorio producido en la instancia sumarial por cuanto la arbitrariedad por no valoración de la prueba requiere no sólo su cita o indicación, sino la demostración de su eficacia y pertinencia para alterar la solución dada en el litigio, tarea ésta que la parte no realizó cabalmente.   Aún más, esa doctrina impone también una manifiesta prescindencia del material probatorio, lo que no puede predicarse en el caso de autos, pues el a quo sí consideró dichos elementos de prueba al momento de tener por acreditada la materialidad de la infracción que es motivo de reproche.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la solución de las cuestiones que le son privativas, ni abrir una tercera instancia para debatir temas no federales, en particular cuando no se advierte -ni se comprueba- que la sentencia constituya una expresión de la mera voluntad del juzgador ni que contenga fallas graves de fundamentación que justifiquen invalidar lo resuelto. Ello así, toda vez que, por su estricta aplicación, dicha causal no resulta apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y derecho común, a través de los cuales los magistrados de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente.  Idéntico destino negativo corre el agravio el agravio relativo a que el a quo, al denegar el remedio federal, habría ingresado en el análisis de la cuestión de fondo, expidiéndose sobre la bondad de la sentencia condenatoria y erigiéndose en juez de su propia actuación.  La Cámara sólo se limitó a realizar un estudio mínimo y preliminar del planteo de arbitrariedad interpuesto, dentro de los parámetros que la Corte tiene establecidos para el tribunal superior que examina la admisibilidad de esta causal de estricto carácter excepcional.


    C. S.A. s/ Ley 24.144


    C. 64, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo


    Tentativa. Reclusión accesoria por tiempo indeterminado. Medidas de seguridad. Garantías procesales. 


    El precepto contenido en el artículo 52 del Código Penal constituye, en esencia, el establecimiento de una medida de seguridad postdelictual y no de una pena propiamente dicha.  Así, mientras que el sustento de la pena está dado por la culpabilidad -entendida ésta como atribución subjetiva de responsabilidad por el injusto realizado- y orientada por una necesidad preventivo-general y preventivo-especial de sanción. En tanto que la medida de seguridad tiene como presupuesto la peligrosidad, puesta de manifiesto a través de la comisión de la conducta típica y antijurídica por un sujeto inculpable, semiimputable e incluso culpable, y guiada sólo por una necesidad de resguardo social.  Es por ello que, para ser merecedor de esa medida, el sujeto debe haber cometido un delito que haya puesto de relieve una vez más su peligrosidad criminal, como también que esa peligrosidad demuestre la probabilidad concreta de comisión de otros delitos en el futuro.  No se desconocen los postulados que regulan el principio nulla poena sine culpa, ni, tampoco, se pasa de un derecho penal de culpabilidad por el hecho a un derecho penal que juzga la conducta de la persona en su vida, ya que el legislador ha previsto causas y presupuestos distintos para la pena y la medida de seguridad, por lo que no resultan plenamente trasladables a ésta las pautas que regulan la aplicación de aquélla. De esta forma, el pronóstico de reiteración, basado en la peligrosidad del autor, y no la culpabilidad por el hecho en ocasión del cual se impone como accesoria de la condena, conformó el fundamento tenido en cuenta por el legislador para establecer la reclusión accesoria por tiempo indeterminado en el artículo 52 del Código Penal.  Finalmente, no concurre un ulterior efecto punitivo de las anteriores condenas de manera tal que la exceda o renueve, por lo que se descarta que la imposición de esta medida transgreda la garantía constitucional de la prohibición del doble juzgamiento. Ello así, por cuanto tal como tiene decidido la Corte, el principio del non bis in idem prohíbe reeditar la pena por un mismo hecho, pero no impide al legislador tomar en cuenta la anterior condena -entendida ésta como un dato objetivo y formal- a efectos de ajustar con mayor precisión el tratamiento penitenciario que considere adecuado para aquellos supuestos en que el individuo incurra en una nueva infracción penal.


    G., Marcelo Eduardo s/ Robo en grado de tentativa


    G. 560, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Cambio de calificación legal. Lesiones leves. Principio de congruencia. Cuestión de derecho común. Reformatio in pejus. Fundamentación del recurso. Monto de la pena. Falta de expresión de agravios. 


    Si bien en el recurso se alega la afectación del principio de congruencia, no se invoca ni se demuestra que el a quo haya modificado la plataforma fáctica que fue objeto de acusación y sentencia, en la medida que el agravio se apoya tan sólo en el mero cambio de calificación que, según entiende el recurrente, habría tenido lugar en la sentencia apelada. Esta circunstancia, sin embargo, aun en la hipótesis de que se la admitiera, no pasaría de ser una cuestión relativa a la interpretación de las normas de derecho común, privativa de los jueces de la causa que no importa desconocer esa garantía, en tanto se ajusta a los hechos que constituyen la materia del juicio. Por idénticos motivos tampoco se halla debidamente fundamentada la queja relativa a la existencia de reformatio in pejus, a lo que se agrega que no se advierte que la sentencia haya significado modificar la decisión anterior en perjuicio del imputado.  En lo relativo al monto de la pena impuesta, la circunstancia de que esos aspectos de la decisión no hayan sido materia de agravio en el recurso extraordinario impiden su consideración.


    L., José Luis s/ Robo - Causa N° 115/79-2001


    L. 1127, XXXIX, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes


    Pena de inhabilitación. Declaración de inconstitucionalidad. Declaración de oficio. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Sentencia arbitraria. 


    Es requisito para la declaración de inconstitucionalidad de oficio la existencia de palmaria repugnancia entre una norma y la Ley Suprema o los tratados de igual jerarquía. Si no se indicase de modo expreso por qué razón la incapacidad civil accesoria del imputado atenta contra la dignidad del ser humano y afecta a su condición de hombre o impide su resocialización, cabe concluir que la sentencia carece de la debida fundamentación y resulta arbitraria. En el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos no es posible concluir que una pena accesoria cuya consecuencia sea la temporal limitación fáctica de ciertos derechos civiles, pueda ser considerada inhumana, degradante, indigna o mortificante. La pena accesoria del art. 12 del Código Penal también puede encontrar razonable sustento en el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, desde que constituye una restricción fundada en una ley dictada por razones de interés general, como es el Código Penal, y la aplicación que se pretende persigue el propósito allí establecido. La ley 24.660, que específicamente regula la ejecución de la pena privativa de libertad y prevé que una de sus finalidades es procurar la adecuada reinserción social del condenado, como así también que el juez de ejecución "garantizará el cumplimiento de las normas constitucionales, los tratados internacionales ratificados por la República Argentina y los derechos de los condenados no afectados por la condena o por la ley". Precisamente su artículo 220 alude a que "las inhabilitaciones del artículo 12 del Código Penal quedarán suspendidas cuando el condenado se reintegrare a la vida libre mediante la libertad condicional o la libertad asistida".


    M., Silvestre s/ Infracción Ley 23.737


    M. 1375, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Tentativa


    Hurto. Reclusión accesoria por tiempo indeterminado. Culpabilidad. Non bis in ídem. Apreciación del juez. Fallos de la Corte Suprema. Constitucionalidad. 


    Precedente de Fallos: 324:2153.


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual deviene insustancial el tratamiento del planteo propuesto si los agravios del recurrente remiten a cuestiones que han sido resueltas con fundamento en conocida jurisprudencia de la Corte. La cuestión traída a estudio ya ha sido resuelta por la Corte en el precedente de Fallos: 324:2153, en el que se pronunció sobre la validez constitucional de la medida de reclusión por tiempo indeterminado como accesoria de la última condena.


    G., Federico Gonzalo Javier s/ Hurto en grado de tentativa


    G. 561, XL, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes


    Non bis in idem. Recurso extraordinario federal. 


    La posibilidad de separar el enjuiciamiento según los distintos tramos delictivos de determinada operación compleja de tráfico interjurisdiccional de estupefacientes, guarda correlación -mutatis mutandi- con la regla de derecho internacional del artículo 36, párrafo segundo, apartado "a", inciso "i" de la Convención Unica de Estupefacientes, celebrada en Nueva York en 1961 y enmendada por el Protocolo de Modificación suscripto en Ginebra el 25 de marzo de 1972 -incorporados a nuestra legislación por el decreto-ley 7672/63 y por la ley 20.449, respectivamente-, que prescribe que las acciones de exportar e introducir deben considerarse como infracciones distintas si son cometidas en diferentes países, ya que lesionan ambos ordenamientos y tienen distintos momentos de consumación, aún cuando puedan resultar de un único designio.  En consecuencia, y si bien el principio contenido en aquella normativa convencional corresponde a los procesos de extradición entre los Estados partes, puede utilizarse como guía interpretativa en el derecho interno, cuando los hechos ocurrieron en diferentes provincias y las operaciones tuvieron un origen y un destino final foráneo. Ello permitiría sostener el criterio según el cual las conductas de tráfico incriminadas- introducción y exportación de estupefacientes del territorio argentino-, pueden investigarse y juzgarse en forma separada una de la otra, por haber afectado con su comisión distintas jurisdicciones federales.


    T., Justo Santiago s/ Excepción


    T. 19, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Administrativo


    Accidente de tránsito


    Daños y perjuicios. Responsabilidad del concesionario vial. Sentencia arbitraria. 


    El a quo, sin dar razones valederas, se aparta de la doctrina consagrada por la Corte en orden al encuadramiento que cabe otorgar a la relación jurídica que surge entre el usuario y el concesionario con motivo de la utilización de una vía de comunicación mediante pago de peaje, la que, se destacó, debe interpretarse en el contexto de las obligaciones propias del ente concesionario consistentes en la remodelación, conservación y explotación del corredor vial conferido, y enderezadas exclusivamente al mantenimiento y señalización de calzadas y banquinas y a la oferta de servicios auxiliares al usuario.  De igual manera, el a quo desconoce el criterio expuesto, en cuanto a las normas aplicables en supuestos como el que se verifica en el sub-lite y al alcance que se debe dar a las disposiciones que rigen la atribución de responsabilidad y el modo de eximirse por caso fortuito o por el hecho de terceros por los que no debe responder.


    D´Onofrio Monla, Vanesa G. c/ Caminos del Atlántico S.A.C.V.


    D. 32, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Cámara contencioso administrativa federal. 


    El conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    Salas Grabole, Gustavo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Jefatura de Ministros y otros s/ Amparo


    COMP. 1448, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Responsabilidad de la empresa ferroviaria. Transferencia de competencias. Competencia contencioso administrativa. 


    En lo atinente a la evolución legislativa del sistema que regula la prestación del servicio de transporte subterráneo, procede señalar que la ley 22.070 dispuso la transferencia a la entonces Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires de los certificados representativos del capital de Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado y que esa comuna tendría competencia en la regulación y control del servicio y en la fijación de las tarifas. Sin embargo, la ley 23.696, de Reforma del Estado, declaró a dicha sociedad sujeta a privatización y los decretos 435/90, 1757/90, 2074/90 y 1143/91 reglamentaron y complementaron las disposiciones relativas a la concesión de la explotación del servicio de transporte ferroviario de pasajeros de Subterráneos de Buenos Aires S.E. y Ferrocarriles Metropolitanos S.A. (Grupo de Servicios 3 -SBASE-URQUIZA-) y otorgaron facultades al Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación para llevarla a cabo en su carácter de autoridad de aplicación. A su vez, el decreto 2608/93 aprobó el contrato de concesión celebrado entre el Estado Nacional y la empresa concesionaria, con la participación de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, y el 1388/96 creó la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, a la que encomendó el control de dicha concesión y, por lo tanto, la fiscalización del cumplimiento de las obligaciones de Metrovías S.A.  Posteriormente, el decreto 393/99 aprobó lo actuado por el citado Ministerio con relación al procedimiento de renegociación del contrato de concesión, así como su addenda modificatoria, que tuvo por objeto readecuar el régimen a las necesidades detectadas en el sector, a fin de satisfacer las demandas de los usuarios en cantidad y calidad. Por otra parte, dispuso la realización, en el plazo de noventa días, de todos los actos necesarios para instrumentar la transferencia de la fiscalización y control de los servicios de transporte ferroviario de pasajeros - subterráneos y premetro a favor de la Ciudad de Buenos Aires, cuyo gobierno se adhirió a los términos de la transferencia mediante la ley local 373.  Sin embargo, hasta tanto se produzca dicha circunstancia mediante la instrumentación de los actos necesarios -momento a partir del cual la competencia local resultaría indudable-, al continuar la prestación del servicio que dio origen a estas actuaciones en el ámbito del Estado Nacional, corresponde a  la justicia federal entender en este proceso.  Sin perjuicio de ello, con la finalidad de evitar una situación que va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia y de impedir la perduración de situaciones que podrían llegar a configurar un caso de privación jurisdiccional para las partes, resulta necesario determinar cuál juez debe intervenir en estas actuaciones, máxime cuando la demandada ya invocó su derecho al fuero federal.  En tales condiciones, la presente causa debe continuar su trámite ante el fuero Contencioso Administrativo Federal, puesto que, a los efectos de resolver la pretensión de a actora, será necesario examinar las disposiciones que rigen la concesión del servicio y verificar el cumplimiento de las obligaciones a cargo de la demandada, todo lo cual remite a la aplicación de normas y principios propios del derecho público, sobre todo, cuando el art. 23 del contrato de concesión aprobado por decreto 2608/93 prescribe que las partes se someten a los tribunales mencionados con exclusión de todo otro fuero o jurisdicción.


    Metrovías S.A. s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en: "Asociación Vecinal Belgrano "C" Manuel Belgrano y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparo"


    M. 2413, XXXIX, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Sistema nacional de aeropuertos. Organismos del Estado. Facultades jurisdiccionales. Competencia administrativa. 


    El decreto 375/97, en su art. 29, crea un organismo administrativo con facultades jurisdiccionales, cuya existencia y competencia la Corte ha admitido desde el lejano precedente "Fernández, Arias", con la limitación de que sus decisiones estén sujetas a un control judicial suficiente, con el fin de asegurar y proteger los principios con jerarquía constitucional. En este sentido, cabe advertir que ante la expresa previsión de la norma citada, no resulta necesario acudir a las disposiciones que fijan el régimen jurídico del gas y el de su ente regulador y, menos aún se puede afirmar que la intervención previa del ORSNA tiene sustento en el art. 66 de la ley 24.065, aunque ello no modifica la solución de la litis.  Ello es así, porque el art. 29, del mencionado decreto 375/97, establece que toda controversia que se suscite entre personas físicas o jurídicas con motivo de la administración y/o explotación de los aeropuertos del Sistema Nacional de Aeropuertos deberá ser sometido en forma previa a la jurisdicción del ORSNA, el cual será el único órgano administrativo con facultades jurisdiccionales sobre cuestiones de esta naturaleza.  Por otra parte, en relación con las funciones propias del ente, el art. 17, inc. 30, reconoce la de resolver las diferencias entre el concesionario o administrador del aeropuerto y el Estado Nacional, o entre éstos y los usuarios, y todo conflicto suscitado con motivo o en ocasión del desarrollo de actividades aeroportuarias.  En tales condiciones, surge claramente que el plexo normativo reseñado prevé la intervención del organismo regulador para resolver situaciones como la que se presenta en la especie, en forma previa y obligatoria a la instancia judicial, lo cual, no cercena la posibilidad de acceder a la justicia, ni la garantía del debido proceso, sino que sólo posterga su intervención hasta tanto exista una decisión administrativa que luego quedaría sometida, según el caso, a la revisión por parte del Poder Judicial.


    Aeropuertos Argentina 2000 S.A. c/ Municipalidad de Valle Viejo y otro s/ Acción declarativa de certeza


    A. 1673, XXXIX, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI


    Crédito fiscal. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. 


    El remedio extraordinario es admisible, porque dada la ambigüedad del auto de concesión del recurso extraordinario, la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio justifica que la Corte considere -aunque no se haya interpuesto recurso de queja- también los agravios referentes a la arbitrariedad del fallo, pues no fueron objeto de desestimación expresa por parte de la quo y las deficiencias de la resolución apuntada no pueden tener por efecto restringir el derecho de la parte recurrente.  Los agravios de la apelante, sustentados en la doctrina de la arbitrariedad, suscitan cuestión federal para su consideración por la vía intentada pues, aunque remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba que son ajenas -como regla y por naturaleza- a la instancia del art. 14 de la ley 48, ello no es óbice para invalidar lo resuelto cuando la Alzada se ha apartado de las constancias de la causa y su pronunciamiento no resulta una derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la litis.


    Ishihara Argentina S.A. c/ DGI s/ Dirección General Impositiva


    I. 430, XXXVIII, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Recurso de apelación (administrativo). AFIP. Resoluciones generales. Apelación pendiente. Juez previniente. 


    La Corte tiene dicho, que en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes.   La Corte sostiene que el fuero de atracción sólo podría operar después de la intervención del tribunal de alzada, y en el supuesto de que éste confirmara la decisión, se habitaría la radicación de la causa ante el tribunal del concurso.


    Monteros Televisora Color S.R.L.


    COMP. 1295, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    La controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, desde que el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, que resolvió la contienda planteada entre magistrados nacionales de primera instancia.


    Sanabria, Juana G. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1856, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al precedente “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Heredia, Héctor Rubén c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 512, XL, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77; L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Pizzini, Lilia Cristina s/ Amparo


    COMP. 527, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Emergencia económica. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Valle, Vanesa A. c/ Consolidar Compañia de Seguros de Retiro S.A. y otro s/ Amparo


    COMP. 124, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Tecnometal Aluminio S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 65, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Emergencia económica. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Spicacci Citarella, Daniel G. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 179, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa "Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Ametlla, Eolo Floreal c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 180, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Empleo público. Devolución del expediente. Competencia contenciosa administrativa. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y, no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Avalos, Clemente Carmelo y otros c/ Obra Social para la Actividad Docente s/ Empleo público


    COMP. 174, XL, 29 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Amparo. Retenciones salariales. Personal policial en actividad. Competencia contencioso administrativa. 


    No existe un conflicto de competencia que deba la Corte resolver, toda vez que ya lo hizo el tribunal instituido legalmente y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-Ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes de los conflictos de competencia.


    Barrios, Alfredo Ramón c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.453 Decreto 896/01 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1877, XXXIX, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Devolución del expediente. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Blumenfeld de Weinberg Marion c/ Estado Nacional -  Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1361, XXXIX, 29 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Devolución del expediente. Cámara de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El pleito ya fue resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.


    Delgado, María Eugenia y otro c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Ordinario


    COMP. 2045, XXXIX, 12 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Concesión administrativa. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para la solución del caso, sin perjuicio de que, además de la legislación especial, pueden llegar a aplicarse normas de derecho común, que pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público.


    Lederman, Cecilia c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Amparo


    COMP. 2015, XXXIX, 28 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Cámara de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez donde se encuentra radicada la causa. Remisión al fallo de la causa, "Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Reijenstein, Sandra Cristina c/ AGF Allianz Argentina de Seguros de Vida S.A. s/ Amparo


    COMP. 170, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios contra el estado. Devolución del expediente. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    República Compañía de Inversiones S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Medida Cautelar


    COMP. 1090, XXXIX, 29 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Cámara de apelaciones. Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Corresponde a la Alzada del juez donde se encuentra radicada la causa. Remisión al fallo de la causa, "Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Suarez, Juan c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 422, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa, "Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Villarreal, Isabel Eva c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 365, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Régimen de consolidación de deudas. Deuda pública. Pesificación. Justicia nacional en lo contencioso administrativo. 


    La materia debatida atañe a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la administración, como es el arreglo del pago de la deuda pública, por lo que la pretensión deducida se desenvuelve en la esfera propia del derecho administrativo.


    Baquero, Nélida Graciela c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02, 471/02 s/ Proceso de Conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 111, XL, 01 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XL; “Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (Art. 14 CCABA)”.


    Barbona, Gloria Beatriz c/ Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparos y sumarísimos c/ Medida cautelar adjunta


    COMP. 290, XL, 04 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Cámara Nacional de apelaciones. Competencia federal. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    No se presenta una cuestión que la Corte deba resolver, toda vez que cuando la contienda se suscita entre jueces nacionales de primera instancia, su solución corresponde a la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido (art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58) y, por aplicación de dicho principio, aquélla debe ser resuelta por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Berti, Alcira Zulema y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 703, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 37, L. XL, "Lotártaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)".


    Boan, Susana c/ Obra Social de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 905, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Juicios en que la Nación es parte. Derecho público. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La causa corresponde a la competencia del fuero en lo Contencioso Administrativo Federal, puesto que, por un lado, resultan aplicables al caso los arts. 116 de la Constitución Nacional, 2°, inc. 6°, y 12 de la ley 48, que establecen que corresponde a la justicia federal conocer de las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte y, por el otro, para resolver la pretensión del actor deberán aplicarse normas y principios propios del derecho público.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1135, XL, 22 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 980, L. XL, “GCBA c/ CSJN s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1170, XL, 22 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    La presente causa corresponde a la competencia del fuero en lo Contencioso Administrativo Federal, puesto que, por un lado, resultan aplicables al caso los arts. 116 de la Constitución Nacional, 2°, inc. 6°, y 12 de la ley 48, que establecen que corresponde a la justicia federal conocer de las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte (Fallos: 308:2033) y, por el otro, que para resolver la pretensión del actor deberán aplicarse normas y principios propios del derecho público.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1379, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XL, “Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (Art. 14 CCABA)”.


    Zambetti, Nancy Adriana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 2144, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XL; “Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (Art. 14 CCABA)”.


    Tesare, Elsa María c/ Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo (Artículo 14 CCABA)


    COMP. 73, XL, 04 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Ley de emergencia económica. Bonos de consolidación de deudas previsionales. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia contencioso administrativa. 


    En el sub lite, no operaría el fuero de atracción de los juicios sucesorios, pues no se configura el supuesto contemplado en el art. 3284, inc. 4°, del Código Civil, desde que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, ella no fue incoada por un acreedor contra el causante, sino que la actora, que reviste la calidad de heredera en el citado sucesorio, procura obtener la intangibilidad y disponibilidad de bonos de consolidación otorgados originariamente en dólares estadounidenses.  Al respecto, la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal resulta competente, pues la materia debatida atañe a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la Administración, como es el arreglo del pago de la deuda pública, por lo que la pretensión deducida se desenvuelve en la esfera propia del Derecho Administrativo.


    Romani Ferreira, Elba Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Credicoop) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 865, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37; L. XL, “Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (Art. 14 CCABA)”.


    Romero, Julieta Angela c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 133, XL, 04 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XL, “Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (Art. 14 CCABA)”.


    Cheline, Liliana Ester c/ Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 514, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XL, "Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)".


    Chmieliasuskas, Susana Esther c/ Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (Artículo 14 CCABA)


    COMP. 695, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XL, "Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)".


    Marcheroni, Angelica Beatriz c/ OSCBA s/ Amparo (Artículo 14 CCABA)


    COMP. 696, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Si bien la sentencia ejecutiva fue dictada cuando ya se encontraba abierto y en trámite el concurso de la demandada, al momento de iniciarse la ejecución fiscal todavía no se había promovido el concurso preventivo, por lo cual, la actora tiene la posibilidad de solicitar la verificación de su crédito en el concurso.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - Poder Ejecutivo de la Ciudad - Dirección General de Rentas c/ Universalflet S.A s/ Cobro de impuesto de ejecución fiscal


    COMP. 1958, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Alumbrado, barrido y limpieza. Obras sociales. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 


    En autos ha sido demandada una obra social -que, en principio, se encontraría comprendida en los términos de los arts. 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, de la 23.661-, motivo por el cual resulta aplicable al caso el art. 38 de la ley citada en último término, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores.  Asimismo, corresponde ordenar su remisión al fuero contencioso administrativo federal, pues para resolver la pretensión de la actora -ejecución fiscal de tributos-, se aplicarán normas y principios propios del derecho público.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social del Ministerio de Educación s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1097, XXXIX, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 485, L. XL, "G.C.B.A. c/ D.G.I. s/ Ejecución fiscal-ABL".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 730, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI. Cobro de sumas de dinero. Competencia por la persona. Competencia contencioso administrativa. 


    Cabe recordar que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal. En uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.  Tiene dicho la Corte, que si la demanda se instaura contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ DGI s/ Ejecución fiscal


    COMP. 485, XL, 02 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1958, L. XXXIX, “GCBA c/ Universalflet S.A. s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/  Credibono Compañía Financiera S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1690, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1958, L. XXXIX, “GCBA c/ Universalflet S.A. s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Poder Ejecutivo de la Ciudad) Dirección General de Rentas c/ Universalflet S.A. s/ Cobro de impuesto de ejecución fisca


    COMP. 1959, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Opción de obra social. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    A los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda –art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- y después, sólo en la medida en que se adecúe a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  La materia en debate reviste carácter administrativo, pues se pretende atribuir responsabilidad a las demandadas por el supuesto incumplimiento de una obligación legal que lesionaría los derechos del actor, para cuya resolución se deberán aplicar normas y principios que integran el derecho público local, sin perjuicio de que, eventualmente, deba recurrirse a leyes nacionales.  En tales condiciones, el presente proceso no correspondería a la competencia del fuero federal, no sólo por la materia en debate, sino también en razón de que la falta de adhesión de la OSBA al Sistema Nacional del Seguro de Salud, sea por omisión o por falta de adecuación a las prescripciones del nuevo régimen, torna inaplicable lo dispuesto por el art. 38 de la ley 23.661, pues mientras la OSBA no cumpla con lo estipulado en la ley local, no sería un agente comprendido en las previsiones de aquella ley nacional.


    Lotartaro, María Laura c/ Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo


    COMP. 37, XL, 04 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 37, L. XL, “Lotártaro, María Laura c/ OSCBA y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)”.


    Setti, Alejandra Silvia c/ OSCBA y otro s/ Amparos y sumarísimos con medida cautelar adjunta


    COMP. 1004, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Pesificación. Declaración de incompetencia. Oportunidad procesal. Cámara de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Por otro lado, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional, deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.


    Rocaniere, Elsa Teresa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (CITI) s/ Amparo


    COMP. 1058, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Medidas cautelares. Afiliación a obras sociales. Competencia contencioso administrativa. 


    La actora interpuso una medida cautelar autónoma contra el Estado Nacional, a fin de obtener que se suspendan los efectos del decreto 1188/03, mediante el cual se dispuso que la afiliación del personal civil del Ejército y de la Gendarmería Nacional a la Mutualidad del Fondo Compensador sea voluntaria y no obligatoria, por entender que dicho acto afecta derechos adquiridos y en expectativa de numerosos beneficiarios.  En tales condiciones, al ser demandado el Estado Nacional y encontrarse en tela de juicio un acto administrativo dictado por el Poder Ejecutivo Nacional con fundamento en que se encuentra viciado por no cumplir los requisitos de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, prima facie, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben dirimirse las cuestiones de competencia, este proceso puede estimarse comprendido dentro de las causas contencioso administrativas contempladas en el art. 45, inc. a), de la ley 13.998. No obsta a dicha solución la circunstancia de que el otorgamiento al personal jubilado de un complemento monetario constituya la finalidad primordial de la entidad, puesto que, además de realizar otras actividades propias de su carácter mutual, los temas a debatir en el sub lite conducen al examen de normas y principios de derecho público vinculados al alcance de las atribuciones del Poder Ejecutivo Nacional, cuestiones que son ajenas al ámbito de la competencia atribuida al fuero de la Seguridad Social por la ley 24.655.


    Mutualidad Fondo Compensador Personal Civil Ejercito y otros c/ Estado Nacional s/ Medidas Cautelares


    COMP. 843, XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Servicio público telefónico. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    Resulta claro, que si bien en el marco de una acción prima facie de naturaleza real, atañe y puede afectar en definitiva la regularidad de la prestación de un servicio público nacional como lo es el de la telefonía, motivo por el que está en juego la aplicación e interpretación de la Ley Nacional de Telecomunicaciones, base del plexo regulatorio de dicho servicio público. Basta recordar el Art. 3ro de la mencionada Ley que establece "la Jurisdicción Nacional, sobre los servicios de telecomunicaciones de propiedad de la Nación y los servicios de telecomunicaciones de una provincia interconectados con otra jurisdicción o con un estado extranjero". Además la mencionada Ley, prevé expresamente las limitaciones al dominio en beneficio del servicio público de telefonía.   Por lo tanto, trataría exclusivamente acerca de una limitación al dominio dispuesta por una norma federal, en beneficio de la prestación de un servicio público, por lo que debe ser resuelta por el fuero federal.


    Kleinman, Ovidio c/ Telecom S.A. s/ Acción negatoria


    COMP. 1061, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Gora S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 505, XL, 21 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa. 


    Resulta competente para entender en los presentes obrados la justicia federal en tanto el artículo 35 bis, apartado 5° inciso "A" y el artículo 51 de la ley de entidades financieras establece que los actos de transferencia no serán reputados ineficaces, ni susceptibles de revocación de conformidad con la ley de concursos y quiebras; y el articulo 52, que la quiebra declarada de la entidad financiera, en ningún caso afectará los actos de transferencia de activos y pasivos excluidos realizados o autorizados conforme a las previsiones del apartado 2° del artículo 35 bis, aún cuando dichos actos estuvieren en trámite de instrumentación o perfeccionamiento.  Por otra parte, se trata de una acción donde no es demandado el fallido, razón por la cual no se da el supuesto previsto en el apartado 3°, del artículo 35 bis. ya que la intervención judicial allí contemplada resulta previa al estado de falencia.


    Ortelli, Flaminia Amelia c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 s/ Amparo


    COMP. 344, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Acción meramente declarativa. Casinos. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Toda vez que el juez que deba solucionar el pleito tendrá que examinar actos dictados en materia de juegos de azar y contratos suscriptos por autoridades provinciales regidos por el derecho administrativo, de eminente carácter local, corresponde a los jueces provinciales entender en este proceso, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles.  Ello es así, en razón de que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicios de que los temas federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48.  No obsta a lo expuesto el hecho de que los actores denuncien tener su domicilio en la Ciudad de Buenos Aires, toda vez que, al no configurar el sub examine una causa civil, no concierne al Tribunal expedirse sobre la distinta vecindad. Sin perjuicio de ello, se advierte que la actora habría constituido domicilio especial en el radio de la Ciudad de Santiago del Estero, a los efectos de ser adjudicataria de la concesión, lo que conduce a suponer que aceptaron someterse a la jurisdicción, máxime cuando el propio contrato de concesión establece que el fuero contencioso administrativo es competente para entender en los conflictos que se susciten entre las partes.  Las provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según el art. 117 de la Constitución Nacional o, en su defecto, ante sus propios jueces, según los arts. 121, 122, 124 y concordantes de la Ley Fundamental. En su mérito, la prerrogativa que asiste a los vecinos de distinta jurisdicción territorial al fuero federal cede cuando la materia del pleito es de derecho público provincial la cual sólo resulta propia del conocimiento de los magistrados locales, pues lo contrario importaría una intromisión y un avasallamiento de las autonomías provinciales.


    Compañía de Recreativos Argentinos S.A. (Ex Codere) c/ Provincia de Santiago del Estero s/ Acción declarativa de certeza y medida cautelar


    COMP. 1289, XL, 02 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Distribución de energía eléctrica. Generación de energía eléctrica. Modificación del contrato. Pacto de jurisdicción. Improrrogabilidad de la competencia. Competencia administrativa. 


    Según establece el art. 72 de Ley 24.065, toda controversia entre los agentes del mercado eléctrico mayorista, con motivo del suministro o del servicio público de transporte y distribución de electricidad, deberá ser sometida en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del ente administrativo con facultades jurisdiccionales. Asimismo, el art. 76 dispone el procedimiento destinado a que la decisión jurisdiccional administrativa encuentre suficiente control judicial, que asegure el ejercicio del derecho de defensa del interesado.  Surge claramente que el plexo normativo prevé la intervención del organismo regulador para dirimir situaciones en forma previa y obligatoria a la instancia judicial. Por otra parte, de los hechos expuestos en la demanda, a los que se debe atender para resolver las cuestiones de competencia, resulta que la pretensión se dirige a obtener la modificación de los términos del contrato de abastecimiento de energía eléctrica celebrado entre las partes.  La circunstancia señalada no cercena la posibilidad de acceder a la justicia, ni la garantía del debido proceso, sino que sólo posterga su intervención hasta tanto exista una decisión administrativa que luego sería susceptible de ser revisada, según el caso, por los tribunales judiciales y que, por lo demás, torna insustancial la alegada prórroga de jurisdicción a favor de la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, toda vez que las disposiciones citadas son inderogables por la mera voluntad de las partes.


    EDERSA c/ Turbine Power Co. S.A. s/ Contencioso administrativo


    COMP. 864, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Daños y perjuicios. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara contencioso administrativa. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    El conflicto de competencia no es de los que deba entender la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto- ley 85/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre Jueces Nacionales de Primera Instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido. No obsta a ello la intervención del Superior en lo Civil y Comercial Federal, toda vez que se limitó a declarar desierto el recurso, ante su estrado interpuesto.


    Di Ruccio, Nicolás Luis Roberto c/ lnstituto Nacional de Obra Social del Ejército s/ Daños y perjuicios


    COMP. 46, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Las cuestiones de competencia entre jueces de distintas jurisdicciones deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos, lo que lleva a aplicar el art.  7° del Código Procesal Civil Y Comercial de la Nación, que establece que elegida una vía para promover la cuestión de competencia, no podrá posteriormente usarse la otra.


    Verón, Osvaldo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires


    V. 1388, XXXVIII, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Contratación directa. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    Si bien el Ministerio Público sostuvo, sobre la base de los hechos expuestos en el escrito inicial, que la pretensión de la actora quedaba comprendida, prima facie, dentro del concepto de causa civil que surte la competencia originaria del Tribunal según el art. 117 de la Constitución Nacional, los nuevos elementos de juicio incorporados al proceso con motivo de la defensa de incompetencia articulada por la Provincia demandada exigen rever tal afirmación.  En efecto, de ellos se deriva que las facturas que se intentan cobrar fueron emitidas como consecuencia de un contrato administrativo celebrado entre las partes y la circunstancia de que dicho convenio se haya efectuado por el sistema de contratación directa prevista y regida por la Ley de Contabilidad local no altera su naturaleza jurídica ni lo sustrae de la aplicación de las normas de derecho público local. Máxime, cuando la propia actora se ha sometido voluntariamente a ese régimen jurídico.  En tales condiciones, asiste razón a la excepcionante, toda vez que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos administrativos, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía provincial ha querido darles, tal circunstancia priva al proceso de la competencia originaria de la Corte.  Ello es así, puesto que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Arte Gráfico Editorial Argentino S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de Pesos


    A. 989, XXXVII, 28 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Devolución del expediente. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Butto, Claudia c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 248, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Entes autárquicos nacionales. Cuestión de derecho público local. Remisión del expediente. Competencia contencioso administrativa. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.   En virtud de ello, la Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros o no es parte una provincia, según los arts. 1° de la ley 48,2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.  Ninguno de estos supuestos se presenta en el sub lite, toda vez que la demanda ha sido interpuesta por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia argentina, según lo dispuesto por el art. 129 y la Cláusula Transitoria Séptima de la Constitución Nacional, por lo que resulta excluida de la competencia originaria de la Corte asignada por los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, la que es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales.  No obsta a tal solución lo resuelto en la sentencia del 5 de agosto de 2003, G. 857, L.XXXVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Casa de la Provincia del s/ Ejecución fiscal", puesto que, para disponer allí la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, se tuvo especialmente en consideración que la demandada era una provincia, naturaleza que impedía aceptar la competencia de los tribunales en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires sin que resultaran afectadas sus prerrogativas constitucionales (arts. 117, 121, 122 y concordantes de la Ley Fundamental).  En consecuencia, la presente causa resulta ajena a la jurisdicción originaria de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarriles Argentinos Bartolomé Mitre s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1593, XXXIX, 23 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Economía procesal. Remisión del expediente. Competencia contencioso administrativa. 


    La Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros o no es parte una provincia, según los arts. 10 de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.  Ninguno de estos supuestos se presenta, toda vez que la demanda ha sido interpuesta por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia argentina, según lo dispuesto por el art. 129 y la Cláusula Transitoria Séptima de la Constitución Nacional, por lo que resulta excluida de la competencia originaria de la Corte asignada por los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, la que es insusceptib1e de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales.  No obsta a tal solución lo resuelto en la sentencia del 5 de agosto de 2003, G. 857, L.XXXVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Casa de la Provincia del s/ Ejecución fiscal", puesto que, para disponer allí la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, se tuvo especialmente en consideración que la demandada era una provincia, naturaleza que impedía aceptar la competencia de los tribunales en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires sin que resultaran afectadas sus prerrogativas constitucionales (arts. 117,121, 122 y concordantes de la Ley Fundamental).  La presente causa no corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1736, XXXIX, 28 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Responsabilidad del estado. Entes descentralizados. Remisión del expediente. Competencia contencioso administrativo y tributario. 


    No existe unanimidad de criterio para definir el elemento determinante de la competencia contencioso administrativa, puesto que, si bien alguna parte de la doctrina afirma que es el sujeto, otra parte de ella sostiene que está constituido por la materia en debate, es decir, por su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer para resolver la contienda.  En el sub lite, tal disyuntiva carece de relevancia, toda vez que ambos elementos se encuentran reunidos en la causa, en tanto, según se desprende de las actuaciones, uno de los sujetos demandados es una persona jurídica pública estatal -Gobierno de la Ciudad- y la otra es una sociedad del Estado, cuyo traspaso del Estado Nacional a la entonces Municipalidad -con la titularidad exclusiva de su patrimonio- fue dispuesta por la ley 22.070. Por otra parte, la materia en debate reviste carácter administrativo, en la medida en que se pretende atribuir responsabilidad al Estado local por la actuación de un ente descentralizado que le pertenece, para cuya resolución se deberán aplicar las normas y principios del Derecho Administrativo.  Por todo lo expuesto, la causa debe ser resuelta por los jueces locales, al ser específica del fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires, de conformidad con los arts. 8 de la ley 24.588, 48 de la ley local 7 y el 2 del C.C.A. y T. de la Ciudad.


    Jaime, Gustavo Alejandro c/ Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado


    J. 332, XXXVIII, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Juez preveniente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa, "Couso R. R. c/ Consorcio de Prop. Corrientes 1418".


    Magni, Norberto Horacio c/ ANSES s/ Reajustes Varios


    COMP. 136, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    No se presenta una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que, según lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que intervino en primer término.


    Ciccaci, Luisa Esther c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1147, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Derechos y garantías constitucionales. Competencia contencioso administrativa. Juez previniente. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XL, "Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)".


    Casini, Ana María y otros c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 560, XL, 02 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Facultades de la alzada. Cámara contencioso administrativa. 


    No corresponde a la Corte Suprema dirimir una cuestión de competencia, si ambos magistrados tienen un "órgano superior jerárquico común" que debe resolverla.


    Rodríguez Allones, Gricelia c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 s/ Poceso de conocimiento


    COMP. 279, XL, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Economía procesal. Devolución del expediente. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Con el fin de evitar perjuicios que atenten contra la adecuada prestación del servicio de justicia, por el cual deben velar todos los órganos que lo integran, cabe señalar que elementales razones de orden, además de otras de mayor entidad, conducen a sostener que los juzgados que se desprenden de actuaciones y se las envían a otros jueces para que continúen con su tramitación, deben extremar los recaudos y remitir los expedientes que la mejor manera posible para que los nuevos magistrados realicen su tarea y, en aras de recomponer esta particular situación, parece aconsejable distinguir el temperamento a adoptar debido a la cuestión procesal que se plantea en cada caso.


    Parques Interama c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Contrato de Obra Pública


    COMP. 642, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia por materia. Ejecución de alquileres. Competencia contencioso administrativa. 


    No existe unanimidad de criterio para definir el elemento determinante de la competencia contencioso administrativa, puesto que si bien alguna parte de la doctrina afirma que es el sujeto, otra parte de ella sostiene que está constituido por la materia en debate, es decir, por su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer para resolver la contienda.


    Nisola Acerbo, Alfredo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución de alquileres


    N. 487, XXXIX, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Cabe señalar que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, en primer término, porque la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo y, en segundo lugar, por cuanto las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por algunas de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.


    Paccini, Daniel Leopoldo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 302, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Competencia contencioso administrativa. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes con los conflictos de competencias.


    Chaves, Roberto Santiago c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 779, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Competencia provincial. 


    Tiene declarado la Corte que, para el correcto planteo de una contienda negativa de competencia, es presupuesto necesario que los jueces intervinientes se la atribuyan recíprocamente.


    Correo Argentino S.A. c/ Obra Social de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 538, XL, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Sociedad anónima con participación estatal mayoritaria. Competencia contencioso administrativa. 


    La facultad de acudir ante los jueces en defensa de los derechos, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  En virtud de ello, la Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros o no es parte una provincia, según los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.  La Ciudad Autónoma de Buenos Aires, no es una provincia argentina, según lo dispuesto por el art. 129 y la Cláusula Transitoria Séptima de la Constitución Nacional, por lo que resulta excluida de la competencia originaria de la Corte asignada por los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, la que es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales.   Sin perjuicio de ello, con la finalidad de evitar una situación que va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia y de impedir la perduración de situaciones que podrían llegar a configurar un caso de privación jurisdiccional para las partes, resulta necesario determinar qué juez debe intervenir en estas actuaciones, máxime cuando la demandada ya invocó su derecho al fuero federal.  Al respecto, cabe señalar que la sociedad demandada, con un 75 % de capital estatal, en ningún momento vio alterada su naturaleza jurídica de derecho público, circunstancia que autoriza a considerarla una "entidad nacional", en el sentido con que esta expresión es utilizada en casos en los que está en juego la determinación del tribunal competente y, por lo tanto, corresponde que litigue en el fuero federal, ya que, eventualmente, podría verse comprometido el interés del Estado Nacional.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa Nuclear Argentina de Centrales Eléctricas S.A. s/ Proceso de ejecución


    COMP. 805, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Alumbrado, barrido y limpieza. Juicios en que la Nación es parte. Competencia contencioso administrativa. 


    La facultad de acudir ante los jueces en defensa de los derechos, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  En virtud de ello, la Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros o no es parte una provincia, según los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.  Ninguno de estos supuestos se presenta en el sub lite, toda vez que la demanda ha sido interpuesta por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia argentina, según lo dispuesto por el art. 129 y la Cláusula Transitoria Séptima de la Constitución Nacional, por lo que resulta excluida de la competencia originaria de la Corte prevista en los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, la que es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales.  En consecuencia, la presente causa no corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte.  Sin perjuicio de ello, con la finalidad de evitar una situación que va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia y de impedir la perduración de situaciones que podrían llegar a configurar un caso de privación jurisdiccional para las partes, resulta necesario determinar qué juez debe intervenir en esta causa.  En tales condiciones, debe continuar su trámite ante el fuero Contencioso Administrativo Federal, puesto que, por un lado, resulta aplicable lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2° de la ley 48, al ser demandado el Estado Nacional y, por el otro, cabe tener en cuenta que, a los efectos de resolver la pretensión de la actora, se deben aplicar normas y principios propios del derecho público.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Airesc/ Propietario del inmueble Scalabrini Ortiz s/ Proceso de ejecución


    COMP. 893, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Cámara de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    No se presenta una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, según el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Strua, Norberto Antonio y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Decretos 1570/01, 214/02 y otros s/ Amparo - Ley 16.986


    COMP. 1376, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    El conflicto debe ser dirimido por la cámara de la cual depende el tribunal que intervino en primer término.


    Lauricella, Miguel Ángel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1044, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Lacroix, Carlos


    COMP. 886, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Riarte Ibazeta s/ Cobro de pesos


    COMP. 1190, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procesos de ejecución. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 779, L. XXXVIII, “Ríos de Ekmekdjián, Mercedes y otra c/ Borrini, Graciela s/ Cobro de honorarios profesionales”.


    Muchart, María Alejandra c/ Taverniers, Karin s/ Proceso de ejecución


    COMP. 427, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    No corresponde la intervención de la Corte, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° 1285/58 y reiterada jurisprudencia del máximo tribunal.


    Portillo, María Gabriela c/ Banco Hipotecario S.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 304, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Competencia contencioso administrativa. 


    El presente conflicto de competencia fue dirimido por la alzada del tribunal que previno, conforme a lo dispuesto por el art. 24 del Dec. Ley 1285/58, por lo que, no subsiste contienda en la que la Corte deba intervenir.


    Ribes, Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida cautelar


    COMP. 390, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Impugnación del acto administrativo


    Costas al demandado. Solidaridad previsional. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    La vía del art. 14 de la ley 48 no resulta procedente para revisar lo decidido por los jueces de la causa en lo referente a la distribución de las costas del pleito, corresponde hacer excepción a ese principio cuando el pronunciamiento ha omitido todo examen respecto a la aplicación del art 21 de la ley 24.463, que prevé que cuando se impugnen por la vía judicial los actos administrativos de la ANSES, "en todos los casos las costas serán por su orden".  En cuanto al fondo de la cuestión, la Cámara ha prescindido de la estipulado por el artículo 21 de la citada norma, sin que mediara declaración de inconstitucionalidad, lo que toma descalificable su decisorio. La Corte ha sostenido respecto a que cuando el legislador ha querido establecer una excepción a las disposiciones contenidas en la ley de solidaridad previsional, lo ha hecho de modo expreso, por lo que el art. 21 de la ley 24.463 debe ser interpretado en el sentido amplio que resulta de sus términos y comprensivo en principio- de la diversidad de procesos y jurisdicciones en que debe actuar la ANSES.


    Fussi, José Alberto c/ Previnter AFJP y otros


    F. 922, XXXIX, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo


    Crédito fiscal. Deudas impositivas. Base imponible. Determinación de oficio. Procedimiento administrativo. Investigación inconclusa. Exceso ritual manifiesto. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Doctrina de Fallos: 261:209; 262: 144; 308: 719, entre otros.


    Ha expresado la Corte que, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de repetición, ello no implica que pueda exagerarse el formalismo hasta el extremo de admitir una condena por deuda inexistente, circunstancia que importaría un grave menoscabo de garantías constitucionales.  Los tribunales inferiores también se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente, en los juicios de apremio, las defensas fundadas en la inexistencia de deuda, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos, razón por la cual se concluye, sin dificultad, que no pueden ser tenidas como sentencias válidas aquellas que omitan tratar en forma adecuada las defensas aludidas, toda vez que aquéllas han de gravitar fundamentalmente en el resultado de la causa.


    Municipalidad de Paraná c/ Reula, Ramón


    M. 2154, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia


    Caducidad de instancia. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Recursos. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, también lo es, que, conforme a reiterada jurisprudencia de la Corte, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio, y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.   Conviene recordar, asimismo, que la Corte tiene establecido en numerosos pronunciamientos, que la perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y que por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.  A mayor abundamiento, corresponde señalar que la Corte también ha dicho reiteradamente, que la caducidad de la instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o prolongar  situaciones en conflicto; de manera que por ser dicho instituto un modo anormal de la terminación del proceso, su aplicación debe adecuarse a ese carácter si lleva con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de un ámbito propio.


    D´Angelo, Rosa Graciela Godoy de c/ Provincia de Santa Fe


    D. 950, XXXVIII, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares


    Servicio nacional de agua potable. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Es conocida y reiterada la doctrina de la Corte en torno a que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten no revisten, en principio, carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el artículo 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario; regla que cede cuando configura un supuesto de gravedad institucional o cuando aquéllas causan un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.  El Poder Ejecutivo vetó -in totum- el proyecto de ley registrado bajo el n° 25.609, que prohibía a los prestadores suspender los servicios públicos por falta de pago cuando sean indispensables para el funcionamiento de los establecimientos públicos de carácter asistencial sanitario u hospitalario y de las fuerzas armadas y de seguridad. Entre otras razones, el Poder Ejecutivo, puntualizó que adoptaba tal decisión ante "la posibilidad cierta de cortes de los servicios públicos necesarios para el desarrollo de las actividades en instituciones sanitarias, educacionales y de seguridad podría provocar una merma en la calidad de los servicios que dichas instituciones brindan a la sociedad", por lo cual había "impartido precisas instrucciones a la Comisión de Renegociación de Contratos de Obras y Servicios Públicos en la órbita del Ministerio de Economía a fin de que arbitre los medios necesarios para evitar el corte de servicios públicos involucrados en el Proyecto de Ley bajo análisis, con el objeto de posibilitar el adecuado funcionamiento de las instituciones que se intenta preservar... "  Por otro lado, el Poder Ejecutivo Nacional autorizó a los prestadores a suspender el servicio ante la falta de pago por parte de los establecimientos públicos, sobre la base de tener en cuenta, entre otras circunstancias "la necesidad de preservar al Estado Nacional de eventuales reclamos que conduzcan a una situación general aún más gravosa, a raíz de incumplimientos contractuales unilaterales”, como también la necesidad de atender a la inequidad que provoca que el Estado no cumpla frente al esfuerzo que deben realizar los restantes usuarios de honrar en tiempo y forma con el pago del servicio.  El único condicionamiento que se impuso a los prestadores para adoptar tal medida ante la falta de pago por parte del Estado fue que la decisión se comunicara, fehacientemente, a las instituciones involucradas como a los Ministros o Secretarios de la Presidencia de la Nación, con una antelación no menor de treinta días.


    Estado Nacional - Fuerza Aérea Argentina c/ Aguas Argentinas S. A. s/ Medidas cautelares


    E. 471, XXXIX, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Nulidad de la resolución


    Falta de legitimación para obrar. Insuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. Validez del acto jurídico. Reforma laboral. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S. 1929, L. XXXVIII, “Sindicato Argentino de Docentes Particulares c/ PEN –Ministerio de Trabajo de la Nación” y a los fallos T. 458, L. XXXVIII, “Tazzoli, Jorge Alberto c/ Fibracentro S.A. y otros s/ Despido” y Fallos: 325: 1905.


    Las críticas referidas a la aptitud del fuero del trabajo, legitimación de la peticionaria y habilitación de la instancia, entre otros ítems, comprometen aspectos no federales; y que los argumentos de la Sala proveen al fallo de la fundamentación indispensable para configurar un acto judicial válido, que la recurrente no consigue conmover.   En lo que concierne a los restantes agravios, dice la quejosa que se ha puesto en cuestión la validez de actos de la autoridad nacional y discrepado en torno a los alcances de normas federales, poniéndose de ese modo en debate las facultades del Poder ejecutivo para garantizar la prestación de los servicios esenciales e, igualmente, la concurrencia de los recaudos habilitantes para el dictado de medidas como las adoptadas por la autoridad de aplicación. Todo lo anterior, a propósito de los reparos expresados en torno al decreto n° 843/00 y a las resoluciones ministeriales –MTEyFRH- n° 480/01 y 632/01.   Si bien la sala confirmó la decisión de la anterior instancia que hizo lugar a la declaración de inconstitucionalidad de las disposiciones aludidas, lo cierto es que, al pronunciarse sobre la cuestión, propició una inteligencia del decreto n° 843/00 que lo deja a cobijo de la invalidez declarada, la que se ciñe así a las dos resoluciones ministeriales. En tales condiciones, dado que el remedio federal traduce la pretensión de que se revise lo que sobre la compatibilidad de estas últimas y normas de derecho común dijo el tribunal de la causa, el planteo debería ser desestimado.   Aun dejando de lado consideraciones relativas a las normas en la materia emanadas de la Organización internacional del Trabajo y que, tanto en la letra como en el espíritu del artículo 33 de la ley n° 25.250, las potestades confiadas al Ministerio del Trabajo emerge en subsidio del fracaso de la autorregulación colectiva o de la falta de acatamiento de lo acordado por los contendientes, se advierte que la tesitura de la presentante no se sustenta.   La propia preceptiva originada en el Ejecutivo priva de aval a su pretensión, ya que, amén de lo especificado por el Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo en orden a cuáles servicios han de entenderse esenciales en sentido estricto, a cuyo parecer el propio decreto n° 843/00 se remite, bien señala el Fiscal General del Trabajo y recepta la sentencia, que el empleo del adverbio únicamente impone en la materia una hermenéutica restrictiva, en particular, si se tiene en cuenta lo dispuesto por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional y preceptos internacionales en vigencia en punto a que: “Queda garantizado a los gremios: … el derecho de huelga…”, y siendo que, por cierto, no es la educación uno de los servicios “esenciales en sí”, sino que el precepto aludido define con el referido carácter sólo a los que afectan de modo directo la vida, la seguridad y la salud de las personas, desde que la mínima desatención de los servicios que reguardan tales derechos puede devenir irreparable.   Al referirse a las restricciones a este derecho admitida por la doctrina del Comité de Libertad Sindical, el decreto n° 843/00 detalla que las mismas pueden alcanzar a servicios no considerados en sí esenciales, en tanto que, en virtud de la extensión y duración del conflicto, se afecte a un servicio público de importancia trascendental para el país, o se puede provocar una situación de crisis nacional aguda que ponga en peligro las condiciones de existencia de la población.   En relación con lo que antecede, las resoluciones n° 480/01 y 632/01 no incluyen en sus fundamentos referencia concreta alguna a la crisis general de nuestro país sobre la que, especialmente, se detiene la quejosa en su recurso ni sobre la específica existencia de condiciones como las exigidas en la reglamentación, extremo que opera en desmedro de la apreciación de dichos actos administrativos en los términos, substancialmente, de los artículos 7, incisos b) y e), y 14, inciso b), de la ley n° 19.549. Lo expresado, sin perjuicio de lo que pueda opinarse en materia de razonabilidad a propósito de la relación habida entre la crisis aludida en la presentación y el dictado de medidas como la examinada.   Se añade a lo anterior receptado luego en la sentencia, que subyace a lo reglado en el artículo 2°, párrafo 2°, del decreto n° 843/00, que las facultades confiadas al Ministerio de Trabajo, supone un conflicto desatado y concreto, con características de intensidad y gravedad como las precisadas; extremo del que se sigue que la disposición no puede entenderse como una vía para reglamentar, con carácter general y previo, toda posible controversia colectiva; que es, en definitiva, lo que ha venido a hacer el Ministerio de Trabajo de la Nación, al menos con el dictado de la resolución n°480/01.


    CETERA c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos s/ Nulidad de resolución


    N. 359, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Deserción del recurso. Obligaciones de dar sumas de dinero. Títulos de deuda pública. Excesivo rigor formal. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derechos y garantías constitucionales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las resoluciones que declaren desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del art. 4 de la ley 48 salvo que lo decidido revele un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio.   Sobre la base de tal criterio, en el sub lite concurren los supuestos de excepción que permiten revisar la sentencia apelada, toda vez que aquélla no sólo trasunta un excesivo rigor formal en la manera de apreciar la insuficiencia técnica del recurso interpuesto, sino que omite pronunciarse sobre cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para la resolución del caso.  De tal manera, los agravios esgrimidos por la apelante no constituyen una mera discrepancia subjetiva, sino que, antes bien, se apoyan en argumentos que no evaluó adecuadamente la alzada. Desde este punto de vista, existe en el sub examine una relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas que lleva a descalificar la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    Falcón, Ignacio c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía


    F. 345, XXXIX, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Expropiación irregular. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario articulado no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, puesto que el fallo apelado expresamente dejó a salvo la posibilidad de que la cuestión en debate sea planteada en otros procesos, sin que ello se vea enervado por la alegada prescripción de tales vías, toda vez que la Corte ha sentado el criterio de que la demanda de expropiación indirecta promovida por el dueño de un inmueble inutilizado a consecuencia de la realización de un obra pública por el Estado, aunque haya sido rechazada, interrumpe la prescripción de la acción del propietario tendiente a obtener la reparación de los daños y perjuicios ocasionados.


    Faut, Pedro y otros c/ Provincia de Buenos Aires


    F. 999, XXXVIII, 18 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Sistema previsional. Ley vigente. Sentencia arbitraria. Derecho y garantías constitucionales. Admisibilidad del recurso. 


    La corte tiene reiteradamente dicho que, en principio, en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir dicha tacha no habría sentencia propiamente dicha.   Aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas - como regla y por su naturaleza - a la vía de excepción intentada, ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal, cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.  Tal es lo que acontece en el sub-lite, por cuanto el juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio.


    Acosta, Julio Florencio y otros c/ Instituto de Previsión Social y/u otros s/ Amparo


    A. 945, XXXIX, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Medida de no innovar. Licencia de radiodifusión. Concurso. Juez del concurso. Acto administrativo. Acto de los poderes públicos. Admisibilidad del recurso. 


    Las medidas cautelares y, en particular, las de no innovar son siempre un accesorio o instrumento de otro proceso eventual o hipotético, o configuran actos procesales del órgano jurisdiccional adoptados en el curso de un proceso de cualquier tipo o previamente a él, para asegurar bienes o pruebas o mantener situaciones de hecho o para seguridad de personas o satisfacciones de sus necesidades urgentes, y persigue la tutela jurídica de un estado de derecho o de hecho planteado y destinado a garantir su goce eventual y futuro mientras se resuelva definitivamente sobre el hecho litigioso, circunstancias que sólo aparecen como hipotéticas o conjeturales.  De otro lado, si se atiende a que tal medida está dirigida a cuestionar el posible acto administrativo que operare la aplicación de una norma cuya inconstitucionalidad se pretende, su admisión debe apreciarse con criterio restrictivo y otorgarse de manera excepcional, exigiéndose con rigurosidad que la verosimilitud del derecho esté debidamente acreditada, ya que se enfrenta con el principio de presunción de validez de los actos de los poderes públicos.


    Radio Emisora Cultural S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de apelación de medida cautelar


    R. 2324, XXXVIII, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Concurso de cargos judiciales. Exclusión del concurso. Resoluciones irrecurribles. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    La ley 24.937 prevé que las decisiones del plenario del Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación en concursos para la selección de jueces son irrecurribles, norma adecuada en función de las características de este sistema, que se desarrolla en un marco de discrecionalidad reconocido por la ley.  Este principio sólo debería ceder ante una grave violación de las formas sustanciales del procedimiento o arbitrariedad manifiesta. Así este caso puede equipararse, en orden al principio de irrevisibilidad que lo rige, aunque con algún matiz en cuanto a las circunstancias que permiten hacer excepción a dicho principio, al juicio de destitución de magistrados, en donde siguiendo la doctrina de la Corte, no resulta revisable el temperamento del órgano competente, salvo grave afectación del derecho de defensa.  En este mismo orden de ideas, resulta aplicable, por analogía, la doctrina tradicional de la Corte en materia de concursos para proveer cargos de profesores universitarios, dada la similitud existente respecto a las características de procedimiento y facultades y atribuciones privativas de los órganos encargados de la selección.  Al respecto, la Corte ha señalado, desde antiguo, que tales procedimientos no admiten, en principio, revisión judicial, aunque dicha regla no es obstáculo para que se ejerza judicialmente el control de legalidad de los actos administrativos dictados en el curso de aquéllos, cuando sean manifiestamente arbitrarios.  Los agravios que el apelante intenta someter a conocimiento de la Corte por intermedio del recurso extraordinario sólo trasuntan su discrepancia sobre las cuestiones de hecho y prueba que el a quo estimó relevantes para evaluar la legitimidad de la decisión del Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación, cuya resolución está reservada a los jueces de la causa y, por ende, resulta ajeno al recurso extraordinario, salvo supuesto de arbitrariedad.  Finalmente, no corresponde aplicar la doctrina de la arbitrariedad cuando el tribunal ha expresado fundamentos fácticos que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentar sus conclusiones y, si las impugnaciones propuestas sólo traducen discrepancias con el criterio de selección y valoración de las pruebas aplicado por la alzada, pues -como ha señalado reiteradamente la Corte- aquella doctrina no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los cuales, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido.


    Carranza Latrubesse, Gustavo s/ Acción de amparo


    C. 172, XXXVIII, 27 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso


    Recurso extraordinario. Cobro de sumas de dinero. Agotamiento de la instancia administrativa. Habilitación de instancia. Derecho administrativo. Procedimiento administrativo. 


    Remisión al fallo de la causa I. 71, L. XXXIV, “Ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires – Recurso de Hecho”.


    Los agravios de la demandada referidos a la falta de agotamiento de la vía administrativa prevista en el art. 99 de la Ley 19.987 y en el decreto GCBA 225/96, no suscitan cuestión federal para su examen en la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que remiten al tratamiento y examen de normas de derecho público local, cuya consideración es propia de los jueces de la causa y ajena a la vía extraordinaria.  No se configura un supuesto de arbitrariedad que permita apartarse de dicho principio. En un caso en donde se reclamaba el reconocimiento judicial de un derecho sin solicitar la nulidad de acto alguno, la Corte resolvió que: Al respecto, resulta aplicable la distinción entre la vía impugnatoria que presupone el agotamiento de las instancias administrativas, de conformidad con los arts. 23 y sgtes. de la Ley 19.549 y 99 de la Ley 19.987, cuya consecuencia sería necesariamente un pronunciamiento sobre la ilegitimidad del acto administrativo- y la reclamación del reconocimiento de un derecho cuya procedencia no depende de la declaración de invalidez de acto administrativo alguno-. En este último caso, por tratarse de una demanda contra la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, el administrado no debe cumplir con la exigencia del art. 30 de la citada ley, en atención a la exclusión establecida para el ámbito municipal por el art. 1° de la Ley 20.261".   No resulta arbitraria la decisión del a quo de declarar innecesario el agotamiento de la vía administrativa previsto en el art. 99 de la Ley 19.987, al ponderar que lo pretendido es el cobro de una suma de dinero, en cuyo caso, se trataría del reconocimiento de un derecho y no de la declaración de invalidez de un acto administrativo.  Tampoco es arbitraria la conclusión de tener por expedita la instancia judicial pues, la falta de cumplimiento de ese procedimiento en los términos que prevé el decreto sólo tiene por consecuencia inhabilitar al acreedor para el cobro de las prestaciones de pago en sede administrativa, pero deja subsistente la posibilidad de accionar directamente en sede judicial -sin necesidad de agotar la vía administrativa- para obtener el reconocimiento de su derecho por el órgano jurisdiccional. No se advierte que medie sustitución ni prescindencia de la norma por voluntad de los jueces, puesto que el tribunal hizo una interpretación posible de las disposiciones en juego.  Los agravios del apelante sólo traducen su desacuerdo con el criterio interpretativo adoptado por los magistrados de la causa respecto de normas de derecho público local, aspectos que resultan extraños al recurso extraordinario y que, más allá de su acierto o error, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional. En este sentido, no es ocioso recordar que tal remedio no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.  Sin perjuicio de lo expuesto, aun cuando en lo atinente a la prescindencia por el a quo de aplicar las normas sobre contrataciones contenidas en la Ley de Contabilidad (decreto-ley 23.354/56) y su decreto reglamentario 5720/72, también conduce al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, propias de los jueces de la causa y ajenas -como regla y por su naturaleza- al recurso extraordinario, cabe hacer excepción de ese principio en el sub lite, de acuerdo a lo declarado por la Corte, toda vez que el pronunciamiento apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  Ello es así, porque la Cámara, en claro apartamiento de las normas que rigen el caso, ha omitido considerar planteos conducentes del apelante, dirigidos a privar de sustento la pretensión de la actora, al no aplicar las disposiciones de derecho administrativo invocadas por aquél, con grave menoscabo del derecho de defensa en juicio.


    Sorridi S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Secretaría de Salud Hospital Álvarez y otros


    S. 2822, XXXVIII, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Medidas cautelares. Poder de policía. Resoluciones equiparables a definitivas. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 142, L.XXXVIII, "Fernández de Balbiano, Esther c/ Costa Brava S.R.L. (recurso de hecho)".


    No obstante la conocida jurisprudencia que indica que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, el recurso extraordinario es formalmente admisible porque dicho principio cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional, de acuerdo con los criterios y alcances de la jurisprudencia del Tribunal reseñados en el dictamen de la Procuración General en la causa de Fallos: 323:337.


    Iannone, Eduardo N. y otros c/ Merlan Atlántico Sur S.A. s/ Incidente de Apelación


    I. 1, XL, 23 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Devolución del expediente. Revocación de sentencia. 


    En la doctrina de la Corte, es requisito de validez de las sentencias que sean fundadas y constituyan, en consecuencia, una derivación razonada del derecho vigente aplicable a las circunstancias de la causa. Por tal motivo, ha admitido la descalificación del fallo cuando éste encuentra erróneo apoyo en una circunstancia inexistente, lo que priva de la fundamentación mínima que lo valida como acto jurisdiccional.  Tal es lo que acontece en el sub lite, pues, como señala la apelante y ha sido reconocido por el a quo, al conceder el recurso, si bien la Cámara expresó que correspondía fijar el monto de la expropiación según el valor establecido por el Tribunal de Tasaciones de la Nación, al determinarlo, prescindió de los informes que éste había elaborado en sesión plenaria y adoptó el estimado por una de sus Salas, pese a que el valor fijado por esta última había sido desestimado por dicho tribunal.


    Municipalidad Ciudad de Buenos Aires c/ Viader, Walter s/ Expropiación


    M. 1865, XXXIX, 12 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Sumario administrativo. Defensa en juicio. Acción de amparo. Cuestiones de hecho y prueba. Agravio extemporáneo. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y las leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del art. 14 de la Ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas.  Tampoco compete a la Corte transformarse en el intérprete final de las decisiones que adopten los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones y por aplicación de sus ordenamientos jurídicos.  Por otra parte, la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.  La Corte ha dicho que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho y prueba respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio.  Los agravios dirigidos a cuestionar el fallo apelado no resultan aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 cuando los cuestionamientos fueron extemporáneamente introducidos al proceso, sin que se haya demostrado, ni siquiera alegado en qué forma la apelante se vio impedida de hacerlo en la etapa procesal oportuna.  En efecto, las objeciones que fueron desarrolladas por primera vez en el recurso extraordinario, habilitan su rechazo conforme a la tradicional doctrina de la Corte que sostiene que, al no haber sido sometida la cuestión al conocimiento de los tribunales de las  instancias anteriores el planteo formulado en el recurso extraordinario constituye sólo el fruto de una reflexión tardía que no puede ser considerado en esta instancia.  Tampoco habilitan la apertura de la instancia extraordinaria los planteos que remiten al examen de cuestiones de derecho público local ajenas como regla general a la instancia extraordinaria donde la apelante no demuestra el perjuicio que le ocasionó la decisión en tal sentido, pues las objeciones que formuló en oportunidad de interponer el recurso de apelación fueron de todos modos, tratadas y resueltas por el Tribunal Superior.


    Lezana, Eduardo y otro c/ Caja Popular de Ahorro y Crédito de la Provincia s/ Recurso de amparo


    L. 1728, XXXVIII, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Impugnación del reglamento. Interpretación de leyes federales. Derechos adquiridos. Confirmación de sentencia. 


    Los cambios que introdujeron las resoluciones aquí cuestionadas, pudieron ser válidamente adoptados por la Administración, sin que, en el caso, ese proceder signifique alteración de derechos adquiridos, pues nadie los tiene al mantenimiento de leyes o reglamentos.  Por otro lado, aun cuando efectivamente el art. 11 de la ley 19.549 establece distintos medios para que los actos administrativos y los reglamentos adquirieran eficacia (notificación y publicación, respectivamente), las deficiencias en que aquélla incurra en el modo de dar a conocer el acto a sus destinatarios aunque generen consecuencias jurídicas no modifica su naturaleza. En concreto, el reglamento no dejará de serlo porque la Administración incumpla con la obligación de publicarlo para que adquieran eficiencia.  A su vez, el trámite otorgado al proceso de impugnación de los actos atacados tampoco puede modificar el carácter reglamentario de la resolución, por un doble orden de razones. Por un lado, porque la Administración, al examinar la admisibilidad formal del recurso interpuesto por la actora señaló que seguía el criterio en cuanto a que la impugnación de actos de alcance general podía realizarse mediante recursos o reclamos, mientras que, por el otro, aquélla nunca le reconoció carácter individual a la resolución impugnada, ya que siempre le otorgó naturaleza normativa.


    Finexcor S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Juicios de conocimientos


    F. 323, XXXVII, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Concurso de cargos judiciales. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario ha sido mal concedido, pues, no se trata aquí de examinar la inconstitucionalidad de una ley o de un reglamento a la luz de los arts. 16 y 20 de la Carta Magna Nacional, en cuanto a la igualdad de los “extranjeros” en el goce en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano, sino que el tema debatido pasa por enfrentar los actos administrativos que denegaron la inscripción de la actora en el Concurso con el derecho público local vigente en tal momento.   Desde esa perspectiva; si bien lo resuelto conduce al examen de cuestiones que atañen a normas y actos locales, ajenos como regla general a esta instancia extraordinaria, ello no es óbice para descalificar lo resuelto cuando se ha prescindido de dar un tratamiento adecuado, a la controversia, con arreglo a las constancias de la causa y las normas aplicables y que traduce una comprensión inadecuada de la ley que implica fallar en contra o con prescindencia de sus términos.  Ello es así, pues, más allá de las discrepancias suscitadas sobre la competencia del Consejo de la Magistratura local para establecer los requisitos de ingreso a los cargos de la justicia, según las facultades atribuidas por el art. 116, inc. 5° del Estatuto Constitucional de la Ciudad de Buenos Aires, la mayoría del tribunal a quo prescindió de considerar si el recaudo de ser argentino nativo o naturalizado para acceder a aquellos cargos estaba contemplado en la legislación vigente al tiempo de la inscripción, como también si del texto del Reglamento de Concursos podía inferirse que era un requisito excluyente.   Por ser ello así, la desestimación del amparo por el juzgador, sobre la base de entender que la existencia de la restricción de la nacionalidad argentina no importa frustración de derechos o garantías constitucionales consagrados en la Constitución Federal ni en el Estado local, satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa, lo que impone su descalificación como acto judicial, con arreglo a la conocida jurisprudencia de la Corte en materia de arbitrariedad.


    Gottsohau, Evelyn Patrizia c/ Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires


    G. 835, XXXVI, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen que corre por cuerda.


    Gottsohau, Evelyn Patrizia c/ Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo s/ Recursode inconstitucionalidad


    G.841,XXXVI, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     

  


  
    



    



    CapítuloVIII



    Derecho Procesal Civil


    Accidentes de trabajo


    Personal penitenciario. Comisiones médicas. Competencia federal. Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Precedente de la Corte  C. 2605, L. XXXVIII, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”.


    La Corte previo reconocer naturaleza común a las disposiciones que rigen lo relativo a los infortunios del trabajo, se pronunció declarando la invalidez constitucional de la disposición del artículo 46 de la ley n° 24.557 que instituía la competencia federal para juzgar reclamos basados en su preceptiva.  Allende la estricta analogía que pueda establecerse con el precedente de la referencia, a la luz de la persona demandada y de la falta de un planteo constitucional estricto relativo al artículo 46.1 de la Ley de Riesgos de Trabajo, procede estar a sus términos y consideraciones atendiendo a que la propia presentación del reclamante y lo resuelto por el Tribunal Superior en punto a la radicación de la causa en sede local, importan preterir el aludido precepto de la Ley n° 24.557, argüido paradójicamente por el Estado provincial, legislación cuya naturaleza común ha venido a ser enfatizada por la Corte en el precedente al que se remite.


    Kremser, Héctor E. s/ Servicio Penitenciario de la Provincia - Estado Provincial


    K. 2, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Daño por vicio o riesgo de la cosa. Carga de la prueba. Recurso extraordinario federal. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuando el fallecido es un trabajador dependiente y el hecho que produjo el daño cuya indemnización se demanda ocurrió en ocasión y lugar del servicio laboral que aquél prestaba a su empleadora, no puede prescindirse, a los fines de la apreciación de la responsabilidad del principio objetivo que emana del articulo 1113, 2do. párrafo del Código Civil.  En ese marco basta que el damnificado pruebe el daño y el contacto con la cosa dañosa, para que quede a cargo de la demandada como dueño o guardián del objeto riesgoso, demostrar la culpa de la víctima o de un tercero por quien debe responder.  Tampoco pueden dejar de tenerse en cuenta otros preceptos legales que guardan relevancia a los fines de merituar la relación que existe entre las partes, como son la Ley de Higiene y Seguridad del Trabajo y su decreto reglamentario. Ello es así por cuanto tales reglamentaciones son esenciales para determinar la responsabilidad derivada de Ias cosas riesgosas de las cuales una persona se sirve y para descalificar (o aún graduar) la eventual culpa de la víctima o de un tercero en el hecho.  Las referidas omisiones de los juzgadores hacen, que el pronunciamiento no constituya una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las constancias de la causa, que lo descalifica como acto jurisdiccional válido. En un caso análogo, la Corte decidió que, ante la ausencia de prueba concluyente demostrativa de que el accidente de trabajo tuvo por causa una actuación negligente del damnificado, el reproche que se le formula por no haber adoptado los cuidados y previsiones que su tarea requería, aparece como una mera afirmación dogmática inhábil para dar adecuado sustento a la imputación de culpabilidad en que se centra el rechazo de la demanda de indemnización fundada en disposiciones del derecho civil.


    Rivarola, Mabel Angélica c/ Neumáticos Goodyear


    R. 1738, XXXVIII, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab initio- regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Gallegos, Raúl S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1616, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”


    Cabaliere, Norberto Nazareno y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2000, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 193, L. XXXIX, "Bank Boston NA deduce apelación art. 195 bis CPCCN en autos “Angolani, Hugo Héctor c/ Bank Boston s/ Ac. Amparo - Exp. 19160”.


    Galleratto, Héctor Omar y otro c/ Bank Boston National Association s/ Amparo


    G. 411, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia. Contienda negativa de competencia. Privación de justicia. Cámara de Apelaciones. Competencia nacional. Cuestión abstracta. 


    La presentación no constituye acción o recurso alguno de los que habilitan la competencia ordinaria o extraordinaria de la Corte Suprema, ni un caso de privación de justicia que le corresponda resolver en los términos del art. 24. inc. 7° del decreto-ley 1285/58.  Sin perjuicio del tiempo transcurrido desde el momento en que la actora promovió el amparo en virtud de las declaraciones de incompetencia de los tribunales que intervinieron en forma sucesiva, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal ya resolvió el conflicto negativo de competencia suscitado al atribuir a la justicia nacional en lo comercial, la competencia para entender en la causa, circunstancia que impide que el Alto Tribunal revise la decisión adoptada, puesto que, en principio, el proceso se ha conducido según las vías procesales previstas por las normas pertinentes y ya fue designado el tribunal que finalmente debe continuar con su trámite.


    García de Fernández, Consuelo c/ Poder Ejecutivo Nacional


    G. 1493, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Establecimientos mayoristas. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa M. 903; L. XXXIX, “Matadero y Frigorífico Merlo S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Kimberly Clark Argentina S.A. (KCA) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    K. 180, XXXIX, 05 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Juicios en que es parte una provincia. Poder Judicial Provincial. Rechazo parcial de la demanda. Costas al demandado. Sentencia firme. Competencia provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En nuestro régimen federal la administración de justicia de cada provincia es independiente de la autoridad nacional y según el art. 14 de la ley 48, sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, una vez radicado un juicio ante los tribunales de provincia, será substanciado y fenecido en la jurisdicción provincial y sólo podrá apelarse ante la Corte Suprema las sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales superiores de provincia en los casos que allí se especifican.  Tiene dicho la Corte que los litigantes deben someterse a sus jueces naturales, ajustarse a las decisiones que en esos expedientes recaigan y, ante ellos, efectuar cualquier reclamo que consideren atendible, a cuyo efecto deberán utilizar únicamente las vías autorizadas por las leyes procesales. Ello es así, puesto que sólo a los jueces que conocen del proceso es a quienes les incumbe dictar resoluciones sobre la materia litigiosa y la ejecución de esas decisiones no puede ser neutralizada por magistrados incompetentes, toda vez que una elemental exigencia del orden jurídico impone esa solución.  Tal pretensión tampoco resulta apta para legitimar el ejercicio de la jurisdicción por el Tribunal, en mérito del conocido principio según el cual, ni las demandas de amparo ni las acciones meramente declarativas autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben, ya que, de no ser así, reinaría una absoluta inseguridad jurídica, dado que tal solución implicaría transgredir los modos y términos de la legislación de forma, que son de cumplimiento ineludible.  En virtud de lo dispuesto en el art. 7° de la Constitución Nacional, las resoluciones de los tribunales provinciales son actos de soberanía cuando éstos obran dentro de los límites de su competencia y la justicia nacional no puede revisarlas, ya sea admitiendo los recursos que contra ellas se interpongan, ya conociendo de las demandas que tiendan al mismo fin, porque ello importaría desconocer la autonomía del poder judicial de los Estados locales.


    Solcoff, Edgardo Hugo c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa


    S. 1799, XXXIX, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acuerdo preventivo extrajudicial


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    A.M.C.I.P.A. s/ Acuerdo preventivo extrajudicial


    COMP. 1420, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos


    Daños y perjuicios. Etapas del proceso. Falta de dictado de sentencia. 


    Cabe señalar que la Corte ha dicho que no procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes etapas procesales, que impidan su sustanciación conjunta. Por otra parte, la acumulación regulada en los arts. 188 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, presupone que existan procesos conexos entre sí en los que no se haya dictado sentencia, siendo ésta, la razón por la cual la acumulación puede ser resuelta en cualquier estado del proceso, pero siempre antes que se dicte la sentencia.


    Montiel, Isidro y otro c/ Pampin, José Ramón y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 324, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    AFIP


    Procedimiento de impugnación de deuda previsional. Fuero de atracción. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Si bien la decisión atinente a la cuestión de competencia que supone el fuero de atracción no constituye sentencia definitiva o equiparable a tal, ha señalado la Corte Suprema de Justicia de la Nación que tal requisito se suple cuando media, denegatoria del fuero federal.  Por otro lado, resulta aplicable al sub-lite la jurisprudencia de la Corte que establece que en aquellos supuestos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Empresa San Vicente S.A.T. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI s/ Impugnación de deuda


    E. 54, XXXIX, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


    AFIP DGI


    Carga de la prueba. Presunciones. Revocación de sentencia. 


    La solución brindada por el a quo exhibe la ausencia de un examen atento de los hechos configurativos de la causa o título del reclamo de la demandada, pues no debió omitir que -según reiterada doctrina de la Corte- las resoluciones emanadas regularmente de la Dirección General Impositiva gozan de presunción de legitimidad -art. 12 de la ley 19.54- por lo que no resulta fundado admitir, siquiera prima facie, que ellas respondan a un obrar injustificado o abusivo.  La peculiar naturaleza del acto cuestionado, el cual tenía a su favor la presunción de constituir el ejercicio legítimo de la autoridad administrativa, obliga a tener en cuenta primordialmente las normas que específicamente lo reglan y los principios propios de la rama del derecho a la que pertenece, lo que impide una remisión simplista y mecánica a las normas del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación como la hecha por el a quo en la resolución apelada.  Al resolver de esta forma, el Tribunal Fiscal confrontó indebidamente el art. 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación con la presunción de legitimidad consagrada por el art. 12 de la ley 19.549, en desmedro de esta última cuando -por el contrario- la interpretación de aquel precepto tendría que haberse realizado sin poner en pugna sus disposiciones con el último, correspondiendo adoptar como verdadero -en cambio- el criterio que los concilie y obtenga su integral armonización.


    Romero S.A. s/ Apelación


    R. 617, XXXVIII, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Verosimilitud del derecho invocado. Peligro en la demora. Ingresos públicos. 


    La viabilidad de las medidas precautorias, es sabido, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y dentro de aquellas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad.  En lo que atañe al sub examine, la medida precautoria en crisis fue otorgada con el solo respaldo de las afirmaciones de la actora, pero sin hacer referencia alguna -como era menester- a lo resuelto en los actos impugnados ni a sus respectivos considerandos.  En tal sentido, al momento de sustentar la verosimilitud del derecho omitió toda valoración en tomo a la presunción de legitimidad de la cual goza la determinación de oficio atacada en cuya virtud no resulta fundado admitir la ilicitud o arbitrariedad del acto sin que medie un análisis concreto, preciso y detallado sobre los elementos y pruebas que, al menos prima facie, la privarían de su validez en derecho en lo referente al peligro en la demora, la interesada no aportó prueba alguna que permita inferir el concreto perjuicio que pudiera sufrir y los invocados resultan, a mi modo de ver y como bien señala la AFIP-DGI, meramente conjeturales. Finalmente, sus afirmaciones respecto de que no resulta sostenible el principio de solvencia del Estado colisionan con la inveterada jurisprudencia del Tribunal al respecto.  El a quo se apartó del criterio reiteradamente sostenido por la Corte, en tomo a la concesión de medidas, según el cual el examen de su procedencia ha de efectuarse con particular estrictez, atento a la afectación que producen sobre el erario público, pues la percepción de las rentas del Tesoro -en el tiempo y modo dispuestos legalmente- es condición indispensable para el regular funcionamiento del Estado.  Además, como sostuvo la Corte debe recordarse que uno de los peores males que soporta el país es el gravísimo perjuicio social causado por la ilegítima afectación del régimen de los ingresos públicos que proviene tanto de la evasión como de la demora excesiva e injustificada en el cumplimiento de las obligaciones tributarias sustantivas. Así, en la medida en que su competencia lo autorice, la Corte ha sido clara al recordar que los tribunales tienen el deber de contribuir a su eliminación o, en todo caso, a la aminoración de esos dañosos factores, en la bien entendida inteligencia de que lo dicho no implica que no sea posible suspender los efectos de los actos de la Administración Tributaria en caso alguno, sino que tal postergación ha de estar avalada por un análisis serio, detallado y convincente de los defectos insalvables que dicho acto tenga -apreciables aún desde la limitada perspectiva de análisis que brinda el proceso cautelar-, elementos que, como quedó dicho, no surgen del decisorio en recurso.


    Empresa Constructora Juan M. de Vido e Hijos S.C.A. c/ AFIP s/ Incidente de apelación de medida cautelar


    E. 39, XXXIX, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Amparo


    Cuestiones de competencia. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida precautoria".


    De Salvo, María Claudia y otro c/ HSBC Bank Argentina S.A. Banco Roberts -Decreto 1.570/01 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1048, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Apelación de honorarios


    Abogados. Multiplicidad de causas. Renuncia del patrocinante. Conciliación. Inoponibilidad a terceros. Derecho a la justa retribución. Derecho de propiedad. Apartamiento de la doctrina de la corte. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte, que el monto de la transacción es inoponible al letrado que no fue parte en ella. Más aun si los honorarios de los letrados que sí intervinieron en ella fueron percibidos en forma extrajudicial.  La Corte ha sostenido que no corresponde otorgar eficacia vinculante al acuerdo transaccional concluido sin la participación de los profesionales que asistieron a las partes, ya que ello importaría desconocer la aplicación de normas expresas de derecho sustancial, artículos 851, 1195 y 1199 del Código Civil. Resulta propicio recordar con fundamento en dichas normas que los contratos celebrados entre las partes no pueden perjudicar a terceros que no intervinieron en los mismos y cuyos derechos pueden verse afectados, por lo que no pueden serles opuestos. Así lo ha entendido la Corte, al sostener que de adoptarse otro temperamento, se configuraría un menoscabo del derecho a la justa retribución consagrado en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional.  Los apelantes alegaron, conforme jurisprudencia de la Corte, que la aplicación de las pautas fijadas en el fallo, les generaba la afectación directa a su derecho de propiedad. En tal sentido, corresponde señalar, que más allá del carácter vinculante que se le quiera asignar en el caso a la doctrina contenida en dichos fallos, la misma tiene un valor moral intrínseco por emanar de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que no puede ser despreciado por los jueces, los que tienen la obligación de tratar y en su caso, conformar su decisión a la del Alto Tribunal, atendiendo a su carácter de intérprete final de la Constitución y las leyes.  En lo relativo a una eventual aplicación, de la ley de aranceles 24.432 para la regulación de los honorarios, asiste razón a los apelantes en cuanto a que dicho cuerpo legal no les es aplicable en forma retroactiva, pues sus trabajos profesionales fueron realizados en vigencia de la anterior ley 21.839.


    Murguia, Elena Josefina c/ Green, Ernesto Bernardo


    M. 2056, XXXVIII, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Arrendamiento rural


    Falta de pago. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Reserva de la cuestión federal. 


    Los agravios que a título de arbitrariedad no son refutados mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, se advierte que las críticas del quejoso, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.   La Corte tiene establecido, remitiendo al dictamen de la Procuración, que en principio, el requisito de la introducción oportuna solo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención del tribunal, ultimo interprete de las mismas. Más la arbitrariedad, como la ha definido la Corte, no es una cuestión federal de las efectivamente aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino en rigor, la causal de nulidad del fallo por no constituir a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, la sentencia fundada en ley a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. De ahí, que las partes no tienen por qué admitir de antemano, que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. Y por eso es que la corte ha sido muy amplia al respecto, y solo ha exigido el planteo previo en el supuesto en que la cámara confirma por iguales fundamentos la sentencia del juez de grado y ante esta no se hubiera invocado la tacha, desde que ello importa un consentimiento de validez que luego no permite introducirla tardíamente. Porque de lo contrario, habría que reservarla siempre como un mecanismo indispensable, respecto de la eventual desatención de la totalidad de las propuestas de derecho no federal o de hecho y prueba debatidas en la causa, desde que cualquiera de ellas, es previsible, podrían ser decididas de modo arbitrario.   Tiene dicho el tribunal que, el requisito de reserva no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla.


    Dirección General de Fabricaciones Militares c/ Malacalza, Alberto Andrés


    D. 1705, XXXVIII, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Caducidad


    Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario no tiene por objeto la revisión de decisiones de los jueces de la causa relativas a la interpretación de hechos y la aplicación e interpretación de normas de derecho procesal.  La caducidad decretada en el trámite resulta sólo imputable al actor ya que ni del artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ni del 29 del Reglamento de la Justicia Nacional en lo Civil, se desprende que la carga de notificar el traslado del recurso extraordinario corresponda al órgano judicial, lo que resulta coherente con el principio dispositivo que gobierna nuestro régimen procesal.


    Banco de la Ciudad de Buenos Aires c/ Feldman s/ Caducidad


    B. 453, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia


    Notificación. Validez de la notificación. Interrupción del plazo. Exceso ritual manifiesto. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. 


    Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, también lo es, que, conforme a reiterada jurisprudencia del Tribunal, tal doctrina admite excepción cuando el  examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio, y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Tal es lo que ocurre en el sub lite, desde que se advierte que la situación podría encuadrarse, a los efectos de la prescripción, en lo dispuesto por el artículo 3987 del Código Civil, con lo cual el recurrente perdería la posibilidad de reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias.  El Tribunal tiene establecido, que la perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y que por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.  Reviste condición de actividad idónea para impulsar el procedimiento, aquella que cumplida por los contendientes, el órgano judicial o sus auxiliares, resulta adecuada y útil para hacer avanzar el procedimiento.  La notificación practicada conforme a la Ley 22172, aunque haya sido agregada en autos después del pedido de caducidad de la instancia, interrumpió el plazo de la misma, toda vez que constituyó una actividad adecuada a la etapa procesal en la que fue realizada, apta para evidenciar la intención de hacer avanzar el proceso hacia la sentencia e indicativa de que no existió abandono de la causa por parte del actor.  El Tribunal tiene establecido, que corresponde, dejar sin efecto el pronunciamiento que hizo lugar a la caducidad de la instancia prescindiendo de valorar la agregación de un oficio cuyo libramiento había sido dispuesto por el juez de la causa, y que aun cuando hubiese sido agregado con posterioridad al vencimiento del plazo legal para tener por cumplido el lapso de caducidad, e incluso cuando ya se había dictado sentencia de primera instancia, puso en evidencia que la parte había realizado actos procesales con eficacia interruptiva.  Tiene dicho la Corte que la caducidad de la instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o prolongar situaciones en conflicto; de manera que por ser dicho instituto un modo anormal de la terminación del proceso, su aplicación debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio.


    Calabria, Juan c/ Bustos, Víctor y otros s/ Sumario


    C. 2420, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Los argumentos del nuevo fallo cuestionado se refieren y dan valor a las mismas circunstancias que fueron reprobadas por este Ministerio Público en su dictamen para concluir en la arbitrariedad de la decisión anterior de declarar la caducidad de instancia, sosteniendo la necesidad de producir una investigación rigurosa de lo sucedido y una interpretación restrictiva del instituto de la caducidad, aspectos estos que nuevamente no se han atendido, ni nada se dice respecto del alcance restrictivo de la aplicación del instituto de la caducidad, y de que se había computado para declararla el tiempo en que las actuaciones estuvieron extraviadas.  Insiste asimismo el fallo en resaltar la existencia de normas que regulan los modos y formas que validan el cargo en los escritos, pero vuelve a desatender que tal circunstancia no es motivo de cuestionamiento, desde que el escrito no se encuentra en el expediente, y lo sustancial a ponderar es el intento de probar su presentación y el valor a ese efecto de la copia sellada como constancia de ello.


    The First National Bank of Boston c/ Bercomat S.A. y otros s/ Juicio ejecutivo


    T. 682, XXXIX, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Compensación económica


    Concesión comercial. Incumplimiento del contrato. Debido proceso. Principio de contradicción. Invalidez del acto jurídico. 


    La Corte ha señalado que la garantía del debido proceso, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad que supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, dándole oportunidad de defensa, pues ella se encuentra satisfecha sólo cuando se da a las partes la oportunidad de ser oídas y de probar de algún modo los hechos que creyeren conducentes u su descargo, a fin de no alterar el equilibrio procesal de los litigantes.  El pronunciamiento apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que se impone su descalificación como acto judicial válido.


    Ingeniero Augusto H. Spiazzola Sociedad en comandita por acciones c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    I. 83, XXXVI, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Competencia


    Desplazamiento de la competencia. Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Formalidades procesales. 


    Conforme lo establecido por este Ministerio Público en reiteradas oportunidades, el examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


    Ponce, Carlos Alberto c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    P. 95, XXXIX, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Competencia previsional


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar A.R.T.


    S. 1214, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - Expediente N° 105.806/01


    S. 1848, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    El Recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Segunda A.R.T. -Causa Nº 81772/00 s/ Recurso


    S. 1788, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Ibero Platense A.R.T.


    S. 289, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Concurso preventivo


    Divorcio. Recursos. 


    Salvo la omisión del recurrente concursado de no haber planteado recurso extraordinario contra la decisión de la Cámara Civil, y el de queja contra la decisión de la Cámara Comercial, dadas ambas en el proceso de divorcio, y a través de las cuales se desestimó su pretensión de que no se admita la suspensión del proceso, por mediar recursos pendientes en sede civil, así como que se tenga en cuenta que ha habido cosa juzgada en dicho ámbito respecto de las pretensiones esgrimidas en el incidente de revisión, el recurrente ha sostenido en ambos procesos (divorcio y revisión) la irregularidad del procedimiento. Por ello, se ratifica la opinión sustentada en el dictamen anterior.


    Hojman, Rubén Evar s/ Concurso Preventivo


    H. 45, XXXVII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Consorcio de propietarios


    Daños y perjuicios. Doctrina de la arbitrariedad. Recurso extrarodinario. Admisibilidad del recurso. 


    En primer lugar, cabe advertir que la doctrina de las sentencias arbitrarias exige la existencia de graves falencias o irregularidades en los resolutivos atacados, siendo necesario que produzcan una ruptura en la necesaria conexión lógico jurídica de los temas que deciden, implicando por ello -al no contar con respaldo fáctico o jurídico- la lesión de garantías constitucionales tales como la defensa en juicio y del debido proceso.  En tal sentido, y no obstante que los agravios reseñados remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por el a quo han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido, al haberse omitido considerar elementos conducentes para decidir la controversia relativa a la responsabilidad.


    Construcciones Conar S.R.L. c/ Consorcio de Propietarios Lafuente 236/38


    C. 3190, XXXVIII, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Contienda de competencia


    Acción de amparo. Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    El conflicto de competencia fue dirimido por la Alzada del tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del Dec. Ley 1285/58 por lo que no existiendo contienda en la que la Corte deba intervenir, se deben remitir al tribunal de origen.


    Portatadino, Alejandro s/ Amparo


    COMP. 970, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Daños y perjuicios. Quiebra. Fuero de atracción. juez del concurso. Competencia provincial. 


    Si bien al Banco Central de la República Argentina esté sometido exclusivamente a la jurisdicción federal, en el caso resulta admisible apartarse de tal disposición en razón de lo dispuesto en la norma especial y porque median razones de conexidad, seguridad jurídica y economía procesal que aconsejan que sea el juez de la quiebra, por ser quien mejor se halla habilitado, para entender en la acción la que se encuentra íntimamente relacionada con el tramite falencial.


    Banco Crédito Provincial S.A. s/ Quiebra c/ Trusso, Francisco y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1323, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad. Lugar de internación. Competencia de familia. Competencia provincial. 


    No surge fehacientemente  el domicilio real ni el lugar actual del establecimiento asistencial en donde se encontraría el presunto incapaz.   Corresponde al tribunal de origen quien siga entendiendo y decida respecto a las medidas a adoptar para su protección.


    B., J. s/ Artículo 482 del Código Civil -proceso especial-


    COMP. 1623, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Lugar de internación.  Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”, fallos: 312:1373; Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    C., G. D. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 2116, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Juicios universales. Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Carosella, Leonor s/ Quiebra


    COMP. 1113, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Lugar de internación.  Remisión al fallo de la causa: “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos: 315:2963.


    G., M. E. s/ Insania


    COMP. 2003, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de Amparo. Tribunal de alzada. Apelación pendiente. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes.


    Laboratorios Phoenix S.A.I.C.F. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Amparo


    COMP. 2037, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia federal. 


    El artículo 27 de la Ley 21.799 establece que el Banco Nación Argentina como entidad del Estado Nacional está sometido exclusivamente a la jurisdicción federal. A su vez dispone que cuando sea actor en juicio la competencia federal seré concurrente con la justicia ordinaria de la provincia.  En este contexto, tiene la posibilidad de optar entre la jurisdicción local o federal para promover sus acciones, prerrogativa de la que no puede ser privado por la mera condición de cesionario de un crédito de titularidad de una entidad no estatal que había acordado genéricamente con su deudora la jurisdicción territorial de los tribunales, pero sin distinción entre jueces federales o locales.


    Banco de la Nación Argentina c/ Ramírez, Daniel s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1132, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad. Competencia provincial. 


    Lugar de internación.   Remisión a los fallos de las causas Comp.  619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”, Fallos: 312:1373; Competencia 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    C., C. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 1957, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos: 315:2963.


    F., S. O. s/ Insania


    COMP. 2100, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad. Lugar de internación. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas: Comp.  619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”, Fallos: 312:1373; Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    G., D. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 1955, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa: “González, Hipólito s/ Protección de personas”, Fallos: 315:2963.


    G., R. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 2027, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicio. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia nacional. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec-ley 1285/58, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Realini, Juan Gabriel y otro c/ Citibank N.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 2025, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia nacional. Ejecución de honorarios. Competencia provincial. 


    El juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión.


    Acosta Vera, Mario C. c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 2137, XXXIX, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Seguros. Ajuste de la prima. Competencia comercial. 


    Doctrina sentada por la Corte en la causa Comp. 2002; L. XXXVII, “Rybco S.A. c/ Obra Social Para La Actividad Docente s/ Cobro de pesos”.


    El presente caso, en que está en juego el ejercicio por parte de un particular de una acción personal de índole comercial, contra una obra social, no cabe considerarlo comprendido en lo que se refiere el art. 38 de la ley 23.661, que establece la competencia federal civil y comercial tan solo para aquellas cuestiones que de un modo u otro resulten ser violatorias de los principios invocados por la citada ley y en la medida que los conflictos resulten dañinos a la instrumentación o planificación de la misma.  Es claro que la acción planteada, al no exceder el marco del derecho comercial, no altera en modo alguno el debido funcionamiento de la obra social en su calidad de prestadora del servicio médico asistencial de sus afiliados en los términos de la ley en cita.  Por último, al tratarse de un conflicto suscitado entre jueces con asiento en esta ciudad, dada la naturaleza de los mismos, su intervención asegura la participación del fuero federal ratione materiae o personae.


    Alba Cia. Argentina de Seguros S.A. c/ O.S.E.C.A.C. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 139, XL, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 315: 2292, “Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfield y otros”.


    A., José Luis por si y en representación de sus hijos menores P. A.; A. L.; D. E.; L. M.; M. C. y otros todos de apellido A. c/ Sanatorio Nosiglia y/o Dr. de Min. Luis y/o O.S.F.G.I.C. y D. y/o quien resulte responsable s/ Daños y perjuicios


    COMP. 117, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    La Corte ha señalado que corresponde a la justicia federal y no a la provincial conocer en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte, aún tratándose de cuestiones regladas por el derecho común, y que a ello no obsta la circunstancia de que el organismo estatal sea citado a juicio en los términos del artículo 94 del Código Procesal, requisito que, ocurre en la causa sub examine, desde que conforme surge de los hechos expuestos en la demanda, a los que hay que atender de modo principal a fin de dirimir las cuestiones de competencia el actor ha demandado al Estado Nacional, circunstancia ésta, por la cual en virtud del principio ratione personae y, atento a la precitada jurisprudencia del Alto Tribunal, determina que debe seguir conociendo en la causa la justicia federal de la Provincia de La Pampa.  Por otro lado se advierte que, no se configuran en el sub lite los supuestos contemplados por la Corte en el precedente “Resk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento” desde que el problema de competencia se encontraba pendiente de tratamiento por razones procesales, a partir de las excepciones opuestas por el Estado Nacional y del propio archivo de otro juicio análogo que habría dispuesto la justicia federal, circunstancia que importa provocar al apelante una inocultable demora en sus reclamos y una situación limítrofe con la denegatoria de justicia.


    Ali, Horacio Ángel c/ Estado Nacional - Excelentísima Brigada de Infanteria Mecanizada Teniente General Nicolás Levalle s/ Ordinario


    COMP. 84, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas "Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S. A. de Transporte y otro s/ Daños" y Comp. 518, L.XXXVII, "Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano".


    Blanco, Mario c/ Ercom S.A. s/ Accidente de Trabajo


    COMP. 1727, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Mala praxis. Competencia federal. 


    La cuestión es análoga con lo resuelto por la Corte  “Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfield y otros”, Fallos: 315:2292.


    Cabe precisar que el artículo 14 de la ley 19.032, prescribe la jurisdicción nacional, para el caso de que ese organismo sea demandado. Por tanto, la presente causa deberá seguir con su trámite por ante el Juzgado Federal de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo.


    F., F. c/ N. C. y otros s/ Daños y perjuicios por mala praxis


    COMP. 1600, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Facultades de la alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del Decreto-Ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Blanco, Patricia Fabiana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decreto 214/02 s/ Amparo


    COMP. 531, XL, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Tiene reiteradamente dicho el Tribunal que para tener por trabado un conflicto de competencia debe existir atribución recíproca entre los magistrados que intervienen en el proceso extremo que no ocurre en la especie.  Corresponde devolver las actuaciones al magistrado nacional a fin de que tome intervención y decida sobre la cuestión planteada por el juez provincial.


    Municipalidad de General San Martin c/ Daverio, Silenia María s/ Apremio


    COMP. 145, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L. XXX, Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    C., F. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 488, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Alimentos. Restitución de menores. Domicilio del menor. Competencia de familia. 


    La Corte ha señalado que, a falta de un precepto legal que contemple concretamente la situación, el pedido de alimentos para hijos extramatrimoniales, debe entenderse, por aplicación de la primera parte del inciso 3°, del artículo 5°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y atendiendo a la naturaleza y origen de la obligación que aquí fundamentalmente se reclama (art. 374 y 375 del Código Civil), que es juez competente el del lugar donde se encuentran los menores beneficiarios de la obligación alimentaria del padre y se domicilia la madre de aquellos, quien peticiona a su favor.


    S., E. solicita / Alimentos - Tenencia de hijos - Régimen de visitas a G., H.


    COMP. 1511, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” (Fallos: 312:1373); y Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    Teniendo en cuenta que la presunta incapaz se encuentra internada en la Provincia de Buenos Aires, corresponde dirimir la contienda planteada disponiendo que compete al Tribunal de la citada jurisdicción provincial, seguir conociendo en el juicio.


    C. S., M. L. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 330, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Competencia laboral. 


    Remisión a la doctrina sentada en las causas Comp. 704; L. XXXV, “Letanu, Nélida c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional”; y Comp. 743; L. XXXVIII, “Peñalva, Ricardo c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.


    De Lisi, Vilma Liria c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 223, XL, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley de emergencia económica. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77; L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Del Val, Daniel Enrique c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 169, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas "Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S. A. de Transporte y otro s/ Daños", y Comp. 518, L. XXXVII,  "Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano".


    Szyszko, Claudia c/ UTED y C s/ Indemnización por despido


    COMP. 2014, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII; “C., J. A. s/ Internación”; y al fallo de la causa Comp. 35, L. XXX; “C., M. A. s/ Internación”.


    F., E. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 389, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Fallos: 315: 2963.


    En autos median razones que imponen considerar subsistente la competencia territorial del Tribunal que previno, donde el Juez Nacional decretó una serie de medidas tuitivas vinculadas a la presunta incapaz, circunstancia ésta que torna aconsejable que continúe en el ejercicio de su jurisdicción.


    G., M. E. s/ Insania


    COMP. 476, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Accidentes de trabajo. Incapacidad laboral. Competencia federal. 


    A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.


    Jimenez, José Ramón c/ La Caja A.R.T. S.A. s/ Acción de amparo


    COMP. 506, XL, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Embargo preventivo. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado donde éstos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción y que no obsta a la operatividad del mencionado instituto, la circunstancia de que se trate de procesos que, en principio, correspondieran al fuero federal.


    Juan José González y otros c/ Red White S.A. y Buque Pesquero Camilo II y otros s/ Embargo preventivo


    COMP. 616, XL, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Precedente sentado en el fallo de la causa Comp. 395; L. XXIV, “Banco Exterior S.A. Uruguay c/ Carlos Damm S.A.C.I. y F. s/ Ejecución hipotecaria”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab-initio- regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Petrolera del Conosur S.A. c/ Lagarini, Idelfonso Carlos s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 2149, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Pacto de cuota litis. Ejecución de honorarios. Competencia civil. 


    Es un reiterado precepto el que afirma que para determinar competencia habrá de estarse, en principio, a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  De acuerdo a ello, el reclamo de la actora no tiene que ver con honorarios regulados en el juicio de amparo, sino con un pacto al que, supuestamente, arribó con los demandados, donde el derecho invocado para sustentar su acción es de naturaleza común, y en ningún momento mencionó norma alguna que se le pueda atribuir carácter federal. Entonces, ninguna razón cabe para determinar que, en el sub-lite, el fuero de excepción es el indicado para actuar. Máxime cuando el caso no presenta notas de conexidad y accesoriedad con la causa tramitada por ante el Juzgado Federal, que podrían justificar la aplicación del artículo 6°, inciso 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Rodríguez Marcone, Ana María c/ Giustra, José y otro s/ Cobro de pesos y daños


    COMP. 154, XL, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L. XXX, Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    S., S. s/ Internación


    COMP. 519, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L. XXX, Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    S., S. B. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 487, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Precedente sentado en el fallo de la causa Comp. 2202; L. XXXVII, “Rybco S.A. c/ Obra Social para la Actividad Docente s/ Cobro de pesos”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab-initio- regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Transtex S.A. c/ OSPATCA S/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 2140, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia territorial. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “González Hipólito s/Protección de personas”, Fallos 315:2963.


    A., J. B. s/ Insania


    COMP. 2195, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad. Internación. Domicilio real. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia n° 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Competencia n° 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    A., M. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 54, XL, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Apertura del concurso. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, "Canepa Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Aguilar, Marcelo P. c/ Correo Argentino S.A. s/ Accidente de trabajo


    COMP. 104, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Subasta. Bienes inmuebles. Competencia civil y comercial. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    Cabe poner de manifiesto que, tal como lo tiene decidido la Corte, son de aplicación, a los fines de dilucidar la controversia, las leyes nacionales de procedimientos por tratarse de un conflicto entre jueces de distinta jurisdicción.  Desde esa perspectiva, corresponde precisar que el código procesal aplicable prevé que, cuando el bien estuviera embargado, en diversos procesos seguidos contra el ejecutado, la subasta se realizará en el que estuviese más adelantado en su trámite, con prescindencia de la naturaleza o garantías que tuvieren los créditos (cfr.art.568 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    A.M.E.R.I.C.A. c/ Bottigelli, Sergio J.F. y otra s/ Ejecutivo


    COMP. 657, XXXVIII, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Quiebra. Clausura del procedimiento. Distribución final. Fuero de atracción. Competencia por la materia. Competencia comercial. 


    Surge de la quiebra de la demandada que se ha decretado la clausura de los procedimientos por distribución final en los términos del artículo 230 de la Ley 24.522.  En tal contexto, corresponde poner de relieve que la norma aludida establece que la resolución de clausura no impide que se produzcan todos los efectos de la quiebra ni la satisfacción total del pasivo concursal sino tan sólo la suspensión de los trámites, todo ello sujeto a lo dispuesto por el art. 231, que habilita la verificación de créditos y la reapertura del procedimiento en el plazo y condiciones allí previstos.  El presente proceso está afectado por el fuero de atracción del proceso universal, por ello, la presente causa deberá continuar su trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial.


    Arauz, Jacinto c/ GNC Service Chascomus S.A.


    COMP. 998, XXXVIII, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Capacidad. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia n° 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Competencia n° 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    B., J. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 86, XL, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Concurso preventivo. Verificación de créditos. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro”.


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la Ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito para continuar con su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido, tanto en doctrina como en jurisprudencia de la Corte.


    Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/ Distriben S.A. y otro s/ Ejecución especial Ley 24.441


    COMP. 1545, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Capacidad. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia n° 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Competencia n° 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    C., M. S. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 85, XL, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Aportes y contribuciones previsionales. Cobro de sumas de dinero. Competencia previsional. 


    Tiene dicho la Corte que, para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión  Asimismo, el artículo 11 de la Ley 17.928 no excluye la competencia de otros fueros que no han sido expresados por su letra, para entender en los procesos ejecutivos estipulados por el artículo 604 del Código ritual. Nótese que la vigencia de la ley 17.928 es muy anterior al nacimiento del fuero de la Seguridad Social.   Es reiterada jurisprudencia de la Corte en el sentido de que las normas que atribuyen determinados tribunales para entender en ciertas materias, cuando de recursos se trata, son indicativos de una especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituye una relevante a  tener en cuenta cuando esos temas son objeto de una demanda a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta. Ello es así, por cuanto la Corte Suprema, de acuerdo a lo dictaminado por la Procuración General, determinó que son apelables las resoluciones de la Caja Complementaria ante los juzgados Federales de la Seguridad Social.


    Caja Complementaria para la Actividad Docente c/ Instituto para la Función Integral del Lenguaje S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1580, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Calfapietra, Silvia Adriana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2175, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa “Rojas, Claudia Luján c/ Línea 2123 S.A. de Transporte y otro s/ Daños”.


    Carrizo c/ Alpargatas s/ Ejecución de honorarios


    COMP. 1475, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia por vía de inhibitoria. Sociedad anónima. Domicilio real. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que una sociedad anónima, al ejercer su actividad en una provincia, se halla en las mismas condiciones normales en las que puede hallarse un vecino de la misma provincia, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, son elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo frente al fuero federal.   Por lo demás, no cabe determinar la vecindad de una sociedad en atención al lugar de su domicilio estatutario, sino respecto del espacio efectivo donde se desarrollaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen al litigio.


    Crucero del Norte s/ Cuestión de competencia


    COMP. 657, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Dramis, María c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2189, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Acción de amparo. Devolución del expediente. Competencia civil y comercial federal. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    No corresponde la intervención de la Corte, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° 1285/58 y la reiterada jurisprudencia del máximo tribunal.


    Drappa, Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    COMP. 2185, XXXIX, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicio sucesorio. Competencia provincial. 


    La causa deberá seguir con su trámite por ante el Juzgado a cargo del juicio sucesorio. Toda vez que, el actor pretende que se declare la validez del poder que acompaña, con el objeto de disponer de las sumas de dinero que pertenecieran al causante y que se encuentran en distintas cuentas en el banco.  Tal situación torna razonable, más allá que no se configuren, estrictamente considerados, los supuestos reglados por el artículo 3.284 del Código Civil, que el juez a cargo del proceso sucesorio entienda en la causa, toda vez que de declararse la validez del mencionado documento podría disponerse de bienes hereditarios y verse afectado el acervo fuera del marco del proceso universal.   Para poder dilucidar si el referido mandato es válido o no, se debe determinar si hay herederos incapaces, y si aquel contrato puede valer como acto de última voluntad, circunstancias, ambas, susceptible de ser esclarecidas con mayor precisión, celeridad y salvaguarda de los derechos de los herederos por el juez del proceso sucesorio.


    Espinilo, Sara Ynés s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    COMP. 1486, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. Remisión del expediente. Apelación. Cámara nacional de apelaciones. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    El tribunal de alzada nacional se inhibió de seguir conociendo en la causa, sin haber atendido el recurso de apelación ante él deducido, circunstancia ésta, que impediría la remisión de las actuaciones a otra jurisdicción sin su previo tratamiento. En tal orden de ideas, la Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Fernández, Analía Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 112, XL, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Pago de la remuneración. Salarios adeudados. AFIP. Competencia nacional. 


    Toda vez que surge de la demanda que la peticionaria pretende la existencia de una continuidad entre la vinculación originaria como cobradora fiscal y la actual como agente fiscal, invocando a los efectos de la asignación de tareas y la reparación material y moral, la preceptiva del contrato celebrado en origen, subsumido, en la Ley n° 20.744, el convenio colectivo de trabajo aprobado por el laudo n° 15/91 y restantes normas laborales.


    Fuster, Gabriela c/ AFIP - DGI  s/ Cobro de salarios


    COMP. 1489, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa “Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S.A. de Transporte y otro s/ Daños”.


    Galiñanes c/ Alpargatas Textil S.A. s/ Ejecución


    COMP. 1473, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad. Internación. Domicilio real. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Competencia n° 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    G. O., J. L. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 51, XL, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Cámara de apelaciones. Competencia contencioso administrativo. 


    Remisión al fallo de la causa "Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Gerlero, Silvia Beatriz y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 274, XL, 31 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad. Internación. Domicilio real. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación y Competencia n°35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    G., M. M. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 55, XL, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Indivisión postcomunitaria. Incapacidad. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Debido a que la presunta incapaz se encuentra internada en jurisdicción y bajo la órbita del juez nacional corresponde dirimir la contienda disponiendo que compete a la Justicia Nacional en lo Civil seguir entendiendo en el juicio.


    M., M. Y. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 137, XL, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa “Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S.A. de Transporte y otro s/ Daños”.


    Mascareño c/ Alpargatas s/ Ejecución de honorarios


    COMP. 1474, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Moreno, Nilda Dora c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 177, XL, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    Tiene reiteradamente dicho el Tribunal que para tener por trabado un conflicto de competencia se requiere la actuación válida de los órganos jurisdiccionales entre los que se suscita la contienda.  Por ello, corresponde devolver las actuaciones a la jurisdicción provincial a fin de que dicho magistrado tome intervención y decida sobre la cuestión planteada por el juez federal


    Neumáticos Verona S.R.L. c/ Nuevo Banco Suquía s/ Consignación


    COMP. 237, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia civil. 


    La Corte debe resolver conflictos de competencia, solo cuando no media un superior común entre los tribunales en conflicto, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido". No obsta a ello, la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Orellana, Mario Enrique y otros c/ Ricci, Hugo Rubén y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1695, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Despido. Indemnización por despido. Buque de bandera nacional. Navegación interprovincial. Competencia federal. 


    Tiene dicho la Corte que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda, Y en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.   Es aplicable la doctrina de la Corte Suprema que atribuye competencia a los tribunales federales para entender en todas las acciones derivadas de un contrato de ajuste cumplido en un buque de bandera nacional.


    Ortiz, José Alberto c/ Zagame, Alberto y/o quien resulte armador y/o propietario del barco pesquero "Supremacía II" s/ Cobro de haberes e indemnización


    COMP. 1679, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnizaciones por accidentes de trabajo. Apertura del concurso. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida está referida a un reclamo de contenido patrimonial.


    Padilla, Marcos y otros c/ Iatra S.A. s/ Otros s/ Accidente Laboral


    COMP. 1972, XXXIX, 19 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Apelación. Competencia contencioso administrativa. Cámara de apelaciones. 


    Remisión al fallo de la causa "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Portaluppi, Martín Andres c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 67, XL, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Quiebra. Honorarios. Fuero de atracción. Incidente de verificación. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas “Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S.A. de Transporte y otro s/ Daños” y Comp. 518, L. XXXVIII, “Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano”.


    Ramirez, Cecileo c/ M. Goldemberg y Cía. S.R.L. y otro s/ Ley 22.250.


    COMP. 1603, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Internación. Domicilio. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia n° 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Competencia n° 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    R., A. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 53, XL, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro”.


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte.


    Shell Capsa c/ El Mundial S.R.L. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1673, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad. Internación. Domicilio real. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Competencia n° 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    T., A. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 52, XL, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Depósito a plazo fijo. Competencia federal. 


    Para resolver una cuestión de competencia, corresponde atender, en primer término, a los hechos que surgen de la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  El Banco Central de la República Argentina está sometido exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar cuando es actor por actuar en juicio ante los juzgados ordinarios, norma que resulta de aplicación obligatoria. Además, las normas que regulan la competencia de los tribunales federales son de orden público y salvo puntuales excepciones no pueden ser modificadas o alteradas por acuerdo de las partes.  Corresponde poner de relieve que el fuero de atracción que ejerce la quiebra funciona de forma pasiva, es decir respecto de las acciones iniciadas contra la fallida, y en el caso esa entidad se halla demandada.


    Volta, Juan Carlos c/ Banco Central s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1667, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión a los fallos de las causas, "Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S.A. de Transporte y otro s/ Daños" y Comp. 518, L. XXXVII, "Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano”.


    Albarez, María A. c/ UTEDyC s/ Despido


    COMP. 2133, XXXIX, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa "Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Aleluya S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 398, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Concurso. Economía procesal. Seguridad jurídica. Juez del concurso. Competencia por conexidad. Competencia civil y comercial. 


    La Corte tiene dicho que en el espíritu del legislador que sancionó la ley 24.522 primó la idea de otorgar una competencia amplia al juez del concurso, - la que no opera solamente en supuestos excepcionales-, ello como consecuencia de los caracteres de unidad y universalidad del proceso y principios como el de economía procesal, conexidad y segundad jurídica.  La concursada por disposición de la ley 24.522 para el ejercicio de los actos de disposición a que se refiere el art. 16 de ese cuerpo legal, debe solicitar autorización expresa del tribunal que entiende en el juicio universal. Su actividad de administración está también bajo la vigilancia de dicho tribunal, que puede adoptar medidas como la de intervención, así como decidir sobre el levantamiento de medidas precautorias lo cual si dudas entra en colisión con iguales facultades que pudiera ejercer el juez federal.   Por ello es que la Corte debe dirimir el conflicto declarando que corresponde al juzgado con competencia en el trámite del concurso, entender en las presentes actuaciones.


    Asociación Mutual del Valle Inferior s/ Denuncia y planteo de competencia


    COMP. 1880, XXXIX, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Cámara de Apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec- ley 1285/58, texto según ley 21.708, la contienda quedó resuelta con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. Los autos deben ser remitidos al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal.


    Bello, Osvaldo Alejandro c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 301, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Bergara, Francisco José c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 400, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida precautoria”.


    Coda, Víctor Ángel Nicolás c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1433, XXXIX, 31 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encuentra ab-initio regida por leyes de naturaleza civil, por ello, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Elibo S.A. Y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 384, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Estampados Rotativos S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 297, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa: Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira Claudia c/ Banca Nazionale de Lavoro S.A. s/ Medida precautoria”.


    Fontana, Elba Noemi c/ BBVA Banco Frances s/ Cumplimiento de Contrato


    COMP. 1262, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Gandulfo, Margarita Liliana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570 214/02 Alico Compañía de Seguros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 421, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Concurso preventivo. Apertura del concurso. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, “Canepa Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Ibarra, Dalinda y otro c/ Grunbaum Rico y Daucourt S.A.I.C. y F. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 2170, XXXIX, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Economía procesal. Competencia de paz. 


    La Cámara no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero en primer término, porque la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendentes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo y, en segundo lugar por cuanto en las causas en que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no , o que dé por terminado el proceso por algunas de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.  Esto fue lo que sucedió en autos, toda vez que el juez provincial ya había reasumido su competencia ante la negativa del magistrado federal para entender en la causa y con esa decisión -que no fue apelada concluyó ese conflicto. Por otra parte, el acto procesal que dio origen a la intervención de la Cámara reúne los caracteres para radicar definitivamente el expediente.


    Jauge, Juan Antonio y Urrutia Milda c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 1041, XXXVIII, 28 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN, Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214102 (BOSTON) s/  Proceso de conocimiento".


    Lamm, Ariel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (ABM AMOR BANK) s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 8, XL, 02 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Laura, Ignacio c/ Visa Argentina S.A. y otro s/ cobro de sumas de dinero


    COMP. 294, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Laus, Mario A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1551, XXXIX, 23 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Limoli, Miguel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 417, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Emergencia económica. Tribunal oral en lo Criminal. 


    Se encuentra configurado un conflicto negativo de competencia que corresponde dirimir a la Corte, en los términos del art. 24, inc. r, del decreto-ley 1285/58, ante la falta de un superior tribunal común a los magistrados intervinientes.  A fin de evacuar la vista que se le concede al Ministerio Público, cabe advertir que, si bien la actora interpuso este amparo a fin de obtener que se declare la inconstitucionalidad de las normas de emergencia económica, en tanto establecen limitaciones para disponer del depósito que oportunamente efectuó en dólares estadounidenses, es preciso poner de manifiesto que no se trataría en la especie de un depósito legislado por el Código de Comercio y sujeto a las normas del derecho bancario, sino que, en principio, debido a su naturaleza judicial, se regida por las leyes procesales y especiales del caso y, supletoriamente, por el Código Civil, aun cuando se realicen en instituciones crediticias del Estado.


    López Zaffaroni, Ana María c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1068, XXXIX, 19 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejos Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    López, Oscar c/ Galicia Retiro Compañía de Seguros S.A. y otro s/ Amparo


    COMP. 382, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Lozano, Anita c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 377, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Enfermedad profesional. Cámara de Apelaciones. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1763, L. XXXIX "Damasco, Héctor Griseldo c/ Gafa S.A. s/ Indemnización por incapacidad".


    Maldonado, Carlos Manuel c/ Grafa S.A. s/ Indemnización por Incapacidad por enfermedad profesional


    COMP. 311, XL, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Concesión de uso. Cobro de sumas de dinero. Modificación de tarifas. Competencia civil y comercial federal. 


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda, y después, sólo en la medida que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.


    Manzano, Javier P. y otro c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1729, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Medida cautelar autónoma. Depósito bancario. Depósito en moneda extranjera. Disponibilidad de los depósitos. Cámara de Apelaciones. Facultades de la Cámara de Apelaciones. Perpetuatio jurisdictionis. Competencia nacional. 


    La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero por un doble orden de razones. En primer lugar, porque la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales, pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.   En segundo término, la Corte tiene dicho que al no existir disposiciones expresas en contrario, ha de estarse a la radicación definitiva de los procesos en los casos en que la ley modifica las reglas de competencia. Al respecto, la Corte sostuvo que rige el principio de la llamada perpetuatio iurisdictionis, según el cual la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso, la cual queda fija e inmutable hasta el final del pleito, aunque sobrevengan circunstancias de hecho que, de haber estado presentes con anterioridad, hubieran podido modificar la situación. Asimismo, advirtió que cuando se sancionan normas que modifican la distribución de competencias entre los órganos judiciales, ellas se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores. Sin embargo, la referida transferencia de expedientes encuentra su límite en el principio de radicación mencionado, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado “actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.   Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo –ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó, como ocurre en la especie, en que el acto procesal que dio origen a la intervención de la Cámara reúne los caracteres definitorios de la radicación definitiva del expediente.


    Montejano, Clara María del Carmen y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 (FRANCES) s/ Medida Cautelar


    COMP. 1689, XXXIX, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Cámara de Apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, la contienda quedó resuelta con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.   En consecuencia, los autos deben ser remitidos al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal.


    Montemurro, Jorge Norberto c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 300, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344 L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 (Boston) s/ Procesode conocimiento”.


    Aranciaga, Eva y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos1570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1047, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Obra Social de Empleados de Agencias de Informes c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1470, XXXIX, 12 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pedrozo, Marcelino y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 376, XL, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pérez, Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 323, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Ramírez, Bravo Eliana Zenobia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 135, XL, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 62, L. XXXV, "Torres Martín Alejandro c/ Carrascosa, Aldo s/ Autorización para firmar carta poder -hoy ordinario-".


    Ríos, Luis Alejandro c/ Agencia de Seguridad Empresarial Santiagueña y/o Roldan González Hugo Alcides y/o Prop. y/o Responsable s/Indemnización por accidente de trabajo Ley 24.557


    COMP. 299, XL, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Roger, María Emilia c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 110, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN, Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214102 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Rogovsky, Francisco c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Nación) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 79, XL, 02 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En autos se configura la segunda de las hipótesis reseñadas en el capítulo VII del aludido dictamen en referencia y, en tales condiciones, corresponde que tramiten ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal, sin que obste a esta solución la circunstancia de que dicho fuero no hubiese intervenido en el pleito, toda vez que es bien conocido que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aún cuando no hubiesen sido parte en la contienda.


    Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida Precautoria


    COMP. 189, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba -ab initio- regida por leyes de naturaleza civil, por ello la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera instancia en lo Civil.


    Santiago de Solari Dolly Themis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 143, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Personal militar en actividad. Sueldo. Compensaciones salariales. Competencia federal. 


    La Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad Social no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero. Ello es así, en primer lugar, la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. En segundo lugar, por cuanto las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.


    Asselborn, Carlos Rubén c/ Estado Nacional Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 1545, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Azzalli, Tulio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Medidas precautorias


    COMP. 1146, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Remisión al expediente. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 688, L. XXXVIII, “Selva, Aníbal Daniel c/ Asociación Mutual de Balcarce s/ Amparo” y Fallos: 315:2292; 320:1328.


    Por aplicación de lo establecido en Fallos: 310:514; 310:735; 320:1348 y del fallo de la causa Comp. 54, L. XXXIX, “Torres, Rodrigo Alfredo c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Naciona s/ Amparo”. Corresponde la remisión previa al tribunal de alzada que se inhibió, a efectos de que se pronuncie sobre el recurso de apelación pendiente.


    Winer, Manuel Luis c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo


    COMP. 927, XXXIX, 31 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Restricciones al dominio. Competencia civil. 


    El reclamo consiste en una declaración judicial que establezca que ha desaparecido toda restricción al dominio originada por el derecho real de usufructo. En tales condiciones, la justicia civil es competente, puesto que, a los efectos de resolver las cuestiones planteadas en la litis, resultan aplicables normas y principios propios del derecho privado.


    Barbagelata, César José c/ Gobierno de la Ciudad Buenos Aires s/ otros procesos especiales


    COMP. 1111, XL, 06 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios sentados en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Barone, Gerardo Hernán c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1483, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1068, L. XXXIX, “López Zaffaroni, Ana María c/ PEN – Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16.986”, y Comp. 126, L. XL, “Martín, Nicolás Alberto c/ PEN y otro s/ Acción de amparo”.


    Brum de Nafo, Elsa C/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1007, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La cuestión resulta sustancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 111, L. XL, "Baquero, Nélida Graciela c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570101 214/02 471/02 s/ Proceso de conocimiento".


    Cianis del Río, Domingo Genaro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1507, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Nulidad. Decretos provinciales. Competencia provincial. 


    Al encontrarse en tela de juicio la validez y ejecutoriedad de actos locales -carácter que no se modifica por la circunstancia de que el decreto 2215/00 fue dictado por el interventor federal en la Provincia- sin que, prima facie y en el limitado marco cognoscitivo propio de un incidente de competencia, aparezcan comprometidos intereses del Estado Nacional, corresponde a los tribunales locales continuar con el trámite de la causa.


    Curatola, Wenceslao Vicente c/ Estado de la Provincia de Corrientes - Dirección Provincial de Energía s/ Demanda de conocimiento


    COMP. 1002, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 298, L. XL, “Rodríguez, Ramona Valentina c/ Central Dock Sud S.A. y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Banegas, Margarita Esther c/ Central Dock Sud S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 176, XL, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXIX, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Calderón, Luisa Haydeé c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 753, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, así como las conclusiones del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Farhi, Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1446, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al precedente de Fallos: 325:1883.


    Fernández, Clementina c/ Bank Boston N.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 1129, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte debe resolver en los términos de la doctrina establecida en los autos Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder ejecutivo nacional s/ Amparo”. Remisión a los criterios establecidos en “Viejo Roble S.A.” (acápite VII, segunda hipótesis).


    Firmin Didot, Cristina Amada c/ Banco Central de la República Argentina s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1197, XL, 07 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Juicio ordinario. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar".


    Carrabs, Silvana Gabriela y otro c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Ordinario


    COMP. 768, XL, 05 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 106, L. XL, “GCBA c/ Banco Nacional de Desarrollo y/u otro s/ Proceso de ejecución”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Corte Suprema de Justicia de la Nación s/ Ejecución fiscal


    COMP. 980, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Patentes. Muerte. Fuero de atracción. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Si las deudas cuyo cobro pretende la actora corresponden a un período posterior al fallecimiento de la demandada, este juicio queda excluido del fuero de atracción previsto por el art. 3284, inc. 4°, del Código Civil.  Tratándose de deudas devengadas con posterioridad al fallecimiento del causante y al estar su ejecución sometida a disposiciones de naturaleza local, cuya validez no se encuentra debatida en el caso, corresponde al Juzgado en Contencioso Administrativo y Tributario local.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Botinelli de Soler, Ana M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1143, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Deudor. Reparación de la cosa. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    El Tribunal ha declarado en reiteradas oportunidades la procedencia de la acumulación al juicio universal de las causas alcanzadas por el fuero de atracción, siempre que el ejecutante no haya percibido el importe de su crédito. Ello es así, ya que, según lo dispuesto por los arts. 3284 y 3285 del Código Civil, los juicios universales atraen al juzgado en que tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción, toda vez que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas y de orden público, puesto que tienden a facilitar la liquidación del acervo hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión.  Esta doctrina resulta aplicable al sub-lite, pues el período que se reclama es anterior al deceso del causante.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Decker y Bernal, Emilio y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1534, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, “Salguiera, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Cassels, Miguel Alejandro y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 391, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24. inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias.


    Geoghegan, Irene Isabel c/ BBVA Banco Francés S.A. y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1580, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 996, L. XXXVII, “Mutualidad de Hipoacúsicos c/ PEN ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar (autónoma)”.


    Glikman, Daniel Eduardo c/ Estado Nacional - Dirección de Administración de la Deuda Pública y otros s/ Medidas cautelares


    COMP. 1551, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Según se desprende de la demanda, a cuyos términos corresponde atenerse para determinar el juez competente para resolver la causa (art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), se trata de un litigo entre particulares, como consecuencia de la relación jurídica que los vincula, circunstancia que autoriza a sostener que el presente proceso debe tramitar en la justicia civil.


    Villavedra, José Antonio c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Medida cautelar


    COMP. 1599, XXXIX, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Justicia nacional en lo civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 2077, L. XXXIX, “Villavedra, José Antonio c/ GCBA y otros s/ Medida cautelar”.


    Trigo, Manuel Alberto c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Medidas precautorias


    COMP. 2077, XXXIX, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX; “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561. Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Rotunno, Rosa Beatriz y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Nación) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 168, XL, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Instalación eléctrica. Competencia civil y comercial federal. 


    A los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que se efectúan en la demanda –art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza de la relación jurídica existente entre las partes.  La pretensión esgrimida exige precisar el sentido y los alcances de normas federales, como son las que rigen la actividad de las empresas demandadas -que se dedican a la generación y comercialización de energía eléctrica- y las dictadas con relación a la preservación del medio ambiente, circunstancia que determina la competencia federal ratione materiae.  De acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, no aparecen cuestionados actos de la administración nacional o de entes públicos estatales, sino que la pretensión de la actora consiste en obtener un resarcimiento derivado de los perjuicios que le habría ocasionado la instalación del electroducto de alta tensión que se encuentra ubicado en las cercanías de su vivienda. En tales condiciones, se trata de una relación entre particulares y se atribuye responsabilidad a las demandadas por la mencionada circunstancia, razón por la cual se debe descartar la competencia del fuero en lo contencioso administrativo federal, por no encontrarse comprendido el presente proceso entre las causas a que se refiere el art. 45, inc. a), de la ley 13.998.


    Rodríguez, Ramona Valentina c/ Central Dock Sud S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 298, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Títulos de deuda pública. Convertibilidad. Competencia federal. 


    De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, se desprende que el actor interpuso una acción de amparo en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional y tratados internacionales, a fin de obtener que se declare la inconstitucionalidad de los decretos y de todas las resoluciones modificatorias de la moneda pactada al adquirir los títulos de la deuda pública en el marco de la operatoria de conversión instrumentada por la normativa del Ministerio de Economía de la Nación y, toda vez que la Corte ya se expidió con respecto a la improrrogabilidad de la competencia de los tribunales en razón de la materia y dispuso que no incide en la solución del conflicto el hecho de que las partes pactaran la intervención de la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal, pues la competencia no puede ser alterada por la voluntad de los litigantes, este proceso debe tramitar ante los tribunales federales provinciales.  En efecto, según surge de las manifestaciones vertidas por el actor, cabe presumir que los efectos del acto atacado se producirán en la citada jurisdicción, puesto que tiene su domicilio en la ciudad de la Provincia y ahí se abonarían, en principio, el capital y los servicios financieros de los títulos de la deuda pública que adquirió, mediante su acreditación en la respectiva cuenta de inversión de la entidad crediticia que actuó como mandataria y tiene sucursal en dicha ciudad.


    Postiglione, Luis Miguel y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 827, XXXIX, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Ortiguza, Jorge de Jesús c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Nación) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 158, XL, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva. Herencia vacante. Competencia civil. 


    No se trata de una causa contencioso administrativa por la materia del pleito, como así tampoco en los términos del art. 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires -ley 189- y del art. 48 de la ley 7, orgánica del Poder Judicial de dicha Ciudad. En efecto, más allá de que se haya iniciado la causa en el fuero local y corrido traslado de la demanda al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, con cita de la ley 14.159, cabe tener en cuenta que dicha disposición legal no alude a que el órgano público intervendrá en carácter de parte, sino en defensa del interés propio, por lo que debe entenderse que lo hace en calidad de tercero interesado por una cuestión puntual ajena al contenido de la pretensión.


    Novellino, Nélida Antonia y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Prescripción adquisitiva


    COMP. 425, XL, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 478, L. XL, “Apoderado del Partido Nuevo Dr. Jorge Eduardo Simonetti s/ Plantea Inhibitoria”.


    Apoderado del Partido Nuevo Dr. Jorge Eduardo Simonetti s/ Plantea Inhibitoria


    COMP. 500, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Acuerdo de mediación. Deudas impositivas. Competencia civil. 


    A los efectos de dilucidar cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que la actora efectúa en la demanda y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  De tal exposición surge que la actora pretende en el sub lite que se ejecute un acuerdo de mediación privada, por lo cual, lo relevante para determinar el tribunal competente en el sub lite es la materia de la mediación cuyo cumplimiento se pretende y ella está referida a lo que acordaron dos particulares sobre la forma de pago de una deuda, sin que tenga incidencia alguna sobre el conflicto que aquí se plantea el origen de la obligación sobre la que versa el acuerdo.


    Nuñez, Gustavo Enrique c/ Roitman, Isabelino s/ Ejecución de Acuerdo. Ley 24.573


    COMP. 1858, XXXIX, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 748, L. XXXIX, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y  Comp. 189; L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Monico, Marta Noemi c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 y 214/02


    COMP. 908, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX; “Salguiera, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Misses, Adriana Graciela c/ Banco Río s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 82, XL, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar".


    Madeo de Martínez, Ángela y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 739, XL, 05 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 325:1833.


    Ludueña, Carlos Alberto c/ Banco Francés s/ Daños y perjuicios


    COMP. 832, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX; “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Leone, Beatriz y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 128, XL, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Actos jurisdiccionales. Economía procesal. Competencia provincial. 


    En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


    Gerbino, Cristela c/ Poder Ejecutivo Nacional - Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 778, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Patente del automotor. Fuero de atracción. Sucesiones. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    A los efectos de dilucidar cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que la actora efectúa de la demanda –art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- y después, sólo en la medida en que se adecúe a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  El Tribunal ha declarado en reiteradas oportunidades la procedencia de la acumulación al juicio universal de las causas alcanzadas por el fuero de atracción, siempre que el ejecutante no haya percibido el importe de su crédito. Ello es así, ya que, según lo dispuesto por los arts. 3284 y 3285 del Código Civil, los jueces universales de la sucesión atraen al juzgado en que tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Valdes, Abel Vicente s/ Ejecución fiscal


    COMP. 125, XL, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Daño ambiental. Daños y perjuicios. Competencia por la materia. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    A los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso atender de modo principal a la exposición de los hechos que la actora efectúa en la demanda  y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  La Corte señalo que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. Así, el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que el segundo procura asegurar esencialmente la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.  La Corte tiene dicho que si la demanda se instaura contra la Nación o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional y por los arts. 2°, inc. 6°, y 12 de la ley 48. En cuanto a la materia, se advierte que, según surge de los términos de la demanda, los procesos contaminantes "afectan fuertemente la composición química del acuífero freático y del lindero Rio Paraná", circunstancia que habilita a entender que, en principio, se hallaría configurada la interjurisdiccionalidad que requiere el art. 7°, segundo párrafo, de la ley 25.675.


    Fundación Medam c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 156, XL, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Actos jurisdiccionales. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Resultan aplicables las consideraciones vertidas por el Tribunal en el precedente de Fallos: 324:2334, en cuanto a que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes y que el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. En dicho precedente, la Corte añadió que las causas en las que ha recaído un acto de este tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rebizzo, Esteban Luis s/ Ejecución fiscal


    COMP. 474, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar".


    Gil, Rafael Ángel y otros c/ HSBC Bank Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 820, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Economía procesal. Devolución del expediente. Cámara de apelaciones. Competencia federal. 


    Resulta aplicable lo resuelto por la Corte en la causa "Rezk", en cuanto a que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconocen la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.  No obsta a ello lo previsto por el art. 352, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto faculta a los jueces federales con asiento en las provincias, para declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso", porque ella no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


    Hernández, Evelia Emilse c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 508, XL, 05 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Depósito judicial. Competencia civil y comercial. 


    La acción de amparo debe ser cumplida por el mismo magistrado, pues si el juez federal asumiera su competencia en el proceso, implicaría una inadecuada intromisión en cuestiones que se encuentran actualmente bajo la órbita de conocimiento de otro juez, quien puede válidamente pronunciarse sobre la actual situación jurídica de los fondos que estarían consignados a su nombre, máxime cuando los planteos constitucionales esgrimidos en el amparo pueden ser resueltos por cualquier juez de la Nación. La irrazonabilidad de la solución contraria es evidente si se advierte que, sobre la base de tal criterio, se produciría un desplazamiento masivo hacia el fuero federal de todos aquellos juicios en los cuales se encuentre en juego la aplicación de las normas de emergencia a los depósitos judiciales efectuados en tales causas, sin importar la naturaleza del proceso.


    Martín, Nicolás Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de Amparo


    COMP. 126, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX; “Salguiera, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Lira, Jorge Félix Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 121, XL, 04 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXIX, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Konstadt, Fanny c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 (Suquia) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 669, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Zarich, Oscar Alejandro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 214/02 s/ 214/02 (Francés) s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1164, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo” y Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    González, José Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decreto 1570/01, 214/02 (SMSV) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1152, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Talleres Metalúrgicos Bambi S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1512, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, así como las conclusiones del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Suárez, Enrique y otro  c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1525, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Sperandio, Carlos Marcelo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 1139, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Spaltro, Sergio Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1441, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo. Cuestión no federal. Competencia provincial. 


    La actora pretende que se declare la nulidad de dos actos administrativos dictados por el Instituto Provincial de Acción Cooperativa y Mutual, mediante los cuales se decidió que era ineficaz e irregular la convocatoria a asamblea general ordinaria realizada por la actora.  No se configuran en el sub lite las circunstancias que surten la competencia del fuero federal en razón de la materia, puesto que, en principio, la demanda se dirige a cuestionar actos emanados de un organismo local que depende del Ministerio de Asuntos Sociales de la Provincia en cuestión, que tiene a su cargo intervenir en el control público y poder de policía sobre las entidades mutuales domiciliadas en dicha provincia, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  Por otra parte, cuando el fuero federal se establece ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.  Habida cuenta de ello, la declaración de incompetencia de la justicia ordinaria resulta prematura, toda vez que, si bien se hizo lugar al pedido de la actora y se citó en calidad de tercero al Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social, este organismo nacional aún no tomó intervención en el proceso, como surge de las constancias de autos.


    Sociedad de Ayuda Mutua de Peluqueros y Peinadores de Tucumán c/ Instituto Provincial de Acción Cooperativa de Tucumán s/ Nulidad revocatoria


    COMP. 761, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, así como las conclusiones del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Schavarman, Elena y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1449, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Mao Yi Feng c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (BNL CITI) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 1145, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Rosales, Nélida y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Decreto 1570/01 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1163, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Resultan aplicables los criterios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Indrunas, Susana Emilia c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.551


    COMP. 1084, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 37, L. XL, “Lotártaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)”.


    Martínez Agueda, Susana c/ OSBA y otros s/ Amparo (Artículo 14 CCABA)


    COMP. 1133, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Maset, Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 2014/02 (CITIBANK) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 1140, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344; L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Mazzoletti, Alfredo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 s/ Medida cautelar


    COMP. 1114, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte debe resolver en los términos de la doctrina establecida en los autos Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder ejecutivo nacional s/ Amparo”. Remisión a los dictámenes y fallos de las causas “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” (Acápite VII, segunda hipótesis) y Comp. 1344, L. XXXIX “Rodríguez, Atilana c/ P.E.N. Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Repetto, Daniel Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1277, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Meli, Rosa y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1479, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Policía Federal. Competencia Nacional. 


    A los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda (art. 4° del CPCCN) al origen de la acción y a la relación de derecho  existente entre las partes.  Al  ser demandado el Estado Nacional (Policía Federal Argentina) y encontrarse en tela de juicio la actitud adoptada por la institución policial respecto de una suma de dinero determinada por el organismo de seguridad social luego de efectuar el trámite administrativo Correspondiente, prima facie, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben dirimirse las cuestiones de competencia y sin que ello implique pronunciarse sobre el cumplimiento de los requisitos procesales para accionar, este proceso puede estimarse comprendido dentro de las causas contencioso administrativas contempladas en el art. 45, inc. a), de la ley 13.998. Máxime, cuando la demanda no se funda en normas propias del derecho privado ni el actor requiere la fijación de un monto indemnizatorio.


    Lapierre, Carlos Horacio c/ Estado Nacional s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 646, XL, 08 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte debe resolver en los términos de la doctrina establecida en los autos Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder ejecutivo nacional s/ Amparo”. Remisión a los criterios establecidos en “Viejo Roble S.A.” (acápite VII, segunda hipótesis).


    López, Néstor c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otro s / Amparo


    COMP. 1196, XL, 07 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 37, L. XL, "Lotártaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)".


    Montero, Irma Susana c/ Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo y sumarisimos


    COMP. 1423, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Moure, Andrés Francisco y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1570/01 y 214/02 (Galicia) s/ Amparo


    COMP. 1424, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Resultan aplicables los criterios definitorios sentados en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, así como las conclusiones del dictamen Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro s/ Medida cautelar”.


    Moure, Andrés Francisco y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1570/01 214/02 (ITAU) s/ Amparo


    COMP. 1498, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al precedente de Fallos: 325:1883.


    Municipalidad de Villa Mercedes (S.L.) c/ Banco Banex (Bco. S.L.S.A. Bco Comercial Minorista) Sucursal Villa Mercedes s/ Sumarísimo


    COMP. 1097, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, así como las conclusiones del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Mutuberria, Ricardo Héctor c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1469, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Trabajo insalubre. Justicia Nacional del Trabajo. Competencia laboral. 


    Asiste razón a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo cuando señala que sólo es competente para entender en el recurso judicial directo que se prevé para impugnar la decisión de la administración que declara insalubre una actividad determinada.  Ello no conduce de modo inexorable a atribuir el conocimiento de la causa al fuero contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la cuestión debatida  aparece vinculada con aspectos del derecho laboral y se subsume en los casos que el art. 20 de la ley 18.345 asigna a la Justicia Nacional de Trabajo, la que deberá conocer por medio de los jueces de primera instancia.  Cabe señalar que, a efectos de resolver conflictos, la Corte no se encuentra limitada a decidir entre los tribunales intervinientes, sino que le asiste la facultad de atribuir la causa a un tercero que no participó de la contienda, siempre que sea el competente.


    Pérez, Carlos Alberto c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo


    COMP. 399, XL, 13 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, así como las conclusiones del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Neil, Alberto Daniel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Itau) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1402, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Laboro S.A. s/ Medida Cautelar”.


    Pasaron, Luciano c/ Banco de Galicia y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1046, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios sentados en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Noya, Candela Claudia Marcela c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1570/01 214/02 (COMAFI) s/ Amparo


    COMP. 1556, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Resulta indispensable para la correcta traba de una contienda de competencia, que ésta se de entre los dos últimos magistrados que intervinieron en la causa, y que se la atribuyan recíprocamente.  Cuando la contienda se suscita entre jueces nacionales de primera instancia su solución corresponde a la cámara de la que dependa el juez que primero hubiese conocido (art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58) y por aplicación de dicho principio, en este caso, aquélla debe ser resuelta por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal.


    Obra Social Fedecamaras c/ Superintendencia de Servicios de Salud s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 1509, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Determinación de la incapacidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Aguilera, Juan Pablo c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Recurso de Apelación


    COMP. 903, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción declarativa”.


    Andres Oscar Felix c/ Banco Galicia S.A. y otro s/ Ordinario


    COMP. 982, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Internet. Comercio interior. Competencia civil y comercial federal. 


    A pesar de que el objeto de la pretensión se refiere a un negocio regulado por el derecho común, cuyo juzgamiento en principio corresponde a las jurisdicciones ordinarias locales (art 75, inc. 12 de la Constitución Nacional) y no obstante que el art. 64 de la Ley 24.240 determina que los gobiernos provinciales y la Municipalidad de Buenos Aires actúan como autoridades locales de aplicación, ejerciendo el control y vigilancia sobre el cumplimiento de estas normas, sin embargo, esa regla general, no sería aplicable al caso, por cuanto en el sub- examine no están afectados sólo intereses locales, presupuesto previsto en el citado art. 64.  En efecto, la decisión de las cuestiones planteadas excede la competencia de un Juez de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, porque atañe al comercio interjurisdiccional e internacional, toda vez que Internet es un medio de interrelación global que permite acciones de esa naturaleza extra-local.  En tales condiciones, la sujeción de la causa al ámbito local, afectaría intereses que exceden la materia propia de los tribunales locales y de acuerdo con los arts. 2 incs. 8 a 10 de la ley 13.998 y 42 Inc. b) de la ley 48, se encuentra reservado a la jurisdicción federal.  La facultad que otorga el art. 75 inc. 13 de la Constitución Nacional, determina un ámbito específicamente federal en todas las materias concernientes al comercio interprovincial e internacional.


    Asociación Vecinal de Belgrano C. Manuel Belgrano s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 637, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Personas con capacidad restringida. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    Toda vez que el causante se encuentra actualmente bajo tratamiento médico en una clínica provincial, desde que el mencionado establecimiento no informa concretamente su alta, sino sólo haber autorizado su egreso aconsejando continuar “tratamiento ambulatorio”, situación que torna procedente que sea el tribunal con jurisdicción en la dicha localidad, que siga con el control de la situación médica del causante.


    B., M. A. s/ Internación


    COMP. 799, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Capasso, Roberto c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 928, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de trabajo. Enfermedad accidente. Concurso preventivo. Fuero de atracción. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, “Canepa, Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios”, resuelta de conformidad por la Corte.


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Carabajal, Ruben R. c/ Alpargatas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 479, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Castañeira, María Cristina y otros c/ Nación Seguros de Vida S.A. s/ Sumarisimo


    COMP. 979, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Determinación de la incapacidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Fernández, Juan Carlos c/ Responsabilidad Patronal A.R.T. s/ Recurso de apelación


    COMP. 2013, XXXIX, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Oportunidad procesal. Declaración de incompetencia. Preclusión. Competencia provincial. 


    En el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4°, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cabe desestimar la declaración oficiosa de incompetencia efectuada por el tribunal colegiado local, desde que las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna, con lo cual ha concluido la posibilidad de hacerlo en lo sucesivo, y porque, además, la oportunidad de los magistrados de origen para desprenderse de las actuaciones, también ha fenecido, por cuanto ello sólo podía darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, y no en la etapa procesal previa al dictado de la sentencia, decisión que importó apartarse del principio basal de celeridad, economía y seguridad jurídica que debe primar en toda actuación jurisdiccional.


    Frias, Ramón Alejandro c/ Municipalidad de Alderetes s/ Indemnización


    COMP. 742, XXXIX, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Hajart, Lidia Nieves c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 s/ Amparo


    COMP. 977, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de trabajo. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial, ello sin perjuicio del planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.557 efectuado por el actor; respecto del cual corresponderá que se expida al tribunal que finalmente resuelva en la causa.


    Ibañez, Jose Constantino c/ Alpargatas Textil S.A. Y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 627, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1023, L. XXXIX, “Vergara, Rita Roca c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo”.


    Kosuta, Teresa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 600, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Luca, Oscar Jorge c/ Consolidar Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 1056, XL, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al precedente “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Ming Huang Zhong c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 930, XL, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Roperti, Jorge s/ Cobro de pesos


    COMP. 1003, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Oliveira, María Teresa c/ Siembra Seguros de Retiros S.A. s/ Amparo


    COMP. 1137, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Privatizaciones. Propiedad participada. Trabajadores telefónicos. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente del fallo de la causa “Albornoz c/ Y.P.F. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Cabe recordar que la jurisdicción federal no sólo es suscitada por razón de las personas, sino también por la materia de naturaleza federal  en la que los actores fundan su acción y cuya interpretación se impondrá en el caso.  Como lo señaló el Ministerio Público, “los programas ( P.P.P.) aparecen como un nuevo mecanismo de adquisición de capital accionario, cuya naturaleza se asemeja a un núcleo de interés económico, centro de intereses patrimoniales, constituido sobre la base jurídica de los institutos de las sociedades comerciales y los contratos de derecho privado, pero con alto contenido social que permite la adecuación de los medios de producción a la nueva economía” por lo cual deben ser atendidos en la justicia federal.


    Pettigrew, Nora y otros c/ Administradores del fondo de garantía y RE PPP Telefónica y otros s/ Ordinario


    COMP. 845, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Ramírez, Luis David c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 926, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Determinación de la incapacidad. Comisiones médicas. Ley laboral. Modificación de la competencia. Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Toda vez que la Corte ha sostenido la inconstitucionalidad del artículo 46, inciso 1°, de la ley 24.557, corresponde que la Corte dirima el conflicto, declarando que debe entender en la causa la justicia ordinaria.


    Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahia Blanca s/ Apelación


    COMP. 1132, XXXVIII, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Extinción del fuero de atracción. Recurso de apelación (procesal). Apelación en relación. 


    Remisión a los fallos de las causas: “Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S.A. de Transporte y otros s/ Daños"; y “Rodas Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano".


    No opera el fuero de atracción en el caso, debiendo mantenerse las actuaciones en el juzgado de origen suspendidas en su trámite y sin perjuicio de que el acreedor ocurra por la vía de verificación.  En el caso se verifica la situación prevista en los precedentes de la Corte que señalan que, cuando una causa se encuentra con apelación concedida ante untribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes.


    Roas S.A.C.I.F. c/ Hospitaleche, Martín M. s/ Cobro ejecutivo – Embargo preventivo


    COMP. 433, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Rodiño, Diego c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1029, XL, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Enfermedad accidente. Competencia provincial. 


    El actor inició una medida preparatoria a fin de que, previo al inicio de una formal demanda indemnizatoria de incapacidad por enfermedad profesional en el marco de las previsiones de la ley 24.557, se determine si tal accidente enfermedad que dice haber padecido lo fue como consecuencia de las tareas por él realizadas para su ex empleador. La acción debe enmarcarse en el ámbito de la justicia local ordinaria, cuando conforme a los propios dichos del actor, se señaló que según de lo que se determine en la sustanciación de la causa, planteará una nueva acción sobre la base de las previsiones contenidas en la ley 24.557, normativa de la que la Corte ha señalado su naturaleza común.


    Andrada, Pedro Félix c/ Scania Argentina S.A. y Berkley Internacional A.R.T. s/ Medidas preparatorias - prueba anticipada


    COMP. 748, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Fuero de atracción. Juez del concurso. Incompetencia. Apelación concedida libremente. Cámara de Apelaciones. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que, en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso. Dado que en el caso se verifica la situación prevista en los precedentes de la Corte, el fuero de atracción sólo podría operar después de la intervención del tribunal de alzada: oportunidad en que correspondería remitir el juicio al tribunal del concurso.


    Banco local cooperativo limitado c/ Jaime, Oscar R. s/ Cobro Ejecutivo


    COMP. 611, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Carella, M. Carmela c/ Banco Provincia de Buenos Aires y otro s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 670, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Parada de diarios y revistas. Autoridad de aplicación. Principio de especialidad. Competencia laboral. 


    Los accionantes fundan su reclamo en el decreto-Ley 24.095/45, ratificado por ley 12.921, que legislaba sobre la estabilidad de las paradas, cuya autoridad de aplicación era la del Ministerio de Trabajo, y que fuera derogado por el decreto 1025/2000 del Poder Ejecutivo Nacional.  El citado decreto-Ley 24.095/45, se hallaba complementado por diversas resoluciones ministeriales, entre ellas por la Resolución N° 184/46 de la Secretaría de Trabajo y Previsión, la cual entre sus disposiciones establecía la fijación de precios de costo y venta de ejemplares en todo el país, con el correspondiente porcentaje de ganancias, normativa ésta que según pretenden los accionantes no estaría derogada por el decreto 1025/2000 del Poder Ejecutivo Nacional, ni por la Resolución 431/2001 del Ministerio de Trabajo, cuya inconstitucionalidad peticionan, y en la cual fundan su derecho.  Conforme los hechos• y en especial en el derecho invocado, por ser el Ministerio de Trabajo la Autoridad de Aplicación de dicha normativa, cabe presumir una mayor especialidad de la Justicia Nacional del Trabajo para entender en los reclamos, ello sin perjuicio de las inconstitucionalidades interpuestas, dado el carácter nacional del referido fuero laboral.


    Condino, Antonio Santiago c/ La Nación y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 515, XL, 30 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Superintendencia de Servicios de Salud. Competencia previsional. Incompetencia. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho que la Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los Juzgados Federales de la Primera Instancia con asiento en las provincias, en los supuestos en que la acción se inició conforme a lo previsto por el artículo 15 de la ley 24.463, modificado por el artículo 3° de la ley 24.655.


    Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Superintendencia de Servicios de Salud s/ Amparos y sumarísimo


    COMP. 1142, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Crugnola, Carlos A. c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 689, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Créditos postconcursales. Indemnización por despido. Incidente de verificación. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La ley concursal 24.522 dispone en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, los que se deben dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya.  Además, el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico, y la intervención que se da a otros funcionarios concursales y los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Dambolena, Diego R. c/ Almafuerte Empresa de Transporte S.A.C.I. e I. s/ Indemnización despido y haberes pendientes


    COMP. 603, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Juicios contra el concursado. Concursado codemandado. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    De las constancias de la causa se desprende que la concursada es la demandada principal en el proceso y que ha contestado demanda; al igual que la citada en garantía en los términos del art. 118 de la Ley 17.418, antecedente que la convierte en parte obligada e inescindible del proceso y ligada al resultado de la sentencia que se dicte contra al obligado principal.  Resulta aplicable el artículo 133, párrafo 2° de la Ley 24.522 que establece que existiendo litisconsorcio necesario respecto de los demandados, la acción debe proseguir ante el tribunal donde esté radicado el proceso universal con la intervención del síndico. En consecuencia, resulta aplicable, la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado.


    Duarte, María c/ Empresa Bartolomé Mitre


    COMP. 509, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Corresponde ratificar en el presente caso la doctrina de la Corte de Fallos: 315: 2963.


    N., V. s/ Internación


    COMP. 1085, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Liquidación de la sociedad conyugal. Titularidad del dominio. Divorcio contradictorio. Economía procesal. Competencia de familia. 


    De los términos de la demanda surge la vinculación de la causa con el juicio de divorcio, iniciado con anterioridad, resultando conveniente que se disponga su trámite ante el mismo juez, en atención a una elemental razón de economía procesal y una más adecuada prestación del servicio de justicia.


    R., P. C. c/ E., E. E. s/ Liquidación de sociedad conyugal


    COMP. 529, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Remisión del expediente. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La elevación a la Corte no resulta procedente ya que, no existe contienda en la que deba intervenir. Por lo tanto, se debe remitir la causa al Juzgado Nacional de Primera Instancia.


    Serrano, Francisco c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 733, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho que la acumulación debe cumplir, para ser procedente, con los supuestos previstos en los arts. 188 y 190 del CPCC, los cuales señalan que se podrá ordenar en cualquier etapa del proceso anterior a que quede en estado de sentencia, dejándose a salvo el hecho de que procederá siempre que fuere admisible con arreglo a lo dispuesto por el Art.188 inc. 4° del código ritual, esto es que el estado de las causas lo permita para su sustanciación conjunta sin producir demora perjudicial e injustificada en el trámite del o de los que estuvieren más avanzados.  Es opinión del Ministerio Público que el hecho de haberse dictado sentencia en jurisdicción nacional, carece de relevancia frente a la necesidad de evitar el peligro del dictado de pronunciamientos contradictorios en juicios con identidad de hecho, título y causa.  Corresponde que el proceso quede radicado, pero sin acumular, ante el citado magistrado nacional, en especial, porque no surge de las actuaciones que se haya cumplido con la exigencia que impone el art.193 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Silva Rodríguez Sinforiania c/ Línea 17 S.A. y otros s/ Daños y Perjuicios (Accidente de tránsito c/ Lesiones o muerte)


    COMP. 738, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble SA c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa.


    Stolarczyk, Eulalia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 636, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Taboada, Hugo Jorge c/ Metropolitan Life Seguros de Vida S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1157, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Valentín, Marcelo M. c/ Siembra seguros de retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 668, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Quiebra. Domicilio del deudor. Juez previniente. Competencia comercial. 


    La Corte tiene dicho que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes.  Asimismo, procede señalar que la ley 24.522 en su art. 3° inc. 1°, establece que cuando el sujeto comprendido sea una persona de existencia visible, será competente el juez del lugar de la sede de administración de sus negocios y a falta de éste el del lugar de su domicilio.


    Alfaro, Roque Carlos s/ Pedido de quiebra por Banco Francés S.A.


    COMP. 785, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Apertura del concurso. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    El actor inició acción por cobro de indemnización por despido, y conforme a lo normado por el artículo 21 inc. 1° de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial que se hallan en trámite iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está alcanzada por el instituto de fuero de atracción, toda vez que está referida a un reclamo de contenido patrimonial que no se encuentra comprendido en el trámite de ley especial previsto en el inc. 5° del art. 21 de la ley 24.522.


    Amadruda, Daniel c/ Sueño Estelar S.A. y otro s/ Despido


    COMP. 757, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    La controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la corte. En consecuencia, los autos deben ser remitidos al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal.


    Cortez, Víctor Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1234, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Cámara de apelaciones. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Fila Argentina S.A. c/ Citibank N.A. s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada


    COMP. 974, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Concurso preventivo. Juez del concurso. Competencia nacional. 


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya (párrafo 7 de la norma).  Además, el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transporte Servemar S.A. s/ Ejecución fiscal - Radicación de vehículos


    COMP. 835, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Addesi, Claudia Rita y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 808, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Apiolazza, Norma Rosa M. c/ Nación Seguros de Retiro S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 163, XL, 07 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    B., P. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 677, XL, 07 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    E., S. M. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 790, XL, 07 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Juez de la quiebra. Declaración de quiebra. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Resultan aplicables al caso los arts. 49 inc. K, 51 y 56 de la ley de entidades financieras, que establecen que una vez que el juez interviniente declara la quiebra, ésta quedará sometida a las prescripciones de ley de entidades financieras y concursos y quiebras, y el fuero de atracción es aplicable no sólo por hallarse allí radicada la intervención judicial –art. 2 ley 25.780- sino también la quiebra de la entidad.


    Giordano, Noemí R. c/ Poder Ejecutivo Nacional - BEO - Columbia S.A. s/ Amparo


    COMP. 685, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Incapacidad laboral. Juez previniente. Competencia federal. 


    Corresponde conocer en el proceso al Juez Federal previniente desde que en dicha jurisdicción ha recaído sentencia y que el actor pretende hacerla efectiva, resultando, entonces, aplicable el inciso 1° del artículo 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será competente para entender en los incidentes cuyo objeto es el cumplimiento de una sentencia al juez del proceso principal.


    Gómez, José Hernán c/ Sociedad Integral del Norte S.A. y/o Luz A.R.T. S.A. s/ Ordinario


    COMP. 687, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    González Ledo, Carlos Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 417/02 -bonos- s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1292, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Cámara Nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La presente controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7mo del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Grahalladora Americana S.C.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1375, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. Competencia nacional. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    De acuerdo al artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, las contiendas que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    Gvirtzman de Sustaita, Laura c/ Banco Scotiabank Quilmes S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 571, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Conversión de la quiebra. Domicilio social. Orden Público. Remisión del expediente. Competencia comercial. 


    En orden a que le corresponde a la Corte dirimir conflictos, se ha suscitado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, de las razones invocadas por el solicitante, y , que se halla en juego la posible afectación de intereses generales (derechos de los acreedores) así como principios de orden público de inevitable aplicación en el proceso concursal, resulta admisible que el Alto Tribunal intervenga por esta vía, más allá de su limitada viabilidad, solicitando la remisión inmediata de las actuaciones de quiebra, a los fines de que el Ministerio Público se pueda expedir sobre el conflicto para su ulterior resolución por la Corte.


    Juan Xifra e Hijos S.A. s/ Solicita avocación y pronto despacho en los autos: "Juan Xifra S.A. s/ Quiebra"


    J. 218, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Goggi, Teodora Guillermina c/ Lloys Bank y otros s/ Amparo


    COMP. 796, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la nación es parte. Competencia federal. 


    Es doctrina de la corte que corresponde a la justicia federal y no a la provincial entender en las causas en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte.


    La Central de Escobar S.A. c/ Young, Daniel y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 840, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Economía procesal. Identidad del objeto procesal. Competencia por conexidad. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Cabe señalar que en las actuaciones conexas caratuladas: “laconis, Patricia y otros el Meprin S.A. s/ Daños y perjuicios", Expediente N° 117.831/2001, -las que poseen identidad de objeto y causa con la presente- la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, en el marco de los preceptos contenidos en el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58, ha resuelto el conflicto jurisdiccional allí suscitado con anterioridad al presente a favor del Juez Nacional en lo Civil.


    Iaconis, Anunciación c/ Meprin S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1289, XXXIX, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mandaglio, María c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 810, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Marchetto, Enrique Santiago c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 725, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Protección de personas. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    N.N. o C., M. s/ Protección de persona


    COMP. 657, XL, 07 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Internación. Juez que previno. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315:2963.


    A., H. I. s/ Internación


    COMP. 828, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativo. Competencia federal. 


    Remisión al precedente “Rezk Sergio Rubén”.


    Abate, Francisco José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 440, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Hidrocarburos. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho, reiteradamente, que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.  Con arreglo a ello, la causa deberá ser remitida a la Justicia Federal toda vez que el actor, al interponer la demanda, en sus posteriores presentaciones, como así también con la prueba que aportó, dejó en claro que la cuestión a dilucidar excede el marco de una simple demanda de desalojo, introduciendo el tema en la explotación de hidrocarburos reglados por las leyes 17.319 y 24.145 a la que la Corte le reconoció el carácter de federal.  Por otro lado, si bien el juicio por expropiación que inició YPF S.A. contra la, ahora, actora (tramitando en sede federal) no tiene idéntico objeto, causa y partes, no puede negarse que lo allí resuelto pueda tener incidencia sobre la resolución a la que se arribe en el presente, lo que hace razonable que se tramite por ante el mismo estrado.


    Agropecuaria La Unión S.A. c/ Astra Evangelista S.A. s/ Ordinario


    COMP. 522, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Embargo preventivo. Cheque sin fondos. Juicio ejecutivo. Lugar de cumplimiento de la obligación. Competencia comercial. 


    La causa deberá seguir tramitando por ante el Juzgado Nacional, en virtud de lo prescripto por el artículo 60 de la ley 24.452, toda vez que esa norma posibilita atribuir competencia en razón del territorio al domicilio del banco girado, como así también, por cuanto surge con meridiana claridad la intención de la actora de ejercer la posibilidad de elección que le ofrece dicha norma, a favor de ese estrado.  Por otra parte, el artículo 5° inciso 3° del Código de rito Nacional aplicable para dirimir contiendas como la presente, entre jueces nacionales y locales, dispone que, cuando se ejerciten acciones personales, será competente el juez del lugar en donde deba cumplirse la obligación expresada y, en su defecto, a elección del actor, entre el domicilio del demandado o el lugar del contrato.


    Antonio J. Gosende e Hijos S.R.L. c/ J.R. Federico S.A. s/ Medida precautoria


    COMP. 395, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Obligaciones de dar sumas de dinero. Juez previniente. 


    Las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, y tales disposiciones tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión.  Por lo expuesto y en atención a que el fuero de atracción opera solamente contra las deudas atraídas por el causante, no cabe el desplazamiento que se pretende.


    Banco Nación Argentina c/ Sucesión de Mateo Oscar Pellejero y/o sus herederos y Avendaño de Pellejero, Iris Marta s/ Cobro ejecutivo


    COMP. 484, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Obligaciones de dar sumas de dinero. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1573; L. XXXVII, “Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Luna, Olga Antonia s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Pérez, Reynaldo Oscar s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 502, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Barrera, Héctor José c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561


    COMP. 594, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Juez previniente. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    Corresponde considerar subsistente la competencia territorial del tribunal que previno, desde que no sólo decretó la interdicción respecto del causante, sino que, además, consintió nuevamente su competencia en oportunidad de haber ordenado la reconstrucción de la causa, circunstancia ésta, que torna aconsejable que continúe en el ejercicio de su jurisdicción.


    C., J. O. s/ Internación


    COMP. 651, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Remisión del expediente. Juez previniente. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Entre el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal, el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal, y el Juzgado en lo Comercial se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del Dec. ley 1285/58 por lo que a la fecha, no existe contienda en la que la Corte deba intervenir.


    Romero Victoria, Bernardo c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 275, XL, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Nulidad de la escritura pública. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    No procede el fuero de atracción respecto de la acción tendiente a obtener la nulidad de la escritura traslativa de dominio otorgada por una de las codemandadas dado el carácter real –no personal- de la acción.  También ha dicho la Corte que no procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes etapas procesales, que impidan su sustanciación conjunta, en especial cuando en uno de ellos se ha dictado sentencia, criterio aplicable al caso en que se pretende el desplazamiento de la competencia en el proceso ejecutivo por razones de conexidad.


    Hillmann, Norberto A. y otro c/ Villagran, Gladis B. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 5, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Inhabilitación. Juez que previno. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315:2963.


    M., M. A. s/ Inhabilitación


    COMP. 747, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Tecno Electrónica de Protección S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 313, XL, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Litisconsorcio necesario. Juicios contra el concursado. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    En el caso es aplicable el artículo 133, párrafo 2° de la ley 24.522 que establece que, existiendo litisconsorcio necesario respecto de los demandados, la acción debe proseguir ante el tribunal donde esté radicado el proceso universal con la intervención del síndico.  En consecuencia, resulta aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado.


    Mendo Coro, Sixto c/ Puente, Sergio A.S. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 324, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Juicios universales. Sucesiones. Competencia civil y comercial. 


    El Tribunal tiene establecido que los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado donde éstos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción y hasta tanto en aquellos no se hubiese practicado partición de la herencia.


    Martínez, Juana c/ Hospital Italiano y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1121, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Acción de inconstitucionalidad. Cuestiones procesales. Competencia federal. 


    El tema a dilucidar no se encuentra, principal y exclusivamente, subsumido en la materia previsional, ya que configura un aspecto de naturaleza ritual. En consecuencia, no sería de aplicación, en el caso, el principio de especialidad que fundamenta la intervención de aquel fuero.  Por otro lado, la Corte tiene reiteradamente dicho que la Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado, en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los Juzgados Federales de Primera Instancia con asiento en provincia o en los supuestos en que la acción se inició conforme lo previsto en el art. 15 de la ley 24.463, modificado por el art. 3° de la ley 24.655.


    Montenegro, Heriberto c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    COMP. 686, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia económica. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Morán, Raúl O. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 32, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, Jose Antonio s/ Internación”; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    N., M. A. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 723, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal del alzada. Facultades de la alzada. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Pedase Seguros Adrián c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 880, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 619; L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” (Fallos: 312:1373) y Comp. 35; L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    Toda vez que el causante fue internado ab-initio en una clínica de la ciudad bonaerense, la cual informó su alta y egreso así como la continuación del tratamiento, resulta razonable que sea el tribunal con jurisdicción en dicha localidad el que continúe con el control de la situación médica del presunto insano.


    R., M. s/ Artículo 482 del Código Civil -proceso especial-


    COMP. 692, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Juicios contra el concursado. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el instituto del fuero de atracción, toda vez que la demanda está referida a un reclamo de contenido patrimonial, que no se encuentra alcanzado por el trámite especial previsto en el Inc. 5° del art. 21 de la ley 24.522.


    Sandoval, José María c/ Grumbaum Rico y D. s/ Accidente de trabajo (Artículo 1.113 Código Civil)


    COMP. 397, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Pintos, Luis Fernando c/ Estado Nacional, Banco Central y otro s/ Medidas cautelares


    COMP. 1266, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Inhabilitación. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315:2963.


    T., S. s/ Inhabilitación


    COMP. 795, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Dementes. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315:2963.


    T. S., P. A. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 683, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por muerte. Asegurador por riesgos de trabajo. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que la Ley de Riesgos del Trabajo, por un lado, regula sustancialmente sólo relaciones entre particulares, y, por el otro, que de sus preceptos no aparece manifiesta la existencia de una específica finalidad federal para sustentar una declaración de tal naturaleza. A lo que agregó que la aparición de las aseguradoras de riesgos del trabajo como nuevo sujeto en los nexos aludidos, lejos de enervar este aserto lo consolida, desde el momento en que aquéllas son "entidades de derecho privado" (ley 24.557, art. 26, inc.1); y que "la circunstancia de que la ley haya adoptado formas o bases nuevas para reglar relaciones de derecho privado nacidas de accidentes del trabajo por ser insuficientes las adoptadas por el Código Civil a las modernas necesidades creadas por el progreso industrial, no le quita ni puede quitarle su carácter de ley común destinada a reglar derechos particulares, cualquiera que fuese la denominación que se les dé.


    Reguera, Gladys Elena c/ Liberty A.R.T. S.A. s/ Apelación


    COMP. 1287, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Vianna, Alberto c/ Sociedad Militar s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1594, XXXIX, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    La corte estimó que resulta competente para entender en la causa el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Unión de Consumidores de Argentina c/ Arcos Dorados S.A. y otro s/ Diligencias preliminares


    COMP. 719, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Zuccaro, Leticia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 673, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Fondo de garantía. Competencia civil y comercial federal. 


    La jurisdicción federal no sólo es suscitada por razón de las personas, sino también por la materia, como ocurre cuando los actores fundan su acción en una ley de naturaleza federal cuya interpretación se impondrá en el caso. Por ello, deben devolverse las  actuaciones a la Justicia en lo Civil y Comercial Federal.


    Andrade, Miguel Ángel y otros c/ Administradores del Fondo de Garantía y Recompensa PPP de Telefónica y otros s/ Ordinario


    COMP. 1550, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. Recurso de apelación (procesal). Tribunal de alzada. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial no ha entendido en el recurso de apelación deducido por el actor, circunstancia que impediría la remisión de las actuaciones a otra jurisdicción sin su previo tratamiento. En tal sentido, la Corte sostuvo que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Aromando, José Luis c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 1349, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Viñes, José Joaquín c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 709, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Sanciones disciplinarias. Oportunidad procesal. Competencia federal. 


    Por aplicación del artículo 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, los tribunales nacionales han de ajustarse en sus declaraciones de incompetencia a las oportunidades procesales previstas en los artículos 4, 10 y 352 de aquel Código.  A ello se añade, que la oportunidad para el planteo de estas cuestiones reconoce la limitación establecida por las correspondientes disposiciones procesales, pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, es pertinente recordar que la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Austin, Patricia c/ Paggi, M. Elena s/ Revisión de sanción disciplinaria


    COMP. 1304, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Entidades financieras. Depósito en moneda extranjera. Tribunal de alzada. Competencia contencioso administrativa. 


    En aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso, debe la causa elevarse para su consideración por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo.


    Valicente, Marta y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 932, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Internación. Competencia de familia. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y Competencia N° 35, L. XXX. "Camino, Miguel Ángel s/ Intemación".


    T., R . A. s/ Internación


    COMP. 1511, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión a Fallos 324:2493.


    Caldo, Adriana Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1444, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Camino, Lucía L. y otros c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. y otro s/ Amparo


    COMP. 798, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Cañete, Nancy Graciela c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 781, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble SA c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Caso, Marcela y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1451, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Competencia civil. 


    Este no es el caso de un requerimiento de regulación y ejecución de honorarios, de los que deberían tramitar en el Juzgado del principal; pues más allá de la procedencia de la vía intentada se pretende ejecutar un pacto autónomo e independiente de la eventual regulación de honorarios, que pudiera corresponder a los profesionales actores en los procesos mencionados en dicho acuerdo.  Entonces ya que el cobro de honorarios que reclama el actor no presenta las notas de conexidad y accesoriedad con la causa principal que podrían eventualmente justificar que el art 43, inc. C del decreto-ley 1285/58 sea desplazado por la disposición del art. 6to. inc. 1ro. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Toledo, Gustavo S. c/ Monteros, Carlos S. s/ Ejecución de convenio ejecutivo


    COMP. 1378, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 686, L. XL "Montenegro Heriberto c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Claramunt, Raúl Armando c/ Estado Nacional


    COMP. 1480, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Obligaciones de dar sumas de dinero. Cobro de expensas comunes. Fuero de atracción. 


    Si en el juicio ejecutivo se persigue el cobro de obligaciones que no tuvieron por deudor al causante cónyuge de la ejecutada, por tratarse de expensas correspondientes a un período posterior a su fallecimiento, queda excluida la aplicación del art. 3284. Inc. 4° del Código Civil y, consiguientemente del fuero de atracción previsto en dicha norma.


    Consorcio de Propietarios edificio calle "S" esquina siete de Costa Bonita c/ Zuanetto, Enrique Armando y otros s/ Cobro de expensas comunes


    COMP. 857, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Hábeas data. Contenido de sitios de internet. Competencia civil y comercial federal. 


    Resulta competente la justicia federal en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes nacionales o internacionales.


    Svatzky, Betina Laura c/ Datos Visuales s/ Hábeas Data


    COMP. 1355, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, desde que en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec-ley 1285/58, texto según ley 21.708, la contienda quedó resuelta con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Speziale, José Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Banco Central de la República Argentina - s/ Amparo


    COMP. 1138, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Recurso de apelación. Competencia criminal y correccional. 


    En aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quién debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que estime corresponder seguir entendiendo en el proceso.


    Danelli, Eduardo Mario y otro c/ Defensor General de la Nación s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1453, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Districel S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 818, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Litisconsorcio pasivo. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    En el caso es aplicable el artículo 133, párrafo 2° de la ley 24.522 que establece que existiendo litisconsorcio necesario respecto de los demandados, la acción debe proseguir ante el tribunal donde esté radicado el proceso universal con la intervención del sindico.  En consecuencia, resulta aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado.


    Duran, Lilia del Valle c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A. y otra s/ Despido, etc.


    COMP. 721, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Faija de Saccomano, Luisa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1001, XXXIX, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Abordaje de buque. Fuero de atracción. Principio de prevención. Seguridad jurídica. Competencia federal. 


    La Corte ha decidido, de conformidad con los argumentos dados por esta Procuración General, radicar las causas conexas con el proceso de abordaje en trámite ante el Juzgado Federal en lo Civil y Comercial N° 3, en virtud del fuero de atracción previsto por el artículo 552 de la ley 20.094.  Dicha decisión, determina la radicación definitiva de dicha causa ante el juzgado con sede en esta Ciudad de Buenos Aires y no admite un desplazamiento derivado de otro juicio generado en los mismos hechos con posterioridad, en virtud del principio de prevención.  Sin perjuicio de ello a los fines de preservar el principio de seguridad jurídica y con el objeto de evitar decisiones contradictorias, resulta competente para continuar entendiendo en las causas en trámite ante el tribunal de la Ciudad de La Plata el juzgado que entiende en el proceso de abordaje iniciado en primer término.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Cap. y/o Prop. Bq. Sea Paraná


    COMP. 151, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Concursos. Homologación del acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en su trámite regular y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya (párrafo 7° de la norma).  Además, es del caso señalar que el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del sindico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa de Transportes Pedro de Mendoza CISCA s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 909, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Schuszler, Margarita c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1269, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Concursos. Homologación del acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone, en su artículo  56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en su trámite regular y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya (párrafo 7° de la norma).  Además, el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lomiscar s/ Ejecución fiscal


    COMP. 966, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. Recurso de apelación. Tribunal de alzada. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVllI, "Viejo Roble SA c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    La Corte sostuvo que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Sauma, Marcelo Fabian c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1148, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Sucesiones. Hipoteca. Competencia civil y comercial. 


    Las ejecuciones de créditos con garantía hipotecaria no pueden ser calificadas como acciones reales en los términos del artículo 2756 del Código Civil sino como acciones personales por el cobro de un crédito, carácter que no desaparece por la existencia de una garantía hipotecaria, la cual constituye un accesorio que puede existir o no existir y que no altera aquél carácter.


    Sánchez, Carlos y otro c/ Mora, Jorge y otro  s/ Ejecución especial Ley 24.441


    COMP. 1442, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Guerrero, Alejandro Héctor c/ Zurich Eagle Star s/ Amparo


    COMP. 1392, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Helman, Patricia Mónica c/ Alico Compañía de Seguros S.A. s/ Amparo


    COMP. 1329, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Salgado, Marcelo Alfredo c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1239, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Seguro de vida obligatorio. Entes autárquicos nacionales. Competencia civil y comercial federal. 


    Reembolso del valor de rescate del seguro de vida obligatorio.


    Cuando ha sido demandada una entidad autárquica nacional, ésta deberá estar sometida a la jurisdicción federal. Así lo estípula el artículo 28 del anexo "A" su Carta Orgánica, aprobada por la ley 21.963. Asimismo, el artículo 95 del decreto 1588/80 establece sometimiento a esa jurisdicción de las causas como la que nos ocupa.


    Hidalgo, Enrique José y otro c/ Estado Nacional - Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1281, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Cancelación de la hipoteca. Sucesiones. Acciones personales. 


    Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.   El proceso universal de sucesión atrae al juzgado donde tramita, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción, sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son operativas o de orden público.  En tales condiciones, por aplicación del art 3284 inc. 4° del Código Civil, corresponde que continúe entendiendo en la causa el juzgado donde se halla tramitando el juicio sucesorio del codemandado.


    Said, José E.M. c/ Porreca Cismondi, Eduardo A. y O. s/ Cancelación de hipoteca


    COMP. 432, XXXIX, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    En atención a lo dispuesto, por el art. 24, inc. 7°, del Decreto Ley 1285/58, que prevé que las contiendas de competencia habidas entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltas por la Alzada de la que dependa el magistrado que primero hubiese conocido.


    Kening, Eduardo S. c/ Dacradi, Alberto Ernesto y otro s/ Cobro de honorarios profesionales


    COMP. 1340, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Rojas, Antonio José c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561


    COMP. 1459, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de alquileres. Concursos. Homologación del acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiera vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que, sin dudas, la ley califica de trámite de verificación, los que se deben dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya (párrafo 7° de la norma).  Además, es del caso señalar que el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico, y la intervención que se da a otros funcionarios concursales y los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Rogelio González S.A. c/ CETECO Argentina S.A. s/ Cobro ejecutivo de alquiler


    COMP. 332, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Librería, Norberto Ricardo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Amparo


    COMP. 1166, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    La situación planteada guarda substancial analogía con la generada y resuelta por la Corte en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Rodríguez Llarens, Eduardo V. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 690, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Entidades financieras. Competencia Federal. 


    Cuando el actor ha dirigido la acción de amparo contra una entidad financiera a fin de que se la incorpore al régimen de deudores hipotecarios instituidos por la ley 25.798, y desde que la contienda de competencia ha quedado trabada entre un magistrado nacional y otro local, el trámite deberá continuar ante la justicia federal.


    Porro, Guillermo c/ Banco Citibank NA s/ Amparo y medida cautelar


    COMP. 1237, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Competencia federal. 


    Toda vez que el actor dirigió la presente acción de amparo contra el Estado Nacional y/o contra una entidad financiera a fin de que se lo incorpore al régimen de deudores hipotecarios instituidos por la ley 25.798, -no sin objetar, parcialmente, con fundamentos constitucionales el artículo 6° de la referida normativa-, y desde que la contienda de competencia ha quedado trabada entre un magistrado nacional y otro local, deberá continuar con su trámite la justicia federal de la provincia.


    Pilacianskas, José María c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y/o Banco Quilmes s/ Amparo y medida cautelar


    COMP. 1359, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de trabajo. Indemnización. Apertura del concurso. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida se refiere a un reclamo de contenido patrimonial, que no se encuentra alcanzado por el trámite especial previsto en el inc. 5° del art 21 de la ley 24.522.


    Pérez, Ruben c/ Micro-omnibus 246 S.A. s/ Accidente


    COMP. 842, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Obligaciones en moneda extranjera. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pantymed S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1275, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. Competencia previsional. 


    El articulo 24 inciso 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de que dependa quien primero hubiese conocido en el sub judice.


    Obra social de Empleados de Agencias de Informes c/ Estado Nacional s/ Amparos y sumarísimos con medida cautelar adjunta


    COMP. 1395, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    El presente conflicto es análogo al considerado en los autos Comp. 1281, XL, “Hidalgo, Enrique José y otros c/ En-Cnas s/ Proceso de conocimiento”.


    Orlando, Salvador y otros c/ Estado Nacional - CNAS s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 881, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Ocampo, Faustino c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General de la Fuerza Aérea s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de seguridad


    COMP. 1193, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    División de condominio. Juez previniente. Competencia civil y comercial federal. 


    Las consideraciones vertidas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso “Albornoz, Domingo Asencio el Y.P.F.S.A. s/ proceso de conocimiento" (Fallos 321:3037), resultan suficientes para atribuir el conocimiento de estas actuaciones a la justiciaCivil y Comercial, que previno.


    Martín, Jorge O. y otros c/ Administradores del fondo de garantía y recompensa PPP Telefónica y otros s/ División de condominio


    COMP. 1302, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Marina, Héctor R. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 716, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Competencia civil. 


    La contienda de competencia planteada debe resolverse por aplicación de la doctrina de la Corte en autos “Emeteria Villca Mora de Coria Sandi V. FFCC Argentinos” (Fallos: 306:1872), estableciéndose “que todas las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, concernientes a responsabilidad contractual o extracontractual, y aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, inclusive el ferroviario, caen en la competencia asignada al fuero especial en lo Civil y Comercial por el art. 46, inc. d), del decreto-ley 1285/58, según el texto establecido por la ley 22.093”.  La reforma introducida por la ley 23.637, de unificación de la Justicia Nacional en lo Civil con la Especial en lo Civil y Comercial, determinó la adecuación de dicha doctrina al nuevo precepto normativo in re “Pérez, Elda Alicia c/ Empresa de Transportes Los Andes S.A.” (Fallos: 313:1670), en la que la Corte determinó que las causas aludidas corresponden a la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Adorno, Mauricia c/ Trenes de Buenos Aires S.A. y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 295, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Amado, Juan José c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 691, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado donde éstos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción.  En mérito a tal principio basal, en que el instituto del fuero de atracción solo juega respecto de aquellas acciones donde el causante resulta demandado, es decir en forma pasiva, como un modo de concentrar ante el juez del proceso universal, todos las juicios seguidos contra el causante, que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio y no en los que éste pudiera promover, como ocurre en la causa sub examine.


    Villalba, Lucio Alberto c/ Entel y/o Entel Residual y/o Estado Nacional s/ Demanda laboral


    COMP. 441, XL, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469, L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa”.


    Barberan, María Cristina y otros c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción de daños y perjuicios


    COMP. 1970, XXXIX, 31 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, “Salguiera, Claudia c/ Banco Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Baratta, José Antonio Leonardo y otro c/ Scotiabank Quilmes S.A. s/ Proceso de ejecución


    COMP. 1567, XXXIX, 12 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Concursos. Acreedores del concurso. Verificación de créditos. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas "Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S. A. de Transporte y otro s/ Daños", y Comp. 518, L. XXXVII, "Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano".


    Banco Quilmes S.A. c/ Polidoro, Adrián y otra s/ Cobro ejecutivo


    COMP. 2148, XXXIX, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Seguro de vida obligatorio. Facultades de la alzada. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24 inc. 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de que dependa quien primero hubiese conocido en el sub judice.


    Sueiro, Isabel Cristina c/ Caja Nacional de Ahorros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 418, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Albornoz, Mabel Rosa y Otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo - Ministerio de Economía s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1223, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Bardaro, Nélida Ofelia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1251, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Mallo, Violeta Teresa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1218, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Parra Villaroel, Beatriz y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otros s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1215, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Pennimpede, Nicolás c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo s/ Ley 25.561


    COMP. 1236, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Petrucci, Pedro Fernando c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1230, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Indemnización por accidenten de trabajo. 


    Remisión al fallo de la causa, “Resk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Santucho, Pedro Ubaldo c/ Popul A.R.T. y/u otros s/ Cobros


    COMP. 2109, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVIII, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A".


    Molina, viuda de Vallejo, Beatriz del Carmen c/ Dip Jorge Raúl s/ Indemnizaciones


    COMP. 1367, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Seguro de vida obligatorio. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1281, L. XL, “Hidalgo, Enrique José y otros c/ Estado Nacional – Caja Nacional de Ahorro y seguro s/ Proceso de conocimiento”.


    Gauto Rito y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro


    COMP. 1516, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Russo, José y otro


    COMP. 256, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Delitos. Cuasidelitos. Lugar del hecho. Domicilio del asegurador. Competencia nacional. 


    Fallos: 312:477; 304: 1672 y 290: 387.


    En casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en los que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador.


    Lezcano, José R. c/ Cardozo, Nilo y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 2070, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia nacional. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La Corte debe resolver conflictos de competencia, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según Ley 21.708, el cual prevé que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la alzada “de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello, la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Givaudant c/ Mesa Directiva Nacional - Asociación de Empleados de la
Dirección General Impositiva de la Nación (A.E.D.G.I.) c/ Estado Nacional -
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - s/ Acción de amparo 



    COMP. 4, XL, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Domicilio del asegurador. Competencia provincial. 


    Precedente de fallos 312:477; 304:1672; 290:387.


    En caso de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador.


    Cabrera, Jorge c/ Soto, María y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1686, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Transporte de pasajeros. Control de legitimidad. Competencia civil y comercial. 


    A los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda –art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Más allá del domicilio de las partes, si bien el fuero federal en razón de la distinta vecindad de los contendientes tiene por objeto darle a los particulares garantías para sus reclamaciones, al proporcionarles jueces que se encuentren al abrigo de toda influencia y parcialidad, ello encuentra su límite en el respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los estados provinciales, de manera de no perturbar su administración interna, lo cual exige que se reserve a sus propios jueces el conocimiento y decisión de tales asuntos, pues lo contrario importaría una intromisión y un avasallamiento de su soberanía y del sistema federal vigente.   En virtud de lo expuesto, frente a cuestiones de naturaleza local, como las del transporte intrajurisdiccional, cede el derecho al fuero federal por distinta vecindad que se otorga a quienes residen en otra jurisdicción, prerrogativa que sólo resulta atendible cuando se trata de una causa civil, según lo dispuesto en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58.  Por último, en caso de que, eventualmente, se produjera un conflicto jurisdiccional ante el dictado de resoluciones contrapuestas por los magistrados intervinientes en las causas citadas, deberá solucionarse a través de los mecanismos procesales que, a tal efecto, prevén los ordenamientos jurídicos aplicables.


    Crucero del Norte S.R.L. s/ Cuestión de competencia por inhibitoria


    COMP. 1290, XXXIX, 04 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Interdicto de recobrar. Sentencia firme. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1452, L. XXXIX, “Cadelago Amado, Jorge c/ Camino del Indio S.A. y otros s/ Interdicto de recobrar”.


    Banco San Luis S.A. c/ Preti, Oscar Luis s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1857, XXXIX, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Sentencia firme. Interdicto de recobrar. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho desde antiguo que las decisiones firmes emanadas de autoridades judiciales competentes para entender en un caso determinado no pueden ser enervadas en su ejecución por providencias de otros jueces.  En tal orden de ideas, las decisiones recaídas en la ejecución hipotecaria y sus subsiguientes honorarios en trámite ante la justicia local, relativas a la finca objeto de autos subastada públicamente e inscripta en el Registro de la Propiedad Inmueble provincial a nombre de la demandada, actos procesales pasados en autoridad de cosa juzgada, no pueden ser dejados virtualmente sin efecto alguno por una resolución provisoria sobre una misma propiedad y dictada con posterioridad, por la jurisdicción de excepción como consecuencia del interdicto de recobrar posesión presentado por el actor.  Ello es así por cuanto no se advierte que las distintas resoluciones adoptadas en sede local respecto al incidentista, puedan considerarse meras consecuencias de un proceso irregular, desde que éste, no sólo ejerció ampliamente su derecho de defensa en juicio en dicha causa, sino que, además, expresamente reconoce carecer de facultades para plantear nulidad alguna en el juicio hipotecario y aquéllas cuestiones vinculadas al mejor derecho sobre el bien en cuestión fueron desestimadas en reiteradas oportunidades por la justicia local, muchas de ellas se encuentran cercanas a considerarse precluidas. Es, entonces, inadmisible que por vía de una medida innovativa como la decretada en el interdicto de recobrar se entorpezca el normal desenvolvimiento del mencionado proceso ejecutivo cuya causa es un crédito hipotecario privilegiado.


    Cadelago, Amado Jorge c/ Camino del Indio S.A. y otros s/ Interdicto de recobrar


    COMP. 1452, XXXIX, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Costas


    Exención de costas. Sentencia arbitraria. Queja por recurso denegado. Improcedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido. Inexistencia de arbitrariedad.


    Es doctrina de la Corte que la exención de costas, fundada en desistimientos formulados con el propósito de acatar jurisprudencia, es procedente cuando el fallo invocado ha sido resuelto sin imposición de ellas y que, por tanto, tal dispensa es inadmisible cuando el pronunciamiento las impuso al vencido.   Cierto es que dichos presupuestos no se cumplen en el sub examine, pues el precedente de Fallos: 322:2189 no constituyó un cambio en la jurisprudencia vigente, sino la primera vez que el Tribunal resolvió sobre la materia en debate, con costas a la actora vencida.  El a quo invocó e hizo uso de la facultad conferida por el segundo párrafo del art. 68 del CPCCN, para imponer las costas de ambas instancias en el orden causado. Este aspecto, resulta suficiente para sustentar el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido imponiéndose, en consecuencia, el rechazo de la tacha de arbitrariedad impetrada.


    Stel S.A. c/ Dirección General Impositiva


    S. 2906, XXXVIII, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Falta de cita legal. 


    Si bien es cierto que, como regla, la vía del art. 14 de la ley 48 no resulta procedente para revisar lo decidido por los jueces de la causa en lo referente a la distribución de las costas del pleito, corresponde hacer excepción a ese principio cuando el pronunciamiento ha omitido todo examen respecto a la aplicación del art. 21 de la ley 24.463.  La Cámara ha prescindido de lo que estipula el artículo citado, sin que mediara declaración de inconstitucionalidad, lo que toma descalificable su decisorio. Ha sostenido la Corte que cuando el legislador ha querido establecer una excepción a las disposiciones contenidas en la ley de solidaridad previsional, lo ha hecho de modo expreso, por lo que el art. 21 de la ley 24.463 debe ser interpretado en el sentido amplio que resulta de sus términos y comprensivo -en principio- de la diversidad de procesos y jurisdicciones en que debe actuar la ANSES.


    Fernández, Nicanora c/ ANSES


    F. 188, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones  de competencia


    Cobro de sumas de dinero. Gastos de sepelio. Agentes diplomáticos y consulares. Embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional corresponde a la Corte Suprema de Justicia, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de "...los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros...".  Asimismo, el art. 24, inciso 10 in fine del decreto-ley 1285/58 determina que dichos asuntos son las causas "...que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático".  Por otra parte, no gozan de dicho privilegio los Estados extranjeros ni sus representaciones diplomáticas, toda vez que no revisten la calidad de aforados según el art. 117 de la Ley Fundamental.  En consecuencia, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático, en los términos de la Convención de Viena, y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan a otros casos no previstos.


    Miguel Costa S.R.L. (Francisco Ferrari) c/ Maxim Gaytandjiev s/ Cobro de Pesos


    M. 3542, XXXVIII, 02 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, "Canepa Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, se debe atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  Corresponde poner de resalto, entonces, que, conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, la norma general es que resultan atraídos por el proceso universal todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado, salvo las excepciones allí previstas.


    Ledesma, Juan Servando c/ C.I.D.E.C. s/ Accidente de trabajo


    COMP. 285, XL, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Casinos. Buque de bandera nacional. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las decisiones en materia de competencia sólo habilitan la instancia extraordinaria cuando media denegación del fuero federal, extremo que no se configura en el sub-lite por cuanto los magistrados que integran la judicatura de la capital de la República, entre los cuales cabe incluir a los de la Justicia del Trabajo de la Ciudad de Buenos Aires, revisten carácter nacional.


    Serabian, Ariel Baltasar c/ Pereyra, José Roberto y otro


    S. 1508, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Citación en garantía. Competencia civil. 


    Atendiendo a que la citada en garantía ha depositado en autos las sumas correspondientes y en virtud del efecto conclusivo del proceso que debe darse a dicho acuerdo, la cuestión de competencia se ha vuelto inoficiosa.


    Chamarro, Héctor M. y otros s/ Inhibitoria


    COMP. 156, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Defensa en juicio. Economía procesal. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las decisiones en materia de competencia por no tener el carácter de sentencias definitivas no habilitan en principio su concesión, salvo en aquellos casos en que medie denegatoria del fuero federal o una privación de justicia.  La Corte en los precedentes "Trobiani Ariel c/ Municipalidad de Monte leña s/ Demanda inhibitoria", S.C. Comp. N° 621, L.XXXVIII; "Municipalidad de Carcarañá c/ Thoss, Germán Hugo Emilio s/ Ejecución fiscal.", S.C. Comp. N° 2001, L. XXXVII y Fallos: 321:658, torna admisible el recurso deducido, a fin de evitar, frente a la clara disposición de la normativa que se alude, la estéril demora que ocasionaría a la comuna actora el ejercicio de sus derechos dada la previsible excepción de incompetencia que opondría el ejecutado, generando una cuestión que a la postre igual debería resolver la Corte, y a quien, por lo demás, se lo obligaría a presentarse en la extraña jurisdicción para deducir tal defensa, molestia que es, justamente, contra la que dicha ley protege.


    Comuna de Hughes c/ OLEGA S.A.C.I.


    C. 1158, XXXIX, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encuentra ab-initio regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Álvarez Dupon, Karen c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02


    COMP. 2030, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Amadeo, Tomás c/ Poder Ejecutivo Nacional  Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 -Boston- s/ Amparo


    COMP. 2069, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Angelucci, Antonio Agustín c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Amparo


    COMP. 1559, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. 


    No corresponde la intervención de la Corte, sino de la Cámara de la cual depende el tribunal que intervino en primer término.


    Arfuch, Jorge G. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 1365, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Falta de pago. Competencia nacional. 


    Precedente de Fallos: Comp. 250, L. XXXVI, "Banco de la Pampa s/ Incidente de medida cautelar".


    La Corte sostuvo en el fallo de la referencia, que no corresponde, en principio, que un Magistrado interfiera en la tramitación de las causas que tiene atribuidas otro Juez, obstruyendo el ejercicio de funciones jurisdiccionales que le competen, ya que cada magistrado debe limitarse al marco de las facultades propias dadas por la competencia atribuida por la ley.


    Banco Piano S.A. c/ Carabajal, Miguel Ángel s/ Ejecutivo


    COMP. 193, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y reforma del régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Beguiristain, Susana y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso conocimiento


    COMP. 2050, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Bonesi S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Medida cautelar autónoma


    COMP. 2078, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Cartabbia, Vicente L. c/ Nación Seguro de Retiro S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1496, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Casablanca Eventos S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1964, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Chantilly S.A. c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Amparo


    COMP. 1868, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Crochet S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 2081, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General de la Nación.


    Cruz Lucero, Mariano c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1884, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General de la Nación.


    Curcio, Juan C. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1494, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Demarco, Gustavo Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 2046, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Macek, Apolonia c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 214/02 (Siembra Seg. de Ret.) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1866, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Eton S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1876, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Torroba, Raúl Antonio c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo y otro s/ Medidas cautelares


    COMP. 2020, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Carosella, Julio César c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2035, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble SA c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encuentra ab-initio regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Bertoletti, Mario Enrique y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/02 s/ Amparo


    COMP. 2092, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble SA c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encuentra ab initio regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Anania, Alberto Domingo y otro c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 2098, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Albarracín Menéndez, Juliana y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 2099, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. 


    Incorrecta traba de contienda.


    Para que exista una correcta traba de la contienda, según el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, resulta indispensable que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente.


    Fernández, Ana Fedra c/ Bank Boston N.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 1369, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Fontana, A. Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 2083, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Odifreddi, Pedro Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1538, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    García, Jorge Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1581, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Medida cautelar autónoma. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Henríquez, Virginia y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP. 1547, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General de la Nación.


    Kovensky, Helena R. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1553, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General de la Nación.


    López, M. Inés c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1532, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Marchetti, Vilma c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 2080, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Martínez, Olga B. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1534, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General de la Nación.


    Mena, Héctor V. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1390, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Merlino, Gustavo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 2010, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mocciola, José Luis c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 2068, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Ramírez, Brian Javier c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 2042, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Rey, Fernando y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1883, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    René, Roberto Reynaldo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1978, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Zabala, Sandra Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1847, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Cascales, Marta Amelia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1882, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Latasa, Alejandro Jorge c/ Banco de la Nación Argentina y otros s/ Amparo


    COMP. 1998, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No corresponde la intervención de la Corte, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° 1285/58.


    Malandra Pagliettini, Liliana y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1356, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según la ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab-initio- regida por leyes de naturaleza civil.


    De Francisco Olita, Luis A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 2041, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab initio- regida por leyes de naturaleza civil.


    Arona, Ricardo Augusto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2002, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Cáceres, Enrique Tomás c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2044, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Gabarro Rogers S.A. c/ Banco Comercial s/ Varios


    COMP. 2121, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble SA c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Gurucharri, Horacio Héctor c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo y otro s/ Amparo


    COMP. 2057, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Martín, Olga Tomasa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2011, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Méndez, Roberto Saturnino c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1138, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Talleres Gráficos Corti S.A.I.C.A.F. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1640, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Tosi, Alejandro Rubén c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2001, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Valdez, Noemí Marta c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2047, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Zarate, Horacio José c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1997, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Alduncin, Nydia Rosa c/ Galicia Retiro Compañía de Seguros S.A. s/ Proceso conocimiento


    COMP. 445, XL, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A.  c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Alta Plástica S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 2146, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Álvarez, Fernando c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 415, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Medidas de seguridad y protección. Competencia provincial. 


    Precedente "Rezk, Sergio Rubén el M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Corresponde dirimir la presente contienda disponiendo que ha de seguir entendiendo en la causa la Justicia Local, la que por intermedio de la alzada que corresponda (según lo determine la normativa de esa jurisdicción), deberá expedirse sobre la referida apelación deducida en autos, toda vez que resulta ajeno a la Corte Suprema de Justicia de la Nación determinar qué tribunal provincial en concreto debe entender en el proceso cuya jurisdicción ejercen los jueces locales.


    Arrieta, Ernesto Horacio c/ Grafa S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 442, XL, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Ávila, Gabriela N. y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 123, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Badan, Elda Patricia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Amparo


    COMP. 518, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.  Incorrecta traba de la contienda.


    Bornemann, Alberto Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida cautelar


    COMP. 409, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Bruniard, Jorge c/ Siembra Seguros de Retiro s/ Amparo


    COMP. 469, XL, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 4, L. XL, “Asociación de Empleados de la Dirección General Impositiva de la Nación (AEDGI) c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - s/ Acción de amparo”.


    Pérez, Claudio c/ AEDGI s/ Sumarísimo


    COMP. 373, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, "Canepa Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecúe a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Carre, Fernando c/ Supermercados Aragone S.A. s/ Indemnización por accidente de trabajo


    COMP. 118, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Emergencia sanitaria. Exhortos. Excepción de incompetencia. 


    La Corte tiene dicho que la renuencia para el cumplimiento de una rogatoria constituye un caso de conflicto entre jueces que corresponde a la Corte dirimir según lo prescripto por el artículo 24, inc. 7° del decreto - ley 1285/58.  En este marco, asiste razón a la funcionaria provincial, desde que si bien el art. 4° de la ley 22.172 es suficientemente explícito en el sentido de que el juez al que se dirige el oficio no podrá discutir la procedencia de las medidas solicitadas, a fin de no convertir al magistrado de un estado autónomo en subordinado del que hubiera librado la rogatoria, corresponde denegar la solicitud formulada cuando el pedido afecte, en forma manifiesta, la competencia del juez requerido.  Ello es lo que acontece en el sub-lite, por cuanto, el magistrado local ejerció correctamente su competencia, dado que, dictó una medida en una causa de evidente corte local (reclamo de pesos), que se ventila ante su estrado, y que, además, nada tiene que ver con la que se tramita por ante el Tribunal de la Seguridad Social, cuyas partes son, también, distintas. Todas estas razones indican que el requerimiento realizado por Juez Federal, trasciende el ámbito de la jurisdicción a él asignada.  Por tanto, corresponde dilucidar la contienda disponiendo que el requerimiento formulado por el titular a cargo del Juzgado Federal resulta improcedente, ello sin perjuicio de los derechos que los aquí actores puedan ejercer ante el Juez local, de estimarlo pertinente.


    Castellano, Dora Beatriz y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 152, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Castro, Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 78, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Castello, Héctor L. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 420, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A.  c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Chávez, Carlos y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2165, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Cioccia de Rozik, Amanda c/ Nación Seguros de Retiro S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 489, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Posesión. Ejecución de sentencia. Interpretación de sentencias. Distinta vecindad. Competencia federal. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para la resolución de los conflictos como el que nos ocupa, se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda, la cual está dirigida a corregir un supuesto error en la ejecución de una sentencia del magistrado federal.   Con arreglo a ello, es dicho Juez quien debe ser el que resuelva sobra la causa, porque es el más fiel intérprete de sus propios dichos y si así no fuese podría caerse en la situación de que otro magistrado determinara equivocadamente el alcance de un fallo dictado por otro, con el riesgo cierto de que se pueda adoptar una resolución desnaturalizada de la primera.  Pero además de tal consideración, y en respuesta a los argumentos vertidos por ambos magistrados, respecto a la incidencia del domicilio del demandado sobre la competencia, la Corte tiene reiteradamente dicho que las sociedades anónimas que ejercen su actividad en una provincia se hallan en las mismas condiciones en que puede encontrarse un vecino de igual provincia, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo ante el fuero federal.    Ahora bien, la aplicación de dicha doctrina, que, al menos en apariencia, haría excepción al principio basal del fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes, exige que el referido arraigo, derivado del carácter permanente del establecimiento local y del desarrollo en él de una actividad constante, se encuentre inequívocamente demostrado en la causa.  Dichos requisitos, no se reúnen en el presente caso, toda vez que si bien surge que la firma es propietaria de tierras ubicadas en la Provincia de Salta, dicha circunstancia por sí sola no resulta suficiente, en el marco de la citada jurisprudencia, para tener por acreditada la existencia de un centro de negocio local. Además, aparece indubitable que la dirección estatutaria y central de sus actividades se encuentra en la jurisdicción del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.  Por tales razones y, conforme a las previsiones contenidas en el artículo 2°, inciso 2°, de la ley 48 y dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben resolverse las cuestiones de competencia, la presente causa deberá seguir con su trámite por ante el Juzgado Federal de Salta, a donde se la deberá remitir, a sus efectos.


    Aban, Miguel Rodolfo c/ San José de Pocoy S.A. s/ Interdicto de recobrar posesión


    COMP. 2191, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Echevarría, Noemí s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 549, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene dicho que la acumulación debe cumplir, para ser procedente, con los requisitos previstos en los arts. 188 y 190 del CPCC, que disponen que puede ordenarse en cualquier etapa del proceso, hasta el dictado sentencia, dejando a salvo el hecho de que procederá siempre que fuere admisible con arreglo a lo dispuesto por el art. 188 inc. 4° del código ritual, es decir que el estado de las causas lo permita en cuanto a su sustanciación conjunta sin producir demora perjudicial e injustificada en el trámite del o de los que estuvieren más avanzados.  Además tiene dicho la Corte que la acumulación de procesos es admisible si se evidencia la posibilidad de fallos contradictorios, situación que se evita, si median razones de conexidad suficiente, con el instituto previsto en el art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Emaldi, Verónica c/ Cardozo, Gustavo s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1878, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. Competencia comercial. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708, desde que el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones que resolvió la contienda planteada entre magistrados nacionales de primera instancia.


    Fares, Víctor Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 586, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Genoa Saenz Valiente, Juan Pablo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 428, XL, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Ejecución contra el concursado. Competencia comercial. 


    A fin de determinar el juez competente en la ejecución hipotecaria del concursado, resulta de aplicación el precedente de la Corte sentado en la causa C. 593, L. XXXI, “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro s/ Quiebra”.  No obstante ello, es doctrina pacífica de la Corte la que sostiene que el artículo 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, al habilitar a la Corte Suprema cuando interviene en instancia originaria, y a los jueces federales con asiento en las provincias, para declararse incompetentes “en cualquier estado del proceso”, limita a los restantes tribunales nacionales a las oportunidades procesales previstas en los arts. 4, 10 y 352 de aquel ordenamiento.  A su vez, si bien las normas concursales revisten el carácter de orden público, idéntica calidad revisten las que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo, extremo que no se configura en el sub lite, toda vez que en nada altera el normal desarrollo del proceso de la ejecución planteada, su trámite ante cualquiera de los fueros aludidos.


    Goluboff, Mario c/ Nistal, Ricardo s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1850, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    González, Alfredo Hugo c/ Banco Roela S.A. s/ Consignación


    COMP. 426, XL, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII; “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón del artículo 43 bis del decreto 1285/58, texto según ley 23.637 y teniendo en cuenta que, de acuerdo a los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab initio- regida por leyes de naturaleza comercial, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Comercial.


    Hakimian, Juan A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 71, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Henández Amaya, Victoria Valentina c/ Siembra Seguro de Retiro S.A. s/ Ordinario


    COMP. 503, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Tercería de dominio. Fuero de atracción. Juicios universales. Competencia nacional. 


    Del examen de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos cabe atender de modo principal para determinar la competencia, surge que las pretensoras en su carácter de cesionarias respecto a los créditos que percibiría la empresa cedente como gerenciadora del Instituto Nacional de Servicios Sociales de Jubilados y Pensionados (fondos que fueron embargados a pedido del actor civil y presunta damnificada en la causa principal por el cual se investiga la presunta comisión de hechos ilícitos por parte de la empresa fallida) solicitan por vía del presente incidente de tercería de dominio que se le reconozca la titularidad de tales sumas de dinero y consecuentemente se levante la medida cautelar decretada sobre dichos fondos.  En virtud de lo expuesto, cabe señalar que si bien es cierto que las citadas actoras no iniciaron directamente una acción contra la empresa aquí fallida, motivo que conduciría a que no resulte operativo el fuero de atracción ejercido por el proceso de quiebra de la citada empresa, no es menos cierto que las cuestiones relativas a determinar la titularidad y disponibilidad de determinados créditos pre concursales, son aspectos que por su materia específica se hallan depositada al amparo del juez del proceso universal como órgano judicial habilitado por la ley 24.522.  Ello, sin perjuicio de las medidas que deberán compatibilizar el magistrado del trámite universal con el juez penal, en el caso de resultar necesaria para la resolución de esa materia la dilucidación previa de eventuales figuras delictivas.


    Hoy c/ Kadi, Edmon y otros s/ Incidente de tercería de dominio


    COMP. 1450, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, fallada de conformidad por la Corte.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290 y teniendo en cuenta que, de acuerdo a los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab initio- regida por leyes de naturaleza civil, las presentes actuaciones deberán seguir con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Lobo, José Ramón y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 2123, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba -ab initio- regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Maigre, Julio F. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 149, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. 


    En autos se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del Dec. ley 1285/58 por lo que, no existe contienda en la que deba intervenir la Corte.


    Máxima S.A. AFJP c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Decreto 530/03 s/ Amparo


    COMP. 413, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia laboral. 


    Más allá del planteo de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557 que se invoca, procede señalar que el artículo 21 inc. 5 "in fine" de la ley 24.522 excluye del fuero de atracción a las causas laborales que tramiten por leyes especiales en materia de accidente de trabajo, motivo por el que el fuero de atracción de la quiebra no resulta aplicable en el caso.


    Moreyra, Juan C. c/ Industria del Cuero S.A. s/ Accidente de trabajo Ley 24.557


    COMP. 2168, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A.  c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Zulli, Noelia Lidia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2163, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Y la Corte tiene a su vez dicho que corresponde aplicar las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522, si la situación jurídica era existente al tiempo del dictado de la misma, de acuerdo a lo establecido en el Código Civil, máxime cuando se trata de una norma de procedimiento.  Sentado ello, conforme a lo estipulado en los artículos 21 inc. 1° y 132 (párrafo primero) de la ley 24.522, todos los juicios de contenido patrimonial, deben radicarse ante el juez de la quiebra, salvo las excepciones específicamente previstas.


    Perea, Vicente A. c/ Ind. Citem S.A.I.C.C. y M. s/ Daños y perjuicios y despido


    COMP. 2169, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de despojo. Límites interprovinciales. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En la cuestión sometida a decisión de la Corte subyace una controversia de límites interprovinciales que, en orden a la previsión del art. 75 inc. 15 de la Constitución Nacional, no puede ser dilucidada por la justicia. Esa circunstancia, sin embargo, no constituye un obstáculo a los fines de la determinación del juez competente para intervenir en la causa, que deberá quedar radicada en la jurisdicción que ha prevenido.


    Yudi, Luis A. c/ Meda, Daniel; Héctor, Neme; Neme, Jorge y/o quienes resulten responsables s/ Acción de despojo


    COMP. 62, XL, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Perez, Daniel Alberto c/ Galicia Retiro Compañía de Seguros S.A. s/ Amparo


    COMP. 490, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A.  c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pigretti, Romina y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 75, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Polesel, Alberto Mario y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 214/02 - 1570/01 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 450, XL, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Wagener Segui, Eduardo Augusto c/ Nación Seguros de Retiro S.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 542, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios contra el concursado. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen la causa Comp. 1048; L. XXXVIII, "Canepa, Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ daños y perjuicios”, resuelta por la Corte de conformidad con los fundamentos de esta Procuración General.


    Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Randazzo, Oscar c/ Sueño Estelar S.A. y otros


    COMP. 2054, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 75, L. XXXV, “Rezk, Sergio c/ Ministerio de Economía”.


    Reynoso, Juan Carlos c/ Y.P.F. S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2127, XXXIX, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A.  c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Russo, Guillermo Américo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 214/02 1570/01 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 552, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A.  c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Valdivia Villalobos, Jorge Gastón c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 214/02 1570/01 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 494, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A.  c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Urquiola Serrano, Enrique c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 214/02 1570/01 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 528, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    S., R. P. s/ Artículo 482 del Código Civil -Proceso especial-


    COMP. 331, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Torales Sulli, Beatriz y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 120, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Tomasello S.R.L. c/ Poder Eecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 214/02 y 1570/01 (Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 444, XL, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Staubli, Diana Lucila c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 97, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Abduch, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 35, XL, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ acción meramente declarativa”.


    Adt Security Service S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1500, XXXIX, 16 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Propiedad participada. Intereses moratorios. Excusación. Competencia civil y comercial federal. 


    La presente causa fue iniciada por los actores a fin de percibir intereses por el atraso en que incurrió la demandada en el cumplimiento de compromisos asumidos en el convenio, en donde la empresa Telecom Argentina procedía a la recompra de las acciones clase “c” del programa de propiedad participada. En cuanto al carácter de la obligación, es esencialmente patrimonial, por lo que, la procedencia de la declaración oficiosa de incompetencia por el juez por razón del territorio, está restringida en forma expresa por el legislador. En efecto, el artículo 4°, tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dispone que no procede la declaración de oficio de incompetencia territorial en asuntos exclusivamente patrimoniales, pues ésta puede ser objeto de prórroga mediante la conformidad de las partes. Por tanto, la inhibición decretada de oficio por el magistrado, es prematura. Sin perjuicio, obviamente, de que el magistrado tenga la oportunidad de pronunciarse respecto a su competencia si el demandado opone defensas u excepciones al respecto.


    Álvarez, Rubén N. y otros c/ Sindicación accionaria clase “C” del Programa de Propiedad Participada de Telecom s/ Ejecución de convenio - mediación


    COMP. 1966, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Arakaki, Graciela B. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Jefatura de Ministros y otros s/ Amparo


    COMP. 2134, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Arana, Adriana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 2074, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Barrandeguy, Rodrigo Gastón c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 214/02 y 1.570/01 s/ Proceso de Conocimiento Ley 25.561


    COMP. 150, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Comercialización de productos agropecuarios. Cereales. Falta de tribunal superior común. Corretaje. Obligaciones del corredor. Compromiso arbitral. Justicia nacional en lo comercial. 


    El juez natural para intervenir en los conflictos entre particulares es el Poder Judicial de la Nación. Sin embargo, la legislación nacional ha admitido que los justiciables sometan la solución de sus diferendos a árbitros o amigables componedores y ha dado virtualidad a tales decisiones para, ulteriormente, solicitar su ejecución o cumplimiento ante los órganos de justicia, conforme se desprende de las disposiciones establecidas en los artículos 736 a 773 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  La prórroga de jurisdicción, debe surgir del contrato que relacione a las partes en litigio y ello requiere una manifestación concreta, clara y expresa del consentimiento de las partes en favor del arbitraje.  Cualquiera sea la figura jurídica que relacione a las partes de la acción, la discusión gira en torno a la relación del demandado con la actora, y la cláusula compromisoria inserta en el contrato, sólo obliga a las partes que realizan la compraventa de cereales, pero no puede relacionarse con la relación jurídica particular establecida entre el vendedor y su mandatario, gestor, comisionista o corredor.


    Basf Argentina S.A. c/ Capdevielle Kay y Compañía S.A.


    COMP. 1651, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Bauvin Jacques Pierre Raoul c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2150, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Beltramino, Raúl y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2110, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Cobro de la indemnización. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa "Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S.A. de Transporte y otro s/ Daños" y Comp. 518, L. XXXVII, "Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano".


    Benítez, Claudia c/ Club Ken S.R.L. s/ Cobro de haberes - diferencia de haberes - indemnización


    COMP. 1630, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1651, L. XXXIX, “Basf Argentina S.A. c/ Capdevielle, Kay Cía S.A.”.


    Capdevielle Kay y Compañía S.A.C.F.M. s/ Medida Precautoria


    COMP. 1699, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Juez previniente. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del Dec. ley 1285/58 no existe contienda en la que deba intervenir la Corte.


    Cotens, Gabriela I. y otro c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo  s/ Amparo


    COMP. 2183, XXXIX, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Díaz, Horacio Fabián y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 2167, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Escalante, Armando c/ Nationale Nederladen Compañía de Seguros de Vida S.A. s/ Amparo


    COMP. 64, XL, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Fariña, Luis c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 2067, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”


    En razón del artículo 43 del decreto 1285/58, texto según ley 23.637, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Federal Marshall S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2065, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    AFIP-DGI. Multa tributaria. Fuero de atracción. Juez del concurso. Devolución del expediente. Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez donde se encuentra radicada la causa.


    Resulta aplicable al caso la jurisprudencia de la Corte que establece que en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso   Cabe señalar, que se verifica la situación prevista en los precedentes de la Corte que señalan que el fuero de atracción sólo puede operar después de la intervención del tribunal de alzada y en el supuesto de que éste confirmara la decisión de la AFIP recién se habilitaría el fuero de atracción, debiéndose remitir el juicio al tribunal del concurso.


    Fideera Atlántica S.R.L c/ Dirección General Impositiva (AFIP)


    F. 357, XXXVIII, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Forcieri de Miscoria, Marta Cristina c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Amparo


    COMP. 165, XL, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA c/ Acción meramente declarativa”.


    Gadea, Justina c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 2059, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    García Mansilla, Agustín c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2120, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    García Lepre, Javier c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida precautoria


    COMP. 2095, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del Dec. ley 1285/58 no existe contienda en la que deba intervenir la Corte.


    González, Pamela B. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 2184, XXXIX, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Herrendof, Cecilia Alicia c/ Lloyds Bank Sucursal Almagro s/ Medida precautoria


    COMP. 2173, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón del artículo 43 bis del decreto 1285/58, texto según ley 23.637, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab initio- regida por leyes de naturaleza comercial, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Comercial.


    Inversiones inmobiliarias Aspen S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2066, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Janez, Roberto Domingo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 276, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. el Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Konigsberg, Leonor c/ Zurich Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 108, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Las Jorge, Ernesto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 214/02 1.570/01 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 146, XL, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Marroco, Ana María y otro c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional y otros


    COMP. 122, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1636, L. XXXIX, “Martínez de Malvica Mirta Elena c/ Astillero Naval Federico Contessi y otros s/ Pago en consignación”.


    Martínez de Malvica, Mirta Elena c/ Astillero Naval Federico Contessi y otros s/ Medida cautelar


    COMP. 1635, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Sucesión ab intestato. Acervo sucesorio. Masa única. Interpretación restrictiva. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    La discrepancia entre los órganos jurisdiccionales intervinientes, se suscita al apreciar si concurren o no en el caso las situaciones especiales de conexidad que la Corte ha tenido en cuenta en algunos precedentes para apartarse del principio basal del último domicilio, y admitir la acumulación de distintas sucesiones, cuando concurren la misma masa hereditaria, existe identidad de herederos y no se realizó la partición, condiciones que, sumadas a razones de economía procesal, convalidan que continúe entendiendo en un proceso sucesorio un juez que no es el correspondiente al último domicilio del causante.  Esta excepción debe interpretarse, por sus mismas características singulares, con criterio restrictivo y haciendo mérito, en cada caso, de las circunstancias particulares que tornan aplicable.


    Medina, Juan Carlos s/ Sucesión ab intestato


    COMP. 996, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Melchiorre Loredana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 164, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII,  “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Metaxas, Melina c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 277, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp.  518, L. XXXVIII, "Rodas Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano" y Fallos 325:154.


    Orellana, Ramón c/ Alpargatas Calzados S.A. s/ Indemnización por despido


    COMP. 1609, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    El artículo 21 de la Ley 24.52  establece el fuero de atracción de las causas de contenido patrimonial iniciados contra la concursada, salvo las excepciones allí previstas, entre las cuales no se encuentran las acciones de competencia originaria ante la Corte.


    Pérez, Carlos Eladio y otro c/ Transportes Metropolitanos General San Martín y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 677, XXXVII, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Polak, Darío Jorge c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2028, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pugacz, Clara María c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 269, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    Quilogran, Fabián E. c/ Copeca S.A y otra s/ Sumario


    COMP. 1440, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen y fallo Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba -ab-initio- regida por leyes de naturaleza civil, por ello, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil al que se la deberá remitir.


    Rodríguez, Pura c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 173, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, fallo de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General de la Nación.


    Saldias, Martin c/ Poder Ejecutivo y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 2096, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    El conflicto de competencia fue dirimido por la Alzada del Tribunal que previno, por ello, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc 7° del decreto ley 1285/58, no subsiste contienda en la que deba intervenir la Corte.


    Salmoiraghi, Oscar c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 2101, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Cámara nacional de apelaciones. 


    No subsiste conflicto de competencia en el que deba entender la Corte, toda vez que ya quedó dirimido con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones.


    Sanzio, Juana c/ Sociedad Española de Beneficencia Hospital Español s/ Amparo


    COMP. 2147, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Sarafian, Pablo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2064, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Sauri, Silvina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2058, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Corresponde a la Alzada del juez del fuero contencioso administrativo federal. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido, con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal que resolvió el conflicto planteado entre dichos magistrados.


    Scarpelli, Liliana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos  1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 45, XL, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Schiavone De Verna, Dolores y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 127, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Schvindt, María de los Ángeles c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 19, XL, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Trichilo, Juan Carlos y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2181, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Virhilo S.R.L. c/ Banca Nazionale del Lavoro s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 2177, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Sistema de residencias de la salud. Residencia médica. Discriminación. Competencia de la Corte suprema. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  En efecto, uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, es cuando resulta demandada una Provincia y la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Según se desprende de los términos de la demanda a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrinas de Fallos: 306:1056; 308:229, 1239 y 2230, la amparista demanda a una Provincia y, si bien pone en tela de juicio actos emanados de las autoridades del Ministerio de Salud provincial, los cuestiona por interferir con la ley 23.592, de carácter federal, que penaliza toda discriminación –como sería, en este caso, por la nacionalidad, con lo cual lesiona y restringe en forma directa derechos de raigambre constitucional, lo que asigna contenido federal a la materia del proceso.


    Amatti Chaparro, Alicia c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    A. 221, XL, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Inundación. Indemnización. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  Si bien el Ministerio Público, en asuntos análogos al presente- en el que la actora funda su pretensión no sólo en el art. 112 del Código Civil, sino también en normas provinciales, como son los arts. 5, 6, 89 y concordantes del Código de Aguas provincial, ley 12.257 –sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por el derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la actora respecto de la Provincia de Buenos Aires, estas actuaciones deben tramitar ante los estrados de la Corte.


    Autilio, Lucía Rosa c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios


    A. 615, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Proceso de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar".


    Belfer, Elena c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2122, XXXIX, 31 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Revocación de la donación. Excepción de incompetencia. Curador definitivo. Domicilio legal. Renta vitalicia. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Los incapaces carecen de la posibilidad de constituir domicilio por sí, por lo que resulta de aplicación el art. 90 del Código Civil, que, al reglar el domicilio legal establece que es el lugar donde la ley presume, sin admitir prueba en contra, que una persona reside de manera permanente para el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus obligaciones, aunque de hecho no esté allí presente, y en su inc. 6° prescribe que "los incapaces tienen el domicilio de sus representantes".   Además, los incapaces conservan el domicilio de su curador, aunque éste resida en otro lugar, y lo mantienen hasta que el cambio de domicilio del curador haya sido autorizado judicialmente, de lo contrario el insano lo conserva en el lugar en donde fue discernida la curatela.  En cuanto a la prórroga de competencia pactada en el contrato de renta vitalicia, en virtud de lo dispuesto por los arts. 59 y 434 del Código Civil, de verificarse el incumplimiento de las formalidades exigidas, dicha prórroga resultaría inoponible al actor, quien ha acreditado gozar del derecho constitucional que consagran los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental.


    B. de Q., M. C. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Ordinario (revocación de donación)


    B. 3319, XXXVIII, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Bornemann, Alberto Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 77, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Cuestión de derecho público local. Incompetencia. 


    El concepto de causa civil no puede ser tomado sobre la base exclusiva de los términos formales de la demanda, sino con relación a la efectiva naturaleza del litigio, así como también al origen de la pretensión y a la relación de derecho existente entre las partes.  En este orden de ideas, se ha dicho que no es causa civil aquélla en que a pesar de demandarse restituciones, compensaciones e indemnizaciones de carácter civil, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los art. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.  No corresponde asignar naturaleza civil a la pretensión del actor, toda vez que, la atribución de responsabilidad de la Provincia demandada por la presunta prestación irregular de un servicio por parte de la Suprema Corte bonaerense, quien actuó en ejercicio de las facultades conferidas por los arts. 161 y 164 de la Constitución provincial, constituye una típica materia regida por principios y normas de derecho público local.  En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Chovet, Jorge Eduardo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 1092, XXXVII, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    García, Susana Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 353, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Incompetencia. 


    El Tribunal tiene dicho que el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado, no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa.  En mérito a lo expuesto, y toda vez que, según las constancias de autos, no se advierte que en el accidente en cuestión haya participado personal dependiente de la Provincia de Buenos Aires, nada autoriza a demandarla por ese evento, pues no reviste el carácter de titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, por lo que se entiende que no tiene un interés directo en el pleito, y en consecuencia, no es parte sustancial en la litis.   En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    Godoy, Laura Marcela c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    G. 445, XXXIX, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Interrupción de la prescripción. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia originaria. 


    Si bien el ministerio público en procesos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regidos por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar el Tribunal probada la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia demandada, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    K., Alfredo Hugo y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    K. 375, XXXVIII, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Machioli, Gustavo Héctor c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 347, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN, Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Marra, José Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de Conocimiento Ley 25.561


    COMP. 1063, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Montouto, Ángel Andrés c/ Estado Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 74, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Depósito judicial. Cámara de Apelaciones. Competencia comercial. 


    La Cámara no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, puesto que la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. Ello es así, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, dado que la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Antelo, María de la Concepción c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1327, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia Originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 205, L. XXXVIII, "Olmedo, Heberto Darío y otro c/ Giudicate Silvio Gustavo y otro".


    Nova, Silvana Gabriela y otro c/ Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


    N. 636, XXXVIII, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Honorarios. Honorarios del letrado. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello resulta necesario, además, que lo sea en un proceso de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, resultando esencial, en este último supuesto, la distinta vecindad de la contraria. Por otra parte, quedan excluidos de dicha instancia, aquellos juicios que se rigen por el derecho público local.  Si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, el pleito no es del resorte de la Corte Suprema.


    Padilla, Miguel M. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de Amparo


    P. 155, XL, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pérez, María Cristina Teresa c/ Orígenes Seguros de Retiro S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 370, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización por muerte. Competencia por la persona. Entes autárquicos nacionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte.   Toda vez que la actora deduce su demanda contra una entidad autárquico nacional, de conformidad con el art. 2 del decreto nacional 148/01 y con el art. 1 del decreto nacional 285/03, y contra una provincia, a quien corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la ley fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    P., M. F. y otros c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 834, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida precautoria”.


    Productores de Frutas Argentinas Cooperativa de Seguros Limitada c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (HSBC) s/ Amparo


    COMP. 1625, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte debe resolver en los términos de la doctrina establecida en los autos Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder ejecutivo nacional s/ Amparo”. Remisión a los dictámenes y fallos de las causas “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston s/ Acción meramente declarativa” (acápite VII, segunda hipótesis) y Comp. 1344, L. XXXIX “Rodríguez, Atilana c/ PEN Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Arias, Olga Clarisa c/ Estado Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1297, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Inundación. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  Si bien el Ministerio Público, en asuntos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia demandada, estas actuaciones deben tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Scandizzo de Prieto, Julia Noemí c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 3205, XXXVIII, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN, Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Soltzman Berta c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Galicia) s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1963, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Weidemer, Alberto Gregorio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 334, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede, en los juicios en que una provincia es parte, si la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.   Si bien el Ministerio Publico, en casos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la sociedad actora respecto de la Provincia, el proceso debe tramitar ante los estrados de la Corte en instancia originaria.


    Zanon S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Daños y perjuicios


    Z. 211, XXXIX, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte debe resolver en los términos de la doctrina establecida en los autos Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder ejecutivo nacional s/ Amparo”. Remisión a los dictámenes y fallos de las causas “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston s/ Acción meramente declarativa” (acápite VII, segunda hipótesis) y Comp. 1344, L. XXXIX “Rodríguez, Atilana c/ PEN Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Caracciolo, María del Carmen c/ Banco Galicia y otro s/ Amparo


    COMP. 1279, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Resoluciones judiciales. Cámara de Apelaciones. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Competencia civil y comercial federal. 


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que ya lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes de tales conflictos.


    Chamorro Díaz, Melanio c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1141, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultanaplicables al sub examine lo dictaminado y resuelto en la causa Comp. 748, L.XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa" puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII, así como las conclusiones del dictamen, emitido en la causa Comp. 1344, L.XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/0 1, 214/02 (BOSTON) s/proceso de conocimiento".


    Clur, Pablo Martín c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Sumarísimo


    COMP. 1198, XL, 14 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte debe resolver en los términos de la doctrina establecida en los autos Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder ejecutivo nacional s/ Amparo”. Remisión a los dictámenes y fallos de las causas “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston s/ Acción meramente declarativa” (acápite VII, segunda hipótesis) y Comp. 1344, L. XXXIX “Rodríguez, Atilana c/ PEN Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Colegio de Farmacéuticos y Bioquímicos de la Capital Federal c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1299, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Oportunidad procesal. Actos jurisdiccionales. Cámara de apelación en lo civil y comercial. 


    La Cámara no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, en primer término, porque la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. En segundo lugar, por cuanto en las causas en que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley,- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.


    Ane, Carlos Gustavo c/ Bank Boston NA s/ Acción de amparo


    COMP. 614, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Arena, Ana María y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 971, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 748 L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Arena, Dominga y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 913, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Policía bonaerense, atribuyendo responsabilidad al Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos.  Cabe indicar que si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    B., M. V. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 929, XXXIX, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Bejar Menajem c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 947, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, "Salguiera, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Borda Rojas, José Jaime c/ Poder Ejecutivo Nacional  - Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 612, XL, 01 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Nulidad del acto jurídico. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”; al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”; a Fallos: 310:514 y al fallo de la causa Comp. 54, L. XXXIX, “Torres, Rodrigo Alfredo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”.


    Brown, Alberto Carlos c/ Sociedad Militar Seguro de Vida Institución Mutualista s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP. 809, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” (Acápite VII, segunda hipótesis).


    Figueroa, Alcida Luisa y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía Decretos 214/02 y 520/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1296, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344; L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Bustos, Gabriela Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Sumarísimo


    COMP. 326, XL, 26 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58 procede, en  los juicios en que una provincia es parte, si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Feijoo, Marta Ernestina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    F. 729, XL, 16 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    García, Marcial c/ Bankboston N.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1173, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 997; L. XXXVIII, “Sánchez Blanc, Nadia Claudina c/ Tucumán, Provincia de s/ Amparo”; y C. 755; L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo”.


    Esta causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal, pues una Provincia sólo puede ser demandada ante sus propios jueces o en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional.  No obsta a lo expuesto el art. 4° de la ley 16.986 que prohíbe la articulación de cuestiones de competencia en las acciones de amparo, en tanto la competencia originaria de la Corte, por su raigambre constitucional no puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos exigidos por normas legales.


    Catamarca, Provincia de s/ Inhibitoria en la causa "Coler, Ricardo y otro c/ Estado Nacional y/o Estado Provincial s/ Amparo s/ Cautelar"


    C. 1073, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    González, Irma y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Nación) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 1199, XL, 14 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXIX, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “RRodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561, decretos 1507/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Zalazar, Atilio c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 937, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1023, L. XXXIX, "Vergara, Rita Dora c/ Poder Ejecutivo Nacional, Ley 25.561. Decretos 1570/01,214/02 s/ Medida cautelar".


    Vergara, Rita Dora c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1691, XXXIX, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Sin perjuicio de que no existe una correcta traba de la contienda, la cuestión debería ser resuelta por la Cámara de Apelaciones del que previno, ya que se trata de dos jueces federales.


    Ventura, Susana Herminia c/ Estado Nacional Dirección Nacional de Administración de la Deuda Pública Ley 25.561 s/ Proceso de ejecución


    COMP. 113, XL, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Juicio de apremio. Retención de aportes sindicales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.  Sentado ello, en el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia (según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), no se cumple con el recaudo señalado, en tanto el demandado es un órgano constitucional autónomo, por lo que se diferencia del Estado local y no se identifica con él. En consecuencia, no cabe tener a la Provincia como parte sustancial en la litis.   En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Unión Docentes Argentinos c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de aportes


    U. 79, XXXIX, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Suárez, Diego Mariano c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción Meramente Declarativa


    COMP. 978, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Acción de amparo. Permisionario. Maquinas de juego. Turbación de hecho. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Es doctrina de la Corte que "la jurisdicción para conocer en el pleito importa la conducente a hacer cumplir las decisiones que en él recaigan"; como así también que las sentencias que se pronuncian no pueden ser interferidas o revisadas, por una vía inadecuada, por otras que se dictan en causas diferentes.   En consecuencia, sólo a los jueces que conocen del proceso es a quienes les incumbe dictar resoluciones sobre la materia litigiosa. La ejecución de esas decisiones no puede ser neutralizada por magistrados incompetentes, toda vez que una elemental exigencia del orden jurídico impone esta solución.   Por otra parte, tales pretensiones no resultan aptas para legitimar el ejercicio de la jurisdicción de este Tribunal, en mérito del conocido principio según el cual, ni las demandas de amparo ni las acciones meramente declarativas autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben pues, de no ser así, reinaría una absoluta inseguridad jurídica, ya que tal solución implicaría transgredir los modos y términos de la legislación de forma, que son de cumplimiento ineludible. En su caso, sólo la vía prevista en el art. 14 de la ley 48 será la viable para acudir después de agotada la instancia local o federal.


    Robles, Hugo Antonio y otro c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa


    R. 406, XXXIX, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Denegatoria del fuero federal. Acción de amparo. Ley provincial. Juegos de azar. Entes autárquicos. Confirmación de sentencia. Competencia provincial. 


    Si bien los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la vía del art. 14 de la ley 48, en tanto no constituyen sentencias definitivas, cabe hacer excepción a tal principio cuando comportan denegatoria del fuero federal.  La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. El primero lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que el segundo, procura asegurar –entre otros aspectos- la imparcialidad de la decisión cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias siempre que tales causas no versen sobre cuestiones de Derecho Público local, materia excluida de la competencia federal y propia de los jueces locales.  Cuando las cuestiones debatidas se encuentren reguladas por el derecho público provincial, y el juez que deba solucionar el pleito tenga que examinar actos administrativos dictados por autoridades provinciales, corresponde a los jueces locales entender en el proceso, interpretando en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles.   Ello, en razón de que el respeto del sistema Federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que los temas federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48.


    Robles, Hugo Antonio y otros c/ Provincia del Chaco Poder Ejecutivo


    R. 177, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Pulman, María Génova c/ Banco de la Nación Argentina Sucursal Flores s/ Sumarísimo


    COMP. 853, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Estado Nacional no es parte sustancial en el proceso toda vez que, no ha existido un acto u omisión de la Nación respecto a la pretensión que sustenta el actor, por lo que prima facie no media incumplimiento alguno de este co-demandado.  En virtud de lo expuesto, el proceso es ajeno a la instancia originaria de la Corte.  Ello, sin perjuicio de la posibilidad que asiste a la Corte, en caso de considerar que existe peligro en la demora, de decretar una medida cautelar, según lo previsto en el art. 196 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Poggi, Santiago Omar y otra c/ Estado Nacional y otra s/ Acción de amparo


    P. 1425, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 189, L. XXXIX, “Salguiera, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Petrone, Inés c/ Estado Nacional y otros s/ Medidas cautelares


    COMP. 142, XL, 26 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Rabinovich, Carlos Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 946, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 4119, L. XXXVIII, “Cerini, Abelardo José María y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de amparo”.


    Esta causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal, pues una Provincia sólo puede ser demandada ante sus propios jueces o en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional.  No obsta a lo expuesto el art. 4° de la ley 16.986 que prohíbe la articulación de cuestiones de competencia en las acciones de amparo, en tanto la competencia originaria de la Corte, por su raigambre constitucional no puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos exigidos por normas legales.


    Chaco, Provincia de s/ Inhibitoria en los autos caratulados "Paladini, Sebastián c/ Estado Nacional s/ Amparo"


    C. 1124, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Panuccio, Juan Bautista y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 848, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 189, L. XXXIX, “Salguiera, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Ojea, Alberto c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 162, XL, 26 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzadaFacultades de la alzada. 


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 le confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en tales conflictos.


    Liaudat de Sánchez, Olga Laura y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.453 s/ Amparo


    COMP. 963, XL, 31 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Economía procesal. Actos jurisdiccionales. Competencia provincial. 


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por algunas de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.


    Matteucci, Rubén Italo c/ Banco Bansud S.A. s/ Acción de amparo


    COMP. 366, XL, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atiliana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Kreser, José y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 303, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 901, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 le confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias.


    Guzmán, Ricardo Vicente c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 911, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Competencia Originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa “Fisco Nacional (AFIP – DGI)” publicada en Fallos: 323: 1199.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (propietario Paraná 4XX) s/ Ejecución fiscal


    G. 738, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de tránsito. Competencia por la materia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inc. 10 del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Amado, Héctor Hernán y otra s/ Daños y perjuicios


    E. 355, XXXIX, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Hábeas data. Competencia ordinaria. 


    Fallos: 322: 2023, in re “Ana Cristina Santucho v. Nación Argentina y otros”.


    El pleito corresponde al conocimiento de la Justicia Ordinaria, puesto que, el art. 36 de la ley nacional 25.326, de Protección de los datos personales, establece que sólo procederá la competencia federal "cuando se interponga en contra de archivos de datos públicos de organismos nacionales, y cuando los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales", supuestos que no se presentan el sub judice.  En consecuencia, este proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Galeano, Vicente Omar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/o Policia de la Provincia s/ Acción de amparo


    G. 961, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Tasas. Medida cautelar innovativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  A fin de determinar si se dan los requisitos que habilitan la tramitación de la causa en la instancia originaria del Tribunal, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, es preciso que la provincia participe tanto en forma nominal -ya sea como actora, demandada o tercero- como sustancialmente en el pleito, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Además, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte.  En consecuencia, al no aparecer el Estado local como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tener a la Provincia como parte sustancial en la litis.  En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es restrictiva e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos la acción de amparo intentada resulta ajena a esta instancia.


    G. Gil S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    G. 906, XL, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Fernández, Alicia Inés y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 869, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Florio, Alberto Hércules c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 846, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Remisión del expediente. Economía procesal. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se configura una contienda de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que el Superior Tribunal provincial, al advertir la relación de conexidad entre este proceso y los autos "Centro de Estudiantes de la Facultad de Arquitectura y Urbanismo c/ Facultad de Arquitectura y Urbanismo de la UNNE s/ Medida cautelar innovativa", en los cuales se había planteado una cuestión de competencia por vía de inhibitoria, se ordena la remisión de todas las actuaciones a la Corte Suprema.


    Ford, Clara Inés y otros s/ Acción de amparo


    COMP. 800, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Galiano, Irma Adelina y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 273, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Nulidades. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 325:1833.


    Galván, Javier Martín y otra c/ Banco Francés s/ Nulidad


    COMP. 841, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa “Fisco Nacional (AFIP – DGI)” publicado en Fallos: 323: 1199.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Dirección General Impositiva) s/ Ejecución fiscal


    G. 737, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”; y Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Mohadeb, Salomon Bejor y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 938, XL, 19 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Gnavi, Esther María del Luján c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Amparo


    COMP. 965, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    La Corte debe resolver en los términos de la doctrina establecida en los autos Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder ejecutivo nacional s/ Amparo”. Remisión al dictamen y fallo de la causa “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston s/ Acción meramente declarativa” (acápite VII, segunda hipótesis).


    González Rubio, María c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1278, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte debe resolver en los términos de la doctrina establecida en los autos Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder ejecutivo nacional s/ Amparo”. Remisión al dictamen y fallo de la causa “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston s/ Acción meramente declarativa” (Acápite VII, segunda hipótesis).


    González, Leopoldo Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1293, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Código tributario municipal. Interpretación y aplicación de la ley. Competencia federal. 


    Asiste razón a la apelante en cuanto resultan aplicables al sub lite las consideraciones efectuadas por en el precedente publicado en Fallos: 324:4226. Allí se sostuvo que el nuevo rango asignado a la coparticipación federal de impuestos por la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma, conduce a concluir que la afectación del sistema así establecido involucra, en principio, una cuestión constitucional. Añadió la Corte que asume tal calidad la eventual violación, por parte de una provincia, del compromiso de abstenerse de legislar en materia de facultades impositivas propias, aunque esa transgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos leyes locales. En efecto, la Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado Nacional y aprobada por las provincias la que no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada, de modo que una hipotética violación a la ley local de adhesión y, por ende, a dicha norma federal, se proyecta sobre las nuevas cláusulas constitucionales, sin que en ello incida el carácter local de la norma mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional.   A la luz de lo expresado y teniendo en cuenta que, en la especie, se solicita la declaración de inconstitucionalidad de la contribución impuesta por el art. 173 del Código Tributario Municipal que se le exige a la actora, bajo la pretensión de que se superpone a un impuesto provincial y viola la Constitución Nacional y la ley 23.548, no existe obstáculo para que el fuero federal conozca en el sub iudice. Ello es así, pues el conflicto -tal como ha sido planteado por la actora en su demanda- no involucra cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, más allá de la naturaleza de los actos que confrontan con la ley convenio y con las cláusulas constitucionales que rigen el tema.


    Unilever de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Acción declarativa de certeza


    U. 93, XL, 29 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios sentados en los fallos y dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ PEN Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Maliandi, Dorliza Guisela y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional- Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 (Piano) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 1284, XL, 29 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cámara de apelaciones. 


    Apelación pendiente de resolución. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    En el sub lite no se presente una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, según el art. 27, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término. Máxime, cuando existen recursos pendiente de tratamiento.


    Jungberg, Gabriel Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    COMP. 1203, XL, 07 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24 inciso 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  Asimismo, cabe atribuir dicho carácter a los casos en que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones de derecho común, entendido como tal el que se vincula con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.  Teniendo por acreditada la distinta vecindad de la parte actora, y de la provincia demandada, el proceso debe tramitar ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


    Loparco, Jorge Humberto y otra c/ San Luis, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    L. 310, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Pérez, Antonia Teresa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1570/01 214/02 (Provincia) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 789, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Resoluciones judiciales. Cámara de Apelaciones. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Competencia civil y comercial federal. 


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que ya lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes de tales conflictos.


    Nieto, Adolfo Antonio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 s/ Amparo s/ Ley 25.561


    COMP. 1149, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Juicio de árbitros. 


    Falta de atribución recíproca.


    No se advierte en el sub-lite la configuración de un conflicto de competencia en el que deba intervenir la Corte, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58, toda vez que no hay atribución recíproca de la causa por parte de los magistrados actuantes.


    Bompadre, Alejandro E. c/ Mandato S.A., Nanic  S.A., Thomas Bally Gessner, Gessner de Bally María T. E Yvoty S.A. s/ Juicio arbitral


    COMP. 837, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia civil y comercial federal. 


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según Ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Ballero, Gustavo Carlos c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo y otros s/ Amparo


    COMP. 1120, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Juicios contra el concursado. Reconvención. Lealtad laboral. Daños y perjuicios. Daño moral. Fuero de atracción. Incompetencia. Competencia laboral. 


    Toda vez que la fuente que se invoca para el planteo de la reconvención, es la violación al deber de fidelidad laboral que se imputa al actor, para oponerse al reclamo de despido y que verificada sustentaría el reclamo de daños y perjuicios por el cual se reconviene, la causa debe quedar radicada ante el Juzgado Laboral de origen, porque la pretensión principal del actor no suscita la aplicación del fuero de atracción y la causal de la pretensión de indemnizar los daños y prejuicios surgiría recién a partir de la verificación de la infidelidad laboral opuesta para oponerse a la demanda principal y justificar el despido con causa, y de ser aceptada por el juzgado laboral habilitaría el reclamo de daños y perjuicios contra el concursado, lo que oportunamente deberá hacerse valer ante el concurso por la vía de verificación.


    Cuesta, Sergio Pablo c/ Maucci y Curotto S.A. s/ Despido


    COMP. 432, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    García, Dante Ricardo c/ Alpargatas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 624, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado, como ocurre con la presente acción.


    Halmes Erich c/ Alpargatas calzados y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 628, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    López, Julia María c/ Alpargatas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 480, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Contribuciones patronales. Muerte de las partes. Cámara federal de apelaciones. 


    Tiene reiteradamente dicho la Corte que la Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado, en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los Juzgados Federales de la Primera Instancia con asiento en las Provincias, en supuestos en que la acción se inició conforme a lo previsto por el artículo 15 de la ley 24.463, modificado por el artículo 3° de la ley 24.655.


    Obra Social del Personal Rural y Estibadores de la República Argentina s/ Negro, José Ernesto


    COMP. 856, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes. Por otro lado, conforme a lo normado por el artículo 21 inc. 1° de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  La presente acción está comprendida en el instituto del fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida está referida a un reclamo de contenido patrimonial, que no se encuentra comprendido en el trámite de ley especial previsto en el inc. 5° del art. 21 de la ley 24.522.


    Pavia, Norberto Javier c/ Karavell S.A. y otro s/ Despido


    COMP. 455, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Ramos, Gladis T. c/ Alpargatas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 481, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Improrrogabilidad de la competencia. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado donde éstos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción.  En ese marco, el instituto del fuero de atracción solo juega respecto de aquellas acciones donde el causante resulta demandado, es decir en forma pasiva, como un modo de concentrar ante el juez del proceso universal, todos las juicios seguidos contra el causante, que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio. Sin embargo no resulta operativo en las acciones que un heredero de éste pudiera promover, como ocurre en la causa sub exámine.


    Ríos, Norma B. c/ ANSES s/ Reajuste de haberes


    COMP. 762, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que corresponde aplicar las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522, si la situación jurídica era existente al tiempo del dictado de la misma, de acuerdo a lo establecido en el Código Civil (arts. 2° y 3°) máxime cuando se trata de una norma de procedimiento.  Conforme a lo estipulado en los artículos 21 inc. 1° y 132 (párrafo primero) de la ley 24.522, todos los juicios de contenido patrimonial, inclusive el presente, deben radicarse ante el juez de la quiebra, salvo las excepciones específicamente previstas.


    Vera, Nora Isolina c/ Cooperativa El Hogar Obrero de consumo, edificación y crédito limitado s/ Despido


    COMP. 396, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Domicilio del causante. Competencia por el territorio. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas” (Fallos: 315: 2963).


    W., L. R. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 900, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Zuracowski, Dominga c/ Alpargatas S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 625, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    12 de Octubre S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1210, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Bueri, José Antonio c/ Nationale Nederlander compañía de seguros N.V. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 992, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Resoluciones judiciales. Cámara de Apelaciones. Competencia comercial. 


    No subsiste controversia jurisdiccional que deba dirimir la Corte, ello es así, desde que la presente contienda quedó resuelta con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    García, Hugo Alfredo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP. 1186, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Procede destacar que la ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya.  Además, es del caso señalar que el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.  En orden a lo expuesto, y no habiendo concluido el proceso concursal conforme se desprende del informe del actuario atento a que el mismo se encuentra en etapa de cumplimiento del acuerdo preventivo, las presentes actuaciones deberán remitirse al juzgado del concurso.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Maderas Famita S.A. s/ Ejecución Fiscal - plan de facilidades


    COMP. 582, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Resoluciones judiciales. Cámara de Apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    No subsiste controversia jurisdiccional que deba dirimir la Corte. Ello es así, desde que quedó resuelta con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Marotta, Hernán Delfor y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1165, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Tiscornia, Roberto s/ Cobro de pesos


    COMP. 1189, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia previsional. 


    El artículo 24, inc 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, prevé que la contienda habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Flouret, Teresa Hortensia s/ Devolución anticipada


    COMP. 1191, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Quiebra. Personas jurídicas. Domicilio social. Competencia nacional. 


    Procede señalar que la ley 24.522 en su art. 3° inc. 3 establece que cuando se trata de personas de existencia ideal de carácter privado regularmente constituidas será competente el juez del lugar del domicilio social inscripto.  Sentada dicha premisa, cabe destacar que de las constancias de la causa, se desprende que el domicilio social de la fallida se halla inscripto en la jurisdicción la capital federal.  Por otro parte, cabe poner de relieve que el trámite de quiebra iniciado en esta Capital Federal, además de haberse promovido primero, es el que se halla en estado más avanzado, y por tanto resulta ser el tribunal previniente en el proceso universal.  En tales condiciones, atento a lo que surge de las propias manifestaciones de la fallida y que el domicilio legal inscripto de origen en Capital Federal aún subsiste; toda vez que la cancelación por cambio de jurisdicción se encuentra en trámite conforme surge de autos, resulta competente para seguir entendiendo en las presentes actuaciones la justicia nacional.


    Norpetrol S.A. s/ Quiebra


    COMP. 464, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. N° 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Nusymowicz, Marcelo D. c/ Siembra compañía de seguros de retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 850, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pons, Mauricio German c/ Metropolitan Life seguros de retiro S.A. s/ Ordinario.


    COMP. 769, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Roldan, Rubén José c/ Citibank N.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1077, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Transferencia del régimen de jubilaciones y pensiones. Cámara de apelaciones. 


    Cabe destacar que, según surge de la presentación inicial, no son demandados el Estado Nacional ni el Anses, ni tampoco, en el estado procesal actual de la causa, han sido llamados a comparecer, ni ha sido siquiera objeto de disputa el Convenio de Transferencia Previsional entre la Provincia y el Estado Nacional, motivo por el que a su vez, por tal razón, no es dable asignar competencia de acuerdo a lo estipulado en dicho acuerdo.  Es preciso advertir, entonces, que la Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los Juzgados Federales de Primera Instancia con asiento en provincia, en los supuestos en que la acción se inició conforme a lo previsto en el artículo 15 de la ley 24.463, modificado por el artículo 3 de la ley 24.655, que no es el caso en cuestión.


    Sucesión de Nicolás Antonio Carbel c/ Provincia de La Rioja s/ Ejecutivo


    COMP. 783, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43, primer párrafo, del decreto 1258/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab initio- regida por leyes de naturaleza civil, por ello, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Tapia Cuellar, María Elba c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1050, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Conflicto entre jueces de primera instancia.


    La controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte.   Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24. inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Bank of America c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 711, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda. Conflicto entre jueces nacionales.


    La controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte.  Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec- ley 1285/58, texto según ley 21.708, la contienda quedó resuelta con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal que resolvió el conflicto planteado entre dichos magistrados.


    Casabianca, Claudia Cristina c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Amparo


    COMP. 817, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Ejecución hipotecaria. Pesificación. Obligaciones de dar sumas de dinero. Devolución del expediente. 


    Corresponde señalar que la ley 25.820, dictada mientras se sustanciaba la queja, sustituyó el texto del artículo 11 de la ley 25.561, estableciendo la pesificación de las obligaciones de dar sumas de dinero, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera sea su origen o naturaleza, haya o no mora del deudor, con lo cual se modificaron las normas tenidas en cuenta por la Cámara para resolver que la legislación de emergencia no alcanzaba a las obligaciones en mora.  En tales condiciones, el actual planteo respecto de la ley 25.820, viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad antes que el eventual complemento de la materia recursiva, toda vez que esta ley, como se ha visto, modificó el marco normativo dentro del cual se pronunció la Cámara Civil. El juzgador nada resolvió sobre la constitucionalidad del régimen legal anterior, pues entendió que no cabía entrar a considerar la argumentación planteada al respecto, al juzgar que las obligaciones en mora no resultaban pesificadas por no estar comprendidas en la legislación de emergencia.  Cabe señalar que una decisión de la Corte sobre la constitucionalidad de la nueva ley, conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe resolución previa del Tribunal de mérito. Tal circunstancia convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal (art. 117 C.N.), lo que la apartaría de su expresa y estricta función constitucional en el contexto impugnatorio, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Más aún si se advierte que la vía de arribo a conocimiento por el Tribunal de la presente, es la tradicional del art. 14 de la ley 48, por lo que, no siendo el recurso ordinario, las facultades del tribunal permanecen limitadas al marco extraordinario descripto en el párrafo anterior.  Consecuentemente, al carecer la Corte de competencia para pronunciarse sobre el último planteo presentado a su examen, corresponde devolver la presente causa al tribunal de origen, el que deberá expedirse acerca de la constitucionalidad de la ley 25.820, sin perjuicio de la apelación federal que oportunamente pudiere deducirse contra lo resuelto.


    Frignani, Livio y otro c/ Subizar, José Miguel


    F. 1231, XXXIX, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Empleador. Poder Judicial de la Nación. Seguro de vida obligatorio. Aseguradora. Cobro de sumas de dinero. Beneficiario del seguro de vida. Competencia comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    A fin de determinar la competencia, se debe atender a la exposición de los hechos que se desprenden de los términos de la demanda.  En ese marco, la actora inició acción contra una compañía privada, por el cobro de un seguro de vida que fue contratado por el Poder Judicial de la Nación en su condición de empleador. Sin embrago el Estado Nacional no fue demandado, ni siquiera citado al juicio. En virtud de ello, no es dable atender a la naturaleza del vínculo laboral que unía a las partes para dilucidar la contienda. En efecto, con los elementos que hasta ahora surgen de autos, y en este estado procesal del juicio, la materia en debate conduce, básicamente, al estudio de un contrato de seguro obligatorio, tema - en esencia - de naturaleza comercial.  Por último, no es de aplicación a la causa el artículo 95 del decreto 1.588/80, en cuanto establece la competencia federal, toda vez que tal norma es reglamentaria de la ley 13.003, que implementó el seguro de vida obligatorio para empleados del Estado, relación jurídica distinta de la que da fundamento a la acción de autos.


    Aguirre, María Amelia c/ Caja de Seguros de Vida S.A. s/ Empleo público


    COMP. 770, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Juicios contra el concursado. Fuero de atracción. Juicio de desalojo. Competencia civil. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 54.522 que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado, con las únicas excepciones allí previstas, que son los juicios de expropiación y los fundados en relaciones de familia.  La demanda que tiene por objeto obtener el desalojo de un inmueble y no el cobro de alquileres, no está comprendida en el instituto del fuero de atracción, toda vez que carece de contenido patrimonial, entendiendo por ello los créditos a los que se refiere el artículo 32 de la ley 24.522 que se ven obligados a insinuarse en el concurso a los fines de la determinación del pasivo y su ulterior cobro por las vías y procedimientos allí previstos.


    Augustine S.A. c/ Ceteco Argentina s/ Desalojo


    COMP. 336, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. Juicios contra el concursado. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Dictamen en la causa Comp. 1048; L. XXXVIII, “Canepa, Alicia C/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios”.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Avalos, Américo L. c/ Alpargatas S.A. y otras s/ Daños y perjuicios


    COMP. 350, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Braga, Patricia Mónica c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 214/02 s/ Proceso de conocimiento. Ley 25.561


    COMP. 780, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. 


    En las presentes actuaciones se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la alzada del magistrado que previno, por lo que no subsiste contienda alguna en la que la Corte deba intervenir.


    Busto, Adolfo Osvaldo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 629, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Catala, Héctor Mario s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada


    COMP. 767, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Costa, Carlos A. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 493, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Di Lalla, José Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 453, XL, 21 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Drago, Elina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 309, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Eichler, Gerda c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 459, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Elibo S.A. s/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 340, XL, 21 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Gamarra, Elsa Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 s/ Amparo


    COMP. 367, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    García, Hernán Gaudencio c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 349, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Girau, Héctor c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 214/02 1570/01 s/ Proceso de conocimiento Ley 16.986


    COMP. 550, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    En las presentes actuaciones no corresponde la intervención de la Corte, toda vez que el conflicto suscitado lo es entre jueces nacionales de la instancia y por tanto debe ser dirimido por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido primer término, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° 1285/58 Y la reiterada jurisprudencia del máximo tribunal.


    González, Hugo Daniel y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro en liquidación s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 491, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Pago por consignación. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748 L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Kleisinger, Gustavo c/ Bank Boston N.A. s/ Pago por consignación


    COMP. 472, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Lionel's S.R.L. c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 504, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Prestaciones de la obra social. Medicamentos. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La declaración de incompetencia por razón de la persona demandada resultaría prematura, cuando no se le ha notificado el traslado de la acción, por lo que no ha participado en el juicio.  Por otro lado, las normas que han atribuido la competencia federal respecto de las obras sociales, no incluyen a instituciones autárquicas provinciales, lo cual torna que la causa se resuelva dentro de un marco de derecho común y local, ajena, por tanto, al fuero de excepción.


    L., A. G. c/ IOMA s/ Acción de amparo


    COMP. 378, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lionti, Alejandro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 306, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Luconi, Héctor M. c/ Orígenes Seguros de Retiro S.A. y otro s/ Amparo


    COMP. 328, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Contrato de trabajo. Buque de bandera nacional. Almirantazgo y jurisdicción marítima. Competencia federal. 


    Cuando se trata del cobro de sumas de dinero debidas como consecuencia de las tareas realizadas a bordo de un buque pesquero, en condición de marinero, en el marco de un contrato de ajuste, la Corte tiene reiteradamente dicho que por aplicación de los artículos 610 a 616 de la ley 20.094, corresponde al fuero de excepción entender en todas las acciones derivadas de un contrato de ajuste cumplido en un buque de bandera nacional.


    Dalmau, Marcelo René c/ Liya S.A. s/ Cobro de pesos


    COMP. 745, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mazzitelli, Liliana Adriana c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 862, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mignone, Carlos Fernando c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 849, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios contra el concursado. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Miranda, José Alejandro c/ Alpargatas S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 423, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Obra Social del Personal de Maestranza c/ Clear House Comercializadora de Servicios y Negocios Emp. S.R.L. s/ Cobro de aportes


    COMP. 737, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    No existe una contienda positiva de competencia, según los artículos 7 y 8 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que determine la intervención de la corte en el asunto.


    Municipalidad de Brandsen c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Medida cautelar


    COMP. 1286, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Pinelli, Mario c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 351, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios contra el concursado. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Ramos, Romualdo c/ Alpargatas Textil S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 355, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial, ello, sin perjuicio del planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.557 efectuado por el actor, respecto del cual corresponderá que se expida el tribunal que finalmente resuelva en la causa.


    Ríos, Jesús C. c/ Alpargatas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 354, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Rodríguez Phillips, Aníbal Gustavo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    COMP. 851, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. Juicios contra el concursado. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Por otro lado, conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la acción está comprendida en el fuero de atracción toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial, ello sin perjuicio del planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.557 efectuado, respecto del cual corresponderá que se expida el tribunal que finalmente resuelva en la causa.


    Rodríguez, Valentín E. c/ Alpargatas Textil S.A. y otras s/ Daños y perjuicios


    COMP. 374, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Juicios contra el concursado. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 1048; L. XXXVIII, “Canepa, Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios” y Comp. 374; L. XL, “Rodríguez, Valentín Eusebio c/ Alpargatas Textil S.A. y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Romero, Gabriela Beatriz c/ Aerofarma Laboratorio S.A.I.C. s/ Accidente de trabajo


    COMP. 821, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    La decisión de la alzada del tribunal que previno, dirimió la contienda por lo que, no corresponde que la Corte deba intervenir.


    Salim Sad, María c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 305, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Spinelli, Armando Cayetano c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 943, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Volweiler, Mario c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 684, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Incumplimiento de contracto. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Yabo, Natalio Carlos Hugo c/ Orígenes Seguros de Retiro S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 774, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cabe señalar que la Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecúe a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión.  Surge de las presentes actuaciones que el actor inició acción por accidente de trabajo, fundamentado en normas de derecho común acumulando un reclamo por cobro de indemnización por despido.  Corresponde poner de resalto, que conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida está referida a un reclamo de contenido patrimonial, ello sin perjuicio del planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.557 solicitado por el actor, respecto del cual corresponderá que se expida al tribunal que finalmente resuelva en la causa.  Por lo expuesto, la Corte debe declarar que resulta competente para seguir entendiendo en la presente causa la justicia nacional, donde se halla el concurso preventivo de la demandada.


    Silva, Alexis Omar c/ Alpargatas S.A.I.C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 883, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Comptencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748. L. XXXVIII 'Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa”.


    Aizpeolea, Hugo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1092, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Cuando se suscita una contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, el conflicto debe ser dirimido por la cámara de la cual depende el tribunal que previno. En virtud de ello, deben devolverse las actuaciones a la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Alegría, Mónica c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1222, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble SA c/Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Alessi, Josefa y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 s/ Cautelar


    COMP. 1430, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Yebne, Cristian Karim c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1502, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Entidades financieras. Competencia federal. 


    Toda vez que el actor ha dirigido la presente acción de amparo contra el Estado Nacional y/o contra una entidad financiera a fin de que se lo incorpore al régimen de deudores hipotecarios instituidos por la ley 25.798, y desde que la contienda de competencia ha quedado trabada entre un magistrado nacional y otro local, deberá continuar su trámite ante la justicia federal.


    Villar, María c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Ministerio de Economía de la Nación y/o Banco Hipotecario sucursal Santa Fe s/ Amparo y medida cautelar


    COMP. 1249, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión a Fallos 324:2493.


    Bancheri, Martha Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1564, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Benítez, Rossana Laura y otro c/ Zurich Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 931, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Bianchi, Elisabet c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 975, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Quiebra. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Es en sede provincial que se encuentra presentada y verificada la abrumadora mayoría de los acreedores de los dos fallidos, mientras que en sede nacional no se presentaron acreedores a verificar en la oportunidad prevista en el articulo 32 de la ley 24.522 y sólo se iniciaron incidentes de verificación tardía de las peticionantes de la quiebra y del acreedor hipotecario de un inmueble, sin que existan constancias de la admisión de tales créditos, así como tampoco de la presentación y/o verificación de créditos por obligaciones de expensas o deudas por servicios, tasas y contribuciones del inmueble.


    Carosella, Leonor Leticia s/ Quiebra


    COMP. 1113, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Tornelli, Damián c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 788, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. C/Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Cohen, Daniel Héctor y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1450, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Terrera, Carlos S. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 797, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Acumulación de procesos. Competencia por conexidad. Incompetencia. Competencia civil y comercial federal. 


    Sólo procede la acumulación de acciones, si ambas causas tratan sobre un mismo hecho determinante y además, si en ellas están comprendidas las partes involucradas en ambos procesos, en razón de que su resolución individual podría conducir al dictado de fallos contradictorios, situación que no es la de autos.   Asimismo, como requisito de la conexidad de causas, se encuentra también la similitud de demandados en ambos procesos, situación que tampoco ocurre en esta causa, ya que inicialmente en el fuero local se demandó al Estado Provincial, mas luego en el fuero Federal, al Estado Nacional.


    C., D. F. c/ Hospital Nacional de Posadas s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1515, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Cotignola de Avigliano, Sonia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1501, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Cundari, Domingo c/ Estado Nacional


    COMP. 1461, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. N° 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Banco Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Di Benedetto, Mónica c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 806, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Competencia comercial. 


    La contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Di Giglio, Antonio Jorge c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. y otros s/ Amparo


    COMP. 1336, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Esteban, Jorge Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1455, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia comercial. 


    Conflicto de competencia resuelto: no corresponde la intervención de la Corte.


    Soria, Javier c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561


    COMP. 1477, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ruiz Díaz, Andrea Fabiana c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1086, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ivancich Dusan Ladimer c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1481, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Kaindl, Martín Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción declarativa


    COMP. 1476, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Competencia laboral. 


    La contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    La Holando Sudamericana Compañía de Seguros S.A. c/ González, Josefa G. p/s y en representación de su hija y otro s/ Consignación


    COMP. 1544, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Derechos patrimoniales. Competencia federal. Competencia provincial. 


    El artículo 4°, tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dispone que no procede la declaración de oficio de incompetencia territorial en asuntos exclusivamente patrimoniales, extremo que se da en el presente caso, pues ésta puede ser objeto de prórroga mediante la conformidad de las partes.  En virtud de ello, la inhibición decretada de oficio por el magistrado federal de la provincia es improcedente, sin perjuicio de que dicho magistrado tenga la oportunidad de pronunciarse sobre su competencia si el demandado opone planteos al respecto.  Igualmente, ya que tampoco existe conflicto de competencia alguno que resolver, debido a que el magistrado federal debió indicar el fuero o tribunal al que consideraba competente y remitirle las actuaciones a sus efectos, corresponde que el proceso continúe su trámite ante la justicia federal de la provincia.


    Romeo, Ofelia c/ Consolidar Compañía de Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 934, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Acción de amparo. Tribunal de alzada. Recurso de apelación. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde que siga entendiendo en el proceso.


    Piñeiro, Fernando c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Incidente de apelación


    COMP. 1254, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Competencia contencioso administrativa. 


    La contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del que dependa el que primero hubiese conocido.


    Pezzarini, José Atilio y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 1397, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Contrato de obra pública. Incumplimiento del contrato. Cuestión de derecho público local. 


    Las leyes que modifican la jurisdicción y competencia de los jueces son de aplicación inmediata, siempre que ello no importe privar de validez a actos cumplidos bajo la vigencia de la ley anterior o importen la creación de tribunales de excepción.


    Parques Interama S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 484, XXXIX, 06 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pagliaro, Armando c/ Zurich Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ Ordinario


    COMP. 854, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX "Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Manzella, Miguel s/ Cobro de pesos


    COMP. 1416, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Bastan NA s/ Acción meramente declarativa".


    Martínez, Gabriel Arturo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1478, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas jurisdicciones territoriales, como ocurre en la especie, deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, como único medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal.  En tal contexto, resulta aplicable en la especie el artículo 6°, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que establece la competencia del juez del proceso principal para entender en los incidentes de ejecución de honorarios.  Por ello, corresponde dirimir la presente contienda disponiendo que ha de seguir entendiendo en la causa la justicia local, toda vez que resulta ajeno a la Corte determinar qué tribunal provincial en concreto debe conocer en el proceso cuya jurisdicción ejercen los jueces locales.


    Gauna, Andrea M.V. c/ Dade o Dadi, Jorge Maria s/ Ejecución de honorarios


    COMP. 722, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Competencia civil y comercial federal. 


    No subsiste una contienda jurisdiccional, toda vez que  la Cámara Nacional en lo Civil se ha encargado de dirimirla, y solo se ha configurado la situación prevista al presentarse el Estado Nacional y no prorrogar la jurisdicción a favor de ese fuero.


    U., H. c/ Hospital Naval s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1399, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    El presente conflicto de competencia fue dirimido por la alzada del tribunal que previno, por lo que no corresponde que la Corte intervenga en la contienda.


    Sánchez, Jorge Pedro c/ Nación Seguros de Retiro S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 348, XL, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Banco de Boston N.A s/ Acción declarativa”.


    Carro Mosquera, Amparo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1076, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Vicente, Javier Ángel c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 155, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que ya lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes de tales controversias.


    De Santis, Oscar Gabriel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1314, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    No existe un conflicto de competencia que deba resolverse toda vez que ya lo hizo el tribunal instituido para ello, y no se encuentra entre las facultades que el artículo 24 inciso 7° del decreto-ley 1285/58 confiere a este tribunal, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias.


    Pofcher, Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1487, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial, ello sin perjuicio del planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.557 efectuado por el actor; respecto del cual corresponderá que se expida al tribunal que finalmente resuelva en la causa.


    Cabral, Genoveva E. c/ Alpargatas S.A. y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 352, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Accidente de tránsito. Muerte del damnificado. Muerte de un hijo. Queja por recurso denegado. Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Afirmó la Corte Provincial que cuando el hecho jurídico existe y promedia un adecuado nexo de causación entre él y la persona de que se trata, su responsabilidad civil puede ser alegada, no obstante que de ese hecho no derive una responsabilidad penal. La sola declaración en el juicio penal de la inculpabilidad no constituye el obstáculo previsto en el artículo 1103 para que se plantee en el juicio civil la responsabilidad extracontractual.  Sólo cuando se decide que no existe un hecho jurídico -agregó más adelante- y este hecho importe el "factum" de la norma civil aplicable para subsumir en ella un supuesto de responsabilidad extracontractual, cabe hablar de "res judicata" con efecto en lo penal y en lo civil. En todo otro supuesto queda abierta la discusión sobre si medió o no responsabilidad aquiliana o extracontractual.   Los fundamentos precedentemente expuestos, no son debidamente rebatidos por el recurrente, dado que sus agravios no resultan más que meras discrepancias con el criterio del juzgador, insuficientes para rechazar los argumentos en que se apoya el pronunciamiento recurrido.   Los fundamentos de la sentencia, tiene por objeto, de un lado, reafirmar que los agravios contra ellos remiten a cuestiones de hecho y prueba o argumentos de derecho común –materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio a la instancia del art. 14, de la ley 48-, y de otro, destacar que, dichos agravios pretenden meramente oponerse a conclusiones de la Corte Provincial que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que obsta su admisión.   La Corte también tiene dicho que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación.   Es doctrina de la Corte que, la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso extraordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    C., J. A. c/ D. S., G.


    C. 2185, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. 


    La Corte tiene dicho que la acumulación debe cumplir, para ser procedente, con los supuestos previstos en los arts. 188 y 190 del CPCC, los cuales señalan que se ordenará en cualquier etapa del proceso, hasta quedar en estado de sentencia, dejando a salvo el hecho de que procederá siempre que fuere admisible con arreglo a lo dispuesto por el art. 188 inc. 4° del código ritual, esto es que el estado de las causas lo permita en cuánto a su sustanciación conjunta sin producir demora perjudicial e injustificada en el trámite de la que estuviere más avanzada.  También tiene dicho la Corte que la acumulación de procesos procede si se evidencia la posibilidad de fallos contradictorios, situación que se evita, si median razones de conexidad suficiente, con el instituto previsto en el art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Cornejo, M. Elena y otra c/ Trenes de Buenos Aires y/o quien resulte responsable s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1682, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1283, L. XXXIX, “Coronel, Martín Fernando c/ Villafañe, Carlos Agustín y Universidad Nacional de Tucumán s/ Daños y perjuicios”.


    Coronel, Martín Fernando c/ Villafañe, Carlos Agustín y Universidad Nacional de Tucumán


    C. 1282, XXXIX, 11 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Acción por daño moral. Lesiones. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Concesión errónea del recurso. 


    Los agravios del apelante remiten al examen de cuestiones de derecho común, propias del tribunal de la causa y ajenas al remedio del Artículo 14 de la ley 48, máxime cuando aquellos reparos sólo traducen meras discrepancias con el criterio de interpretación del juzgador, y la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá del grado de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad que se les atribuye.  No es cierto que no se haya resuelto la cuestión de fondo acerca de si la aceptación con reserva del daño moral autoriza al cobro de este rubro, toda vez que el juzgador indicó que la cuestión a decidir consistía en determinar si la aceptación de la propuesta por el damnificado impedía la promoción de la acción en sede civil para intentar una reparación integral del daño.  El juez penal, decidió sobre la razonabilidad del ofrecimiento en resolución fundada tal como lo exige el artículo 76 bis del Código Penal, y que la parte damnificada aceptó la reparación ofrecida y cobró su importe. En tales condiciones, y tratándose de normas de derecho común, la solución propuesta por el a-quo no aparece irrazonable, no alcanzando las quejas del recurrente para descalificar la sentencia como acto jurisdiccional válido.  Por lo expuesto, corresponde declarar mal concedido el recurso extraordinario.


    E., L. y otra por su hijo menor c/ A., R. s/ Daños y perjuicios


    E. 350, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Representación de incapaces. Culpa de terceros. Responsabilidad del establecimiento comercial. Cuestiones de hecho y prueba. Facultades del Tribunal Superior. Denegatoria del recurso. 


    No alcanza a rebatir la consideración del juzgador en orden a que si alega la culpa de un tercero por quien no debe responder, el daño no puede producirse dentro del ámbito de incumbencia de la empresa, y si tal tercero, como se encontraba desplazándose por el local de la demandada, no se trata, de alguien por quien la empresa no resulte civilmente responsable.  Todos los agravios remiten a cuestiones de hecho y prueba o argumentos de derecho común - materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la instancia del art. 14, de la Ley 48 -. Y evidencian, por otro, que se ha pretendido meramente oponerse a conclusiones de la alzada que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su admisión.  La Corte tiene dicho, además, que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación.  Por último, la doctrina la Corte ha establecido que la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    H. M., D. F. y otros c/ Arcos Dorados S.A.


    H. 213, XXXIX, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Falta de pago. Prima. Cuestiones de hecho y prueba. Queja por denegación del recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que los aspectos relativos a la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios en el orden provincial no son, como regla, susceptibles de revisión en la instancia del art. 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad resulta restrictiva a su respecto.  El recurso intentado no puede prosperar, ya que la Corte tiene reiteradamente sostenido que el recurso extraordinario no procede en aquellos supuestos donde se discuta el alcance e interpretación que los jueces de la causa hicieron de las cuestiones de hecho, prueba y de las normas de derecho común y procesal atinentes a la solución de la causa, admitiendo la vía excepcional sólo en aquellos supuestos donde la sentencia configure un manifiesto apartamiento de las normas conducentes a la solución del caso, de prueba relevante o de hechos acreditados en la causa.


    Vasena Marengo, José F. y otra c/ Rodríguez, Jorge M. y otra


    V. 1236, XXXVIII, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Falta de servicio público. Personal policial. Responsabilidad del estado. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.   Si bien este Ministerio Público, en procesos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  No obsta a lo expuesto que se co-demande a entidades con distintos domicilios, toda vez que es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Bassano, Jorge Horacio c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 4193, XXXVIII, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Gravamen irreparable. Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal.  Este último supuesto es el que se presente en autos, puesto que la resolución impugnada obliga a la Provincia de Buenos Aires a estar en juicio ante un tribunal que no es ninguno de los previstos a su respecto por expresas normas constitucionales.   El planteamiento efectuado por el apelante conduce a determinar el alcance de normas federales --los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional-, el Tribunal no se encuentra constreñido por los argumentos de las partes o del a quo y debe realizar una declaratoria sobre la cuestión controvertida.   Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad respecto a ese Estado local. En estos supuestos, dicho requisito es esencial.  En consecuencia, se le asiste razón al Estado local en cuanto sostiene que no es competente la Justicia Nacional en lo Civil para entender en el pleito, toda vez que las Provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, o en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecen los arts. 121, 122, 124 y concordantes de la ley fundamental.


    Coceres, Leonardo Juan Ignacio c/ Martínez, Daniel y otros s/ Recurso de queja


    C. 2954, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Indemnización por incapacidad. Personal militar. Retiro militar. Beneficios previsionales. 


    Remisión a los fallos de la causa “Gunther”; “Mengual”; y remisión al dictamen de la causa "Lupia, Mario Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Accidente de trabajo art. 1113 C.C.".


    De acuerdo con lo declarado por la Corte, el art. 76, inciso 2 de la ley 19.101, modificada por la ley 22.511, establece que, en los supuestos de inutilización por actos del servicio, el personal... del cuadro permanente del ejército tiene derecho a que se le fije un haber de retiro mensual. Del examen de tal precepto, parece razonable extraer la conclusión de que no existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas o de seguridad cuando las normas específicas que rigen a las citadas instituciones no prevén una indemnización sino un haber de retiro de naturaleza previsional. Que, en tal sentido, resulta necesario señalar que, como se expresó en el precedente "Gunther", los vocablos retiro y pensión no se asocian con la idea de resarcimiento, reparación o indemnización, sino que tienen una notoria resonancia previsional, referente tanto a quienes, sea por su edad, su incapacidad, deban abandonar el servicio, como a aquéllos a los que el ordenamiento confiere beneficios que nacen en su cabeza como secuela del fallecimiento de un pariente de los allí enumerados. En suma, el precepto no contempla el pago de indemnización alguna. En estas condiciones, la percepción del beneficio previsional no deviene incompatible con el reconocimiento simultáneo de la reparación fundada en las normas del derecho común en los términos de la doctrina expuesta.  Cabe poner de resalto que, las circunstancias del caso Mengual se encuadraban en el apartado b, del inciso 2°, del art. 76, atento a que su incapacidad laborativa era de ochenta por ciento. No Obstante ello, es aplicable el referido precedente, toda vez que, la Corte no realizó distingo alguno en orden al quantum de la invalidez adquirida sino que se expidió respecto de todo el inciso 2.


    Eberle Patterson, Marcos M. A. c/ Estado Nacional - Ejército Argentino - Ministerio de Defensa s/ Daños y Perjuicios


    E. 352, XXXIX, 17 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La distinta vecindad constituye un requisito esencial a los fines de suscitar la competencia originaria de la Corte cuando una Provincia es parte en una causa civil, según una  reiterada doctrina del Tribunal.  Quien invoca el fuero federal tiene la obligación de probar los extremos necesarios para hacerlo surtir, es decir, debe probar la distinta vecindad que alega, en tanto se trata de un fuero de excepción.  Tiene dicho el Tribunal que la "vecindad" exigida por el art. 11 de la ley 48 a los efectos del fuero, es la constituida por la residencia caracterizada como domicilio real o voluntario, conforme con los Arts. 89, 91 y siguientes del Código Civil, la cual no depende de declaraciones hechas por el interesado con fines electorales o de otra índole, ni de las certificaciones efectuadas por autoridades públicas, sino de las circunstancias de hecho que permitan comprobarla con los caracteres que la ley exige: residencia efectiva y ánimo de permanecer a lo que debe agregarse un período mínimo de dos años de residencia continua, según el citado artículo.  La actora no acreditó en modo alguno el requisito debido, puesto que afirmó residir en territorio de la Provincia a la que demanda, por lo que estarían enfrentados el Estado local con uno de sus propios vecinos.   Habida cuenta de lo expuesto, y dada la aptitud que tiene la Corte para declararse incompetente en cualquier momento del proceso, toda vez que la competencia originaria es de orden público y, por su raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva e nsusceptible de ampliarse a otros supuestos no previstos, el caso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Escobar, Yolanda Irma c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 25, XXXIV, 31 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 356, L. XXXVII, “R. R., M. G. por su hija M. T. S. c/ M., A. F. – S., C. A. y Estado provincial”.


    R. R., M. G. por su hija menor de edad S., M. T. y otros c/ M., A. F. – S., C. A. y Estado Provincial


    R. 355, XXXVII, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Accidente automotor. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia ultra petita. Facultades del juez. Apreciación de la prueba. Denegatoria del recurso. 


    Ha dicho la Corte que el recurso extraordinario sólo será formalmente admisible en la medida en que se alegue y demuestre que la decisión del a quo no constituye un acto judicial válido "según los términos y con el alcance delimitados por la jurisprudencia del Tribunal, pues la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido.   La Corte ha dicho también que "la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran defectos graves de fundamentación. Tal tacha indica una grosera omisión que, en definitiva, produce un pronunciamiento cuyo sustento es la sola voluntad del juez. El error en la interpretación de normas o en la estimación de pruebas no es suficiente para descalificar el fallo".  En esa inteligencia, tampoco habilita la apertura de la instancia extraordinaria el diferente criterio que postula la apelante para la ponderación de las pruebas aportadas, lo cual le lleva a controvertir la conclusión del a quo referente a que no "pudo determinarse la omisión concreta de un servicio razonablemente exigible", ya que sin perjuicio de destacar que la Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades que los jueces no están obligados a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas producidas en la causa, sino sólo aquéllas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones, el tribunal arribó a tal aserto sobre la base de estimar que no se alcanzó a comprobar la omisión concreta de un servicio razonablemente exigible, como tampoco que ello fuera materialmente posible.


    R. R., M. G. por su hija menor S. M. T. y otros c/ M., A. F. -  S., C. A. y Estado Provincial


    R. 356, XXXVII, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Causas excluidas de la competencia federal. Improcedencia del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, regla que admite excepción en aquellos supuestos en que media denegatoria del fuero federal   u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o si lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  Si la demandada reclama la competencia de la justicia local de la Ciudad de Buenos Aires, no se configura el primer supuesto de excepción antes aludido, ni puede invocarse la afectación de una auténtica prerrogativa o privilegio federal, desde que dicha ciudad no puede ser asimilada a una Provincia Argentina.


    Sassone de Ocampo, Irma Haydee c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


    S. 686, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Policía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto al Estado local.   El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    V., L. M. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 509, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización. Incumplimiento del contrato. Obligaciones de la obra social. Régimen de consolidación de deudas. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. Gravamen irreparable. 


    La Obra Social del Personal Civil de la Nación es una obra social del sector público, en los términos del art. 20 de la ley 23.982 y, en consecuencia, el crédito reconocido a la actora -indemnización por los daños derivados del incumplimiento de las obligaciones médico asistenciales por parte del establecimiento contratado- debe ser percibido a través de los mecanismos que establece el régimen de consolidación de deudas del Estado.  En efecto, el art. 36 del decreto reglamentario 2140/91 encomienda al Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos "resolver las cuestiones específicas que genere su puesta en práctica (el sistema de cancelación de pasivos de la ley 23.982) y, a la vez, dictar las normas aclaratorias, interpretativas o complementarias que requiere esta reglamentación". En ejercicio de tales facultades, dicho Ministerio dictó la resolución 761/94, que determinó las características que debían reunir las obras sociales a los efectos de ser consideradas pertenecientes al sector público y el trámite a seguir con relación a las deudas consolidables. A su vez, la resolución 848, del 27 de junio de 1996, expresa que se corroboró que la Obra Social del Personal Civil de la Nación reúne los extremos exigidos por la disposición citada y que, por ende, queda comprendida en los términos de la ley 23.982.  El a quo se limitó a aplicar la reglamentación dictada por el ministerio competente y soslayó lo decidido específicamente, en su carácter de autoridad de aplicación y previa intervención de los órganos de consulta, respecto de la obra social demandada, sin que ninguna de las partes hubiera puesto en tela de juicio la validez de la Resolución N° 848/96 ya citada, circunstancia que impedía que la Cámara omitiera su aplicación del modo en que lo hizo.  En tales condiciones, la conclusión a la que arribó el tribunal en el presente litigio carece de sustento, pues una correcta inteligencia de las normas federales en juego impide excluir a la obra social demandada del régimen de consolidación de deudas.


    Mena, Adrian J. c/ Obra Social Unión Personal s/ Incidente de prestación de obra


    M. 3667, XXXVIII, 08 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Entidades deportivas. Responsabilidad civil. Responsabilidad solidaria. 


    La Corte en un planteo similar al de autos presentado por la A.F.A. desestimó el pedido de inconstitucionalidad del art. 33 de la ley 23.184, sobre la base de los argumentos que había expresado en la causa publicada en Fallos: 317:226.  Sostuvo en aquella ocasión, que tal artículo, al fijar el régimen de responsabilidad civil, se refiere a "las entidades o asociaciones participantes de un espectáculo deportivo", condición que no cabe adjudicar a la A.F.A, la que no organiza ni participa del espectáculo ni ejerce control directo sobre los espectadores. En ese sentido, dijo, los fines de la institución y sus atribuciones en materia de superintendencia como órgano rector del deporte, en particular en lo que hace a las condiciones exigidas a los estadios de los clubes afiliados parecen periféricos sobre el punto y no permiten una conclusión asertiva acerca de la responsabilidad que se le pretende endilgar.   Los fundamentos expresados por la Corte para desestimar la pretendida declaración de inconstitucionalidad del art. 33 citado resultan extensivos al art. 51 de la ley 24.192 -modificatoria de la ley aludida- pues también dispone que “las entidades y asociaciones participantes de un espectáculo deportivo, son solidariamente responsables de los daños y perjuicios que se generen en los estadios, son solidariamente responsables de los daños y perjuicios que se generen en los estadios.”  En tales condiciones, resulta aplicable al sub lite la doctrina de la Corte según la cual las cuestiones federales se tornan insustanciales cuando una clara y reiterada jurisprudencia, indudablemente aplicable a ellas, impide cualquier controversia seria respecto de una solución, máxime cuando como acontece en el caso, no obstante que en otros precedentes la Corte desestimó planteos similares a éste, la parte no aduce razones que pongan en tela de juicio su aplicabilidad o importen nuevos argumentos que puedan llevar a una modificación del criterio establecido.


    Molina, Alejandro Agustín c/ Provincia de Santa Fe y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 31, XXXVII, 06 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de trabajo. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, “Canepa, Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios.”


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Mansilla Dago, Orlando c/ Alpargatas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 626, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Personal militar. Agravio extemporáneo. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa "Llell, José Alberto c/ Estado Mayor Gral. Del Ejercito s/ Personal Militar y Civil de la FFAA y de seguridad”.


    El agravio del recurrente dirigido a la no aplicación de la ley 24.557 es extemporáneo y, por ende, no susceptible de ser tratado en la instancia extraordinaria.


    González, Daniel Antonio c/ Gendarmería Nacional s/ Daños y perjuicios


    G. 2205, XXXIX, 01 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Mala Praxis. Principio de congruencia. Prueba pericial. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Las conclusiones del a quo no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, se advierte que las críticas de la quejosa, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.   El estudio de los agravios a la luz de los fundamentos de la sentencia, tiene por objeto, en el sentido de que todos ellos remiten a cuestiones de hecho y prueba -materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la instancia del art. 14, de la Ley 48-, sino destacar que, asimismo, pretenden meramente oponerse a conclusiones de la alzada que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su admisión. Sobre el particular, la Corte tiene dicho, además, que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación.


    R., M. A. c/ Obra Social del Personal de la Sanidad y otros


    R. 414, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización. Carrera militar. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 75, L. XXXV “Rezk Sergio c/ Ministerio de Economía”.


    Cuando una causa se encuentra en apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso. Sostener lo contrario, seria violar el derecho de defensa de la parte, por cuanto el recurso interpuesto quedaría sin respuesta.


    Funaro, Emilio c/ Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil


    COMP. 1212, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Depósito de sumas de dinero


    Capacidad contributiva. Defensa en juicio. Debido proceso. 


    La Corte tiene reiteradamente resuelto que las cuestiones como las aquí planteadas son ajenas, como regla y por su naturaleza, a la vía del artículo 14, de la ley 48, razón que habilitaría su desestimación. En el caso el recurrente ha alegado supuestos que harían procedente el remedio federal por vía de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, pues la garantía de defensa en juicio no solo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino, también, la de obtener una sentencia que sea derivación razonada del derecho vigente en relación a los hechos demostrados en el proceso.


    Fritzsche S.A.I.C.A. c/ Dirección General Impositiva


    F. 315, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Despido


    Nulidad de la notificación. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Recurso de queja. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que cuando los agravios propuestos remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenos, en principio y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para la procedencia de la vía intentada, cuando la alzada ha procedido con excesivo rigor formal y prescindido de considerar planteos y constancias de la causa que podrían incidir en la solución del caso.  Tal circunstancia ocurre en autos, toda vez que el a-quo, al indicar que el incidentista no había demostrado el perjuicio del que derivaría el interés en obtener la declaración pretendida, traduce la mecánica aplicación de un principio procesal (art. 172 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), a través de un ciego ritualismo, incompatible con el debido proceso adjetivo, ya que frente a la afirmación de la parte de no haber tomado conocimiento del objeto de la pretensión instaurada, no pudo el juzgador expresar aquel fundamento sin hacerse cargo de que aquella se hallaba impedida -razonablemente- de especificar las defensas que se habría visto privada de oponer, y  -menos aún- de contestar acabadamente una demanda cuyo contenido ignoraba.  Resulta incompatible con el fundamental derecho que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional, un rigorismo que obligue al desarrollo de los argumentos defensivos concretos dentro del breve plazo en que procede solicitar la nulidad, cuando es evidente que el marco adecuado para tal pormenorizado tratamiento es aquél del que se vio privado en el proceso principal el afectado por la indefensión producida precisamente por el acto nulo. Así lo ha entendido la Corte. Máxime, cuando en el caso no se han llevado a cabo los recaudos previstos por la ley 18.345 para las situaciones, como la que nos ocupa, en que no puedo determinarse el domicilio de la demandada, para la notificación de la acción y cuando el juez de Primera Instancia decretó la rebeldía de las demandadas tomando en cuenta las cédulas de notificación, cuando, en verdad, dicho acto procesal no fue diligenciado por el respectivo oficial.  Es dable recordar que nuestro ordenamiento privilegia la adecuada protección del derecho a la defensa y en circunstancias de encontrarse controvertida la notificación del traslado de la demanda, en caso de duda sobre la regularidad atribuida al acto, debe estarse a favor de aquella solución que evité la conculcación de garantías de neta raíz constitucional.


    Solinz, Hernán Mariano c/ Yankelevich, Gustavo Horacio y otro s/ Despido


    S. 545, XXXIX, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Diferencias salariales


    Horas extra. Sentencia arbitraria. Sentencia ultra petita. Admisibilidad del recurso. 


    las decisiones de los jueces de la causa, concernientes a la aplicación e interpretación de las normas de derecho común y procesal que rigen el caso, no es menos cierto que la Corte ha hecho excepción a tal criterio en aquellos supuestos en que el decisorio cuestionado carece de los requisitos mínimos que lo sustenten como un acto jurisdiccional válido.  Les asiste razón a los quejosos, en cuanto sostienen que el fallo recurrido incurre en manifiesta arbitrariedad. Ello es así por cuanto, conforme surge expresamente de las actuaciones, uno de los dos rubros por el cual habla prosperado parcialmente la demanda -pago tardío de las horas extras- no había sido objeto de la apelación por parte de la demandada, por lo que la Alzada incurrió,  en un exceso de jurisdicción, al revocar el fallo en su totalidad, cuando ello no había sido motivo de agravio; más aún, se hallaba consentido por la accionada, y por ende se encontraba firme al momento de arribar la causa a conocimiento del a quo.  Es jurisprudencia de la Corte que corresponde hacer excepción a la regla según la cual lo atinente a las facultades de los tribunales inferiores, al alcance de su jurisdicción, y a la forma en que ejercen su ministerio, es ajena a la instancia extraordinaria cuando la decisión respectiva se aparta notablemente de lo resuelto con carácter firme en el proceso.


    Ascia, Roberto C. y otros c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones y otro


    A. 2354, XXXVIII, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Docentes


    Beneficios previsionales. Afiliación previsional. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    En cuanto al fondo del asunto, cabe recordar que, en la tarea de establecer la inteligencia de normas de dicha índole, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  La ley 22.804 instituyó  con alcance nacional el régimen complementario de jubilaciones y pensiones para la actividad docente y para el personal no docente del Ministerio de Educación, con la finalidad de otorgar un complemento del haber mensual que perciben los jubilados y pensionados beneficiarios. El antiguo texto de su art. 32, 2° párrafo, prescribía que el Poder Ejecutivo Nacional podrá autorizar a la Caja Complementaria a celebrar convenios con organismos nacionales, provinciales, municipales y privados para hacer extensivo el régimen propiciado al personal docente y no docente vinculado a la enseñanza. Concordantemente, el decreto reglamentario 1419/83 previó de modo expreso la incorporación del personal docente y no docente de las universidades nacionales y brindó sustento al convenio suscripto el 18 de octubre de 1983, en virtud del cual el personal dependiente de la UBA comprendido en la ley 22.207 y en el Estatuto del Docente quedó incorporado, a partir del 1° de noviembre de 1983, al régimen  complementario de jubilaciones y pensiones.   Posteriormente, la ley 23.646 modificó dicho art. 32 y, aun cuando permanece la facultad que antes se mencionaba, reemplazó la palabra “organismos” por “organizaciones”, circunstancia que condujo al Consejo Superior de la UBA a interpretar que los convenios sólo podían ser celebrados con entidades gremiales y que, por ende, el que se había suscripto con la UBA carecía de sustento, motivo por el cual lo denunció.   Lo relevante en el sub lite es que la Cámara, al considerar que la citada reforma al art. 32 de la ley 22.804 otorga fundamento suficiente a la decisión adoptada por la UBA mediante la Resolución n° 2754/95, en los hechos le atribuyó un alcance retroactivo que no surge de sus términos, sin que pueda presumirse tal efecto en virtud de que el art. 3° del Código Civil establece que las leyes no tienen efecto retroactivo, sean o no de orden público, salvo disposición en contrario.  Ello es así, pues, al no contener la ley 23.646 alguna norma vinculada con su validez intertemporal, se impone el principio según el cual, cuando en una ley se ha optado por omitir toda referencia al respecto, los hechos anteriores a su vigencia deben quedar sometidos a los preceptos legales imperantes en el momento en que se produjeron, ya que, en esas condiciones, el nuevo ordenamiento no tiene efecto retroactivo, no se proyecta hacia atrás en el tiempo, ni altera el alcance jurídico de las consecuencias de los hechos y actos realizados, pues de lo contrario podría afectar derechos adquiridos.   Mediante el convenio suscripto por la UBA se incorporó a sus docentes al régimen complementario de jubilaciones y pensiones que, según la ley que lo instituyó, es obligatorio para quienes se encuentran comprendidos. Si a tal carácter se añade que del texto de la ley 23.646 no surge que la voluntad del legislador estuviera orientada a producir la caducidad de los convenios ya celebrados por la Caja Complementaria, no parece razonable concluir que la modificación introducida al art. 32 de la ley 22.804 le ha quitado sustento al acto suscripto al amparo de la legislación anterior. Tampoco resulta admisible fundar la decisión unilateral de denunciarlo en razones de seguridad jurídica, principio que, precisamente, pone en peligro la interpretación que aducen las autoridades universitarias, pues eventualmente se podrían afectar derechos adquiridos de índole previsional. Máxime, cuando el nuevo texto del art. 2° de la ley 22.804, menciona, entre quieres se encuentran obligatoriamente incluidos en el régimen.


    Caja Complementaria para la Actividad Docente c/ Universidad de Buenos Aires s/ Proceso de Conocimiento


    C. 2930, XXXVIII, 30 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria


    Interpretación de la ley. Aplicación de la ley. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Más concretamente aun, ha precisado que, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Díaz Cabanas, Olimpia y otros c/ Lalanda, Carlos Ramón


    D. 375, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Circunstancias sobrevinientes. Medidas para mejor proveer. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Más concretamente aún, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Morales, Adriana Beatriz c/ Vadell, Eduardo Miguel s/ Ejecución hipotecaria


    M. 1720, XXXIX, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ley de Emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Fallos del Superior Tribunal. Reglas para dictar sentencias. 


    Es jurisprudencia del Alto Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Más concretamente aun, ha precisado que, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender, también, a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Torrada, Silvia F. c/ Oscar Dato Rabinson S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    T. 196, XXXIX, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Excepciones procesales


    Falta de personería. Recurso de apelación (procesal). Expresión de agravios. Error material. Falta de firma. Inadmisibilidad formal. Abogado apoderado. Exceso ritual manifiesto. Debido proceso. Defensa en juicio. 


    Asiste razón al quejoso en cuanto sostuvo que el Magistrado actuó con excesivo rigor al rechazar la apelación y su respectivo memorial por un error material cometido por su letrado al no presentar los respectivos escritos con la firma de su parte, ni haber acreditado mandato suficiente para hacerlo en su representación, sin haberlo intimado previamente a cumplir con dicho requisito, a sabiendas de que con su resolutorio se dejaba firme una sentencia, la cual refiere no tuvo en consideración los hechos y el derecho en que fundó su defensa, con lo cual estimó se vulneró la garantía a un debido proceso.  La jurisprudencia de la Corte y de la propia normativa procesal fija un criterio amplio intimando a salvar el error material en que se incurrió, cuando la decisión que se adopta frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación, vulnerando el derecho de defensa.  La Corte sostuvo que el proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente formales, pues no se trata ciertamente del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del desarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de la verdad jurídica objetiva, que es su norte; por lo que resolvió que correspondía dejar sin efecto el decisorio que declaró desierto un recurso de apelación, por evidenciar un exceso rigor formal, habida cuenta de que la Cámara debió haber hecho mérito de que quién había firmado la expresión de agravios e invocado la condición de letrado patrocinante era, en realidad, apoderado lo cual la debió llevar a considerar que el recurso había sido correctamente presentado, no obstante el error material en se había incurrido.


    J., M. L. c/ T., H. C. s/ Filiación


    J. 77, XXXIX, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Honorarios


    Regulación de honorarios. Carácter taxativo. Improcedencia del recurso. 


    Ley de desindexación.


    La Corte tiene establecido que las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, a la determinación del interés comprometido en el juicio ya las bases adoptadas para tal fin, son materia extraña a la vía del artículo 14 de la Ley 48 y, en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario, sin perjuicio de la posibilidad que cabe al Tribunal de hacer excepción a tales principios, en los casos abarcados por la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, supuesto que no se presenta en el sub-lite.   En cuanto a los argumentos relativos a la aplicación del decreto 794/94, la invocación de su artículo 8° resulta inconducente desde que el mismo se refiere a los deberes de la autoridad administrativa en los casos en que advierta una distorsión irrazonable del valor de la causa de la obligación en la liquidación de una deuda con el empleo de índices, estadísticas u otros mecanismos.   A los efectos de la aplicación de la Ley 24.283 tratándose de honorarios, la Corte tiene dicho que su valor actual y real depende de su relación con los valores económicos en juego, esto es, con la base regulatoria y, en lo que a ella concierne, debe existir la posibilidad de tomar como referencia un patrón de medida o, un bien de comparación. Asimismo, si el objeto de la demanda ha sido el reclamo de una prestación dineraria, no aparece como razonable establecer un patrón de medida respecto de un bien sustituto.


    Rossi Montero,  Pablo Nahuel c/ Banco Central de la República Argentina


    R. 1496, XXXVIII, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Honorarios del abogado. Ejecución de honorarios. Falta de fundamentación autónoma. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Fallos: 323:1374 y 325:1663.


    Procede destacar que, con arreglo a la preceptiva de la ley n° 23.187, es obligatorio, en Capital Federal, la matriculación de los abogados en el colegio respectivo, aun cuando el profesional ejerza esporádicamente en la jurisdicción en defecto de lo cual, no puede desplegar tal actividad.   Procede observar que no se debate que, a la fecha de ejercer el patrocinio letrado sobre cuyos honorarios se contiende, el apelante se hallaba suspendido en la matrícula en los términos del artículo 53 de la ley n° 23.187, en relación al artículo 3, inciso b), punto 1, del mismo precepto.   La norma aludida, prevé que la falta de pago de tres cuotas anuales se interpretará como abandono del ejercicio profesional y dará lugar a que el Colegio lo suspenda en la matrícula hasta que el matriculado regularice su situación.   La falta de abono de tres cuotas anuales no apareja la suspensión de la matrícula sino que “… dará lugar a que el Colegio lo suspenda… hasta que el matriculado regularice su situación…”, el decisorio no se sustenta como es menester, máxime cuando fue dictado por iniciativa no de la institución deontológica respectiva, sino de un eventual obligado en costas que cuestiona sólo lo relativo a los honorarios y no la actuación en sí.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Goren, David y otra


    S. 600, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Queja por recurso denegado. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha establecido que, si bien lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso extraordinario, este principio admite excepción cuando la resolución impugnada se aparta inequívocamente de la solución normativa prevista para el caso.  El monto de la transacción es inoponible al letrado, que no fue parte en ella, cuando se ha dictado previamente una sentencia de condena por una suma sensiblemente superior.


    Zambrana Serrudo, Rene c/ Derudder Hermanos S.R.L.


    Z. 226, XXXIII, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Costas al letrado. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 356, L. XXXVII, “R. R., M. G. por su hija M. T. S. c/ M., A. F. - S., C. A. y Estado provincial”.


    R., M. G. por su hija menor M. A. T. S. c/ A. F. M. - C. A. S. y Estado Provincial


    R. 343, XXXVII, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Régimen de consolidación de deudas. Cancelación de deudas. Liquidación judicial. Impugnación de la liquidación. 


    Fecha de realización de los trabajos.


    La Corte, al establecer la inteligencia de normas de naturaleza federal, en los términos del art. 14, inc. 3°, de la Ley 48, no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal inferior y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorga.  El criterio sentado por la Corte exige atenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los honorarios y no a la del auto regulatorio.  De la norma, surge que las deudas transferidas al Tesoro Nacional, a partir de la disolución y liquidación, pueden estar alcanzadas por las previsiones de la Ley 23.982 o por las disposiciones del Plan Financiero República Argentina 1992, según sea su origen, naturaleza o características. La decisión de cancelar el crédito reclamado por uno u otro medio corresponde a las autoridades a cargo de la liquidación de la entidad, motivo por el cual, en tanto se adecue a las previsiones de las normas mencionadas, no puede ser revisada por los tribunales de justicia.  En cuanto a los créditos posteriores, su percepción debe ajustarse a los mecanismos que establece la Ley 25.344, Capítulo V, con la modificación introducida por el art. 58 de la Ley 25.725 en cuanto a la "fecha de corte", toda vez que los fallos de la Corte, deben atender a las circunstancias existentes al momento de su dictado.


    Savid García, Fernando L. c/ Banco Nacional de Desarrollo s/ Resolucion de sentencia


    S. 64, XXXVI, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Impuestos a las ganancias


    Medidas cautelares. Peligro en la demora. Verosimilitud del derecho invocado. Recurso extraordinario. 


    No se encuentran en el sub lite elementos que permitan siquiera inferir el concreto perjuicio que pudiera sufrir la actora como consecuencia del pago del impuesto a las ganancias, ajustado y sin ajustar, con base en las cifras que ella misma declaró ni tampoco ha ofrecido prueba alguna tendiente a demostrar, como era menester, el alegado compromiso que tal detracción produce en su patrimonio -el cual ni siquiera cuantificó- ni tampoco el riesgo para su continuidad empresaria.  En lo atinente a la verosimilitud del derecho, la sentencia la tiene por acreditada con apoyo en un examen de las normas aplicables, al cual calificó de ''preliminar'', sin considerar, de modo alguno, la presunción de validez de que gozan las leyes impugnadas, en cuya observancia y cumplimiento existe un  indudable interés general. Por ello, en el reducido ámbito cognoscitivo en el que deben ser emanadas las resoluciones como la aquí cuestionada, no resulta fundado admitir -como lo hizo el a quo- su ilicitud o arbitrariedad, sin que medie un análisis concreto, preciso y detallado -y no meramente ''preliminar'' y carente de mayores explicaciones- sobre los elementos y pruebas que lo privarían de su carácter de acto válido en Derecho.   Por último, el criterio de amplitud en la concesión de medidas como la solicitada en autos dista del utilizado por la Corte, que ha dicho con firmeza, en reiteradas oportunidades, que el examen de la procedencia de tales cautelas ha de efectuarse con particular estrictez, atento a la afectación que producen sobre el erario público, pues la percepción de las rentas del Tesoro -en el tiempo y modo dispuestos legalmente- es condición indispensable para el regular funcionamiento del Estado.


    Doctor Lazar y Compañía  c/ Poder Ejecutivo Nacional - AFIP - DGI s/ Amparo Ley 16.986


    D. 243, XL, 04 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral


    Indemnización por incapacidad. Determinación de la incapacidad. Monto de la indemnización. Interpretación de la ley. Competencia de la Corte Suprema. 


    El Tribunal descalificó, en el marco de la doctrina sobre sentencias arbitrarias, la declaración de inconstitucionalidad del artículo 8° de la ley n° 24.028, fundado en que no constituye argumento eficaz el solo cotejo de la indemnización que habría correspondido al actor según se aplique o no el tope resistido, desde que no se sustenta la afirmación de que el respeto a las garantías constitucionales del pretensor, consiste en una cierta proporción entre la indemnización liquidada con y sin el tope de ley.  Son los miembros de la Corte, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos a quienes compete expedirse en el problema dado que la Procuración General no tuvo participación, ni por ende, opinión consonante, en el anterior pronunciamiento del Tribunal en la causa, por el que la Corte consideró la cuestión análoga a la de Fallos: 324:3394.


    De Bernardi, Zulema c/ Swiss Medical S.A. s/ Accidente Ley 9.688


    D. 628, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Incidente de verificación


    Honorarios del síndico del concurso. Honorarios del abogado. Derechos y garantías constitucionales. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que son por principio ajenas al recurso extraordinario las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, porque resuelven temas de hecho y derecho común propias de los jueces de la causa, no lo es menos que ha admitido excepción a tal principio cuando la sentencia incurre en vicios que la descalifican como acto jurisdiccional en el marco de la doctrina de la arbitrariedad, y como consecuencia de ello se derivan el agravios a derechos y garantías constitucionales.  En el caso se configura tal supuesto, por cuanto resulta evidente el apartamiento inequívoco del tribunal de la norma legal aplicable, cual es articulo 31 inciso 'c' de la ley 21.839, que establece la base patrimonial a tener en cuenta para regular los honorarios, que es la del monto del crédito verificado, y la determinación practicada no guarda relación con ella y genera una clara y notoria afectación al derecho de los recurrentes.  La Corte tiene dicho que procede el remedio federal cuando la decisión no responde a un fundamento acorde con la seriedad de las articulaciones de las partes para la determinación del, monto de los honorarios, o cuando los fijados son irrazonables o arbitrarios, es decir, no guardan adecuada proporción con la labor desarrollada y la cuantía de los intereses debatidos, o con las disposiciones arancelarias.  Corresponde señalar que los recurrentes, al fundamentar la apelación contra la regulación efectuada en primera instancia hicieron especial y expresa invocación del precedente de la Corte que consideró en un supuesto sustancialmente similar al que se da en autos, que no resultaba aplicable en el extremo de que se trata el artículo 33, sino el artículo 31, inciso "c".  También ha señalado el Alto Tribunal que corresponde dejar sin efecto la regulación de honorarios practicada si las enunciaciones genéricas relativas a la naturaleza y monto del juicio, la importancia de los trabajos, etapas cumplidas y resultado del mismo, no permiten precisar razón alguna determinante de la sustancial reducción de los honorarios dispuesta por la cámara, así como aquellas que omiten considerar la base computable y las pautas arancelarias que se tomaron en cuenta para practicar la regulación, no obstante mediar agravios de los recurrentes que merecían un análisis más completo y detallado.


    Bulonera San Martin S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de verificación por Fiorini, Humberto


    B. 4110, XXXVIII, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo


    Ley sobre riesgos del trabajo. Competencia. Competencia provincial. Inconstitucionalidad. Oportunidad procesal. Gravamen irreparable. Gravedad institucional. Fundamentación del recurso. Formalidades procesales. Cuestión no federal. 


    Ley 24.557. Precedente del fallo de la causa C. 2605, L. XXXVIII, “Castillo, Angel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”.


    En relación a la aptitud jurisdiccional de la justicia local para conocer en planteos como el debatido, la Corte tuvo ocasión de pronunciarse, en el precedente de la referencia, sobre la validez constitucional del artículo 46, apartado 1, de la Ley 24.557, concluyendo en manera negativa a propósito de la misma.  En cuanto al agravio supuestamente irreparable que irrogaría la postergación del trato de los cuestionamientos constitucionales referidos a la Ley de Riesgos del Trabajo fracasa en su empeño por poner en evidencia la aludida circunstancia, sin que modifique tal extremo las dogmáticas afirmaciones relativas a la existencia de gravedad institucional, carentes, por otra parte, del serio y concreto desarrollo que la Corte ha encarecido en sus precedentes.  En la oportunidad de Fallos: 325:11, tras señalar que no es admisible una prédica en abstracto que sostenga que la Ley 24.557 conduce inevitablemente a la concesión de reparaciones menguadas con menoscabo de derechos de raigambre constitucional, rechazó, igualmente, que se examine la limitación de acceso a la vía común también en abstracto, es decir, sin conocer la cuantía del daño acaecido y de los eventuales resarcimientos.  La índole no federal del agravio propuesto en relación a la supuesta inobservancia de las formalidades tocantes a las sentencias judiciales, exime de todo comentario sobre el asunto; máxime cuando no se advierte en la emitida originariamente en sede local los defectos que se le endilgan.


    Paccetti, Daniel Fernando c/ DUVI S.A.


    P. 349, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    IVA


    Jardines de infantes. Interpretación de la ley. Revocación de sentencia. 


    Ha sostenido la Corte, en materia de exenciones impositivas es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan, y que su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador, sin que ésta pueda ser obviada por posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal.  Bajo estas premisas, es claro que la indudable intención del legislador, al introducir un segundo párrafo al art. 6°, inc. j, pto. 3, ha sido extender la exención allí contenida a otros servicios educativos, diferentes de los beneficiados en su primer párrafo, entre ellos, las "guarderías y jardines materno infantiles". Igualmente, el manifiesto propósito de la norma al consagrar esta franquicia mediante el empleo de la conjunción copulativa “Y” es beneficiar tanto a los "servicios de guardería maternal para niños menores de 3 años" como a los "jardines de infantes para niños de 3, 4 Y 5 años", sin condicionamientos de incorporación o reconocimiento.  Por último, la falta de especificación en tales términos no puede ser óbice para el reconocimiento de la prerrogativa pues, como es doctrina del Tribunal, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, corresponde indagar lo que dicen jurídicamente, y si bien no cabe prescindir de las palabras, tampoco resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la interpretación razonable y sistemática.


    Delphian S.A. c/ Dirección General Impositiva


    D. 85, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado


    Acción meramente declarativa. Cobertura médica. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión ya resuelta por la Cámara.


    La Corte debe resolver cuestiones de competencia, solo cuando no media un superior común entre los tribunales en conflicto, conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido".


    Dirección de Defensa y Protección al Consumidor c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Salud s/ Sumarísimo


    COMP. 341, XL, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Prueba anticipada. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Juez del proceso principal.


    Es dable señalar que resulta aplicable al sub lite, el art. 6, inc. 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las diligencias preliminares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal.  Toda vez que de los hechos del escrito inicial surge que son parte nominal y sustancial la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- y el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art.116 de la Constitución Nacional-, se entiende que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Del Bene, Gustavo Claudio c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Medidas de prueba anticipada


    D. 1454, XXXIX, 14 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cabe señalar que, para que exista un correcto planteamiento de una cuestión de competencia es preciso que haya una atribución reciproca entre los magistrados que intervienen en ella, circunstancia que no se da en autos, toda vez que no hay controversia en cuanto a que debe ser resuelto por la justicia federal  y, por ende, el tribunal local que intervino en primer término quedó ajeno a la contienda. No obstante, si el Juez Civil y Comercial Federal también se declara incompetente, el conflicto debería ser resuelto por la Cámara Federal del primero que previno, ya que se trata de dos jueces federales.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    COMP. 510, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Personas privadas de la libertad. Falta de servicio público. Responsabilidad del Estado. Sentencia arbitraria. 


    Cabe recordar que el examen de normas de derecho común, de derecho público local y la apreciación de la prueba constituyen, por vía de principio, facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria. Sin embargo, ha entendido el Tribunal que esta regla no es óbice para conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a ella con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía del debido proceso y la defensa en juicio, al exigirse que sus sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa.  La Corte, en reiteradas oportunidades, ha dicho que quien contrae la obligación de prestar un servicio -en el caso, de policía de seguridad-, lo debe hacer en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que cause su incumplimiento o ejecución irregular.


    M., Juan Carlos y L., Norma María c/ Gobierno de la Provincia de Jujuy


    M. 3804, XXXVIII, 01 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, “Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida precautoria”.


    Castriota, Hugo Fabián y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Societe Generale) s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1610, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Medida Cautelar


    Derecho público no estatal. Contratos con particulares. Acto no administrativo. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Es aplicable el estudio efectuado por la Corte en relación a la naturaleza del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Pensionados y Jubilados (INSSPyJ) y los actos que de él emanan.   En efecto tal como se ha sostenido en el precedente de Fallos 312:324, dado su carácter de entidad de derecho público no estatal, las acciones que realice no son administrativas, cuando tienen por objeto, el establecimiento de vínculos contractuales con particulares.


    Ortopedia San Juan S.R.L. y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Medidas cautelares


    COMP. 1466, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Medida de no innovar


    Quiebra. Entes Reguladores provinciales de Servicios Públicos. Permiso Precario. Prestación del servicio público. 


    Corresponde señalar, que más allá de la contradicción que tal decisión implica, desde que la titularidad del permiso precario para el uso de la traza supone, necesariamente, que es para la prestación del servicio público de transporte, porque ello es el objeto mismo del permiso, resulta diáfano, que la medida de no innovar, por su propia naturaleza, no podía importar la resolución definitiva que decidiera la sustitución del ejercicio de la facultad que es invocada como propia por el organismo público, con sustento en la previsión legal que la reglamenta y la normativa constitucional, por lo que tal situación viene a verificarse de modo definitivo con la medida decretada en el fallo apelado y cuya revisión en segunda instancia se niega por el tribunal.  Es del caso poner de relieve, que la citada "medida de no innovar" se decretó en la quiebra al tiempo en que existía en ésta un acuerdo resolutorio aprobado y por tanto se mantenía subsistente la posibilidad de que el fallido continuara con el uso del permiso que hacía a su actividad.  Además, es de considerar que se trataba de una medida provisoria, que nunca dejó de estar sujeta a la aplicación y cumplimiento de la normativa especial que regula la prestación del servicio, su habilitación y continuación, de apreciación y decisión ulterior por el órgano estatal provincial, circunstancia no desestimada por la resolución apelada, ni la previa cautelar que decretó en autos.  De otro lado, no está demás poner de resalto, que la Provincia no fue parte en los trámites del concurso (informe general y regulación de honorarios) donde se consideró si el permiso precario otorgado por el organismo del estado Provincial al fallido conformaba parte de su activo, el que, por otro lado, se consideró de tal modo, en atención a que el mismo tenía un valor patrimonial a considerar para sustentar la viabilidad de la propuesta de acuerdo resolutorio.  En atención a que, más allá del acierto o error de considerar a la traza como parte del activo por la sindicatura en el informe general y de haberla valorado el tribunal a los fines de la regulación de honorarios, sólo la ulterior decisión de venta importó disponer de manera definitiva de tal derecho, lo cual excede a todas luces el alcance de la medida cautelar de carácter provisorio sólo tendiente a no modificar la situación existente y establecida por el órgano de aplicación, y colisiona con las facultades y atribuciones invocadas por el ente, y a todas luces resulta susceptible de ser impugnada ante el superior por la autoridad provincial que se considera afectada.


    Grinberg Argentino Idal s/ Quiebra s/ Incidente de venta


    G. 796, XXXVII, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Medidas cautelares


    Sentencia arbitraria. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho que las resoluciones que decretan o deniegan medidas cautelares no constituyen sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario, salvo que se demuestre que el perjuicio que la decisión pueda ocasionar es de imposible reparación ulterior; de igual manera ha sostenido que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar el alcance e interpretación que han dado los jueces de la causa a circunstancias de hecho y prueba o normas de derecho común.  El requisito de instancia definitiva no se verifica, circunstancia que impide la viabilidad del recurso extraordinario, en atención a que se trata de la discusión en torno a la procedencia de una medida cautelar, a lo que cabe agregar que no se ha demostrado la existencia de un perjuicio irreparable que no pueda ser subsanado en el caso de que prosperara la pretensión sustancial de declaración de nulidad de la asamblea impugnada.


    Multicanal S.A. y otros s/ Supercanal Holding S.A.


    M. 43, XXXVII, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Gravamen irreparable. Recurso extraordinario. Improcedencia del recurso. 


    Las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el artículo 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, principio sobre el cual no cabe hacer excepción cuando se ha resuelto una cuestión procesal con suficientes fundamentos del mismo carácter y el recurrente no demostró que la resolución le irrogara un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.


    Rodríguez Palma, Bernardo Jorge s/ Incidente médico y otro c/ Estado Nacional - Decreto 78/94 s/ Empleo público


    R. 2119, XXXVIII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Juicios en que es parte una provincia. 


    Como medida para mejor dictaminar, se le solicita a la Corte que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, que se libre oficio al Ministerio de Economía y Producción de la Nación a fin de que informe cuál es la situación de la Provincia con respecto al Programa de Unificación Monetaria y el consecuente rescate de Letras de Cancelación de Obligaciones Provinciales, implementado por las leyes nacionales 25.561 y 25.736 y los decretos nacionales nros. 957 y 1274, ambos de 2003, éste último referido al Programa de Financiamiento Ordenado de las Finanzas Provinciales.


    Embotelladoras del Atlántico S.A. (Edasa) c/ San Juan, Provincia de s/ Acción Declarativa


    E. 423, XXXVIII, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida.


    Iribarne, Gustavo c/ Federal Sedrilax Sociedad Anónima


    I. 239, XXXIX, 15 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Díaz Cisneros, Adriano c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. y otros


    D. 619, XXXIX, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Gagliardo, Osvaldo Eugenio y otro c/ Moiguer, Fernando M. y otro


    G. 3188, XXXVIII, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    González, Hugo y otros c/ Omega A.R.T - causa Nº 27.685/02-


    G. 2079, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Montalto, Ana c/ Provincia A.R.T. - causa Nº 90.404/02 -


    M. 2458, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Paz y otros c/ Provincia A.R.T. -causa  N° 119.722/02-


    P. 1754, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Quevedo, Aldo Alberto c/ La Caja A.R.T. - causa Nº 106.820/01-


    Q. 117, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Rodríguez, Juan Carlos c/ Provincia A.R.T. -causa N° 9.631/02-


    R. 1720, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Sindicato de Empleados de Comercio, Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. -causa Nº 38.487/02-


    S. 2113, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Subgerencia Médica c/ Liberty A.R.T. -causa N° 28.629/02-


    S. 2045, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Tucumán A.R.T - causa N° 88.284/01-


    S. 2037, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. -causa n° 108.059-


    S. 2042, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Unión Berkley Compañía de Seguros S.A. -causa N° 88.249-


    S. 2043, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ CNA Omega A.R.T. -causa N° 40.769-


    S. 2044, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Berkley Internacional A.R.T.- causa N° 123.282/01-


    S. 2047, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Juncal A.R.T. -causa N° 11.387/02


    S. 2048, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Instituto Autárquico Provincia del Seguro de Entre Ríos -causa N° 98.280/00-


    S. 2111, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. –causa n° 111.647/01-


    S. 2112, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Copan - causa N° 86.061/01


    S. 2114, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Copan A.R.T. SM 179/99 - causa N° 131.436/00-


    S. 2115, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Unión Berkley - causa N° 61.758/00-


    S. 2117, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Berkley A.R.T.- causa N° 40.546/01-


    S. 2118, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Inspección Berkley International A.R.T. S.A.- causa N° 40.957/02-


    S. 2209, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Dadi, Jorge María c/ Gauna, Andrea Vernónica s/ Inhibitoria


    COMP. 1075, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    M., N. G. -menor- s/ Expediente de disposición tutelar N° 14.499


    COMP. 107, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Zaballo, Ramón Clementino c/ Omega A.R.T. –causa N° 108.066/01-


    Z. 294, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    ABB S.A. c/ Transporte Almanzora s/ Amparo


    COMP. 1176, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida.


    Rito de los Santos, Julio César c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos Artículo 3 Ley 24.043 (Resolución 98-01)


    R. 541, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Salcedo - Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T - causa N° 22.960/02-


    S. 2116, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Nulidad de la subasta


    Acto administrativo irregular. Pago. Costas. Principio objetivo del vencimiento. 


    En primer lugar, cabe advertir que la Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá del grado de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.  Tal es lo que ocurre en el caso de autos, donde no obstante que la interpretación que el a-quo realiza del artículo 598, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resulta, al menos, opinable, toda vez que su texto no parece ser el de una norma imperativa, sin embargo, cabe observar por parte del juzgador, la ponderación de otros aspectos que brindan al pronunciamiento fundamentos suficientes. Así, la modificación intempestiva de las condiciones de la subasta –debidamente consignadas en el auto ordenatorio del remate y publicadas en los edictos- y la decisión de darlas a conocer en el acto mismo de la venta forzada, configuraron para el a quo una irregularidad manifiesta, máxime -sostuvo- si con ello se desconocieron derechos adquiridos por los intervinientes en el proceso, alcanzados por la preclusión procesal. También entendió -como se ha visto- que la sola presentación del recurso de apelación, debió motivar la inmediata suspensión del acto. Por otra parte, no puede dejar de advertirse, como lo hizo el juzgador, que luego de la alocución del letrado de los accionantes, nadie quiso arriesgar una inversión en una operación dudosa, situación que reconoció el mismo comprador, resultando adjudicado el bien por la base, lo que vino a significar para el deudor, según éste, la pérdida de su único patrimonio. Bien que la intervención del letrado de los actores no fue decisiva para decretar la nulidad, por cuanto de serlo estaría en serio peligro el futuro de todos los actos de tal naturaleza, el a quo tuvo en cuenta, sin embargo, que la misma fue la culminante de una serie de irregularidades que a su juicio quitaron transparencia al proceso, reflexiones que al margen del grado de su acierto o error, ponen al pronunciamiento a cubierto de la tacha de arbitrariedad que se le endilga.  Ahora bien, en cuanto a la imposición de costas, asiste razón al apelante, en orden a que la nulidad del acto de la subasta fue decretada como consecuencia de irregularidades procesales anteriores a su intervención en la causa, actos en los que el comprador no fue partícipe y, en consecuencia, la anulación no le es imputable bajo ningún aspecto. En tal inteligencia no es de aplicación el principio objetivo de la derrota.


    Alsina, Marcos A. y otros c/ Galería Da Vinci S.A.C.I.M.I. y A.


    A. 1450, XXXIX, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo


    Recurso extraordinario federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Para habilitar la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48, el pronunciamiento apelado debe ser definitivo o equiparable a esa categoría, y no revisten aquel carácter las resoluciones que permiten al recurrente reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias. Dicho principio no es absoluto, ya que admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la cuestión causando un gravamen de imposible reparación ulterior.  De ordinario, tampoco son revisables por esta vía los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden los casos que les son sometidos a su conocimiento mediante la aplicación de las normas del derecho público local, criterio que impone que el examen de la arbitrariedad invocada sea restrictivo.   El recurso extraordinario fue correctamente denegado, porque la sentencia apelada, al resolver acerca de la admisibilidad de la acción de revisión judicial de la actividad administrativa, no tiene el carácter de definitiva que requiere el art. 14 de la ley 48, mientras que, por otro lado, las recurrentes no han demostrado que aquélla pueda ser equiparada a tal o que los agravios que le causa, por su naturaleza, no podrán ser reparados posteriormente en forma oportuna y adecuada.  La ausencia de sentencia definitiva obsta a la procedencia del remedio intentado, máxime cuando las críticas que por su intermedio se pretenden someter a conocimiento de la Corte remiten al examen de cuestiones regidas por el derecho público local, materia reservada a los tribunales locales, en virtud del respeto que se debe a las autonomías provinciales.   Reiteradamente lo ha dicho la Corte, la ausencia de sentencia definitiva no se suple con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.


    Palmero, Ana Nancy y otra c/ Municipalidad de la localidad de La Toma


    P. 2622, XXXVIII, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Seguros. Doctrina de la arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto. 


    Remisión al fallo de la causa R. 94, L. XXXIV, "Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César y otros s/ Ejecución de sentencia (incidente)”.


    El recurso es procedente, pues si bien las resoluciones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio no constituyen la sentencia definitiva a la que alude el art. 14 de la ley 48, en el sub-lite la decisión es equiparable a tal por causar un agravio de imposible reparación ulterior toda vez que el recurrente se encuentra impedido, en el futuro, de replantear la aplicación al caso de la ley 17.418, el decreto 260/97 y las cláusulas de los contratos antes aludidos.  Asimismo, aunque algunos de sus agravios remiten al examen de temas fácticos y de derecho común, que son - como regla - ajenas a la instancia de esta excepcional vía, tal circunstancia no constituye óbice para su consideración con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad cuando - con menoscabo de garantías que cuentan con amparo constitucional - la decisión respectiva se apoya en argumentos que le otorgan una fundamentación sólo aparente y, en consecuencia, ineficaces para sostener la solución adoptada.


    Guzmán, Roberto Luis c/ Transportes Unidos de Merlo


    G. 3049, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Servicios de vigilancia. Compensación económica. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente, que la doctrina sobre arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales, a raíz de su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, incluso de presunciones, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. Asimismo, ha declarado el Tribunal que es improcedente el recurso extraordinario fundado en agravios que reiteren asertos ya sostenidos al cuestionar la sentencia del juez de grado, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, suficientes, al margen de su acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada.


    The First National Bank of Boston c/ 77th. Seguridad Privada S.R.L. y otros


    T. 891, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad de la ley. Sentencia definitiva. Facultades del juez. 


    La ley 25.820, dictada mientras se sustanciaba la presente queja, sustituyó el texto del artículo 11 de la ley 25.561, estableciendo la pesificación de las obligaciones de dar sumas de dinero existentes al 6 de enero de 2002, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera sea su origen o naturaleza, haya o no mora del deudor, con lo cual se modificaron las normas tenidas en cuenta por la Cámara para resolver que la legislación de emergencia no alcanzaba a las obligaciones en mora.  En tales condiciones, el actual planteo respecto de la ley 25.820, viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad, por lo cual, una decisión de la Corte sobre la constitucionalidad de la nueva ley, conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe resolución previa del Tribunal de mérito. Tal circunstancia convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal, lo que la apartaría de su expresa y estricta función constitucional en el contexto impugnatorio, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Más aún si la vía de arribo a conocimiento por el Tribunal de la presente, es la tradicional del art. 14 de la ley 48, por lo que, no siendo el recurso ordinario, las facultades del tribunal permanecen limitadas al marco extraordinario descripto en el párrafo anterior.  Consecuentemente, al carecer la Corte de competencia para pronunciarse sobre el último planteo presentado a su examen, corresponde devolver la presente causa al tribunal de origen, el que deberá expedirse acerca de la constitucionalidad de la ley 25.820, sin perjuicio de la apelación federal que oportunamente pudiere deducirse contra lo resuelto.


    Arena, Ricardo Aurelio c/ Rapetti, Hugo


    A. 1353, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Porcentaje de incapacidad. Beneficios previsionales. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    El recurso no puede prosperar, en tanto el fallo apelado halla fundamento en cuestiones de hecho y prueba y aplica pautas que la Corte sentó respecto de la materia debatida en autos, las que le prestan sustento para ponerlo a salvo de la tacha que se le endilga, y de las cuales, el interesado no se hace cargo cabalmente, como es menester.


    Astudillo, Edgardo Alberto c/ Consolidar AFJP y otro


    A. 1319, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Gastos del proceso. Costas en el orden causado. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Apartamiento de las constancia de la causa. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que procede el recurso extraordinario no obstante versar la cuestión sobre un tema procesal, costas del incidente, si la decisión recurrida se sustenta -como en la especie- en fundamentos genéricos y ambiguos que no resultan adecuados para dar base jurídica a lo resuelto, y también se aparta de las constancias de la causa.  En efecto, la manifestación del juzgador, sin apoyo en ningún elemento objetivo del proceso, en orden a que el actor pudo razonablemente creerse con derecho a reclamar; y la sola enunciación de que circunstancias particulares de la causa le permitían inferir que el perdidoso actuó sobre la base de una convicción que no resulta manifiestamente irrazonable, sin indicar cuáles fueron aquellas circunstancias particulares que lo llevaron a tal conclusión, carecen del debido rigor de fundamentación, importando una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Máxime si se tiene presente que modifica lo decidido al respecto por el juez de grado, sin que la imposición de costas hubiera sido objeto de especial agravio por parte de la vencida.   Sobre el particular, el Tribunal ha establecido que corresponde dejar sin efecto la sentencia que impuso las costas en el orden causado, apartándose del principio general consagrado por el artículo 68 del Código Procesal sin expresar motivo alguno que, en las circunstancias particulares del caso, el rechazo total de la demanda, lo justificase. Ha dicho, asimismo, que si bien el recurso extraordinario no es procedente para revisar lo atinente a la distribución de las costas del litigio, corresponde hacer excepción a ese principio cuando la sentencia se aparta, sin motivos válidos del artículo 68, segundo párrafo, en cuanto establece que para eximir de las costas al litigante vencido, deberá el juez fundamentarlo adecuadamente bajo pena de nulidad.  En tales condiciones, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, las costas del proceso deben ser impuestas al vencido en virtud del principio objetivo de la derrota, sin que se advierta razón suficiente para apartarse, en el caso, de tal principio.


    Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/ Foster Weeler Iberia S.A. Sucursal Argentina


    B. 1365, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ATC S.A. s/ Concurso preventivo


    A. 2325, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ATC S.A. s/ Concurso Preventivo - Incidente de revisión por Maciel Edgardo Javier


    A. 2341, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ATC s/ Concurso preventivo


    A. 2342, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ATC S.A. s/ Concurso preventivo


    A. 2343, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Sentencia definitiva. Desestimación del recurso. 


    El recurso interpuesto no es procedente por cuanto, como lo señalara la Corte en reiteradas ocasiones, las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos y de apremio no son susceptibles de recurso extraordinario, pues no revisten el carácter de sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48, ni el recurrente logra demostrar la imposible o tardía reparación del daño que alega sufrir, lo que hubiera permitido equipararla a tal, toda vez que sus agravios configuran meras reiteraciones contra la solución arribada por el sentenciador, sin desbaratar sus fundamentos en contrario.


    Banco Ciudad de Buenos Aires c/ Saieg, León y otros


    B. 891, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ATC s/ Concurso preventivo


    A. 2344, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Aeronaves. Hipoteca. Inscripción registral. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Existe cuestión federal que habilita la instancia extraordinaria en los términos del inciso 3° de la ley 48, toda vez que se ha cuestionado la inteligencia de una ley federal y la decisión impugnada es contraria al derecho que los recurrentes pretenden sustentar en aquélla. Corresponde, asimismo, tratar en forma conjunta los agravios relativos a la supuesta arbitrariedad del pronunciamiento en la consideración de argumentos planteados en la causa, pues a ello se imputa la directa violación de los derechos constitucionales invocados, guardando, en consecuencia, ambos aspectos, estrecha conexidad entre sí.  Los argumentos del a-quo, no son refutados mediante críticas conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, puede observarse que las quejas de la apelante, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta.


    Banco Español de Crédito S.A. s/ Aerolíneas Argentinas S.A.


    B. 1745, XXXVIII, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ATC S.A. s/ Concurso preventivo


    A. 2345, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ATC s/ Concurso preventivo


    A. 2346, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ATC s/ Concurso preventivo


    A. 2405, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ACT s/ Concurso preventivo s/ Incidente de pronto pago por Ferraroti, Alberto Luis


    A. 2932, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. N° 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    ATC s/ Concurso preventivo


    A. 2933, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 2460, L. XXXVIII, “ATC s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela”.


    Belloq, José Luis c/ ATC S.A. s/ Sumario


    B. 3601, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Hechos nuevos. Nulidad de la ley. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    A tenor de las pautas establecidas por la Corte, se debe, a efectos de pronunciarse sobre la procedencia del recurso interpuesto examinar en principio los agravios que se fundamentan en la teoría de la arbitrariedad de sentencias, pues, de resultar esos admisibles, el fallo apelado debe descalificarse.  Por otro lado, si bien el Tribunal tiene resuelto reiteradamente que las cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, así como las que se refieren a la aplicación de disposiciones de orden público y local, son ajenas, en principio, a esta vía excepcional, en el caso cabe hacer excepción a tal pauta jurisprudencial, pues por la importancia de las cuestiones debatidas en la especie, el motivo esgrimido por los jueces superiores de la provincia para soslayar el tratamiento de las cuestiones no resulta razonable.  Y no lo es, en tanto se observe que las cuestiones omitidas ponen en tela de juicio el actuar de los otros dos Poderes de Gobierno en el marco que les impone la Constitución, pues consistían en severas críticas a la forma en que se sancionó y promulgó la norma tachada de nula o inexistente, cuales son, que por contemplar "gastos" requería la aprobación por una mayoría que no se cumplió; y que su validez se ve resentida por el hecho de existir diferencias entre el texto sancionado en el recinto parlamentario y el que luego fue publicado en el Boletín Oficial con un contenido distinto más lesivo a los derechos de los administrativos, circunstancias acreditadas, además, mediante prueba agregada en la causa.  Ello pone de relieve que la negativa por parte de los jueces del Superior Tribunal de Justicia local a tratar temas que a ellos competían - y, cabe reconocerlo, resultaban relevantes para una acabada solución de la causa -, socapa del óbice procesal de que ellos habían sido tardíamente introducidas en una instancia anterior, desconoce las necesidades de acordar primacía a la verdad jurídica objetiva e impedir su ocultamiento ritual, máxime cuando la parte contraria tuvo oportunidad de responder a tales cuestiones en términos de los cuales no cabe deducir que un pronunciamiento sobre el tema pudiera causar un menoscabo a su derecho de defensa.  En consecuencia, surge nítido, que el fallo aparece teñido de un formalismo que lesiona los derechos garantizados por los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Blanco de Corsalini, Enriqueta D. c/ Instituto de Previsión Social de la Provincia del Chaco y/o Instituto de Previsión Social Seguros y Préstamos


    B. 1224, XXXVIII, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    Negocios Cinematográficos  ATC s/ Ordinario


    N. 3, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 2460, L. XXXVIII, "ATC s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela".


    Negocios Cinematográficos c/ ATC s/ Ordinario


    N. 600, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Uniones convivenciales. Matrimonio putativo. Falta de prueba. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aún cuando es facultad privativa de los jueces valorar los documentos probatorios y, por ende, desechar los que consideren irrelevantes, en el caso exorbitaron tal prerrogativa, circunstancia que se muestra en colisión con lo prescripto por el artículo 386 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, defecto que, en este tipo de contiendas, por sí solo, conlleva la descalificación del decisorio.  Dado que la interesada vio frustrada su posibilidad de acceder a un derecho de raigambre constitucional por un decisorio que carece del fundamento exigible a esta clase de actos, corresponde hacer lugar a la queja y declarar procedente el recurso extraordinario intentado y dejar sin efecto la sentencia apelada para que por quien corresponde, se dicte una nueva.


    Cerantonio, Elba Felisa c/ Estado Nacional - Estado Mayor General de la Fuerza Aérea


    C. 104, XXXVII, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Honorarios. Expropiación. Mejoras. Reformatio in pejus. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Los magistrados no están obligados a valorar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes.  Por otro lado, la Corte tiene reiteradamente dicho que incurre en reformatio in pejus el pronunciamiento que coloca a los únicos apelantes en peor situación que la resultante de la sentencia recurrida, lo que constituye una violación directa e inmediata de las garantías de defensa en juicio y de propiedad.


    Compañíia Papelera Sarandi S.A. y otro c/ Municipalidad de la Cuidad de Buenos Aires


    C. 1327, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Desestimación del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente resuelto que el remedio excepcional, no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal que constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.   La doctrina pretoriana de la arbitrariedad, al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.  En efecto, el a quo examinó los elementos reunidos en la causa. La impugnación del actor en ese sentido demuestra la discrepancia con la solución arribada más no la arbitrariedad aludida. El reproche de falta de tratamiento de la prueba producida no parece suficiente, por cuanto el material con que se cuenta evidencia que la presunción a favor de la requirente pondría de manifiesto la existencia de hechos que no resultan controvertidos, o al menos conducentes para la dilucidación de los puntos en debate, pues la cuestión principal radica en la interpretación y alcance de las circunstancias que rodearon la relación entre las partes, sin que se advierta que alguna pieza probatoria trascendente hubiese sido omitida en el examen realizado por los jueces sobre las constancias de la causa.


    Cinisi, Juan D. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales


    C. 57, XXXVIII, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Ley de accidentes de trabajo. Tope indemnizatorio. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del a quo ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  La recurrente apoya su impugnación en una afirmación errónea, pues sostiene que se la habría condenado a pagar en dólares, cuando la decisión tiene por fundamento precisamente que la obligación que vincula a la impugnante con el caso está indicada en pesos y que lo que estaría expresado en dólares sería el tope a la indemnización por incapacidad laboral derivado del sistema tarifado de la Ley de Accidente de Trabajo.  En segundo lugar, la impugnante no realiza una crítica concreta y razonada porque no se hace cargo de que la pauta en la moneda extranjera es sólo una referencia para marcar el límite reparatorio, pero nunca la obligación original que está expresada en pesos. Como bien remarcó el Procurador Fiscal ante la Cámara "la moneda extranjera fue impuesta expresamente por la ley 24.028, sólo como una pauta invariable para limitar el crédito en la estructura misma de una fórmula tarifaria"; criterio que la cámara hizo suyo.  Por último, según la paridad cambiaria a la fecha de la sentencia, la decisión no luce irrazonable, ni tampoco se evidencia que la pauta legal utilizada por el juez en el caso hubiese arrojado un resultado económico exorbitante.


    Ferreyra, Samuel c/ Empresa Línea 216 S.A. de Transporte y otro


    F. 1559, XXXVIII, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Honorarios del abogado. Regulación de honorarios. Ley vigente. 


    Tiene dicho la Corte que la validez de las regulaciones no depende exclusivamente del monto del juicio y de la escala que contemplan los aranceles profesionales, no correspondiendo sujetarse a éste en forma estricta y atender al resultado y a su proporción con los trabajos realizados cuando, de lo contrario, resultarían emolumentos desproporcionados con la índole y extensión de la labor profesional.  En cuanto al planteo sobre la aplicación del artículo 277 de la Ley de Contrato de Trabajo, modificado por la ley 24.432, estimo que no existe un desplazamiento del régimen arancelario provincial, como insinúa el juzgador, toda vez que esta legislación no avanza sobre el modo regulatorio imponiendo pautas a las Provincias, sino que establece límites de responsabilidad para el pago de las obligaciones que se devenguen de las costas, materia básicamente común, legislada por el art. 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, y que por lo tanto, tratándose de legislación vigente  -no declarada inconstitucional- los jueces no pueden dejar de aplicar invocando normativa local.


    Fox, Héctor R. c/ Siderca S.A.C.I.


    F. 420, XXXVII, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sucesiones. Acervo sucesorio. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48. Sólo debe habilitarse esta vía, cuando media un debate respecto de la jurisdicción de los tribunales argentinos o extranjeros en el asunto.  Asimismo, la Corte ha señalado reiteradamente que, para la determinación de la competencia, corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Al respecto, el demandado, no logra desvirtuar el criterio de la Alzada, toda vez que pretende establecer la competencia en base a la norma aplicable a los bienes relictos, cuando la ley argentina contiene disposiciones específicas vinculadas a qué jueces tienen competencia en materia sucesoria, invirtiendo así una regla lógica que indica que primero hay que determinar qué juez interviene, y luego éste decidirá el derecho aplicable al caso.  Dicha diferenciación es una cuestión aceptada por la doctrina, sea que se ubique el tema de la jurisdicción internacional dentro del Derecho Internacional Privado, o dentro del Derecho Procesal de extranjería.


    García Badaracco, Susana c/ García Badaracco, Ricardo


    G. 669, XXXVII, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Embargo. Resoluciones equiparables a definitiva. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan, como principio, el otorgamiento del recurso extraordinario, desde que no constituyen sentencia definitiva, requisito ineludible para su procedencia y que sólo cabría apartarse de dicha pauta en los supuestos en que aquéllas causen un agravio que, por su magnitud o circunstancia de hecho, sea irreparable.  Nada impide al apelante -ni él demuestra imposibilidad- de volver a solicitar el embargo, no obstante haber sido decretada su caducidad. En este contexto, no aparece manifiesta la excepción del mencionado principio desde que no se configura ni se demuestra la irreparabilidad del daño o la insuficiente o tardía reparación ulterior.  A falta de fundamentación y arbitrariedad - defecto que no puede atenderse sino media sentencia definitiva o equiparable a tal- sólo se desprenden discrepancias con los argumentos dados en el decisorio, todos ellos relativos a cuestiones de hecho, prueba y a la interpretación asignada a normas de derecho procesal, que no serían suficientes para habilitar el extraordinario remedio, como lo ha sostenido esa Corte Suprema.


    Instituto Provincial de Seguro de la Provincia de Salta c/ lnstituto Nacional de Reaseguro


    I. 62, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Hechos nuevos. Ofrecimiento de la prueba. Desestimación del recurso. 


    La Corte tiene dicho, de modo reiterado, que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa relativas al alcance otorgado a cuestiones de hecho y prueba, o relacionadas con la interpretación de normas procesales y de derecho común, salvo que medie un arbitrario apartamiento de las constancias comprobadas de la causa o una inequívoca y manifiesta omisión de las normas conducentes a la solución del litigio.  No se configura en el caso tal supuesto, por cuanto más allá de la concisa resolución del tribunal que remite a los argumentos del Fiscal General y finalmente confirma la decisión de primera instancia que verificó el crédito de la incidentista, se desprenden de tal dictamen, fundamentos de hecho y derecho suficientes, que más allá de su acierto o error sostienen con razones posibles la decisión y permiten rechazar la arbitrariedad que alega.  Finalmente, cabe desestimar la imputación de arbitrariedad por no atender a la invocación de hechos nuevos y abrir a prueba su acreditación, desde que, su introducción se produce en etapa e instancia inapropiada, pues de las propias manifestaciones de la recurrente surge su conocimiento muy anterior a la invocación de los hechos nuevos ante segunda instancia.


    Mazzini, Elizabeht Lidia s/ Quiebra s/ Incidente de verificación por Bonomi


    M. 3366, XXXVIII, 03 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Excepción de prescripción. Banco de datos. Indemnización. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Revocación de sentencia. 


    Si bien la doctrina del Tribunal ha planteado que es improcedente el recurso extraordinario contra las sentencias que hagan lugar a la defensa de prescripción, ya que el tema se basa en consideraciones de hecho y de derecho común y procesal propias de los jueces de la causa y no revisables por la vía del remedio federal intentado, cabe también recordar que la Corte ha dicho que lo resuelto en materia de prescripción y cómputo de su plazo admite revisión en casos excepcionales, cuando se ha omitido la consideración de elementos esenciales para la correcta dilucidación de la litis de un modo notablemente lesivo de la garantía de la defensa en juicio.  También ha reiterado, que es condición de validez de tales pronunciamientos que éstos sean fundados, circunstancia que, no se evidencia cuando la decisión no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa sobre la que se sustentó la pretensión.   Resulta oportuno señalar, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que, al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.  Cabe considerar en la misma medida, lo expuesto en cuanto a la no valoración de la prueba aportada cuando se consideró inaudible la defensa opuesta sin fundar tal postura en las reglas de la sana crítica, todo lo cual redunda en menoscabo del debido proceso y del derecho de defensa en juicio.  Las razones expuestas resultan suficientes para que el fallo en recurso sea dejado sin efecto, a fin de que otros jueces se dediquen a estudiar en plenitud las circunstancias de hecho y de derecho debatidas, y puedan ofrecer el debido basamento sobre lo que en definitiva estimen a este respecto, sin que, obviamente, el señalamiento de dicha falta de fundamentación importe abrir juicio alguno, en este estado, sobre cómo deberá dirimirse, en su aspecto sustancial, la cuestión debatida desde que ello implicaría inmiscuirse en una potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la jurisdicción federal del artículo 14 de la ley 48.


    Natalichio, Oscar F. c/ Banco Río de la Plata S.A.


    N. 131, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Formalidades procesales. Exceso ritual manifiesto. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aún cuando los agravios del quejoso remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal, ajenas –como regla y por su naturaleza- al recurso del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la vía intentada cuando, con menoscabo del derecho de defensa en juicio, artículo 18 de la Constitución Nacional, la Alzada ha desatendido los planteos de aquella que tendían a demostrar la improcedencia del planteo formulado por la actora y omitido  ponderar elementos de la causa y disposiciones legales conducentes para la correcta solución del caso.  Asiste razón al recurrente, en cuanto sostiene que la sentencia del a quo resulta arbitraria, al fundar su decisorio exclusivamente en lo normado por el artículo 310, inciso 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y omitir las prescripciones de los artículos 313, inciso 4° y 135, inciso 5° del citado código, de expresa aplicación en el sub lite.  En tal sentido, ha sostenido reiteradamente la Corte, que por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga, debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio. Por ello, refiere que no cabe extender al justiciable actividades que no le son exigibles en tanto la ley adjetiva no se las atribuya, sin riesgo de incurrir en una delegación no prevista legalmente, razón por la cual ha entendido la Corte, que cuando la parte queda exenta de su carga procesal de impulso, su inactividad no puede ser presumida como abandono de la instancia, pues ello importaría imputarle las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones legales por parte de los funcionarios judiciales responsables.  Por lo expuesto, resultan arbitrarias las consideraciones de la Alzada relativas a que el quejoso ha dejado de instar el procedimiento en las etapas procesales oportunas, desde que una vez desprendido el Inferior de su competencia, con el auto de elevación a Cámara, habría cesado su obligación procesal de impulsarlo. Más aún si no fue notificada de la medida dispuesta, no puede ésta presumir razonablemente, que la quejosa dejó transcurrir los plazos de inactividad previstos por la ley, conforme lo dispusieron los sentenciantes al decretar la caducidad de la instancia, incurriendo en un excesivo rigor formal, al resolver declarar la perención de la instancia, privando al accionado del debido proceso y defensa en juicio respecto de las presentes actuaciones.  En tales condiciones, corresponde declarar procedente la queja y el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad del pronunciamiento y dejar sin efecto la sentencia.


    Quiróz de Robles, Martha H. c/ Emebeka S.A.


    Q. 174, XXXVIII, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Insuficiencia del agravio. Desestimación del recurso. 


    Conforme lo tiene decidido la Corte, las decisiones dictadas en materia de competencia, no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que medie denegación del fuero federal, extremo que no acontece en autos, desde que la cuestión que se pretende someter a conocimiento de la Corte se vincula, de un lado, con el ámbito territorial de desenvolvimiento de esa magistratura y de otro, porque según reiterada jurisprudencia de la Corte, la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial, no reviste el carácter de aforada.  También, ha sostenido, que la ausencia de aquel requisito no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales, supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento.  En el marco de lo expuesto, los agravios respecto a la nulidad de notificación interpuesta oportunamente, devienen insustanciales al no encontrarse vulnerados derechos y garantías de raigambre constitucional. Cabe señalar, asimismo que la apelante se limitó a reiterar los términos vertidos en el recurso de apelación, sin rebatir fundadamente los argumentos con que la Alzada rechazó el referido planteo de nulidad.


    Vigliero, Dora N. c/ Unidad Ejecutora del Programa Ferrroviario Provincial


    V. 1426, XXXVIII, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Toda vez que se resolvió tener por desistida la acción civil y el derecho en que se funda y, en consecuencia, declarar extinguido el proceso en lo pertinente y dar por terminado el juicio, lo decidido torna inoficioso resolver sobre la cuestión impetrada.


    V., Mario Gustavo c/ G., Horacio Felipe y otros


    V. 1381, XXXVIII, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Accidente ferroviario. Cosa riesgosa. Responsabilidad del dueño o guardián de la cosa. Inversión de la carga de la prueba. Culpa concurrente. Sentencia arbitraria. Doctrina arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No obstante que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido, situación que se configura en el sub lite.   En efecto, la conclusión del juzgador acerca de que el accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima, y que la demandada no debe responder en virtud de la aplicación del artículo 184 del Código de Comercio, idéntico al artículo 1113 del Código Civil, carece, de manera evidente, del debido rigor de fundamentación, más aún cuando apartándose de las probanzas de autos, funda su pronunciamiento en lo decidido en una causa resuelta con anterioridad por la misma Sala, que no se condice con los hechos y pruebas aportadas a las actuaciones, omitidas expresamente por la Alzada.  Cabe recordar que sobre el tema de accidentes ferroviarios, la Corte ha dicho que aunque pudiera mantenerse eventualmente la admisión de una cierta culpabilidad de la víctima, es menester ponderar no sólo las circunstancias verosímiles que inciden en el menoscabo de todo derecho sino también aquellas que, partiendo de lo establecido por la ley para garantizar la plena seguridad a los pasajeros y de la índole de la obligación asumida por la empresa y su proyección en el campo del procedimiento, se evalúen la verosimilitud del derecho con criterio que pondere en forma adecuada la relación causal o concausal existente entre el daño y los hechos planteados. Ha establecido asimismo el Tribunal, que corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda de indemnización de daños y perjuicios derivados de un accidente ferroviario, omitiendo considerar que el convoy circulaba con las puertas abiertas..., y que la empresa ferroviaria tuvo a su alcance la posibilidad de evitar las consecuencias dañosas derivadas de la caída de un pasajero de un tren en marcha, si resulta reprochable...que el personal de la demandada no adoptara las diligencias mínimas para evitar que al ponerse en marcha el ferrocarril existiesen pasajeros ubicados en un lugar tan peligroso para la seguridad del transporte, omisión claramente violatoria de lo dispuesto en el artículo 11 de la ley 2873”.  Sin perjuicio de que no es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, cabe advertir que la Alzada ha incurrido en manifestaciones dogmáticas carentes de fundamentación y ajenas a la ponderación de la cuestión fáctica sustancial de la causa, sin haber efectuado el paralelo y proporcionado estudio de las probanzas obrantes, en particular, del accionar negligente de la demandada que condujo al Magistrado Inferior a una solución diferente, lo que importa, de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los Magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre racionalidad de la valoración efectuada, más aún, cuando el decisorio se funda en un antecedente ajeno a las circunstancias debatidas en autos.  En tal entendimiento, debe descalificarse la sentencia. Además, cabe tener presente que la Corte, en materia de accidentes ferroviarios, ha sido particularmente exigente en orden a la inversión de la carga de la prueba establecida en la norma referida respecto a los eximentes de responsabilidad objetiva que ella consagra.  En efecto, la Corte tiene dicho que los daños causados por trenes en movimiento se rigen por las previsiones del art. 1113, párrafo 2°, parte final, del Código Civil, y la culpa de la víctima con aptitud para cortar totalmente el nexo de causalidad entre el hecho y el perjuicio a que alude dicha disposición debe aparecer como única causa del daño, aparte de revestir las características de imprevisibilidad e inevitabilidad propias del caso fortuito o fuerza mayor, y ha establecido, asimismo, que, sentada la participación del ferrocarril en el accidente, no cabía exigir a la apelante la acreditación de otros extremos ni la demostración de la forma concreta en que se produjo el infortunio, ya que, al tratarse de un daño causado por "el riesgo" de la cosa (art. 1113, ap. 2°, párr. final) basta con que el afectado demuestre el daño causado y el contacto con aquella, quedando a cargo de la demandada como dueña o guardián de la misma, acreditar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder.  Desde esta perspectiva, no puede liberarse totalmente a la empresa transportista de responsabilidad por los daños causados; ello sin perjuicio de la eventual graduación de la responsabilidad que pudiere corresponder en función de la concurrencia de culpas, de encontrarse ésta efectivamente probada.  En tales condiciones, la decisión de la Alzada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a la circunstancias del caso, por lo que, al afectar las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Salcedo, Alberto c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A.


    S. 1013, XXXVIII, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Concursos. Ley de orden público. Honorarios. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto corregir sentencias emanadas de los jueces de la causa que, en el ejercicio de facultades propias, interpretan y aplican normas de derecho común o resuelven cuestiones de naturaleza procesal o de hecho, no es menos cierto que es admisible prescindir de tal criterio en el marco de la doctrina de la arbitrariedad, cuando la sentencia impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional.  En el caso se configura este último supuesto, en virtud de que la resolución impugnada desconoce, sin razón alguna, disposiciones claras y expresas de la ley de concursos, que fueron invocadas oportunamente por el recurrente y que, por su naturaleza de orden público resultaban de aplicación obligatoria en el caso, máxime cuando eran, de modo inevitable, conducentes a la solución de la cuestión planteada en autos.  Más allá de que en el caso se trate de una demanda donde la concursada es actora y por ello no es aplicable el fuero de atracción, la decisión cuestionada tenía por objeto la ejecución y percepción de honorarios regulados a los profesionales que debía abonar la actora que resultó vencida en el juicio y por ello, constituía una pretensión de naturaleza patrimonial de causa y título anterior a la presentación en concurso, y por tal motivo, sujeta al procedimiento de verificación en el proceso universal, conforme lo dispone el artículo 32 de la ley 24.522. En tales condiciones la habilitación de su cobro era una facultad exclusiva del juez del concurso en los términos y alcances del procedimiento del juicio universal, por lo que no correspondía –como ocurrió en el caso– otro tribunal dispusiera su pago.   Procede poner de relieve, asimismo, que en virtud de ello, conociendo la alzada la existencia del concurso, la intervención del síndico concursal -que representa el interés de todos los acreedores en el pedido de disposición de los fondos, devenía imprescindible y necesaria, al igual que resultara irrelevante, que hubiera mediado o no conformidad de la actora concursada, ya que ésta se encontraba alcanzada por las prohibiciones previstas en los artículos 16 y 17 de la ley 24.522 y por lo tanto, la percepción de los créditos sujeta al principio liminar de la pars condictio creditorum, aspectos éstos que fueron ignorados en la decisión apelada la que, por ello, deviene arbitraria, por defecto en la consideración de extremos conducentes a la solución del litigio e impropio tratamiento de la normativa aplicable al caso.


    Supercanal Holding S.A. c/ Samperisi, Alberto Ramón


    S. 681, XXXVIII, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Doctrina de la arbitrariedad. Insuficiencia del agravo. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente, que la doctrina sobre arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales, a raíz de su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, incluso de presunciones, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional.  Ha declarado el Tribunal que es improcedente el recurso extraordinario fundado en agravios que reiteren asertos ya sostenidos al cuestionar la sentencia del juez de grado, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, suficientes, al margen de su acierto o error para descartar la arbitrariedad invocada al respecto.  Los agravios vertidos por la quejosa contra la sentencia recurrida, que confirma la del Inferior, carecen de un sustento fáctico y jurídico, cierto y efectivo. El a quo efectuó un análisis razonable de las probanzas producidas, lo que lo llevó a confirmar el decisorio del Inferior, a cuya conclusión arribó en base a las testimoniales.  No dimana de la sentencia recurrida que el a quo se haya apartado de la aplicación de la normativa vigente, de acuerdo con los antecedentes fácticos discutidos, y la jurisprudencia de la Corte en lo que es motivo de agravios, por el contrario, de ella se desprende la razonabilidad de la solución propiciada y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    Kayer de Fornos, Elida c/ Compañía Noroeste S.A.


    K. 73, XXXVII, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


    AFIP-DGI. Devolución del expediente. Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez donde se encuentra radicada la causa. Remisión al dictamen de la causa F. 357, L. XXXVIII "Fideera Atlántica S.R.L. c/ AFIP".


    Reynoso, Pedro Alberto c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI


    R. 232, XXXIX, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Restitución de sumas de dinero. Lugar de cumplimiento del contrato. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que en ausencia de tratado, la cuestión debe dirimirse sobre la base de las normas de jurisdicción internacional en materia contractual de fuente interna, a saber los arts.1215 y 1216 del Código Civil, abren la jurisdicción de los jueces argentinos cuando el domicilio o residencia del deudor estuviere en la República Argentina o, concurrentemente, cuando el contrato de que se trate debe tener su cumplimiento en ella.  En tales condiciones y en la medida en que el debate se instala en la certeza de quién resulta la competente para dirimir la controversia, la decisión debe mantenerse en cuanto la Corte ha sostenido que -como regla general- cuando se trata de normas de jurisdicción internacional en materia contractual, la voluntad del legislador consiste en dar certeza a una pluralidad de foros concurrentes a fin de asegurar el derecho de las partes a acceder a la justicia. En ausencia de solución convencional específica, cualquier lugar de cumplimiento de las obligaciones contractuales en la República justifica la apertura de la jurisdicción internacional de los jueces argentinos.  No altera el criterio expuesto, la alegación de gravedad institucional en tanto la misma, carece de desarrollo, y no excede, por ende, de la mera afirmación dogmática en el marco de la excepcional doctrina de la Corte respecto de su admisibilidad, que exige un serio y concreto razonamiento que demuestre que manera indubitable su concurrencia.


    Sniafa SAICFEI s/ Banco UBS AG s/ Sumario


    S. 674, XXXIX, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Deudas consolidadas. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho, que en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir esa tacha, en principio deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.  Las cuestiones oportunamente propuestas por el apelante, no sólo no fueron examinadas por el a quo, sino que se resolvieron sin dar razones suficientes para su rechazo, circunstancia que afecta el derecho del impugnante, pues podrían resultar conducentes para la correcta solución del caso y, en estas condiciones, el decisorio carece de base para sustentarlo y no puede ser considerado como un acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, sin que ello implique abrir juicio acerca de las cuestiones impugnadas, ni respecto de las disposiciones legales aplicables y su eventual invalidez constitucional.


    Romero, Jorge Horacio c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos


    R. 996, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Ejecución de sentencia. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible pues lo que se encuentra en juego es el alcance del pronunciamiento dictado por el a quo en torno de la competencia de los tribunales provinciales en lo Civil y Comercial para entender en este proceso de ejecución.  Sentado ello, cabe recodar que las cuestiones de derecho procesal y público local son propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la instancia extraordinaria, al igual que la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes, por ser de índole fáctica y procesal.  Al respecto, procede señalar que la jurisdicción de los tribunales que resuelven apelaciones se encuentra limitada por el alcance de los recursos concedidos, pues de lo contrario se quitaría a las partes la oportunidad de plantear los argumentos que estimen conducentes, con mengua de las garantías constitucionales de defensa y de propiedad.  En tales condiciones, las quejas planteadas sólo traducen la mera disconformidad de la apelante respecto de aspectos procesales de la ejecución intentada, pues no se observan defectos graves  de razonamiento o fundamentación que pueda merecer amparo en la doctrina de la arbitrariedad.


    Nallar, José Alberto c/ Estado Provincial - Dirección Provincial de Vialidad


    N. 10, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Suspensión de medidas cautelares. Resoluciones recurribles. Fallos del Superior Tribunal. 


    Tiene dicho la Corte que, como resulta del art. 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la queja allí contemplada constituye un medio de impugnación sólo de decisiones que deniegan recursos deducidos para ante la Corte y que no es idóneo para cuestionar otras decisiones aun cuando se relacionen con el trámite de aquellos recursos. En estos supuestos entendió que frente a la ausencia de toda decisión denegatoria -tanto expresa como implícita- del recurso extraordinario, la queja era inadmisible por no configurar la vía procesalmente apta para obtener la revisión del pronunciamiento impugnado.   También ha expresado que el concepto de privación de justicia puede ser referido a las circunstancias en que se lo invoca, en cuanto de ellas resulte que lo decidido y apelado prive al ejercicio del derecho en debate de toda razonable utilidad y que si los tribunales pudieran dilatar sin término la decisión referente al caso controvertido los derechos podrían quedar indefinidamente sin su debida aplicación con grave e injustificado perjuicio de quienes los invocan y vulneración de su derecho de defensa en juicio.  En tales condiciones la Corte no se encuentra aún habilitada para pronunciarse en esta causa ante la necesaria intervención previa de la máxima autoridad local, que resuelva circunstanciadamente la admisibilidad o no de la apelación federal, requisito necesario para el cabal ejercicio de la que, en su caso, pudiera corresponderle conforme lo previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Colegio de Abogados de la Primera Circunscripción judicial de Corrientes s/ Plantea acción


    C. 1972, XXXIX, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Medidas cautelares contra el Estado. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando se configure un supuesto de gravedad institucional.  La Corte desde antiguo ha señalado, con relación a las medidas cautelares solicitadas en acciones meramente declarativas, que "las consecuencias que la medida de no innovar tiende a prevenir, no parecen imaginables en una acción de mera certeza que está destinada, por su índole, a agotarse en la declaración del derecho, por lo que no sería procedente decretar medidas precautorias cuya finalidad es asegurar la ejecución que es condición propia de una sentencia de condena" y respecto a los casos en los que la medida se confunde con el resultado al que se pretende arribar en el pronunciamiento definitivo que "...a lo que cabe agregar que de concretarse la medida se obtendría, por anticipado, el propósito que sólo se podría lograr con la admisión de la demanda, extremo, de por sí, inaceptable".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Incidente de Medida c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente


    G. 470, XXXIX, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Responsabilidad parental. Cuestiones de competencia. Falta de agravio concreto. Competencia nacional. Inadmisibilidad del recurso. 


    La doctrina de la Corte establece que las resoluciones que hacen lugar a la excepción de litispendencia no autorizan la apertura de la instancia a los fines del recurso extraordinario, toda vez que no ponen fin al pleito ni impiden su continuación, requisito cuya ausencia no se suple con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad de la resolución, tal como lo intentan los recurrentes.  La sentencia recurrida no tiene el carácter de definitiva, ni puede ser equiparada a tal, en cuanto se sostiene que encubre una declinación de competencia a favor del Superior Tribunal de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, dado que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de esta instancia, a "excepción de que comporten una denegación del fuero federal  y dicho supuesto no se presenta, toda vez que la resolución de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, no deniega el fuero federal, sino que, contrariamente, sostiene su procedencia, en tanto que al no tratar el agravio por el que la Ciudad de Buenos Aires cuestionó la competencia del Juez Nacional en lo Civil, mantuvo su criterio sentado con anterioridad y, al respecto, tiene dicho el Tribunal que, todos los jueces que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional.  No es ocioso recordar que el recurso extraordinario no tiene por objeto substituir a los magistrados de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia.


    Esteva, Carlos Miguel y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    E. 154, XXXIX, 05 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Medicamentos. Faltas relacionadas con la publicidad. Responsabilidad solidaria. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Al discutirse el contenido y alcances de normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  El a quo no ha examinado en su totalidad el régimen normativo atinente al caso de autos, cuando interpreta que el director técnico no es solidariamente responsable porque este aspecto no abarca totalmente su actividad -con sustento en el segundo párrafo del art. 3° de la ley 16.463- toda vez que sólo debe responder, según dijo, por la pureza y legitimidad de los productos que expende el laboratorio.  En efecto, la resolución M.S. y A.S. N° 1622/884 -que regula la publicidad y propaganda de medicamentos aprobados bajo condición "venta libre"- dispone, en lo que al supuesto de autos interesa, que "Las infracciones a esta resolución harán pasible a los titulares del producto publicitado y al Director Técnico, de las sanciones previstas en la ley 16.463". Tal disposición, es la que determina que la Ley de Medicamentos y sus decretos reglamentarios sean directamente aplicables en lo tocante a la responsabilidad -personal y solidaria- del director técnico respecto de la publicidad que se cuestiona.   Por lo demás, si bien no cabe interpretar, que de dicho plexo normativo se derive que aquél sea responsable de modo ineludible cabe poner de resalto que el citado profesional, excepto por algunas generalidades ensayadas en la apelación y en el memorial presentado no alegó circunstancia que lo eximiera de la atribución de responsabilidad en el plano subjetivo.


    Laboratorios Bagó S.A. s/ Infracción Ley 16.463


    L. 1937, XXXVIII, 23 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Pago anticipado. Honorarios del abogado. Derecho de propiedad. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones que son propias de la facultad de los jueces de la causa, en tanto remiten al análisis de cuestiones de hecho y prueba, o a la interpretación de normas de derecho común y procesal que sustentan sus sentencias, salvo que ellas se encuentren afectadas por vicios tales que los descalifiquen como actos jurisdiccionales en el marco de la doctrina de la arbitrariedad y de ello se deriven agravios irreparables a los derechos.  No se configuran estos últimos supuestos, circunstancia que autoriza a descartar la viabilidad de la queja, en atención a que el fallo que se cuestiona cuenta con argumentos fácticos y jurídicos suficientes que lo ponen al amparo de la invocada tacha de arbitrariedad.  El recurrente no logra demostrar el agravio a su derecho de propiedad, el que estaría sustentado en la no admisión de supuestos pagos parciales que le efectuara la concursada a su ex letrado y que constituirían anticipos de honorarios futuros a regular en el concurso preventivo y cuyo reclamo, según expresa, no fue atendido por el tribunal de primera instancia.  Cabe desestimar, a su vez, el agravio sobre la asignación que hace el fallo apelado, de la competencia al tribunal de la quiebra para entender en las cuestiones referidas a la legitimidad de los cesionarios del crédito integrante del activo del fallido, por similares razones a las apuntadas precedentemente, que también fueron invocada en los fallos de primera instancia y de la alzada.   Por último, tampoco tiene andamiento la impugnación referida porque es de toda evidencia que las pretensiones de los cesionarios se deben hacer valer en la quiebra, a través de la vía de verificación, o bien la validez de la cesión por la sindicatura en las acciones de ineficacia, y además, porque, el propio recurrente reconoce tal competencia y se limita a invocar la existencia de derechos propios que deben ser privilegiados y que obviamente podrá hacer valer en cualquiera de dichas acciones procesales que se puedan dar en el marco del trámite general de la quiebra.


    Sebastián Maronese e hijos s/ Concurso preventivo


    S. 307, XXXIX, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Indemnización por incapacidad. Daño por vicio o riesgo de la cosa. Favor debilis. In dubio pro operario. Reparación integral. Cuestión federal. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 673, L. XXXXVIII y P. 661, L. XXXVIII, “Ponce, Ricardo Daniel C/ Ferrosider S.A. y otro”.


    La Corte ha reiterado que si la decisión que se impugna consideró y resolvió el caso federal, resulta inoficioso todo examen respecto de la oportunidad y forma de la introducción y mantenimiento en el pleito.  En cuanto al resto del asunto corresponde remitir a los términos y consideraciones emitidas en los dictámenes referenciados.


    Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A.


    A. 2652, XXXVIII, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    El examen de cuestiones de derecho procesal local es materia propia del tribunal de la causa, y ajena en principio y por su naturaleza a la instancia del artículo 14 de la ley 48.  En el caso, no se configuró el supuesto de improcedencia de la caducidad de la instancia contemplado por el artículo 218, inciso 10, del Código Procesal local, que alude al llamamiento de autos para sentencia, pues recién a partir de la providencia que contiene el llamamiento de autos, cesa la carga de impulsar el procedimiento.


    Lazarte, Ramón F. c/ Médicos Asociados S.R.L. (Sanatorio San Lucas) y otros


    L. 1193, XXXIX, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Costas en el orden causado en ambas instancias. Doctrina de la arbitrariedad. Desestimación del recurso. 


    El principio de la Corte sostiene que las cuestiones atinentes a las costas reguladas en las instancias ordinarias son, por su naturaleza ajenas a la apelación extraordinaria, y que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en tal materia.


    Quintana, Pedro Ángel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejército Argentino


    Q. 43, XXXIX, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Honorarios. Títulos de deuda pública. Sentencia definitiva. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No obstante que la Corte ha señalado que el recurso extraordinario no procede respecto de aquellas decisiones en las que se halle en juego la interpretación y aplicación de normas de derecho común y procesal, o en procedimientos de ejecución, por carecer las que allí se dicten del carácter de sentencia definitiva, también ha admitido el remedio excepcional cuando la decisión objetada pueda provocar agravios de imposible reparación posterior, como sucede en el sub lite, donde la declarada improcedencia de la apelación restringe la defensa del recurrente y frustra el derecho federal invocado.  Cierto es que, según ha expresado la Corte, la limitación dispuesta por el legislador a la posibilidad de apelar ante la segunda instancia las sentencias dictadas en los procesos de ejecución, implica un tema de política legislativa en la regulación del proceso, ajena como regla al control de los jueces, pero no menos cierto es que ello se aplica únicamente a la "sentencia de ejecución" que, en el sub examine, se encuentra firme y consentida.  En efecto, la lectura del mensaje de elevación del que fuera el proyecto de la ley 23.658, que introdujo la restricción en debate, claramente indica que la única finalidad de la modificación en varios institutos de la ley de procedimientos fiscales fue la de “…evitar maniobras de obstrucción del accionar del organismo fiscal y de dilación del proceso de cobranza de las deudas tributarias. Ello permitirá elevar el riesgo potencial de evadir impuestos y mejorará en consecuencia el grado de conciencia tributaria y cumplimiento voluntario de la comunidad."  Con particular referencia al alcance del supuesto en estudio, reiteradamente la Corte ha dicho que la primera regla de interpretación de un texto legal es la de asignar pleno efecto a la voluntad del legislador, cuya fuente principal es la letra de la ley y en esta tarea no pueden descartarse los antecedentes parlamentarios y el mensaje del órgano que lo propone, que resultan útiles para conocer su sentido y alcance.  Asimismo, debe ponderarse que la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo que la interpretación debe evitar que se ponga en pugna las disposiciones de la ley, destruyendo las unas con las otras, y adoptar un criterio que suponga una armonización de sus preceptos.   A la luz de esos principios, mal podría argüirse que la resolución que fijó el modo de pago de los honorarios del letrado se encuentre alcanzada por los términos de la ley 11.683, que, sólo incluyen la irrecurribilidad del auto de intimidación de pago y embargo y de la sentencia que manda a llevar adelante la ejecución, razón por la cual el legislador deja a salvo “el derecho de la Administración Federal de Ingresos Públicos de librar nuevo título de deuda, y del ejecutado de repetir por la vía establecida en el artículo 81 de esta ley”.  En este estado de cosas, corresponde tener en cuenta el art. 116 de la ley de procedimiento fiscal, que preceptúa que, en todo lo no previsto en su título I, será de aplicación supletoria, en lo que aquí respecta, el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Máxime, cuando el art. 244, párrafo segundo, de dicho ordenamiento establece, con carácter general, que toda regulación de honorarios es apelable.  Consecuentemente, al resolver como lo hizo, la alzada tergiversó el significado y los términos de la norma, frustró el derecho del actor a obtener un pronunciamiento del órgano jurisdiccional y, con ello, la garantía del derecho de defensa en juicio, motivo por el cual su resolución no puede ser considerada como sentencia válida.


    Fisco Nacional Dirección General Impositiva c/ Pesquera Alenfish S.A.


    F. 214, XXIX, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Permisos de pesca. Revocación de sentencia. 


    El a quo ha prescindido de efectuar un examen integral del régimen jurídico atinente al caso de autos.  Ante todo, cabe recordar que, “en la tarea de interpretar y aplicar normas de naturaleza federal el Tribunal no se encuentra limitado por los argumentos de las partes ni por aquellos aportados por la Cámara, sino que le incumbe efectuar una declaración del punto en disputa de acuerdo con la inteligencia que él rectamente le otorgue”, circunstancia que exige examinar las disposiciones que rigen la navegación.   De acuerdo con la reglamentación, si bien es cierto que la actividad del actor no es el ejercicio de la pesca comercial, de acuerdo con la normativa, también lo es que debía, de todas maneras, por ser el capitán del buque, controlar la existencia del permiso de pesca y requerir al armador, como condición previa para operar, que presentara la totalidad de la documentación exigida por las disposiciones nacionales y provinciales vigentes.   Tales preceptos descartan el argumento del a quo dirigido a eximir de responsabilidad al capitán, al entender que su función se limitaba a "mandar" el buque porque sólo estaba habilitado para ello. Contrariamente a lo allí sostenido, esa interpretación se aparta de las normas y del propio art. 136, que le imponen, como delegado de las autoridades públicas y representante de la armadora, cumplir y hacer cumplir, para que la empresa pueda ejercer la pesca comercial en aguas territoriales, las obligaciones legales vigentes, lo cual implica tener a bordo las constancias del permiso y pago del derecho; expedido por el organismo competente.   Esta es la inteligencia que mejor recepta el principio según el cual la primera fuente de interpretación de la ley es su letra; sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de su texto.


    Ledesma, Carlos Eduardo c/ Prefectura Naval Argentina


    L. 367, XXXVII, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Según la jurisprudencia de la Corte, las decisiones recaídas en materia de competencia cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. Sumado a lo anterior la Corte tiene dicho que para la correcta deducción del recurso extraordinario es menester que, dado su carácter autónomo, se lo funde mediante un preciso y coherente relato de los hechos de la causa la materia federal en debate y de la vinculación existente entre ésta y aquellos; por lo tanto, resulta insuficiente la aserción de determinada solución jurídica en tanto ello no aparece con referencia a las circunstancias concretas y específicas del caso.


    Banco Credicoop Cooperativo Limitado c/ Filobel S.A. y otros


    B. 849, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Inhabilidad de título. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Desestimación del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es doctrina de la Corte que las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos, no son, por regla, susceptibles de tratamiento por vía extraordinaria puesto que, la decisión cuestionada, debe ser aquella que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, requisito éste cuya concurrencia no cabe obviar aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales.  El Código ritual ha previsto el medio adecuado que garantiza los derechos y defensas de las partes en debida forma, cual es la acción ordinaria posterior. Mediante este remedio procesal hábil se permite la discusión y prueba amplia de extremos como los invocados por el recurrente, pero prohibidos expresamente por la legislación para el procedimiento ejecutivo.   Por lo tanto, derivar la solución a un nuevo juicio no configura un supuesto de gravedad institucional que habilite la instancia extraordinaria, si el recurrente no demuestra que la intervención de la Corte Suprema no tuviera otro alcance que el de remediar, eventualmente, los intereses de su parte.


    Mercedes Benz Leasing Argentina S.A. c/ Brandauer y Compañía S.A.


    M. 689, XXXVII, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, regla que admite excepción en aquellos supuestos en que media denegatoria del fuero federal   u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o si lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  En el sub lite, no se configura el primer supuesto de excepción antes aludido, ni puede invocarse la afectación de una auténtica prerrogativa o privilegio federal, desde que dicha ciudad no puede ser asimilada a una provincia argentina.   La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional.


    Mihovilcevic, Antonio Luis c/ Aguas Argentinas


    M. 939, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Honorarios del perito. Impugnación de la liquidación. Aclaratoria (procesal). Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que es inadmisible el recurso extraordinario por el que se impugna una aclaratoria, pues la naturaleza procesal de la cuestión, no es encuadrable por la vía del art. 14 de la Ley 48, salvo que la materia no haya sido resuelta con fundamentos suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad. La excepción a esa regla se presenta, toda vez que la aclaratoria dictada no se limitó a sanear alguna omisión en el pronunciamiento principal sino que lo modificó, circunstancia, apta para la habilitación de la instancia.  Si bien el fallo aclaratorio debe tener como consecuencia el disipar asuntos dudosos de la sentencia, puede introducir otros que, por aparecer en ese momento, no pudieron ser impugnados sino a través de un recurso posterior a su notificación. Ha sostenido la Corte que en aquellos supuestos en que después de dictado un fallo y con motivo de un recurso aclaratorio, el tribunal dicta uno nuevo en el que examinan circunstancias no tratadas en el anterior, ese veredicto nuevo debe ser atacado por el apelante para habilitar, de corresponder, la jurisdicción de la Corte.  En el sub examine, al haberse apartado el tribunal de lo decidido con anterioridad, impide determinar el exacto alcance de lo resuelto, que con sustento en la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, exhibe una inconsistencia lógica y contradicción expresa, con el consiguiente menoscabo de los derechos contemplados en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.  Con relación al plazo fijado como punto de partida para el pago de las astreintes en sí, también se justifica la apertura del remedio federal, habida cuenta de que la alzada, en su aclaratoria, se habría apartado de criterios ya aceptados en la materia, sin considerar la finalidad propia del instituto y desnaturalizando su condición de medio de coerción.  Sobre la procedencia de la imputación conminatoria resuelta, no solo el agravio ha sido incorporado recién con la presentación directa sino que además no fue objeto de oportuno planteo.


    Montero, Abelardo - Incidente de Ejecución II de Honorarios c/ Astilleros Orthollan S.R.L.


    M. 878, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Quiebra


    Inhibitoria. Depósito judicial. Doctrina de la arbitrariedad. 


    El tribunal a-quo, incurre en arbitrariedad manifiesta, al exceder la jurisdicción atribuida por el recurso, que solo la habilitada a expedirse sobre la competencia de la justicia federal denegada por el juzgado de primera instancia y que, sin embargo, se avocó al tratamiento de la cuestión de fondo, al interpretar el alcance y aplicación de la normativa federal de emergencia en tela de juicio, con el agravante de que, al propio tiempo, confirmó la declaración de incompetencia del juez de grado.  Resulta claro que si el tribunal vino a confirmar la incompetencia del tribunal de grado para entender en el planteo, mal pudo resolver sobre las cuestiones sustanciales y, por el contrario, de entenderse que consideró que la justicia federal era la competente, no debió abordar la cuestión en litigio, sino remitir la causa a primera instancia para que entendiera en la cuestión.


    Profim Compañía Financiera s/ Quiebra


    P. 1976, XXXIX, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Período de sospecha. Crédito hipotecario. Recurso de queja. Procedencia del recurso. 


    Si bien la Corte ha dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones, relativas a la apreciación e interpretación que efectuaron los jueces de la causa de cuestiones de hecho, prueba y normas de derecho común, ha admitido excepciones a tal criterio cuando la sentencia impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional.  La ley de concursos prevé dos procedimientos para declarar la ineficacia de los actos generados durante el período de sospecha, la del artículo 119, que tramita por vía contenciosa ordinaria y la del artículo 118, donde la declaración de ineficacia no requiere de tramitación alguna y le basta al tribunal con verificar que se den los recaudos contemplados en la ley, uno de los cuales fue invocado por la sindicatura y no mereció decisión alguna del juzgador.  Por la naturaleza de la cuestión y los alcances de la decisión, el sentenciador además de indicar qué norma resultaba aplicable, debió analizar y resolver si el crédito cuestionado se hallaba o no alcanzado por las previsiones de la norma que dice aplicable y declarar, concretamente si el acto es o no eficaz, carencia que torna al fallo en una declaración abstracta.   Omite además el fallo ponderar los argumentos relativos a elementos de juicio que surgirían de un incidente de investigación que tramitó respecto del crédito cuestionado, o la alegada inexistencia de constancias que acrediten la efectiva entrega de los fondos del préstamo hipotecario, ni considera constancias que surgirían de los informes individual y general de la sindicatura en el concurso preventivo, donde se había fundamentado el carácter revocable al acto.


    Compañía Importadora de Aceros s/ Quiebra


    C. 1682, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Recurso de inconstitucionalidad


    Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha sostenido, en forma reiterada, que la declaración de inconstitucionalidad de una norma constituye la última ratio del orden jurídico, a la que solo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional, y que es un acto de suma gravedad institucional pues las leyes, dictadas de acuerdo con los mecanismos previstos en la Carta Fundamental, gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente, cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable.  En dicho contexto, los planteos efectuados por la parte, carecen de un sustento fáctico y jurídico, cierto y efectivo, al incurrir en afirmaciones dogmáticas cuando cita normas constitucionales que considera supuestamente vulneradas por el párrafo cuya inconstitucionalidad pretende, aunque sin fundamentar con el rigor que es menester por qué se configuraría dicha tacha.  Tampoco señala el quejoso los agravios y gravámenes concretos que dicha normativa le provocan que logren acreditar y demostrar en forma fehaciente, cuáles son los derechos o garantías efectivos de raigambre constitucional que vulneró el párrafo de la norma procesal, cuya inconstitucionalidad sostiene, infundadamente.  En tal sentido, cabe señalar que la Corte ha manifestado reiteradamente que la escueta y genérica alegación de la inconstitucionalidad, no es suficiente para que la Corte Suprema ejerza la atribución que reiteradamente ha calificado como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia, por lo que no corresponde a los jueces sustituir al Parlamento, dado que el control de constitucionalidad no incluye el examen de conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones, sino que debe limitarse al examen de la compatibilidad que las normas impugnadas observen con la disposición de la Ley Fundamental, consideradas éstas como un conjunto armónico, un todo coherente dentro del cual cada parte ha de interpretarse a la luz de todas las demás, evitando que la inteligencia de alguna de ellas altere el equilibrio del conjunto.


    Andrada, Roberto H. y otros c/ Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 901, XXXVI, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Síndico del concurso. Acreedores del concurso. Derecho de propiedad. Igualdad de trato. Prescripción. Estado Nacional. Política educacional. Facultades del poder legislativo. 


    Las sumas pretendidas dejaron de pertenecer al fallido, circunstancia que disipa cualquier expectativa accionar por los acreedores sobre tal activo, y ello es así, porque no se da un bien que haya ingresado al patrimonio de aquel con posterioridad en los  términos del artículo 222 de la ley 24.522, ni del remanente que hubiera quedado de su activo realizado, ya que tal supuesto presume que han desinteresados mediante el pago total y pleno los créditos de todos los acreedores presentados y reconocidos (conforme a la previsión del artículo 228 de la citada ley).  La decisión judicial de aprobación del proyecto de distribución, una vez que se encuentra firme, sustenta de manera indudable la incorporación al patrimonio de los acreedores de las sumas asignadas, y no puede pretenderse que tales derechos así abandonados o renunciados por algunos de ellos, generen su adjudicación a favor de alguien en particular, en el caso los restantes acreedores.  Desde que al igual que en otros supuestos, regulados por la ley civil, el instituto de la prescripción de los derechos presupone su abandono o renuncia por su titular, institución esta que constituye uno de los modos de: pérdida de derechos sobre un bien que es propio y su retribución, solo puede provenir de una expresa disposición legal, según surge del artículo 2606 del Código Civil.  La ley de concursos, en su artículo 224, ha establecido un plazo de prescripción o caducidad (cuya eventual irrazonabilidad sólo podría invocarse por el acreedor afectado) para que los acreedores titulares del derecho hagan efectivo el crédito reconocido y asignado mediante el cobro respectivo en el trámite del juicio universal y ha previsto que vencido el lapso para el ejercicio de la pretensión, corresponde su asignación al Estado Nacional, por tratarse de un bien vacante (art.2342) a los fines de satisfacer un interés general de la sociedad civil, es decir la de todos, incluidos los acreedores aquí pretensores, cual es la de contribuir al fomento de la educación común.  Ello descarta la inexistencia de la supuesta violación a la igualdad de trato, porque la asignación al Estado del crédito no cobrado no proviene de otorgarle un privilegio o preferencia respecto de similares pretensiones sobre algo que comparte con otros reclamantes (en el caso el activo del deudor como garantía y prenda común para la cancelación de las obligaciones de sus acreedores) sino de la disposición de la ley sobre bienes vacantes o que se han perdido para el dueño el crédito del acreedor para satisfacción de intereses generales a través de los fines públicos que persigue.  Es decir que no se trata más de un bien de la masa, sino de uno particular del acreedor del que prescribió su cobro y sobre el que carecen de todo derecho el resto de los acreedores que no son, frente a su contenido, otra cosa que terceros totalmente ajenos sin potestades de ninguna índole. De allí que asimismo no tenga entidad sus reclamos sobre la base de la igualdad de las cargas públicas.  No se verifica la alegada violación a los derechos invocada por los recurrentes, y. por el contrario, existe un ejercicio razonable de la capacidad reglamentaria del legislador, que regula de un modo socialmente justo el ejercicio del derecho sobre el dividendo concursal incorporado al patrimonio de alguien que no lo hizo efectivo.  En atención a que la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal constituye la última ratio del orden jurídico, conforme lo ha sostenido reiteradamente doctrina de la Corte y admisible, solo, cuando la regulación de los derechos, en el ejercicio de las facultades propias de los otros poderes del Estado, en el caso el Poder legislativo, contraría de modo flagrante las garantías o derechos constitucionales, supuesto que dista de presentarse en el caso, corresponde desestimar la solicitud de declaración de invalidez constitucional respecto del artículo 224 de la ley 24.522.


    Carbometal S.A.I.C. s/ Quiebra s/ Concurso preventivo


    C. 3935, XXXVIII, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Proyección Hogar S.R.L.


    B. 340, XXXVII, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Determinación del monto. Embargo preventivo. Ejecución de sentencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que las resoluciones recaídas en los procesos de ejecución de sentencia no son, en principio, susceptibles de recurso extraordinario, por no revestir el carácter de sentencia definitiva, en los términos del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice decisivo para invalidar lo resuelto cuando el tribunal provocó con su decisión un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.   Asimismo, y previo al examen de los agravios mencionados, con el objeto de determinar su potencial andamiento –según jurisprudencia reiterada de la Corte- se ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe considerarse de manera particularmente restrictiva en los casos en los que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, tal como ocurre en el sub lite.   La doctrina de las sentencias arbitrarias exige, la existencia de graves falencias o irregularidades en los resolutivos atacados, siendo necesario que produzcan una ruptura en la necesaria conexión lógico-jurídica de los temas que deciden o deben decidir, implicando con ello –al no contar con respaldo fáctico o jurídico- la lesión de garantías constitucionales tales como la defensa en juicio o del debido proceso.   Se le asiste razón a la quejosa cuando sostiene que el recurso se dirige contra un pronunciamiento equiparable a definitivo, por provocarle agravios de imposible reparación ulterior.   El Máximo Tribunal local omite los agravios que hacen al fondo de la cuestión en debate, so pretexto la falla de definitividad, de la sentencia atacada –por haber sido dictada en la etapa de ejecución-, quedando su parte en estado de indefensión y violentándose del derecho al debido proceso que le asiste, al dejar firme el anterior pronunciamiento, que apartándose de lo decidido, sostuvo el carácter condenatorio de la decisión adoptada en un incidente cuyo objetivo solo era determinación del valor de bienes embargados.   Es necesario prevalecer la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento no se vea turbado por un excesivo rigor formal, al no avocarse al tratamiento de los agravios por considerar que la sentencia recurrida no revestía el carácter de definitiva, al encontrarse en la etapa de ejecución, dejando firme un pronunciamiento que le ocasiona a la quejosa según indique un gravamen de irreparable reparación ulterior.   A partir del precedente “Di Mascio”, aún en supuestos de arbitrariedad como el presente, los casos aptos para ser conocidos por el Tribunal según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del Superior Tribunal de Provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales, no pueden vedar el acceso a aquél órgano en tales supuestos, por estimar que no reúne las notas de definitividad exigidas por el artículo 278 del Código Procesal Civil y Comercial, por el monto de la condena, por el grado de la pena, por la materia o por otras razones análogas.


    Conarges S.A. c/ Municipalidad de Avellaneda


    C. 1144, XXXVII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Recurso directo


    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Debido proceso. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Violación de la ley o doctrina legal. Admisibilidad del recurso. 


    Ha dicho la Corte, que si bien la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada, cuando conocen por vía de los recursos concedidos ante ellos, compromete sólo cuestiones de derecho procesal ajenas a la instancia extraordinaria, ese principio debe ceder cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional.  La decisión que desestimó el recurso de inconstitucionalidad -fundada en que no media una sentencia definitiva o equiparable a tal- omitió hacerse cargo de una cuestión esencial planteada claramente por la apelante, cual es que se ha denegado el fuero federal expresamente invocado por aquélla desde su primera presentación, circunstancia que, según reiterada doctrina de la Corte, equipara a definitiva la sentencia de la Cámara local.  Todo ello, pone de manifiesto que la doctrina en que se funda la resolución impugnada no se ajusta a dicha jurisprudencia ni a la desarrollada in extenso por la Corte al interpretar el alcance de la expresión "'superior tribunal" empleada en el art. 14 de la Ley 48. Al ser ello así, la sentencia del tribunal a quo debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Laguna, Guillermo Mario c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros


    L. 382, XL, 31 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Sentencia. Derecho procesal. Acción social de responsabilidad. Responsabilidad de los directores. Extensión de la responsabilidad. Responsabilidad solidaria. Debido proceso. Garantías procesales. 


    La Corte tiene dicho que procede el recurso extraordinario contra el fallo que traduce una violación de los términos en que el tema litigioso fue llevado ante los estrados judiciales, así como un apartamiento de los hechos comprobados de la causa, pues ello entraña un menoscabo a la garantía de la defensa en juicio reconocida por la Constitución Nacional.


    Gagliardo, Osvaldo E. y otro c/ Moiguer, Fernando M. y otro


    G. 3188, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Aguirre Vildozo y otro c/ Solart A.R.T.


    A. 1934, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Amor, Fiorito c/ Liberty A.R.T.


    A. 2207, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Arancibia, Miguel Ángel c/ Asociart A.R.T. - causa N° 14.545/02


    A. 2176, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Asociación Cooperativa de la Colonia de Discapacitados c/ La Caja A.R.T.


    A. 1895, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Ayala, Omar c/ Liberty Aseguradora - causa N° 35.842/00


    A. 2221, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Brito, César c/ CNA Aseguradora de Riesgos del Trabajo


    B. 2029, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Camargo, Felipe Jorge c/ Consolidar A.R.T.


    C. 2997, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Cabrera, Francisca y otra


    COMP. 211, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Guirado, Victor Marcelo y otro


    COMP. 213, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Vencimiento del plazo. Cuestión abstracta. 


    La causa se ha tomado abstracta, por cuanto ya han transcurrido los plazos estipulados por el artículo 16 de la ley 25.563, modificado por el artículo 12 de la ley 25.589 y por el artículo 1 de la ley 25.640.


    Del Hoyo, Juan Carlos c/ Rojas, Eduardo s/ Embargo


    D. 2147, XXXVIII, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Etchegaray, Juan - Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Italo A.R.T.


    E. 445, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Flamenco, Vicente c/ La Caja A.R.T - causa N° 47.751/01


    F. 1519, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Flores, Horacio c/ Consolidar A.R.T.


    F. 1548, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Froy, Cristian Walter c/ Provincia A.R.T. - causa N° 9.261/03


    F. 1518, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Gantus, Mónica S. M. c/ Provincia A.R.T.


    G. 2253, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Gerez, Guillermo Armando c/ Comisión Médica Central - causa N° 105.807/01


    G. 2264, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Huber, Roberto Daniel c/ Liberty A.R.T. - causa N° 52.837/03


    H. 9, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Industria Textil H. M. c/ Omega A.R.T. - causa N° 66.810/00


    I. 394, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Lombardi, María Teresa c/ Liberty A.R.T.


    L. 1554, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Núñez, Eduardo c/ Consolidar A.R.T.


    N. 446, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Olivera Mayer López Dure Ávila y Morales c/ La Caja - causa N° 47.749/01


    O. 588, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Crédito laboral. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Con arreglo a la teoría recursiva, torna ineficaz el remedio ejercido dado que es un presupuesto inexcusable del recurrente acreditar de su parte la concreción del gravamen que pretende revertir, desde que los jueces están solo para dirimir conflictos concretos y no para verter enunciaciones generales y abstractas; y mucho menos, para suplir los déficits de fundamentación imputables exclusivamente a la conducta discrecional de las partes. La ausencia de una demostración, ha reiterado la Corte, en el sentido de que en el caso concreto se suscita el gravamen invocado, convierte en abstracto cualquier pronunciamiento acerca de su constitucionalidad.


    Carcamo Leal, Jorge S. c/ Russo, Nicolás y otro s/ Despido


    C. 2120, XXXIX, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de alquileres. Sanciones procesales. Procedencia del recurso. 


    Asiste razón al recurrente, toda vez que la norma citada, efectivamente establece que el límite para la apelación en razón del valor cuestionado, no se aplicará en los procesos en los que se discuta la aplicación de sanciones procesales.


    Rodríguez de Tamarit, Nelly c/ Guerra, Marta Beatriz y otro s/ Ejecución de alquiler


    R. 145, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Cosa juzgada. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El pronunciamiento que hizo lugar a la excepción de cosa juzgada, es asimilable a una sentencia definitiva desde que pone fin al pleito provocando agravios de insusceptible  reparación ulterior.  No obstante que el Alto Tribunal tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, y procesal constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos en principio a la instancia excepcional del artículo 14 de la ley 48, ha hecho excepción a tal principio, cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio, o carece de la fundamentación necesaria para otorgarle validez al acto jurisdiccional.  Al respecto, la Corte en forma reiterada ha sostenido, que la autoridad de la cosa juzgada atribuida a las sentencias, no se funda en una ficción, sino en la necesidad imperiosa de poner fin a los pleitos, a los efectos de dar certidumbre y estabilidad a los derechos en litigio, como consecuencia de la tutela del Estado, ejercida por intermedio de los jueces.  La trascendencia de la cosa juzgada implica, por ende, la inmutabilidad de lo decidido y está íntimamente ligada a la seguridad jurídica representando una exigencia vital del orden público. Ella obsta a la proposición eficaz de una pretensión ya juzgada en una sentencia provista de aquella calidad.  En dicho contexto, las pretensiones de ambas causas difieren entre sí, en la primera se persigue el cumplimiento de un contrato de compraventa, y en ésta la ejecución de la sentencia que hizo lugar a la primer acción.  En tales condiciones, más allá de la íntima relación entre ambas causas, no surge que se superpongan los objetos reclamados en cada una de ellas por lo que corresponde declarar procedente el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad del pronunciamiento y dejar sin efecto la sentencia con el alcance señalado.


    Chonev Kiril Iordanov Krstev c/ Siderca S.A.l. y otro s/ Proceso de ejecución


    C. 3675, XXXVIII, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Régimen de retiros. Haber de retiro. Indemnización. Desestimación del recurso. 


    Remisión a los precedentes de fallos “Mengual” y “Azzetti”.


    Al reconocerse el derecho al "haber de retiro", fundado en la ley especial, justifica -en el caso- la aplicación de la doctrina del precedente "Mengual.  En efecto, cuando la ley militar dispone el pago de un "haber de retiro" claramente se está refiriendo a un concepto previsional y no a uno de carácter resarcitorio. Por tal motivo, se habilita el ingreso, a la esfera del derecho público, de normas del derecho común.  No existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas, cuando las leyes específicas que rigen a la institución no prevén una reparación, sino un haber de retiro de naturaleza previsional y se trata de circunstancias ajenas al combate, consecuencia de un hecho accidental que podía ser imputado jurídicamente al Estado Nacional.  Por no tratarse en el caso de un daño acaecido en acciones bélicas, y en virtud de que las disposiciones respectivas de la ley 19.101 no contemplan un régimen indemnizatorio especial, sino que tratan de haberes previsionales, no existió impedimento alguno para reclamar el resarcimiento de los daños por las normas del derecho común que rigen analógicamente a los restantes agentes de la administración.


    Chovancek, Andrés Pedro c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Accidente en el Ámbito Militar y Fuerzas de Seguridad.


    C. 394, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Patentes. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Entre las críticas del apelante, se introducen un conjunto de observaciones dirigidas a remarcar diversos defectos en la fundamentación de lo decidido. Arguye que se ha desconocido la garantía consagrada en el artículo 18 de la Ley Fundamental, pues la sentencia, sin bases serias y elocuentes, se aparta de las conclusiones de los examinadores del Instituto, sin llegar a constituir, por ende, una derivación jurídica razonable coherente con los hechos probados de la causa.  Los alcances y naturaleza de la crítica vertida y el hecho de que por la misma se cuestionen aspectos de orden fáctico hacen que ella deba apreciarse, pese a no haber sido invocada en forma expresa por la quejosa, en el marco de la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias; a la que debe estarse en primer lugar, pues de existir la citada tacha no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha. Por otra parte, si bien el auto que concede la apelación hace hincapié en la cuestión federal estricta, no formula distingos al tiempo de concederla; criterio que, por otra parte, abona la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio invocada por la quejosa en su presentación extraordinaria.   El temperamento de la mayoría de la alzada no satisface las exigencias de debida fundamentación de las decisiones jurisdiccionales y no puede, en consecuencia, convalidarse, toda vez que, situados en un ámbito de notoria complejidad técnica, en el que la autoridad con competencia específica en la materia, fundamenta un parecer exactamente opuesto al de la Sala, una conclusión diversa como la defendida exigía un esfuerzo de argumentación del que la sentencia, en este punto, a todas luces carece. Ello es así, máxime cuando el citado parecer tampoco resulta avalado por justificación alguna provista por la peticionaria o el peritaje oficial y cuando, incluso, fundados reparos al respecto eran expresados por uno de los propios integrantes de la alzada.  Lo expuesto no implica abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del tema, extremo que es potestad exclusiva de las instancias competentes en esas materias, ajenas a la vía del artículo 14 de la ley n° 48; no obstante que ello sí, en cambio, exime de considerar los restantes agravios, a la luz, esencialmente, de las disposiciones de los artículos 20 y 29 de la ley n° 24.481.


    Consejo Superior de Investigaciones Científicas c/ I.N.P.I. s/ Denegatoria de patente


    C. 1703, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ HIH Solart A.R.T. - causa N° 86.033/01


    S. 1567, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Instituto Autárquico Provincial del Seguro de Entre Ríos


    S. 2255, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El Recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Argentina de seguros Latitud Sur A.R.T.


    S. 2257, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Tomasov, Jorge Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ CNA A.R.T. - causa N° 109.157/02


    T. 872, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Toren S.R.L. - Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ HIH Interamericana A.R.T. - causa N° 72.532/01


    T. 883, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Vargas, Miguel Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Omega A.R.T.


    V. 1052, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Villalonga, María - Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 4670/03


    V. 1041, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Yrigoyen, Juan - Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Omega A.R.T.


    Y. 81, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia civil y comercial federal. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21708, desde que el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, que resolvió la contienda planteada entre magistrados nacionales de primera instancia.


    Ledesma, Mario Santos c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. y otros s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 543, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En razón de lo dispuesto por el artículo 43 primer párrafo del decreto 1285/58, texto según ley 24.290, y teniendo en cuenta que, de acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, la relación jurídica que invoca la parte actora se encontraba –ab-initio- regida por leyes de naturaleza civil, la presente causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Montenegro, Elsa E. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 2162, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Además, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Morales, Adriana B. c/ Vadell, Eduardo M. s/ Ejecución hipotecaria


    M. 1720, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Honorarios. Denegatoria del recurso. 


    El juzgador cumplió con los recaudos necesarios para fundar adecuada y minuciosamente su prescindencia de las escalas arancelarias, condición que constituyó el requerimiento esencial del dictamen de esta Procuración al que remitió el fallo de la Corte.


    Municipalidad de Buenos Aires c/ Establecimientos Industriales Febo s/ Daños y perjuicios


    M. 509, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Publicación periodística. Daños y perjuicios. Indemnización. Derecho de réplica. Prescripción. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Previo a examinar el fondo del asunto, conforme lo ha establecido el Tribunal, cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal, tales como la inteligencia de cláusulas de la Constitución Nacional y de tratados internacionales incorporados a la misma, y la decisión impugnada es contraria al derecho que los recurrentes pretenden sustentar en aquéllas, y de otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.  En lo relativo a la prescripción del pedido de rectificación, el tiempo para la prescripción comenzó a correr desde la publicación, sólo para el reclamo de los eventuales daños que habría provocado dicha noticia. La rectificación en cambio, se pidió en virtud de haber obtenido el actor una sentencia absolutoria y, por lo tanto, aún admitiendo la prescriptibilidad de este reclamo, el cómputo de su término debe comenzar desde el dictado de aquélla, pues con anterioridad no existía pronunciamiento alguno que exculpara al hoy apelante del carácter que pretende rectificar.  Consecuentemente, en este aspecto del cálculo del tiempo de la prescripción para el reclamo de la rectificación, la sentencia resulta arbitraria, sin que ello signifique abrir juicio sobre la procedencia de dicho reclamo ni sobre el contenido de su eventual publicación.  En cuanto al examen de las manifestaciones a la luz de la doctrina "Campillay", de la atenta lectura de las mismas, no surge el empleo del modo potencial que le atribuye la Cámara.   En cuanto al empleo del modo potencial, la Corte ha señalado que su verdadera finalidad estriba en otorgar protección de la doctrina a quien se ha referido sólo a lo que puede (o no) ser, descartando toda aseveración, o sea acción de afirmar y dar por cierta alguna cosa. No consiste solamente en la utilización de un determinado modo verbal (el potencial) sino en el sentido completo del discurso, que debe ser conjetural y no asertivo. Si así no fuera, bastaría con el mecánico empleo del casi mágico "sería" para poder atribuir a alguien cualquier cosa, aun la peor, sin tener que responder por ello.  En tales condiciones, las manifestaciones antes señaladas, como también dice el precedente recién citado han importado formular aserciones que, por lo antes expresado, no están incluidas en el marco tutelar de la doctrina "Campillay".


    Pavlovsky, Ernesto c/ Editorial Atlántida S.A. s/ Daños y perjuicios


    P. 113, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Monto de la indemnización. Actos de servicio. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    No existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas o de seguridad -ya sea que su incorporación haya sido voluntaria o consecuencia de las disposiciones sobre el servicio militar obligatorio- cuando las normas específicas que rigen a las citadas instituciones no prevén una indemnización sino solo un haber de retiro de naturaleza previsional.


    Wallingre, Jorge Ramón c/ Estado Nacional Argentino - Ejército Argentino - Ministerio de Defensa s/ Daños y perjuicios


    W. 3, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Honorarios. Sentencia no firme. 


    En virtud de lo dispuesto por el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y el art. 6, inciso c y concordantes de la Ley de Aranceles de Abogados y Procuradores, expedirse sobre los agravios sería prematuro ya que la decisión de fondo de los autos principales, no se encuentra firme.


    Reef Exploration Inc. c/ Compañía General de Combustibles S.A.


    R. 744, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 2191, L. XXXIX, “Aban, Miguel Rodolfo c/ San José de Pocoy S.A. s/ Interdicto de recobrar posesión”.


    San José de Pocoy s/ Cuestión de incompetencia por vía de inhibitoria


    COMP. 91, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Concesión errónea del recurso. 


    Resulta aplicable al sub-lite la tradicional doctrina de la Corte con arreglo a la cual las cuestiones de competencia no habilitan la jurisdicción del artículo 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, principio que sólo admite excepción en los asuntos en que mediare denegación del fuero federal.  Dicha excepción no se configura en la especie, puesto que, si bien el Juez Federal se declara incompetente, tal denegatoria no es en contra de quien tiene el derecho de invocar el fuero de excepción, esto es, el demandado vecino de una provincia extraña a aquella en la que se suscitó el pleito.


    Scarpello, Wilfredo G. c/ Club Atletico River Plate y otros s/ Cobro de pesos


    S. 2305, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Bravo, Rodolfo c/ CNA causa N° 25.165/02


    B. 2362, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Macias, Ricardo Francisco c/ Provincia A.R.T. - causa N° 4.638/03


    M. 2698, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Martínez Prieto, Mario c/ La Construcción A.R.T.


    M. 2747, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Morales Torres y Lumbia c/ Solart A.R.T.


    M. 2746, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Plustec S.A. c/ Liberty A.R.T. - causa N° 9.617/02


    P. 1975, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Prieto, Edgardo Ivo c/ La Caja A.R.T. - causa N° 58.871/00


    P. 1973, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Sandino, Mario Fernando c/ Consolidar Aseguradora


    S. 2342, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Subgerencia Médica c/ Liberty Aseguradora


    S. 2323, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Subgerencia Médica c/ Boston Aseguradora


    S. 2333, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Subgerencia Médica c/ Instituto Autárquico Provincia Seguro Entre Ríos


    S. 2334, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Mapfre A.R.T. - Expediente 10.464/00


    S. 1157, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Ibero A.R.T. - Expediente N° 10.458/00


    S. 1158, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T.


    S. 1159, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Interacción A.R.T.


    S. 116, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. - causa 95.510/00


    S. 1160, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T - Expediente 31.813/02


    S. 1161, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Asociart A.R.T. - Expediente 34.845/02


    S. 1168, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Solar A.R.T. - Expediente 66.261/00


    S. 1170, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T.


    S. 1171, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - Expediente 40.748/02


    S. 1172, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T.


    S. 1174, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Solar A.R.T. – Expediente 60.246/00


    S. 1175, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención A.R.T.


    S. 1176, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - Expediente 36.844/00


    S. 1177, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. Expediente 108.060/01


    S. 1178, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - Expediente N° 108.067/01


    S. 1180, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Productores de Frutas A.R.T. - Expediente 38.476/02


    S. 1181, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - Expediente N° 66.800/02


    S. 1182, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T.


    S. 1183, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Juncal A.R.T. - Expediente 72.554/01


    S. 1199, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Segunda S.R.T.


    S. 1200, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar Aseguradora


    S. 1201, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Juncal Aseguradora


    S. 1203, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar A.R.T.


    S. 1204, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - causa 110.969/01


    S. 1205, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Federación Patronal


    S. 1206, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Solart/HIH A.R.T. - Expediente 14.539/02


    S. 1207, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Juncal A.R.T. - Expediente 115.690/01


    S. 1208, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Interacción A.R.T. - Expediente 43.987/01


    S. 1209, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Juncal Aseguradora


    S. 1210, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención A.R.T. -  Expediente 108.072/01


    S. 1211, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Meridional Compañía Argentina de Seguros S.A.


    S. 1212, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Victoria A.R.T.


    S. 1213, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ CNA A.R.T. - causa 25.177/02


    S. 1215, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de la Pampa c/ Mosca, Amalia Dominga


    B. 461, XXXVII, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Honorarios. Préstamo bancario. Arbitrariedad de sentencia. Gravamen irreparable. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que si bien es cierto que el recurso  extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones que son propias de la facultad de la jueces de la causa, tales como las que se refieren a cuestiones de hecho y prueba, o a la interpretación de normas de derecho común, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio, cuando la decisión impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional en los términos y alcances de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    Banco de la Nación Argentina c/ Giambenedetti Hermanos


    B. 3353, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de la Pampa c/ Chagas, Raúl Casimiro y otro


    B. 467, XXXVII, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty Aseguradora


    S. 1216, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T.


    S. 1244, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención A.R.T. - causa N° 77.565


    S. 1245, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty Aseguradora


    S. 1247, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T.


    S. 1248, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Chirino, Cristián Darío c/ La Segunda A.R.T. S.A.


    C. 451, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención A.R.T.


    S. 1308, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Correa Dos Santos, Nelson c/ Liberty A.R.T.


    C. 416, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar A.R.T. - causa 108.804/01


    S. 1406, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Omega A.R.T.


    S. 1408, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T.


    S. 1409, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - Expediente 75.310/01


    S. 1532, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Berkley A.R.T. - Expediente 131.440/00


    S. 1535, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Omega A.R.T. - Expediente 137.240/01


    S. 1537, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 31.821


    S. 1538, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Holando A.R.T. - causa N° 14.555/02


    S. 1540, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Segunda A.R.T. - causa N° 136.597/99


    S. 1542, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. - Expediente 79.400/01


    S. 1544, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Holando A.R.T. - causa N° 43.980


    S. 1545, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - Expediente 40.547/01


    S. 1548, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Ibero Platense compañía de Seguros S.A.- 63.242/00


    S. 1549, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Juncal - causa 38.772/01


    S. 1550, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Segunda A.R.T. - Expediente 8.472/02


    S. 1551, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Italo Argentina A.R.T.


    S. 1562, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 90.394/02


    S. 1563, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Victoria A.R.T.


    S. 1565, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T.


    S. 1568, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/  Productores de Frutas Argentinas


    S. 1570, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Boston A.R.T.


    S. 1571, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Solart A.R.T. - causa N° 73.788/00


    S. 1573, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ HIH A.R.T. - causa N° 21.998/02


    S. 1595, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa 21.998/02


    S. 1672, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 7.208/03


    S. 1790, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. - causa N° 38.438/02


    S. 1791, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención - causa N° 9.633/02


    S. 1797, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - Expediente 4.713/03


    S. 1852, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Responsabilidad Patronal A.R.T. - causa N° 8.476/02


    S. 1862, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - causa N° 131.437/00


    S. 1863, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Gallardo, Rodolfo - Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Construcción A.R.T.


    G. 308, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - causa N° 40.733/02


    S. 1866, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - causa N° 106.464/01


    S. 1869, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Federación Patronal A.R.T. - causa 86.012/01


    S. 1970, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Victoria A.R.T.


    S. 2007, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El Recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T.


    S. 2211, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Holando A.R.T.


    S. 2212, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El Recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Asociart A.R.T.


    S. 2213, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Boston A.R.T.


    S. 2252, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T.


    S. 2253, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El Recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T.


    S. 2256, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 7.204/02


    S. 2296, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Berkley Internacional A.R.T - causa N° 4.670/03


    S. 2297, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Buenos Aires Compañía Argentina de Seguros S.A. - causa N° 7.212/02


    S. 2298, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención S.A. - causa N° 78.832/00


    S. 2299, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención aseguradora


    S. 2321, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Copan Aseguradora


    S. 2322, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El Recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Buenos Aires Compañía Argentina


    S. 2335, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Argentina


    S. 2336, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Luz Aseguradora


    S. 2337, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Asociart Aseguradora


    S. 2339, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T.


    S. 284, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/  Productores de Frutas Argentinas Cooperativa de seguros limitada


    S. 36, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ HIH  Interamericana A.R.T. S.A.


    S. 37, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Interacción A.R.T.


    S. 38, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar A.R.T. S.A.


    S. 39, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Patronal A.R.T. - causa N° 7.203/03


    S. 64, XL, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Pereyra, Daniel B. c/ La Segunda A.R.T.


    P. 301, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Sánchez, Ramón – Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Juncal A.R.T. S.A.


    S. 335, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Federación Patronal Cooperativa de Seguros Limitada


    S. 83, XL, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos de Trabajo c/ C.N.A. Omega A.R.T.


    S. 330, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T.


    S. 332, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T.


    S. 334, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. - Expediente Nº 2.501/98


    S. 1162, XXXIX, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Buenos Aires A.R.T. - Expediente 112.370/01


    S. 1164, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - expediente N° 90.338/02-


    S. 1179, XXXIX, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención A.R.T. - causa N° 131.410/00


    S. 1531, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Meridional Compañía de Seguros -Expediente 63.247/00-


    S. 1533, XXXIX, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención A.R.T. - causa Nº 4.702/03


    S. 1536, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgo del Trabajo c/ La Construcción A.R.T. - Expediente N° 137.256/00


    S. 1541, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Copan Cooperativa Seguros Limitada - causa Nº 38.505


    S. 1543, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Omega A.R.T. - causa N° 60.237/00


    S. 1569, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención – causa n° 65.098/00


    S. 1596, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ HIH Interamericana A.R.T. - causa Nº 83.451/00


    S. 1787, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Buenos Aires Compañía Argentina de Seguros - causa N° 8.815/03-


    S. 1792, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención - causa N° 11.900-


    S. 1796, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar A.R.T. S.A. - causa N° 47.605/00


    S. 1865, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Berkley - causa N° 66.251/00


    S. 1867, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Sierra -Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. - causa N° 49.157/02


    S. 1967, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Sánchez, Alejandro – Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T.


    S. 53, XL, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Juncal A.R.T.


    S. 281, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar A.R.T.


    S. 282, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Interacción A.R.T.


    S. 285, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ C.N.A. Omega A.R.T.


    S. 286, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Prevención A.R.T.


    S. 287, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ HIH Interamericana A.R.T. S.A.


    S. 288, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T.


    S. 331, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ HIH Interamericana A.R.T.


    S. 333, XL, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Liberty A.R.T. - causa N° 13.759


    S. 1566, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ MAPFRE - causa N° 121.644/00-


    S. 1561, XXXIX, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 7.199/03


    S. 1564, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 31.838/00


    S. 1574, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 9.629/02


    S. 1592, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar A.R.T. - causa N° 9.260/03


    S. 1594, XXXIX, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. – causa N° 29.955/02


    S. 1601, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 108.065/01


    S. 1671, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Victoria A.R.T. - causa N° 54.336/00


    S. 1673, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Meridional A.R.T. - causa N° 7.270/03-


    S. 1784, XXXIX, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. - causa N° 40.549/01


    S. 1785, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - causa N° 108.070/01-


    S. 1786, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar A.R.T. - causa N° 59.900/00-


    S. 1794, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Omega A.R.T. - causa N° 54.315/00


    S. 1795, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - Expediente. N° 22.971/02


    S. 1850, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Además, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Zunino, María Antonia y otros c/ Núñez y Cavanna S.A.


    Z. 102, XXXIX, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, al no haber oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción. Ninguna de las excepciones a la regla de la definitividad se presenta en el sub lite, toda vez que la Cámara Federal de Apelaciones provincial, que no hizo lugar a la inhibitoria formulada por la demandada, no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal. Por el contrario, el pronunciamiento apelado sostiene la continuidad de la competencia de ese fuero y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- a la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y, por consiguiente, la demandad quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado.


    Ahorristas del Banco del Chaco S.A. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Inhibitoria


    A. 2659, XXXVIII, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Improcedencia del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, regla que admite excepción en aquellos supuestos en que media denegatoria del fuero federal  u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o si lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  En el sub lite no se configura el primer supuesto de excepción antes aludido, ni puede invocarse la afectación de una auténtica prerrogativa o privilegio federal, desde que dicha ciudad no puede ser asimilada a una provincia argentina.   La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional. Por ello, corresponde declarar improcedente el recurso extraordinario interpuesto, por no revestir el fallo recurrido el carácter de sentencia definitiva.


    Consorcio Torre X Castañares 4XXX Barrio Cardenal Samore Piso 1° G c/ Comisión Municipal de la Vivienda


    C. 1830, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 3808, L. XXXVIII, "Monterisi, Ricardo Domingo c/ Banco Central de la República Argentina s/ Incidente de ejecución de sentencia".


    Monterisi, Ricardo Domingo c/ Banco Central de la República Argentina s/ Incidente de ejecución de sentencia


    M. 3809, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189; L. XXXIX, “Salguiera, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”.


    Ballesteros, Elva Gladis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medidas cautelares


    COMP. 175, XL, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por muerte. Aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte destacó que atento al estado de liquidación de Ferrocarriles Metropolitanos S.A. y al principio de unidad de la hacienda estatal, aunque el proceso liquidatorio no haya finalizado y formalmente la empresa recurrente conserve su personalidad, a los fines de decidir la cuestión en examen, no es razonable distinguir entre los bienes de la entidad apelante y los del Estado Nacional si quien responde por las deudas de aquélla es, en definitiva, la Nación misma. En consecuencia, concluyó el Alto Tribunal que era aplicable a la recurrente el régimen de ejecución de sentencias previsto en el art. 22 de la ley 23.982.


    Von Dem Bussche Haddenhausen, Rosa María c/ Ferrocarriles Argentinos Línea Mitre (ramal Tigre) y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 122, XXXIX, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Revocación de sentencia. 


    Precedente de Fallos: 323: 3398.


    El a quo, prescindió de las normas que regulan el caso de naturaleza federal, toda vez que, la demandada se encuentra comprendida en el art. 2° de la ley 23.982.  La Corte ya se ha expedido sobre el particular, donde destacó que, atento al estado de liquidación de Ferrocarriles Metropolitanos S.A. y al principio de unidad de la hacienda estatal, aunque el proceso liquidatorio no haya finalizado y formalmente la empresa recurrente conserve su personalidad, a los fines de decidir la cuestión en examen, no es razonable distinguir entre los bienes de la entidad apelante y los del Estado Nacional si quien responde por las deudas de aquélla es, en definitiva, la Nación misma. En consecuencia, concluyó el Alto Tribunal que era aplicable a la recurrente el régimen de ejecución de sentencias previsto en el art. 22 de la ley 23.982.


    Pizarro Larilo, Enrique y otro c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. s/ Daños y perjuicios


    P. 2248, XXXVIII, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Cuestiones procesales. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional.  En tales condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal que por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica la apertura de esta instancia de excepción, máxime cuando la índole del asunto no demuestra que se encuentren en juego las instituciones fundamentales que se pretende salvaguardar mediante el recurso del art. 14 de la ley 48.


    Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    P. 1971, XXXIX, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Rechazo in limine. Legitimación procesal. División de poderes. Cuestión política. Agravio concreto. Revocación de sentencia. 


    El art. 43 del texto constitucional reconoce expresamente, como legitimados para interponer la acción expedita y rápida de amparo, a sujetos potencialmente diferentes de los afectados en forma directa -entre los que se encuentran las asociaciones- por el acto u omisión que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiestas, derechos reconocidos por la Constitución, un tratado o una ley, entre otros, los de incidencia colectiva.   Así, esta Procuración General ha sostenido que la reforma constitucional de 1994 amplió el espectro de los sujetos legitimados para accionar, que tradicionalmente se limitaba a aquellos que fueran titulares de un derecho subjetivo individual.  Se configura un caso contencioso en los términos del art. 116 de la Constitución Nacional y del art. 2° de la ley 27, para suscitar la jurisdicción, cuando existe un perjuicio concreto y actual derivado de la norma cuestionada.  Por otro lado, la Corte ha señalado que la competencia del tribunal de apelación se encuentra acotada por los agravios contenidos en los recursos concedidos y la prescindencia de tal límite lesiona las garantías constitucionales de propiedad y de defensa en juicio, situación que, torna descalificable al pronunciamiento como acto jurisdiccional.


    Mujeres por la Vida - Asociación civil sin fines de lucro - Filial Córdoba c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación s/ Amparo


    M. 970, XXXIX, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Por aplicación de la doctrina del Tribunal que indica que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, resulta inoficioso que el Tribunal se pronuncie en esta causa.


    Establecimiento Forestal El 5 S.A.F.A c/ Banco de la Nación Argentina y otros s/ Medida cautelar


    E. 160, XXXIX, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Banco Central de la República Argentina. Honorarios. Sentencia definitiva. 


    El criterio sentado por la Corte exige abstenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los emolumentos cuya consolidación se controvierte y no la de la fecha de su regulación o de previsión presupuestaria.


    Finber Compañia Financiera S.A. (en liq.) c/ Banco Central de la República Argentina


    F. 93, XL, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Declaración de inconstitucionalidad. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El pronunciamiento resulta descalificable en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, habida cuenta de que la falencia en el estudio de los antecedentes que obran en las actuaciones, conducen a una resolución que solo se sustenta en la voluntad del juez que lo dictó y no en la colisión efectiva de derechos sometida en forma de caso a su decisión.  La posibilidad -otorgada a los agentes fiscales- de librar bajo su firma mandamiento de intimación de pago y eventualmente embargo, cumpliendo las condiciones y requisitos fijados por los párrafos 8° y 9° del art. 92 de la ley 11.683, implica una cuestión de política legislativa en la regulación del proceso, extremo que, en principio, queda excluido del control por parte de los jueces, toda vez que el derecho de defensa en juicio es, como todo otro derecho, susceptible de una razonable y adecuada reglamentación por parte de los Poderes del Estado.  Por otra parte, reiteradamente ha dicho el Tribunal que la declaración de inconstitucionalidad de una norma constituye un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico y que se encuentra a cargo de quien invoca una irrazonabilidad, la alegación y prueba respectiva.  Desde esta óptica, los planteos del demandado, dirigidos a fundar la inconstitucionalidad, configuran agravios meramente conjeturales.  Por último, ha reiterado el Tribunal que las normas resultan irrazonables cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran o cuando consagran una manifiesta iniquidad y que, en consecuencia, los jueces deben inclinarse a aceptar la legitimidad si tienen la certeza de que expresan, con fidelidad, la conciencia jurídica y moral de la comunidad. No corresponde juzgar el acierto o conveniencia del medio arbitrado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones para alcanzar el fin propuesto, pues el control de constitucionalidad que incumbe a los jueces excluye tal examen. En consecuencia, cualquiera sea el acierto de la modificación introducida por la ley 25.239 al trámite de expedición de mandamientos librados en el proceso de ejecución fiscal regulado por el art. 92 de la ley 11.683, aspecto ajeno al control de constitucionalidad, lo decisivo radica -como queda dicho en que no se ha demostrado la concreta violación de las garantías constitucionales invocadas.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Mailcorp S.A. s/ Ejecución fiscal


    F. 993, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez s/ Daños y perjuicios”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Guglielmone, Horacio y otros s/ Prescripción adquisitiva


    G. 1995, XXXIX, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. 


    Remisión al dictamen de la causa M.31, L.XXXVII, "Molina Alejandro Agustín c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios".


    Migoya, Carlos Alberto c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    M. 341, XXXVI, 06 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de las causas Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” y Comp. 1344; L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Pérez Fernández de Bustelo, María Aurora y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1043, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Benavente, Jorge Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 610, XL, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Facultades de la alzada. 


    En autos no se halla configurado una controversia que habilite la intervención de la Corte por aplicación del artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    Feito, Daniel s/ Incidente de competencia por declinatoria (En autos: Simonelli, M. T. s/ Concurso preventivo Expte. 45.368)


    COMP. 766, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    La Corte debe resolver cuestiones de competencia sólo cuando no media un superior común entre los tribunales en conflicto, conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada “de que dependa el juez que primero hubiese conocido”.


    Freiberg, Marcelo A. y otra c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 346, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Emergencia financiera. Pesificación. Reforma legislativa. Superior Tribunal de la Causa. 


    La ley n° 25.820, dictada en circunstancias en que se substanciaba el presente remedio, sustituyó el texto del artículo 11 de la ley n° 25.561, estableciendo la pesificación lisa y llana de las obligaciones de dar sumas de dinero existentes al 06 de enero de 2002, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera que sea su origen o naturaleza, haya o no mora del deudor, con lo cual se modificaron las reglas tenidas en cuenta por la alzada para resolver que la legislación de emergencia no alcanzaba a las obligaciones en mora.  En tales condiciones, el actual planteo respecto de la ley 25.820 viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad antes que el eventual complemento de la materia recursiva.  Por lo expuesto, una decisión de la Corte sobre la regularidad constitucional de la nueva ley conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe una resolución previa del tribunal de mérito; extremo que, a su turno, convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal, lo que la apartaría de su expresa y estricta función en el ámbito recursivo, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Lo anterior, más aún si se advierte que la senda de arribo a conocimiento por el Tribunal de la causa es la tradicional del artículo 14 de la ley n° 48 y no la del recurso ordinario de apelación.  Consecuentemente, al carecer la Corte de competencia para fallar sobre el último planteo presentado a su examen, corresponde devolver las actuaciones al tribunal de origen, el que deberá expedirse acerca de la constitucionalidad de la reciente ley n° 25.820, sin perjuicio de la apelación federal que oportunamente pudiera deducirse contra lo resuelto.


    Ibarra, Mario H. F. y otro c/ Empresa Almirante G. Brown S.R.L. y otro s/ Despido


    I. 89, XXXIX, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Facultades de la alzada. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Pelozo, Ramón Miguel y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Seguro de vida obligatorio


    COMP. 648, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Piedrabuena, Gregorio c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Seguro de vida obligatorio


    COMP. 647, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social la causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar, su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Juncal A.R.T. - causa N° 39.707/00


    S. 1789, XXXIX, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Cobro de sumas de dinero. Caducidad de instancia. Impulso procesal. Inactividad procesal. 


    Cuando la movilización de una causa está pendiente de una actividad propia de la Cámara, mas no lo es menos que al extenso lapso transcurrido sin que medie actividad alguna de la parte interesada torna lo decidido por el tribunal a quo una decisión posible al abrigo, desde que el hecho de mediar incumplimiento de una medida dispuesta por el juzgador no purga la extensa inacción del recurrente.


    Tabolango c/ I.P.V. s/ Cobro de australes


    T. 1029, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Circunstancias sobrevinientes. Reforma legislativa. Ley vigente. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Más concretamente aun, ha precisado que, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender, también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.  Situados en este marco, en materia de ejecuciones hipotecarias, se advierte que ha sido promulgada la ley 25.798 y su decreto reglamentario N° 1284/2003, que instrumentan un sistema de refinanciación hipotecaria. Asimismo en materia de emergencia pública y reforma del régimen cambiario, se ha dictado la ley 25.820, la que, en una de sus previsiones, sustituye el artículo 11 de la ley N° 25.561.


    Maygide, Sandra y otros c/ Castillian S.A.


    M. 1885, XXXIX, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Contratos. Actualización monetaria prohibida. Intereses. Obligaciones accesorias. Ley arancelaria. Aplicación de la ley. 


    En relación con la naturaleza jurídica de la transacción, la interpretación del a-quo adhiriendo a la doctrina que sostiene que se trata de un contrato, y que dada su relatividad, no es oponible a quienes no participaron en ella, no es refutada por los recurrentes mediante críticas conducentes para poner en evidencia una falta de fundamentación en el decisorio. Los agravios de los apelantes sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador sobre cuestiones de derecho común y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido.   El Tribunal ha dicho que lo acordado por la adora con otros codemandados en lo que hace al monto del juicio no resulta oponible a los letrados de la parte que no tuvo intervención en dicho acuerdo, y asimismo, ha dejado sin efecto decisiones que acordaron eficacia vinculante para el profesional, a un convenio donde no tuvo intervención, en desmedro de la aplicación de normas expresas de derecho sustancial y con menoscabo del derecho a la justa retribución.  En cuanto al reproche por violar la indexación prohibida por la ley de convertibilidad, la sentencia determinó la base regulatoria refiriéndola al monto reclamado en la demanda estimado a la fecha de su presentación, pero ello no habilita que se devenguen intereses hasta la fecha de su efectivo pago. La Corte tiene dicho que no deben acumularse los intereses al capital al efectuar la regulación de honorarios, ya que la condena por intereses reviste un carácter accesorio y constituye una contingencia esencialmente variable y ajena a la actividad profesional.   Ello sin perjuicio de advertir que el juzgador se limitó a fijar los honorarios, sin efectuar manifestación alguna acerca de una eventual indexación o aplicación de intereses, razón por la cual no existe un gravamen actual y este agravio resulta meramente conjetural.   Respecto del artículo 4° de las condiciones generales de la póliza, se ha visto que establece para el pago de honorarios un tope de 30% del capital de condena o de la suma asegurada, lo que resulte menor. Dicha cláusula deviene inaplicable al caso de autos, desde que no existe capital de condena por no haberse dictado sentencia. Además, no se explican las razones por las cuales las cláusulas de la póliza debieran tener preeminencia sobre las disposiciones de la ley de aranceles.   La sentencia, no obstante decir que resulta aplicable el artículo 20 de la ley de aranceles, luego no lo aplica, desde que omite tener en cuenta que dicha norma en su último párrafo, establece que el monto del proceso – que sirve como base regulatoria-, en ningún caso podrá ser superior a la mitad de la suma reclamada en la demanda. Es por ello, que el pronunciamiento resulta contradictorio, razón por la cual, no puede constituir un acto jurisdiccional válido.


    Coronel, Martín Fernando c/ Villafañe, Carlos Agustín y Universidad Nacional de Tucumán


    C. 1283, XXXIX, 11 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión de antecedentes


    Solicita remisión de actuaciones para mejor dictaminar.


    Bonato, Carlos c/ Cilsa Mutual Integral de Servicios


    B. 867, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Remuneración


    Reducción salarial. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. 


    En orden a verificar las condiciones requeridas para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, cabe recordar que, como criterio general, es ajeno a la instancia extraordinaria el examen de temas regidos por el derecho público local, cuya decisión corresponde a los tribunales provinciales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, aunque tal principio no es absoluto, pues admite excepción cuando el fallo apelado adolezca de arbitrariedad.   Sobre tales bases, el recurso fue correctamente denegado, ya que por su intermedio el apelante pretende que la Corte revise la decisión del Superior Tribunal provincial acerca de temas de hecho y prueba y sobre cuestiones que integran el derecho público local, en ambos casos resueltos con fundamentos suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad invocada.   Las críticas del apelante solo traducen su disconformidad con la forma en que el a quo resolvió temas extraños al remedio federal que intenta, al mismo tiempo que revelan una apreciación diferente sobre el criterio de selección y evaluación de los extremos aportados a la causa, así como de la interpretación asignada a las normas que rigen el caso, pero sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, falta de fundamentación o irrazonabilidad de las conclusiones a las que llegó la Suprema Corte de Justicia provincial y, por ello, la queja no puede ser admitida.   Por otra parte, no corresponde aplicar la doctrina de la arbitrariedad cuando el tribunal ha expresado fundamentos fácticos que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentar sus conclusiones, y si las impugnaciones propuestas sólo traducen discrepancias con el criterio de selección y valoración de las pruebas aplicado por la alzada, pues aquella doctrina no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido.


    González, Rafael Humberto y otros c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza


    G. 490, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Restitución de sumas de dinero


    Resoluciones equiparables a definitiva. Cosa juzgada. Prescripción. 


    En el presente fallo se incurre en argumentaciones contradictorias que lo descalifican como acto jurisdiccional, pues al expedirse sobre la posibilidad de impugnar nuevamente las decisiones sobre prescripción y cosa juzgada, cuya recurribilidad ya se había negado con fundamento en que aún no había recaído la sentencia final del proceso, se afirma ahora que tales cuestiones nunca adquieren definitividad, ni aún cuando se dicte la sentencia final del pleito.


    Comisión Liquidadora de la quiebra de Toledo Ríos c/ Banco de San Juan S.A. s/ Inconstitucionalidad


    C. 4038, XXXVIII, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo de mercaderías


    Contrato de transporte. Transporte de carga. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Defectos en la fundamentación normativa. Procedencia del recurso. 


    El tema de la atribución de responsabilidad a la demandada en el transporte de mercadería  remite al examen de cuestiones de derecho común, así como que se proyecta sobre aspectos vinculados con la carga de la prueba en el supuesto de caso fortuito o fuerza mayor invocado  y con los alcances atribuidos a los hechos con los que se decidió, en definitiva, que la situación resultaba imputable a título de culpa en los términos del art. 176 del Código de Comercio, de modo que no podía cobijarse en aquella eximente. Por lo demás, se observa que las críticas del quejoso sobre estos puntos, sólo traducen discrepancias con argumentos no federales del decisorio, sobre temas vinculados con materia que es exclusiva de los jueces de la causa y no son propios del recurso extraordinario.   Aun cuando los agravios remitan a cuestiones ajenas a la instancia del art. 14 de la Ley 48, la Corte también tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida, y por tanto el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  Los defectos de la sentencia de la alzada por ausencia de ponderación de elementos de prueba que hacen a la cuestión fáctica sustancial de la causa, importan, de por sí, una actividad que dista de constituir lo que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriman al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes.  La discusión estriba en la determinación del valor del daño. Dicha pauta está vinculada con la calidad y cantidad de mercadería sustraída, todo lo cual no aparece claramente demostrado, a lo que se suma la falta de acreditación de carta de porte detallada, con una adecuada individualización de la mercadería transportada cuyo valor se persigue.  El fallo en recurso debe ser dejado sin efecto, a fin de que otros jueces se dediquen a estudiar en plenitud las circunstancias de hecho, prueba y las cuestiones de derecho de esta causa, para que puedan ofrecer el debido basamento sobre lo que en definitiva estimen al respecto, sin que obviamente, el señalamiento de defectos de fundamentación que antecede, importe abrir juicio alguno sobre cómo deberá dirimirse el conflicto, desde que ello implicaría inmiscuirse en una potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la jurisdicción federal del art. 14 de la ley 48.


    A.J. Boston S.A. c/ Ferrocarril Mesopotámico General Urquiza S.A. s/ Faltante y/o avería de carga de transporte terrestre


    A. 2631, XXXVIII, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Seguridad social


    Incapacidad laboral. Examen de salud. 


    Dado que de la evaluación médica surge que el grado de minusvalía que afectaba al actor alcanzaba el 70%, y que, en razón de ello, “no se encuentra en condiciones de aprobar un examen preocupacional en el mercado de trabajo actual, ante un intento de su reubicación laboral”, circunstancias ambas no rebatidas por la contraparte, cabe hacer lugar a la queja, al recurso extraordinario y dejar sin efecto la sentencia apelada.


    Etchepare, Alejandro Omar c/ ANSES


    E. 107, XXXV, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Transporte aéreo


    Cobro de sumas de dinero. Pesificación. Inconstitucionalidad. Recurso extraordinario. Cuestiones de hecho y prueba. Insuficiencia del agravio. 


    Los reclamos de la actora remiten casi con exclusividad al examen y apreciación de hechos y pruebas de la causa, así como a la aplicación de normas de derecho procesal, común y local, materias que resultan ajenas al examen, el cual debe circunscribirse a las de índole federal.  Pese a que, por el contrario, sí reviste tal carácter federal el planteamiento referido a la inconstitucionalidad de la ley local 9.235 y la proyección modificatoria del reclamo en virtud de la ley nacional 25.561, tampoco es admisible, pues aparece fundado tan solo en su genérica alegación cuando, de acuerdo con reiterada doctrina de la Corte, la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como la última ratio del ordenamiento jurídico, cuya procedencia requiere que el pedido pertinente tenga un sólido desarrollo argumental y contar con fundamentos de igual carácter.  Y, si bien es cierto que la Corte admitió la posibilidad de que los jueces declaren de oficio la inconstitucionalidad de las leyes, no se reúnen aquí los recaudos exigidos en el precedente como para considerar legítimo el ejercicio de tal facultad.  Igual conclusión merecen las referencias a la ley 25.561, cuya inconstitucionalidad o inaplicabilidad al caso ni siquiera fue planteada.


    American Jet S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de y/o quien resulte responsable s/ Cobro de pesos


    A. 1066, XXXVI, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen

  


  
    Capítulo IX



    Derecho Procesal Constitucional


    Accidente de trabajo


    Incapacidad laboral. Monto del juicio. Ley sobre riesgos del trabajo. Inconstitucionalidad. Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Desistimiento del recurso. 


    El apelante cuestiona la razonabilidad del criterio explicitado por la ad quem sobre la determinación de la indemnización a favor del actor en concepto de daño material y moral, la cual se basa en una fórmula logarítmica de empleo reiterado en el fuero laboral, en cuanto se refiere al perjuicio material; ya una ponderación del nivel de ingresos del actor, la evolución de las lesiones emergente de las historias clínicas, la incapacidad resultante y los perjuicios extrapatrimoniales presuntivamente aparejados, en lo que toca al daño moral.  Tal crítica no puede prosperar ya que, tratándose la debatida de una cuestión no federal, atañe al quejoso, en el marco de la arbitrariedad alegada, dejar en evidencia el yerro inequívoco de lo decidido, desde que la referida tacha es incompatible con la existencia de argumentos no federales opinables, demostración que no se advierte.  La quejosa si bien discrepa con el parecer de la alzada, no patentiza, sin embargo, conforme es menester, defectos en la motivación de envergadura tal como para suscitar la invalidación jurisdiccional de lo decidido -particularmente, que los parámetros utilizados resulten inicuos, contrastándolos, además, con otras alternativas posibles-; máxime situados en el contexto de una doctrina que no tiene por objeto transformar a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de naturaleza excepcional en los que ostensibles deficiencias lógicas del razonamiento, desaciertos u omisiones de gravedad extrema o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo como la "sentencia fundada en ley" a que se refiere la Constitución Nacional.  Se agravia también la quejosa de la liberación de responsabilidad respecto a las co-demandadas Telefónica de Argentina S.A. y Dycasa S.A., sustentada en primer lugar, en lo dispuesto por el artículo 32 de la ley 22.250 y, en segundo, en que ausente la obligación de satisfacer las cargas cuya inobservancia les es reprochada, no existe base para hacerles extensiva la responsabilidad en los términos del artículo 1074 del Código Civil.  Situados en el marco de la excepcional doctrina sobre las sentencias arbitrarias, la quejosa se limita a esgrimir su discrepancia con el fallo y a replantear agravios expuestos con anterioridad, lo que no alcanza para rebatirlo; tanto más, ubicados en un plano como el de la solidaridad, en el que la Corte requirió la comprobación rigurosa de los presupuestos legales de aplicación, frente a las graves consecuencias que derivan de la extensión de la responsabilidad a terceros en principio ajenos a la relación sustancial.  Amén de no evidenciarse su pertinencia a la luz del sustento principalmente extracontractual de la condena, el planteo constitucional referido al artículo 32 de la ley 22.250, formulado recién en oportunidad de deducir el remedio federal, se trasunta tardío.  Por último, recrimina la actora la condena en costas derivada del rechazo de la demanda deducida contra Telefónica de Argentina y Dycasa, así como la fijación de los honorarios de la representación letrada de dichas partes.  Al respeto ha reiterado la Corte que las cuestiones referidas a los honorarios regulados en las instancias ordinarias y a las bases adoptadas para tal fin, así como la interpretación y aplicación de las normas arancelarias, son, en virtud de su carácter fáctico y procesal, materia ajena al recurso extraordinario, al igual que lo referente a la distribución de las costas; siendo, además, que la aplicación de la doctrina pretoriana sobre la arbitrariedad de sentencias es particularmente restringida en la materia, teniendo en cuenta que las reglas que rigen las regulaciones confieren amplio margen a la razonable discrecionalidad de los magistrados judiciales.  La quejosa discrepa con la ponderación de la alzada -quien, a su tiempo, decidió un extremo no federal, en línea con un conocido plenario en la materia de la justicia del trabajo y con jurisprudencia de la Corte Suprema, en sentido contrario al esgrimido por el peticionario- sin acreditar, como es menester, el insoslayable equívoco en el que habría incurrido la ad quem al decidir el tema.  El anterior señalamiento, no obstante, no alcanza a justificar que se haya soslayado, al regular los honorarios de las representaciones letradas de las co-demandadas Telefónica y Dycasa, dar cuenta de la preceptiva de los artículos 38 de la Ley Orgánica -última parte- y 277 de la Ley de Contrato de Trabajo, en la redacción de la 24.432, sin proporcionar razones para ello; extremo que torna al pronunciamiento falto de sustento en este punto.


    Fernández, Isidoro M. c/ Asemp S.A. y otros


    F. 1441, XXXVIII, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Afectación de derechos y garantías constitucionales. 


    La Corte sostiene que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son revisables en la instancia del artículo 14 de la ley n° 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva; máxime cuando, lo objetado refiere a honorarios. También ha dicho que tal doctrina no puede aplicarse de manera irrestricta en circunstancias en que el escrito impugnativo contiene una crítica que resulta suficiente para cubrir las exigencias legales al respecto, o cuando, sobre la base de un injustificado ritualismo, se afecta el derecho de defensa en juicio; o la resolución frustra la vía utilizada por el recurrente sin el sustento idóneo suficiente, afectando la garantía reglada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Poma Cerruna, David P c/ Rossi, Carlos y otro s/ Accidente de trabajo


    P. 541, XXXVII, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción autónoma de nulidad


    Actos jurídicos. Falsedad ideológica. Entes autárquicos. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho que corresponde a la justicia federal y no a la provincial entender en las causas en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte, máxime respecto de las causas en las que pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco de la Nación Argentina, de acuerdo al Art. 116 de la Constitución Nacional y a lo dispuesto por el Art. 27 de la ley 21.799, que opera como norma específica sobre lo normado genéricamente en el código ritual. Solución que no se ve modificada por la circunstancia que la entidad nacional haya sido citada como tercero.


    Servio, Natalia S. c/ Angiorama, Juan C. y otros s/ Acción autónoma de nulidad de juicio


    COMP. 1520, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa relativas a la apreciación de cuestiones de hecho, o discutir la interpretación que efectúan sobre las normas de derecho común y procesal que fundamentan sus sentencias, salvo que el decisorio incurra en omisiones graves o de tal entidad que habiliten su descalificación como acto jurisdiccional.  En el presente caso no se configura tal supuesto, en virtud de que tanto la sentencia de primera instancia como la de la alzada, tienen fundamentos suficientes para desestimar la acción autónoma de nulidad promovida y los agravios del apelante respecto de tales decisiones, en los respectivos recursos, al igual que en el presente remedio extraordinario, se limitan a insistir y sostener su opinión discrepante respecto del alcance dado por los jueces a cuestiones de naturaleza procesal, en el proceso ejecutivo.   El recurrente se limita a cuestionar aspectos tales como la apreciación del trámite probatorio seguido en el proceso de ejecución, sin hacerse cargo de los argumentos esenciales que sostienen el rechazo de la acción de nulidad, como es la improcedencia de la vía elegida para revisar la sentencia de dicho proceso, y la existencia de cosa juzgada tenido en cuenta por los jueces para rechazar la presente acción.   La acción de nulidad, no tiene por objeto, acreditar o probar lo que supuestamente no fue admitido en el proceso ejecutivo, sino demostrar que el trámite del proceso ejecutivo estaba viciado.


    Espínola, Miguel A. c/ Formofin S.A. Compañía Financiera y otros s/ Acción autónoma de nulidad


    E. 480, XXXVIII, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo


    Remisión al dictamen de la causa S. 96, L. XL, "Santiago Dugan Trocello S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ amparo".


    Santiago Dugan Trocello S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía


    S. 1771, XXXIX, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ amparo".


    Caputo, Leonardo Jorge y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo - Ley 16.986


    C. 1364, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ amparo".


    Chieches, Mauricio Edgardo y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    C. 2292, XXXIX, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ amparo".


    Donnari, Silvina M. y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo - Ley 16.986


    D. 579, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Ley provincial. Intervención federal. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Constitución Provincial. Reforma de la constitución. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad que la acción de amparo tramite en la instancia originaria de la Corte siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, ya que, de otro modo, en tales ocasiones, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional.  En principio, cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que ésa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las primeras, con la prerrogativa jurisdiccional al fuero federal que le asiste al segundo, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional.   No obstante, para que ello suceda es forzoso que ambos sean parte en el pleito tanto nominal como sustancialmente, sin que sea suficiente para cumplir esos requisitos la sola voluntad de los litigantes, en tanto tal carácter debe surgir del examen de la realidad jurídica que se invoca, pues de otro modo quedaría librado al resorte de aquéllos la determinación de la competencia originaria de la Corte, siempre que pudiesen encontrar un mínimo punto de conexión que les permitiese vincular al Estado Nacional con las provincias.  En ese orden de ideas, es dable poner de resalto que dicha competencia, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a casos no previstos.  El acto que origina el pedido de amparo al órgano jurisdiccional es local.  Sobre el punto, es jurisprudencia asentada de la Corte aquella que señala que los actos de los interventores federales en una provincia, no pierden su carácter local en razón del origen de la investidura de dichos funcionarios, aun cuando éstos son representantes directos del Gobierno Nacional, respecto del cual asumen la condición de agentes. Es decir, que no son funcionarios de las provincias, pues sustituyen a las autoridades locales y ejercen las facultades que la Constitución Nacional, la provincial y las leyes respectivas les reconocen y la Corte así lo ha considerado, incluso, cuando se impugnaron actos de suma gravedad, tales como decretos de un Interventor Federal de remoción de magistrados locales.   Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub lite, desde que el actor impugna el mencionado acto local por ser contrario al orden jurídico provincial y, en particular, al procedimiento que prevé la Constitución provincial para su reforma.  Tal fundamento impide que el pleito tramite ante los estrados del Tribunal en instancia originaria, porque para resolverlo será necesario examinar normas y actos provinciales (entre ellos, la ley 6667 y la Constitución provincial), interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, sin perjuicio, claro está, de que las cuestiones federales que también puedan comprender esa controversia sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del art. 14 de la ley 48.  No modifica esta conclusión la invocada violación de normas constitucionales, toda vez que, tal como se presenta el tema en autos, se trata de un planteamiento conjunto y no exclusivamente federal, requisito éste que desde siempre ha exigido la Corte para la procedencia de esta instancia cuando una provincia es parte.  Toda vez que el amparista también dirige su pretensión contra el Estado Nacional, al atribuirle responsabilidad por los actos de su delegado, quien se habría excedido en las facultades que le confirió la ley de intervención 25.881, procede estudiar, siempre desde la óptica antes señalada, si dicho planteo puede ser sustanciado en esta instancia.  La materia que intenta someter a conocimiento de la Corte -exceso de facultades del interventor y examen sobre el alcance de la intervención dispuesta por una ley del Congreso Nacional, esto es, un conflicto sobre el ámbito de las competencias-, aun cuando pueda ser de naturaleza federal, excluye la participación de la provincia co-demandada y, en tales circunstancias, tampoco podría tramitar en esta instancia.  El propósito del actor de dirigir su amparo contra el Estado Nacional y contra la Provincia adolece de una insalvable contradicción, toda vez que, por un lado, pretende que el primero se haga responsable por la conducta del interventor y, por el otro, al mismo tiempo convoca a la segunda a esta instancia sobre la base de sostener que "la intervención no ha suspendido la autonomía de la provincia de Santiago del Estero como titular de derechos, centro de imputación del accionar y por lo tanto llamada a estar en juicio en esta causa".  Esta forma de demandar tuvo como única finalidad suscitar la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, con desconocimiento de la doctrina antes citada en cuanto a que ella no depende de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales y supone, necesariamente, la exclusión de uno de los aquí co-demandados como parte sustancial en el pleito.   La Corte desde antiguo tiene dicho que la acción de amparo es un remedio excepcional cuyo objeto no es obviar los trámite legales ni alterar las jurisdicciones vigentes, así como que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.


    Zavalía, José Luis c/ Santiago del Estero, Provincia de y Estado Nacional s/ Amparo


    Z. 236, XL, 10 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. Competencia nacional. 


    Inexistencia de contienda.


    La contienda fue dirimida por la alzada del tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1258/58.


    Berthelemy de Saizieu, Michel y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1954, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia civil y comercial federal. 


    La contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido, conforme lo dispuesto por el Art. 24,  inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    Filardi, Jorge Osvaldo c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 2021, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. Competencia nacional. 


    Inexistencia de contienda.


    La contienda fue dirimida por la alzada del tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1258/58.


    Jiménez, Germán H. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1620, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil. Competencia nacional. 


    Inexistencia de contienda.


    La contienda fue dirimida por la alzada del tribunal que previno, conforme lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1258/58.


    Losada, Nilda c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1717, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia civil y comercial federal. Competencia nacional. 


    La contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido, conforme lo dispuesto por el Art. 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    Ortiz, Stella Maris c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo y otro s/ Amparo


    COMP. 2022, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    La contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    Rena, Luis Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP. 2093, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII,  “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”; y a los fallos de las causas Comp. 418, XXXVIII, “Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”


    López, Miguel Enrique Ricardo c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo


    L. 1566, XXXIX, 12 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramita en ésta instancia, siempre  que se verifiquen las hipótesis que surjan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley  16.986.  La cuestión radica en determinar si en autos se dan dichos requisitos previstos en el art. 117 de la Constitución Nacional, entre ellos, que una Provincia participe normalmente en el pleito –ya sea como actor, demandada o tercero- y esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.   La materia del pleito se rige por el derecho público local, toda vez que se trata de la reducción de los haberes de un beneficio –derivado de una relación de empleo público local-, que proviene de un acto emanado de una autoridad local, lo que impide la sustanciación del proceso ante la Corte.   La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictiva e insusceptible de extenderse.


    Pardo, Jorge Raúl c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    P. 610, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. Control de la Administración pública. Falta de legitimación para obrar. 


    El fin y las consecuencias del control encomendado a la Justicia sobre las actividades del órgano ejecutivo y legislativo suponen que este requisito de la existencia de "controversia judicial" sea observado rigurosamente para la preservación del principio de división de poderes. Es por tales motivos que el art. 2° de la ley 27 preceptúa que la Justicia nacional nunca procede de oficio y solo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos cuando es requerida a instancia de parte. Así lo entendió invariablemente la Corte Suprema al decir que si para determinar la jurisdicción de la Corte y de los demás tribunales de la Nación no existiese la limitación derivada de una contienda entre partes, el Superior Tribunal dispondría de una autoridad sin contralor sobre el Gobierno de la República.  El ejercicio de la función jurisdiccional requiere que los litigantes demuestren la existencia de un perjuicio de orden personal, particularizado y concreto y, además, susceptible de tratamiento judicial. Más aún, la incorporación por el art. 43 de intereses de incidencia colectiva a la protección constitucional no enerva la exigencia de que el afectado demuestre en qué medida su interés concreto, inmediato y sustancial se ve lesionado por un acto ilegítimo o porqué existe seria amenaza dc que ello suceda para viabilizar la acción dc amparo  Tiene dicho la Corte Suprema que el de ciudadano es un concepto de notable generalidad y que su comprobación no basta para demostrar la existencia de un interés especial o directo, inmediato, concreto o sustancial que permita tener por configurado un caso contencioso, como así también expresó que, como regla, un daño es abstracto cuando el demandante no puede expresar un agravio diferenciado respecto de la situación en que se hallan los demás ciudadanos y tampoco puede fundar su legitimación para accionar en el interés general en que se cumplan la Constitución y las leyes.  Admitir la legitimación en un grado que la identifique con el generalizado interés de todos los ciudadanos en el ejercicio de los poderes de gobierno, deformaría las atribuciones del Poder Judicial y que la protección de los ciudadanos es el tipo de influencia que en una democracia debe ser utilizada ante las ramas del gobierno destinadas a ser sensibles frente a la actitud de la población, modalidad de naturaleza política a la que es ajeno el órgano jurisdiccional.  La Corte ha resuelto reiteradamente que la acción de amparo es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta frente a las cuales los procedimientos ordinarios resulten ineficaces y cuando la eventual invalidez de un acto o su omisión requiere una mayor amplitud de debate y prueba, requisitos cuya demostración es imprescindible para la procedencia de aquélla. Este criterio no ha variado con la sanción del nuevo art. 43 de la Constitución Nacional, pues reproduce el art. 10 de la ley 16.986, e impone idénticos requisitos para su procedencia conforme sostiene la Corte Suprema, el amparo procede para hacer cesar un acto ilegítimo o arbitrario o para conjurar una omisión de iguales características, extremos que no se configuran en autos, pues el conjunto de antecedentes arrimados impide concluir, desde mi punto de vista, que la autoridad aeronáutica haya incurrido en una conducta omisiva que torne procedente la acción, ya que, a través de ésta se pretende obtener el acceso a determinada información que, en principio, dicha autoridad no está legalmente obligada a entregar.  La institución del amparo no tiene por finalidad otorgar a los tribunales un método para supervisar el actuar de los organismos administrativos, ni para controlar el acierto o error con que ellos desempeñan las funciones que la ley les encomienda, sino la de proveer un remedio rápido y eficaz contra las arbitrariedades de sus actos cuando lesionan en forma manifiesta e irreparable los derechos y garantías reconocidos por la Ley Fundamental.


    Monner Sans, Ricardo c/ Fuerza Aérea Argentina s/ Amparo


    M. 2975, XXXVIII, 14 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva. Falta de atribución recíproca.


    En el sub lite no se encuentra configurada ninguna de las situaciones a habilitan la apertura de la instancia de excepción, puesto que el a quo precisamente, ordenó la remisión de las actuaciones a la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal. En caso de que este último fuero, eventualmente, también se inhibiera de entender en la causa, recién en esa oportunidad la Corte tendría que emitir un pronunciamiento al respecto para dirimir el conflicto, en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Acevedo, Jorge Eduardo c/ Poder Ejecutivo


    A. 1415, XXXIX, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Deudas consolidadas. Facilidades de pago. LECOP. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Art. 4° del decreto 1004/01. Art. 24 de la Ley 11.683.


    El Administrador Federal se encuentra facultado para impartir normas generales obligatorias para los responsables y terceros, en las materias en que las leyes autorizan a las AFJP a reglamentar la situación de aquellos frente a la administración y, en especial, a dictar normas obligatorias en lo referido a los modos de percepción de los gravámenes, así como la de los pagos a cuenta, anticipos, accesorios y multas.   Y, como acertadamente lo resalta la demandada, el art. 24 de la ley 11.683 faculta a la AFIP  a desistir de las disposiciones relativas a la percepción previstas en las leyes si ellas no resultan adecuadas o eficaces para la recaudación o la perjudicasen, disponiendo otras formas y plazos de ingreso.   La conjunción de las atribuciones conferidas por el art. 24 de la ley 11.683 y el art. 7° del decreto 618 con las expresamente delegadas en el caso por el art. 1° de la resolución n° 377/01 de la Secretaría de Hacienda evidencian que el Administrador Federal actuó sin exceder sus facultades legales, al fijar el modo de percepción de los planes de facilidades concedidos por ese organismo, desistiendo, a tal efecto, de la posibilidad de cancelarlos mediante el empleo de LECOP.   Tiene dicho la Corte que, la acción de amparo no constituye el remedio eficaz para dejar sin efecto una decisión de autoridad competente, adoptada en ejercicio de sus atribuciones legales.  Por otra parte, tampoco puede afirmarse que la resolución dictada por el titular del organismo administrativo sea manifiestamente ilegítima o arbitraria requisito básico para la procedencia del amparo, toda vez que debió adoptarse pues el sistema de débito directo requerido para la cancelación del régimen de facilidades implementada por el decreto 93/00 no permitía el empleo de LECOP.   Esta motivación impide, tachar de arbitraria a la decisión administrativa atacada, máxime cuando tal modalidad de cancelación fue condición para gozar de los beneficios de un régimen de inequívoco privilegio, del cual sólo disfrutan los sujetos incorporados al mismo.   En tales condiciones, cuando la ley establece una condición a cargo del beneficiario, teniendo en cuenta, precisamente, dicha situación de privilegio, cabe exigir por parte de éste el estricto cumplimiento que aquélla supone, por cuanto la opción elegida resulta una circunstancia deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.  Esto evidencia, que en la mecánica de la Ley 11.683 la simple "recepción", por parte del organismo recaudador, del formulario de pago presentado por el contribuyente no importa otorgar "recibo de pago" del tributo así autodeclarado, sino que el contenido de este documento queda sujeto al posterior control del organismo, quien podrá no sólo cuestionar la exactitud de lo declarado y pagado sino incluso rechazar lo abonado en forma impropia e intimar directamente su cancelación, según la facultad conferida por el Art. 14 de la ley ritual tributaria.  En el sub judice difiere sustancialmente de la situación analizada en Fallos: 167:5; 209:213; 237:556, donde el Fisco había otorgado un “recibo de pago” en virtud del cual el deudor se liberaba de su obligación y el ente recaudador quedada desprovisto de todo medio legal para reclamar nuevamente el cumplimiento de aquélla.


    Angarola, Alfredo Eduardo c/ AFIP – DGI y/o Estado Nacional s/ Amparo


    A. 2809, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Contratos bancarios. Jurisdicción y competencia. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Jueces naturales. Interpretación y aplicación de la ley. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Ley de orden público. Discrepancia del recurrente. Procedencia del recurso. 


    Si bien las decisiones dictadas en materia de competencia son insusceptibles de ser revisadas por la vía del recurso extraordinario por tratarse de cuestiones de índole procesal, cabe apartarse de dicho principio general cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente, supuesto que se encuentra configurado en el sub lite, toda vez que el pronunciamiento de la Cámara importa la remisión de las actuaciones al juez provincial que considera competente.  El art. 6° de la ley 25.587 dispone la competencia de la justicia federal en los procesos judiciales en que se demande al Estado Nacional, a entidades integrantes del sistema financiero, de seguros o a mutuales de ayuda económica en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras que pudieran considerarse afectados por las disposiciones de la ley 25.561 y sus normas reglamentarias y complementarias. Por su parte, el art. 8° establece que los recursos que se hubieran presentado en virtud del art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y estuvieran pendientes de decisión a la fecha de entrada en vigencia de la ley, serán remitidos por la Corte Suprema a las cámaras de apelaciones correspondientes a los efectos de que los resuelvan, según el procedimiento previsto por los arts. 4° y 5°.  Contrariamente a lo que sostiene el a quo, la aplicación de la ley 25.587 a este proceso y la consecuente remisión de las actuaciones a la Cámara Federal de Apelaciones no pueden considerarse violatorias de la garantía de juez natural.  La Corte tiene dicho que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aun en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes y que nadie puede alegar un derecho adquirido a ser juzgado por un determinado sistema adjetivo, pues las leyes sobre procedimiento y jurisdicción son de orden público, circunstancia que resulta compatible con la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional, siempre que no se prive de validez a los actos procesales cumplidos ni se deje sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes anteriores. Por ello, de mantenerse la postura contraria, se vedaría al legislador la posibilidad de crear, reformar o suprimir remedios procesales al alcance de los particulares para que pudieran reclamar por sus derechos de un modo más eficaz. Máxime cuando las medidas fueron adoptadas por el Congreso Nacional en el marco de una grave situación económica que condujo a dictar una serie de normas que, a su vez, dieron origen a numerosos procesos tendientes a obtener su declaración de inconstitucionalidad.  En tales condiciones, no parece admisible descalificar desde el punto de vista constitucional a una solución legislativa, sobre la sola base del desacuerdo con su mérito o acierto. Y, por otra parte, los argumentos del tribunal para fundar la supuesta violación de garantías constitucionales carecen de entidad suficiente para declarar la invalidez de las normas, circunstancia que debe ser considerada la última ratio del orden jurídico, según tiene declarado la Corte Suprema.


    Angolani, Hugo Héctor c/ Bank Boston s/ Acción de amparo


    A. 193, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 193, L, XXXIX, "Bank Boston NA deduce apelación art. 195 bis CPCCN en autos "Angolani, Hugo Héctor c/ Bank Boston s/ Ac. Amparo - Exp. 19160".


    Gamalerio, Silvia Griselda s/ Bank Boston N.A. s/ Acción de amparo


    G. 327, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Estado Nacional. Secretaría de Energía. Subdelegación de facultades. Medidas cautelares. Gravamen irreparable. 


    La Corte tiene dicho que corresponde descalificar como medida cautelar la que produce los mismos efectos que si se hubiese hecho lugar a la demanda, pues la finalidad de dichas decisiones es asegurar el cumplimiento de una eventual sentencia favorable más no lograr el fin perseguido anticipadamente.  La Corte ha establecido que medidas como las requeridas no proceden, en principio, respecto de actos administrativos o legislativos habida cuenta de la presunción de validez de que gozan, máxime si no se advierte que de llevarlos a cabo, se ocasione un perjuicio irreparable a los derechos que se invocan. Concurren a afirmar esta decisión el carácter excepcional de la medida, que requiere que se la emplee con particular prudencia, criterio que parece de plena aplicación, habida cuenta de la naturaleza de la cuestión debatida y del interés público en juego.  En cuanto a que la delegación de facultades por parte del Poder Ejecutivo sólo puede tener efectividad en otro órgano administrativo de la estructura concerniente y no en una cámara privada, carece de fundamentos y por lo tanto es meramente dogmática, toda vez que ello no fue objetado por la actora. Además que en lo que hace al requisito del peligro en la demora, el decisorio tampoco tiene más basamento que los meros dichos de la actora referidos a que el perjuicio aducido se presenta como una amenaza al derecho de trabajar y de ejercer toda industria licita, lo cual constituye, por lo tanto, una mera afirmación dogmática.  Si bien es preciso reconocer que es de la esencia de las medidas precautorias de orden excepcional enfocar sus proyecciones sobre el fondo mismo de la controversia, ya sea para impedir un acto o para llevarlo a cabo, la Corte ha expresado reiteradamente que su recepción debe estar enderezada a evitar la producción de situaciones que podrán tomarse de muy dificultosa o imposible reparación y ese extremo no se advierte que se configure en la especie, toda vez que el a quo  no sólo ha soslayado los recaudos de admisibilidad requeridos sino que además no consideró que la suspensión del acto cuestionado puede generar mayores daños que los derivados de su ejecución.


    Las Varillas Gas S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y Obras y Servicio Públicos secretaría de Energía Resolución 124 148/01 s/ Amparo Ley 16.986


    L. 963, XXXVIII, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Títulos de deuda pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El respeto al sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del art. 14 de la ley 48. La violación de garantías constitucionales provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, pues éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional.   La competencia originaria de la Corte, por su raigambre, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente acción de amparo resulta ajena a esta instancia.


    Pacheco, Alfredo Cosme y otros c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción de Amparo


    P. 1121, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Interrupción del embarazo. Queja por recurso denegado. Interpretación de la ley. Discrepancia del recurrente. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Cabe señalar que, aunque al momento de deducir el recurso, ya se habla producido el nacimiento y la muerte del feto, la pretensión deducida no ha devenido abstracta, según entendió el la Corte en el precedente de Fallos: 324:4061, en el cual sostuvo la admisibilidad del recurso aun cuando ya había tenido lugar el parto a cuyo respecto se solicitó la autorización denegada.  Sin perjuicio de ello, en este caso se advierte no sólo la ausencia de sentencia definitiva a los efectos del art. 14 de la ley 48 sino que, además, los argumentos esgrimidos por la apelante se encuentran principalmente referidos a la supuesta falta de legitimación pasiva y la consecuente incompetencia del fuero local, a la improcedencia de la vía del amparo y a la imposición de las cosas, cuestiones de carácter meramente procesal que, en principio, no resultan aptas para producir la apertura del recurso extraordinario. Máxime, cuando tampoco se advierte que lo decidido por los magistrados que intervinieron en la causa adolezca de arbitrariedad, en los términos de conocida doctrina de la Corte Suprema.   Por todo lo expuesto, corresponde rechazar la queja interpuesta.


    V., A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires Hospital Materno Infantil Ramón Sardá


    V. 1268, XXXVIII, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Cuencas hídricas. Límites jurisdiccionales. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte, en principio, ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte es cuando resulta demandada una Provincia y la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  No resultan aplicables los precedentes de la Corte, donde se consideraron asuntos análogos al sub lite como propios del derecho público local, en cuanto se intentaba obtener la nulidad de actos administrativos provinciales que concernían a la preservación del medio ambiente y que, en consecuencia, resultaban de competencia de los poderes locales, toda vez que dichos precedentes son anteriores a la vigencia de las disposiciones en cuestión, las cuales han venido a asignar carácter federal a la materia de los recursos ambientales interjurisdiccionales.  Por otra parte, no obsta a lo expresado, el hecho de que los actos presuntamente lesivos provengan de autoridades provinciales, en tanto dicha disposición no resulta aplicable a los casos en que la materia en debate resulta federal -como se dijo, ocurre en autos- pues lo contrario importaría que una ley nacional -la de amparo- pueda alterar la competencia expresamente establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, lo que no resulta viable por aplicación del principio de supremacía previsto en el artículo 31 de dicho texto.


    Sindicato Único de Empleados del Tabaco de la República Argentina (S.U.E.T.R.A.) c/ San Luis, Provincia de s/ Acción de amparo


    S. 919, XL, 01 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Transporte de pasajeros. Medida cautelar. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido en numerosos precedentes la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, las causas que se suscitan entre dos provincias, corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae.  El pleito también debe tramitar en esa instancia, en tanto la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal pues, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la amparista pone en tela de juicio actos emanados de autoridades nacionales por ser presuntamente contrarios a otras de igual naturaleza y a lo dispuesto en la Ley Fundamental, preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia.  En tales condiciones, cualquiera que sea la vecindad de la actora, la presente causa debe ventilarse ante los estrados del Tribunal.


    Cooperativa de Trabajo El Florecer Limitada c/ La Pampa, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    C. 1246, XL, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Derechos y garantías constitucionales. Oportunidad procesal. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk” (Fallos 324:2493).


    Resulta aplicable al sub examine lo resuelto por la Corte con la causa "Rezk", publicada en fallos: 324:2493, en cuanto a que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la  pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.  Por otra parte, no obsta a dicha solución la previsión del artículo 352, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto faculta a los jueces federales con asiento en las provincias, para declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso", porque ella no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


    Gallo, Federico Vicente y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02  s/ Amparo


    COMP. 661, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Cuestión abstracta. 


    La Corte ha señalado que sus sentencias deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan y, además, ha sostenido que lo demandado carece de objeto actual cuando las nuevas condiciones toman inútil la resolución pendiente y la transforman en inoficiosas.  Esto es lo que acontece en el sub lite, toda vez que el objetivo que se persigue mediante la acción entablada ya no puede ser alcanzado, pues el actor circunscribe su pretensión a que el Estado provincial se abstenga de abonar parcialmente sus haberes con letras de tesorería, toda vez que el plazo de vencimiento para el pago de los denominados "bonos federales" ya operó.


    Ponce, Juan Carlos c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de amparo


    P. 1367, XXXIX, 13 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Empréstito. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Debido a que tales actos no pierden su naturaleza local, es la Provincia de Corrientes quien resulta sustancialmente demandada en el pleito y que por lo tanto nada autoriza a dirigirse por ese evento contra el Estado Nacional, al no revestir el carácter de titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, por lo que no tiene un interés directo en la causa y, en consecuencia, no es parte sustancial en la litis.  Corresponde también dejar en claro que el planteamiento que efectúa la comuna tampoco se funda exclusivamente en normas de carácter federal, como lo requiere una antigua jurisprudencia de la Corte para que proceda su instancia originaria, sino que por el contrario, además de fundar su pretensión en artículos de la Constitución Nacional y en una ley nacional, invoca leyes locales y una ordenanza de igual naturaleza y es sabido que la eventual necesidad de hacer mérito de ellas obsta a la radicación de la causa ante este Tribunal.


    López, Mario A. c/ Corrientes, Provincia de y otros (Estado Nacional entre otros) s/ Acción de amparo


    L. 1568, XXXIX, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Costas. Invalidez del acto jurídico. Devolución del expediente. Revocación de sentencia. 


    La decisión del a quo no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa, que habilita a descalificarla como acto judicial válido, según la conocida jurisprudencia del Tribunal sobre arbitrariedad de sentencias.  Al respecto, la Corte ha reiterado que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados; exigencia que, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura la exclusión de decisiones irregulares y no se satisface dicha condición en circunstancias en que se evidencia que las resoluciones recurridas no proveen un análisis razonado de los problemas conducentes, para la correcta dilucidación del pleito.


    Roldán, Carlos Isidro c/ Empresa Litsa S.A. o quien resulte responsable s/ Acción de amparo


    R. 876, XXXVI, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa G. 767, XXXVII, “Garrido, Antonio c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción de amparo”.   Precendente de la Corte en Fallos: 325:613.


    Jaramillo, Indelfonso y otros c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    J. 81, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 292, L. XXXVIII, “Teyma Abengoa S.A. c/ Provincia de Salta s/ Inconstitucionalidad”.


    Abengoa S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    A. 1222, XXXVIII, 22 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de lesividad


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Esta causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que el Estado Nacional demanda a una Provincia, la única forma de conciliar la prerrogativa jurisdiccional del actor al fuero federal, según el art. 116 de la Constitución Nacional, con la de la Provincia a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Fisco Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos - c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción de lesividad


    F. 21, XL, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Esta causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que el Estado Nacional demanda a una Provincia, la única forma de conciliar la prerrogativa jurisdiccional del actor al fuero federal, según el art. 116 de la Constitución Nacional, con la de la Provincia a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Fisco Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos - c/ San Luis, Provincia de s/ Acción de lesividad


    F. 34, XL, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de nulidad


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 577, XXXIX, “Empresa Distribuidora San Luis (EDESAL) Sociedad Anónima c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) citada la Provincia de San Luis s/ Impugnación de actos administrativos”.


    Empresa Distribuidora San Luis (EDESAL) Sociedad Anónima c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) citada Provincia de San Luis s/ Nulidad


    E. 270, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de repetición


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Comercialización de combustibles. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, por ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto el impuesto sobre los ingresos brutos cuya repetición se solicita se impugna por resultar contrario a la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos 23.548 y a la Constitución Nacional, tal como lo ha entendido la Corte a partir del precedente E. 115, XXXIV,  "El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”, como así también por violar la Ley 23.966, que establece el impuesto sobre los combustibles líquidos y gas natural. Ello es así, en tanto lo medular del planteamiento que se efectúa llevará a que la Corte para solucionar el pleito, deba desentrañar el sentido y los alcances de tales preceptos federales.   Por ello, y atento a que se solicita la citación del Estado Nacional como tercero, la presente demanda también corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción de Repetición


    E. 125, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de certeza


    Juicios en que es parte una provincia. Interés actual. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 997, L. XXXVI,  “Porta, Pedro Juan c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    En dicho precedente, este Ministerio Público sostuvo la competencia originaria de la Corte para intervenir en el proceso.   La Corte rechazó ¨in limine¨ la demanda con fundamentos en la inexistencia del ¨caso¨ o ¨causa¨ en los términos de la doctrina de la Corte, en la medida …en que no se ha demostrada la existencia de la actividad alguna por parte del poder administrador que en forma actual ponga en peligro el derecho que se intenta ejercer, el que tampoco aparece suficientemente acreditado...   En esta nueva oportunidad, la documentación que se acompaña logra revertir la situación anterior, ya que prueba que los medicamentos incluidos en las actas de infracción se encuentran comprendidos entre los actualmente habilitados por la Nación para su comercialización en forma libre, toda vez que agrega el arancel anual que paga. Asimismo, las fechas de dichas actas son recientes, lo cual evidencia que el actor posee suficiente interés actual para demandar.


    Porta, Pedro Juan c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    P. 891, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Estabilidad laboral. Cesantía. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la corte suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 12, del decreto-ley 1285/58 procede, cuando se demanda a una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, si la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de suerte que la cuestión federal sea la predominante.   Es doctrina reiterada de la Corte que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de naturaleza federal, cualquiera que sea la vecindad de la actora.


    Asociación de Maestros y Profesores (A.M.P.) de la Rioja  c/ La Rioja, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad – incidente sobre medida cautelar


    A. 1242, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Estese a lo dictaminado en autos en el incidente sobre medida cautelar.


    Asociación de Maestros y Profesores (A.M.P.) de la Rioja  c/ La Rioja, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A. 1242, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Transporte automotor. Transporte interno. Impuesto de sellos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa De Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa”.


    Empresa de Transportes Pedro de Mendoza CISA c/ Buenos Aires, Provincia de Buenos Aires s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 39, XL, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Contenido federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa E. 115, XXXIV, “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”, Fallos: 324:4226.


    Corresponde la competencia originaria de la Corte, al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, razón por la cual resulta indiferente la vecindad de la actora.


    Empresa Línea Siete S.A.T. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 479, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa: D. 386. XXXV. “Dorisar  S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa”, Fallos: 317:397.


    Helicópteros Marinos S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa


    H. 340, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Domicilio. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa: 324:4226, E. 115, XXXIV, “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, razón por la cual resulta indiferente la vecindad de la actora.


    La Cabana Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 1506, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa E. 115, XXXIV, “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”, Fallos: 324:4226.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, razón por la cual resulta indiferente la vecindad de la actora.


    La Independencia S.A.T. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 1507, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Entidad interjurisdiccional. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, cuando se demanda a una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, si la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.   Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y la doctrina, el actor solicita una declaración de certeza respecto de actos emanados de la Provincia de Buenos Aires que resultan violatorios de preceptos constitucionales y de leyes y decretos nacionales cuya interpretación resulta sustancial para la solución de litigio, lo que asigna naturaleza federal a la materia sobre la que éste versa.   Por ello, cualquiera que sea la vecindad del actor, el caso se revela como de aquéllos que corresponden a la competencia originaria de la corte.   Toda vez que resulta demandada una Provincia con derecho a la competencia originaria de la Corte, según el art. 116 de la Constitución Nacional y son citados como terceros, el Estado Nacional, que litiga en el fuero federal, de conformidad con lo previsto en el art. 116 de la Ley Fundamental, y una entidad interjurisdiccional, quien también tiene asignados los tribunales federales para todos los juicios en que sea parte según el art. 23 del decreto del P.E.N. 999/92, una solución que satisfaga las prerrogativas jurisdiccionales de todos conduce a determinar que la causa debe tramitar en la instancia originaria de la Corte, ratione personae.


    Pedersoli, Juan M. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa


    P. 711, XXXIX, 10 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincial. Juicios en que la Nación es parte. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte.   Toda vez que una Provincia – a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental – deduce su demanda contra el Estado Nacional (Ministerio de la Producción –Secretaría de Transporte) –quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional (Secretaría de Transporte - Ministerio de la Producción) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S. 1307, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: S. 368, L.XXXIX, “Shell Compañía Argentina de Petroleo S.A. c/ Neuquen, Provincia de s/ Acción declarativa”; S. 1077, L. XXXVI, “Shell Compañía Argentina de Petroleo S.A. c/ Neuquen, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad”; E. 492, L. XXXVIII, “Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado Nacional Citado como tercero) s/ Acción declarativa”.


    Se solicita la citación del Estado Nacional como tercero, en los términos del Art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.   Este proceso también debe tramitar en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, por ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S. 1133, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Domicilio. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa E. 115, XXXIV, “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”, Fallos: 324:4226.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, razón por la cual resulta indiferente la vecindad de la actora.


    Transportes Automotores La Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 854, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Concesión administrativa. Publicación del acto administrativo. Principio de congruencia. Interpretación de la ley. Poder de policía. Jurisdicción. Régimen tributario. 


    Precedente de Fallos: 322:2624.


    El requisito de publicidad del acto encuentra debido cumplimiento en las condiciones exigidas por el art. 1° del decreto 15.209/59, al especificarse la existencia de anexos sin publicar en el ejemplar del Boletín Oficial donde fue publicado el decreto 714/92, los cuales podían ser consultados en la sede central de la Dirección Nacional del Registro Oficial que lo emite.  Con la verificación de este recaudo, se ha completado la satisfactoria divulgación y certeza sobre la existencia del convenio de concesión aprobado por el decreto 714/92, conforme al criterio ya adoptado por la Corte en Fallos 293:157, cuyas cláusulas, son oponibles a la demandada desde su vigencia.   El derecho resarcitorio establecido a favor de la actora en el contrato de concesión constituye una legítima pretensión de la empresa prestadora de un servicio público, para lo cual tuvo necesidad de ocupar territorio local, a percibir la compensación de los gastos que pueda ocasionarle la necesidad imperativa de tener que trasladar sus instalaciones por causa de una obra que la Provincia realiza. La Corte ha puntualizado que el decreto 714/92 encuentra apoyo en las atribuciones conferidas al gobierno nacional por las leyes 14.722, 15.336 y 24.065.  El especial régimen tributario así fijado establece que las nuevas empresas, nacidas de la privatización del servicio, abonarán a la Provincia de Buenos Aires, en concepto de único impuesto y contribución, tanto de índole fiscal como en lo referente al uso del dominio público provincial, por sus actividades como prestatarias del servicio público de distribución y comercialización en la provincia, el seis por mil de sus entradas brutas, recaudadas por las ventas de energía eléctrica en esa jurisdicción.  Tal régimen, como señaló la Corte en el precedente de la referencia, se complementa con lo dispuesto por el art. 21, que excluye "las tasas retributivas por servicios o mejoras de orden local que menciona a "título enunciativo", siguiendo el criterio sistemático de las normas anteriores.  En tales condiciones, el especifico arancel fijado en el art. 82, inc. a), del decreto provincial 922/73 queda comprendido dentro del género "derechos de edificación e inspección de obras nuevas o de ampliación" que resultan eximidos por el precepto federal en análisis.  Asimismo, el Tribunal ha dejado sentado que, respecto de las normas que establecen exenciones, "no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admite, sino, antes bien, en forma tal que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con los principios de una razonable y discreta interpretación, lo que vale tanto como admitir que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia".  Los poderes de policía locales no pueden amparar una conducta que interfiera en la satisfacción de un interés público nacional, ni justifiquen la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de la Nación toda. El sistema federal importa asignación de competencias a las jurisdicciones federal y provincial; ello no implica, subordinación de los estados particulares al gobierno central, pero sí coordinación de esfuerzos y funciones dirigidas al bien común general, tarea en la que ambos han de colaborar para la consecución eficaz de aquel fin.


    Edesur S.A. c/ Dirección Vialidad de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción meramenrte declarativa


    E. 213, XXXVII, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Transporte interno. Impuesto sobre los ingresos brutos. Doble imposición. Estado de incertidumbre. 


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.  En primer lugar, la resolución determinativa de oficio N° 42/98 y la intimación al pago cursada, representan una conducta explícita de la Dirección General de Rentas de la demandada, dirigida a la "percepción" del impuesto que estima adeudado.  Como advirtió la Corte en el precedente de Fallos: 310:606, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y del interés suficiente en el accionante, constituye el primer obstáculo a la viabilidad de la defensa. En efecto, dentro de ese marco, la exigencia del pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que, tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último.  La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestatarios de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.  Para decidir de esta forma, sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por  el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9°, inc. b, párrafo cuarto, de la Ley 20.221 y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable.


    Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 165, XXXIV, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando se incluyen temas de índole local y de competencia de los poderes locales (Fallos: 311:1812 y 2154; 313:98 y 548; 315:448; 318:992 y 2457; 322:1470; 323:2380 y 3279).   En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, la sociedad actora solicita que se determine la existencia y el alcance de su relación jurídica-tributaria con la Provincia de Tucumán y para ello pretende que se declare la inconstitucionalidad de un decreto y de dos resoluciones locales, los cuales no sólo son violatorios de disposiciones de la Constitución Nacional y de una ley federal, lo que transformaría al pleito en una cuestión federal típica, sino que también son contrarios a una norma local, el art. 28 de la ley 5121, Código Fiscal provincial.  La cuestión bajo análisis, en tanto se trata de una carga fiscal impuesta por la Provincia, remite necesariamente a examinar lo dispuesto por la Constitución de la Provincia y el Código Fiscal provincial, entre otros.  Por lo tanto, el actor efectúa un planteamiento conjunto y no exclusivamente federal, como se requiere para que proceda la instancia originaria de la Corte, toda vez que el juez que deba resolver la controversia tendrá que interpretar y aplicar esas normas de derecho público local.  La Corte ha dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios, de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.  En el sub judice se presenta el último de los supuestos enunciados, por lo que el proceso debería tramitar ante la Justicia de la Provincia. Ello, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad, que ejercen todos los jueces del país (Fallos: 311:2478; entre otros), de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales (Fallos: 311:1588 y 1597; 313:548; 323:3859 y sus citas).


    Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1498, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. 


    De los términos de la demanda se desprende que la sociedad actora dirige su pretensión contra una Provincia y cuestiona la aplicación de un impuesto local por resultar contrario a disposiciones que integran el marco regulatorio eléctrico nacional, de inequívoco carácter federal, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito.  Asimismo la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2 inc. de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal, que la Constitución confiere a este último.


    Centrales Térmicas Patagónicas S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa


    C. 1380, XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Entidades de bien público. Farmacias. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y en el artículo 24, inc. 12, del decreto-ley 1285/58, es cuando se demanda a una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Es doctrina reiterada de la Corte que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Diócesis de San Martín de la Iglesia Católica Apostólica Romana c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    D. 951, XXXIX, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen en la causa E. 380; L. XXXIX, “Edenor S.A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    La causa en examen no puede asimilarse a un supuesto de "caso" o "causa", que son los únicos en los que los tribunales federales pueden ejercer su competencia, ya que el control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa requiere ineludiblemente de la existencia de ese recaudo, lo que excluye la posibilidad de dar trámite a la presente demanda.


    Empresa Distribuidora La Plata S.A. (Edelap S.A.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción meramente declarativa


    E. 377, XXXIX, 05 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Gas natural. Impuesto de sellos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas T. 352, XXXV, "Transportadora de Gas del Sur S.A. (T.S.G.) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa"; T. 48, XXXVII, "Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Rio Negro, Provincia de s/ Acción declarativa"; y T. 338, XXXVII, "Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa.


    Toda vez que no sólo resulta susceptible de afectar severamente a la economía del sector hidrocarburifero, interfiriendo con la normal prestación de servicios públicos licenciados y concesionados por la Nación bajo jurisdicción federal, sino también la economía general de país, al ser factible la extensión de dicha conducta a otras provincias  -como ocurre en este caso-, y su aplicación a una amplia gama de contrataciones, se entiende que la presente demanda corresponde a la instancia originaria de la Corte ratione personae, a fin de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales que la Constitución Nacional establece a favor de la Provincia y de la Nación.  Cabe agregar que el proceso también debe tramitar en esta instancia en razón de la materia sobre la que versa, al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en cuanto el impuesto de sellos cuestionado se impugna por resultar contrario a la Ley de Coparticipación Federal y a la Ley Fundamental, tal como lo ha entendido la Corte a partir del precedente E. 115, XXXIV, Originario "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa", sentencia del 7 de diciembre de 2001. Por otra parte, y a mayor abundamiento, se debe hacer notar que en autos se encuentra en juego -entre otras- la prestación de un servicio público nacional vinculado con el transporte y la distribución de gas natural, lo que otorga la citada naturaleza al tema en examen.


    Gasnor S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    G. 991, XL, 07 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa L. 373, L. XXXIX, "La Cabaña S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", así como al dictamen de la causa Z. 110, L. XXXV, "Zenit Turismo S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transporte Ideal de San Justo S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    T. 170, XXXV, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos públicos. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Pronunciamiento inoficioso. Nulidad de la resolución. 


    Discrepan las partes sobre la incidencia en el sub judice de lo dispuesto por la resolución general N° 55 de la Comisión Arbitral, la cual interpretó que las administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones que desarrollen actividades en más de una jurisdicción adherida al Convenio Multilateral del 18 de agosto de 1977, deben aplicar el régimen del art. 7 del Convenio Multilateral.  Este precepto establece que, en los casos de entidades de seguros, de capitalización y ahorro, de créditos y de ahorro y préstamo no incluidos en el art. 8° del Convenio, cuando la administración o sede central se encuentre en una jurisdicción y se contraten operaciones relativas a bienes o personas situadas o domiciliadas en otras, se atribuirá a éstas jurisdicciones el ochenta por ciento (80%) de los ingresos provenientes de la operación y el veinte por ciento (20%) restante se asignará a aquella donde se encuentra situada la administración o sede central, tomándose en cuenta el lugar de radicación o domicilio del asegurado al tiempo de la contratación en los casos de seguros de vida o de accidente.  De lo expuesto se colige, sin mayores esfuerzos, que el art. 7° sólo regula la atribución de los ingresos de las administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones entre las distintas jurisdicciones en las cuales desarrollaron actividad, siendo la fijación de alícuotas una materia ajena a su alcance. Tal conclusión es confirmada también por la postura de la Corte sobre el citado Convenio, al cual ha calificado como un régimen contractual entre las provincias y la Capital Federal, con arreglo al cual se han distribuido la materia imponible.  En consecuencia, el criterio de reparto de base imponible fijado por la resolución general N° 55 de la Comisión Arbitral resulta ajeno, en mi entender, al sub judice, toda vez que la fijación de las alícuotas permanece como resorte exclusivo de las Provincias, dentro de las amplias facultades que por la Constitución se han reservado y por cuya estricta preservación el Tribunal velo en sucesivos precedentes.  Por último, atento la forma como se dictamina, el tratamiento de los agravios vinculados con la nulidad de los tres procedimientos determinativos coexistentes deviene inoficioso.


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción Declarativa


    N. 196, XXXVII, 18 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Interpretación de la ley. 


    A partir del 1 de enero de 2001 la ley 6865 fijó la alícuota del impuesto sobre los ingresos brutos para la actividad de administradora de fondos de jubilaciones y pensiones en el tres por ciento y remitió a la nota al pie identificada como nro. 1, la cual establece “Exención en las condiciones previstas en el art. 185, inc. x), del Código Fiscal”.   Este artículo, luego de establecer la exención para los ingresos devengados por el desarrollo de ciertas actividades detalladas en la ley impositiva, dispone que el beneficio no alcanza en ningún caso a las prestaciones y/o locaciones de servicios a consumidor final, a las cuales se les deberá dispensar el tratamiento previsto en el art. 189, tercer párrafo, del Código (cfr.pto.e.2)  A su turno, este art. 189 tercer párrafo, especifica que, cuando los sujetos que desarrollen actividades exentas vendan sus productos a consumidor final, tributarán el impuesto establecido para la actividad de comercio al por menor, con independencia de aquel que corresponda a su actividad específica.  En tales condiciones, a partir de la entrada en vigencia de la ley 6865, la actividad de Nación AFJP no se encontró exenta o gravada a “tasa 0%”.  Por esta razón no se encuentra transgresión al principio de legalidad en materia tributaria, pues es evidente que la exclusión de la franquicia para las prestaciones y/o locaciones de servicios a consumidor final ha sido válidamente instaurada a través de la ley 6865, por el único poder del Estado investido de la atribución para hacerlo, de conformidad con los arts. 4, 17, 52 y 75 de la Constitución Nacional.  Frente a la claridad del precepto, la alegada intención de preservar inmune al ahorro previsional o gravar únicamente a la industria que comercializa a consumidor final, no resulta decisiva para justificar, por vía hermenéutica, el apartamiento del texto legal pues, con arreglo a reiterada jurisprudencia de la Corte, es inadmisible toda interpretación que equivalga a prescindir de la norma que gobierna el caso. Ello, sin olvidar que tampoco puede distinguirse entre la actividad de la actora y la industrial cuando el precepto no lo hace pues, según conocido adagio, ubi lex non distinguit, nec nos distiniguere debemus.  En consecuencia, sostener una interpretación contraria y extender la franquicia también a las operaciones celebradas con consumidores finales, como lo pretende Nación AFJP, implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron.  Por otra parte, la modificación del alcance la franquicia consagrada entre 1995 y 2000 por sucesivas leyes dictadas cada año, no puede generar agravio alguno a su derecho de propiedad pues, como es invariable doctrina del Tribunal, nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a su inalterabilidad.  Tampoco resulta procedente el agravio sustentado en la violación de la confianza legítima del contribuyente, quien durante cinco años disfrutó de una exención reconocida que ahora se pretende desconocer. En este sentido la restricción para acceder al beneficio que aparece en la ley 6865. No desconoce un derecho definitivamente incorporado al patrimonio, ni implica la reapertura de cuestiones finiquitadas con igual carácter, sino una modificación válida en el criterio legislativo, en uso de atribuciones constitucionales no debatidas.


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción Declarativa


    N. 199, XXXVII, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp.  1.486, L. XXXIX "Espinillo Sara Ynes s/ Acción declarativa”.


    Espinilo, Sara Ynés s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    COMP. 1487, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Aclaratoria


    Aclaración de dictamen: el artículo 76, inciso 2, apartado b) de la ley 19101, “excluye” cualquier otra suma en concepto de resarcimiento, más no la prohíbe, pues en tal caso habría sido menester declarar su invalidez.


    Amarante, Juan José c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor del Ejército s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad


    A. 638, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acumulación de procesos


    Competencia por conexidad. Competencia de la Corte Suprema. Distinta vecindad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si a la naturaleza civil de la materia en debate, se une la distinta vecindad de la contraria.    Dado que la Provincia de Buenos Aires ya ha tomado intervención en el expediente acumulado y puesto que podría resultar responsable de los daños y perjuicios reclamados, de cosiderar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto del Estado local, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Caja de Seguros S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    C. 4011, XXXVIII, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI


    Solve et repete. Igualdad ante la ley. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina reiterada de la Corte que la exigencia de depósitos previos como requisito para la viabilidad de recursos, no importa restricción inconstitucional a las garantías de igualdad y de defensa en juicio, sin desconocer por ello la existencia de circunstancias de excepción que permitan apartarse de la misma. En tal sentido, se advirtió que existe lesión al derecho de defensa en juicio cuando la desproporcionada magnitud del monto del depósito con relación a la concreta capacidad económica del apelante torna ilusorio su derecho en razón del importante desapoderamiento que podría significar su cumplimiento. Como también en el supuesto de monto excepcional y falta comprobada e inculpable de los medios para enfrentar su y cuando, a través del requerimiento de esta clase de recaudos, se revele en modo inmediato e inequívoco un propósito persecutorio o desviación de poder de parte de los órganos administrativos de aplicación. Criterio que se mantuvo con referencia al supuesto concreto previsto en el segundo párrafo del art.15 de la ley 18.820.


    Gorodisch, David Ángel c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    G. 667, XXXIX, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Falta de fundamentación autónoma. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no obstante que los conflictos que se suscitan en torno a temas de hecho, prueba y derecho no federal son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal a quo ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio.  No es razonable la actitud del juzgador por cuanto la parte substancial de su decisión constituye sólo una afirmación que no encuentra respaldo en fundamento alguno. Así lo ha entendido la Corte, en casos similares.


    Goyoaga, Daniel Jorge c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    G. 2978, XXXVIII, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Amparo


    Reducción salarial. Circunstancias sobrevinientes. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 3116 L. XXXVIII, "Sindicato Argentino de Docentes Particulares c/ Provincia de Buenos Aires".


    Blois, Abel y otros c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    B. 1059, XXXIX, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Aportes Previsionales


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde la competencia originaria de la Corte ratione personae.   Toda vez que una Provincia –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- interpone su demanda contra el Estado Nacional –quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Entre Ríos, Provincia de y otra c/ Estado Nacional s/ Ordinario (cobro de aportes previsionales)


    E. 69, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Auto de quiebra


    Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Desistimiento del recurso. 


    La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario federal no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa atinentes a cuestiones de hecho y prueba y a la aplicación e interpretación de normas de derecho común, desde que dicho recurso excepcional, instaurado por la ley 48, reglamenta la jurisdicción apelada de esa Corte, con arreglo a las pautas constitucionales, que la inhabilitan para inmiscuirse, por principio, en cuestiones no federales que nacen y fenecen en los tribunales de provincia.  Por creación pretoriana, la Corte abrió en ciertos casos el denominado recurso extraordinario por arbitrariedad, solución que traduce un recurso de nulidad, pero solo para supuestos muy restringidos, en resguardo de la garantía del debido proceso y de los presupuestos basales que debe respetar, para su validez, el acto jurisdiccional.  Resulta claro que, con dicho remedio, se configura una línea muy sutil que separa la valiosa y necesaria anulación de actos jurisdiccionales solo formalmente aparentes pero desprovistos del mínimo grado de fundamentación, de la prohibición constitucional de que el Elevado Tribunal se transforme en uno de tercera instancia de las jurisdicciones provinciales -y luego nacionales- respecto de la interpretación del derecho común y de la valoración definitiva de los hechos y pruebas en que se enmarcan los litigios.  Esto último no lo permite la Constitución Nacional y de allí que la correcta y sabia doctrina de la Corte limitó la apertura de esta vía de nulidad a casos muy puntuales y de modo extremo manifiestos, en los que los jueces de la causa incurrieron en graves falencias de fundamentación o en vicios notables que descalificaban de manera evidente sus decisiones.    Mas no es ese Tribunal Supremo un conjetural corrector de posibles errores en que pudieran caer los juzgadores en el ejercicio de sus funciones excluyentes, ni quien pudiera imponer un supuesto mejor parecer en la solución de los conflictos que no involucran cuestiones federales, porque entonces traspasaría esa línea sutil antes aludida y se arrogaría competencias que la Constitución no le otorga.   De allí que en el sub-lite, donde el recurrente cuestiona el modo y forma de la citación a dar explicaciones por una deuda post concursal, la legitimación del crédito pretendido, la existencia de la cesación de pagos, así como las circunstancias relativas al ejercicio de la administración de la empresa concursada por la intervención judicial, que la afectaba, todos temas relacionados con situaciones fácticas y la aplicación e interpretación de normas de la ley de concursos, analizados por los tribunales locales con diversos argumentos que evidencian, al margen de su grado de acierto, el tratamiento jurisdiccional suficiente como para quedar al abrigo de la tacha que se endilga, el recurso federal intentado no es procedente.  Máxime cuando los argumentos recién elaborados en la aquí enjundiosa y esforzada queja, no pueden ser atendidos.


    Ingenio La Esperanza S.A. s/ Quiebra solicitada por Empresa Los Tilianes I.C. y F.S.A.


    I. 442, XXXVIII, 21 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos


    Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Oportunidad procesal. Interpretación de la ley. Defensa en juicio. Derecho de igualdad ante la ley. 


    Uno de los requisitos que hacen a la admisibilidad formal del recurso extraordinario, conforme lo normado por el artículo 14 de la ley 48, es que éste haya sido interpuesto contra una sentencia definitiva, esto es, respecto de aquellas decisiones que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación. Complementariamente, la Corte sostiene que da por cumplido el recaudo cuando se trate de una resolución que, sin ser de esa naturaleza, origine un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.   La Corte ha decidido que la invocación de arbitrariedad o de agravios constitucionales, no puede suplir la ausencia de tal carácter en el pronunciamiento que se impugna.  Si bien las controversias suscitadas en torno a la aplicación de la ley de tasas judiciales en procesos sustanciados ante los tribunales ordinarios de la Capital Federal son ajenas, como regla, al ámbito del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a tal principio cuando la decisión recurrida, pone de manifiesto una comprensión ritual de las normas involucradas, arribando a una solución notoriamente injusta que redunda en un menoscabo de los derechos constitucionales de defensa y propiedad.  Por ende debe considerarse definitivo el pronunciamiento cuando origina agravios cuya enmienda en la oportunidad procesal en que se los invoca exhiben prima facie entidad bastante, y de ser mantenidos, generarían consecuencias de insuficiente o imposible reparación ulterior. Ésta es la situación de los quejosos, para quienes afrontar el pago inmediato de la tasa judicial importa ya una denegación de justicia, no sólo por su monto, sino pues se supeditó la elevación a la Alzada del juicio a los fines del tratamiento de los recursos al pago de dicha suma.  Ese pago puede implicar una exigencia insuperable porque, precisamente, el objeto del incidente previsto en el artículo 79 del CPCCN, es demostrar la carencia de recursos para solventar en forma adelantada los gastos causídicos. De modo que la exigencia de efectivización de la tasa judicial como previo a la consideración de los agravios que invocó el recurrente frustra su posibilidad de acceso a la jurisdicción, derecho que ostenta tutela constitucional.  El artículo 9, inciso a, de la Ley 23.898 en cuanto se refiere al acto de iniciación de las actuaciones como oportunidad para abonar la tasa judicial, no puede ser interpretado literalmente, sino en un sentido jurídico amplio como acto procesal imponible, relacionado, en cuanto aquí interesa con el artículo 13 de la citada normativa, que exime del pago de la referida tasa a las personas que actúan con beneficio de litigar sin gastos, independientemente de la oportunidad en que hubiere sido iniciado o concedido, con la restricción de que no hubiere recaído sentencia definitiva en el juicio.  El instituto del beneficio de litigar sin gastos, encuentra su sustento en dos preceptos de raigambre constitucional, como son la garantía de la defensa en juicio y la de la igualdad ante la ley.


    Medina, Mercedes M. y otro c/ Aguas Argentinas S.A. y otro


    M. 1487, XXXVIII, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional


    Interpretación de la ley. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 43, L. XXXVIII, “Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior Resol MJDDHH 221/00 (Expte. 443.459/98)”.


    En cuando al fondo del asunto, cabe recordar, ante todo, que, al discutirse el contenido y alcances de normas de derecho federal, el Tribunal no se encuentra limitado por los argumentos de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.


    Slepoy, Silvia Noemí c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Artículo 3 Ley 24.043 (Resolución 211/01)


    S. 3204, XXXVIII, 20 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Beneficios previsionales


    Costas. Competencia ordinaria. Doctrina de la arbitrariedad. Aplicación restringida. 


    La Corte sostiene que las cuestiones atinentes a las costas reguladas en las instancias ordinarias son ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida.


    Alizieri de Nanton, Lidia Emma c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina


    A. 182, XXXVIII, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Bonos de consolidación


    Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. 


    La Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal -materia propia de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48.   Máxime, cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, también ha sostenido la Corte que "la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido", pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.


    Contardi viuda de Olguín, Ana María c/ Ministerio de Educación y Justicia


    C. 1298, XXXIX, 16 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Caducidad de instancia


    Excesivo ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Conforme lo señaló la Corte Suprema de la Nación, la caducidad de la instancia es un modo anormal de terminación del proceso, de interpretación restrictiva, y la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.  Por ello, es descalificable el pronunciamiento que al declarar la perención de la instancia incurrió en un excesivo rigor formal, al omitir considerar sin dar fundamento alguno y apartándose de inveterada doctrina del Máximo Tribunal de la Nación que la sentencia que casó, no era definitiva toda vez que mantenía viva la acción y el derecho de defensa y debido proceso que les asiste a las partes, a los efectos de arribar a un justo pronunciamiento respecto del fondo de la litis.


    Lemos, Luis Eduardo y otras c/ Ferreyra, María Luisa y otra


    L. 834, XXXIX, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Defensa en juicio. Debido proceso. Recurso de queja. Procedencia del recurso. 


    Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena -en principio- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, también lo es que, conforme a reiterada jurisprudencia, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio y el debido proceso.  Por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga, debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.  A su vez, la caducidad de la instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no configura un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito, máxime cuando el trámite del juicio se encuentra en estado avanzado y los justiciables lo han instado durante años.


    Muñoz, Ricardo Martín c/ Gobierno de la Provincia de San Luis s/ Acción de amparo


    M. 2252, XXXVIII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Circunstancias sobrevivientes


    Crédito hipotecario. Ley de emergencia pública y régimen cambiario. Vista a las partes. 


    Es jurisprudencia del Alto Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Más concretamente aun, ha precisado que, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender, también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro


    P. 122, XXXIX, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Ley de emergencia pública y de reforma de régimen cambiario. Defensa en juicio. 


    Es jurisprudencia del Alto Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Más concretamente aun, ha precisado que, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender, también, a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Mammato, Juan c/ Marazzita, Antonio


    M. 21, XL, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero


    Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al dictamen de la causa: “Otatti, Ana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de Pesos”, Fallos: 324:165.


    Gómez, Alberto Luis y otro c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1314, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa G. 767, XXXVII, “Garrido, Antonio c/Río Negro, Provincia de s/Acción de amparo”.   Precedente de la Corte en Fallos: 325:613.


    Scotti, Elsa Susana y otros c/ ANSES s/ Cobro de pesos


    S. 1581, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Causas excluidas de la competencia federal. Improcedencia del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, regla que admite excepción en aquellos supuestos en que media denegatoria del fuero federal  u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a  pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o si lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  Cuando el conflicto se suscita entre la justicia nacional ordinaria y la justicia local de la Ciudad de Buenos Aires, no se configura el primer supuesto de excepción, ni puede invocarse la afectación de una auténtica prerrogativa o privilegio federal, desde que dicha Ciudad no puede ser asimilada a una Provincia Argentina.


    Wilkinson S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    W. 57, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Concursos


    Emergencia productiva. Mercado cambiario. Pesificación. Recurso extraordinario federal. 


    El recurso debe prosperar ya que, si bien el memorial de la apelación ordinaria repite párrafos ya vertidos al contestar el planteo de inconstitucionalidad, ello no significa que no contengan una crítica al pronunciamiento de primera instancia que la apelante considera incorrecto.  Es verdad que se reiteran conceptos acerca de la razonabilidad de las normas cuestionadas y argumentos alegados para sostener su constitucionalidad, pero también lo es, que ello se ajusta al principio de coherencia en las defensas sustentadas por la demandada ante la tacha de inconstitucionalidad incoada por el actor y receptada por la sentencia del juez de grado.  La fundamentación de la Alzada, aparece excesivamente rigurosa, dado que, de los términos de la expresión de agravios, aunque reiterativos, se desprende que la demandada emitió una crítica suficiente del decisorio.


    Esquivel, Carmen y otros c/ Igawen Intertrade S.A.


    E. 362, XXXIX, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Internación. Competencia nacional. 


    Remisión a Fallos: 315:2963.


    B., L. R. E. s/ Internación


    COMP. 1969, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Apelación pendiente. Cámara de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa: “Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Di Casagrande, Claudia S. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1643, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ordinario. Distinta vecindad. Establecimiento comercial. Competencia federal. 


    La Corte ha establecido que la vecindad para los efectos del fuero es individualizada por el establecimiento local en que aparece la sociedad haciendo negocios. El centro comercial fija la vecindad sólo para las causas vinculadas a él, motivo por el cual resulta esencial determinar si efectivamente se ha entablado una relación con una sucursal o establecimiento y de ser así si ella es local, será aplicable la doctrina que surge de los precedentes de la Corte.   No resulta razonable interpretar a tenor de los temas objetos de litis, que la relación que pueda existir con un eventual distribuidor zonal, alcance para fijar el domicilio de la demandada en sede local.


    Di Marco, Alejandra c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Demanda ordinaria


    COMP. 1312, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia contencioso administrativa. Competencia Federal. 


    Remisión al fallo de la causa: “Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Deritown S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1463, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Frigorífico Gorina S.A.I.C. c/ Poder Ejecutivo Nacional  s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1873, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Despido. Recurso pendiente. Fuero de atracción. Competencia laboral. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho, que en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes.   En el caso se verifica la situación prevista en los precedentes de la Corte y en el supuesto de que la Cámara confirmara en autos la decisión del juez de Primera Instancia, podría operar el fuero de atracción; oportunidad en que correspondería remitir el juicio al tribunal del concurso.


    Luna, Néstor c/ Alpargatas Calzados S.A.


    COMP. 1359, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Cámara de apelaciones. 


    Remisión al fallo de la causa "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Marín, Humberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1705, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimientos. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Minuzzi, Rolando S. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 769, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del decreto Ley 1285/58.


    Ranko S.A. c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1370, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Igualdad entre acreedores. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    El artículo 133, párrafo 1° de la ley 24.522 establece literalmente que cuando el fallido sea codemandado, el actor en el proceso es quien puede optar por continuar con el juicio ante el tribunal de su radicación originaria, desistiendo de la acción contra el concursado, sin que por ello quede obligado en costas y sin perjuicio de solicitar la verificación de su crédito.   Dispone asimismo el inciso 1° del art. 21 de la ley concursal, que los procesos de conocimiento continuarán su trámite ante el juez del concurso y dicha sentencia valdrá como pronunciamiento verificatorio, con lo cual la disposición legal, no admite dudas y no puede ser alterada por el Tribunal, aludiendo al art. 274 de la ley de concursos que otorga la facultad de dirección del proceso en aspectos relativos al dictado oficioso de medidas para el impulso de la causa y de investigación, pero no para modificar la legislación vigente.   La especificidad de la materia se puede aludir como circunstancia justificante para no aceptar la radicación, argumento que no resulta valido, en la medida que ello sería aplicable a cualquier tipo de proceso de los atraídos por el concurso preventivo, donde el instituto del fuero opera en virtud de principios superiores de seguridad jurídica, igualdad y concurrencia así como de economía procesal y protección de los derechos de terceros bajo el amparo de la pars conditio creditorum.   Resulta aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado y que la Corte debe declarar que resulta competente para seguir entendiendo en la presente causa el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial.


    Schiaffino, Alberto c/ Castelluccio, Eduardo


    COMP. 1086, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio sumarísimo. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Viñes, Ricardo c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 1467, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa: “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    La contienda corresponde dirimir a la Corte en los términos del Art. 24, inc 7°, del decreto-ley 1285/58, conforme ley 21.708, al no existir un tribunal superior a los órganos judiciales en cuestión.


    Aramouni, Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1723, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Facultades jurisdiccionales. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    No corresponde que un magistrado interfiera en la tramitación de las causas que tiene atribuidas otro juez obstruyendo el ejercicio de funciones jurisdiccionales que le competen, ya que cada magistrado debe limitarse al marco de las facultades propias dadas por la competencia atribuida por la ley. Sin perjuicio de que el interesado pudiere requerir otra clase de medidas precautorias delegadas para su cumplimiento en otros órganos judiciales, en el ámbito natural de colaboración que contribuye a la prestación debida del servicio de justicia.   En cuanto a la abstención del demandado de solicitar regulación de honorarios, en orden a que efectuar tal pedido, concierne al interesado, y vedarlo en forma genérica puede resultar violatorio de derechos y garantías consagrados constitucionalmente.


    Banco de la Pampa c/ Emilio Zubiri S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1050, XXXVIII, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde la competencia originaria de la Corte ratione personae.   Toda vez que han sido demandados la Provincia de Buenos Aires –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- y una entidad nacional, la Prefectura Naval Argentina – quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Carbonel, Nicanor c/ Prefectura Naval Argentina y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 1988, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Elibo S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1612, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia electoral. Competencia federal. 


    Cabe recordar que es doctrina de la Corte que la elección de cargos nacionales se rige por normas y autoridades federales y la de cargos locales por normas y autoridades locales.   La Corte también ha dicho que corresponde a la Justicia federal resolver las controversias suscitadas en comicios en los que se llevan a cabo elecciones simultáneas para cargos nacionales y locales, ya que debe prevalecer el principio que aconseja estar las normas federales y a su respectiva autoridad de aplicación. Dicho criterio encuentra su fundamento en los arts. 5° y 6° de la Ley Orgánica de Partidos Políticos 23.928 y en el principio constitucional de supremacía de la Constitución Nacional.


    Frente para la Victoria del Chaco s/ Presentación


    COMP. 1483, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Pretensión creditoria. Conclusión del concurso. Homologación del acuerdo preventivo. Competencia nacional. 


    El caso se trata de una pretensión creditoria anterior a la presentación del concurso preventivo y por tanto se halla sujeta a sus efectos propios, tanto en lo que hace al fuero de atracción como a los alcances al acuerdo homologado.   La Corte ha señalado que el concurso sólo se puede tener por concluido cuando media la resolución del tribunal que da por cumplido el acuerdo preventivo homologado, lo que hasta la fecha no se ha acreditado que se haya producido, razón por la cual subsisten sus efectos respecto del acreedor de título o causa anterior a su presentación en concurso, y el fuero de atracción sobre la causa iniciada para obtener el reconocimiento de su crédito.


    Grossi, Aldo c/ Passaretti, Antonio s/ Sumario


    COMP. 1360, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc 7° del dec.-ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    López, Omar Rubén c/ Siembra Seguro de Retiros S.A s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2032, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia electoral. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1483, L. XXXIX, “Frente para la Victoria del Chaco s/ Presentación”.


    Partido Justicialista s/ Presentación


    COMP. 1482, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Incapacidad. Libertad personal. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Competencia N° 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    R., N. M. A. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 2117, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Raposo, Susana S. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1282, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa “Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Richelme, Jorge E. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1614, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    De las constancias de la causa se desprende, que la concursada es demandada principal en el proceso y que ha contestado demanda al igual que la citada en garantía en los términos del art. 118 de la ley 17.418, antecedente que la convierte en parte obligada e inescindible del proceso en su condición de dependiente del resultado de la sentencia que se dicte contra el obligado principal.   Corresponde señalar que en el caso es aplicable el artículo 133, párrafo 2° de la ley 24.522 que establece que existiendo litisconsorcio necesario respecto de los demandados, la acción debe proseguir ante el tribunal donde esté radicado el proceso universal con la intervención del síndico.   Resulta aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado.


    Rodriguez, Ricardo c/ Empresa Bartolomé Mitre S.A.C.I.F.  y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1164, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    No corresponde la intervención de la Corte, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Boggiatto, Carlos Daniel c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 183, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    En las presentes actuaciones no corresponde la intervención de la Corte, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Ceseti, Lucio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 114, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Economía procesal. Competencia federal. 


    El tribunal local debió ponderar los inconvenientes derivados del archivo de las actuaciones en cumplimiento de las disposiciones del código de rito provincial, cuando procede su remisión a una jurisdicción distinta, toda vez que, elementales razones de economía procesal, imponen preservar los actos procesales ya cumplidos, sin que se adviertan motivos suficientes que impidan la continuación del litigio ante otra sede.  En cuanto al reclamo sobre rubros derivados de la ley n° 24.557, en la redacción del decreto n° 1278/00. Tal extremo determina que resulta de aplicación la doctrina expuesta en Fallos: 322:323, 322:456 y 323:2730, todos a contrario sensu, y 322:1220.


    Ávila, Alberto R. c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Cobro capital por accidente de trabajo


    COMP. 1656, XXXIX, 02 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Falta de tribunal superior común. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa “Roja, Claudia Luján c/ Línea 2123 S. A. de Transporte y otro s/ Daños”.


    El reclamo por honorarios, el acreedor del concurso deberá concurrir por la vía de verificación.


    Barrera, Ricardo c/ Tejidos Argentinos S.A.


    COMP. 1476, XXXIX, 12 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Medida cautelar autónoma. Falta de tribunal superior común. Competencia federal. 


    Dado que la resolución de la Cámara Contencioso Administrativo Federal respecto de la competencia para entender en la medida cautelar autónoma promovida por la accionante, además de no ser oponible al demandado por no haber tenido participación en dicho conflicto oficioso y no haber consentido la competencia del tribunal, no produce la prórroga de la competencia a favor del juez que intervino, ni la radicación de la causa principal conforme a lo dispuesto en el artículo 196 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Y teniendo en cuenta que el objeto de la acción excede el marco de la competencia atribuida en el artículo 83 de la ley 20.091, la cuestión litigiosa es materia propia del conocimiento de la Justicia en lo Contencioso Administrativo Federal, conforme a lo dispuesto por el art. 45 inciso "a" de la Ley 13.998. Por ende, la Corte debe dirimir el presente conflicto declarando que corresponde entender en la presente acción de la Justicia Federal en lo Contencioso Administrativa.


    Eagle Star (International Life) Limited Sucursal Argentina c/ Superintendencia de Seguros de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1371, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Amparo. Perpetuatio jurisdictionis. Actos jurisdiccionales. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales, pues sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.  La Corte tiene dicho que, al no existir disposiciones expresas en contrario, ha de estarse a la radicación definitiva de los procesos en los casos en que la ley modifica las reglas de la competencia. Tiene dicho la Corte que rige el principio de la llamada perpetuatio iurisdictionis, según el cual la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso, la cual queda fija e inmutable hasta el final del pleito, aunque sobrevengan circunstancias de hecho que, de haber estado presentes con anterioridad, hubieran podido modificar la situación. Advirtió que cuando se sancionan normas que modifican la distribución de competencias entre los órganos judiciales, ellas se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores. La referida transferencia de expedientes encuentra su límite en el principio de radicación mencionado, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado “actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función e jurisdiccional encomendada a los jueces.   Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó, como ocurre en la especie, en que el acto procesal que dio origen a la intervención de la Cámara reúne los caracteres definitorios de la radicación definitiva del expediente.


    Aguirre, Carlos Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1952, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Resolución administrativa. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Improrrogabilidad de la competencia. 


    Es facultad de la Corte otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas aunque no hubiesen sido parte en la contienda. Máxime cuando, se encuentra en juego la competencia originaria del Tribunal, que es de orden público y por su raigambre constitucional resulta restrictiva e insusceptible de ser modificada por otras normas.   Corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°del decreto-ley 1285/58, ya que lo medular del planteamiento remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la ley federal y de la resolución 381/01 del ENARGAS, cuya adecuada  hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia.  Es dable señalar que tal competencia, por la naturaleza federal de la materia, no puede ser prorrogada por la Provincia a favor de la justicia federal como lo sostuvo uno de los tribunales intervinientes. Y que, cuando el fuero federal corresponde en razón de la materia, resulta indiferente la vecindad de la contraria.  En tales condiciones, al ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, este proceso debe tramitar ante los estrados de la Corte, en instancia originaria. Asimismo también procede dicha competencia ratione personae en tanto una Provincia, con derecho a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la ley Fundamental, demanda a una entidad nacional, el Enargas, art. 51 de la ley 24.076, quien tiene asignado el fuero federal, según el art. 116 de la Constitución Nacional y los arts. 51, 66 y 70 de la ley 24.076.


    Empresa Provincial de San Luis s/ Resolución 381/01 Enargas


    COMP. 955, XXXVIII, 31 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Daño ambiental. Desechos peligrosos. Límites jurisdiccionales. Interpretación y aplicación de la ley. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    A los efectos de dilucidar cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que la actora efectúa en la demanda y después sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Sin perjuicio de que los desechos podrían considerarse incluidos como "residuos peligrosos" en los términos de la Ley 24.051, de las probanzas agregadas a la causa no surgiría que ellos pudieran afectar a las personas o al ambiente fuera de los límites de la Provincia.  En la interpretación de las leyes debe darse pleno efecto a la intención del legislador computando la totalidad de sus preceptos de manera que se compadezcan con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional.  La Corte ha dicho que la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de los términos de la ley, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal. Precisamente para evitar la frustración de los objetivos de la norma.  La Corte sostuvo en el precedente de Fallos: 323:163 que la intención del legislador, puesta de manifiesto en el debate parlamentario de la ley 24.051, fue la de respetar las atribuciones de las provincias para dictar normas de igual naturaleza, intención que quedó plasmada en la redacción final del art. 67 de la ley.   Es doctrina del Tribunal que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la Ley 48.


    Feldman, Adrián c/ A.L.L. S.A. s/ Acción de amparo


    COMP. 2114, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Procesos de ejecución. Juicios en que la Nación es parte. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal ratione personae, por cuanto tiene dicho la Corte que si la demanda se instaura contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona y sólo es renunciable a favor de la justicia provincial, toda vez que se trata de un privilegio que sólo al Estado Nacional le concierne.  Si bien dicha renuncia puede ser explícita o surgir implícita de la postura que asuma en el proceso aquél a cuyo favor se establece, en el caso, la excepción de incompetencia interpuesta por el Estado Nacional tal como se plantea, importa explícitamente la preferencia del fuero federal.  Siendo ello así, resulta aplicable al caso la reiterada jurisprudencia del Tribunal que, con arreglo a lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional y art. 2° inc. 6° y 12 de la ley 48, establece que corresponde a la justicia federal conocer de las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Banco Nacional de Desarrollo y/o y otro s/ Proceso de Ejecución


    COMP. 106, XL, 23 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia nacional. 


    No se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7° del decreto-Ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Gil, Gustavo Fabián y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1881, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Amparo. Títulos de deuda pública. Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Dado que no se presenta una cuestión de competencia que deba resolver la Corte, según el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, corresponde remitir las actuaciones a la Cámara Federal de Apelaciones a fin de que dirima la contienda de competencia suscitada.


    Girotti, Carlos Pablo c/ Poder Ejecutivo Nacional  Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 771, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Exhorto. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios establecidos en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Scali, Alfredo Domingo c/ Banco Nación y otro s/ Exhorto


    COMP. 1452, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    El presente conflicto es análogo al considerado en los autos Comp. 1135, L. XL, “G.C.B.A. c/ E.N. s/ Ejecución Fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad autónoma de Buenos Aires c/ AFIP s/ Ejecución fiscal ABL


    COMP. 1412, XL, 15 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juez previniente. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XL, "Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)".


    Sivori, Alicia Ida c/ O.S.C.B.A (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) s/ Amparo


    COMP. 728, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Telecomunicaciones. Ley federal. Competencia federal. 


    La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución, a las que alude el art. 2, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina la Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  Lo medular del planteamiento que se efectúa remite, necesariamente, a desentrañar el sentido y los alcances de la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798, de carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia.


    Comuna de Hughes c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Apremio


    COMP. 160, XL, 05 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 485, L. XL, "G.C.B.A. c/ D.G.I. s/ Ejecución fiscal-ABL".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ DGI y otro s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 740, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 778, L. XL, "Gerbino, Cristela Alicia c/ P.E.N. - Banco Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    González, Osvaldo Miguel y otro c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Amparo - Medida cautelar


    COMP. 784, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios definitorios sentados en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. s/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Ruey Jy Lee de Hao c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (nación) s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP. 1549, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción declarativa”.


    Bercun, Gastón Leandro c/ Galicia Retiro Compañía de Seguros S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 981, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Albanesi, Velmiro c/ Bank Boston N.A. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 672, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, “Canepa, Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Gerez, Claudio c/ Alpargatas Textil S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 372, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Gomelsky, Nora Edith y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 819, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    López, Oscar Gustavo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 688, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ordinario. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Mauri, Gillermo E. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Ordinario


    COMP. 1034, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión a Fallos 325:3074


    UTGRA y otros c/ Dos Santos, Jose María s/ Incidente


    COMP. 1456, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La causa es substancialmente análoga a la examinada en el fallo Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Bejarano, Mario Tomás s/ Cobro de pesos


    COMP. 1398, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    La causa es substancialmente análoga a la examinada en el fallo Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Rassmusen, Oscar s/ Cobro de pesos


    COMP. 1396, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Volpe, Antonieta Ana y otro c/ Banco Frances s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 765, XL, 05 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Acosta, Elvira Azucena Olga c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1260, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Espeluse Irigoin, María Elena c/ Bankboston N.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1224, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Frydman, Gabriel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1232, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Naveiro, Jorge Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Bansud) s/ Medida Cautelar


    COMP. 1350, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Remisión. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa, “"Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s / Proceso de conocimiento”.


    Moguillansky, José c/ Poder Ejecutivo Nacional, Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 1462, XXXIX, 02 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Colaneri, Roberto J. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1552, XXXIX, 03 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios contra el estado. Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Remisión al fallo 324:2493, "Reck".


    Marroco, María Amelia c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos.1570/01 214/02 (Boston) s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP. 658, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”


    Lorenzo, Analía Karin c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Incidente medida cautelar


    COMP. 1999, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Milesi, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 2036, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Acción de amparo. Elecciones provinciales. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Competencia federal. 


    La doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar. Ello está en consonancia con aquella otra que indica que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado.  Por aplicación de tales principios, con el acto electoral interno para la elección de autoridades partidarias, se ha tornado abstracto el objeto de la pretensión deducida, por lo que deviene inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia sometida a consideración.  La Corte considera que en atención a la invocada nulidad de la convocatoria, subsiste un interés en resolver tales cuestiones,  por lo que las actuaciones, deberían remitirse a Juzgado Federal de la provincia en cuestión.


    Apoderado del Partido Nuevo Dr. Jorge Eduardo Simonetti s/ Plantea Inhibitoria


    COMP. 478, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia, de excepción, no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero lleva el propósito de afirmar las atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como en lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar -entre otros aspectos- la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sean parte (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, incs. 6° y 12, de la ley 48), y cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias.


    Universidad Nacional del Nordeste s/ Inhibitoria


    COMP. 760, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Coparticipación municipal. Autonomía municipal. Competencia federal. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia, de excepción, no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar -entre otros aspectos- la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte (art. 116 de la Constitución Nacional y art. 2°, incs. 6° y 12°, de la ley 48), y cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias.  Por aplicación de tales principios, dicha causa debe continuar su trámite ante el Juzgado Federal de Primera Instancia, toda vez que, atento a lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional y al encontrarse demandado el Estado Nacional, es competente la justicia federal para entender en ella.


    Quintela, Ricardo C. - Intendente de la Ciudad Capital de la Provincia de la Rioja c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    E. 224, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Convertibilidad


    Ley de emergencia. Intereses. Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    La determinación de la tasa de interés a aplicar como consecuencia del régimen de la ley de convertibilidad 23.928 no constituye cuestión federal susceptible de habilitar la instancia extraordinaria, sino que queda ubicada en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa que interpretan dicho ordenamiento, sin lesionar garantías constitucionales, en tanto sus normas no imponen una versión reglamentaria única del ámbito en cuestión.  El agravio referido a que el tribunal inferior no trató el tema, tampoco es viable desde que la sentencia en crisis estipula el tipo y el modo en que los intereses serán liquidados de acuerdo a las normas de consolidación citadas. Dicha circunstancia, tampoco se ve conmovida por la apreciación del quejoso referida a que no le sería aplicable lo estipulado por la ley 25.725, toda vez que es realizada en forma conjetural y, por tanto, incapaz de sustentar la apelación federal, máxime mediando una decisión asertiva del tribunal inferior al respecto, que eventualmente solo afectaría a la contraparte.


    Ramundo, Juvenal c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    R. 1203, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Costas


    Ejecución de honorarios. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Si bien es cierto que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad, a su respecto, es de aplicación especialmente restringida, corresponde de todos modos hacer lugar al reclamo cuando se ha omitido manifiestamente la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, pues el pronunciamiento se toma descalificable como acto judicial.  El juzgador no evaluó con el rigor que es menester el desarrollo del presente incidente, al prescindir de elementos indispensables para su correcta solución, circunstancia que torna su decisorio arbitrario.  Ello es así, toda vez que el trámite de ejecución comienza cuando el obligado no cumple voluntariamente con la sentencia.  Asimismo, no parece razonable calificar de ejecución al procedimiento estipulado por la ley 23.982 y su reglamentación aplicable, en comparación con lo dispuesto en el art. 499 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dado que cuenta con una naturaleza sensiblemente disímil, toda vez que es una obligación impuesta por el Estado Nacional, con el fin de poder pagar sus deudas, dentro de una situación de crisis económica.  En ese marco, es inadmisible que la contraria deba solventar los gastos de una imposición legal de este tipo, máxime cuando se ha demostrado su fehaciente voluntad de pago. Lo contrario sería ubicar al abogado patrocinante en una mejor situación que al acreedor principal, pues a éste se le impone cobrar en bonos y, por tanto, recorrer la vía señalada para percibirlos sin recibir, a cambio de las gestiones a realizar, compensación extra a cargo de la vencida.  Igualmente, resulta arbitraria la forma en que el a-quo arribó al monto de condena, pues la sola mención de cierta normativa y la alusión de pautas de extrema generalidad como las empleadas, no son suficientes para fundar su decisión, así como omitió pronunciarse sobre la procedencia de la aplicación del artículo 13 de la ley 24.432 oportunamente planteado por la recurrente, lo que también descalifica su decisión.


    Federación Sindicatos Unidos Petroleros del Estado c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Cobro de aportes o contribuciones


    F. 346, XXXIX, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Fuero de atracción. Concurso preventivo. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas "Roja, Claudia Luján c/ Línea 213 S.A. de Transporte y otro s/ Daños", y Comp. 518, L. XXXVII, "Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano".


    Pieres Diz, Silvia Rita c/ Municipalidad de General San Martín y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 2071, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa", de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General.


    Casa Hutton S.A.C.E.I. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 14, XL, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Facultades de la alzada. 


    La contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la aIzada del tribunal que hubiese prevenido.


    Cuesta, Oscar A. c/ Banca Nationale del Lavoro s/ Amparo


    COMP. 281, XL, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. 


    Las declaraciones de incompetencia emanan de jueces nacionales de primera instancia, corresponde remitírselo a la alzada del magistrado que previno a esos fines.


    González, José Alcides c/ Banco de Galicia s/ Amparo


    COMP. 2019, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa G. 767, XXXVII, “Garrido, Antonio c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción de amparo”. Precedente de la Corte en Fallos: 325:613.


    Criado, Irma Elizabeth y otra c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Sumario


    C. 175, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa G. 767, XXXVII, “Garrido, Antonio c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción de amparo”.   Precedente de la Corte en Fallos: 325:613.


    Cruceño, Juan Noel c/ Río Negro, Provincia de y otra s/ Ordinario


    C. 865, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas T. 352, XXXV, “Transportadora de Gas del Sur S.A. (T.S.G.) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema (Fallos 324:871); T. 48, XXXVII, “Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa” y T. 338, XXXVII, “Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Atento a que se solicita la citación del Estado Nacional como tercero, con fundamento en que la  controversia le es común -circunstancia que el propio Estado, al comparecer a juicio en otros casos análogos al de autos, ha sostenido para justificar su citación- por encontrarse comprometido su interés, toda vez que no sólo resulta susceptible de afectar severamente a la economía del sector hidrocarburífero, interfiriendo con la normal prestación de servicios públicos licenciados y concesionados por la Nación bajo jurisdicción federal, sino también la economía general del país, al ser factible la extensión de dicha conducta a otras provincias, y su aplicación a una amplia gama de contrataciones, la presente demanda corresponde a la instancia originaria de la Corte ratione personae, a fin de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales que la Constitución Nacional establece a favor de la Provincia (art. 117) y de la Nación (art. 116).  El proceso también debe tramitar en esta instancia en razón de la materia sobre la que versa al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en cuanto el impuesto de sellos cuestionado se impugna por resultar contrario a la Ley de Coparticipación Federal y a la Ley Fundamental.


    Distribuidora de Gas del Centro S.A. y otro c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    D. 1450, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa G. 767, XXXVII, “Garrido, Antonio c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción de amparo”   Precedente de la Corte en Fallos: 325:613.


    Eiler, María Elena c/ Río Negro, Provincia de y otra s/ Ordinario


    E. 134, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Ley provincial. Inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1, XL, “Carnes Santacruceñas S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    El proceso en estudio corresponde a la competencia originaria de la Corte según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    Empesur S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa


    E. 495, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Sucesión ab intestato. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para que quede trabada debidamente la cuestión de competencia, debe ponerse en conocimiento de lo resuelto, al magistrado oficiante a fin de que se expida al respecto.


    Lanterna de Gesleo, Elba A.E. s/ Sucesión Ab - Intestato


    COMP. 1447, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° 1285/58 y la reiterada jurisprudencia de la Corte.


    Marteau de Lange, Rodolfo Mario c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 1654, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa: G. 767, L. XXXVII, “Garrido, Antonio c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción de amparo”.


    En virtud de lo expuesto en “Garrido”, y teniendo asimismo presente lo sostenido por la Corte en el precedente de Fallos: 325:613 -en cuanto a la renuncia expresa que efectúa una Provincia  respecto de la prerrogativa jurisdiccional contemplada en el art. 117 de la Constitución Nacional, a favor de la Justicia Federal- este proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Navarro Primo, Ramón c/ Río Negro, Provincia de y otro (ANSES) s/ Ordinario


    N. 168, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de familia. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación", y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    B., E. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 652, XL, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    L. R., María Manuela s/ Internación


    COMP. 592, XXXIX, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Yebra, Stella Maris c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561, Decreto 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 561, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de familia. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación", y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    R., A. A. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 663, XL, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    En el sub lite no se presenta una cuestión de competencia que deba la Corte resolver, según el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Acebedo, Verónica Alejandra c/ Banco Lloyds TSD Bank PLC y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2161, XXXIX, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inc. 10 del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria.  Sentado ello, corresponde señalar que el demandado por la actora a fin de obtener un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados del referido accidente automovilístico, solicitó la citación como tercero de la Provincia de Buenos Aires, con fundamento en la responsabilidad que ésta tiene en su calidad de titular de la ruta en la que se produjo el siniestro y por la presunta falta de servicio en que habría incurrido, al efectuar un cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo.  Si bien este Ministerio Público, en procesos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar el Tribunal probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.


    Aguilar, Patricia Marcela c/ Rey, Héctor y otra (Provincia de Buenos Aires) s/ Daños y perjuicios


    A. 820, XXXIX, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa A.746, XXXIX, “Amancay S.A.I.C.A.F.I. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Asociación de Industrias Argentinas de Carnes c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de Inconstitucionalidad


    A. 424, XL, 12 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Diligencias preliminares. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto a dicho Estado local.  En el sub lite, toda vez que los padres del menor denuncian domiciliarse en la Provincia de Buenos Aires, no se cumple con el requisito de distinta vecindad invocado, extremo que en estos supuestos resulta esencial, en tanto se hallarían enfrentados en autos un Estado local con sus propios vecinos, por lo que el pleito debe ventilarse ante los jueces provinciales.


    B., E. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios (diligencias preliminares)


    B. 1638, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  S bien, el Ministerio Público, en asuntos análogos al presente sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por el derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.   En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia, estas actuaciones deben tramitar ante los estrados de la Corte.


    Berardone Bouhebent, Horacio c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 480, XXXIX, 17 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La Competencia originaria de la Corte- conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inciso 1° del decreto -ley  1285/58- procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.   Ante todo, corresponde señalar que, si bien la demanda fue dirigida contra la Policía de la Provincia de Buenos Aires, toda vez que dicho organismo integra la Administración Central del Estado local, es la provincia quien se encuentra sustancialmente demandada en el pleito.   Si bien este Ministerio Público, en procesos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar el Tribunal probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.


    Canto, Humberto Martín c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 1997, XXXIX, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Hábeas data. Información errónea o desactualizada. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.   Toda vez que la sociedad actora deduce su demanda contra el Banco Central de la República Argentina -entidad autárquica nacional que según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional y en el art. 55 de su Carta Orgánica, está sometido al fuero federal- y contra una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental - la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Compañía Azucarera Concepción S.A. c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Acción de hábeas data


    C. 37, XL, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Seguridad pública. Acción de amparo. Falta de legitimación para obrar. Falta de agravio concreto. Juicios contra el Estado. Calidad de parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.   Asimismo, ha reconocido, que cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que ésa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional.  Sin embargo, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no solo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.  Cuando de los términos de la demanda, se desprenda que la Nación y la Provincia no revisten dicho carácter, toda vez que el amparista no individualice actos u omisiones en concreto que provengan del Estado Nacional o de la Provincia de Buenos Aires que lesionen arbitraria e ilegítimamente sus derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, de los cuales se derive un daño o perjuicio particular y grave a su parte, por lo que las demandadas no son titulares de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, puesto que carecen de un interés directo en el pleito, de tal forma que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, lo cual obsta a la competencia originaria de la Corte.  La sola condición de ciudadano, sin otra afectación particular no resulta suficiente en principio, para autorizar la intervención de los jueces a fin de ejercer su jurisdicción, pues dicho carácter es de una generalidad tal que impide tener por configurado el interés concreto, inmediato y sustancial que permita considerar al pleito como una "caso", "causa" o "controversia", en los términos de los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 2° de la ley 27, único supuesto en que la mentada función puede ser ejercida.  Como regla, un daño es abstracto cuando el demandante no puede expresar un agravio diferenciado respecto de la situación en que se hallan los demás ciudadanos, y tampoco puede fundar su legitimación para accionar en el interés general en que se cumplan la Constitución y las leyes   Ello es así, pues, al no concretarse que efectos habría de tener la concesión de lo peticionado sobre sus presuntos intereses, la sentencia habría de tener un sentido meramente conjetural e hipotético, impropio de un fallo jurisdiccional.  En este orden de ideas, se debe afirmar que la razón de ser de la institución del amparo no es la de someter  a la supervisión judicial el desempeño de los funcionarios y organismos administrativos, ni el contralor del acierto o error con que ellos cumplen las funciones que la ley les encomienda, sino la de proveer de un remedio contra la arbitrariedad de sus actos que puedan lesionar los derechos y garantías reconocidos por la Ley Fundamental.  La Corte ha dicho que el amparo únicamente procede para la tutela inmediata de un derecho constitucional violado en forma manifiesta y, en cambio, es inadmisible, cuando el vicio que compromete garantías constitucionales no afecta un derecho diferenciable y no resulta evidente.


    Díaz, Carlos José c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de Amparo


    D. 1189, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos y los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “juzgado Feeral n° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Dombrowski, Juan y otro c/ Citibank NA s/ Acción de Amparo


    COMP. 2106, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Entes autárquicos nacionales. Avocación jurisdiccional. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 240, XXXIX, Presentaciones Varias, "Ente Nacional Regulador Del Gas s/ Su Solicitud de avocación".


    Ente Nacional Regulador del Gas s/ Solicitud de avocación


    E. 164, XXXIX, 19 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Avocación jurisdiccional. Servicio público. Gas natural. Competencia federal. 


    Respecto de la cuestión que se debate, no asiste razón al actor, toda vez que lo pretendido por la amparista no sólo abarca la controversia que se suscita entre los sujetos de la ley federal 20.076 con motivo de la prestación del servicio público de gas natural, sino que también se dirige a obtener que se declare la inconstitucionalidad del art. 56 de aquella ley, de tal forma que la materia en examen excede la vía administrativa previa, en la que no puede ventilarse dicho cuestionamiento.  En este orden de ideas, es dable advertir que después de la reforma constitucional de 1994, distintos autores sostienen que "el amparo es la vía tutelar por excelencia de los derechos constitucionales o legales, cuando éstos han sido desconocidos, de manera arbitraria o ilegítima". Así, "parece atinado destacar que la idoneidad de la vía no debe meritarse solo por la eficacia, traducida en términos de rapidez, porque desde este punto de vista el recurso directo -ante la Cámara- es preferible a una acción que tiene que recorrer -como mínimo- el camino de la primera y segunda instancia. Análisis que resulta válido siempre y cuando el recurrente se encuentre en situación de optar entre una y otra vía. Distinta es la situación, si aún no ha intervenido el ente en ejercicio de sus facultades jurisdiccionales y existe un conflicto entre dos sujetos del mercado regulado, en el que se afectan de manera manifiestamente arbitraria o ilegitima los derechos de algunos de ellos; en este caso, el amparo se convertirá en la vía más idónea o en la única vía hábil para proteger los derechos.  En virtud de lo expuesto, no resulta aplicable lo decidido por la Corte en los precedentes de Fallos: 319:498 y 324:3686, a diferencia de lo que en ellos sucedía, en el sub-lite, para resolver, deberé examinarse previamente el planteamiento constitucional aludido, materia que resulta ajena a la competencia asignada a los funcionarios administrativos según la ley 24.076, por lo que no existen otras vías legales para la tutela de los derechos que se dicen conculcados. Máxime, cuando no se ha dictado todavía una resolución por parte de ese organismo pasible del recurso directo de la ley 24.076.  Tiene reiteradamente dicho la Corte que la razón de ser de la acción de amparo no es someter a la vigilancia judicial el desempeño de los funcionarios y organismos administrativos, ni el contralor del acierto o error con que ellos cumplen las funciones que la ley les encomienda, sino proveer un remedio adecuado contra la arbitrariedad de sus actos, que puedan lesionar, restringir, alterar o amenazar derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional.


    Ente Nacional Regulador del Gas s/ Solicita avocación


    E. 240, XXXIX, 19 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Expendio de combustibles. Impuesto de sellos. Aceptación de la oferta. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1077, L. XXXVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un “caso” que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.   Sobre la base de estas premisas, se encuentran reunidos los requisitos establecidos por el art. 322 del CPCCN, pues ha mediado una actividad explícita de la Dirección General de Rentas de la demandada, dirigida a la “percepción” del impuesto que estima adeudado y esta actividad sumió a la actora en un “estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica”, entendiendo por tal a aquella que es “concreta” al momento de dictarse el fallo.   Como advirtió la Corte en Fallos 310:606, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y del interés suficiente en el accionante, constituye el primer obstáculo a la viabilidad de la defensa intentada por la demandada. En efecto, la exigencia de agotar la vía administrativa y el pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que, en casos como el presente, tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último.   Por otra parte, no puede obviarse que la presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte, que -por provenir de la Constitución - no puede quedar subordinada al cumplimiento de los requisitos exigidos por las leyes locales.   Respecto del fondo de la cuestión debatida, en tanto la Corte tenga por acreditado que la Provincia pretende gravar a la actora con el impuesto de sellos por contratos celebrados entre ausentes, cualquiera sea el nivel de instrumentación en la aceptación de la oferta o sus elementos esenciales, deberá declarar la inconstitucionalidad de tal pretensión.


    Esso S.A.P.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    E. 240, XXXVI, 02 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.   El Tribunal no puede asumir dicha competencia si el asunto no concierne a Embajadores,  Ministros y Cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.   Tiene dicho la Corte que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a esta instancia.   En este orden de ideas, resulta preciso destacar que en el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, los actores dirigen su pretensión, prima facie, contra una persona que presuntamente tendría el carácter de diplomático extranjero, dado que tal carácter no se desprende de las actuaciones.


    Acosta, Walter Sergio y otro c/ Embajada de Estados Unidos de Norteamérica y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 1384, XL, 06 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte -conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58-, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria.  Es dable indicar que, en el sub lite, el actor reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios que le ha ocasionado el referido accidente automovilístico, atribuyendo responsabilidad al Estado local, en su calidad de titular del patrullero que embistió al vehículo de su dominio, con fundamento en normas del derecho común. Por lo tanto, corresponde asignar naturaleza civil a la materia del pleito.  En consecuencia, de estimar la Corte probada la distinta vecindad del actor, respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Fritz, Héctor Jorge c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    F. 1073, XXXIX, 19 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuesto de sellos. Coparticipación federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    En cuanto al planteo de incompetencia, remisión al dictamen y fallo de la causa P. 502, L. XXXV, “Petrolera Pérez Companc S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa”.   Sobre la pretensión tributaria Provincial, remisión al dictamen de la causa S. 1077, L. XXXVI, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”.   


    El tema decidendum estriba en determinar si la pretensión de la Provincia, de gravar con el impuesto de sellos las ofertas de compras de gas natural, se encuentra en pugna con las disposiciones de la ley Nacional 23.548. La pretensión tributaria provincial se encuentra en pugna con la obligación asumida en el acápite II del inc. b) del art. 9° de la ley 23.548.


    Gas Natural Ban S.A. y otro c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    G. 515, XXXV, 02 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Impacto ambiental. Evaluación del impacto ambiental. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  En el sub lite, se presentan dichos recaudos, toda vez que, si bien los actores no resultan aforados a esta instancia, al no identificarse con la Provincia, la Entidad Binacional Yacyretá demanda, quien tiene derecho al fuero federal en atención a la naturaleza jurídica y a la finalidad para la que fue creada, al contestar el informe correspondiente citó como tercero a las Provincias, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Entidad Binacional Yacyretá al fuero federal, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Intendente de Ituzaingó y otro c/ Entidad Binacional Yacyretá (E.B.Y.) s/ Acción de Amparo


    I. 291, XXXIX, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58-, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria. A ese fin, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art, 75, inc. 12, de la Constitución Nacional.  En consecuencia, no es causa civil aquélla en la que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de ese carácter, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.  En efecto, en razón del carácter administrativo del contrato, el caso corresponde a la Justicia provincial, dado que para solucionar el pleito la Corte deberá examinarlo e interpretarlo en su espíritu, lo cual remite necesariamente a los principios de derecho público local y a la aplicación de las normas sobre contrataciones que rigen en dicha Provincia, cuestión que es propia de sus jueces.  En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Latinoquimica S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Cobro de Pesos


    L. 412, XXXIX, 23 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir, corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.  En efecto, toda vez que es co-demandada la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- conjuntamente con el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Machuca, Roque Jacinto y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 855, XXXIX, 26 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juez previniente. Cámara de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    En el sub lite no se presenta una cuestión de competencia que deba la Corte resolver, según el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Manenti, Ana María c/ Banco Provincia s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 2031, XXXIX, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 743, L. XXXIX, “Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Amparo".


    Municipalidad de Villa Mantero c/ Entre Ríos, Provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Acción de Amparo


    M. 203, XL, 02 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Excepción de incompetencia. Juicios en que es parte una provincia. Obras Sociales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, ello es así en tanto la demanda fue deducida en esta instancia por una obra social nacional de carácter sindical y agente natural del seguro nacional de salud, que es una entidad que tiene derecho a litigar en el fuero federal, según lo dispuesto en el art. 38 de la Ley 23.661, salvo cuando actúa como actora, que puede hacerlo ante la justicia local, opción que no ha ejercido en esta oportunidad.   A su vez, demanda a una Provincia con derecho a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional. Por ello, la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando la causa en esta instancia.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 494, XXXVIII, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad del estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58-, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria.  En mérito a lo expuesto, es dable señalar que, según se desprende de los términos de la demanda, la actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la muerte de su cónyuge, ocasionada por el referido accidente automovilístico, atribuyendo responsabilidad objetiva al Estado local, en su calidad de titular de dominio del vehículo que produjo el siniestro, por lo que corresponde asignar naturaleza civil a la materia del pleito.  En consecuencia, de considerar el Tribunal probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, con las constancias agregadas al expediente, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Pagano de Pinchetti, María Cecilia c/  Chaco, Provincia de y otro s/ Daños y Perjuicios


    P. 615, XXXIX, 23 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Juicios en que es parte una provincia. Empelo público. Cuestión no federal. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    Para que proceda la instancia de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, no basta que una provincia sea parte en un pleito pues es necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, o sea, que se trate de una causa de manifiesto y exclusivo contenido federal o de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria quedando excluidos aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.  En mérito a ello, es dable indicar que los actores, a pesar de fundar su pretensión en la ley nacional 24.557 -de carácter federal-, y en el decreto 1278/00, se basan en artículos del Código Civil, así como también en normas de carácter local,  en tanto invocan la ley de empleo público de la Provincia involucrada.  En consecuencia, de conformidad con una reiterada doctrina de la Corte, que el sub examine no corresponde a la instancia originaria del Tribunal, pues no constituye una causa federal, ya que no se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Tampoco reviste naturaleza civil, como sostiene el Juez Federal que intervino, dado que la relación jurídica que vinculó a la víctima con la Provincia. demandada, y sobre cuya base reposa el reclamo de autos, fue de empleo público -materia típicamente administrativa-, por lo que el litigio se encuentra directa e inmediatamente relacionado con la aplicación e interpretación de normas de derecho público local, como lo es la ley de empleo público en la que los actores también fundan su pretensión.  Por ser ello así, el proceso deberá ser resuelto por la Justicia local, en razón del respeto que depara el sistema federal y las autonomías provinciales, puesto que requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art.14 de la ley 48.  En tales condiciones, y toda vez que las provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional o, en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecen los arts. 121, 122, 124 y concordantes de la Ley Fundamental, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial.


    Quilaqueo, Prudencio y otro c/ Provincia de Río Negro y otro s/ Laboral


    COMP. 595, XXXIX, 15 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Avocación jurisdiccional. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 240, XXXIX, Presentaciones Varias, “Ente Nacional Regulador del Gas s/ Su solicitud de avocación”.


    Ente Nacional Regulador del Gas s/ Solicita Avocación


    E. 202, XXXIX, 19 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas S. 997, XXXVIII, "Sánchez Blanc, Nadia Claudina c/ Tucumán Provincia de s/ Amparo" y C.755, XXXVIII, "Chiodi Carlos A. y Otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo.


    Silvestri, Juan Carlos c/ Estado Nacional y otro (Provincia de Tucumán) s/ Acción de Inconstitucionalidad


    S. 663, XL, 29 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa T. 97, XXXIX, “Transportes Metropolitanos General San Martín y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.


    Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    T. 145, XL, 19 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 2035, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco de Galicia Buenos Aires S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 2260, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 2407, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Bankboston N.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 2343, XL, 01 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Bankboston N.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 2344, XL, 01 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    A., Fernanda s/ Averiguación secuestro extorsivo


    COMP. 1557, XL, 09 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 245, L. XL, "D., Diego Hernán s/ Infracción Ley 11.723”.


    A., Juan José s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1214, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Falsificación de moneda. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58.  Si de las características del hecho no resultare que la conducta a investigar tenga entidad suficiente para afectar las actividades propias del consulado o la de sus funcionarios, la causa resulta ajena a la competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    A., Sergio Dante s/ Infracción Artículos 282 y 286 del Código Penal


    A. 1090, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 362, L. XL, “Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Formosa, Provincia de y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Formosa, Provincia de y otros s/ Ejecución fiscal


    A. 363, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Toda vez que la actora cita como terceros a juicio a una Provincia y al Estado Nacional, en los términos de los arts. 90, 94 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por considerar que la controversia les es común y tienen interés en el resultado del pleito, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales gozadas, tanto por la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como por el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esa instancia.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    A. 1158, XXXIX, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 56, L. XL, "Rivero Suarez, Jesús Marco Antonio s/ Inf. Ley 11.723".


    S., Gustavo Ariel s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 1428, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Toda vez que son demandados el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional- y la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia de la Corte.


    Almirall, Jorge Oscar c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 1350, XXXIX, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Guerra. Estados extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Resultan ajenas a la jurisdicción originaria de la Corte las causas deducidas contra estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas, pues éstos no revisten calidad de aforados en los términos de los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58.  La competencia originaria de la Corte se encuentra taxativamente limitada por la Carta Fundamental, y sólo alcanza a las causas que conciernen a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, sin que pueda ser ampliada, ni restringida por las leyes que la reglamentan.


    Reino Unido de Gran Bretaña, Escocia e Irlanda del Norte s/ Agresión armada contra un estado soberano


    R. 825, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 56, L. XL, "Rivero Suárez, Jesús Marco Antonio s/ Infracción Ley 11.723".


    R., Ángel Simeón s/ Presunta Infracción Ley 11.723


    COMP. 727, XL, 29 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 659, L. XL, "Domínguez, Leonardo Fabio y otros s/ Delito contra la seguridad pública".


    Comisaría Departamental 2° s/ Infracción Artículo 194 del Código Penal


    COMP. 1401, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Citibank N.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    C. 2735, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 298, L. XL, "Rodríguez, Ramona Valentina c/ Central Dock Sud S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Amara, Carina Marisol c/ Central Dock Sud S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 641, XL, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1068, L. XXXIX, “López Zaffaroni, Ana María c/ PEN – Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986.”; Comp. 126, L. XL, “Martín, Nicolás Alberto c/ PEN y otro s/ Acción de amparo.


    Conforti, Emilio Roque c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1373, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas S. 997, L, XXXVIII, “Sánchez Blanc, Nadia Claudina c/ Tucumán, Provincia de s/ Amparo” y su cita, C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo” y C. 4119,L. XXXVIII, “Cerini, Abelardo José María y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de amparo”.


    Aravena Cortes, Mario Alfredo c/ Estado Nacional y otro (Provincia de Santiago del Estero) s/ Acción de inconstitucionalidad y medida cautelar


    A. 1402, XXXIX, 23 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    F., Sebastián Jesús y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1309, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Repetición de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión no federal. Competencia provincial. 


    El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que versan, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se trate previamente en jurisdicción local la contradicción existente entre sus propias normas, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Banco Río de La Plata S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Repetición de impuestos


    B. 933, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido. Agentes diplomáticos. Relaciones diplomáticas. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de "los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros".  Dicho privilegio no se extiende a todo el personal de las embajadas o legaciones extranjeras, sino tan solo a los agentes, que se encuentren acreditados en Argentina en alguno de los cargos que les confiera status diplomático, en los términos del art. 1°  inc. e) de la "Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas" de 1961.  Corresponde señalar que no obsta a que proceda la competencia originaria de la Corte por ser parte un diplomático, el hecho de que la actora también atribuya responsabilidad a la Embajada, toda vez que es doctrina de la Corte desde antiguo consagrada, que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional.


    Barrera de Huacho, María Hortencia c/ Da Silveira, Paulo Alberto s/ Despido


    B. 760, XXXIX, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa E. 46 XXV, “Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) c/ Chaco, Provincia del s/ Reivindicación de inmuebles”.


    Estado Nacional (Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social) c/ Chaco, Provincia del s/ cobro de pesos


    E. 437, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 325: 1833.


    Bianchi Etcheverry, María I. c/ BBVA Banco Francés s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 435, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    G., Diego R. y otros s/ Denuncia secuestro extorsivo


    COMP. 1150, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Obra social provincial. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    La demanda asume, respecto de la Provincia y del Estado Nacional, el carácter que se destacó en la causa "Chena", en la que se rechazó la pretensión en tanto el pedido formulado a esas autoridades tenía un carácter subsidiario, se halla condicionado a la falta de respuesta favorable de la obra  social, se encuentra obligada a aplicar la ley nacional 24.901. Por ello, es dable concluir que la conducta de las codemandadas no aparece revestida de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta.  Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por su raigambre constitucional es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ampliarse ni restringirse, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Camiletti, Alfredo José y otro c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Acción de amparo


    C. 1807, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Declaración de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, es cuando una Provincia es parte en una causa y la materia tiene un manifiesto contenido federal.


    Capex S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Capex S.A. s/ Cobro de ejecutivo"


    C. 1198, XL, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Protección del medio ambiente. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. 


    Las autoridades administrativas y judiciales de la provincia son las encargadas de valorar si la actividad comercial proyectada afecta aspectos tan propios del derecho provincial, como lo es todo lo concerniente a la protección del medio ambiente. La Corte Suprema tiene resuelto sobre el particular, en Fallos: 318:992, que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución, la que, si bien establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas (art. 41, tercer párrafo de la Constitución Nacional).  Por otro lado, tampoco surge la competencia federal en razón de las personas, pues ninguna de las partes tiene derecho a litigar en el fuero federal y, por lo demás, la circunstancia de que se intente proteger un recurso vivo altamente migratorio, carece de relevancia a tales efectos.


    Fundación Reserva Natural Puerto Mar del Plata c/ Consorcio Portuario Regional de Mar del Plata s/ Amparo ambiental


    F. 1046, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Prisión preventiva. Falta de prueba. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria.  Según se desprende de los términos de la demanda, -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- el actor reclama una reparación por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido un magistrado integrante del Poder Judicial de la Provincia, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el incumplimiento de las obligaciones legales de uno de sus órganos.  Al respecto, si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, el Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, de considerar probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria, dejando a salvo la opinión en contrario.


    Cardoso, Ernesto Jorge c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 2121, XXXIX, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a Fallos: 324:2334.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Simmer, Edwin Jorge s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1393, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 245, L. XL, "Diez, Diego Hernán s/ Inf. Ley 11. 723".


    M., Sergio D. s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1353, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 961, L. XL, " M., Gustavo c/ Roca, Pedro".


    M., Olga s/ Denuncia, 


    COMP. 1358, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de pasajeros. Coparticipación federal. Rechazo in límine. 


    Es reiterada doctrina de la Corte que, en la medida en que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian.  El agravio resulta conjetural o hipotético, cuando no se probó comportamiento alguno, por parte de la demandada, configurativo del requisito del "acto en ciernes", que pueda válidamente originar una relación jurídica concreta con la accionada que inmediatice su gravamen.  Por lo tanto, la pretensión deducida, de una declaración general y directa de inconstitucionalidad de la norma sancionada por la legislatura local, no constituye "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    Zenit Turismo Sociedad de Responsabilidad Limitada c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa


    Z. 110, XXXV, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Declaración de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, es cuando una Provincia es parte en una causa y la materia tiene un manifiesto contenido federal.


    Wintershall Energía S.A. s/ Inhibitoria en los autos "Provincia del Neuquén c/ Wintershall Energía S.A. s/ Cobro Ejecutivo"


    W. 40, XL, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Wapñarsky, Vanesa Lorena c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Francés y otros) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 416, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Transferencia de servicios educativos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1°, del decreto ley 1285/58, toda vez que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, en los casos en que se demanda a una Provincia, es si la acción entablada tiene manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  La acción declarativa de certeza se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 1°, de la ley 48, cuando versa sobre el preservamiento de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  En mérito a lo expuesto, cualquiera que sea la vecindad de la demandada el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal, en instancia originaria.


    Catamarca, Provincia de c/ Caja Complementaria para la Actividad Docente s/ Acción declarativa de certeza


    C. 2955, XXXIX, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión a los dictamenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa" y  Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar". Cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Vilca, Orlando Arturo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 159, XL, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción reivindicatoria. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte suprema de Justicia. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.


    Vega, Mirta Ermelinda c/ Chubut, Provincia del s/ Sumarísimo


    V. 365, XXXIX, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Declaración de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, es cuando una Provincia es parte en una causa y la materia tiene un manifiesto contenido federal.


    Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Total Austral S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    T. 261, XL, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Toledo, Mario Andrés c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Lloyds - Río) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 438, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, "Salguiera, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Todaro, María c/ Banca Nazionale del Lavoro s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 448, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.   Asimismo, remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Talarico, María del Rosario c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (FRANCES)  s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 620, XL, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Declaración de inconstitucionalidad. Contratos de exploración y explotación de hidrocarburos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglada por el art. 24, inc. 1. del decreto-ley 1285/58, es cuando una Provincia es parte en una causa y la materia tiene un manifiesto contenido federal.  La  causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 12, de la ley 48, ya que versa sobre el preservamiento de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  Ello es así, puesto que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de dichos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia.  Por otra parte, de aceptarse la citación del Estado Nacional como tercero y dado que en el pleito es parte una Provincia, la competencia originaria de la Corte también procedería ratione personae, puesto que esa sería la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales previstas en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    T. 271, XL, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Pavimentación. Inundación. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  Según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- la sociedad actora atribuye responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires, por los daños y perjuicios producidos a raíz de la falta de servicio en que habría incurrido el Estado local en la construcción de una obra.  Al respecto, si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, el Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, de considerarse probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, éste debe tramitar ante los estrados del Tribunal, dejando a salvo la opinión en contrario.


    Sociedad Anónima Agrícola Ganadera Nehuen c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    S. 210, XL, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción meramente declarativa. Transferencia del régimen de jubilaciones y pensiones. Deuda previsional. Prórroga de la competencia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- demanda a la Administración Federal de Impuestos -Dirección General Impositiva y al Estado Nacional-- quienes tienen derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, por lo que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.  No obstante, la cuestión a resolver aquí consiste en determinar si la competencia originaria del Tribunal -cuando procede ratione personae- puede ser prorrogada.   Al respecto, la Corte admitió la posibilidad de que los Estados provinciales puedan prorrogar la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando ésta corresponde ratione personae, a excepción de que existan razones institucionales o federales, o conflicto entre la Nación y la provincia, que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva, como el que surge del art. 116 de la Constitución Nacional.  En su mérito, este último supuesto es el que se presenta en el sub judice, toda vez que la cuestión en debate versa sobre el preservamiento de las órbitas de competencias entre la Provincia y el Gobierno Federal, materia que se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, según el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, por lo que reviste un neto contenido federal.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional (A.F.I.P.)  s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y de certeza


    S. 553, XXXIX, 26 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S 1297; L, XL, “Salta, Provincia de c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Acción de amparo”.


    Salta, Provincia de (Dirección de Vialidad) c/ Estado Nacional (Dirección Nacional de Vialidad) s/ Acción de amparo


    S. 1538, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Coparticipación federal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la Provincia -a quien concierne la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- demanda a dos entidades autárquicas nacionales, -quienes tienen derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, por lo que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    San Luis, Provincia de y otra c/ Consejo Vial Federal y otra s/ Acción de nulidad


    S. 856, XXXIX, 26 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.   Asimismo, remisión a los fallos de las causas Comp. 418, XXXVIII, "Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo", y Comp. 357, XXXVIII, "Ortiz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”.


    Saldivia, Mariela Alejandra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    S. 1027, XL, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Lesiones en espectáculo deportivo. Responsabilidad del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria.  De los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que los actores reclaman un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Policía provincial, atribuyendo responsabilidad al Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos. Al respecto, cabe indicar que si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, el Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.  Por otro lado, es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Robledo, Juan Pablo y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    R. 241, XXXVIII, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte - conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc.1°, del decreto- ley 1285/58- procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Río Negro, Provincia de c/ Aycsa Tenesis S.A. y otra s/ Cobro de pesos


    R. 780, XXXIX, 01 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Dado que del expediente no pueden extraerse elementos que permitan inferir que las facturas indicadas se hayan originado en un contrato administrativo y toda vez que la relación jurídica que une a las partes no se encuentra, de ordinario, disciplinada por normas de aquella índole, como sí ocurre con otros convenios típicos (obra pública, suministros, empleo público, etc.), y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.


    Rago, Patricia Victoria y otro c/ San Juan, Provincia de s/ Cobro de pesos


    R. 516, XXXIX, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que una Provincia demanda al Estado Nacional y la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art.117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    R. 533, XXXIX, 26 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Pennisi, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 339, XL, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Coparticipación federal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.  En tal sentido, ha sostenido la Corte que el nuevo rango asignado a la coparticipación federal de impuestos por la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma, lleva a concluir que la afectación del sistema así establecido involucra, en principio, una cuestión constitucional.  En efecto, la Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado Nacional y aprobada por las provincias, la que "no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada", de modo que una hipotética trasgresión a la ley local de adhesión -y, por ende, a dicha norma federal-, se proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales, sin que en ello incida el carácter local de la norma o acto mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional.  Desde esta óptica, no existe obstáculo para que el fuero federal conozca en el sub judice, pues el conflicto no involucra cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, más allá de la naturaleza de los actos que confrontan con la ley convenio y con las cláusulas constitucionales que rigen el tema.  Sobre la base de tales premisas; por ser parte de la contienda una provincia y surgir la jurisdicción federal ratione materiae en los términos explicados supra, opera plenamente la prescripción de la parte final del art. 117 de la Constitución Nacional, debiendo entonces la Corte Suprema conocer en esta causa originariamente.


    Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 582, XXXIX, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Declaración de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, es cuando una Provincia es parte en una causa y la materia tiene un manifiesto contenido federal.


    Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    P. 673, XL, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”, y al fallo de la causa Comp. 418, L. XXXVIII, "Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo", y Comp. 357, L. XXXVIII, "Ortíz, Ana María Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo".


    Palacio, Maximiliano Daniel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    P. 727, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Prencesvalle, Oscar Dante y otro c/ Banco Río s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 412, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.   Asimismo, remisión al dictamen de la causa Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Orecchia, Aldo Juan c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02  s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 619, XL, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; criterio compartido por la Corte, y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento".


    Al no tener ambos tribunales un superior jerárquico común que pueda resolverla, corresponde la Corte dirimirla en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1258/58.


    Pietranera, Irene Adela c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 679, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Municipalidad. Gas natural. Competencia nacional. 


    La competencia federal por razón de la materia es improrrogable por su propia naturaleza y no puede ser alterada por la voluntad de los litigantes. Su aplicación ha de ser sostenida aún de oficio cuando sea alterada voluntaria o inconscientemente y debe ser declarada en cualquier estado del proceso.  Si bien el Municipio actor ejecuta a un particular con fundamento en normas de derecho público local, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de esas facultades tributarias invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de gas natural.  Tal circunstancia, implica que la causa se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución, a las que alude el art. 2°. inc. 1°), de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Municipalidad de la Ciudad de Salta c/ Gasnor S.A. s/ Ejecución fiscal


    M. 3068, XXXVIII, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 189, L. XXXIX, "Salgueira, Claudia c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Orlandella, Vicente José Antonio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 (BNL) s/ Proceso de conocimiento – Ley 25.561 Sumarísimo


    COMP. 640, XL, 07 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios contra el estado. Obras sociales. Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que, para su correcto planteamiento, es preciso que haya una atribución recíproca entre los magistrados que intervienen en ella,  toda vez que el único juez interviniente en autos, a fin de evitar sentencias contradictorias, se limitó a disponer su elevación a la Corte, pero sin atribuir la competencia a ningún otro tribunal.  Tampoco procede disponer el desplazamiento de las actuaciones por razones de conexidad, toda vez que entre este proceso y el que tramita ante el fuero local no existe identidad de objeto y de partes.


    Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y Acción Social y otro s/ Acción meramente declarativa con medida cautelar


    COMP. 501, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Servicio Nacional de Sanidad Animal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que, uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, en los casos en que se demanda a una Provincia, es si la acción entablada tiene manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.   Asimismo, la acción declarativa de certeza se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre el preservamiento de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  En mérito a lo expuesto, cualquiera que sea la vecindad de la actora, este proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Molinos Río de la Plata S.A c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    M. 565, XL, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto jurídico. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, la competencia originaria de la Corte, asignada por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  Por otra parte, se ha considerado causa civil a aquélla cuya decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Constructora Perfomar S.A. s/ Anulación de acto jurídico


    E. 141, XXXIX, 18 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización por muerte. Servicio penitenciario provincial. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte -conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58- procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Gatica, Susana Mercedes c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    G. 383, XL, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cámara de Apelaciones. 


    No se presenta una cuestión de competencia que deba resolver la Corte, según el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Gargiulo, María Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 337, XL, 01 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Daño moral. Discriminación. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Según se desprende de los términos de la demanda, el actor reclama, entre otras cosas, una reparación por daño moral, a raíz de la calificación que le fue otorgada por el Consejo de la Magistratura provincial y, en consecuencia, que se deje sin efecto dicho acto, debido a su contenido discriminatorio.  Por lo tanto, el juez que deba resolver el pleito tendrá que examinar y revisar actos administrativos -como lo es el acto de calificación que emitió el Consejo- e interpretar y aplicar normas de derecho público local (verbigracia: el art. 192, inc. 5°, de la Constitución de la Provincia), por lo que el proceso no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.  Ello es así, en razón de que la Corte ha sostenido que no es causa civil aquélla en la que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de ese carácter, tiende al examen y revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.  El concepto de causa civil queda reservado sólo para aquellos asuntos en los que las relaciones jurídicas entre una provincia y el vecino de otra se rijan por el derecho común de manera sustancial y no en forma tangencial.  Tampoco la causa tiene un manifiesto contenido federal, en tanto, si bien el actor calificó como discriminatoria la resolución adoptada por el Consejo, con fundamento en el art. 10 de la ley nacional 23.592 y solicitó la inconstitucionalidad de dos de sus artículos, su planteo no es exclusivamente federal, como lo requiere una antigua jurisprudencia de la Corte para que proceda su instancia originaria.


    Fores, Ricardo Sigfrido Belosindro c/ Chubut, Provincia del s/ Daño moral


    F. 657, XXXIX, 05 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Incumplimiento del contrato. competencia civil y comercial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; a cuyos fundamentos se remitio la Corte, y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento"; criterio compartido por la Corte.


    López, Olga Zulema c/ Estado Nacional y otros s/ Incumplimiento de Contrato


    COMP. 705, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Facultades de la alzada. 


    En el sub lite no se presenta una cuestión de competencia que deba la Corte resolver, según el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Ledwith, Cristina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 359, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 16, L. XXXIV, “Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. (YPF) c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    Y. 94, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 1418, L. XL, “Pan American Sur S.R.L. y otra c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Wintershall Energía S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    W. 95, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 1418, L. XL, “Pan American Sur SRL y otra c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T. 776, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    H. 368, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa E. 115, L. XXXIV, “El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”, así como al dictamen de la causa S. 1133, L. XXXIX, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén,Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Petrobras Energía S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    P. 2012, XL, 20 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Nuevo Banco Industrial de Azul S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    N. 342, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No se encuentra trabado conflicto de competencia alguno en el que la Corte se deba expedir.


    Marchesan, Noemí P. c/ Palavecino, M. Lucrecia y otro s/ Incidente de notificación de auto regulatorio


    COMP. 773, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Fragua, Héctor s/ Cobro de pesos


    COMP. 1213, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Accidente de trabajo. Derechos y garantías constitucionales. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2605, L XXXVIII, “Castillo, Ángel S. c/ Cerámica Alberdi S.A.".


    Conviene destacar, previo a todo, en punto al cuestionamiento de la declaración oficiosa de invalidez constitucional del artículo 46.1 de la ley n° 24.557 y a las dudas expresadas por la recurrente a propósito de los alcances del presente de Fallos: 324:3219, que el reciente pronunciamiento de la Corte recaído en autos B. 1160, L.XXXVI, “Banco Comercial de Finanzas S.A. - en liquidación Banco Central de la República Argentina- s/ Quiebra” viene a zanjar la cuestión, al avalar el proceder desplegado por la Corte local en orden a la invalidación motu proprio del precepto objetado tardíamente, cuya falta de regularidad constitucional, por otra parte, ha sido igualmente señalado por el Máximo Tribunal de la Nación.


    Yucra Coronado, Nicolas c/ Malatesta, Juan C. s/ Accidente de trabajo


    Y. 40, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 522, L. XL, “Agropecuaria La Unión S.A. c/ Astra Evangelista S.A. s/ Ordinario".


    Agropecuaria La Unión S.A. c/ Elecnor de Argentina S.A. s/ Desalojo


    COMP. 1025, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, “Resk, Sergio Rubén c/ MEOSP s/ Proceso de conocimiento”.


    Aravena, Antonio A. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Part. Accionariado Obrero


    COMP. 1095, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Albornoz c/ Y.P.F. y otro s/ Proceso de conocimiento” (Fallos 321:3037).


    Arozamena, Juan Federico y otros c/ Adm. Fondo de G. y R. del P.P.P. de Telefónica de Argentina en liquidación s/ Ordinario


    COMP. 1194, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Assaf, Silvia Inés c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 1226, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a Fallos: 315:2963 ("González Hipólito s/ Protección de personas").


    B., M. E. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 1380, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Beraldi, Carlos Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 1374, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Bianchi, Carlos Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional y/u otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    COMP. 1345, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Errecalde, Norma Irene s/ Sucesión


    COMP. 1012, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Fumagalli, Diego Emilio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1377, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    García, Claudio Esteban c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo - Ley 25.561


    COMP. 1233, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    En autos se produjo un conflicto de competencia que fue resuelto por la decisión de la Alzada del Tribunal que previno, motivo por el cual no corresponde que la Corte deba intervenir.


    Mazzeo, Héctor H. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 532, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    López, Stella Maris c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1342, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Macarrón, Oscar Aníbal c/ BBVA Consolidar Compañia de Seguros de Retiro S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 1356, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Minovas, Jorge Roberto y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 214/02 y 1570/01 s/ Amparo


    COMP. 1262, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Vila Ayres, Luis s/ Cobro de pesos


    COMP. 1282, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a Fallos: 315:2963 ("González Hipólito s/ Protección de personas").


    N., A. s/ Protección de Persona


    COMP. 1317, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Olmedo Cigorraga, Santiago c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1227, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Pascual, Ricardo E. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1000, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Pastorino, José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1231, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Pozzi, María Cristina y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1330, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Roth, René Pablo c/ Banco de la Nación Argentina s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1338, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a Fallos: 315:2963 ("González Hipólito s/ Protección de personas").


    S., P. G. s/ Internación


    COMP. 1385, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Sueño Fueguino S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Banco Sudameris) s/ Amparo


    COMP. 1346, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a Fallos 321:1865 y 322:456. Asimismo, remisión al fallo de la causa Comp. 38, L. XXXIII, "Yuste, Néstor Adrián c/ Agrojumbo S.A. s/ Ordinario".


    A., P. c/ Asociart A.R.T. s/ Cobro de pesos - Incapacidad


    COMP. 1062, XL, 06 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    Con arreglo a la jurisprudencia de la Corte Suprema Nacional, las decisiones dictadas en materia de competencia, no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que medie denegación del fuero federal, extremo que no acontece en autos, desde que la cuestión no excede de un problema de jurisdicción local por razón de la materia. También, ha sostenido, que la ausencia de dicho requisito no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales, supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento.  Tampoco autoriza la apertura de la instancia, el supuesto rechazo respecto de la reconvención deducida al contestar demanda.


    Dalla Fontana, Luis R. y Gómez, Alfredo C. c/ Spalletti, Jorge A. y Spalletti, Sergio


    D. 158, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Breton, Eduardo s/ Cobro de pesos


    COMP. 1555, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Álvarez de Toledo s/ Cobro de pesos


    COMP. 1554, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Sánchez, Germán s/ Cobro de pesos


    COMP. 1543, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dicatamen de la causa Comp. 999, L. XXXIX “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Juárez, Guillermo Eugenio s/ Cobro de pesos


    COMP. 1542, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Rivarola, Guillermo s/ Cobro de pesos


    COMP. 1541, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ French, Domingo s/ Cobro de pesos


    COMP. 1540, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Pérez Ibarra, Julio s/ Cobro de pesos


    COMP. 1422, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mac Dermot, María Cecilia c/ Siembra Seguros de Vida S.A.


    COMP. 1462, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal".


    C., Ariel por infraccion Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 1363, XL, 07 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1094, L. XL, "F., Norberto Osvaldo y otro s/ Robo con armas".


    C. P., César y otros s/ Robo con armas


    COMP. 1247, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal".


    C., Pedro Sergio s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 1295, XL, 26 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal".


    C., César Miguel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1403, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal".


    F., Juan Alberto y otros s/ Infracción Artículo 189 bis, 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 1389, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal".


    G., Jorge y F., Osvaldo Rubén s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1404, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Municipalidad. Gravedad institucional. Convocatoria a elecciones. Autonomía municipal. Constitución provincial. Orden público. Jerarquía constitucional. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La complejidad de la causa, así como su estrecha relación con otras deducidas a raíz del grave conflicto institucional que afecta a la provincia en cuestión -sobre las que también se confirió vista a este Ministerio Público-, exige reseñar las secuencias sobresalientes del juicio originario en las que la Corte intervino en virtud de la previsión contenida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y su vínculo con el caso de autos.  Una de las funciones primordiales de la Corte Suprema de Justicia de la Nación es interpretar la Constitución de modo tal que el ejercicio de la autoridad nacional y la provincial se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa  y que, en su carácter de intérprete y tribunal supremo de principios constitucionales y órgano superior de un poder del gobierno federal, le incumbe el deber de velar celosamente por el adecuado y eficaz servicio de justicia.  La enmienda constitucional que propicia la ley 5324, importa la asunción, por parte de la autoridad provincial, de atribuciones asignadas exclusivamente a los titulares de los Departamentos Ejecutivos Municipales para convocar a elecciones dentro de ese ámbito (confr. Art. 261, inc. 7° de la Constitución Provincial), afectando seriamente la autonomía municipal, pues pese a que está destinada a regir por única vez, introduce una modificación en sus instituciones, de forma incompatible con el diseño del régimen municipal previsto por el texto constitucional provincial.  Dicha injerencia lesiona la personalidad y las atribuciones del municipio, al trasponer el cupo de legalidad y legitimidad reglamentaria en lo atinente a su propio gobierno y la misión fundamental dentro de las instituciones políticas de la República que la Constitución y la Corte les ha reconocido.  La Corte ha dicho que sus sentencias deben ser lealmente acatadas tanto por las partes como por los organismos jurisdiccionales que intervienen en la causa. Tal principio se basa, primero, en la estabilidad propia de toda resolución firme de los tribunales de justicia pero, además, cabe poner énfasis en lo declarado en el fundamental precedente de Fallos: 205:614, mediante el cual se afirmó: "que la supremacía de la Corte de Justicia de la Nación ha sido reconocida por la ley, desde los albores de la organización nacional, garantizando la intangibilidad de sus decisiones por medio de la facultad acordada al Tribunal de imponer directamente su cumplimiento a los jueces locales –art. 16, apartado final, ley 48- régimen aplicable también en el orden nacional en virtud de la ley 4055, art. 6°. Por lo demás, las graves responsabilidades que derivan de la naturaleza misma de las funciones que ejerce esta Corte, le imponen la firme defensa de sus atribuciones, cuya cuidadosa presentación es necesaria para la ordenada subsistencia del régimen federal. Acertadas o no, las sentencias de esta Corte, el resguardo de su integridad interesa fundamentalmente tanto a la vida de la Nación, su orden público y a la paz social cuanto a la estabilidad de sus instituciones y, muy especialmente, a la supremacía de la Constitución en que aquéllas se sustentan”.  Son las razones superiores que inspiran su existencia como la necesidad de preservar el equilibrio del sistema federal las que obligan al tribunal superior de la provincia a sujetarse a la decisión preventiva adoptada por la Corte, porque su jurisdicción no puede ser obstaculizada, ya que ha sido establecida al amparo de cualquier sospecha o parcialidad.  Si bien no compete a la Corte valorar ni emitir juicios generales sobre situaciones cuyo gobierno no le está encomendado, toda vez que se lo impide la naturaleza especifica de sus funciones y su reiterada doctrina de que la autoridad suprema de sus fallos se basa sobre el supuesto de mantenerse en los límites de su competencia, no cumpliría su deber si se permitiese que la decisión en examen alcance su cometido, cuando entra en franca colisión con anteriores pronunciamientos de la Corte e implica, como ha quedado demostrado, un palmario apartamiento de ellos, a punto tal que aparece como un alzamiento claro de la Provincia contra lo dispuesto por la suprema autoridad judicial.  Las autoridades de una provincia, entre las que se encuentran los integrantes de su superior tribunal local, no pueden trabar o turbar en forma alguna la acción del Poder Judicial de la Nación, y el deber de acatamiento que sobre ellas pesa adquiere mayor significación cuando se trata de pronunciamientos de la Corte, que es suprema en el ejercicio de su competencia y cuyas decisiones son de cumplimiento inexcusable, sin que a ninguna autoridad provincial le esté permitido desconocerlas. Ello es así, porque tan incuestionable como la libertad de juicio de los magistrados en el ejercicio de su función propia, es que la interpretación de la Constitución Nacional por parte de la Corte Suprema tiene autoridad definitiva para toda la República. Ello impone el reconocimiento de la superior autoridad de que está institucionalmente investida.  La institución de un tribunal al que se le encomienda como función propia y exclusiva el conocimiento de las causas previstas en el art. 117 de la Constitución Nacional, importa atribuir a la inteligencia que ese tribunal haga de ella una autoridad que no sólo es moral, sino institucional, es decir, que el orden de las instituciones de que se trata reposa sobre ella. Y es patente que la perturban los "tribunales inferiores" que prescinden pura y simplemente de aquélla, pretendiendo que la singularidad del caso permite la dilucidación del punto ya tantas veces juzgado. La supremacía de la Corte, cuando ejerce la jurisdicción que la Constitución y las leyes les confieren, impone a todos los tribunales, nacionales y provinciales, la obligación de respetar y acatar sus decisiones.  Cabe manifestar también que el mismo carácter obligatorio de las decisiones por la Corte Suprema en ejercicio de su jurisdicción, abarca indiscutiblemente lo conducente a hacerlas cumplir. Precisamente en este último caso se indicó que el quebrantamiento, en nuevos trámites, de lo decidido por el Tribunal, mantiene íntegra su jurisdicción y atribuciones y lo habilita para intervenir si en otro juicio o por procedimientos colaterales se pudiera llegar a la consecuencia de desplazar el pronunciamiento de la Corte.


    Gobierno de la Provincia de San Luis c/ Municipalidad de San Luis


    G. 75, XL, 16 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    I., Héctor Eduardo s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1331, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    A., Cristian Raúl s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 1369, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 871, L. XL, “M., Jorge s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal”.


    L., Pablo Antonio s/ Infracción al Artículo 189 bis, 3° párrafo, del Código Penal


    COMP. 1125, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 871, L. XL, “M., Jorge s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal”.


    L. G., Victoriano s/ Competencia


    COMP. 1323, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    M., Jorge Santiago p/ Supuesta infracción Ley 20.429 y Ley 25.086 modif. Artículo 42 bis - Expediente nº 178/04


    COMP. 1201, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a Fallos 322:3264, y a los fallos de las causas Comp. 125, L. XXXIX, "Orsi, Ricardo César Vicente s/ Denuncia de contrabando", y Comp. 1030, L. XXXIX, "N.N. s/ Infracción Ley 22.415”.


    P., Doroteo Oscar s/ Denuncia


    COMP. 1467, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    T., Marcelo Omar s/ Ley 20.429 y modificatorias


    COMP. 1490, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Contienda negativa de competencia. Competencia contencioso administrativa. 


    Corresponde a la Corte dirirmir la cuestión de competencia, en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7, del decreto - ley 1285/58, al no tener ambos tribunales un superior jerárquico común que lo resuelva.   Resulta aplicable lo resuelto por la Corte en el fallo "Rezk", toda vez que las actuaciones fueron enviadas a la Cámara, con el objeto de examinar el recurso de apelación deducido  por la actora.


    Marrocco, María Amelia c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (BOSTON) s/ Medida cautelar


    COMP. 658, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Donación. Incumplimiento del contrato. Cuestiones de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, además es necesario examinar la materia sobre la que ésta versa, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.   De acuerdo con la doctrina de la Corte, no es causa civil aquélla que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de esa naturaleza, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en las que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.   En el sub judice no constituye una causa de naturaleza civil, toda vez que remite al examen y revisión de actos administrativos, dado que la Corte para resolver el litigio debería interpretar necesariamente los términos del contrato de obra pública celebrado entre las partes, como sus demás disposiciones y resoluciones complementarias, lo cual resulta ajeno a su competencia, debido a que son cuestiones regidas por normas de derecho público local que desplazan la aplicación del derecho privado, aún cuando se deba acudir supletoriamente a sus preceptos.


    Construcciones Danilo de Pellegrin S.A. c/ San Luis, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 4221, XXXVIII, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Domicilio. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el Art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el Art. 24, inc. 1°, del decreto –ley N° 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.   En este caso, al considerarse la Corte probada la distinta vecindad del actor respeto del a Provincia de Buenos Aires, las actuaciones deben tramitar ante los estrados  del Tribunal.


    Pilayun S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    P. 1012, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Inmunidades diplomáticas. Inmunidad de jurisdicción. Relaciones consulares. Consulados. Organismo dependiente de la Embajada. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria sobre una causa, si el asunto no concierne a Embajadores, Ministros o Cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según el art. 117 de la Constitución Nacional y 24 Inc. 1° del decreto-ley 1285/58.   Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la actora no dirige su pretensión contra un diplomático extranjero, sino contra el Consulado, organismo que depende de la Embajada de ese país y, al respecto, tiene dicho la Corte que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a esta instancia.   Dado que la competencia originaria de la Corte es de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos y la Convención de Agentes Consulares de 1963, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse. En el presente proceso resulta ajeno al conocimiento de la Corte, máxime cuando la Embajada solicita la inmunidad de jurisdicción prevista en el art. 1° de la ley 24.488 y no se da ninguna de las excepciones previstas en el art. 2° de dicha norma.


    Sestito, Romina Natalia c/ Consulado de Italia s/ Daños y perjuicios


    S. 3080, XXXVIII, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Accidente de tránsito. Responsabilidad del pasajero. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto a la arbitrariedad invocada, las críticas del quejoso, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador en la valoración de las pruebas, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta.   La doctrina de la Corte ha establecido que la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    Enríquez, Ángel c/ Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A.


    E. 283, XXXIX, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Caducidad de instancia. Impulso procesal. Llamamiento de autos. 


    Lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48,  tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio, y, además la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.   Es doctrina de la Corte que si la resolución que rechazó el recurso de reposición agregó nuevos fundamentos a la cuestión federal que integra el fallo anterior, resulta temporánea la apelación federal interpuesta antes de que venciera el plazo computado desde la notificación de dicho rechazo.   La Corte tiene establecido que la perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y que por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio, especialmente cuando el trámite se encuentra en estado avanzado y los justiciables lo han instado durante años, encontrándose la causa ya para definitiva, aunque estuviese pendiente el llamamiento de autos a cargo del juzgador.   No se advierte que haya existido una obligación inexcusable para las partes de realizar lo que la Corte ha definido como "actividad idónea para impulsar el procedimiento", esto es, alguna diligencia "adecuada a esta etapa procesal, y apta para hacer avanzar el proceso hacia la sentencia".  La inactividad en autos no obedeció a desinterés de las partes, permaneciendo el proceso en la etapa del artículo 268 del Código Procesal, razón por la cual, resultaba razonable esperar la actividad de los órganos judiciales. La Corte tiene dicho que en la etapa de llamamiento de autos, la parte queda eximida e su carga procesal de impulso, y, por lo tanto, su inactividad no puede ser presumida como abandono de la instancia, pues ello importaría responsabilizar a la actora por una actividad que deben cumplir los funcionarios judiciales en virtud de su obligación legal de actuar oficiosamente.   La Corte tiene dicho, que la caducidad de instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no un artificio tendiente  a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o prolongar situaciones en conflicto; de manera que por ser dicho instituto un modo anormal de la terminación del proceso, su aplicación debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio.


    Icardi, Lisandro Martín y otro c/ Nalco Argentina S.A.


    I. 90, XXXIX, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Domicilio. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto a dicho Estado local.   En los casos de pluralidad de litigantes, la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad o nacionalidad que le permita invocarlo, de conformidad con el art. 10 de la ley 48.   En este caso, no todos los actores cumplen con el recaudo señalado, que en estos supuestos resulta esencial.  Según los términos de la demanda, la coactora denuncia tener su domicilio en jurisdicción bonaerense, por lo cual se hallarían enfrentados una Provincia con uno de sus vecinos.


    Futuro Argent S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    F. 1504, XXXIX, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto a dicho Estado local.   En los casos de pluralidad de litigantes, la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad o nacionalidad que le permita invocarlo, de conformidad con el art. 10 de la ley 48.   En el sub-Iite no todos los actores cumplen con el recaudo señalado, extremo que en estos supuestos resulta esencial.


    L.V.7 Radio Tucumán S.A. y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    L. 1893, XXXVIII, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Falta de servicio público. Responsabilidad extracontractual del Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto a dicho Estado local.  Si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  La violación de garantías constitucionales, provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal y, tampoco a la competencia originaria de la Corte.   Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Santos, Horacio Marcelo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 1004, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Locación de inmuebles. Juicios contra el Estado. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión de derecho público local. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso. 


    Como lo ha establecido la Corte, la doctrina de la arbitrariedad no es aplicable a la discrepancia de los apelantes con la apreciación de los hechos y la valoración de las pruebas, así como de la inteligencia de normas del derecho común efectuada por el tribunal a quo, cualquiera que sea su acierto o error. Ello es así, porque tal doctrina no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas  y toda vez que se trata de cuestiones que, por su naturaleza, son privativas de los jueces de la causa, la Corte no está autorizada a sustituirlos en su apreciación.  Además, la Corte ha admitido que no es óbice que para resolver la materia civil resulte necesario examinar de modo incidental cuestiones de derecho público local, ya que su consideración sólo tiene por fin apreciar su incidencia en la solución de la causa. Si bien la nulidad del contrato se convirtió en thema decidendum, por haber sido introducida a través de la reconvención, estaba obviamente dirigida a obtener la reducción del monto de los daños a resarcir por la locataria del inmueble.  Cabe también destacar que la Cámara explicó las razones en las que sustentó las diferencias al momento de resolver el tema de la competencia y el fondo del asunto -donde puso de resalto que, de todas formas, la causa debería tramitar en el fuero civil-, sin que ello haya incidido en el resultado final del pleito, así como que para discernir la controversia planteada en el sub lite aplicó los principios jurisprudenciales sentados por la Corte en materia de calificación de los contratos que celebra el Estado, lo que pone a la sentencia impugnada a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada.


    Belgrano 845 S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    B. 2494, XXXVIII, 07 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio César c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Calvente, Héctor Alejandro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 1956, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 222, L. XXXVIII, "Orona, Alejandro c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. y otros s/ Daños y perjuicios".


    Rossato, María José y otros c/ Hospital Presidente Perón y otros s/ Daños y perjuicios


    R. 1350, XL, 01 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Embajadores y ministros extranjeros. Fuentes de información. Prueba. Derecho al honor. Derecho a la información. Denegatoria del recurso. 


    Respecto del agravio relativo a la invocación de prueba inexistente, poco importa que no se encuentre agregado el sumario administrativo en su totalidad, sino solamente fotocopias de actuaciones pertenecientes al mismo. En efecto, ello no significa que la prueba no exista, ya que de los citados elementos, tal como se encuentran agregados en autos, surgen acreditados hechos relativos a los hechos.  Sobre esta última cabe entender que no se desprende de un modo asertivo que el ex embajador fuera un traficante de drogas, sino que se ha limitado a señalar su mera vinculación con esa problemática, que surge efectivamente de los sumarios administrativos y de la causa penal de la cual finalmente fue sobreseído.  En cuanto al agravio relativo al desconocimiento del derecho al honor y a que se ha otorgado una inaceptable primacía al derecho a la información, con lo cual existiría un abusivo ejercicio de la libertad de informar y una ilegitima invasión a la privacidad del actor, solo traduce una diferencia con el criterio del juzgador. En efecto, esta crítica no alcanza para rebatir los fundamentos del a-quo en orden a que, por tratarse de un embajador, como representante del país en el extranjero, el interés general justifica que se den a conocer las conductas que hayan trascendido su privacidad, como son las actividades antes referidas que dieron lugar a sumarios administrativos y causa penal, y que, más allá sus resultados, adquirieron una notoriedad que supera la intimidad del sujeto.


    Spinosa Melo, Oscar y otros c/ Mitre, Bartolomé y otros


    S. 495, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Recurso extraordinario federal. Sentencia definitiva. Gravamen irreparable. 


    No revisten carácter de sentencia definitiva los pronunciamientos vinculados a nulidades del procedimiento, pues no ponen, en principio, fin al pleito ni impiden su continuación, ni ocasionan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.


    Louge A. Beltran y otro c/ Gobierno de Su Majestad Britanica


    L. 824, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Debido proceso


    Non bis in ídem. Delitos contra la humanidad. Nulidad de la citación. Cuestión abstracta. Excepción de incompetencia. Falta de acción. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que la existencia de un gravamen actual como requisito para la procedencia del recurso extraordinario determina la inadmisibilidad de las apelaciones que se apoyan en agravios futuros o meramente conjeturales, como lo es la alegada posibilidad de punición por organismos o tribunales internacionales o de otros países, especialmente si se repara en que tampoco se demuestra qué relación podría existir entre el curso del proceso y aquellas contingencias hipotéticas.


    B., Néstor s/ Recurso de casación


    B. 609, XXXVII, 16 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad


    Constitución Provincial. Reforma de la constitución. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Los actores cuestionan diversas normas de la Constitución provincial reformada en 2003, tanto por ser contrarias a disposiciones de la Constitución de la Provincia de Formosa como a la Nacional.  El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan, en sustancia, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se trate previamente en esta jurisdicción la contradicción existente entre esas conductas de autoridades provinciales y sus propias normas, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  Descartada la competencia originaria de la Corte -de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada o restringida por normas legales- se advierte que los motivos tenidos en cuenta por los miembros del Superior Tribunal de la Provincia para declararse incompetente reposan tan solo en afirmaciones dogmáticas pues omitieron hacerse cargo de una cuestión esencial planteada claramente por los apelantes, quienes pusieron en tela de juicio la validez de diversas normas incorporadas a la Constitución local, por ser contrarias a ésta y a la Constitución Nacional. Todo ello, pone de manifiesto que la doctrina en que se funda la resolución impugnada no se ajusta a la jurisprudencia citada ni la expuesta por la Corte en Fallos: 308:490, "Strada" 311:2478, "Di Mascio" y reiterada en Fallos: 312:483 y 1416: 315:761 y 781 y 324:2177, entre otros, al interpretar el alcance de la expresión "superior tribunal" empleada en el art. 14 de la ley 48.   El a quo no puede omitir el tratamiento de las cuestiones constitucionales planteadas por los actores al amparo de los impedimentos que establece la legislación local para fijar su competencia, pues la presente causa debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sólo después de "fenecer" ante el órgano máximo de la judicatura local.


    Joga, Vicente B. y otros s/ Inconstitucionalidad


    J. 68, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Delito de acción pública


    Ciudadanía por opción. Menores. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria sobre una causa, si el asunto no concierne a embajadores, ministros o cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según el art. 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.  La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a esos supuestos, y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan, a otros casos no previstos.


    C., Gustavo Fabián s/ Denuncia delito de acción pública


    C. 1372, XL, 07 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Demanda


    Juicios contra el Estado. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de competencia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art.  117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, Inc. 1°, del decreto-ley N° 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate   Cabe indicar que, si bien la posición del Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.   En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia de Buenos Aires, las actuaciones deben tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Fremont Sociedad Anónima Industrial Comercial Financiera y Agropecuaria c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    F. 1989, XXXVIII, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del fuero federal


    Cuestión federal. Recurso extraordinario federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario federal. Sentencia del tribunal superior de la causa. Cámaras de casación. 


    Cámara Nacional de Casación Penal. Tribunal intermedio.


    Si bien la denegación del fuero federal puede suscitar cuestión federal en los términos de la ley 48 y la sentencia que rechaza la competencia resultar equiparable a definitiva, si la resolución impugnada no proviene del superior tribunal de la causa, y el recurso extraordinario se ha interpuesto contra la decisión de la cámara federal de apelaciones, soslayándose la necesaria intervención que en el ámbito de la justicia federal corresponde a la Cámara Nacional de Casación Penal, cabe concluir que éste no reúne los requisitos necesarios para habilitar la jurisdicción extraordinaria.  En este sentido la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha destacado el carácter de "tribunal intermedio" de la Cámara Nacional de Casación Penal, que constituye el modo de preservar el singular carácter de su actuación, sea porque ante ella pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sea porque el objeto a revisar por ella ya sería un producto más elaborado.


    Fiscalía s/ Denuncia sobre presunta infracción Ley 24.051


    F. 888, XL, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Depósito


    Depósito aduanero. Regímenes especiales de importación. Despacho de oficio. Recurso de queja. Interpretación de la ley. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón a la Dirección Nacional de Aduanas cuando afirma que la sentencia la hace responsable sobre la base de un contrato de depósito, o su prórroga, pero que, en realidad nunca estuvo ligada con la actora por una relación contractual y que, en todo caso, serán los propietarios de las mercaderías que le confiaron su guarda y custodia los que eventualmente deberán responder, en el marco del contrato de depósito que las une.  Ello pues las partes no celebraron ningún contrato, sino que la actora obtuvo un permiso para operar un depósito fiscal, en el cual terceros ajenos a la Aduana depositaban sus mercaderías.  Por otra parte, nada hace presumir que en autos esta última haya ocupado el lugar de los depositantes en su relación con el depositario, aun cuando por pedido de este autorizó el desplazamiento de los bienes a otros depósitos fiscales, sin que sirva de sustento a esta postura la previsión del art. 216 del Código Aduanero, porque dicho precepto –que regula la vinculación entre el depositario y quien tuviere derecho a disponer de la mercadería- no alcanza al servicio aduanero, que se mantiene ajeno a la mencionada relación contractual.  Tampoco ayuda a ese propósito la conducta que desplegó la Aduana para realizar los procedimientos previstos en los art. 417 y siguientes del Código antes mencionado, porque esas normas tienen por objeto que el Estado recaude los tributos que le corresponden por la mercadería sin titular conocido, sin declarar o en rezago, e incluso que el depositario perciba la tasa de almacenaje. Pero esa actuación del servicio aduanero, correcta o defectuosa, no transforma en contractual al vínculo que mantiene con el permisionario que opera los depósitos fiscales en donde se encuentren los bienes.


    Terminal Murchinson Román S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    T. 1061, XXXVIII, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Depósito judicial


    Ley de emergencia. Defensa en juicio. Recurso de queja. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de recursos deducidos para ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha hecho excepción a tal criterio cuando el examen de los requisitos de procedencia se efectúa con un injustificado rigor formal, que afecta la garantía de la defensa en juicio.  Tal excepción debe darse cuando el tribunal, con un exceso de rigorismo y sin fundamento valedero, niega el recurso de apelación alegando únicamente que el apelante no es parte en el proceso, sin tomar en cuenta que podría verse perjudicado al ordenársele una manda respecto de la cual invocó la aplicación de normas federales que impedían tal proceder.


    Bladen S.A. c/ López y López, Antonio


    B. 4180, XXXVIII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Derechos y garantías constitucionales


    Sentencia arbitraria. Queja por recurso denegado. Omisión de considerar cuestión propuesta. Cuestión federal. 


    Es doctrina de la Corte que las limitaciones recursivas impuestas en los ordenamientos jurídicos provinciales no pueden ser óbice que impidan el conocimiento, por los superiores tribunales locales, de las cuestiones debatidas que podrían vulnerar derechos constitucionales pues, si bien las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional. En tal sentido, La Corte ha declarado, al interpretar el alcance de la expresión "superior tribunal de provincia" empleada en el art. 14 de la Ley 48, que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, deberá arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de "fenecer" ante el órgano máximo de la judicatura local, de conformidad con lo dispuesto por el art. 31 de la Constitución Nacional y por la Ley 48. Por tal razón, la legislatura local y la jurisprudencia de sus magistrados no pueden vedar el acceso al Superior Tribunal de provincia para el examen de las cuestiones federales planteadas, con fundamento, por ejemplo, en el monto de condena, el grado de la pena, la materia o por otras razones análogas.


    Barbarito, Graciela María - Registro de Contratos Públicos N° 55 de la Matanza s/ Causa N° 85.670


    B. 336, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Desaparecidos


    Indemnización. Recurso extraordinario. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha establecido que, con el dictado de la ley 24.411, el legislador previó una reparación especial sólo para quienes resultaron perjudicados por acciones ilegítimas producidas –durante el último gobierno de facto- por las fuerzas armadas, de seguridad o paramilitares, que derivaron en la desaparición forzada o en la muerte.  La inteligencia de las leyes debe tener en cuenta el contexto general y los fines que las informan y, a ese objeto, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para evitar la frustración de los objetivos de la norma. Asimismo, el Tribunal ha establecido que no se trata de desconocer la palabra de la ley, sino de dar preeminencia a su espíritu, a sus fines, al conjunto armónico del ordenamiento jurídico y a los principios fundamentales del Derecho en el grado y jerarquía en que éstos son valorados por el todo normativo, cuando la inteligencia de un precepto, basada exclusivamente en la literalidad de uno de sus textos, conduzca a resultados concretos que no armonicen con los principios de hermenéutica enunciados, arribe a conclusiones reñidas con las circunstancias singulares del caso o a consecuencias notoriamente contradictorias.


    Lewinger, Juan Pablo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Ley 24.411 (Resolución 42-01)


    L. 27, XXXVIII, 16 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    En caso de duda probatoria debe estarse a lo mas favorable para el peticionante.


    El régimen legal (art. 61 de la ley 24.411, modif. por ley 24.823) establece que, "en caso de duda sobre el otorgamiento de la indemnización prevista por esta ley, deberá estarse a lo que sea más favorable al beneficiario o sus causahabientes o herederos, conforme al principio de la buena fe". Así las cosas, no pueden dejar de ponderarse las especiales circunstancias que rodearon al hecho, lo cual conduce a generar un genuino estado de duda, cuya solución a favor de ésta -ante la ausencia de mala fe- consagra la disposición antes citada.  Es dable recordar que, en el informe elaborado por las comisiones de Legislación General, de Justicia y Derechos Humanos y Garantías de la Cámara de Diputados, en el que se conseja la aprobación del proyecto modificatorio de la ley 24.411, se expresa: "Se agregó además al proyecto originario una cláusula especial que establece que en caso de duda deberá estarse a favor de los beneficiarios o sus causahabientes o herederos. Ello se debe a la dificultad que existe en muchos supuestos de obtener las pruebas suficientes para acreditar los hechos contemplados en la ley. Hay que tener en cuenta que el registro de los trágicos años del pasado de nuestro país no está unificado, se encuentra atomizado e incompleto y existe gran número de casos en los que aun se está procesando la información. La iniciativa tiene el propósito de agilizar la percepción de la indemnización que se ha visto postergada desvirtuándose el carácter reparatorio que la misma tiene".


    Blanco Urrutia, Francisco y otro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Ley 24.411 (Resolución 134-00)


    B. 1127, XXXVII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario. Concesión errónea del recurso. 


    Dictamen de la causa “Palma de Gómez, Leticia del Carmen c/ Ministerio del Interior – Artículo 6° Ley 24.411”.


    El remedio federal es formalmente inadmisible y fue incorrectamente concedido pues, si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del tribunal, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48; máxime, en casos, en el que no se advierte un supuesto de arbitrariedad.  Los argumentos de los accionantes no se dirigen a cuestionar la interpretación dada por el tribunal a las disposiciones de la ley 24.411, sino que se limitan a controvertir la apreciación de las pruebas rendidas en el expediente y constituyen meras discrepancias con la evaluación de los aspectos facticos y probatorios de la causa, que impiden su tratamiento en esta instancia según jurisprudencia constante de la Corte.


    Yazlle, Francisca Teresa Toledo vda. de c/ Ministerio del Interior - Artículo 6 Ley 24.411


    COMP. 74, XXXVIII, 22 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Despido


    Indemnización. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    En el sub lite le asiste razón a los quejosos, cuando sostienen que el fallo incurre en un grave error de interpretación y valoración de las probanzas de autos, efectuando un razonamiento fuera de contexto y sin sustento, al omitir evaluar pruebas conducentes para la solución del litigio.  Por ello, debe descalificarse como acto jurisdiccional la sentencia que hizo lugar a las indemnizaciones de índole laboral reclamadas por la actora, al no constituir una derivación razonada del derecho vigente con relación a las circunstancias del caso, pues ha omitido valorar, el a quo, probanzas tales como los dichos de los testigos de las demandadas, que además resultaban parcialmente concordantes con las testimoniales de la actora, por que efectuó interpretaciones contradictorias respecto de éstas, ni analizó las observaciones que respecto de dichos testigos efectuaron las accionadas.  Tanto el Juez de Primera Instancia, como el a quo, solo por presunciones dedujeron que la actora se desempeñó como personal de maestranza del Frigorífico, además de realizar el trabajo de doméstica en el domicilio de la codemandada, ello sin perjuicio, refieren, del silencio de las partes sobre la relación que las unía.  El fallo también incurrió en afirmaciones dogmáticas como cuando refiere, "nada empece a que luego del cierre del establecimiento, continuara cumpliendo con su débito laboral", ya que ello no surge acreditado de las probanzas de la causa, por lo que razonablemente no pudo la Alzada arribar a dichas conclusiones.  Tampoco consideraron ni la Alzada, ni el Juez de Grado, que ante el Tribunal del Servicio Doméstico, con competencia en la materia, tramitaba un juicio por consignación, el cual no ha concluido y donde también resulta objeto de reclamo el cobro de una suma de dinero por la relación laboral que las unió.  Si bien es muy cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada, no configurando el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial.  Es con arreglo a esta razón que el fallo en recurso debe ser dejado sin efecto, en lo que fue materia de agravios, a fin de que otros jueces se dediquen a analizar en plenitud las circunstancias de hecho Y prueba de esta causa, para que puedan ofrecer el debido basamento sobre lo que en definitiva estimen a este respecto, sin que, obviamente, el señalamiento de dichos defectos de fundamentación importe abrir juicio alguno sobre cómo deberá dirimirse, en este aspecto substancial, el conflicto, desde que ello implicaría inmiscuirse en una potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la jurisdicción federal del artículo 14 de la ley 48.


    Arcidiliacono, Angela M. c/ Zivelonghi, Carlos A. s/ Despido


    A. 2524, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Circunstancias sobrevinientes. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Ha precisado que si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de litigio, la decisión de la Corte deberá atender a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.   La eventualidad de la aplicación de la reforma del régimen cambiario en materia de emergencia pública torna imperativo, como reguardo de la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Ibarra, Mario Hugo Felipe y otro c/ Empresa Almirante Guillermo Brown S.R.L. y otro s/ Despido


    I. 89, XXXIX, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Ha precisado que si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de litigio, la decisión de la Corte deberá atender a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.   La eventualidad de la aplicación de la reforma del régimen cambiario en materia de emergencia pública torna imperativo, como reguardo de la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Pizarro Ayerza, Eduardo c/ 29 de junio S.A.


    P. 2739, XXXVIII, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Determinación de impuestos


    Impuesto a las actividades económicas. Responsabilidad solidaria (tributario). Pago de tributos. Falta de agravio concreto. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Precedente del fallo de la causa S. 368, L. XXXIV “Shell, Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Provincia del Neuquén s/ Acción declarativa”.


    La Corte ha señalado, reiteradamente, que sus sentencias deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan.   Las afirmaciones de la Provincia y el Director General de Rentas, como señaló la Corte en el precedente de la referencia, poseen el valor de “un recibo de pago” por parte de la Provincia, que ampara a la actora frente a un eventual reclamo posterior que aquella pretendiera efectuarle, por quedar incorporado a su patrimonio como un derecho adquirido y tutelado por el principio constitucional de inviolabilidad de la propiedad.  En tales condiciones, no subsiste una controversia definida, concreta, real y sustancial, que admita remedio específico a través de una decisión de carácter definitivo. La actora, sólo busca una opinión que advierta cuál sería la nulidad que padecería el acto atacado, pero cuyo resultado no lo beneficia ni perjudica en el marco del proceso.  Es doctrina de la Corte que el ejercicio de la función jurisdiccional requiere que los litigantes demuestren la existencia de un perjuicio de orden personal, particularizado, concreto y además susceptible de tratamiento judicial, recaudos que han de ser examinados con particular rigor cuando se pretende debatir la constitucionalidad de un acto celebrado por alguno de los otros poderes del Estado.


    Teyma Abengoa S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    T. 292, XXXVIII, 22 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Diferencia de haberes jubilatorios


    Resolución judicial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 1132, L.XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    La Corte señaló que no resulta razonable la declaración de incompetencia de aquellos magistrados fundada en el marco de los preceptos contenidos en el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya que se trata de un conflicto propuesto por un juez en los términos del decreto-ley 1285/58, y no de una resolución judicial que hubiera resuelto una excepción previa deducida por las partes.


    Petrini, David L. c/ Nación AFJP y otro s/ Diferencia de haberes


    COMP. 2012, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución de créditos laborales


    Circunstancias sobrevinientes. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Ha precisado que si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de litigio, la decisión de la Corte deberá atender a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.   La eventualidad de la aplicación de la reforma del régimen cambiario en materia de emergencia pública torna imperativo, como reguardo de la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Fahrni, Gastón Alberto y otro c/ Qualitas Medica s/ Ejecución de créditos laborales


    F. 416, XXXIX, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria


    Concursos. Extinción del fuero de atracción. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Si bien las cuestiones de competencia no autorizan la apertura del recurso extraordinario, en el sub judice, por sus especiales características, corresponde hacer excepción a tal principio, toda vez que el tribunal superior provincial no atiende a reiterada doctrina de la Corte invocada expresamente por el recurrente y lo hace con la sola manifestación de que las decisiones del Alto Tribunal no son vinculantes, sin hacer mención a fundamentos que justifiquen una resolución contraria a la pacífica doctrina sentada por el Tribunal desde el precedente "Casasa" del 2 de abril de 1996.  Cabe señalar, al respecto que, no obstante que las decisiones de la Corte Suprema se circunscriben, como es obvio, a los procesos concretos que le son sometidos a su conocimiento, no cabe desentenderse de la fuerza moral que emana de su carácter supremo, sin vertir argumentaciones que la contradigan, pues como la Corte tiene dicho dada la autoridad institucional de los fallos del Alto Tribunal en su carácter de supremo intérprete de la Constitución Nacional y las leyes, de ello se deriva el consecuente deber de someterse a sus precedentes.  Por otro lado, el pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, relativo a la competencia para entender en la causa, tampoco está suscripto en un marco correcto.  Para que exista un planteo de competencia, es preciso que haya una atribución recíproca entre los magistrados que intervienen en el conflicto.   Al respecto, procede destacar, la doctrina señala que, conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los procesos en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin mayores reparos, conforme se señalara en doctrina reiterada de la Corte.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Loba Pesquera S.A. Marit. Com. e Ind. s/ Ejecución hipotecaria


    B. 1019, XXXIX, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Mutuo hipotecario. Sentencia arbitraria. Sociedad constituida en el extranjero. Sentencia arbitraria. Reserva de la cuestión federal. 


    En cuanto a la definitividad de la sentencia, la Corte tiene reiteradamente dicho que, si bien las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos no son, en principio, susceptibles de recurso extraordinario por no revestir el carácter de sentencias definitivas, ello no resulta óbice decisivo para invalidar lo resuelto cuando el tribunal provocó con su decisión un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.  Además la Corte ha dicho, remitiendo al dictamen de la Procuración, que, en principio, el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la Ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención del Tribunal, último intérprete de las mismas.  Mas la arbitrariedad, como lo ha definido la Corte, no es una cuestión federal de las efectivamente aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino, en rigor, la causal de nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, "la sentencia fundada en ley" a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. De allí que las partes no tienen por qué admitir de antemano, que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. Y por eso es que la Corte ha sido muy amplia al respecto, y sólo ha exigido el planteo previo en el supuesto en que la cámara confirma por iguales fundamentos la sentencia del juez de grado y ante ésta no se hubiera invocado la tacha, desde que ello importa un consentimiento de validez que luego no permite introducirla tardíamente.  Empero, el requisito de la reserva, como el Tribunal lo tiene dicho, no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, por consiguiente, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad, no es una cuestión a decidir, que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Constitución Nacional, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.


    Rolyfar S.A. c/ Confecciones Poza S.A.C.I.F.I.


    R. 1149, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Elecciones


    Nulidad de la elección. Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. Sentencia no firme. Superior Tribunal de la Causa. 


    El recurso extraordinario es inadmisible cuando que no se dirige contra una sentencia definitiva dictada por el tribunal superior de la provincia.   A partir del precedente “Di Mascio” (Fallos: 311:2478), la Corte estableció que las decisiones que son aptas para ser resueltas por la vía del art. 14 de la ley 48 no pueden ser excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia, toda vez que la decisión del legislador plasmada en dicho artículo fue que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, deben arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sólo después de "fenecer" ante el órgano máximo de la judicatura local, dado que los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprendan puntos regidos por la Constitución, las leyes federales y los tratados internacionales.  Consecuentemente, se dijo que, en los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el art. 14 de la ley 48, la intervención del tribunal superior de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del art. 31 de la Constitución Nacional, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquél órgano en supuestos tales como por el monto de la condena, por el grado de la pena, por la materia o por otras razones análogas. Ello es así, porque las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.  Conduce a la desestimación el incumplimiento por parte del quejoso de articular el recurso extraordinario contra un pronunciamiento del tribunal superior de la Provincia que, según su organización ritual respectiva, está habilitado para decidir sobre la materia que suscita la cuestión federal que invoca o que podría originar esta última mediante una sentencia insusceptible de ser revisada por otro o, inclusive, por él mismo.


    Agente Fiscal Nº 1 solicita declare nulidad s/ medidas expte. A 109/2003


    A. 100, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Embajadores y ministros extranjeros


    Traductores públicos. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de "… los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros.. ". Asimismo, el art. 24, inc. 1° in fine del decreto ley 1285/58 determina que dichos asuntos son las causas "... que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia o al personal de la embajada o delegación que tenga carácter diplomático... ", esto es a los agentes que se encuentren acreditados en nuestro país en alguno de los cargos que les confiera dicho status en los términos del art. 1°, inc. e) de la "Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas" de 1961.


    Nguyen Ngoc Dien (Embajador de la República Socialista de Vietnam) s/ Información sumaria (autorización para designar traductor)


    N. 247, XXXIX, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Expropiación


    Autonomía provincial. Facultades del gobierno provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una Provincia sea parte de un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, resulta necesario que la materia del pleito sea de exclusivo carácter federal, o se trate de una causa civil, en cuyo único caso es esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllas que se vinculan con el derecho público local.   Al respecto, la Corte ha establecido que no corresponde a la instancia originaria del Tribunal los juicios de expropiación seguidos por una Provincia contra vecinos de otra, aún cuando se discuta solamente el quantum del resarcimiento.   El proceso expropiatorio, que se inicia con la declaración legislativa de la utilidad pública y finaliza con el pago de la indemnización justa y con la consiguiente transferencia del dominio al sujeto expropiante es, en su integridad, un instituto derecho público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia en el ámbito de su respectiva competencia territorial.   La facultad expropiatoria es una de las reservadas por las Provincias dentro de su territorio y la autonomía de éstas no admite interferencia federal, en virtud del reparto de los poderes nacionales y provinciales establecidos en los arts. 75 inc.12, 121, 122 y concordantes de la Ley Fundamental.   El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales, el conocimiento de decisión de las causas que versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutele por la vía del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Caride, María Lidia y otra s/ Inhibitoria causa: "Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Caride y LLames, María Isabel y otros s/ Expropiación"


    C. 265, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Expropiación irregular


    Autonomía provincial. Facultades del gobierno provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una Provincia sea parte de un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, resulta necesario que la materia del pleito sea de exclusivo carácter federal, o se trate de una causa civil, en cuyo único caso es esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllas que se vinculan con el derecho público local.   La Corte ha establecido que no corresponde a la instancia originaria del Tribunal los juicios de expropiación seguidos por una Provincia contra vecinos de otra, aún cuando se discuta solamente el quantum del resarcimiento.   El proceso expropiatorio, que se inicia con la declaración legislativa de la utilidad pública y finaliza con el pago de la indemnización justa y con la consiguiente transferencia del dominio al sujeto expropiante es, en su integridad, un instituto derecho público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia en el ámbito de su respectiva competencia territorial.   La facultad expropiatoria es una de las reservadas por las Provincias dentro de su territorio y la autonomía de éstas no admite interferencia federal, en virtud del reparto de los poderes nacionales y provinciales establecidos en los arts. 75 inc.12, 121, 122 y concordantes de la Ley Fundamental.   El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales, el conocimiento de decisión de las causas que versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutele por la vía del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Burcaiva S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Expropiación Inversa


    B. 614, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Extensión de la quiebra


    Designación del síndico del concurso. Banco Central de la República Argentina. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestión federal. 


    Hay decisión equiparable a definitiva cuando la misma causa un agravio no susceptible de reparación ulterior, por cuanto más allá de que el tribunal del concurso pudiera posteriormente revisar tal decisión en virtud de ulteriores circunstancias de hecho y ajenas a los motivos invocados, ello no compensaría la actuación que se le obligó a cumplir al Banco Central fuera del marco de las funciones expresamente asignadas en ley especial.  A su vez, existe cuestión federal que habilita la instancia extraordinaria en los términos del inciso 3° de la ley 48, toda vez que se halla en cuestión la aplicación e inteligencia de normas de naturaleza federal y la decisión impugnada es contraria al derecho que los recurrentes pretenden sustentar en aquéllas.  En cuanto al fondo de la cuestión, es nítido que el artículo 50 de la ley 21.526, modificada por la ley 22.529 sólo habilita la sindicatura del Banco Central de la República Argentina en los trámites de extensión cuando las personas alcanzadas por tal decisión son entidades financieras.  Por ello, debe declararse la procedencia del recurso extraordinario y dejar sin efecto la decisión apelada en lo que respecta a la designación del Banco Central como sindico en los procesos de extensión.


    Monteverde, Norberto D. y otros s/ Pedido de extensión de quiebra


    M. 1030, XXXIX, 06 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Extradición


    Presentación extemporánea. Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    No resulta aplicable la doctrina de la Corte Fallos: 101:298.


    Es un principio general establecido por la Corte que no es posible admitir la queja cuando el recurso ha sido rechazado por extemporáneo, a excepción de que se alegue –y demuestre- un manifiesto error legal o de cómputo de plazos, por parte del juez de la instancia.  El "derecho al recurso" no debe entenderse como una habilitación irrestricta a la revisión de cualquier sentencia: estará condicionado por "las leyes que reglamenten su ejercicio", como son las normas procesales que establecen la perentoriedad de los plazos para la interposición de recursos. Normas que no se reducen a una mera técnica de organización formal de los procesos sino que, en su ámbito específico, tiene por finalidad y objetivo ordenar adecuadamente el ejercicio de los derechos en aras de lograr la concreción del valor justicia en cada caso y salvaguardar la garantía de defensa en juicio.


    A., Ceber s/ Causa N° 2.040


    A. 585, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Fallos de la Corte


    Beneficios previsionales. Fallos del Superior Tribunal. Costas en el orden causado. Apartamiento de la doctrina de la corte. 


    Remisión a la doctrina de Fallos: 316:2525.


    Serralunga Fernan Constante c/ Provincia de Santa Fe s/ Recurso contencioso administrativo de plena jurisdicción


    S. 2703, XXXVIII, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Fianza


    Admisibilidad de la prueba. Exceso ritual manifiesto. Verdad jurídica objetiva. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. 


    El remedio federal no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa relativas a la apreciación de cuestiones de hecho y prueba, ni aquellas que se refieren a la interpretación y aplicación de normas procesales, pero no lo es menos que hace excepción a tal criterio, cuando las sentencias de los tribunales realizan una apreciación de excesivo rigor formal de tales elementos, generando una decisión que conduce a un resultado que se aparta de la verdad material y del principio liminar de realizar la justicia.  La condición necesaria de que las circunstancias de hecho sean objeto de comprobación ante los jueces, no excusa la indiferencia de estos respecto de su objetiva verdad, y que si bien es cierto que para juzgar sobre un hecho no cabe prescindir de la comprobación de su existencia que en materia civil incumbe a los interesados y que esa prueba está sujeta a limitaciones en cuanto a su forma y tiempo, también lo es que el proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente formales.  Si bien el contenido de las normas rituales poseen su reconocida e indiscutible importancia que exige su riguroso cumplimiento, su desnaturalización, o sobre dimensionamiento, por encima de su razón de ser, termina por convertir a esos imprescindibles preceptos en una suerte de trampas o valladares tendientes a frustrar el derecho constitucional del debido proceso, lesionando gravemente la garantía de la defensa.


    Banco Holandés Unido c/ Álvarez Laviana, Ángel Ignacio s/ Ordinario


    B. 773, XXXVII, 06 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Haber jubilatorio


    Restitución de sumas de dinero. Ley federal. Superior Tribunal de la causa. Recurso de apelación. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, "Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySS  y/o ANSES) s/ Sumarísimo".


    Ferragut, Graciela Amanda c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    F. 769, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, "Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySS  y/o ANSES) s/ Sumarísimo".


    Fontanini, Alberto Aníbal c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    F. 770, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Agentes de la administración pública. Interpretación de leyes federales. Constitucionalidad. Estado de emergencia. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa: C. 2530, L. XXXIX, "Cxolina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo".


    Por discutirse el contenido y alcance de normas de derecho federal, el Tribunal no se encuentra limitado por los argumentos de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  En la causa “Cxolina – Yapura – Vargas” esta Procuración se pronunció por la constitucionalidad del decreto 1819/02 en cuanto a la forma de restitución de las sumas descontadas de los salarios de los agentes públicos en actividad, con motivo de la reducción dispuesta por el decreto 896/01 y la ley 25.453. En virtud de los fundamentos allí expuestos, debe revocarse la sentencia apelada en cuanto declara su invalidez constitucional.  Se aprecian diferencias entre las formas de restituir las sumas descontadas a los agentes activos y a los beneficiarios previsionales, con claras ventajas para éstos, pues mientras los primeros reciben sus acreencias en bonos o títulos de la deuda pública, los segundos, en determinadas circunstancias, pueden hacerlo en efectivo, incluso en un solo pago.  Desde esta perspectiva, igual que en el caso antes citado, el ejercicio de las competencias constitucionales por parte de los poderes Legislativo y Ejecutivo no se presenta como irrazonable o como una afectación esencial de los derechos involucrados sino, antes bien, como una medida tendiente a honrar las obligaciones contraídas con los beneficiarios previsionales, adoptada en el marco del estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, declarado por la ley 25.561.  Es que, tal como lo ha señalado el Tribunal desde sus orígenes, los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamentan su ejercicio. Dichas restricciones pueden ser mayores durante épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron, en tanto la obligación de afrontar sus consecuencias justifica ampliar, dentro del marco constitucional, las facultades atribuidas al legislador, al punto de que la dilación en el pago de créditos y retroactividades pueda diferirse con la razonabilidad que surge de los temas examinados.  En este contexto, cabe recordar que el derecho positivo argentino es particularmente explícito en lo que concierne a la legitimidad de la suspensión de los derechos personales como recurso propio del poder de policía, a fin de proteger el interés público en presencia de desastres o graves perturbaciones de carácter físico, económico o de otra índole, siempre, claro está, que no se altere la sustancia de tales derechos. La Corte ha dicho que en estos casos el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios.  Sin embargo, también se encargó de destacar que la restricción que impone el Estado al ejercicio normal de los derechos patrimoniales debe ser razonable, limitada en el tiempo, un remedio y no una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato, y está sometida al control de constitucionalidad, toda vez que la emergencia, a diferencia del estado de sitio, no suspende las garantías constitucionales. En cuanto a las leyes de emergencia, ha señalado que para su justificación se requiere: 1) que exista una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad; 2) que la ley tenga como finalidad legítima la de proteger los intereses generales de la sociedad y no a determinados individuos; 3) que la moratoria sea razonable y acuerde un alivio justificado por las circunstancias; 4) que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria la moratoria.  En particular, sobre la constitucionalidad de los regímenes legales de consolidación que, al igual que las normas aquí cuestionadas, también prevén el pago de las deudas públicas con la entrega de bonos o títulos, la Corte ha dicho que ello no priva a los particulares de los beneficios derivados de la sentencia, sino que reconoce las obligaciones del Estado, evidenciando su voluntad de cumplirlas, y añadió que con ese proceder no se despoja al acreedor del crédito declarado en el fallo, sino que sólo se suspende temporalmente la percepción íntegra de las sumas adeudadas. Incluso se ocupó de desestimar que la demora en percibir las acreencias signifique una violación constitucional y, en Fallos: 321: 1984, señaló que no es exacto sostener que se suspende por varios años el cobro de la deuda, pues se realizan periódicos pagos parciales y, en caso de ser necesario, existe la posibilidad de enajenar los bonos en el mercado. Por lo tanto, el lapso previsto por la norma sólo es el plazo máximo más allá del cual no podrá aplazarse el pago por parte del Estado.  La misma doctrina se extendió a los casos en donde se cuestionaban normas que ordenaban la cancelación de deudas previsionales mediante la entrega de títulos públicos, por lo cual, resulta enteramente aplicable, máxime cuando las condiciones de emisión de los títulos para el cobro de los créditos de autos son más beneficiosas que las previstas para los regímenes de consolidación general.  En síntesis, como en momentos de perturbación social y económica -cuya declaración legislativa se efectuó por medio de la ley 25.561 y es por todos perceptible- el Estado puede ejercer su poder de policía en forma más enérgica que lo que sería admisible en períodos de sosiego y normalidad.  La forma de devolución de las sumas retenidas a los beneficiarios previsionales que prevén el decreto 1819/02, convalidado por la ley 25.725, y la decisión administrativa 8/03, con sus modificatorias y complementarias, respeta los parámetros impuestos por la Corte para admitir la constitucionalidad de las normas que difieren en el tiempo el pago de las acreencias estatales.


    Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    R. 1712, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Homicidio atenuado


    Cómputo de la pena. Igualdad ante la ley. Presunción de inocencia. Recurso de queja. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Si bien es la Corte la que en última instancia ha de resolver si existe o no el supuesto de arbitrariedad, que como cuestión federal puede dar lugar a su jurisdicción extraordinaria, ello no impide a la cámara de casación expedirse fundadamente al respecto. Antes bien, recae sobre ella la carga de valorar si prima facie los agravios cuentan con fundamentos suficientes para darle sustento, so pena de que la providencia no dé satisfacción a los requisitos indispensables para la obtención de su finalidad.  El recurso extraordinario adolece de serias deficiencias de fundamentación que obstan a su procedencia, si la crítica de la parte no rebate eficazmente los fundamentos de hecho y derecho procesal en que estriba la resolución adoptada por el a quo; limitándose a proponer una solución jurídica diferente.  En los casos en que el a quo no ingresa en la cuestión principal, sino que resuelve en el marco de sus atribuciones en base a consideraciones de hecho y derecho procesal, más allá de su acierto o error o lo opinable de lo decidido, no compete a la Corte revisar cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga en estos aspectos graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo hagan inválido como acto jurisdiccional.


    M., Nancy s/ Homicidio atenuado


    M. 447, XXXIX, 22 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Honorarios


    Queja por recurso denegado. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión federal. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que las cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos por principio a la instancia del artículo 14 de la Ley 48. Sin perjuicio de ello ha hecho excepción a tal criterio, cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio o carece de la fundamentación necesaria para otorgarle validez al acto jurisdiccional.  Asimismo ha resuelto, que las cuestiones pertinentes a la imposición de costas en las instancias ordinarias, son por su naturaleza ajenas  a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia. Sin embargo, también tiene dicho la Corte, incluso en esta materia, que existe cuestión federal, si la decisión no constituye derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias de la causa.  El recurso extraordinario deducido contra el fallo del Superior Tribunal local resulta admisible, en tanto lo decidido importa un apartamiento palmario de los alcances del fallo de cuya aplicación se trata, al vulnerar el sentenciante el principio de la cosa juzgada, con lo cual ha causado la lesión de derechos tutelados por expresas garantías constitucionales.


    Banco de la Provincia de Córdoba c/ Construcciones Metalúrgicas Zanello S.A.


    B. 878, XXXVIII, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Recurso de queja. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien es cierto que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad a su respecto, es de aplicación especialmente restringida, corresponde, de todos modos, hacer lugar al reclamo cuando se ha omitido manifiestamente la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, pues el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.


    Lloveras, Antonio Rodolfo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    L. 1102, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Improcedencia del recurso


    Quejas por denegación del recurso extraordinario. Cuestión de derecho público local. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancias del recurrente. 


    Tiene reiteradamente dicho la Corte que el recurso extraordinario no procede en aquellos supuestos donde se halle en juego la aplicación e interpretación de normas de derecho común, al constituir facultad propia de los jueces de la causa. De igual manera, ha sostenido que la doctrina de la arbitrariedad sólo es viable en aquellos supuestos donde la decisión judicial carezca de los requisitos mínimos que hacen a la validez de las sentencias  judiciales.  En este caso resulta indudable la naturaleza de las normas en juego y que la queja del recurrente importa sólo la discrepancia que mantiene con la Alzada, lo cual de por sí bastaría para desestimar el recurso interpuesto.  Cabe declarar la insuficiencia del recurso extraordinario en los términos del artículo 15 de la ley 48, que exige que el escrito en que se deduce el recurso, debe incluir una crítica prolija de la sentencia impugnada, rebatiendo todos y cada uno de los fundamentos en que la misma se apoya para arribar a las conclusiones que agravian al apelante.


    Control´s Limitada c/ Procter & Gamble Interamericanas Inc. Sucursal Argentina


    C. 883, XXXVII, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos


    Cuestión de derecho público local. Recurso extraordinario federal. Cuestión no federal. Gravedad institucional. Recurso de queja (procesal). Desistimiento del recurso. 


    La sentencia del Superior Tribunal local contiene fundamentos de índole ritual y de derecho público local -como es lo concerniente a la interpretación y aplicación de la ley 402-, todo lo cual constituye materia ajena a la instancia de excepción del art. 14 de la ley 48, máxime cuando la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad.  En lo que respecta al tema de fondo, cabe recordar que la interpretación de las normas locales en materia de tributos constituye una típica cuestión de derecho público local, cuyo conocimiento se encuentra reservado a los jueces también locales y, por lo tanto, están excluidos del recurso extraordinario federal; salvo, claro está, que la sentencia apelada adolezca de arbitrariedad, circunstancia que, ciertamente no se aprecia en el sub lite.  Ello es así, porque corresponde a las provincias la aplicación de las normas locales, en orden a la atribución de darse sus propias instituciones y regirse por ellas.  Tampoco puede prosperar el planteo de gravedad institucional, ya que es bien conocido que tal invocación no suple la inexistencia de cuestión federal ni permite superar la improcedencia del recurso por cuestiones sustanciales. Sin perjuicio de ello, no es la de autos una situación cuyos alcances excedan el interés de las partes para proyectarse sobre la marcha de las instituciones, o afecta a otros temas a los que la doctrina de la Corte incluye en el concepto de gravedad institucional.


    Estudio Beccar Varela c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario)


    E. 637, XXXVIII, 15 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Impuestos a las ganancias


    Falta de fundamentación autónoma. Recurso de queja. Improcedencia del recurso. 


    Esta presentación directa debe desestimarse por no haberse cuestionado en debida forma el acierto del auto denegatorio del recurso extraordinario y demostrado, en consecuencia, la procedencia de la apelación rechazada , ya que el recurso de queja, como ha dicho la Corte, requiere fundamentación autónoma a fin de que el Tribunal pueda imponerse del planteo del caso en lo sustancial y, especialmente, de las razones en que el recurrente basa su petición en el sentido de que se declare mal denegado el recurso extraordinario cuyo rechazo lo motivó.


    García Marín Construcciones S.A. c/ Dirección General Impositiva


    G. 2940, XXXVIII, 07 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Impugnación de actos administrativos


    Juicios en que la Nación es parte. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.   Toda vez que la empresa actora deduce su demanda contra el Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, y cita como tercero a juicio a la Provincia, a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Leu Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.   La competencia originaria procede al estar citada como tercero a juicio la Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, supuesto en el cual resulta indiferente la distinta vecindad o nacionalidad de la actora.   La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2° inc. 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre una provincia Argentina y el Gobierno Federal.


    Empresa Distribuidora San Luis (EDESAL) Sociedad Anónima c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) citada la Provincia de San Luis s/ Impugnación de actos administrativos


    E. 577, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Impugnación de deuda


    Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Fundamentación de sentencias. 


    Cuando los agravios se vinculen con cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal – ajenas como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada – no resuelta óbice para habilitar la instancia federal, cuando los fundamentos que ilustran la sentencia resultan dogmáticos, hecho que traduce un grave menoscabo de las garantías constitucionales.   Tal como ocurre en este caso, el sentenciador consideró que resultaba improcedente el embargo ofrecido por el interesado, afirmación que ni se basa en la norma legal ni expone las razones en las que fundamenta. La ausencia de alguno de los elementos citados hace que tal aserto devenga falta de contenido y, por ende, insuficiente para brindar cimiento para una decisión judicial.   Tampoco prestan sustento al fallo las restantes afirmaciones de los magistrados relativas a la carencia que mostraban las constancias acompañadas por el interesado pues, los jueces se encuentran facultados, ante sus dudas sobre la autenticidad y vigencia de ellas, para dictar las medidas para mejor proveer necesarias a efectos de otorgar al presente una acabada solución, máxime cuando integran un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes administrativos a fin de impedir que puedan actuar con discrecionalidad.


    Núñez, Alfredo c/ AFIP


    N. 229, XXXVIII, 16 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Impugnación de deuda impositiva


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte.   Toda vez que la Provincia de Río Negro –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la ley Fundamental- deduce su demanda contra una entidad nacional, la AFIP-DGI –quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, para conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales la única forma es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Río Negro, Provincia de c/ AFIP s/ Impugnación de deuda


    R. 1542, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo


    Fuerza Aérea. Interpretación de la ley. Obligación alimentaria. 


    En cuanto al fondo de la cuestión, le asiste razón al demandante, desde que la interpretación dada por el a-quo al artículo 18 de la ley 25.344 no condice con su letra. Ello es así, toda vez que no corresponde agregar el requisito de la edad estipulado por el primer párrafo de la norma a la situación contemplada en el segundo, ya que -amén de estar separadas por un punto- la redacción de la descripción de ésta última, está encabezada por el adverbio "asimismo", distinguiendo claramente las situaciones regladas.  Además, el estado crítico en que se encuentra el actor está claramente comprendido en la segunda de las disposiciones señaladas por cuanto la condena del juzgador no sólo fue de índole resarcitoria sino que posee disposiciones de marcada naturaleza alimentaria, como ser mandar abonar el monto adeudado en concepto de la prestación prevista por el artículo 17 inciso 2° de la ley 24.557, en forma mensual y hasta la muerte del actor.


    Antoni, José c/ Círculo de la Fuerza Aérea y otro s/ Accidente Ley 9.688


    A. 921, XXXIX, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que toque a la Corte resolver, en tanto no surge del expediente que la magistrada provincial se haya pronunciado en forma expresa acerca de su competencia para entender en las causas donde la demandada articula la cuestión por vía de inhibitoria.  En tales condiciones y toda vez que para que exista una correcta traba de la contienda, según el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, resulta indispensable que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente.


    Citibank NA s/ Solicitud de inhibitoria


    COMP. 2040, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Intereses


    Cómputo de intereses. Cosa juzgada. Agravio extemporáneo. Sentencia Arbitraria. 


    La Corte tiene dicho que debe dejarse sin efecto la sentencia que se aparta de lo ya decidido en la causa, o que incurre en afirmaciones que contrarían, o se alejan inequívocamente de las constancias de la causa.   La decisión de la Cámara en el sentido de que el monto definitivo reclamado no preveía el cómputo de intereses y que, por lo tanto, no correspondía conceder réditos no otorgados como parte de la condena, se aparta arbitrariamente delo anteriormente decidido en autos, revocando extemporáneamente la sentencia del juez de grado y su propia confirmación antes referida.


    Quilici, Irma Olga y otra c/ Ford Argentina S.A. y otro


    Q. 156, XXXVIII, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Jubilaciones


    Beneficios previsionales. Interpretación de normas y actos locales. Improcedencia del recurso. 


    La decisión de los magistrados actuantes se funda en los hechos y pruebas del caso y en la inteligencia que otorgaron a normas de derecho público local, a raíz de la cual llegaron a la conclusión de que el actuar de las autoridades administrativas era irrazonable en tanto se apartaron de lo dispuesto en ellas y en violación de las garantías de los artículos 14 nuevo y 17 de la Ley Suprema, es decir, lo resuelto tiene sustento en disposiciones de derecho local y ha reconocido, además, la preeminencia de la Constitución Nacional respecto de actos provinciales, por lo que el recurso intentado es improcedente.  Los jueces reconocieron, en definitiva y con fundamento bastante, que el afiliado cuando ejerció la opción bajo una determinada normativa, ésta lo invistió del status de jubilado que, si bien, por un lado, le impuso seguir aportando al régimen y le prohibió reingresar a la administración local; por el otro, le atribuyo el correlato derecho a transformar tal beneficio en jubilación ordinaria cuando reuniera la edad requerida, facultad que no pudo serle desconocida por el nuevo hecho de haberse modificado aquel plexo legal, su actuar aparece a salvo, como adelanté, del agravio esgrimido por la parte demandada.


    Vassia, Roberto O. c/ Instituto de Seguridad Social s/ Demanda Contencioso administrativa


    V. 1248, XXXVIII, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Juegos de azar


    Inconstitucionalidad. Ley provincial. Derecho de defensa. Recurso extraordinario federal. Falta de fundamentación. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Poner en pugna con la Constitución Nacional la letra de la ley provincial mediante la invocación aislada de la doctrina del Tribunal, que, por otro lado, trata supuestos sustancialmente distintos, no supera la abstracción mientras no se demuestre de qué manera se habría producido el menoscabo a los derechos esenciales que amparan al imputado.   La declaración de invalidez de una norma requiere que se encuentre violado algún derecho concreto cuya efectividad aquélla obstare en su aplicación al caso específico de que se trata. Esta es la base del control que compete a los jueces para el mantenimiento del equilibrio de poderes.  El dogma procesal de que no hay juicio sin acusación es corolario del principio de inviolabilidad de la defensa, pues de lo que se trata es que el juicio al que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional se desarrolle en paridad de condiciones respecto de quien ejerce la acción pública y quien debe soportar la imputación mediante la efectiva intervención del defensor.  Es al peticionante a quien corresponde demostrar de qué manera su defensa habría sido realmente afectada en este proceso, requisito que, no se satisface apelando a proposiciones generales, inobjetables por cierto, sin la adecuación a esta particular situación.   En los procedimientos por faltas y contravenciones, la garantía de la defensa lleva implícita la de que, quien se encuentre sometido a enjuiciamiento puede contar, al menos ante los tribunales de justicia, con asistencia profesional.  El régimen en materia de juegos de azar y sus posibles infracciones no delictuales, no trata una cuestión de índole federal ni está incluido en la reserva que se estableció sobre la legislación común -art. 75 de la Constitución Nacional.


    L., Eduardo José s/ Infracción Artículo 13, 59 y 88 del Código de Faltas de la Provincia de Santa Fe - Causa n° 1181


    L. 372, XXXIX, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio de desalojo


    Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Superior Tribunal de la Causa. 


    Cabe recordar, como ha dicho la Corte, que, si bien la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada, cuando conocen por vía de los recursos concedidos ante ellos compromete sólo cuestiones de derecho procesal ajenas a la instancia extraordinaria, ese principio debe ceder cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional.  Los jueces que desestimaron el recurso de inconstitucionalidad -con fundamento en que no media una sentencia definitiva o equiparable a tal- omitieron hacerse cargo de una cuestión esencial planteada claramente por la apelante, cual es que se ha denegado el fuero federal que expresamente invocó desde su primera presentación, circunstancia que, según reiterada doctrina de la Corte, equipara a definitiva la sentencia del tribunal provincial.  Todo ello pone de manifiesto que la doctrina en que se funda la resolución impugnada no se ajusta a dicha jurisprudencia ni a la desarrollada in extenso por la Corte en “Strada”, “Di Mascio” ni “Metrovías SA”, al interpretar el alcance de la expresión “superior tribunal”.


    Martín, Héctor A. y otro c/ Telefónica Argentina S.A.


    M. 1409, XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo


    Inhabilidad de título. Tarifa de servicios públicos. Aumento de tarifas. Interpretación de leyes federales. 


    La Corte tiene declarado que, cuando se trata de normas de naturaleza federal, no se encuentra limitada por los argumentos de las partes ni del tribunal, sino que le corresponde realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  El artículo 1° de la ley 22.938 establece un recargo sobre el precio de venta de la electricidad de las tarifas vigentes en cada período y en cada zona del país aplicada a los consumidores finales. Según el art. 5°, el recargo tenía una vigencia de dos años, período que fue prorrogado por la ley 23.267 y, posteriormente, por la ley 23.649, que nuevamente la prorrogó. Tal circunstancia se produjo el 7 de septiembre de 1996, al entrar en servicio la interconexión del Sistema Misiones –Noroeste de Corrientes con el resto del Sistema Argentino de Interconexión, lo que motivó el dictado de la Resolución n° 153/96 de la Secretaría de Obras y Servicios Públicos de la Nación, que dispuso que los agentes de percepción del recargo cesaran de incluirlo en la facturación que efectuaban a los consumidores finales.   En tales condiciones, parece evidente que, más allá de las posibles discusiones originarias en la derogación dispuesta por el art. 97 de la ley 24.065 y su falta de reglamentación, lo cierto es que durante el período por el cual reclama la actora, la Ley 22.938 se encontraba vigente en virtud de las leyes de prórroga ya citadas y, por lo tanto, no resulta conforme a derecho la declaración del a quo en cuanto hizo lugar a la excepción de inhabilidad de título opuesta por la demandada.


    Estado Nacional Argentino - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación - Secretaría de Energía de Puertos c/ Dirección Provincial de Energía de Corrientes


    E. 264, XXXVII, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acreedor en moneda extranjera. Modificación de la ley. Planteo en corte. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El planteo respecto de la aplicación de la Ley 25.820, viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad, toda vez que esta ley modificó el marco normativo dentro del cual se pronunció la Cámara Civil. Se observa además que el juzgador nada resolvió sobre la constitucionalidad del régimen legal anterior.  Una decisión de la Corte sobre la constitucionalidad de la Ley 25.820, conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe resolución previa del Tribunal de mérito. Tal circunstancia convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal, lo que la apartaría de su expresa y estricta función constitucional en el contexto impugnatorio, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Más aún si la vía de arribo a conocimiento por el Tribunal, es la tradicional del art. 14 de la ley 48, por lo que, no siendo el recurso ordinario, las facultades del tribunal permanecen limitadas al marco extraordinario.


    Álvarez Molindi, Marta Diana c/ Concheso Álvarez de Zapico, Celsa y otro


    A. 1261, XXXIX, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    El planteo respecto de la aplicación de la Ley 25.820, viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad antes que el eventual complemento de la materia recursiva, toda vez que esta ley modificó el marco normativo dentro del cual se pronunció la Cámara Civil. Se observa además que el juzgador nada resolvió sobre la constitucionalidad del régimen legal anterior.  Una decisión de la Corte sobre la constitucionalidad de la Ley 25.820, conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe resolución previa del Tribunal de mérito. Tal circunstancia convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal, lo que la apartaría de su expresa y estricta función constitucional en el contexto impugnatorio, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Más aún si la vía de arribo a conocimiento por el Tribunal, es la tradicional del art. 14 de la ley 48, por lo que, no siendo el recurso ordinario, las facultades del tribunal permanecen limitadas al marco extraordinario.


    Nicosia, Martha E. c/ Concheso Álvarez de Zapico, Celsa y otro


    N. 412, XXXIX, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ordinario


    Cuestión de competencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1312, L. XXXIX, “Di Marco, Alejandra c/ YPF s/ Ordinario”.


    Manassero, Raúl O. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Ordinario


    COMP. 1325, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio sumarísimo


    Tribunal de alzada. Juez previniente. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Toda vez que las declaraciones de incompetencia de autos emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda debiendo remitírselos a la alzada del  magistrado que previno a esos fines.


    Pochettino, Hugo Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Sumarísimo


    COMP. 2034, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado


    Acción de amparo. Excepción de incompetencia. Acceso a la justicia. Competencia de la Corte Suprema. Cuestiones de competencia. Competencia civil y comercial federal. 


    Si bien no media agotamiento de todas las instancias procesales que habiliten la intervención de la Corte, por vía de apelación, las particulares circunstancias del caso ameritan que la Corte pueda avocarse a dirimir la cuestión de competencia que se viene suscitando desde antiguo e impide al justiciable acceder, en tiempo y forma, a la jurisdicción.  Resulta viable la pretensión del amparista de que la Corte se expida sobre la asignación definitiva de la radicación de la causa, obviando la actuación del tribunal de alzada del fuero civil, desde que ello contribuiría a evitar un mayor dispendio jurisdiccional al ya acumulado, pues finalmente, de intervenir el tribunal nacional de alzada en lo civil, y ratificar la decisión del juez de primera instancia, vendría a generar un conflicto entre órganos judiciales que debe ser resuelto por la Corte o bien, si la revocara, habilitaría de todos modos el recurso extraordinario por denegatoria del fuero federal.  En orden a lo expuesto, resulta atendible la queja del recurrente, si se toma en cuenta la naturaleza del proceso y la disposición expresa del texto constitucional, que califica a esta vía como expedita y rápida, protección procesal que hasta la fecha aparece desvirtuada, por el tiempo que lleva de tramitación, con intervención de distintos juzgados que se opusieron a la radicación.  La demora significativa del proceso demuestra la necesidad de que la Corte, como Máximo Tribunal del Estado y final garante de los derechos constitucionales, en el marco de las facultades otorgadas por el decreto ley 1285/58, artículo 24, inciso 7° última parte, con el fin de subsanar la cierta denegación de justicia que se está configurando en el caso, así como la desnaturalización de la vía del amparo, dirima sin más, qué tribunal resulta competente para entender definitivamente en las cuestiones sustanciales planteadas.  Respecto, entonces, a la cuestión de competencia en sí misma, más allá de la procedencia o no de la pretensión contenida en el amparo, requiriéndose en él una autorización judicial para la realización de una intervención quirúrgica, la ulterior rectificación de partidas de nacimiento corrigiendo datos de identidad de la persona y la inscripción en los Registros correspondientes, todo lo cual exige sin dudas la intervención del Estado Nacional (a quien por otro lado se demanda) a través de órganos y organismos de su estructura, resulta aconsejable que intervenga el fuero federal.  Además, en consideración a que el Estado Nacional, allende de su oposición sustancial a la procedencia del amparo, ha reclamado la intervención del fuero federal, y que la materia está regida en gran parte por legislación de tal naturaleza, corresponde asignar la competencia a la Justicia civil y Comercial Federal.


    Portatadino, Alejandro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    P. 831, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Reducción de la jubilación. Ley de emergencia. Cuestión abstracta. Recurso extraordinario. 


    Tal es, que con posterioridad a la última actuación en el sub lite, el 31 de diciembre del año 2003 venció el plazo por el cual la norma cuya invalidez se articula declaró el estado de emergencia provincial, a raíz de lo cual se dispusieron las medidas tendientes para paliarla.  En virtud de esta última circunstancia, y de lo que informa la doctrina, se considera que la Corte, salvo su más elevado criterio, no debería emitir resolución en el caso.


    Salinas, Rosa Amelia c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    S. 1289, XXXIX, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    



    Emergencia habitacional. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.  Por otro lado, el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Quiñones, Amalia y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Ordinario


    Q. 114, XXXIX, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Sanciones administrativas. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido, en principio, que, cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que ésa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional. Sin embargo, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por su raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.  Cabe señalar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, pues para ello resulta necesario, además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una de naturaleza civil, quedando excluidas de dicha instancia aquéllas que se rigen por el derecho público local.  Ello es así, en tanto las provincias han conservado por el "pactum foederis" competencias diversas de orden institucional, tributario, procesal y de promoción general, como proveer  lo concerniente a la seguridad, salubridad y moralidad de sus vecinos, entre las que se encuentra la protección ambiental, que no han sido delegadas en el Gobierno Federal, según los arts. 121 y 124 de la Constitución Nacional.


    Fanaquímica S.A. c/ Estado Nacional y otro (Buenos Aires, provincia de) s/ Acción de amparo


    F. 638, XL, 07 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Licitación pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que resultan co-demandados el Estado Nacional (Ministerio de Economía y Producción) y la Provincia de San Juan, la única forma de conciliar la prerrogativa jurisdiccional que tiene el Estado Local a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, con la de la Nación al fuero federal, según su art. 116, es sustanciando el proceso en esa instancia.  Por otra parte, la materia del pleito también resulta federal, en tanto se pone en tela de juicio la constitucionalidad de un acuerdo celebrado entre una Provincia y el Estado Nacional, en el cual están involucrados fondos públicos nacionales y, por lo tanto, para solucionar el pleito será necesario precisar el sentido y los alcances de dicho acto jurídico, que reviste aquella naturaleza.


    Industrias Metalúrgicas Pescarmona Sociedad Anónima Industrial, Comercial y Financiera (IMPSA) c/ San Juan, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    I. 292, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia


    Daños y perjuicios. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes quehan de intervenir en el pleito, se considera que el sub lite corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.  En efecto, toda vez que es demandada la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el artículo 117 de la Ley Fundamental- conjuntamente con el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, se entiende que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Vitale, Germán Jorge c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y Perjuicios


    V. 512, XL, 07 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia por la persona. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto ley 1285/58. En efecto, según los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, la pretensión de la actora se dirige contra una provincia y la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal, en tanto se cuestiona la conducta de la demandada por arrogarse funciones que no le competen, toda vez que al impuesto local se lo tacha de inconstitucional por resultar análogo a un gravamen nacional coparticipado, lo cual resulta contrario a lo dispuesto en la Ley de Coparticipación Federal 23.548 y a la Ley Fundamental.


    Supermercados Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S. 722, XXXIX, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Retenciones salariales. Declaración de inconstitucionalidad. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte, que si el rechazo de la acción de amparo deja subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria, el recurso extraordinario resulta improcedente pues no se dirige contra una resolución definitiva. También, ha sostenido la Corte, de manera reiterada, que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal – materia propia de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48 máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.  En ese orden de ideas, se ha expresado que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.


    Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta


    R. 1691, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Hidrocarburos. Competencia por la materia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, es cuando resulta demandada una Provincia y la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:229, 1239 y 2230, la amparista demanda a una Provincia y pone en tela de juicio un decreto de la Provincia de La Pampa por interferir con lo dispuesto en las leyes y decretos nacionales, lo cual lesiona y restringe en forma manifiesta –a su entender- derechos de raigambre constitucional, lo que torna federal a la materia del pleito. No obsta a lo expuesto, el hecho de que el acto presuntamente lesivo provenga de una autoridad provincial, en tanto dicha disposición no resulta aplicable a los casos en que la materia en debate resulte federal, pues lo contrario importaría que una ley nacional -la de amparo- pueda alterar la competencia expresamente establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, lo que no resulta viable por aplicación del principio de supremacía previsto en el art. 31 de dicho texto.   Asimismo, se cita como tercero el Estado nacional, por considerar que la controversia le es común como autoridad concedente y de aplicación, por lo que, de aceptar la Corte dicha citación, la única forma de conciliar las prerrogativas constitucionales de la Nación, al fuero federal, y del Estado local a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Petrobras Energía S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción de Amparo


    P. 878, XL, 15 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Abogados. Aportes previsionales. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    De los términos de la demanda se desprende que si bien el actor dirige su pretensión contra la Provincia de Buenos Aires, en realidad quien aplica la ley que cuestiona es la Caja de Previsión Social para Abogados.  Dicha entidad, según el art. 1° de la ley provincial 6716, que fue creada por la ley 5111, es una persona jurídica de derecho público y, en consecuencia, posee capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones, contando con una individualidad jurídica y funcional que permita distinguirla del Estado local.  En tales condiciones, al no aparecer la Provincia de Buenos Aires como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.  No modifica tal conclusión, el hecho de que el actor interponga la demanda en virtud de la actividad legislativa de la Provincia, por haber sancionado la ley, toda vez que tal supuesto no es suficiente para hacerla parte en la relación sustancial, dado que tal conclusión importaría admitir las acciones directas de inconstitucionalidad por vía de demanda o de acción extremo que no ha aceptado la Corte y transformar en parte procesal a los Estados locales en todos aquellos pleitos donde se tache de inconstitucional una norma dictada por ellos, a pesar de no mediar un vinculo  directo con quien interpone tal pretensión, lográndose por esa vía declaraciones generales de inconstitucionalidad ajenas a la especifica modalidad que ha admitido el Tribunal.


    Musotto, Javier Fernando c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1987, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Contrato de publicidad. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.


    Comunicación Grupo Tres S.R.L. c/ Río Negro, Provincia de s/ Cobro de pesos


    C. 1465, XXXIX, 07 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Transporte de ganado. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae. En efecto, toda vez que es demandada la Provincia de Río Negro -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117  de la Ley Fundamental- y ha tomado intervención en el proceso el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria, en los términos del art. 90 del CPCCN, entidad autárquica nacional encargada del contralor sanitario de los ganados de todo el país, de conformidad con las leyes nacionales 3.959  y 24.305 y el decreto nacional 1585/96  -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-,  se entiende que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.   Por otro lado, la Corte ha señalado que en el pedido de declaración de inconstitucionalidad de una norma importa el ejercicio de una acción directa de inconstitucionalidad, de aquellas que explícitamente ha admitido como medio idóneo -ya sea bajo la forma de amparo o la acción de mera certeza- para prevenir o impedir las lesiones de derechos de base constitucional. Asimismo, es doctrina del Tribunal que la acción declarativa, al igual que el amparo, tiene una finalidad preventiva y no requiere la existencia de daño consumado en resguardo de los derechos.


    Jesús Arroyo S.A.C.I.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Amparo


    COMP. 167, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión bajo examen, el proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal ratione personae.  En efecto, toda vez que son demandados la Provincia de Entre Ríos -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental-, y el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Silberman, Jorge Oscar c/ Entre Ríos, Provincia de y otros (Estado Nacional entre otros) s/ Daños y perjuicios


    S. 805, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Declaración de inconstitucionalidad. Explotación de hidrocarburos. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.  En este orden de ideas, la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales -como se solicita en autos- constituye una típica cuestión de esa especie.  Por otra parte la presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2º, inciso 1º de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional.


    Pan American Sur S.R.L. y otra c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    P. 1418, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte


    Presupuesto nacional. Deuda pública. Embargo. Gravedad institucional. Sentencia definitiva. 


    La decisión de la corte dejó establecida que el Estado Nacional-Fuerza Aérea Argentina- no es ni puede llegar a ser parte en el caso -y, consecuentemente, la sentencia definitiva no le se será ejecutable ni aun en calidad de tercero o civilmente responsable- el que deberá continuarse contra la obra social reclamada, independientemente de toda otra entidad u organismo del Estado Nacional; calidad que, en definitiva, arguye la presentante en su carácter de Dirección General de la Fuerza Aérea.


    Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea s/ Daños y perjuicios


    F. 977, XXXIX, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Ley provincial


    Acción de inconstitucionalidad. Igualdad ante la ley. Declaración de inconstitucionalidad. Inexistencia de cuestión federal suficiente. 


    La Corte consideró que tratándose de las cuestiones federales complejas, es decir de la incompatibilidad de normas o actos locales con la Constitución Nacional “rige el inc. 2 del art. 14 de la ley 48, que limita la jurisdicción apelada de esa Corte a los casos en que la decisión haya sido a favor de la validez de la ley o autoridad de provincia”. Vale recordar que la Corte textualmente dijo que lo atinente a “la declaración de inconstitucionalidad de leyes locales no constituye cuestión federal que sustente el recurso extraordinario, ya que no existe resolución favorable a la validez de la norma local cuestionada”.  Al no verificarse el requisito de la resolución contraria, toda vez que el a quo declaró la inconstitucionalidad de la ordenanza 44.370 y de su modificatoria 47.396, objeto de la demanda por afectar el principio de igualdad ante la ley consagrado en el art. 16 de la Constitución Nacional, el recurso no puede prosperar. La Corte carece de jurisdicción para abrir la instancia, porque “la arbitrariedad no constituye un fundamento autónomo de la apelación del art. 14 de la ley 48, sino el medio idóneo para asegurar el reconocimiento de alguna de las garantías consagradas en la Constitución Nacional”.


    Castro, Dora c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 388, XXXVI, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares


    Amparo. Peligro en la demora. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En tanto el Estado Nacional no es parte sustancial en el proceso, toda vez que en el expediente  no se desprende que haya existido un acto de acción u omisión de la autoridad Nacional respecto de la pretensión de la actora, no media incumplimiento alguno de éste, por lo tanto, el proceso es ajeno a la instancia ordinaria de la Corte.  No obstante, asiste a la Corte, la posibilidad en caso de estimar que existe peligro en la demora, de decretar la medida cautelar solicitada, según lo previsto en el artículo 196 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Albarracín, Esther Eulalia c/ Buenos Aires, Provincia de (Ministerio de Salud) y otro (Poder Ejecutivo Nacional-Ministerio de Salud s/ Acción de amparo (s/ cobertura de medicamentos)


    A. 1530, XL, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Radio difusión. Emisoras de radio. Licencia de radiodifusión. Discrepancia del recurrente. Queja por recurso denegado. Denegatoria del recurso. 


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional, de acuerdo con los criterios y alcances de la jurisprudencia de la Corte reseñados en el dictamen de la Procuración General en la causa de Fallos: 323:337.   Las medidas cautelares son eminentemente provisionales y la legislación procesal permite dejarlas sin efecto en cualquier momento, o incluso sustituirlas, a pedido del deudor, por otra que resulte menos perjudicial. Todo ello, sin considerar que la decisión que ponga fin al pleito puede resultar favorable al perjudicado por la providencia cautelar, con los consiguientes efectos que ello produciría sobre la parte que la obtuvo y que el juez también puede condenar a resarcir los daños y perjuicios que ocasione el requirente que abuse o se exceda en el derecho que la ley le otorga para solicitarla.  El apelante debe demostrar que, durante ese lapso, aquélla le causa un perjuicio irreparable, requisito que no logra satisfacer porque sus quejas traducen, a lo sumo, discrepancias con lo resuelto por el a quo, pero no se hacen cargo de las circunstancias recién expuestas.   En cuanto a la gravedad institucional, dicha causal no se presenta en el sub discussio, no sólo porque el recurrente no brinda mayores precisiones en cuanto a su incidencia en la causa sino porque el fallo apelado no produce consecuencias más allá de las partes ni afecta al interés general.


    Radio Productora 2000 S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Cultura y Comunicación


    R. 1495, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Gamarra Rivas, Luz c/ Transportes Román SAC y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1696, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Forconi, José Alberto c/ La Segunda A.R.T.


    F. 72, XL, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida.


    Von Arx, Ricardo Walter c/ Estado Nacional


    V. 140, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    K., Héctor Eduardo c/ Servicio Penitenciario de la Provincia - Estado Provincial


    K. 2, XL, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    A. 255, XXXIII, 04 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Fisco Nacional c/ Mendoza, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    F. 478, XXXVI, 04 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Jovanovich, Everest c/ Estado Nacional y otros s/ Recurso de hecho


    J. 61, XXXVII, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Madcur Construcciones S.R.L. y otros c/ Instituto Provincial de la Vivienda


    M. 552, XXXIX, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Federación Empresarios de Transporte Automotor c/ Estado Nacional


    F. 575, XXXIX, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    García Prieto, Encarnación c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    G. 139, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    Chacón, Leonardo s/ Inhibitoria


    COMP. 955, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Citibank N.A. c/ Le Radial S.R.L.


    C. 1179, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Conen S.A. s/ Quiebra por Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 417, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco San Luis S.A. c/ Pretti, Oscar s/ Ejecución hipotecaria S/ Incidente ejecución de honorarios


    COMP. 1857, XXXIX, 12 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Mutuo en moneda extranjera


    Ley de emergencia. Declaración de inconstitucionalidad. Queja por denegación del recurso extraordinario. Hechos nuevos. Planteo en corte. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El planteo de la demandada respecto de la Ley 25.820, viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad antes que el eventual complemento de la materia recursiva, toda vez que esta ley, modificó el marco normativo dentro del cual se pronunció el a quo.  Empero, una decisión de la Corte sobre la constitucionalidad de la nueva ley, conducirla a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe resolución previa del Tribunal de mérito. Tal circunstancia convertirla a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habitación formal, lo que la apartaría de su expresa y estricta, función constitucional en el contexto impugnatorio, cual es la de examinar concretas  aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Más aún si la vía de arribo a conocimiento del Tribunal es la tradicional del art. 14 de la ley 48, por lo que, no siendo el recurso ordinario, las facultades del tribunal permanecen limitadas al marco extraordinario.


    Grotti de Canosa Yone c/ Mengelberg Grete


    G. 1, XL, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Obras Sociales


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En el sub-lite una entidad de obra social, que litiga en el fuero federal y demanda a una provincia con derecho a la competencia originaria de la Corte, una solución que satisfaga ambas prerrogativas jurisdiccionales conduce a determinar que la causa se tramita en la instancia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O. 466, XXXIX, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Parques nacionales


    Cobro de sumas de dinero. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son demandados la Administración de Parques Nacionales (ex-Servicio Nacional de Parques Nacionales) -entidad que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional- y la Provincia de Río Negro (Poder Ejecutivo provincial) -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental-  la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es  sustanciando la acción en la instancia de la Corte.


    Vicente Robles S.A.M.C.I.C.I.F. c/ Rio Negro, Provincia de y otra ( Administración de Parques Nacionales ) s/ Cobro de Pesos


    V. 986, XXXIX, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Pesificación


    Depósito judicial. Recurso extraordinario federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Improcedencia del recurso. Excesivo ritual manifiesto. Defensa en juicio. 


    Si bien es cierto que las decisiones que declaran la improcedencia de recursos deducidos para ante los tribunales de la causa, no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, no lo es menos que  la Corte Suprema ha hecho excepción a tal criterio cuando el examen de los requisitos de procedencia se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio.  Al privar al recurrente de las vías rituales de revisión de un fallo que le produce de modo directo la afectación a su derecho de propiedad, tal decisión se torna definitiva en los términos del recurso federal.


    Francisco Sanguinetti S.C.S. s/ Sucesión s/ Pedido de quiebra por Baltaian, Martin A.


    F. 151, XXXIX, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Prevención de adicciones


    Cobro de sumas de dinero. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que el Estado Nacional, tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, y a la Provincia (Subsecretaría de Prevención, Drogadicción y Apoyo Lucha contra el Narcotráfico - Ministerio de Salud Pública), le corresponde la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Se.Dro.Nar) c/ Subsecretaría de Prevención, Drogadicción y Lucha contra el Narcotráfico s/ Proceso de ejecución


    COMP. 838, XXXIX, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad


    Declaración de nulidad de las leyes de obediencia debida y punto final. Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema. 


    Si se ha decidido que no son válidos los artículos 1, 3 y 4 de la ley de Obediencia Debida, tampoco lo es el 5 que prevé un recurso ordinario de apelación ante la Corte, respecto a las decisiones sobre la aplicación de esa ley. Si resulta inconstitucional un dispositivo que proclama, juris et de jure, que en los delitos descriptos en el artículo 10, punto 1, de la ley 23.049, los oficiales jefes y demás subordinados obraron en virtud de obediencia debida, debe correr igual suerte la norma procesal puesta en favor de una mejor realización de la cláusula de impunidad. Por lo tanto, si este beneficio legislativo resulta inválido, lo es en el conjunto de sus normas, ya que estamos ante una ley estructurada como un sistema cerrado y referido a una sola cuestión: la aplicación necesaria de una causa de justificación a un número determinado de casos.


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa N° 6.859/98-


    S. 1678, XXXIX, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Calificación legal. Graduación de la pena. Reformatio in peius. Recurso extraordinario federal. 


    En todo juicio particular y asertivo de responsabilidad penal, el delito (concepto sujeto) es inseparable de su consecuencia punitiva (concepto predicado), por consiguiente, al revocarse el término antecedente, la calificación legal, en ese mismo acto queda sin efecto el consecuente, la pena individual; y si el órgano de juzgamiento posee facultades para lo primero, también las tiene, necesariamente, para lo segundo.  Esta posibilidad no impide que tal tribunal decida aplicar un temperamento mixto: casación pura con respecto a la calificación legal y reenvío con respecto a la pena. Puesta la cuestión en su justo quicio, resulta ser un tema de interpretación de la ley procesal y de organización institucional local, ajeno, a la órbita de la Corte.  Mientras no se traspasen los límites permitidos por las leyes, se ha establecido que la graduación de las sanciones constituye el ejercicio de una facultad propia de los jueces de la causa.  La circunstancia de que el a quo absuelva a un procesado por uno de los hechos punibles que se le atribuyen y, sin embargo, confirme la sanción aplicada en la instancia anterior, no constituye un exceso jurisdiccional vedado por el principio constitucional de la "reformatio in peius".


    M., Hugo César y otros s/ Motín - Causa N° 24208/02-


    M. 1956, XXXIX, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procesos de ejecución


    Haber jubilatorio. Pronunciamiento inoficioso. 


    Doctrina de Fallos 307:2061.


    La Corte ha señalado, en forma reiterada, que sus sentencias deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan y, además, ha sostenido que lo demandado carece de objeto actual cuando las nuevas condiciones tornan inútil la resolución pendiente y la transforman en inoficiosa. Esto es lo que acontece en el sub lite, toda vez que el objetivo perseguido mediante la acción entablada fue alcanzado cuando el Poder Ejecutivo de la Provincia dictó el decreto N° 15/04, razón por la cual resulta inoficioso que la Corte se pronuncie sobre el fondo de la cuestión discutida.  No obstante ello, toda vez que, de así resolverse quedaría firme una parte de la sentencia que no se compadece con el allanamiento aludido, es aplicable al caso lo declarado por la Corte en torno a que “…conserva la jurisdicción necesaria para evitar que la subsistencia del pronunciamiento apelado cause al recurrente un gravamen no justificado por la manera en que haya quedado limitada la relación procesal. "; especiales circunstancias que " ... si bien no quedaba materia de controversia…  llevaron a la Corte a revocar la sentencia recurrida aunque no fuese oficioso pronunciarse sobre el acierto de ésta..."; para lo cual la Corte tuvo en consideración, además, que "...el Tribunal debe proveer, en el marco de las atribuciones propias, a la ordenada terminación del proceso. " (doctrina de Fallos: 307:2061, entre otros).


    Chiara Díaz, Carlos Alberto y otros c/ Estado Provincial (Entre Ríos) s/ Acción de ejecución


    C. 1051, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso


    Recurso extraordinario federal. 


    Cesca, Omar Ernesto y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional - Banco Central de la República Argentina - Banco Río de la Plata s/ Amparo - Medida cautelar


    C. 2670, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Prueba


    Monto de la pena. Calificación legal. Doble instancia. Reformatio in pejus. Recurso extraordinario federal. Falta de fundamentación. Insuficiencia del agravio. 


    En lo que respecta a las cuestiones de hecho y prueba, ajenas, en principio, al remedio federal, corresponde remitirse a lo expuesto en el dictamen emitido el día de la fecha en el recurso que corre por cuerda (Letra M-1956, L. XXXIX). En ambas quejas se omite explicar por qué la no mención de algunos imputados por parte de algunos cautivos, puede beneficiarlos, siendo que no se los desvinculó expresamente y que existen otros medios probatorios adversos.  Por otro lado, la crítica a los testimonios y a la inclusión de filmaciones y fotos como prueba de cargo, sólo expresa la opinión particular de la defensa, mas no es un argumento que convenza sobre la necesidad de su conclusión.   En cuanto a si resultó razonable la pena impuesta por el tribunal de casación, teniendo en cuenta el grado de participación del imputado, corresponde remitirse también al dictamen citado, donde se postula la doctrina del Tribunal de que la graduación de las sanciones, mientras no se traspasen los límites permitidos por las leyes respectivas, constituye el ejercicio de una facultad propia de los jueces de la causa. Por otro lado, la parte no demuestra que concurra la situación de excepción de los precedentes "Lía Alejandra Viñas y otras s/robo calificado", publicado en Fallos 315:1658; "Miara, Samuel y Castillo de Miara, Beatriz s/suposición de estado civil", Fallos: 320: 1463.  En lo que respecta a la alegación de que se debió encuadrar el hecho en la privación ilegítima de la libertad calificada del artículo 142, y no en la figura, de mayor gravedad aún, del 142 bis del Código Penal, pues no se probó que los hechos se efectuaran con el fin de obligar a la víctima o a un tercero a hacer, no hacer o tolerar algo contra su voluntad, cabe decir que la parte no fundamenta debidamente de qué modo fueron arbitrarios los tribunales al inferir de las constancias causídicas que los hechos se cometieron para imponer condiciones a las autoridades judiciales y penitenciarias, sin observar las vías legítimas del caso.  Ante esta falencia crítica, podemos sostener que la corte provincial dio respuesta a todas estas tachas, sin que se advierta ilogicidad en el discurrir, y sin que la defensa, con razones concretas y fundamentos suficientes, haya logrado demostrar lo contrario.  Desde otro ángulo de la cuestión, y puesto que la Corte de Justicia de Salta revisó con criterio irrestricto los distintos agravios planteados por la defensa, incluyendo los basados en la causal de arbitrariedad y referidos eminentemente a cuestiones de hecho y prueba, se encuentra cumplida la garantía de la doble instancia, en los términos exigidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 8.2.h, incorporada a la Constitución Nacional por medio del artículo 75, inciso 22°, y las pautas desarrolladas por la Corte a partir del precedente “Giroldi” donde señala los requisitos que debe cumplir el recurso de casación para constituirse en un remedio eficaz para salvaguardar la "garantía mínima" que debe observarse en el marco del proceso penal en favor de toda “persona inculpada de delito".  Por último, a pesar de que la corte salteña hizo lugar parcialmente al recurso de casación, quedando subsistente sólo la privación ilegal de la libertad calificada, mantuvo la pena impuesta por el tribunal de juicio; sin embargo, no quedó afectada la prohibición de la reformatio in peius cuando no media recurso acusatorio.


    Montivero, Hugo César y otros s/ Motín, privación Ilegítima de la libertad calificada, daño calificado y evasión en grado de tentativa - Causa N° 1206/01-


    M. 2097, XXXIX, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Abogados. Derecho fijo. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. 


    El recurso no puede prosperar, en cuanto la sentencia recurrida halla fundamento en el examen de normas de derecho público local que, salvo excepciones, no habilitan la apertura de esta instancia, máxime cuando la doctrina de la arbitrariedad de sentencias es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia.  Cabe, también, poner de resalto que resulta claro que, entre el interesado y sus pares matriculados en la provincia, "existe una relación de lo que es posible llamar comunidad profesional" circunstancia demostrativa de que la norma impugnada resulta compatible con la garantía de la propiedad, es decir, importa un "ejercicio razonable del poder de policía o del previsto en la cláusula final del art. 14 nuevo de la Constitución Nacional".


    Angelini, Ana M. y otro c/ Banco de Entre Ríos


    A. 365, XXXVII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Accidente ferroviario. Daños y perjuicios. Cosa riesgosa. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Sobre el tema de accidentes ferroviarios, la Corte, ha dicho que aunque pudiera mantenerse eventualmente la admisión de una cierta culpabilidad de la víctima, es menester ponderar no sólo las circunstancias verosímiles que inciden en el menoscabo de todo derecho sino también aquellas que, partiendo de lo establecido por la ley para garantizar la plena seguridad de terceros no transportados-peatones y ocupantes de vehículos- y de la índole de la obligación asumida por la empresa y su proyección en el campo del procedimiento, se evalúen la verosimilitud del derecho con criterio que pondere en forma adecuada la relación causal o con causal existente entre el daño y los hechos planteados.  No es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, sino tan sólo advertir que la Alzada ha incurrido en manifestaciones dogmáticas carentes de fundamentación y ajenas a la ponderación de la cuestión fáctica sustancial de la causa, sin haber efectuado el paralelo y proporcionado estudio de las probanzas obrantes, en particular, del accionar negligente de la demandada que condujo al Magistrado Inferior a una solución diferente, lo que importa, de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio.


    P., H. A. c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A.


    P. 2455, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Diferencias salariales. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. 


    Lo atinente a los requisitos que debe reunir la apelación  ante los tribunales de la causa conduce al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal que son, por naturaleza, ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley n°48, tal doctrina no puede aplicarse de manera irrestricta cuando la juzgadora incurre en un excesivo rigor al ponderar las exigencias del recurso, afectando de esa forma la garantía de la defensa en juicio.


    Carrizo, Víctor Eduardo y otros c/ EMSEL S.A. y otro


    C. 3560, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Pesificación. Circunstancias sobrevinientes. 


    La parte actora amplió ante la Cámara su pedido de inconstitucionalidad, extendiéndolo a la ley 25.820, dictada mientras se sustanciaba la presente queja.  En tales condiciones, teniendo presente que las sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, ante la eventualidad de la aplicación a la causa de la norma aludida, y, al carecer la Corte de competencia para pronunciarse sobre el último planteo presentado al examen de la Cámara, corresponde devolver las presentes actuaciones al tribunal de origen, para que, previo traslado a la contraria como resguardo de la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, se expida acerca de la constitucionalidad de la ley 25.820, sin perjuicio de la apelación federal que oportunamente pudiere deducirse contra lo resuelto.


    Solanas Agüero, Federico y otro c/ Lanchinio, Ricardo


    S. 1812, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Prescripción adquisitiva. Cuestiones de hecho y prueba. Encuadramiento legal de los hechos. Denegatoria del recurso. 


    Conforme lo ha sostenido reiteradamente la Corte, no procede el recurso extraordinario federal contra pronunciamientos de Tribunales locales que desestiman recursos de inaplicabilidad de la ley provinciales sobre dicha materia. Ello es así ya que remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal local, extrañas como regla y por naturaleza a la instancia del art. 14 de la ley 48, cuando la sentencia ha decidido con fundamentos suficientes que excluyen la tacha de arbitrariedad invocada o el posible menoscabo de garantías constitucionales.


    Cataffo, M. Elena y otro c/ Bailleres, Jorge Luis


    C. 689, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Exceso ritual manifiesto. Adecuado servicio de justicia. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: V. 390, XXXIX, “Visa Argentina S.A. s/ Infracción ley 22.802”.


    Al extremar el análisis de los recaudos formales se constituiría un excesivo rigor incompatible con el adecuado servicio de justicia. El recurso cuenta con fundamentos suficientes que lo sustentan con base en la doctrina de la arbitrariedad.


    Disco S.A. s/ Infracción Ley 22.802


    D. 626, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Pesificación. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a-quo rechazó el remedio extraordinario, por lo  que se estima la queja interpuesta no es procedente.


    Banco del Chubut S.A. c/ Polychaco S.A. y otro


    B. 1834, XXXIX, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio contra el Estado. Insuficiencia del agravio. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no configura una correcta fundamentación del recurso extraordinario el aserto de determinada solución jurídica, en tanto no esté razonada, constituya agravio correctamente relacionado con las circunstancias del juicio y contemple los términos del fallo en recurso, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.  Asimismo, no puede progresar el recurso desde que la resolución en crisis no puede ser considerada como una sentencia definitiva, toda vez que no existe, denegatoria del Fuero Federal.


    Cabrera, Jorge Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía


    C. 1698, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no configura una correcta fundamentación del recurso extraordinario el aserto de determinada solución jurídica, en tanto no esté razonada, constituya agravio correctamente relacionado con las circunstancias del juicio y contemple los términos del fallo en recurso, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los en argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.  Asimismo, no puede progresar el recurso desde que la resolución en crisis no puede ser considerada como una sentencia definitiva, toda vez que no existe, denegatoria del Fuero Federal.


    Falcón, Ernesto Daniel y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Obras y Servicios Públicos


    F. 912, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Regulación de honorarios. Doctrina de la arbitrariedad. Devolución del expediente. Procedencia del recurso. 


    El Tribunal ha resuelto en reiteradas oportunidades que, las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas, como regla, a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de apelación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo la Corte ha dicho que cabe hacer excepción a tal jurisprudencia, cuando pese a la remisión a las normas del respectivo arancel que efectúa la resolución impugnada la misma no resulta con fundamento suficiente por apartarse de los límites expresamente establecidos por la ley o cuando la regulación efectuada no guarda la debida relación con esos preceptos y los valores económicos del juicio que deben computarse.  Tal criterio excepcional ocurre en el sub lite, tomando aplicable al caso la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que el fallo cuestionado, pese a la cita expresa de las normas de la ley de honorarios profesionales, fijó una retribución por encima del límite máximo previsto en dicha normativa, extremo que se traduce claramente en un apartamiento de la solución legal prevista por las previsiones contenidas en los artículos 7, 20, 33 y 40 de la ley 21.839 modificada por la 24.432 invocados por la recurrente.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Realmac S.A.S.I.F.I.A.


    G. 3005, XXXVIII, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Hábeas data. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El pronunciamiento examinado cumplimenta el recaudo a que se refiere el artículo 14 de la ley n° 48 –carácter definitivo o equiparable-, precisamente porque no habría oportunidad en delante de volver sobre lo decidido y porque ello conduce, sin suficiente sostén, a la frustración de una vía apta para el reconocimiento de los derechos, lo que se traduce en un agravio a la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  En un plano análogo, la Corte ha señalado que, si bien las resoluciones judiciales que declaran la improcedencia de recursos no justifican, como regla, la apertura de la instancia de excepción, cabe apartarse del principio si el fallo impugnado causa una restricción sustancial al derecho de defensa del apelante, al vedar el acceso a la instancia superior sin una apreciación razonada de los argumentos del demandado, frustrando así una vía apta y prevista legalmente para obtener el reconocimiento del derecho invocado.  En tal sentido, varios de los agravios introducidos por el peticionario estructurados a partir del marco general suministrado por la garantía del artículo 43 de la Constitución Nacional postulan cuestionamientos susceptibles, prima facie, de inscribirse tanto en el plano cabal del artículo 14 de la ley n° 48, como en el de la doctrina pretoriana sobre sentencias arbitrarias.  El anterior extremo, toma referible la necesidad de que los argumentos de prosapia federal encuentren respuesta jurisdiccional en los tribunales superiores de provincia, lo que termina de definir la suerte adversa del pronunciamiento en examen sin que, con ello, se abra juicio sobre la solución definitiva del caso.


    Carranza Latrubesse, Gustavo c/ Banco Río de la Plata S.A.


    C. 638, XXXVIII, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio contra el Estado. Insuficiencia del agravio. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no configura una correcta fundamentación del recurso extraordinario el aserto de determinada solución jurídica, en tanto no esté razonada, constituya agravio correctamente relacionado con las circunstancias del juicio y contemple los términos del fallo en recurso, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los en argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.  Asimismo, no puede progresar el recurso desde que la resolución en crisis no puede ser considerada como una sentencia definitiva, toda vez que no existe, denegatoria del Fuero Federal.


    Rodríguez, Carlos Ángel y otros c/ Estado Nacional


    R. 1062, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Feriados. Defensa en juicio. Debido proceso. Devolución del expediente. Admisibilidad del recurso. 


    Son extrañas a la apelación federal las decisiones por las cuales los superiores tribunales de provincia resuelven sobre recursos extraordinarios de carácter local interpuestos ante ellos, corresponde hacer lugar al recurso si se encuentran en tela de juicio principios vinculados a la vigencia real y efectiva de un derecho constitucional como es el defensa en juicio y la garantía del debido proceso.  La imposibilidad del retiro de los autos del tribunal no constituía en sí misma un obstáculo para la elaboración del recurso, pues no poder contar con el expediente por estar prestado a la contraria, impedía a la apelante tener a la vista los elementos necesarios para fundarlo debidamente, beneficio con el que, por el contrario, se privilegió a su contraparte.  Propiciar la solución contraria, significaría incurrir en un exceso de rigor formal, vulnerando los derechos de defensa y del debido proceso legal.


    S., H. M. y P., S. s/ Divorcio - Separación de Bienes


    S. 1119, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio contra el Estado. Insuficiencia del agravio. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no configura una correcta fundamentación del recurso extraordinario el aserto de determinada solución jurídica, en tanto no esté razonada, constituya agravio correctamente relacionado con las circunstancias del juicio y contemple los términos del fallo en recurso, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los en argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.  Asimismo, no puede progresar el recurso desde que la resolución en crisis no puede ser considerada como una sentencia definitiva, toda vez que no existe, denegatoria del Fuero Federal.


    Sosa, José María y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía


    S. 1185, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no configura una correcta fundamentación del recurso extraordinario el aserto de determinada solución jurídica, en tanto no esté razonada, constituya agravio correctamente relacionado con las circunstancias del juicio y contemple los términos del fallo en recurso, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los en argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.  Asimismo, no puede progresar el recurso desde que la resolución en crisis no puede ser considerada como una sentencia definitiva, toda vez que no existe, denegatoria del Fuero Federal.


    Tello, Gabriel Reinaldo y otros c/ Estado Nacional


    T. 525, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Defectos en la fundamentación normativa. Interpretación de la ley. Exceso ritual manifiesto. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos a la instancia del artículo 14 de la ley 48, y que solo cabe hacer excepción a tal principio, cuando el fallo no se encuentra suficientemente apoyado en las constancias del litigio o carece de la fundamentación normativa necesaria para su validez.  La Corte tiene muy dicho que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma, ya que de otro modo podría arribarse a una interpretación que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición legal, equivaliese a prescindir de su texto.  Por otro lado, si bien la Corte Suprema sólo decide en los casos concretos a ella sometidos, y su fallo no resulta obligatorio para otros análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a las del Tribunal.


    Krieg, Lidia Alicia Rosa c/ Arbildi, Rubén


    K. 46, XXXIX, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Reforma legislativa. Declaración de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. 


    Una decisión de la Corte sobre la constitucionalidad de la nueva ley, conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe resolución previa del Tribunal de mérito. Tal circunstancia convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal, lo que la apartaría de su expresa y estricta función constitucional en el contexto impugnatorio, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Más aún si se advierte que la vía de arribo a conocimiento por el Tribunal de la presente, es la tradicional del art. 14 de la ley 48, por lo que, no siendo el recurso ordinario, las facultades del tribunal permanecen limitadas al marco extraordinario descripto en el párrafo anterior.


    Spinelli, Maria Martha c/ Boto Álvarez, M. Gabriela


    S. 2289, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Abogados. Cobro de honorarios. Haber jubilatorio. Procedencia del recurso. 


    La afectación patrimonial que sufre el apelante devino consecuencia de su propio proceder, actuar del que no cabe excusarlo dado su condición de abogado.  Ello es así, pues cabe presumir que cuando convino ser representado en un juicio por otro profesional, para lograr el cobro de honorarios que le habían sido fijados por su tareas, no podía desconocer que por su particular condición económica; este último estaba facultado legalmente para ocurrir en su contra a efectos del cobro de los suyos y, entonces, debería responder con el único bien que poseía, su haber jubilatorio, máxime cuando esa era una solución que surgía claramente la jurisprudencia que prevalecía sobre el tema.  El fallo en recurso tampoco es pasible de las tachas que le endilga el recurrente, en cuanto, en definitiva, concilia el derecho invocado por las partes en defensa de su derecho, pues si bien cercena su haber jubilatorio, lo hace sólo en el porcentaje fijado legalmente, - no tachado, por lo demás de confiscatorio - y tal suma se destina a satisfacer la prestación debida al profesional que lo representó en juicio, que como bien lo señala este último, también posee carácter alimentario


    Cuneo Libarona, Mariano c/ Oddone, Luis Alberto


    C. 1220, XXXVII, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Concurso preventivo. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible, en virtud de reiterada jurisprudencia del Alto Tribunal referida al requisito de sentencia definitiva, puesto que, por un lado, la Corte tiene dicho que no revisten tal carácter las decisiones recaídas en juicios ejecutivos si no se acredita un agravio de imposible reparación ulterior y, por el otro, que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo cuando media denegatoria del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos.


    Ingeniero Pell Construcciones S.A. s/ Concurso Preventivo


    I. 186, XXXIX, 13 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Registro de antecedentes. Caducidad de instancia. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. 


    Las resoluciones sobre caducidad de instancia, en principio, no constituyen sentencia definitiva a los fines del art. 14 de la ley 48. Sin embargo, el fallo apelado puede ser asimilado a definitivo, toda vez que causa un agravio de imposible reparación ulterior, cual es que la acción estaría prescripta. En tales condiciones, resulta aplicable la jurisprudencia del Tribunal que señala que si la situación podría encuadrarse, a los efectos de la prescripción, en lo dispuesto por el art. 3987 del Código Civil, el caso es de aquellos en que puede ocasionarse un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, ya que el recurrente perdería la posibilidad de reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias.   Y si bien la Corte ha dicho que dichas decisiones no son revisables por medio del recurso extraordinario, por versar sustancialmente sobre cuestiones de hecho, derecho común y procesal, también ha expresado que cuando aparecen revestidas de un injustificado rigor en la apreciación de las normas procesales, defecto que vulnera la garantía del debido proceso y causa gravamen de insuficiente reparación ulterior, corresponde dejarlas sin efecto.  El pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia provincial incurre en un exceso ritual que la descalifica, porque, aun cuando se admita que es obligación de las partes impulsar el proceso, o que el tribunal está facultado por la ley procesal local para solicitar la remisión del expediente administrativo, de oficio o a pedido de parte, sin que por ello aquél pierda su carácter dispositivo, lo cierto es que, en el caso, aparece como razonable la interpretación q los actores formulan en cuanto a que el trámite de admisibilidad del recurso puede resolverse de oficio, si la Administración incumple su deber de remitir las actuaciones solicitadas.   Por otra parte, no puede soslayarse que el origen de la resolución cuestionada se encuentra en el incumplimiento de la Administración de responder al requerimiento judicial, circunstancia que no debería traducirse en un perjuicio para el derecho de los actores a obtener una decisión sobre la procedencia de sus reclamos.  La ley 11.330, que derogó y reemplazó a la 4106, en coincidencia con la inteligencia que los actores postulan del anterior texto legal, prevé que si el expediente no fuera remitido en el plazo fijado “… el tribunal procederá de inmediato y sin más trámite a entender en el recurso tomando como base la exposición del recurrente…”, circunstancia que autoriza a pensar que la posición que aquéllos adoptaron en la causa no se encuentra desprovista de fundamentos, en tanto preserva de mejor manera la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso.   La resolución apelada se aparta de la doctrina de la Corte que indica que la aplicación que se haga de la caducidad, por ser un medio anormal de terminación de proceso, debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio y, por lo tanto, que debe ser revocada.


    Lapaz Ojeda, Roberto y otros c/ Provincia de Santa Fe s/ Recurso


    L. 338, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Incapacidad. Salud del trabajador. Juicios contra el estado. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El remedio federal es formalmente inadmisible pues, si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad, sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación, más allá de su acierto o error, es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la Ley 48.  En efecto, los jueces de la Cámara ponderaron no sólo las circunstancias de salud acreditadas mediante las constancias de la causa, en cuya virtud reconocieron al actor un grado de incapacidad mayor al 70%, sino que también tuvieron en cuenta la repetición de la postergación del cumplimiento de la sentencia y sobre tales bases, si bien con argumentos sintéticos, pero que trasponen el umbral exigido para ponerlo a resguardo de una eventual tacha de arbitrariedad, excluyeron el crédito del actor del régimen de consolidación de deudas del Estado Nacional. En tales circunstancias, los argumentos del apelante no se dirigen a cuestionar la interpretación dada por el a quo a las disposiciones de la ley 25.344, sino que se limitan a controvertir la apreciación que formulara -de índole fáctica y probatoria, para estimar configurados los presupuestos que condicionan la aplicación del art. 18 de dicha ley. Máxime, cuando la recurrente se limitó a cuestionar la exclusión de la acreencia en el régimen por haber precluido la instancia procesal para su invocación y por no existir razones de salud que justifiquen la excepción articulada por el a quo.


    Rial, Horacio Manuel y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejército


    R. 1274, XXXIX, 19 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Lealtad comercial. Falta de vista al fiscal. 


    La adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso tiene por objeto conceder a los interesados la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución del litigio.


    A. A. S.A. s/ Infracción a la Ley 22.802


    A. 1522, XXXIX, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    El recurso extraordinario adolece de defectos de fundamentación que obstan a su procedencia, siempre que la crítica para descalificar el fallo como acto jurisdiccional no cumpla con el requisito de rebatir eficazmente los fundamentos de hecho y derecho común en que se apoyó la decisión impugnada.  Si el tribunal a quo ha expresado fundamentos jurídicos suficientes para sustentar sus conclusiones, más allá de su acierto o error o lo opinable de lo decidido, no compete a la Corte revisar cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga en ese aspecto graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo hagan inválido como acto jurisdiccional; no bastando, para intentar la apertura del remedio federal, la mención genérica de la presunta arbitrariedad de la sentencia.  Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la solución de las cuestiones que le son privativas, ni abrir una tercera instancia para debatir temas no federales; y que por su aplicación, la misma no resulta apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y derecho común y procesal, a través de los cuales los magistrados de la causa, apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente.


    P., Daniel Alejandro s/ Tenencia ilegítima de arma de guerra


    P. 959, XXXIX, 07 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Robo con armas. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Limitarse a reproducir los mismos fundamentos, citas de jurisprudencia y reparos basados en cuestiones de hecho y prueba que ya fueran introducidos en la instancia de casación, donde obtuvieron debida contestación, siendo rechazados por ausencia de una crítica prolija y concreta de la resolución recurrida; importa una deficiencia en el recurso extraordinario desatendiendo la doctrina del Tribunal que descalifica la mera reedición por las partes de los argumentos vertidos en instancias anteriores, lo cual también es válido para la queja, puesto que de esa forma este remedio no estaría cumpliendo con el requisito de fundamentación autónoma exigido por el artículo 15 de la ley 48.


    N., Raúl Alfredo y otro s/ Robo agravado por el uso de arma


    N. 26, XXXIX, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Vialidad. Indemnización. Pronunciamiento inoficioso. 


    La Dirección Nacional de Vialidad depositó judicialmente la suma correspondiente a la indemnización, sin pedir su indisponibilidad ni hacer reserva alguna y ni siquiera aludir al recurso con trámite ante la Corte, omisión que reitera al consentir el retiro de los fondos.  Esa conducta constituye una actividad procesal en pugna con el recurso interpuesto, por lo que cabe aplicar doctrina de la Corte que entendió que el cumplimiento sin reservas de la sentencia recurrida o de continuar el trámite de la queja importa el desistimiento o renuncia tácita del recurso interpuesto.


    López, José Manuel c/ Dirección Nacional de Vialidad


    L. 1869, XXXVIII, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Agotamiento de la instancia administrativa. Plazos procesales. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    La Corte es el tribunal del recurso extraordinario y le corresponde determinar si aquél fue deducido en tiempo oportuno (Fallos: 318:1428, cons. 5°).  En tal sentido, surge de la jurisprudencia de la Corte que el plazo del art. 257 del Código de forma no se interrumpe ni se suspende por el trámite de otros recursos que en definitiva no prosperan, con prescindencia de la denominación que se utilice para desestimarlos (Fallos: 311: 1242 y sus citas).  Ese término es fatal y perentorio, corre por diez días hábiles contados desde la notificación de la sentencia definitiva por el superior tribunal de la causa y no se suspende por la interposición de otros recursos de carácter local (Fallos: 276:303).  Este criterio debe aplicarse en el sub lite, toda vez que, contrariamente a lo acaecido en el aludido precedente de Fallos: 318: 1428, el a quo, al desestimar el recurso local, no ha agregado fundamentos ni ha variado los vertidos en la resolución impugnada, de tal forma que la apelación federal debe considerarse interpuesta en forma tardía.  Sin perjuicio de ello, aun cuando, por vía de hipótesis, se considerara que el recurso fue deducido en término, tampoco resultaría admisible, pues no se dirige contra una sentencia definitiva. En efecto, no tienen aquel carácter las resoluciones que permiten al recurrente volver a plantear eficazmente su pretensión en las instancias ordinarias (dictamen del señor Procurador General, en la causa U.52, LXXXVI -"Universidad de Buenos Aires c/ Club de Arquitectura", cuyos fundamentos fueron compartidos por la Corte) y, sobre tales pautas, el recurso extraordinario fue correctamente denegado, porque, la apelante no demostró, como era menester en orden a la procedencia del recurso, que sus agravios no pudieran ser reparados posteriormente en forma oportuna y adecuada y, en especial, que estuviese impedido de intentar una acción judicial de repetición del tributo que abonó.


    Y.P.F. S.A. c/ Provincia del Neuquén


    Y. 47, XXXIX, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente, que la doctrina sobre arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales, a raíz de su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, incluso de presunciones, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional.  Asimismo, ha declarado la Corte que es improcedente el recurso extraordinario fundado en agravios que reiteren asertos ya sostenidos, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, suficientes, al margen de su acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada.  Al respecto, los agravios vertidos por la quejosa contra la sentencia recurrida, que revoca la del Inferior, carecen de un sustento fáctico y jurídico, cierto y efectivo, toda vez que no dimana de la sentencia recurrida que más allá de su acierto o error, el a quo se haya apartado de una interpretación y aplicación razonable de la normativa vigente omitiendo el estudio de agravios opuestos, de acuerdo con los antecedentes fácticos discutidos, y la jurisprudencia de la Corte en lo que es motivo de agravios. Más bien aquella consecuencia encuentra su origen en la discrecionalidad de sus propios actos, ya que la defensa omitió apelar una sentencia que evidenciaba defectos manifiestos en su fundamentación fáctica y jurídica.  En tales condiciones, debe desestimarse el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad del pronunciamiento, toda vez que sólo trasunta una discrepancia con el criterio del a quo en un punto de naturaleza no federal, cual es, la determinación de las cuestiones sobre las cuales los tribunales de alzada deben pronunciarse cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos, extremo que resulta a todas luces insuficiente para invalidarlo.


    Targhetta, Laura Adriana c/ Natural Foods Ind. Exp. S.A. y otros


    T. 877, XXXVIII, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La corte tiene dicho que el recurso extraordinario federal no procede en aquellos supuestos, donde se discuta la interpretación y aplicación que han hecho los jueces de la causa, de normas de derecho procesal y común o de derecho público local, máxime cuando no media decisión de naturaleza definitiva sobre la pretensión sustancial del recurrente, y la invocación de garantías constitucionales y de la tacha de arbitrariedad, no excusa como principio, el requisito de que sean pronunciamientos finales los que se someten a revisión de ese Alto Tribunal por la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo que se generen agravios irreparables a derechos o garantías constitucionales que permitan tener por cumplido tal requisito.  En el caso no se verifican estas últimas circunstancias desde que no se ha acreditado se produzca la consecuencia invocada de privado de la posibilidad de tener acceso a la justicia que reguarde el derecho que pretende hacer valer.   Más allá del grado de acierto o error en la vía y modo utilizado por el tribunal cuando se expide en la consulta indicada a la que se refiere como la decisión del punto sometido a su consideración en el fallo apelado, de la misma surge que, con cita de precedente del propio tribunal, ha hecho una interpretación de la vigencia de la ley 12.008, y de la aplicación de sus artículos 75 y 85 en consonancia con facultades que invoca como concedidas en el artículo 215 de la Constitución Provincial, asumiendo la competencia originaria en la materia contencioso administrativa aplicable en el caso, a la que todavía podría ocurrir el justiciable y, por ello, no se da el supuesto de decisión definitiva que habilite el recurso, ni los agravios irreparables que invoca.


    Scoccia, Carlos A. s/ Procedimiento a seguir referente a las inscripciones matrícula 52.271 Bahía Blanca


    S. 2993, XXXVIII, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Caducidad de instancia. Denegatoria del recurso. 


    Cabe señalar, en primer término, que no se ajusta a lo que surge de las constancias de la causa, la manifestación del recurrente de haber impulsado válidamente el procedimiento y que mediara una demora imputable al tribunal que impidiera decretar la caducidad solicitada por la contraparte.  En efecto, la última petición de impulso efectuada por el apelante, fue la solicitud al tribunal de que abriera a prueba las actuaciones, y no se hallaba pendiente de dictado la resolución respectiva.  No medió demora del tribunal, sino en todo caso una omisión parcial en el contenido de una providencia que aparece incompleta, y por el contrario, el incidentista no pidió su modificación, ni solicitó medida alguna para impulsar el acto procesal, consecuencia necesaria del ya dictado en el proceso.  Siendo indudable que han vencido los plazos previstos por la ley, aspecto no discutido por el recurrente, sin que mediara actividad impulsiva útil por el obligado a ello, antes de que la caducidad operara y fuera acusada por la contraparte, constituye una pretensión indebida requerir que la presentación tardía y no consentida de la petición hábil, cual era pedir que se ordene la producción de las pruebas, pueda ser admitida como válida a los fines de interrumpir plazos ya vencidos, cuando sólo se hallaba pendiente la resolución que declarara tal caducidad.  Tampoco puede ser admitido el argumento del recurrente respecto del silencio guardado por el a-quo en la consideración de la ley provincial de emergencia que adhirió a la declaración por ley nacional, porque resultaba inoficioso a los fines de sustentar la suspensión de los procedimientos, y por tanto impedir la caducidad.  Ello es así en virtud de que las mencionadas leyes de emergencia federal y local estaban destinadas a suspender los procedimientos en causas donde el Estado Nacional o Provincial fueran demandados por obligaciones pendientes de pago, que no es el caso de autos, donde en realidad se trata de una incidencia de verificación de un crédito del Estado Provincial, en el concurso de la recurrente, es decir donde aquel es actor, que ha sido impugnada por la vía de revisión prevista en el artículo 37 de la ley 24.522.


    Aceros Zapla S.A. s/ Concurso preventivo


    A. 2500, XXXVIII, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad médica. Denegatoria del recurso. 


    Se ha establecido, reiteradamente, que sólo procede el recurso extraordinario contra la sentencia que rechazó la demanda de daños y perjuicios derivados de una deficiente atención médica, si el Tribunal prescindió de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y normativa aplicable, formulando, asimismo, consideraciones fragmentarias de los elementos conducentes.  Esta última circunstancia no se configura en el sub lite. El actor atribuye responsabilidad por mala práctica médica al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, por fallas diversas en los nosocomios en los que él fuera intervenido y, como lo dicen los jueces de la causa, dado que se probó que el actor fue siempre operado en hospitales dependientes de la demandada y que tenía una dolencia en su abdomen, la sentencia de la Alzada, más allá de su acierto o error, no incurre en un tratamiento inadecuado o irrazonable en tanto a los aspectos conducentes de la controversia.


    Armango, Raúl c/ Hospital Durand y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 889, XXXIX, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Retiro militar. Cesación de servicios. Denegatoria del recurso. 


    Los jueces, para determinar la normativa aplicable, actuaron las pautas orientadoras que de antiguo establecieron reiterados precedentes del Tribunal, que le venían impuestas, entre ellas, y por un lado, la que ilustra que, en principio, el derecho del afiliado se consolida por el hecho del cese en la actividad, siendo éste el que determina la ley aplicable, y por el otro, la que, de larga data, determina cuándo se configura un supuesto de privación de derechos adquiridos en materia previsional, y que transcriben. Con relación al tema, también es acertada la afirmación de los jueces referida a que al momento en que el interesado solicitó la jubilación ordinaria estaba ya vigente la ley 24.018, que en el inciso d), de su artículo 20, establece que para lograrla debía acreditar que ejerció la función por lo menos durante 2 años, lapso que, como bien dicen, aquél no alcanzó.


    Castro Sánchez, Eduardo R. c/ ANSES


    C. 754, XXXVII, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución de honorarios. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C.1220, L. XXXVII, "Cuneo Libarona, Mariano c/ Oddone, Luis Alberto.


    Cúneo Libarona, Mariano c/ Oddone, Luis Alberto


    C. 1219, XXVI, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicio político. Violación al debido proceso. Defensa en juicio. Cuestión política. Cuestión no justiciable. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario se habilita para que la Corte asegure la primacía de la Constitución y determine la inteligencia de los tratados, de las leyes federales y de las comisiones ejercidas en nombre de la autoridad nacional.  Se trata de un medio excepcional para acudir al Tribunal en procura del ejercicio de su jurisdicción apelada, por la gravedad de la función que, por esa vía, cumple la Corte y, como tal, debe versar sobre un pronunciamiento concreto para que aquella lo pueda confirmar o revocar.  A su vez, es preciso tener claro que el objeto del recurso extraordinario es el mantenimiento de la supremacía constitucional y no la sumisión a la Corte de cualquier causa en la que pueda presumirse agravio o injusticia, a criterio del recurrente ya que no se propone rectificar hipotéticas equivocaciones del fallo apelado sino solo mantener, como queda dicho, la supremacía nacional.  En consecuencia, se debe analizar si en estos casos existe cuestión susceptible de ser sometida a decisión del Poder Judicial, pues hay que recordar que, tradicionalmente el proceso de enjuiciamiento y remoción de los magistrados judiciales, tanto provinciales como nacionales, fue considerado como una de las cuestiones políticas no justiciables.  El estudio atento del precedente “Nicosia” (Fallos: 316:2940) permite advertir que allí la Corte extendió al proceso de enjuiciamiento y remoción de magistrados nacionales la doctrina que ya había desarrollado con relación a iguales procedimientos contra jueces provinciales, a partir del caso "Graffigna Latino" (Fallos: 308:961), esto es, que las decisiones adoptadas por órganos ajenos a los poderes judiciales que, por principio, no conformarían caso judicial, se transfiguran en cuestión justiciable cuando se invoca la violación del debido proceso.  Sin perjuicio de ello, la Corte consideró necesario esclarecer el tema en lo tocante a la actuación del Senado de la Nación, es decir, según sus propios términos, "desarrollar las bases a partir de las cuales, a los efectos de la admisibilidad del recurso extraordinario respecto de las resoluciones relativas al juicio político nacional, aquél configura un órgano equiparable a un tribunal de justicia" y, a tal efecto, después de una profunda investigación sobre el contenido y alcance de las normas constitucionales involucradas, concluyó que, también en el orden nacional, desde el punto de vista sustancial, nada obsta a que aquel órgano legislativo, constituido en "tribunal", sea equiparado a "tribunal de justicia" a los fines del recurso extraordinario cuando se invoca lesión a la garantía del debido proceso.  Después de reiterar que la Corte ha reconocido la justiciabilidad del juicio político cuando se alega una real violación del derecho de defensa, aclaró que "…la aplicación e interpretación de dicho derecho deben ser llevadas a cabo a la luz de la naturaleza del 'juicio'”, sin que ello entrañe, desde luego, negación alguna de que tan elevada consagración constitucional (artículo 18) exhiba requisitos esenciales, cuya inexistencia importaría la del propio derecho.  De ahí que se imponga un criterio de revisión que, dada la especificidad del juicio político, no deberá ser en extremo riguroso, sino limitado al análisis de tales falencias. Sólo patentes violaciones a aspectos esenciales del derecho de defensa pueden tener acogida ante los estrados judiciales, y siempre que se acredite que la reparación del perjuicio es conducente para variar la suerte del proceso. Preservadas formalmente las exigencias para que tal derecho pueda ser considerado bajo resguardo en el juicio político, sólo la demostración por parte del interesado de que aquellas formalidades resultan aparentes y encubren un real desconocimiento de estos requisitos, habilitaría la instancia de excepción.  En síntesis, tres son las directrices que deben guiar el examen de casos como el presente, para entender por qué se justifica un criterio de control menos estricto y riguroso: "… En primer lugar, la relativa a que la Constitución ha conferido al procedimiento del juicio político una naturaleza que no debe, necesariamente, guardar apego estricto a las formas que rodean al trámite y decisión de las controversias ante el Poder Judicial, pero que, igualmente, debe observar requisitos que hacen a la esencia y validez de todo 'juicio', en el caso: el de 'defensa', inexcusablemente 'inviolable'. En segundo lugar, cuadra también reconocer que la Ley Fundamental ha dado a quienes conocen en ese juicio, facultades suficientes para reglarlo y conducirlo en forma acorde con su especificidad, aunque en concierto con la esencia del derecho y garantía aludidos. Finalmente, se infiere que si bien la Constitución no ha excluido que, en esos terrenos, los jueces puedan tener un determinado grado de autoridad con motivo de un 'caso', su intervención debe ser, amén de excepcional, adecuada a las particularidades del enjuiciamiento político".  Por otro lado, la resolución apelada que dispuso destituir de su cargo al magistrado sometido a proceso, reviste el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, según la jurisprudencia de la Corte.  En el caso no se suscitan las condiciones excepcionales que tornarían justiciable la decisión del tribunal de enjuiciamiento, pues el apelante no demuestra en forma nítida, inequívoca y concluyente un menoscabo que exhiba relevancia bastante para variar la suerte de la causa y en ningún caso acredita de modo palmario e inequívoco un apartamiento sustancial y grave del procedimiento previsto para adoptar el pronunciamiento cuestionado, a la luz de las atribuciones que los artículos 53, 59 y 60 de la Constitución Nacional confieren al Congreso de la Nación.  Finalmente, no puede ser materia de discusión la decisión política de destituir, materia ajena a la revisión de los jueces. En efecto, lo atinente a la exégesis de la Constitución en orden a las causales de destitución por juicio político y la apreciación de los hechos materia de acusación a la luz de dicha interpretación, conforman ámbitos depositados por la Ley Fundamental en el exclusivo y definitivo juicio del Senado, no revisables judicialmente, pues lo central de aquel juicio es la decisión acerca de la conducta o desempeño del acusado.  De tal forma, determinar si el juez es responsable por los cargos que le formuló la Cámara de Diputados, constituye un tema reservado a la decisión del órgano encargado de juzgar su conducta. Y la Constitución Nacional otorga esa atribución al Senado.  En otro orden de ideas, la potestad de suspender al magistrado, integra el grupo de cuestiones que está fuera de la revisión de los jueces en la materia que nos ocupa, toda vez que hace a la resolución de cuestiones que la Constitución Nacional asignó a otro órgano del Estado, en el caso, al Senado de la Nación y no se compadecen con la excepción jurisprudencial que habilita el remedio federal.  En efecto, los principios que lo regulan no autorizan a sustituir el criterio del Senado por el de la Corte en cuanto a lo sustancial de juicio político, pues el rol de los tribunales judiciales es constatar que el proceso se haya ajustado a la garantía consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Conviene reiterar que el carácter justiciable en la materia depende de que el conflicto guarde relación directa e inmediata con la cuestión federal relativa a la inviolabilidad de la defensa en juicio y del debido proceso.  Y en el caso, el agravio del apelante no se vincula con estos principios, ni se demuestra alguna de estas circunstancias susceptibles de revisión, puesto que versa sobre la legitimidad de medidas cautelares que, más allá de su carácter restrictivo sobre ciertos derechos, no resultan directamente limitativas de las garantías judiciales básicas, ni pueden significar una grave arbitrariedad, toda vez que el juicio político tuvo como objeto imputaciones de mal desempeño en el cargo.  En consecuencia, y volviendo al principio general, punto de partida del presente análisis, si no resultan justiciables las cuestiones esenciales del proceso, mucho menos lo serán las secundarias, esto es, las medidas precautorias, pues lo accesorio sigue la suerte de lo principal.  También es pertinente señalar que, aun cuando desde un punto de vista amplio se pueda admitir cierta proximidad con el invocado principio de defensa, en el sub discussio, el recurso intentado es inadmisible, por ausencia de fundamentación suficiente y de agravio concreto.  En tales condiciones, la presentación bajo examen se transforma en un obstáculo sustancial para abordar el planteo, pues, tal como está formulado, no pasa de ser una cuestión meramente conjetural, cuyo análisis por parte de la Corte importaría resolver un caso hipotético y no una efectiva colisión de derechos.


    Moliné O´Connor, Eduardo s/ Remoción


    M. 56, XL, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Jueces. Remoción de jueces. Enjuiciamiento de magistrados. Defensa en juicio. Debido proceso. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Teniendo en cuenta que el rechazo de la apelación directa ante la corte provincial se sustentó en aspectos netamente procesales -la insuficiencia de la queja- que, como regla, no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, debe señalarse que cabe hacer excepción a ese principio cuando lo resuelto no da respuesta jurídica a la controversia suscitada, e implicaría una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante, con menoscabo de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Con la mira en tales directrices de interpretación, lo resuelto por el a quo constituye una negativa a juzgar la materia constitucional claramente planteada por el recurrente, de ineludible competencia para el superior tribunal provincial, pues aun cuando las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.  Habida cuenta que los agravios alegados por la recurrente se vinculan con el ejercicio del derecho de defensa y el debido proceso, corresponde la descalificación del fallo apelado, que sobre la base de un inusitado rigor formal omitió el tratamiento de cuestiones imprescindibles para la dilucidación del caso.


    A., Ramón Porfirio s/ Causa n° 4/99


    A. 139, XXXIX, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Capitalización de la deuda externa. Sentencia ultra petita. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Fundamento aparente. Afirmaciones dogmáticas.


    Tiene establecido el Tribunal, que cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal, y por otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.  Se le asiste razón al recurrente en su agravio de que el tribunal, además de ser contradictorio, incurre en un exceso de jurisdiccional, porque según surge de los dichos de la apelación de la demandada el argumento esencial de sus agravios fue que la cámara se había apartado de los términos en que quedó trabada la litis, y de la pretensión del recurrente, argumento éste que fue desestimado de inicio por el fallo cuestionado sin las explicitaciones pertinentes y no obstante ello resuelve la causa con fundamentos ajenos a los agravios del demandado.   La decisión adoptada también es arbitraria por cuanto, por un lado, sostiene que se debate respecto del derecho al saldo arrojado en una operatoria conforme al régimen establecido en las comunicaciones A.1194 y A.1125, y que la comunicación A.1194, apartado 4° prevé acuerdos con los clientes de eventuales saldos y porcentajes de intermediación, y, por otro, afirma que el sistema no contempla diferencias a favor de las partes.  El Banco Central de la República Argentina reguló la relación que se establece entre la cancelación de obligaciones de la entidad financiera y su cliente deudor en cuanto a la concertación de la forma y condiciones de la percepción del margen de intermediación devengado o a devengar a que tengan derecho, "así como a los saldos que pudieran corresponder una vez aplicada la operatoria y la citada normativa, no fue motivo de debido tratamiento por el juzgador, no obstante constituir cuestión esencial y conducente a la solución del litigio, omisión que torna también desde este punto de vista a la decisión inválida en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Yerbetera Alto Paraná S.R.L. y otros c/ Banco Provincia de Misiones


    Y. 56, XXXVI, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Reducción salarial. Docentes privados. Circunstancias sobrevinientes. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    La Corte ha señalado que sus sentencias deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan, aunque éstas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Por ello, falta uno de los requisitos indispensables para habilitar la vía del art. 14 de la Ley 48 cuando lo demandado carece de objeto actual, porque las nuevas condiciones tornan inútil la resolución pendiente y la transforman en inoficiosa.


    Sindicato Argentino de Docentes Particulares c/ Provincia de Buenos Aires


    S. 3116, XXXVIII, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. 


    Ley 25.344.


    Teniendo en cuenta que la Ley 25.344 sucede en el tiempo a la Ley 23.982 y, si la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para rastrear esa intención es la letra de la ley, no parece razonable sostener, que los créditos que habían sido encauzados a través del procedimiento previsto en esta última hayan quedado excluidos de la consolidación.  En tanto es inaceptable suponer la inconsecuencia o la falta de previsión del legislador, por tanto, debe entenderse que de haberlo así querido éste, pudo dejar fuera del alcance de dicha ley los créditos que ya tenían previsión presupuestaria.


    Villalba, Luis Alberto c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Accidente - Ley 9.688


    V. 306, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Reclamo administrativo previo


    Sentencia no firme. Recurso extraordinario federal. Recurso de queja (procesal). Denegatoria del recurso. 


    El pronunciamiento impugnado no importó sino requerir el cumplimiento de un recaudo administrativo previo a la apertura de la instancia judicial, lo que le quita el carácter de sentencia definitiva a los efectos del art 14 de la ley 48, ya que en tales condiciones su decisión no causa perjuicio de imposible reparación ulterior.  La explicación con fundamento en que el actor no se habría presentado a la junta médica dispuesta en sede administrativa porque estaban vencidos los términos del art.2 de la ley 3952 (es decir tres meses) tras el pedido de pronto despacho del 28 de agosto de 1998, no aparece corroborado con las constancias agregadas. Según elementos acompañados por la propia actora, ante la citación del 29 y 30 de octubre de 1998 la tramitación administrativa no había paralizado su curso y se puso en marcha antes de que venciera el plazo que señala el recurrente, todo lo cual pone en evidencia que el reclamo judicial resultó prematuro.


    Galán, José Luis c/ Estado Nacional - Estado Mayor General de la Armada


    G. 181, XXXVIII, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Reclamo del haber jubilatorio


    Restitución de sumas de dinero. Ley federal. Resoluciones inapelables. Sentencia definitiva. Monto del juicio. Jueces. Primera instancia. Superior tribunal de la causa. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, “Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySS y/o ANSES) s/ Sumarísimo”.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible y fue incorrectamente denegado, pues en autos se discute la inteligencia de normas de naturaleza federal y la decisión del superior tribunal de la causa -a la que cabe calificar como definitiva- es contraria al derecho que el recurrente funda en ella.  La circunstancia de que la decisión apelada emane de un juez de primera instancia, pues tiene dicho la Corte que, a efectos de habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, aquél reviste el carácter de superior tribunal de causa en atención a la inapelabilidad prevista por el art. 242, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Musich, Dante Rubén c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1854, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, “Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySS y/o ANSES) s/ Sumarísimo”.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible y fue incorrectamente denegado, pues en autos se discute la inteligencia de normas de naturaleza federal y la decisión del superior tribunal de la causa -a la que cabe calificar como definitiva- es contraria al derecho que el recurrente funda en ella.  La circunstancia de que la decisión apelada emane de un juez de primera instancia, pues tiene dicho la Corte que, a efectos de habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, aquél reviste el carácter de superior tribunal de causa en atención a la inapelabilidad prevista por el art. 242, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Pianetti, Sipriano Obdulio c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 910, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de apelación


    Presentación extemporánea. Plazos procesales. Horas hábiles. Exceso ritual manifiesto. 


    Ley 16.986.


    No existe razón para apartarse de los principios generales en materia de plazos procesales, e interpretar que el breve término de cuarenta y ocho horas que fija el artículo 15 de la ley 16.986 para interponer el recurso de apelación, deba correr también en horas o días inhábiles. Entender lo contrario, significaría caer en un exceso de rigor formal, sin sustento en norma alguna, máxime cuando si mediaran motivos de extrema urgencia, puede contarse con el remedio de la habilitación de días y horas.  El artículo 17 de la ley de amparo, establece que las disposiciones procesales en vigor son supletorias de las normas allí instituidas. En consecuencia, resulta de aplicación el artículo 156 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto dispone, en su párrafo segundo, que no se contarán los días inhábiles.


    Nuñez Mantel, Omar Antonio c/ IOSE s/ Amparo


    N. 113, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de casación


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cabe destacar que los argumentos que sustentan el agravio del quejoso encuentran un excluyente asidero en cuestiones de hecho y prueba, al tiempo que involucran la interpretación de normas de derecho de fondo y procesal, que por regla son de resorte exclusivo de los jueces de la causa y ajenas al recurso del artículo 14, de la ley 48, salvo el supuesto de arbitrariedad de sentencias.   No corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida. Máxime si los argumentos esgrimidos para rechazar el recurso extraordinario, son el resultado de una estructura de razonamiento lógico que, más allá de su acierto o error, en modo alguno aparezcan como arbitrarios.


    C., D. A. s/ Recurso de Casación


    C. 723, XXXIX, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de inconstitucionalidad


    Ejecución fiscal. Tasa municipal. Concesión de corredores viales. Concesión parcial del recurso. 


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales.  El rechazo de las defensas de inconstitucionalidad y falta de legitimación pasiva, planteadas como inhabilidad de título, son asimilables a la sentencia definitiva a la que alude el art. 14 de la ley 48, pues el fallo apelado las desestimó, lo que supone dar curso a la ejecución fiscal, sin que el agravio que de ello resulte pueda ser revisado en trámite ulterior, donde no sería ya procedente.   Sin perjuicio de ello, el recurso resulta igualmente inadmisible respecto del agravio centrado en la falta de tipificación de la actividad en la Ordenanza Tributaria, el a quo dio fundamentos de derecho público local que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias del recurrente con la inteligencia otorgada a ese ordenamiento resulte eficaces para habilitar la vía excepcional intentada.   La apelación resulta formalmente admisible en lo referido a la incidencia de la tasa en el régimen tarifario de la actora, toda vez que ello remite al análisis del marco regulatorio de una concesión vial, de carácter federal, y al decisión del superior tribunal de la causa ha sido contraria a los derechos que el apelante funda en aquél.


    Municipalidad de Makalle c/ Vicov S.A.


    M. 2534, XXXVIII, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 3135, L. XXXVII “G., Jorge Alberto y G., Nancy Beatriz s/ Causa n° 4172”.


    Criscuolo, Daniel s/ Recurso de queja


    C. 4077, XXXVIII, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa: L. 155, L. XXXIX “Líneas Aéreas Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683”.


    Gorlovetzky, Sergio Daniel s/ Infracción Ley 11.683


    G. 1950, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa: L. 155, L. XXXIX “Líneas Aéreas Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683”.


    Mercantil Kabreg Sociedad Anónima s/ Infracción Ley 11.683


    M. 1938, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 155, L. XXXIX “Líneas Aéreas Privadas Argentinas s/ Infracción Ley 11.683”.


    Viriato Otero Lomban J. García L. Rubiños D. Sociedad de Hecho s/ Infracción Ley 11.683


    V. 741, XXXIX, 04 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fundamentos del Fiscal General en el dictamen de la causa B. 4143, L. XXXVIII, “B., Nicolás y Cartagena, Juan Manuel s/ Causa 4052”.


    S., J. N. s/ Corrupción de menores y tenencia de arma de uso civil - causa N° 9.489-


    S. 2214, XXXIX, 30 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso,. 


    Remisión al dictamen de la causa I. 442, L XXXVIII "Ingenio La Esperanza S.A. s/ Quiebra".


    Ingenio La Esperanza S.A. s/ Quiebra


    I. 439, XXXVIII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 673, L. XXXVII, “Ponce, Ricardo c/ Ferrosider S.A. y otro”.


    Ponce, Ricardo Daniel c/ Ferrosider S.A. y otro


    P. 661, XXXVII, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1312, L. XXXIX, “Di Marco Alejandra c/ YPF s/ Ordinario".


    Petronor S.R.L. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Ordinario


    COMP. 1329, XXXIX, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 43, L. XXXVIII, “Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior Resol. MJDDHH 221/00 (expediente 443459/89)”.


    Vaca Narvaja, Ana María c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Artículo 3 Ley 24.043 (Resolución 436/00)


    V. 1162, XXXVIII, 16 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 43, L. XXXVIII, “Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior Resol. MJDDHH 221/00 (expediente 443459/89)”.


    Altamira de  Vaca Narvaja, Raquel del Valle y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -Artículo 3° Ley 24.043 (Resolución 963/00)


    A. 2339, XXXVIII, 16 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acuerdo de partes. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Atento la existencia de un acuerdo entre las partes de cumplimiento de la sentencia recaída en segunda instancia en todos sus términos, la cuestión traída a conocimiento de la Corte habría devenido abstracta, y, por ende, las consideraciones del dictamen de este Ministerio Público inoficiosas.


    Antonio Mieres Prop. S.C.A. y otro c/ Cia. Guillette Arg. S.A.


    A. 828, XXXVII, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1880, L. XXXIX, “Asociación Mutual del Valle Inferior s/ Denuncia y planteo de competencia”.


    Asociación Mutual del Valle Inferior s/ Denuncia y planteo de competencia


    COMP. 1848, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Vélez, Juan Agustin


    COMP. 88, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Acevedo, Carlos y otro


    COMP. 89, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ San Martín, Silvia y otro


    COMP. 90, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Debizzi, Marcela y otra


    COMP. 92, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ San Martín, Elbio y otro


    COMP. 93, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Bogado, Ramona y otro


    COMP. 94, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Alegre, Luis Francisco y otro


    COMP. 95, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Centurión, Antonio y otro


    COMP. 182, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Núñez, Adriana Z. y otro


    COMP. 185, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Santamarina, Enrique y otros


    COMP. 186, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Acuña, Nélida y otro


    COMP. 187, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Siris, Claudia Itatí y otro


    COMP. 189, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Patricia Bird y otra


    COMP. 190, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Rivarola, Silvia y otro


    COMP. 191, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ González, Liliana Mabel


    COMP. 192, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Giménez, Martha Esther y otro


    COMP. 193, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863; L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Giménez, Mónica y otro


    COMP. 194, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Sáenz, Norma Gladys y otro


    COMP. 195, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Salinas, María Petrona


    COMP. 196, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ González, Enrique y otro


    COMP. 197, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863; L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Díaz, Bernardino y otro


    COMP. 198, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Fernández, Héctor y otros


    COMP. 199, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Tarucelli, Luis y otro


    COMP. 200, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Martínez, Prudencio y otro


    COMP. 201, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Galfrascoli, Raúl y otro


    COMP. 203, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Juan Carlos Waschuk y otro


    COMP. 204, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Orellano, Haydee y otro


    COMP. 205, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Medina, Aníbal A. y otro


    COMP. 206, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Ortíz, Antonia y otro


    COMP. 207, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Centurión, Juan M. y otro


    COMP. 209, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Sánchez, Rosa Alcira


    COMP. 210, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ López, José y otra


    COMP. 212, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Bertolotti, Pablo y otro


    COMP. 214, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Mustapich, Antonio y otro


    COMP. 216, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Cuacini, Lorena y otro


    COMP. 217, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Mirabelli, Pedro y otro


    COMP. 220, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Silivia N. Zapata y otro


    COMP. 224, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Vicente, Marcelo y otro


    COMP. 225, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Dentella, Carlos A. y otra


    COMP. 226, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Redondo, Nelly y otro


    COMP. 227, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Fernández, Rubén y otro


    COMP. 228, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Vallejos, Sebastián G.


    COMP. 260, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación c/ Español, Jorge y otro


    COMP. 263, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Alejandro H. Prieto y otro


    COMP. 264, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Graciela G. Indico y otro


    COMP. 265, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Arminda Aguilar y otra


    COMP. 266, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Vargas, Eulogio y otro, 


    COMP. 267, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nacion Argentina c/ Jiménez, Alejandro y otro


    COMP. 184, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Ricardi, Irma y otros


    COMP. 188, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Rodríguez, Ernesto y otro


    COMP. 262, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestión abstracta. 


    Las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, pues la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la del poder de juzgar. Entre tales extremos se halla el de inexistencia de gravamen cuando de hecho ha desaparecido por falta de interés económico o jurídico, circunstancia que cancela la competencia extraordinaria de la Corte.


    Kammerath, Germán Luis - Córdoba departamento Capital s/ Recurso directo


    K. 341, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a la doctrina del dictamen y fallo de la causa Comp. 77; L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Boisselier, Gerardo José c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otros - s/ Amparo


    COMP. 475, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1741, L. XXXIX, “S. A. G. s/ Restitución internacional – solicita restitución de la menor - recurso de apelación”.


    S. A. G. s/ Restitución internacional - solicita restitución de la menor - causa n° 12/03


    S. 1619, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1353, L. XXXIX, “Arena, Ricardo Aurelio c/ Repetti, Hugo s/ Ejecución”.


    Greves, Jorge Alberto c/ Manrique, Pablo Guillermo


    G. 487, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1353, L. XXXIX, “Arena, Ricardo Aurelio c/ Repetti, Hugo s/ Ejecución”.


    Keena, Marta Margarita c/ Embassy S.A.C.I.Y.F.


    K. 4, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del fuero federal. Competencia por la materia. Mantenimiento del recurso. 


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social en esta causa, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    La Caja A.R.T. s/ Incumplimiento Comisión Médica - Denunciante Mario Rolando Vega


    V. 187, XL, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1353, L. XXXIX, “Arena, Ricardo Aurelio c/ Repetti, Hugo s/ Ejecución”.


    Vizcaino, Héctor I. y otros c/ Sotera, M. Florencia s/ Ejecución Hipotecaria


    V. 846, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de hecho. Remisión al dictamen de la causa M. 2975, L. XXXVIII, “Monner Sans, Ricardo c/ Fuerza Aérea Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Monner Sans, Ricardo c/ Fuerza Aérea Argentina


    M. 2855, XXXVIII, 14 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    En cuando al fondo del asunto, remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    El recurso extraordinario deducido por la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social, y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Peralta, Mario c/ Provincia A.R.T.


    P. 1967, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Vista de las actuaciones. Vista a las partes. 


    Solicita se confiera vista a la obra social.


    Alto Paraná S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos -DGI-, 


    A. 2465, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Interpretación de la ley. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Además, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Anselmi, Esther Gerónima c/ Soletic de Sytar, Estela Cecilia


    A. 1503, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Haber de retiro. Personal militar. Inutilización. Actos de servicio. Beneficios previsionales. Cuestión de derecho común. 


    Remisión al dictamen de la causa "A" 228, L. XXXll, “Azzetti, Eduardo Narciso c/ La Nación Estado Mayor General del Ejército s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad”.


    La Corte ha establecido que resulta admisible el recurso extraordinario, cuando se ha puesto en tela de juicio la inteligencia otorgada por el juzgador a normas federales y la decisión ha sido contraria al derecho fundado en aquellas.   Por otro lado, corresponde precisar que la Corte tuvo oportunidad de intervenir en otro expediente iniciado por el mismo reclamante y que reconoció al actor el goce de beneficio de haber de retiro que trata el artículo 76, inciso 2 apartado a) y concordantes de la ley 19.101, a partir de la fecha en que se efectivizó la baja, con más el pago actualizado y con intereses.   Desde esa perspectiva, no le corresponde razón a la impugnante ya que al reconocerse el derecho al “haber de retiro” fundado en la ley especial, justifica la aplicación de la doctrina del precedente “Mengual”. En efecto, cuando la ley militar dispone el pago de un “haber de retiro” claramente se está refiriendo a un concepto previsional y no a uno de carácter resarcitorio. Por tal motivo se habilita el ingreso, a la esfera del derecho público, de normas del derecho común. La evolución jurisprudencial sobre la materia que fue reseñada por el Tribunal en el caso “Mengual”, y examinada en el dictamen del caso “Azzetti”, procede concluir que no existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas, cuando las leyes específicas que rigen a la institución no prevén una reparación, sino un haber de retiro de naturaleza previsional, y se trata de circunstancias ajenas al combate, consecuencia de un hecho accidental que podía ser imputado jurídicamente al Estado Nacional.   En consecuencia, por no tratarse en el caso de un daño acaecido en acciones bélicas, Y en virtud de que las disposiciones respectivas de la ley 19.101 no contemplan un régimen indemnizatorio especial, sino que tratan de haberes previsionales, no existió impedimento alguno para reclamar el resarcimiento de los daños por las normas del derecho común que rigen analógicamente a los restantes agentes de la administración.  Respecto del agravio con fundamento en que no se habría tenido en cuenta lo normado por las leyes 23.982 y 25.344, en cuanto se estaría frente a una deuda alcanzada por el régimen de consolidación del pasivo del Estado, es del caso señalar que la solución no implicó en modo alguno prescindir de tales normas, sino sólo postergar la pertinencia de su aplicación eventual para el momento procesal oportuno, esto es el periodo de ejecución de sentencia. No obstante que el a quo advirtió que no había sido materia propuesta al juez de primera instancia por la demandada -ni siquiera en la oportunidad de alegar cuando la norma ya estaba vigente- dejó abierta la posibilidad de que el tema pueda ser replanteado. Desde esta perspectiva, se estaría frente a un pronunciamiento que no decidió definitivamente las cuestiones involucradas en los agravios de la recurrente, sino que su examen fue considerado prematuro. Por otro lado, en los agravios no se proporcionaron datos que indiquen que lo resuelto provoque un gravamen insusceptible de reparación ulterior. En consecuencia, tales cuestiones podrían ser motivo de decisión por los jueces de la causa con posterioridad, con lo cual se desvanece uno de los requisitos para la procedencia del recurso extraordinario.


    Arbini, Carlos Antonio c/ Estado Nacional - Gobierno de la Nación - Ministerio de Defensa s/ Cobro de pesos


    A. 325, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Cobro ejecutivo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa B. 555, L. XXXVI ¨Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo¨.


    Banco de la Pampa c/ Sicardi, Raúl A. y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 1935, XXXIX, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Interpretación y aplicación de la ley. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Más concretamente aún, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas  normas sobre la materia objeto de litigio, la resolución de la Corte deberá atender, también, a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Chazan, Alicia c/ Asociación Educación y Cultural de Mataderos Scholem Aleijum Club de Campo


    C. 1956, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa: Comp. 1312, LXXXIX. ¨Di Marco Alejandra c/YPF s/ Ordinario¨.


    Funes Combustibles S.R.L. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Demanda ordinaria


    COMP. 1311, XXXIX, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Asegurador. Ejecución de sentencia. Procedencia del recurso. 


    Atento al allanamiento incondicional de la parte actora al recurso extraordinario, deberá practicarse en la causa una nueva liquidación conforme a las pautas propuestas por la recurrente, con las cuales ambas partes y el representante promiscuo del menor expresaron su conformidad, por lo que, con el alcance indicado, debe hacerse lugar al recurso extraordinario y dejar sin efecto la sentencia apelada.


    Haran, Héctor y otro c/ Barcena, Elena s/ Ejecución de sentencia - Incidente Civil


    H. 309, XXXIX, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Interpretación de la ley. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Además, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Martínez Castro y otros c/ Talamo, Domingo Benito


    M. 1770, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Interpretación y aplicación de la ley. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Más concretamente aún, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas  normas sobre la materia objeto de litigio, la resolución de la Corte deberá atender, también, a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Macario, Luis c/ Acindar Industria Argentina de Aceros S.A.


    M. 1537, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Toda vez que de las constancias de autos surge que las actuaciones fueron remitidas por error por la instancia inferior, se devuelve a sus efectos.


    San Martín, Hero c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1725, XXXIX, 01 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Interpretación de la ley. 


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Además, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa


    S. 499, XXXIX, 05 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Además, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Vita, Marta del Rosario y otros s/ Talamo, Domingo Benito


    V. 333, XXXIX, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa J. 361, L. XXXVIII, "Jesús, Eijo S.A. (TF 9292-A) c/ DGA”


    Asociación de Cooperativas Argentina Cooperativa Limitada (TF 9803-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 2749, XXXVIII, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa I. 186, L.XXXIX, "Ingeniero Pell Construcciones S.A. s/ Concurso preventivo".


    Ingeniero Pell Construcciones S.A. c/ Provincia de Santa Fe s/ Concurso Preventivo


    I. 185, XXXIX, 13 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 1752, L. XXXVIII, "Pepsi Cola Argentina S.A.C.I. (TF 13.816-I) c/ DGI".


    Pepsi Cola Argentina S.A.C.I. c/ Dirección General Impositiva


    P. 1686, XXXVIII, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 2809, L. XXXVIII "Angarola, Alfredo Eduardo c/ AFIP-DGI y/o Estado Nacional s/ Amparo”.


    Petrilli, Carlos María c/ AFIP – DGI y/o Estado Nacional s/ Amparo


    P. 26, XXXIX, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    Tiene dicho el Tribunal que las partes carecen del derecho a realizar ante la Corte observaciones al dictamen del Procurador General. Máxime cuando el dictamen del Ministerio Público fue compartido por la Corte con remisión a sus fundamentos y conclusiones.  En virtud de lo expuesto, la impugnación efectuada se dirige sustancialmente contra el fallo de la Corte y sabido es que sus decisiones son obligatorias e insusceptibles, como regla, de recurso alguno, salvo casos excepcionales de error esencial o de hecho evidente, supuesto que no se presenta en el sub judice, toda vez que los cuestionamientos que se efectúan sólo traducen una mera discrepancia del recurrente con la decisión adoptada por la Corte al examinar su pretensión contra la Provincia.


    Steifel, Juan Carlos c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S. 240, XXXIX, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 2809, L. XXXVIII "Angarola, Alfredo Eduardo c/ AFIP-DGI y/o Estado Nacional s/ Amparo”.


    Stieban, Raúl Teodoro c/ AFIP DGI y/o Estado Nacional


    S. 3030, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Retroactividad de la ley. Gravamen irreparable. Comienzo de ejecución de sentencia. Régimen de consolidación de deudas. Inadmisibilidad del recurso. 


    Respecto al fondo del asunto, se le asiste razón al apelante cuando sostiene que el a quo se apartó de las disposiciones de la ley 25.344 y, en especial, de su decreto reglamentario 1.116/00 que claramente prevé que la consolidación dispuesta por la ley también alcanza a los efectos no cumplidos de las sentencias, laudos arbitrales y demás actos jurisdiccionales, administrativas o transaccionales, dictados o acordados con anterioridad a la promulgación de la ley respecto a obligaciones consolidadas, aunque hubiesen tenido principio de ejecución, o sólo reste efectivizar su cancelación.   Precisamente ésta es la situación de autos, en donde,  si bien se cumplió el procedimiento del art. 22 de la Ley 23.982, la acreencia no se hizo efectiva, y, en tales condiciones, no parece apropiado considerar que los actores tengan un derecho adquirido protegido constitucionalmente, sino que la sentencia se encontraba en trámite de ejecución. Máxime cuando, el reglamento de la Ley 25.344 aclara que quedan consolidados los saldos a cargo del Estado Nacional, que se prevén en el mencionado art. 22.  Dado que la Cámara declaró la invalidez constitucional de la Ley 25.344 y de su decreto  reglamentario, sin que mediara pedido concreto de la interesada, y que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerado como la última ratio del ordenamiento jurídico, y que su procedencia requiere que el pedido pertinente tenga un sólido desarrollo argumental y contar con fundamentos de igual carácter. Además, a partir de Fallos: 324:3219, el Tribunal admitió la posibilidad de que los jueces declaren de oficio la inconstitucionalidad de las leyes, que modificó su doctrina tradicional sobre la materia.   Por lo demás, no se tiene en cuenta que la Corte tiene declarado que, a fin de analizar su validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia, así como que la restricción que aquélla impone al ejercicio normal de derechos patrimoniales tutelados por la Constitución debe ser razonable, limitada en el tiempo y constituir un remedio a la grave situación excepcional, sin provocar la mutación en la sustancia o esencia del derecho reconocido.


    Ursina, Ángela Amalia c/ Chianese, José s/ Daños y perjuicios


    U. 8, XXXIX, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Régimen de consolidación de deuda. 


    En cuanto al fondo del asunto discutido remisión al dictamen de la causa U. 8, L. XXXIX, “Ursina, Ángela c/ Chianese, José s/ Daños y perjuicios”.


    Si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la Ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a lo discutido y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, circunstancia que, se verifica en autos, toda vez que el a quo denegó la inclusión del crédito en un régimen de consolidación legal. Por otra parte, también debe tenerse presente que se discute la interpretación de normas federales  y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que la apelante funda en ellas.


    Vallejo, Abel Miguel c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones


    V. 76, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Abasto, Alberto Gabriel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1064, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Abellan, Graciela del Carmen c/ Comisión Nacional de Energía Atómica - Poder Ejecutivo Nacional s/ Diferencias de salarios


    A. 243, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Concesionario. Bienes del estado. Sentencia definitiva. Improcedencia del recurso. 


    Es requisito de procedencia del recurso extraordinario que la sentencia recurrida sea definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de insusceptible reparación ulterior, siempre que prive al interesado de otros medios legales para obtener la tutela de sus derechos o impidan el replanteo de la cuestión en otro juicio.  Tal circunstancia no se configura, toda vez que la recurrente no ha demostrado, como hubiere sido menester, de qué manera se ve imposibilitada de desalojar a la empresa por otro medio que no sea el procedimiento de la ley 17.091 o que la sentencia afecte el normal funcionamiento de la concesión.


    Aeropuertos Argentina 2000 S.A. c/ Interbaires S.A. s/ Acción de lanzamiento


    A. 1837, XXXIX, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Agüero, Hugo Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 158, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Aicardi, Norma Vilma y otros c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Acción de amparo


    A. 1573, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Albornoz, Carlos Andrés c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1068, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Alfieri, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    A. 624, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2573, L. XXXVIII "Cablevisión  S.A. c/ Municipalidad de Pilar s/ Acción de Amparo".


    Cablevisión S.A. c/ Municipalidad de Pilar


    C. 2330, XXXVIII, 14 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 1067, L. XXXIX,  "Lortau, Carlos Ariel s/ Homicidio culposo".


    S., Rubén  s/ Tenencia Ilegítima de arma


    S. 1468, XXXIX, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Ameri, Leonel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1069, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Anderson, Adolfo Laureano c/ Estado Nacional (SSJPN) s/ Sumarísimo


    A. 2018, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Angeloni, Gustavo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1337, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Asociación Bancaria Sociedad de Empleados de Banco y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecuivo Nacional y otros s/ Acción ordinaria de inconstitucionalidad


    A. 672, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 961, L. XL, “Galeano, Vicente Omar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/o Policía de la Provincia s/ Acción de amparo”.


    Atterbury, Jorge Luis c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Hábeas data


    A. 1123, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Barreto, Alejandro c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1437, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Battistessa, Oscar Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1090, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Bonini, José María c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 548, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Bonnet, Mario Julio César y otros c/ Estado Nacional (SSJPN) s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 217, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Burgos, Mario Omar c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    B. 701, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Acción meramente declarativa. Servicio de radiodifusión. Competencia federal. 


    La Corte ha sostenido que cuando la pretensión esgrimida por la actora exige precisar el sentido y los alcances de normas federales, como son las leyes 22.285, 23.548 y 25.063, corresponde a la competencia federal ratione materiae, la cual es improrrogable por su propia naturaleza y no puede ser alterada por la voluntad de los litigantes, así como que su aplicación debe ser sostenida aún de oficio cuando se altere voluntaria o inconscientemente y debe ser declarada en cualquier estado del proceso.  Cabe señalar que no empece a lo expuesto el ejercicio del poder de policía y la potestad fiscal por parte de las provincias y de sus municipalidades, porque ello no implica que las autoridades locales puedan condicionar de tal modo la prestación del servicio -como en autos- de televisión por cable, al punto de perturbarlo, directa o indirectamente, tal como aduce la actora ocurriría en el caso, desvirtuando así lo que tiende a evitar la legislación nacional en la materia.  Corresponde declarar que resulta competente la Justicia Federal para conocer en el proceso.


    Cablevisión S.A. c/ Municipalidad de Córdoba s/ Acción declarativa


    C. 1301, XXXIX, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Camino, Diego c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Sumarísimo


    C. 1457, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Candapay, Graciano Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Sumarísimo


    C. 1467, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 961, L. XL, “Galeano, Vicente Omar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/o Policía de la Provincia s/ Acción de amparo”.


    Canseco, Ramón César Arturo c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero s/ Acción de hábeas data


    C. 1568, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 961, L. XL, “Galeano, Vicente Omar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/o Policía de la Provincia s/ Acción de amparo”.


    Cardenas de Infante, María Luisa c/ Gobierno de la Provincia y otros s/ Acción de hábeas data


    C. 1373, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Zabal, Jorge M. c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    Z. 28, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Weber, Carlos Ludovico c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción de inconstitucionalidad


    W. 39, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Vriosi, Walter José c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    V. 339, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Celis, Miguel Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 1463, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Vicentin, Diego German c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    V. 957, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 - 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Viberti, María Cristina y otros c/ HSBC y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 342, XL, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Valor, Juan Marcelo c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    V. 340, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Tajes, Darío Daniel c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    T. 254, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Simonian, Carlos Oscar Simón c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    S. 698, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Siegwuarth, José Osvaldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1011, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Segovia, Martín c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Sumarísimo


    S. 1118, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Saucedo, Juan Alfredo c/ Estado Nacional - Ministerio de defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1014, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Apreciación de la Prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    No es que los magistrados ignoraran las pruebas producidas y los hechos invocados, sino que sus pronunciamientos han desestimado la responsabilidad del Estado concedente. Por lo tanto, no interesa la magnitud de "las pérdidas", para cuya determinación estaban dispuestos los peritajes aludidos con el recurso extraordinario, pues lo que se niega es, precisamente, el derecho a obtener su resarcimiento.  Según ha declarado la Corte las discrepancias del apelante con el criterio de selección y apreciación de las pruebas no autoriza a la Corte a sustituir a los jueces en la decisión de cuestiones que, por su naturaleza, le son privativas. Ello es así, en razón del carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad, que no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales a raíz de su mera discrepancia con el criterio de selección y valoración de las pruebas, incluso presunciones, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional y exige que medie un inequívoco apartamiento de las normas que rigen el caso o una decisiva carencia de fundamentación. En el caso, la lectura de la sentencia y del recurso lleva a concluir que el apelante sólo reitera argumentos ya vertidos en instancias anteriores y que sus críticas no rebaten los fundamentos con que se apoya el pronunciamiento recurrido.


    Satecna Costa Afuera S.A. c/ Estado Nacional Argentino - Ministerio de Obras y Servicios Públicos - Secretaría de Marina Mercante s/ Daños y perjuicios


    S. 2552, XXXVIII, 07 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Santos, Juan Alberto c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    S. 1149, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Saris, Ramón Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1009, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Sánchez, Julio Nelson c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    S. 1116, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Saavedra, Sergio Rubén c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    S. 696, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Romero, Lionel Abraham c/ Estado Nacional - Ministerio de defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 1728, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Rupp, Darío Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 1696, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 961, L. XL, “Galeano, Vicente Omar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/o Policía de la Provincia s/ Acción de amparo”.


    Romero, Raúl c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero s/ Acción de hábeas data


    R. 822, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Rodríguez, Carlos Oscar c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    R. 901, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Romero, Jorge Ramón c/ Estado Nacional s/ Amparo


    R. 421, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Retamar, Rodolfo Fabián c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 929, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Ramírez, Raúl Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 1715, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Ramírez Zipilivan, Felipe José Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 941, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Rivadero, Héctor Ezequiel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    R. 942, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Cergneaux, Gabriel Luján c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 2731, XXXIX, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Rigoni, Alfredo Anibal c/ Estado Nacional s/ Sumarisimo, 


    R. 422, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Prokipczuk, Alejandro c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    P. 561, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Prediger, Marcelo Antonio c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    P. 656, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Facultades de la alzada. 


    En el sub lite no se presenta una cuestión de competencia que deba la Corte resolver, según el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Poquet de García Rueda, Mirtha Edith y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 278, XL, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Ponce, Ricardo Alberto c/ Estado Nacional (SSJPN) s/ Sumarísimo


    P. 144, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Reigel, Juan Domingo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    R. 943, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Müller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional –Contaduría General- Ejército Argentino- decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986” y al fallo de la causa L. 116; L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa”.


    Pinget, Oscar Alfredo c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 1109, XL, 31 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Peturro, Pablo Damián c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 909, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Ramírez, Gustavo Omar c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 1148, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Pereyra, Jorge Alberto c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    P. 1111, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Pedemonti, Ramón Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 1130, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Ponce, Víctor Hugo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad.


    P. 907, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Poggio, Luis Alberto c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    P. 1795, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Otero, José Luis y otro c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Acción de amparo


    O. 83, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Ocampo, Nelson Ernesto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    O. 295, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Obligado, Pastor Jacinto c/ Poder Ejecutivo Nacional - AFIP s/ Acción de amparo


    O. 282, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Murua, Gerónimo Bartolo - Mamani Mercedes, Gerardo - Betancur, Norberto y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo - medida cautelar


    M. 2297, XXXIX, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Moretti, Juan José c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1302, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Amparo. Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Esta causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, pues una Provincia sólo puede ser demandada ante sus propios jueces o en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional.  No obsta a lo expuesto el art. 4° de la ley 16.986, que prohíbe la articulación de cuestiones de competencia en las acciones de amparo, en tanto la competencia originaria de la Corte, por su raigambre constitucional, no puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos exigidos por normas legales.


    Chaco, Provincia del s/ Inhibitoria en los autos: "Navarro, María Inés c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo"


    C. 1123, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Parkinson, Martín José c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 906, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Paillet, Laura Marcela y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Acción de amparo


    P. 475, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución de sentencia. Inconstitucionalidad. Aportes a obras sociales. Denegatoria del recurso. 


    La Corte se ha pronunciado sobre los pedidos de aplicar la legislación provincial en la etapa de ejecución de sentencias, en juicios originarios donde resultaba condenado un Estado local.   En Fallos: 322:447 puso de resalto que la posibilidad de invocar normas locales en la jurisdicción constitucional en examen, que en definitiva resultan un impedimento a la ejecución de las sentencias dictadas por la Corte, ha sido resuelta en varias oportunidades y ha obtenido un resultado adverso. A partir de tal premisa, la Corte expuso los antecedentes y razones que sustentan dicha posición, pero también recordó que en ciertos supuestos el Tribunal adoptó una solución diversa.  En ambos casos, el Tribunal remarcó que no concurrían las condiciones que tuvo en cuenta para resolver el precedente de Fallos: 313: 1638, donde desestimó la tacha de inconstitucionalidad de una ley provincial que suspendía la ejecución de las sentencias, porque lo hacía sobre la base de la autorización conferida por una ley nacional, a la que el Estado local había adherido.  En autos no puede prosperar el pedido de declaración de inconstitucionalidad pues la conducta provincial se incluye entre las excepciones admitidas por la Corte en los casos ya citados.


    Obra Social Para La Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 296, XXXVI, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Niz, María Mercedes c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    N. 123, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G 3090, L. XXXVIII, “Galiano, Ciara Noemí y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios”.


    Morales, Jorgelina Nilda y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 881, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 961, L. XL, “Galeano, Vicente Omar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/o Policía de la Provincia s/ Acción de amparo”.


    Coria Vda. de Gómez, Lidia Leonor c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Hábeas data


    C. 2015, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Meneses, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1316, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Medina, Patricia Noelia c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1314, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Martínez, Raúl Alberto c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 671, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    López Lozano, Paula Cristina c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    L. 758, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Dallazuana Pitter, María del Carmen c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    D. 362, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Ledesma, Rubén c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    L. 945, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Landa, Juan Carlos c/ Estado Nacional (SSJPN) s/ Sumarísimo


    L. 96, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Del Valle, Carlos Enrique c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    D. 365, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Díaz, Miguel Modesto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 741, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Herrera, Fernando Horacio c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    H. 185, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Gshwind, Ernesto Américo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Diferencia de salarios


    G. 970, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    González, Mónica del Rosario y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Acción de amparo


    G. 1184, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Dyment, Fanny y otros c/ Estado Nacional s/ Diferencias de salarios


    D. 570, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 961, L. XL, “Galeano, Vicente Omar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/o Policía de la Provincia s/ Acción de amparo”.


    Gómez, Margarita c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero s/ Acción de hábeas data


    G. 1079, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Giménez, Víctor Manuel c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1137, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Enriquez, Carlos Cleto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    E. 241, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la fecha en los autos principales.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Constructora Performar S.A. s/ Anulación de acto jurídico


    E. 141, XXXIX, 18 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    García Bermudez, Gerardo José y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Estado Nacional y otro s/ Diferencia de salarios


    G. 2076, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Florentín, Sergio Javier c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    F. 775, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Medicamentos. Doctrina de la arbitrariedad. Improcedencia del recurso. 


    El remedio federal es inadmisible y fue incorrectamente concedido pues, si bien los agravios afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por vía del art.14 de la ley 48. Máxime cuando, lo decidido cuenta con suficientes fundamentos de la citada índole que, al margen de su acierto o error, basta para sustentarlo y excluir su descalificación en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Gador S.A. y Lynch, Josefina s/ Infracción Ley 16.463


    G. 744, XXXIX, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    García, Manuel Rafael c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad, 


    G. 1135, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Gauna, Alfredo Omar c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 646, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel– Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Misurelli, Susana Haydee y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Acción de Amparo


    M. 1905, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Gómez, Víctor Marcelino y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 723, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Messina, Ana y otros c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Acción de amparo


    M. 1090, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Guevara, Sergio A. c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Sumarísimo


    G. 1146, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Mendoza, Oscar Alcides c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Sumarisimo


    M. 2167, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Medina, Luis Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1310, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Matus, Carlos Enrique c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 1311, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto –Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Masola, Roberto Arturo c/ Poder Ejecutivo Nacional (Ministerio de Educación) s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 193, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Márquez, Mario Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1295, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 961, L. XL, “Galeano, Vicente Omar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/o Policía de la Provincia s/ Acción de amparo”.


    Herrera, Santiago Dardo c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero s/ Acción de hábeas data


    H. 195, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Luongo, Tristán Alexis c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    L. 767, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Letroye, Rafael Pablo Severo c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    L. 1050, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio César c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Lazarte, Rosa Ernestina c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    L. 929, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio César c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Juárez, Marina Graciela y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    J. 130, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Krieger, Rodolfo Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    K. 120, XXXIX, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 115 L. XXXIV, “El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Sociedad Anónima Expreso Sudoeste c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    S. 463, XXXIV, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Desistimiento de la acción. Pronunciamiento inoficioso. 


    Por aplicación de la doctrina de la Corte que indica que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, resulta inoficioso que la Corte se pronuncie sobre los agravios que en él se plantean.


    Morchio, María Fernanda c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Medida Autosatisfactiva


    M. 2590, XXXIX, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Asegurador. Derecho de propiedad. Derechos y garantías constitucionales. Existencia del agravio. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Procede el recurso extraordinario toda vez que se configura el supuesto previsto por el art. 14 inc. 3, de la ley 48 al hallarse en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal y la decisión recaída en la causa ha sido contraria a las pretensiones del recurrente, con sustento en ellas.  Corresponde tratar en forma conjunta con la cuestión federal los agravios relativos a la supuesta arbitrariedad del pronunciamiento en la consideración de argumentos planteados en la causa, así como en la interpretación de la doctrina de la Corte, pues a ello se imputa la directa violación de los derechos constitucionales invocados, guardando, en consecuencia, ambos aspectos, estrecha conexidad entre sí.


    Superintendencia de Seguros de la Nación c/ Cruz Suiza compañía de seguros de vida y salud S.A. s/ Constitución y estatutos


    C. 358, XXXIX, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa K. 2, L. XL, “Kremser, Héctor c/ Servicio Penitenciario Provincial – Estado Nacional”.


    Von Arx, Ricardo W. c/ Estado Provincial


    V. 140, XL, 20 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Albo, Maria Alejandra c/ Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ sumario


    A. 401, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, "Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Álvarez González, César s/ Quiebra


    A. 1309, XXXIX, 21 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L.XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ateneo Popular de Versailles s/ Concurso preventivo


    A. 930, XXXIX, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, "Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Banco Itaú Buen Ayre S.A. c/ Quesoro S.A. y otros s/ Ordinario


    B. 2305, XXXIX, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cardini y Legon Sociedad de Bolsa s/ Quiebra


    C. 1064, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cassani, Carlos A. y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos y otros s/ incidente


    C. 690, XXXIX, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cavallaro y Nava Agentes de Bolsa S.C. s/ Incidente de Recurso extraordinario


    C. 646, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Centro Comercial La Prudencia S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación por el Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 1511, XXXIX, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Citibank N.A. c/ Basso, Oscar Olegario y otro s/ Ejecutivo


    C. 554, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Coto SICSA c/ Cavanagh y Morixe S.A. y otros s/ Sumario s/ Incidente de apelación Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación


    C. 460, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Díaz, Rubén s/ Quiebra c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Inconstitucionalidad Decreto 214


    D. 1128, XXXIX, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Dilima S.A. s/ Quiebra


    D. 433, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y otro c/ Von del Becke Kluchtzner s/ Incidente


    COMP. 775, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Estex S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de piezas por separado


    E. 144, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L.XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Fishkel, Antonio c/ Levy, Darío s/ Ejecutivo s/ Incidente de recurso extraordinario


    F. 482, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, "Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Francisco Sguera S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de subasta de buque s/ Incidente de apelación


    F. 324, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L.XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Fundiciones La Ferrere S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario


    F. 481, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    HH Cassano S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación


    H. 197, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Iacovone de Nobili, Angelina s/ Quiebra (21.296)


    I. 115, XXXIX, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Iglesias, Josefa c/ Corsui S.A. s/ Ejecutivo


    I. 280, XXXIX, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Industrias Ramallo s/ Concurso preventivo


    I. 60, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, "Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ivonne S.A.C.I.F.I.A. s/ Quiebra


    I. 64, XXXIX, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    J.M. Ricciutti e Hijos S.A.  s/ Incidente de verificación de crédito por Jaime de Álvarez, Maria R. y otros


    J. 27, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    José Lombardi e Hijos s/ Quiebra


    J. 26, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Kanmar S.A. s/ Quiebra


    K. 69, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Kovacic, Juan Miguel s/ Quiebra s/ Incidente de apelación promovido por Banco ciudad de Buenos Aires


    K. 111, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    L.K. S.R.L. s/ Quiebra


    L. 385, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Lambare Escobar, Eva Avelina c/ Cigna Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ Ordinario


    L. 1372, XXXIX, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L.XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Landeta S.A. y otro s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación


    L. 193, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, "Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Lasper Argentina S.A. s/ Quiebra


    L. 451, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Marini, Jorge R. y otro c/ Castelo, Jorge Alberto s/ Ordinario


    M. 1940, XXXIX, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Moreno, Miguel Ángel s/ Incidente


    COMP. 776, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Wells S.A.I.C. s/ Quiebra


    W. 15, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Naviera Sur Petrolera S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente relativo al Decreto 214/02 y Com. "A" 3467 del Banco Central de la República Argentina


    N. 64, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Oleaginosa del Plata S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación (Artículo 250 del Código Procesal Civil y Comercial)


    O. 512, XXXIX, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Organización Casajus S.A. s/ Quiebra


    O. 199, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Osmar José Murua s/ Quiebra s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario por Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    O. 200, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Patria Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Liquidación forzosa


    P. 1003, XXXIX, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, "Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Polinesia s/ Quiebra


    P. 1875, XXXIX, 20 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Quesoro S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación del Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación


    Q. 58, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Bonos de consolidación de deudas previsionales. Revocación de sentencia. 


    Resulta irrazonable el actuar de los magistrados cuando sobre el tema que aquellos tenían que dilucidar ha quedado una penumbra que no se despejó y que pudieron y debieron aclarar de haber examinado cuidadosamente el contenido de las presentaciones y el texto de la normativa aplicable, hecho demostrativo de que el tratamiento de la cuestión con perfiles difusos, no permite reconocer en el decisorio una derivación razonada del derecho aplicable a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Rebechi, Oscar A. c/ ANSES s/ Incidente de honorarios


    R. 841, XXXIX, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Sanargo S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario por Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 677, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Segal, Jorge s/ Quiebra s/ Incidente de inaplicabilidad de la pesificación


    S. 233, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Simón, Hugo E. s/ Quiebra


    S. 728, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Sueldo, Dardo Omar s/ Quiebra


    S. 1256, XXXIX, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo: Denunciante Garayo, Juan Carlos c/ Prevención s/ Ausencia de prestaciones médicas


    S. 2099, XXXIX, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Telimper S.A.C.I. s/ Quiebra s/ Recurso extraordinario


    T. 198, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Telson Radio S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de concurso especial por Staricco, Guillermo


    T. 347, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Vasoplast S.A.I.C. s/ Quiebra


    V. 253, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Vera, Ricardo s/ Quiebra s/ Incidente de concurso especial s/ Incidente de recurso extraordinario


    V. 373, XL, 10 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Vior S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de piezas por separado


    V. 521, XL, 09 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones procesales. Derechos y garantías constitucionales. Admisibilidad del recurso. 


    La circunstancia de que los agravios del apelante remitan al examen de cuestiones de índole procesal, no es óbice para invalidar lo resuelto cuando, con menoscabo de garantías que cuentan con amparo constitucional, la cámara omitió pronunciarse sobre articulaciones serias oportunamente introducidas a su consideración y fundó su decisión en forma insuficiente.


    Barrionuevo, Martín Esmon c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas de Seguridad


    B. 1918, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 120, L. XXXIX "Ramundo Juvenal c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y otro s/ Personal milítar y civil de la FFAA y de seguridad".


    Barrios, Ismael y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina y otro c/ Personal Militar y civil de la FFAA y Seguridad


    B. 255, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1.203, L. XXXIXC "Ramundo Juvenal c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad".


    Cereda, Dante Buenaventura c/ Caja Retiros Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 540, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 120, L. XXXIX, “Ramundo Juvenal c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de seguridad”.


    López, Juan de los Santos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Caja Retiro Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    L. 164, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVIII, "Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”


    Pereyra, Daniel c/ La Segunda A.R.T. S.A.


    P. 301, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 120, L. XXXIX "Ramundo Juvenal c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y otro s/ Personal militar y civil de la FFAA y de seguridad".


    Mavila Ruiz de Gallardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Interior s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M. 491, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530; L. XXXIX, “Cxolina, René Roberto – Yapura, Sergio Daniel – Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Glasserman, Susana Regina y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Acción de amparo


    G. 39, XL, 04 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 56, L. XL; “Moliné O´Connor, Eduardo s/ Remoción”.


    Moliné O´Connor, Eduardo s/ Juicio político


    M. 2392, XXXIX, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 214; L. XXXIX, “Fisco nacional – Dirección General Impositiva c/ Pesquera Alenfish –recurso de hecho-”.


    Fisco Nacional c/ Concanor S. A. s/ Ejecución Fiscal


    F. 239, XXXIX, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 2460, L. XXXVIII, “ATC s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Luna Estela”.


    ATC S.A. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por S.A. de M. al Cto. de Sadem


    A. 650, XXXIX, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Liotta, Claudia Patricia y otro


    COMP. 202, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Castillo, Marcelo y otro


    COMP. 208, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nacion Argentina c/ Miatto, Verónica y otro


    COMP. 215, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Bernardelli, Eduardo y otro


    COMP. 218, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Morillo, Isidora y otro


    COMP. 219, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Tiraboschi, Cristian y otros


    COMP. 221, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Gabriela L. Sánchez


    COMP. 230, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Jara, Cándido y otro


    COMP. 231, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Mónaco, Eva T. y otro


    COMP. 232, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Consoli, Nora Bruna


    COMP. 233, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Carlos Jesús Guerra y otro


    COMP. 234, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Gerardo Rodrigues y otro


    COMP. 235, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Oliva, Marcela y otro


    COMP. 236, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Agustín Ramos y otro


    COMP. 238, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Joan Armando Ejsen


    COMP. 239, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Paraskevopulos, Graciela y otro


    COMP. 240, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Fonseca, Otilio Alberto y otro


    COMP. 241, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Carrillo, Eduardo y otro


    COMP. 242, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Mellano, José Juan y otro


    COMP. 243, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Spoto, Hugo Norberto y otro


    COMP. 244, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Analía Rolón y otro


    COMP. 246, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Farreyra, Miguel y otro


    COMP. 247, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ De Barbara, Héctor y otro


    COMP. 248, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ González, Hugo y otro


    COMP. 249, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Centurión, Victoria y otro


    COMP. 250, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ David, A. Valiente y otra


    COMP. 251, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco Nación Argentina c/ Juana I. Hollman y otro


    COMP. 253, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Juan A. Ferrari y otro


    COMP. 254, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Capucci, Maria del Luján y otro


    COMP. 255, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Helciades Valdéz y otro


    COMP. 257, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Antonio Cardozo y otro


    COMP. 258, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Peroni, Adrián H. y otros s/ Ejecutivo


    COMP. 259, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Romero, Juan Carlos y otro


    COMP. 261, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 56, L. XL; “Moliné O´Connor, Eduardo s/ Remoción”.


    Moliné O´Connor Eduardo s/ Recurso de queja


    M. 2114, XXXIX, 05 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Godoy, Alfredo R. c/ The First National Bank of Boston s/ Consignación


    COMP. 327, XL, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios - Resp. Prof. médicos y aux. - Sumario".


    AADI CAPIF A.C.R. c/ FM Tango S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    A. 1346, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Haddad, María Alejandra c/ Estado Nacional y otro s/ Medida autosatisfactiva


    H. 363, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Alaguibe, Ana María c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    A. 1981, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Alcalde, Bernardo F. c/ Estado Nacional y BNA s/ Amparo


    A. 1803, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Jozami, Marcelo Gabriel c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    J. 181, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Arias, Andrés E.R. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    A. 1376, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Longobardi, Irene c/ Instituto de Educación Integral San Patricio


    L. 971, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Iorio, Liliana S. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción de amparo


    I. 311, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Los Estribos de Gieco S.H. c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. y otros s/ Amparo


    L. 982, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3566, L. XXXVIII, “Carrizo, Víctor y otros c/ Emsel S.A. y otro s/ Diferencia de salarios”.


    Por otro lado, en lo relativo al agravio vertido por la codemandada respecto de la procedencia de los rubros indemnizatorios a que hiciera lugar la alzada en los términos de la Ley de Contrato de Trabajo, en razón de la disolución del vínculo laboral por despido indirecto de los actores, conforme reiterada jurisprudencia de la Corte, dicho agravio no puede ser objeto de tratamiento en esta instancia extraordinaria, toda vez que las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial y sólo trasuntan la disconformidad del quejoso con los fundamentos vertidos por el a quo para declarar procedente el reclamo de los actores.


    Belvedere, Juan Américo y otros c/ Massalin Particulares S.A.


    B. 3481, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia Josefa y otro c/ Estado Nacional s/ acción de amparo".


    Nikichuk, Enriqueta c/ Estado Nacional


    N. 233, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Benintende Diffusione S.R.L. c/ B.E.R.S.A. y otros s/ Sumarísimo


    B. 1488, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3566, L. XXXVIII, “Carrizo Víctor y otros c/ Emsel S.A. y otro s/ Diferencia de salarios".


    Bertolotti, Carlos Alberto y otro c/ Massalin Particulares S.A. y otro


    B. 3715, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2202, L. XXXVII, Rybco S.A. c/ Obra Social Para la Actividad Docente s/  Cobro de Pesos".


    Botto, Adriana I. y otro c/ Homi Plan de Salud y otro s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 2097, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 75, L. XL, “Gobierno de la Provincia de San Luis c/ Municipalidad de San Luis (Recurso De Hecho)”.


    Partido Justicialista distrito San Luis c/ Municipalidad de San Luis


    P. 83, XL, 16 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 100, L. XL, "Agente fiscal nº 1 solicita declare nulidad s/ Medidas Expte. A-109/2003".


    P., Daniel Raúl s/ Plantea nulidad


    P. 262, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Porterie, Rubén c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    P. 1946, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 108, L. XXXVI, "Dominio Consultora S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Apelación".


    Camaronera Patagónica S.A. c/ AFIP – DGI


    C. 343, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Repetto, Carlos Gabriel c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    R. 1478, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3566, L. XXXVIII, “Carrizo Víctor y otros c/ Emsel S.A. y otro s/ Diferencia de salarios".


    Romero, Antonio María c/ Massalin Particulares S.A. y otro


    R. 2020, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Buteler, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Banco Central de la República s/ Amparo


    B. 1918, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Rondoni, Sonia Mabel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros


    R. 1132, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia Josefa y otro c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo".


    Cañadas Bascuñana, Manuel c/ Estado Nacional


    C. 1286, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Ruiu, Aurora Graciela c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    R. 487, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3566, L. XXXVIII, “Carrizo Víctor y otros c/ Emsel S.A. y otro s/ Diferencia de salarios".


    Caprioli, Edgardo D. y otros c/ Massalin Particulares S.A. y otro


    C. 1223, XXXVII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Schmoll, Alfredo A. c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    S. 154, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Ho Chin Hai


    C. 1166, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Schwab Marcos S.A.


    C. 1167, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3566, L. XXXVIII, “Carrizo Víctor y otros c/ Emsel S.A. y otro s/ Diferencia de salarios".


    Solioz, Enrique I. y otros c/ Massalin Particulares S.A. y otro


    S. 1857, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Sevel Argentina S.A.


    C. 1169, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Cesca, Omar Ernesto y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional - BCRA - Banco Río de La Plata s/ Amparo - Medida cautelar


    C. 2879, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Romero, Roman Omar


    C. 1170, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedimiento de impugnación de deuda previsional. Fundamentación de sentencias. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Aún cuando el tema en debate, por su carácter fáctico y procesal, resulta, en principio, ajeno como regla y por su naturaleza a la vía del artículo 14, de la ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal, cuando los argumentos que ilustran la sentencia frustran la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso.  Los jueces cuyo voto hicieron mayoría no dieron razón atendible alguna para justificar su postura ni resulta claro que pueda considerársela basada en el contenido de una norma vigente al dictar sentencia, la ausencia de alguno de los elementos citados, hace que tal postura devenga dogmática y, por ende, insuficiente para brindar cimiento a una decisión judicial, máxime cuando proviene de un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes administrativos a fin de impedir que puedan actuar con discrecionalidad.


    Sony Music Entertainment (Arg.) S.A. c/ ANSES s/ Impugnación de deuda


    S. 380, XXXVII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ La Audacia S.A.


    C. 1171, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia Josefa y otro c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo".


    Córdoba, Irma Elena y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    C. 765, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Coronel, Jorge Fernando c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo e inconstitucionalidad


    C. 2682, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX. "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo”.


    Tebaldi, Héctor Agustín c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    T. 861, XL, 23 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Teodori, Ana María c/ Banco de la Nación Argentina


    T. 2, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Olega S.A.C.I.


    C. 1159, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Uranga, Ricardo Miguel c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    U. 10, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    De Lisa, Adrian Gustavo c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    D. 98, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Valente, Américo Daniel c/ B.E.R.S.A. y otros s/ Sumarísimo


    V. 698, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Vampa, Alejandro Alfredo y otros c/ Bank Boston National Asociation s/ Amparo


    V. 931, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia Josefa y otro c/ Estado Nacional s/ acción de amparo".


    Van Haaster, Christian Joaquin Juan y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo


    V. 434, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Gassiembayle, Carlos Alberto


    C. 1160, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Favale, M. del Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 59, XL, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 218, L. XXXIX, "Valente, Diego Edgardo c/ Bank Boston N.A. s/ Despido".


    Flores, Marcelo G. c/ Argencard S.A. s/ Despido


    F. 1101, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Zuiani, Carlos María Lorenzo c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    Z. 25, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Ubogui, Jorge Leonardo


    C. 1161, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Zuttion, Jorge Martín c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    Z. 291, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Publa, Ariel


    C. 1162, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    Gagliardi, Juan c/ Swiss Medical SA. s/ Amparo


    COMP. 318, XL, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Agroservicios Pampeanos S.A.


    C. 1163, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Bottini Abrasivos S.R.L.


    C. 1165, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Gimenes, Wenceslao Fausto c/ Banco del Suquia s/ Amparo


    G. 1428, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Gimenez, Walter Felipe c/ Banco Hipotecario S.A. y otros s/ Amparo


    G. 1980, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso de reposición (procesal). Admisibilidad del recurso. Competencia de la Corte Suprema. 


    La Corte tiene dicho que la decisión que declara inadmisible el recurso extraordinario en los términos del art. 280 del Código Procesal, no es susceptible de reposición.  Sin perjuicio de ello, determinar si por las particularidades del caso, es o no admisible apartarse de dicha doctrina, compete a los miembros de la Corte, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos.


    Alsina, Marcos Adolfo y otros c/ Galería Da Vinci Samici y A.


    A. 1450, XXXIX, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 863, L. XXXIX, “Banco de la Nación Argentina c/ Barrera, Augusto y otro”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Scarabaggio, Analia y otro


    COMP. 229, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de Coronel Dorrego S.A. c/ Jaca Cortejarena, Arnoldo H. y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 844, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Centro de Retirados de la Armada Nacional de Protección Recíproca s/ Denuncia cuestión de competencia positiva


    C. 2245, XXXIX, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1289, L. XXXIX, “Salinas, Rosa Amelia c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo”.


    Ciafardo, Nilda Elida c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    C. 1598, XXXIX, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita se confiera vista a las partes.


    Es jurisprudencia de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Más concretamente aun, ha precisado que, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de litigio, la resolución de la Corte deberá atender, también, a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Dirección Nacional de Migraciones - Ministerio del Interior c/ Vaimor S.R.L. (Ley 22.439)


    D. 1308, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    López, Jorge Adalberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 569, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1289, L. XXXIX, “Salinas, Rosa Amelia c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo”.


    Lovaiza de Sánchez, Nelbi Blanca c/ Instituto de Previsión Social


    L. 1898, XXXVIII, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Se sostienen los argumentos de la Fiscal General.


    Lua A.R.T. s/ Divergencias en las prestaciones médicas - Incumplimiento prestaciones dinerarias - Denunciante: Juan Gabriel Cancinos


    C. 651, XL, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas “Roja, Claudia Luján c/ Línea 213 S.A. de Transporte y otro s/ Daños”, y Comp. 518, L. XXXVII, “Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano”.


    Matche, Jorge c/ Tribuzio Smith, Francisco P. y otros s/ Cobro de alquileres s/ Reconstrucción


    COMP. 96, XL, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Son los miembros de la Corte Suprema, en su carácter de intérpretes fieles de sus propios dichos, a quienes compete expedirse.


    Mendizabal de Etchart, Edita c/ Kenny, Aldo F. s/ Daños y perjuicios


    M. 2613, XXXIX, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Miño Gutierrez, Miguel A. c/ Misak Donirian S.A.I.C. y otro s/ Despido - Cobro de pesos


    COMP. 83, XL, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Paz Rodríguez de Negri, M. Alicia c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 181, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, "Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySS  y/o ANSES) s/ Sumarísimo".


    Acosta Olider, Francisco Jacinto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1072, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Acosta, Oscar Alfredo c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1066, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco del Sol S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 1936, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco Macro Bansud S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1501, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco Patagonia Sudameris S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 2048, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco Patagonia Sudameris S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 2123, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco Río de la Plata S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1972, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, L. XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco Río de la Plata S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 2223, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Banegas, Juan Oscar c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1089, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1139, L. XXXVIII, "D. N. SRL y P., Liliana s/ Inf. Ley 16.463".


    Aerosoles Hecspi S.A. y Fink, Nilda Ester s/ Infracción Ley 16.463


    A. 1962, XXXVIII, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1130, L. XXXVIII, "Maidana, Ariel Patricio s/ Robo en poblado y en banda e interrupción y entorpecimiento de la comunicación telefónica".


    A., Juan y otro s/ Averiguación Artículo 164 del Código Penal


    COMP. 317, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    A., Leopoldo L. s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 1333, XL, 15 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Bazán, Enrique Daniel c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1092, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Benavidez, Carlos Antonio c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 2145, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Benítez, César Daniel c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1095, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Benítez, Félix Alberto c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1087, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Benítez, Rafael Luis c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1097, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Benítez, Ramón Oscar c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1088, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Besigniano, Pablo Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Sumarísimo


    B. 1523, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fundamentos del dictamen emitido el pasado 17 de mayo, en la misma causa.


    A., Ramón Porfirio s/ Causa N° 4/99


    A. 139, XXXIX, 10 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Bizai, Ricardo Juan c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1424, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Blanco, Miguel A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Sumarísimo


    B. 1526, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Blanco, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Sumarísimo


    B. 1275, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Blanco, Teófilo R. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Sumarísimo


    B. 1511, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Borea, Francisco y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1348, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Boretti, Graciela Nora c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1343, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Bravo, Ernesto Horacio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1418, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Buffa, Héctor Aníbal c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1096, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 729, L. XL, "U., Esteban y otro s/ Denuncia".


    S., Vicente s/ Denuncia


    COMP. 731, XL, 30 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa "S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa 6.959/98-".


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa N° 6.859/98-


    S. 2889, XXXVIII, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa "S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa 6.959/98-".


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegítima de la libertad - Causa N° 6.859/98-


    S. 2884, XXXVIII, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa "S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa 6.959/98-".


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegítima de la libertad - Causa N° 6.859/98-


    S. 2882, XXXVIII, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa "S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa 6.959/98-".


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa N° 6.859/98-


    S. 2871, XXXVIII, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Comba, Carlos Luis c/ Estado Nacional y otros s/ Sumarísimo


    C. 2413, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa "S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa 6.959/98-".


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación Ilegal de la Libertad - Causa N° 6859/98-.


    S. 2870, XXXVIII, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio Cesar c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Allosa, Mirta Graciela c/ Tucumán, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    A. 978, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Cabo, Alejandro Manuel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 1854, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa "S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa 6.959/98-".


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegítima de la libertad - Causa N° 6.859/98-


    S. 2484, XXXVIII, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, “Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y/o ANSES) s/ Sumarísimo”.


    Cabrera, Juan Carlos c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y/o ANSES s/ Sumarísimo


    C. 2730, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Candillo, Alfredo Juan c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 1455, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Castillo, Belisario c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 1456, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa "S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad - Causa 6.959/98-".


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegítima de la libertad - Causa N° 6.859/98-


    S. 1677, XXXIX, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 1067, L. XXXIX, "L., Carlos Ariel s/ Homicidio culposo".


    R., Daniel Ramón s/ Robo Agravado - Causa N° 3458-


    R. 1365, XXXIX, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Falta de fundamentación autónoma. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. 


    El recurso extraordinario adolece de la falta de autonomía exigida por el artículo 15 de la ley 48, toda vez que no cumple con el requisito de rebatir eficazmente los fundamentos en que se apoyó la decisión denegatoria de ese tribunal.  La doctrina de la arbitrariedad no resulta apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y derecho común, a través de los cuales los magistrados de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de jurisdicción excluyente.


    C., O. O. u O., A. s/ Robo calificado con el agravante por su comisión en lugar poblado y en banda -causa N°801-


    C. 1480, XXXIX, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Cerrudo, Atilio A. c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    C. 2008, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, “Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y/o ANSES) s/ Sumarísimo”.


    Cetto, Tiburcio Anunciado c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    C. 849, XL, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Cornet, Alberto Antonio c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 1458, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1139, L. XXXVIII, "D. N. SRL y P., Lilianas/ Inf. Ley 16.463".


    American Trading 2000 S.A. s/ Infracción Ley 16.463


    A. 99, XXXIX, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Cramaro, José C. c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior) s/ Sumarísimo


    C. 1668, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Dalostto, Homero Ricardo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 1173, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    De los Hoyos, Jorge J. c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Sumarísimo


    D. 1001, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Degregori, Rubén César c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 740, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Díaz, Carlos Martín c/ Estado Nacional y otro s/ Sumarísimo


    D. 1125, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Durán Sáenz, Juan Pedro Martín c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decretos 1570/01 y 214102 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1388, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Dure, Alfredo Daniel c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 742, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 831, L. XXXIX, "M., Walter Alfredo y otro s/ Infracción Ley 22.415".


    P., Marcelo Norberto s/ Robo en poblado y en banda en grado de tentativa


    P. 1042, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 2601, L. XXXVIII, “Argencard S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Sumarísimo – Acción declarativa – Medida Precautoria”.


    Argencard S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Demanda de repetición


    A. 1136, XL, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 2601, L. XXXVIII, “Argencard S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Sumarísimo – Acción declarativa – Medida Precautoria”.


    Argencard S.A. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    A. 1149, XL, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 907, L. XXXIX, "F., Benjamín s/ Denuncia".


    F., Benjamín s/ Denuncia


    COMP. 460, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 2413, L. XXXIX.


    Asociación Vecinal Belgrano "C" Manuel Belgrano y otra c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otra


    A. 1942, XXXIX, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 56, L. XL, "R. S., Jesús Marco Antonio s/ Infracción Ley 11.723".


    P., José Julio s/ Ley 11.723


    COMP. 654, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Espíndola, Eduardo Horacio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    E. 239, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    La configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


    Etchepar de Bravo, María Inés y otros c/ Aparicio, Pascual Domingo y otros s/ Daños y perjuicios


    E. 183, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Resulta innecesario pronunciarse en la queja, toda vez que los agravios que se pretenden someter a consideración de la Corte ya fueron tenidos en cuenta al dictaminar en los autos principales.


    Cablevisión S.A. c/ Municipalidad de Córdoba


    C. 1267, XXXIX, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 556, L. XXXIX, "T., Rolando Omar s/ Causa n° 3.449”.


    G., Aníbal s/ Homicidio calificado


    G. 1393, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 245, L. XL, "D., Diego Hernán s/ Infracción Ley 11.723".


    N., Carlos Fabian s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 678, XL, 29 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Gambelin, Irene Norma c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1148, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 722, XXXIX, "Supermercados Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Carrefour Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 1044, XXXIX, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 607, L. XXXIX, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Arpec S.A. s/ Ejecución fiscal”; y Comp. 1958, L. XXXIX, Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Universalflet S.A. s/ Ejecución Fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Federación Ciclista Argentina s/ Otras causas donde la autoridad administrativa es actora


    COMP. 1099, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio Cesar c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Carrizo, Máximo Antonio y otra c/ Tucumán, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 1558, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Geist, Rosana Mariela c/ Estado Nacional - Ministerio Del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1414, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Gigena, Claudio Gualberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Sumarísimo


    G. 1270, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Gómez, Eulogio c/ Estado Nacional y otro s/ Sumarísimo


    G. 1846, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    González, Carlos Marcelo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1136, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 556, L. XXXIX, "T., Rolando Omar s/ Causa n° 3.449”.


    L., Carlos Leandro s/ Homicidio en ocasión de robo


    L. 931, XXXIX, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio Cesar c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Villafañe de Aranda, Rosario Carolina c/ Tucumán, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    V. 526, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 365, L. XXXIX, "Vega, Mirta Ermelinda c/ Chubut, Provincia del s/ Sumarísimo".


    Torea, Domingo Nazareno c/ Banco Chubut S.A. y otro s/ Acción de reivindicación


    T. 1088, XXXVIII, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio Cesar c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Salas, Nora del Valle c/ Tucumán, Provinca de s/ Daños y perjuicios


    S. 1048, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio Cesar c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Romero, Rubén Américo c/ Tucumán, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    R. 813, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1837, L. XXXVIII, “Defensor del Pueblo de la Provincia de Santiago del Estero c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Acción de amparo.


    Confederación General del Trabajo (C.G.T.) - Consejo Directivo de la C.G.T. Regional Santiago del Estero c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Amparo


    C. 1732, XL, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, L. XXXIX, “Guanco, Julio Cesar c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Montoro, Laura Soledad  y otros c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 1232, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios -resp. prof. médicos y aux. - sumario".


    Curuchet Ragustin, Eduardo Jorge y otros c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    C. 1628, XXXIX, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1691, L. XXXIX, "Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta".


    Martell de R., Adriana y otros c/ Poder Ejecutivo Provincial


    M. 2415, XXXIX, 15 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1139, L. XXXVIII, "D. N. SRL y P., Lilianas/ Inf. Ley 16.463".


    Laboratorios Welt S.A. y Soler, Ángel s/ Infracción Ley 16.463


    L. 1122, XXXVIII, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1139, L. XXXVIII, "D. N. SRL y P., Lilianas/ Inf. Ley 16.463".


    Laboratorios Lacefa S.A. y Cicconi, Cristina s/ Infracción Ley 16.463


    L. 1123, XXXVIII, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1139, L. XXXVIII, "D. N. SRL y P., Lilianas/ Inf. Ley 16.463".


    Laboratorios Dr. Preston S.R.L. s/ Infracción Ley 16.463


    L. 1295, XXXVIII, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1691, L. XXXIX, "Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta".


    Delgado de Valdez, Nélida y otros c/ Poder Ejecutivo Provincial


    D. 1083, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas T. 352, L. XXXV, "Transportadora de Gas del Sur S.A. (T.S.G.) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa”; T. 48, L. XXXVII, "Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Rio Negro, Provincia de s/ Acción declarativa"; y T. 338, L. XXXVII, "Transportadora de Gas del Sur S.A c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    Distribuidora de Gas Cuyana S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    D. 706, XL, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Embotelladora del Atlántico S.A. (EDASA)  c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 507, XXXVIII, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión del expediente a la Corte.


    Iviglia, María Isabel y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    I. 378, XXXIX, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 1937, L. XXXVIII, “Laboratorios Bagó S.A. s/ Infracción ley 16.463”.


    John Wyeth Laboratorios S.A. y Turrin, Alicia E. s/ Infracción Ley 16.463


    J. 377, XXXVIII, 23 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1139, L. XXXVIII, "D. N. SRL y P., Lilianas/ Inf. Ley 16.463".


    Laboratorio Laborit y Sobrero, Fabiana Laura s/ Infracción Ley 16.463


    L. 1107, XXXVIII, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Grinovero, Roberto Carlos c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1401, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Vázquez, Joaquín Luis c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    V. 501, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 165, L. XXXIV, "Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción Declarativa


    T. 167, XXXIV, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa S. 1077, L. XXXVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/Provincia del Neuquén"; así como al dictamen de la causa T. 352, L. XXXV, "Transportadora de Gas del Sur Sociedad Anónima (TGS) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Provincia del Neuquén s/ Acción declarativa de certeza


    T. 338, XXXVII, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 697, L. XXXVIII, “Trasnoa S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Transnea S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Incidente de medida cautelar


    T. 668, XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Esta cuestión es substancialmente análoga a la que esta Procuración tuvo oportunidad de examinar en la causa T. 283, L. XXXV, “Telefónica de Argentina S.A. c/ Provincia de Mendoza”.


    Telefónica Comunicaciones Personales S.A. s/ Acción de inconstitucionalidad.


    T. 178, XL, 16 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Esta cuestión es substancialmente análoga a la que esta Procuración tuvo oportunidad de examinar en el dictamen de la causa T. 283, L. XXXV, “Telefónica de Argentina S.A. c/ Provincia de Mendoza”.


    Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de inconstitucionalidad


    T. 177, XL, 16 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Taborda, Juan Carlos c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    T. 447, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Taborda, César Oscar c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    T. 446, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Suárez, Erasmo Andrés c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1007, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Stang, Jorge Alberto c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1008, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Spiga, Alfredo Oscar c/ Estado Nacional  – Ministerio de Defensa  s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1010, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Sosa, Máximo c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima


    S. 1985, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Schmidt, José Carlos c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1006, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, “Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y/o ANSES) s/ Sumarísimo”.


    Schell, Vicenta A. c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    S. 597, XL, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Santoro, Aníibal Raúl y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1347, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Sant, Oscar C. c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1018, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Sánchez, Cristina Julia c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1387, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 290; L. XXXIX, “Alba, Angélica Invernizzi y otro c/ DGI s/ Apelación”.


    Ruiz de Aguirre, Viviana c/ DGI


    R. 648, XXXIX, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Rubiolo, Héctor Aldo c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 1155, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Mac Dougall, Elba Beatriz c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1309, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Mansilla, Ramón Antonio c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1297, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Romero, Ricardo César c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 1182, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Rodríguez, Nildo Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar


    COMP. 1319, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Mastracchio, Hugo Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1315, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Rodrigo, Leandro Juan c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 939, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Ríos, Nicolás Rodolfo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 1181, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Ingrao, Víctor Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    I. 218, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Medina, Pedro Luis c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1299, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, "Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySS  y/o ANSES) s/ Sumarísimo".


    Irigoy, Nélida Inés c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    I. 339, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Reding, Daniel c/ E.N. - M° del Interior s/ Sumarísimo


    R. 1225, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Quintana, Carlos c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de inconstitucionalidad


    Q. 59, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Jaubert, Humberto Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    J. 94, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Meza, Ramón Angel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1298, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 996, L. XXXVII, “Municipalidad de Hipoacúsicos c/ PEN ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar (autónoma)”.


    Puelles, Silvia María Luisa c/ Estado Nacional DADEP Decretos 471/02 644/03 y otros s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP. 1457, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Milesi, Ricardo Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1303, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, "Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySS  y/o ANSES) s/ Sumarísimo".


    Landaburu, Lilian c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    L. 1412, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Latorre, Orlando c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Sumarísimo


    L. 852, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L. XXXIX, "Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySS  y/o ANSES) s/ Sumarísimo".


    Laurenzo, Julio Gilberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    L. 1413, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa: R. 1712, L. XXXIX, "Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySS y/o ANSES)  s/ Sumarísimo"


    Lombardo, Rosa del Carmen c/ Estado Nacional (SSJPN) s/ Sumarísimo


    L. 14, XL, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    López, Olegario Daniel c/ Estado Nacional  - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    L. 759, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Luna, Miguel Domingo  c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    L. 761, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Lussa, Miguel Jose  c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    L. 970, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Monzón, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1296, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Moreyra, Rogelio Aranzazú c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1301, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Muguruza, Marcelo Andrés c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Sumarísimo


    M. 1300, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Muller, Rubén Oscar c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1313, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 1568, L. XXXIX, "López, Mario A. C/ Corrientes, Provincia de y otros (Estado Nacional entre otros) s/ Acción de amparo".


    Municipalidad de Alvear c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    M. 1234, XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Pernice, José Luis y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otros s/ Sumarísimo


    COMP. 1229, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Pereira, Sebastián y otro c/ Estado Nacional s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1386, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Neves, Laura Ana y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1334, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Nicoloni, Gustavo Ariel c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    N. 253, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos “Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo.”


    Pan American Energy LLC Sucursal Argentina s/ Inhibitoria en autos: "Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo"


    P. 2010, XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Palermo, José Salvador y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Galicia) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1381, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Las cuestiones son substancialmente análogas a la causa R. 1495, L. XXXVIII,  "Radio Productora 2000 S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Cultura y Comunicación".


    Nuevas Comunicaciones Argentinas S.R.L. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y COMFER s/ Acción de Nulidad


    N. 96, XL, 15 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa"; y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Pablo Siben y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1341, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Nuttini, Osvaldo Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    N. 254, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Orzuza, Luis de Dios c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    O. 294, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1353, L. XXXIX, “Arena, Ricardo Aurelio c/ Repetti, Hugo s/ Ejecución”.


    Jacob, Diego R. c/ Petell, Mirna Gabriela y otro


    J. 20, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto”.


    Ministerio de Relaciones, Comercio Internacional y Culto c/ Taboada, Gaspar s/ Cobro de pesos


    COMP. 1144, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 638, L. XL, “Reynoso, Nilda Noemí c/ INSSJP s/ Amparo”.


    Papa, Estela Angela c/ INSSJ


    P. 1110, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2202, L. XXXVII, “Rybco S.A. c/ Obra Social Para la Actividad Docente s/ Cobro de pesos”.


    Adsur S.A. c/ Osuomra y otro s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 878, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 639, L. XXXIX, "Amarante Juan José c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa – Estado Mayor del Ejército s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad".


    Antola, Hugo Osvaldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejército s/ Accidente en el ámbito militar


    A. 796, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 154, L. XL, “Mello, Víctor R. c/ Dirección Provincial de Energía de la Provincia de Corrientes s/ Reinstalación laboral”.


    Bosch, Walter J. c/ Dirección Provincial de Energía de Corrientes s/ Acción de reinstalación laboral


    B. 168, XL, 09 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita remisión de la documentación.


    Bosso, Claudia S. y otro c/ Viajes Ati S.A. Empresa de viajes y turismo


    B. 2359, XXXIX, 09 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Buscetti, Antonio c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 717, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVlll, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”


    Chirino, Cristian D. c/ La Segunda Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.


    C. 451, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, "Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. s/ Despido".


    Chao, Héctor Alfredo c/ Auchan Argentina S.A. s/ Despido


    C. 1847, XXXIX, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 977, L. XXXIX, "Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea".


    Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea s/ Daños y perjuicios


    F. 401, XXXIX, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 977, L. XXXIX, "Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea".


    Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea s/ Daños y perjuicios


    F. 961, XXXIX, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVlll, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”


    Forconi, José A. c/ La Segunda Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.


    F. 72, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Aceros Bragado S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250 CPN


    A. 1288, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Alberto Fehrman S.A. s/ Quiebra


    A. 2116, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Alejandro González S.A. s/ Quiebra


    A. 406, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Alejandro Gorali S.A. s/ Quiebra


    A. 1287, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Algodonera Lavallol S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    A. 576, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Amado, Elisa Beatriz y otros c/ Brugera, Néstor


    A. 301, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Amaya, Irma Ester s/ Quiebra


    A. 1563, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    A.P.S. s/ Quiebra


    A. 103, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Arenera Argentina S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario


    A. 1670, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Argüello, Nélida Beatriz c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 814, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Aslana S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250 CPCCN


    A. 707, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Astilleros Alianza S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    A. 920, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Aviancam S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    A. 543, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Azar, Daniel H. s/ Quiebra


    A. 929, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Baade, Guillermo Mario c/ Alico Seguro de Vida y Ahorro S.A. y otro s/ Ordinario


    COMP. 468, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Bahía, Delia s/ Quiebra


    B. 1965, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Baiter S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de inconstitucionalidad


    B. 1345, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Banco Extrader S.A. s/ Quiebra


    B. 1614, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Banco Federal Argentino S.A. s/ Liquidación judicial s/ Incidente de inconstitucionalidad


    B. 490, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1346, L. XXXIX, "A.A.D.I.C.A.P.I.F c/ F.M. Tango".


    Banco Mariva S.A. c/ Savarino, Francisco Juan y otra


    B. 151, XL, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Banco Mariva S.A. c/ Turismo San Jorge S.R.L. s/ Ejecución prendaria


    B. 288, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Banco Mayo Cooperativo limitado c/ Pagliaro, Carlos Pedro y otro


    B. 355, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Barnum & Strauss Brokers Incompany c/ Candela S.C.A. y otros


    B. 616, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Barreca hermanos s/ Quiebra s/ Incidente transitorio


    B. 1373, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Bellante, Humberto c/ Chiappetta, Ricardo


    B. 358, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Berenger, Paula c/ Vitalcare S.R.L. s/ Medida precautoria


    B. 1429, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Branda, Teresa s/ Quiebra


    B. 38, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Braun, Rubén c/ Santos, Jorge s/ Sumario


    B. 1346, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cadenas Madariaga, Mario A. s/ Quiebra


    C. 1987, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Camal S.A. s/ Quiebra


    C. 2049, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Camal S.A. s/ Quiebra


    C. 172, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cambon, Mario Alejandro c/ Transcopter S.A.


    C. 415, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cambria S.A. s/ Quiebra s/ Incidente s/ Pretensión de pesificación de depósito judicial


    C. 1911, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Canale, Rodolfo Luis s/ Quiebra


    C. 2976, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cañar S.A.I.C. s/ Quiebra


    C. 2709, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Canon Argentina S.A. c/ Las Provincias S.R.L.


    C. 556, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Carmelo Di Venezia S.A. s/ Quiebra


    C. 168, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Castiñeiras, Susana R. s/ Quiebra


    C. 2635, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    C.E.A. s/ Quiebra s/ Incidente de movimiento de fondos


    C. 1789, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Celulosa Jujuy S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de determinación de fondos


    C. 1266, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cevalo Boro, Nicolás Pedro c/ Valeika, Adriana s/ Ejecutivo


    C. 2084, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Champion Internacional Batteries S.A. c/ Champion S.A. s/ Sumario


    C. 2274, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Chovet, Jorge E. s/ Quiebra


    C. 759, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    C. de Q., M. del Carmen por sí y en representación de sus hijos menores J. y P. Q. c/ Elederar S.A.


    C. 1108, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cilla, Néstor c/ Silvestre, Pedro Antonio s/ Ordinario


    C. 2547, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ciurra, Jose c/ Burgueño, Fernando Carlos


    C. 585, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Clínica Finochietto s/ Incidente de oferta


    C. 1479, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Colombo, Gustavo s/ Quiebra s/ Incidente de Apelación


    C. 986, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Compañia Impresora Argentina S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario


    C. 2402, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Construcciones y nivelaciones S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación CPR 250


    C. 656, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Construvial Técnica S.A. s/ Quiebra


    C. 2085, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Cuentas Especiales S.R.L. s/ Quiebra


    C. 357, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Damy Electrónica S.A. s/ Quiebra


    D. 1416, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Daripor S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250


    D. 1320, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Del Giovannino, Luis Gerardo c/ Banco del Buen Ayre S.A. s/ Daños y perjuicios


    D. 316, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Domingo Bongiorno y Cia. S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación CPR 250


    D. 320, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Dristel S.A. c/ Nogues S.A. y otros s/ Sumario s/ Incidente de medida cautelar s/ Incidente de apelación


    D. 105, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ediciones de la Urraca S.A. s/ Quiebra


    E. 301, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Eduardo Sport S.A. s/ Quiebra


    E. 209, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Elidd India Rubber S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    E. 291, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Empaques S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de pesificación


    E. 173, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Establecimientos Textiles Herbsztein S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250


    E. 94, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Establecimientos Mirón S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación por pesificación


    E. 100, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Exportaciones Agroindustriales Argentinas S.A. c/ Tia S.A. s/ Medidas Cautelares


    E. 349, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Extrader S.A. s/ Quiebra


    E. 431, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Fabian Poj e hijos S.A. s/ Quiebra


    F. 720, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Farmacia Belgrano S.C.S. c/ Obra Social de la Unión de Personal Civil de la Nación


    F. 1371, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ferrer, Sebastián Rafael s/ Sucesión ab intestato


    F. 301, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Filgar S.A.I.C. s/ Quiebra


    F. 327, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Finmark Sociedad de Bolsa S.A. s/ Quiebra


    F. 989, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Flider S.A. s/ Quiebra


    F. 1144, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Font, Alberto Mario c/ Romero Biribo s/ Cobro hipotecario


    F. 263, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Frejman, Mónica Udes c/ Ibáñez, María Beatriz s/ Incidente de cobro


    F. 115, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    González, Daniel A. y otros c/ Administración del Fondo de Gar. y Recom. PPP de Telef. y otros s/ Ordinario


    COMP. 736, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Frigorífico Almagro S.A. s/ Quiebra


    F. 1076, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Frigorífico Iglesias y Cia. S.A. s/ Quiebra


    F. 354, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Gabriel y Cia S.R.L. c/ Eduardo V. Bagnardi Sociedad de Bolsa S.A. s/ Medidas precautorias


    G. 95, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Galapesca S.A. s/ Quiebra


    G. 1596, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa".


    Imbrogno, Juan Carlos y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1298, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Garabatos, Humberto A. s/ Quiebra


    G. 1378, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Gavial S.A. s/ Quiebra


    G. 1593, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Gen 3 S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de venta


    G. 649, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Gran Pinin S.R.L. s/ Quiebra


    G. 426, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    H. Spinassi y Cía. S.A.C.I.F. s/ Quiebra


    H. 339, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1378, L. XXXVIII, “Riera, Juan José - Sus Herederos c/ Jordán, Conrado Juan".


    Herederos de Juan José Riera c/ Jordán, Conrado Juan s/ Ordinario


    H. 214, XXXVIII, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Hilu Hermanos S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario


    H. 276, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Hisisa Argentina s/ Quiebra


    H. 226, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Hormaco S.A. c/ Enser, Ramón s/ Ordinario


    H. 220, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Inducuer S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    I. 211, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Indugráfica S.A. s/ Quiebra


    I. 75, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Industrias Tameyfu S.A. s/ Quiebra


    I. 326, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Iñiguez S.A. s/ Quiebra


    I. 263, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Intercotton Asociados S.A. s/ Quiebra s/ Incidente Decreto 214/02


    I. 152, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ivecam S.A. c/ Illanes, Ramón Severino s/ Ejecutivo


    I. 228, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Jardon, Hector Carlos c/ ANSES s/ Reajustes varios


    J. 37, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Jovic, José s/ Quiebra


    J. 108, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Julio Bacola S.A. y otros c/ Sevel Argentina S.A. s/ Ordinario


    J. 120, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Kenwood Argentina S.A. s/ Incidente de apelación


    K. 107, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Koner S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de distribución parcial de fondos para acreedores del Artículo 240, Ley 24.522, y Artículo 264, Ley 19.551 s/ Recurso extraordinario


    K. 86, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    KS S.A. s/ Quiebra


    K. 227, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Kunin, Silvio Ignacio s/ Quiebra


    K. 216, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    La Cantabrica s/ Incidente de licitación


    L. 986, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    La Fortuna S.A. Argentina de Seguros Limitada s/ Liquidación forzosa s/ Incidente de inconstitucionalidad


    L. 1321, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    La Martona Vicente Casares S.A. s/ Quiebra


    L. 1254, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Laboratorios Citeco S.A.I.C.A. s/ Quiebra


    L. 616, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Lacteos Las Marías S.R.L. s/ Quiebra


    L. 1069, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Lami Norte S.A.C.I.F.I.A. s/ Quiebra


    L. 920, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Laufgang, Estela s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250


    L. 405, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Lavadero del Atlántico S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de piezas por separado


    L. 1330, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Lopardo, Antonio s/ Quiebra


    L. 417, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    López Lago, José c/ Andrada, Silvia A. s/ Ejecutivo


    L. 174, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Maffi, Gustavo s/ Quiebra


    M. 428, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Manfroni, María Teresa s/ Quiebra


    M. 574, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Mantick, Isidoro s/ Sucesión


    M. 144, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Martínez, Rogelio s/ Quiebra s/ Incidente de venta


    M. 713, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Mascott S.A. s/ Quiebra


    M. 1011, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Massera S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250 del CPCC


    M. 1569, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Melamed, Alberto s/ Quiebra


    M. 1119, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Metalúrgica Necochea S.A.C.I. s/ Quiebra


    M. 2299, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Mickey S.A. s/ Quiebra


    M. 594, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Microomnibus 246 S.A.C.I. s/ Quiebra


    M. 1568, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Micucci, Horacio Domingo y otro c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ Despido


    M. 2736, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Molares, Edgardo Montegrande M. s/ Quiebra s/ Incidente de conservación de depósitos


    M. 1954, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Molino Villa del Rosario s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    M. 1567, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Montebelvedere S.A. s/ Quiebra


    M. 2142, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Montes, Marcelo J. s/ Quiebra s/ Recurso extraordinario


    M. 1010, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Muliere, Mario Rubén s/ Quiebra


    M. 1801, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Niboski, Pablo s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    N. 130, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Nueva California s/ Quiebra


    N. 84, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Núñez, Juan Carlos c/ Magan Argentina S.A. s/ Ejecutivo


    N. 31, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    O., H. B. s/ Insania


    O. 126, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Orlando Oscar R. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250 CPCCN


    O. 415, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Oscar Rubén O. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250 CPCCN


    O. 448, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Osvaldo Raúl Sánchez Teruelo s/ Incidente


    O. 137, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Pansaldi de Marino, Dary Gonda s/ Quiebra


    P. 116, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Papazian, Armando s/ Quiebra


    P. 1450, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Papel de Tucuman S.A. s/ Quiebra


    P. 412, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Papelera Hurlingham S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario por Banco Ciudad de Buenos Aires


    P. 1394, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Paris, Hernan s/ Quiebra


    P. 30, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Perchik, Samuel s/ Quiebra


    P. 85, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Pérez, Ana B. s/ Concurso preventivo


    P. 821, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Pérez, Isabel Elvira s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario


    P. 1739, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Podocarpus S.A. s/ Quiebra


    P. 436, XL, 16 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Porvenir S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario (por Banco de la Ciudad de Buenos Aires)


    P. 1550, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Proalcar S.A. s/ Quiebra


    P. 1155, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Pugliese, Antonio s/ Quiebra


    P. 1549, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Quirno de Lynch, Josefina Teresa y otros c/ Torreón del Mar S.A. s/ Ejecución fiscal


    Q. 3, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ragone, Eduardo Norberto y otro c/ Spadaro, Tomás s/ Medidas cautelares


    R. 253, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ríos, Lucas c/ Miranda, Juan s/ Rescisión


    R. 1318, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Roccanova, Raúl H. c/ Alvarenga, Diego J. y otro s/ Ordinario


    R. 1317, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Rondo Diffusion S.A. s/ Incidente de apelación


    R. 366, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Rovetta, Miguel A. s/ Concurso civil liquidatorio


    R. 1130, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Mateo Rubén Héctor Primitivo s/ Quiebra


    M. 116, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Conductores Direl S.A. s/ Quiebra


    C. 652, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Corna S.A. s/ Quiebra


    C. 169, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Dimerson S.A.C.I. s/ Quiebra


    D. 895, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ruda, Manuel s/ Quiebra


    R. 1476, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Russo, Héctor c/ Líneas Aéreas Paraguayas S.A.


    R. 276, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    S.A.I. Welbers limitada s/ Quiebra


    S. 224, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Salgado, Héctor Carlos s/ Quiebra


    S. 962, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    San Isidro Textil Argentina S.A. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de apelación por el Banco Ciudad de Buenos Aires


    S. 1310, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    San Vicente Tour S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    S. 1518, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Sanatorio Güemes S.A. s/ Quiebra s/ Incidente decreto 214/02


    S. 416, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Sanatorio Segurola S.R.L. s/ Quiebra


    S. 2258, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Levi Adid S.R.L. s/ Quiebra


    L. 921, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Scholnik S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de distribución de fondos


    S. 1579, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Sebastian de Amorrortu e hijos S.A.C.I.F. s/ Quiebra


    S. 769, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Sistemas Tecnológicos Aeronáuticos S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación promovido por el Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 759, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Smaiser e hijos S.A. s/ Quiebra


    S. 494, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Soto, Lorenzo s/ Quiebra


    S. 398, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Staralesky, Marcelo s/ Quiebra


    S. 1466, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Stofenmacher, Marcos s/ Incidente de subasta


    S. 595, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Sucesión de Okunis s/ Quiebra


    O. 571, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Taranto, José s/ Quiebra


    T. 37, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Telegar S.A.C.I. s/ Quiebra


    T. 550, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Tibat S.A. s/ Quiebra


    T. 694, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Tintaprest S.A. s/ Quiebra


    T. 170, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Tintorería Industrial Muller s/ Quiebra


    T. 13, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Toja, Ángel s/ Quiebra s/ Incidente de Apelación


    T. 216, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Trans Cereal S.R.L. s/ Quiebra s/ Incidente de inversiones de fondos referidos al Banco Ciudad de Buenos Aires s/ Incidente de inversión de fondos


    T. 349, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Transportadora Coral S.A. s/ Quiebra


    T. 614, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Transportes Automotores Chevallier S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    T. 858, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Transporte Automotor Varela s/ Quiebra


    T. 838, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Transporte Sinca S.R.L. s/ Quiebra


    T. 298, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Ultrahide S.A. s/ Quiebra


    U. 28, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Vidrios y Espejos s/ Quiebra


    V. 749, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Vélez, Miguel Ángel c/ Zalazar, Juan Florentino y otros s/ Ejecución Prendaria s/ Incidente de apelación


    V. 709, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Vial Panamericana s/ Quiebra


    V. 433, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Vildex S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de concurso especial Artículo 209 L. C. por Rapoport, Bernardo L. y otros


    V. 285, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Villarruel, Carmen c/ García, Eugenio Cirilo y otro s/ Ejecutivo


    V. 48, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Viviani, Horacio M. s/ Quiebra


    V. 298, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    V.W. Compañía Financiera S.A. c/ Ferraro, Ricardo R. s/ Secuestro prendario


    V. 647, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Zapater Díaz s/ Incidente de realización


    Z. 213, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa A. 2652, L. XXXVIII, "Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A. s/ Accidente - Ley 9.688".


    Méndez Otilia Esther, Viuda de Pereyra c/ Safico S.A. s/ Daños y perjuicios


    M. 2069, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVIII, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”


    Riquelme, Héctor E. s/ Recurso de apelación Artículo 46, Ley 24.557


    R. 1125, XXXIX, 09 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión a Fallos 319:2921.


    Sánchez, Carlos A. c/ O.S.P.L.A.D. s/ Proceso de conocimiento


    S. 1720, XXXIX, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestión de competencia resuelta por la alzada del tribunal que intervino en primer término.


    Zanandrea, Guillermo J. c/ Banco Río de la Plata s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 710, XL, 11 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Son los miembros de la Corte, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, dado que esta Procuración General de la Nación no tuvo opinión consonante en los anteriores pronunciamientos del Alto Tribunal en la presente causa.


    Ruberto, Guillermo M. c/ Levame, Juan C. y otros s/ Ejecución hipotecaria


    R. 170, XL, 09 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Estése a lo dictaminado, en el expediente L. 824, L. XL, "Louge A. Beltrán y otro c/ Gobierno de Su Majestad Británica".


    Louge A. Beltran y otro c/ Gobierno de Su Majestad Britanica s/ Daños y perjuicios


    L. 941, XL, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Nogués, Agustín s/ Quiebra


    N. 12, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Abdineve, Ramón Abel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1063, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Albornoz, José L. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Sumarísimo


    A. 1432, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Almada, Oscar Alberto c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1065, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Amestoy, Teófilo Bernardo c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior) s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1073, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Arellano, Ramón Antonio c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1061, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Arrua, Jorge Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1344, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Bitar, Hugo Domingo c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1093, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Bogao, Juan c/ Estado Nacional y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 1425, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Buchhamer, Miguel Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1417, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Castro, José Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de constitucionalidad


    C. 1460, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Cura, José Alberto c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 1468, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    De Santiago, Estrella Elena c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 743, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Gaitán, Juan Jose c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1142, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    García, Vicente Jesús c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1144, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Gea, Héctor Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio del interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1405, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Geloz, José Enrique c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1140, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Gieco, María Ofelia c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1442, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Gómez, Jorge Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1138, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    González, José María c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1141, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 20, L. XXXIX, “Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de extensión a Ismael Olivares y Timbó S.A.C.”.


    Quinal S.A. s/ Quiebra s/ Incidente s/ Pretensión de pesificación de depósito judicial


    Q. 53, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R.1691, L. XXXIX, "Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta".


    Cortez, Nidia Salome y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta y sus acumulados, 


    C. 3030, XXXIX, 06 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    González, Miguel Ángel Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1139, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Graglia José Horacio c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior) s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1149, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Guerrero, Néstor Manuel c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    G. 1415, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Kreiter, Antonio Mario Rubén c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior) s/ Acción de inconstitucionalidad


    K. 118, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Piloni, José María c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 908, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1971, L. XXXIX, "Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima".


    Retamar, Edgar Rubén c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 932, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Reula, Carlos R. c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Sumarísimo


    R. 1036, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Yakimczuk, David Alberto c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    Y. 46, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1375, L. XXXIX, “M., Silvestre - por Inf. Ley 23.737”.


    Á., Gustavo y otros s/ Infracción Ley N° 23.737


    A. 1385, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Zalazar, Hugo Gerardo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    Z. 182, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1127, L. XXXIX, "García, Juan Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Zapata, Osvaldo Ernesto c/ Estado Nacional  - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    Z. 181, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1597, L. XXXIX, “Auchan Argentina S.A. y Wonderland Co. S.A. s/ Ley 22.802”.


    Auchan Argentina S.A. s/ Infracción Ley 22.802


    A. 1600, XXXIX, 16 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 75, L. XL, “Gobierno de la Provincia de San Luis c/ Municipalidad de San Luis (Recurso De Hecho)”.


    Gobierno de la Provincia de San Luis c/ Municipalidad de San Luis


    G. 48, XL, 16 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1375, L. XXXIX, "M., Silvestre - por infracción Ley 23.737”.


    M. L., Williams Orlando y otros s/ Infracción Ley 23.737


    M. 2191, XL, 02 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1375, L. XXXIX, "M., Silvestre - por inf. Ley 23.737".


    R., Sergio Nicolás y otros s/ Infracción Ley 23.737


    R. 1624, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Solicita actuaciones tramitadas originariamente en sede laboral.


    Línea Expreso Liniers s/ lncidente


    L. 654, XXXIX, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 151, L. XXXVII, "Abdurraman, Martín c/ Transportes Línea 104 S.A. s/ Accidente - Ley 9.688".


    ViIlalba, Matías Valentín c/ Pimentel, José y otros s/ Accidente – Ley 9.688


    V. 1418, XXXVIII, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa S. 1077, L. XXXVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/Provincia del Neuquén"; así como al dictamen de la causa T. 352, L. XXXV, "Transportadora de Gas del Sur Sociedad Anónima (TGS) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Provincia del Neuquén s/ Acción declarativa de certeza


    T. 338, XXXVII, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XL, "Lotartaro, María Laura c/ OSCBA (Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires) y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)".


    Magaldo, Marta Cristina c/ O.C.S.B.A. s/ Amparo


    COMP. 718, XL, 17 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    A., Leonardo Fabián s/ Recurso de casación


    A. 138, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa “Banco Exterior S.A. c/ Carlos Damm S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria” (Fallos: 315:2300).


    Bank Boston N.A. c/ Sainz, Ricardo E. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 40, XL, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    B., Mauro Alejandro y otro s/ Recurso de casación


    B. 140, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    C., Héctor s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal -Causa N° 50.442-


    C. 2984, XXXIX, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Chapedi, Roberto c/ Banco Sudameris Arg. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 364, XL, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Romero, Ramón


    C. 1164, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.".


    Comuna de Hughes c/ Agroservicios Pampeanos S.A.


    C. 1168, XXXIX, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    J., Valeriano Vicente s/ Recursos de casación e inconstitucionalidad


    J. 89, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    L., Enrique s/ Recurso de casación


    L. 84, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    M. C., Lucas y otro s/ Recurso de casación


    M. 341, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    M., Pablo Martín y otros s/ Recurso de casación


    M. 234, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    P., Laura Eugenia s/ Recursos de casación e inconstitucionalidad


    P. 478, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    P., Martín s/ Recursos de casación e inconstitucionalidad


    P. 397, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 901, -int.5-, L. XXXVI, "Andrada, Roberto Horacio y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios - incidente de beneficio de litigar sin gastos".


    Andrada, Roberto H. y otros c/ Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 901, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


    Recursos


    Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 1691, L. XXXIX, "Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta".


    Abalos de Ortega, Beatriz y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta


    A. 1549, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1691, L. XXXIX, "Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta".


    Álvarez, Marta Elena y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta


    A. 1342, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1691, L. XXXIX, "Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta".


    Urueña, Lilia Esther y otros c/ Gobierno de la Provincia  de Salta


    U. 82, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1691, L. XXXIX, "Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta".


    Serrano, Rubén Horacio y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta y sus acumulados


    S. 1602, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1691, L. XXXIX, "Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta".


    Paz de Curiotto Inés, Ruso de Zigaran Nora y otros c/ Poder Ejecutivo Provincial


    P. 1407, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1691, L. XXXIX, "Romero, Francisca del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta".


    Hoyos, Myriam del Valle y otros c/ Gobierno de la Provincia de Salta


    H. 290, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 218, L. XXXIX, "Valente, Diego E. c/ Bank Boston N.A. s/ Despido".


    Lynch, Cecilia c/ Banco Bansud S.A. s/ Despido


    L. 643, XXXIX, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


    Recusación


    Plazos procesales. Deber de imparcialidad. Recurso extraordinario federal. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Improcedencia del recurso. 


    Son insusceptible de revisión por vía de recurso extraordinario, las decisiones relativas a la recusación de los jueces, pues ellas no ponen fin al pleito ni causan gravamen de imposible reparación ulterior.   Si bien la imparcialidad del juzgador es condición necesaria para la efectiva vigencia de la garantía constitucional del debido proceso, debe la parte demostrar que el tribunal en sus apreciaciones ha ido más allá de lo necesario para establecer lo sucedido, sus circunstancias y la participación de quien en ese momento estaba siendo juzgado.


    P., Alejandro Osvaldo y otro s/ Estafa reiterada


    P. 538, XL, 15 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Redargución de falsedad


    Cuestiones de competencia. Incompetencia. Recurso extraordinario federal. Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 


    El recurso no puede prosperar desde que la resolución en crisis no puede ser considerada como una sentencia definitiva, toda vez que no existe denegatoria del Fuero Federal.


    Marcer, Ernesto Alberto c/ Galafassi, Adriana


    M. 360, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Refinanciación hipotecaria


    Ley de emergencia económica. Honorarios. Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Los agravios relativos a la mora, son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del sentenciador en cuanto a la apreciación de las circunstancias respecto a la conducta de las partes, a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el artículo 1198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada.  Respecto de las costas, cabe advertir que su imposición en las instancias ordinarias, es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal.


    Lucero, Silvina Elisa y otro c/ Dal Maso, Roberto E. y otro


    L. 336, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas


    Ley de emergencia económica. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El fundamento central de la decisión para resolver el rechazo de la aplicación de la Ley de Emergencia Económica Financiera a los créditos del actor, estriba en que la demandada había realizado la previsión presupuestaria de los montos adeudados, con anterioridad a la vigencia de la consolidación dispuesta por la ley 25.344. Mas dicha interpretación tornaría inoperante la ley sin razón que lo justifique, ya que se pretende alcanzar todos los pasivos pendientes, precisamente, por la imposibilidad económico financiera del Estado.   La previsión presupuestaria en los términos previstos por el Art. 22 de la ley de Deuda Pública 23.982, es a los efectos de que el Poder Ejecutivo Nacional comunique al Congreso de la Nación todos los reconocimientos administrativos o judiciales firmes de obligaciones de causa o título posterior al 1 de abril de 1991 que carezcan de créditos presupuestarios para su cancelación en la ley de presupuesto del año siguiente al del reconocimiento. Es un mero procedimiento para poner en marcha el pago pero no neutraliza la nueva ley que el propio Congreso sancionó precisamente porque existe imposibilidad de afrontar las deudas pendientes.


    Ocampo, Pastor c/ FEME S.A. s/ Despido


    O. 199, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Régimen penal cambiario


    Mercado cambiario. Ingreso de divisas. Directorio. Responsabilidad de los directores. Doctrina de la arbitrariedad. Recurso extraordinario federal. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 


    Que el hecho sea violatorio del régimen penal cambiario bajo la vigencia del Dec. 2581/64, no pierde relevancia por la circunstancia de que para el cumplimiento de aquella imposición legal se concediera un plazo y éste finiquitare cuando ya regía el decreto 530/91; no sólo por el principio general de que las leyes se aplican a partir de su entrada en vigor sin efectos retroactivos, sino porque la misma norma había previsto su vigencia para situaciones futuras. Por otra parte, este tipo de infracciones formales se cometen por omisión y son de carácter instantáneo, puesto que quedan consumadas, en su faz material u objetiva, en el momento preciso en que el acto omitido debió realizarse, esto es, al no ingresar tempestivamente el contravalor en divisas de las exportaciones efectuadas.  Si la parte considera que los argumentos del a quo carecen de razonabilidad o resultan insuficientes para sustentar la imputación de la infracción, debe así demostrarlo, con indicación precisa de los extremos fácticos y probatorios soslayados. La mención genérica de causales de arbitrariedad conlleva un defecto de fundamentación del recurso que impide efectuar un examen crítico respecto de la validez del fallo y, por ende, de la posible lesión a las garantías de defensa en juicio y debido proceso. La doctrina de arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la solución de las cuestiones que le son privativas, ni abrir una tercera instancia para debatir temas no federales, pues esa causal sólo atiende a supuestos de excepción en los que, fallas del razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido.  La cuestión federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación.


    C. S.A. s/ Ley 24.144


    C. 77, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Regulación de honorarios


    Atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado, resulta adecuado la suma de trescientos pesos.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Elena Acuña Anzorena (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    La estimación propuesta por la interesada, resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Susana Runstuck (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Rechazo de la demanda. Intereses. 


    La Corte tiene dicho que los intereses no integran el monto del juicio a los fines regulatorios, pues ellos son el resultado de una contingencia esencialmente variable y ajena a la actividad profesional.   También se dijo que tanto en los procesos de conocimiento como en los ejecutivos, los intereses no integran el monto del juicio a los fines regulatorios, desde que en ambos casos tales accesorios revisten los mismo caracteres con relación a la actividad profesional de cuya remuneración se trata.   El último párrafo del artículo 505 del Código Civil limita la responsabilidad por el pago de las costas, incluidos los honorarios profesionales de todo tipo allí devengados y correspondientes a la primera o única instancia, a un veinticinco por ciento del monto de la sentencia, laudo, transacción o instrumento que ponga fin al diferendo. Resulta irrazonable que la sumatoria de honorarios regulados a los profesionales actuantes, exceda el monto del capital aceptado como base regulatorio.


    Zanon, Luis c/ Cielos del Sur S.A.


    Z. 442, XXXVIII, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Derechos Adquiridos. Derecho de propiedad. Aplicación temporal de la ley. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que para que exista derecho adquirido y, por tanto, se encuentre vedada la aplicación de la nueva ley, es necesario que su titular haya cumplido, bajo la vigencia de la norma derogada o modificada, todas las condiciones sustanciales y los requisitos formales previstos en esa ley para ser titular del derecho de que se trata, aun cuando falte la declaración formal de una sentencia o acto administrativo.    Es necesario en cada caso indagar el momento o la época en que se cumplió el hecho, acto o relación jurídica, que engendró y sirvió de fundamento a la obligación, ya que esta circunstancia determinará cuál es la legislación aplicable. En el caso de los trabajos profesionales, la Corte entiende que el derecho se constituye en la oportunidad en que se los realiza, más allá de la época en que se practique la regulación. Es a partir de ahí que nace una situación jurídica concreta e individual en cabeza del sujeto, que, como tal, se hace inalterable y no puede ser suprimida o modificada, por ley posterior sin agravio  al derecho de propiedad consagrado por el artículo 17 de la Constitución Nacional.   En dicho contexto y a resultas de dichos principios debe concluirse que en el sub lite no se debe aplicar la nueva disposición legal con relación a los trabajos profesionales realizados con anterioridad a su vigencia, pues ello traería aparejada una afectación de derechos adquiridos que integran el patrimonio del quejoso, en la medida en que la situación general creada con la entrada en vigencia de la Ley 8.226, se ha transformado en la situación jurídica concreta e individual, no puede ser alterada sin riesgo de afectar el derecho de propiedad.   Cuando dos distintas normas de honorarios profesionales, que establecen criterios de valuación que son autoexcluyentes entre sí, han estado vigentes durante el pleito, es imprescindible que los tribunales desarrollen las razones que justifican el monto de los honorarios de los abogados, no bastando la mera cita de normas jurídicas.  Ni el legislador ni el juez podrían, en virtud de una ley nueva o de interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la legislación anterior, pues en este caso el principio de no retroactividad deja de ser una norma infraconstitucional para confundirse con la garantía de la inviolabilidad de la propiedad reconocida por la ley suprema.


    Amigo, Pedro Gerardo c/ Carlos Alberto Oviedo s/ Ordinario – Recurso directo


    A. 944, XXXVII, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión del expediente


    A fin de mejor dictaminar, se solicita se requiera la causa penal W 106.38512000, caratulada "Fernández Pelayo, Jesús Oscar s/ Estafa".


    Volkswagen Compañía Financiera S.A. c/ Sevitar SACIF


    V. 869, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Controversia judicial que no es de las que debe dirimir la Corte. Remisión de actuaciones.


    González, José Alcides y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1547, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Resoluciones inapelables


    Sentencia definitiva. Monto del juicio. Jueces. Primera instancia. Superior tribunal de la causa. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 1712, L.XXXIX, "Rodríguez, Héctor Marcelo c/ Estado Nacional (MTySSy/o ANSES) s/ Sumarísimo".


    La decisión emanada de un juez de primera instancia, tiene dicho la Corte, no obsta a efectos de habilitar la vía del artículo 14 de la ley 48, aquél reviste el carácter de superior tribunal de la causa en atención a la inapelabilidad prevista por el artículo 242, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Streintenberger, Adolfo Orlando c/ Estado Nacional y ANSES s/ Acción sumarísima


    S. 1971, XXXIX, 02 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Responsabilidad extracontractual del Estado


    Incapacidad sobreviniente. Accidente en acto de servicio. Reparación integral. Acción de inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto a la aplicación de la excepción contemplada en el art. 18 de la ley 25.344 remisión al dictamen de la causa P. 500, L. XXXIX, “Petrelli Omar c/ Estado Nacional”.


    Respecto del planteo de inconstitucionalidad de la actora, resultaba aplicable la doctrina de la Corte sentada en el caso "Escobar", en la cual se declaró que el régimen del pago con bonos en los supuestos en que se trate de una reparación integral que exige la atención inmediata de las afecciones físicas, psíquicas y estéticas del actor, resulta incompatible con la garantía de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional, sin perjuicio de aclarar que el régimen de la Ley 23.982 del precedente mencionado guarda sustancial identidad con el de la Ley 25.344 aplicable a este caso. En este aspecto, la demandada se limita a señalar dogmáticamente que nos e darían en el caso las mismas circunstancias fácticas tenidas en cuenta por el Tribunal en aquella oportunidad.   Además el a quo entendió que el caso se encontraba dentro de las excepciones que prevé el art. 18, 2° párrafo de la Ley 25.344 en cuanto contempla, entre otras excepciones, que: "... se podrá disponer la exclusión cuando mediaren circunstancias excepcionales vinculadas a situaciones de desamparo e indigencia en los casos en que la obligación tuviere carácter alimentario... ". Criterio que parece ajustarse a la doctrina de la Corte en cuanto se ha sostenido que antes de entrar a resolver si en el caso la ley impugnada podía ser calificada de constitucional o no, resultaba conveniente determinar si la norma prevé excepciones a su propio régimen general que pudiesen responder a las necesidades que se denuncian y los derechos que le asisten a la. En tal sentido, la declaración de inconstitucionalidad constituye la última ratio del orden jurídico, a la que solo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan las normas de inferior jerarquía.   Desde esa perspectiva, al señalar la recurrente que no hubo declaración de inconstitucionalidad y que el debate se centraliza en que la naturaleza del crédito no tiene naturaleza alimentaria y que no se demostró situación de indigencia y desamparo de la víctima, se sustrae del tema a decidir toda connotación federal que pudiera ser atendida en la instancia de excepción.   En el presente caso, no se advierte que se pudiese hacer alguna discriminación de los rubros excluidos por el a quo, con el argumento de la quejosa en cuanto, a su criterio, algunos de ellos no revestirían carácter alimentario, con el simple propósito de someterlos al régimen de consolidación de pasivo del Estado. Más allá de que se trataría de temas propio de los jueces de la causa, no parecería razonablemente aceptable que una indemnización por daños físicos y psíquicos, que intenta de manera reparar de manera integral a una persona incapacitada que dependía de un salario antes del infortunio, no tenga carácter alimentario.


    Gómez, Víctor Daniel y otros c/ Estado Nacional Ministerio del Interior Policía Federal Argentina s/ Responsabilidad extracontractual del Estado


    G. 3254, XXXVIII, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Robo


    Abuso sexual. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento del recurso extraordinario, mas ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derecho invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional.   La salvedad al principio sentado por la Corte Nacional no se presenta en el sub-lite, en la medida en que no se ha verificado un impedimento para el debate de la cuestión traída, sino que más bien la decisión del tribunal oral que deniega el recurso de casación y la del a quo que se pronuncia acerca de la queja por casación denegada, versan sobre aspectos de procedencia sustanciales que regulan la competencia de la alzada, y con fundamentos suficientes relativos al derecho común y procesal aplicable.  En esta inteligencia la tacha procede cuando se presenta de modo manifiesto y constituye, por sus términos, una verdadera denegación de justicia, ya que se impide que se ejerza el control de razonabilidad por el superior.   En este caso se trata de una cuestión vinculada al estado psicológico interno del imputado al momento de los hechos, un elemento fáctico acerca del cual es incensurable la decisión impugnada.   Desde esta óptica, lo postulado por el impugnante se dirige netamente al examen de la valoración otorgada a cuestiones de hecho y prueba, tal: la pretensión de revalorar un aspecto fáctico relativo a la voluntad del imputado al delinquir, es decir, una circunstancia que configura el elemento subjetivo integrante del tipo penal endilgado.   Cabe destacar que en materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa, lo que adquiere especial significación en el juicio oral, toda vez que su fundamento específico radica en la posibilidad de que los jueces tengan directa vivencia de los hechos ocurridos y sobre la base de la inmediación y concentración de los actos procesales, juzgarlos según sus libres convicciones, lo que inexcusablemente impone a los magistrados intervinientes el máximo respeto a las garantías de la defensa en juicio y debido proceso.  En conclusión, las objeciones del quejoso sobre los elementos de convicción analizados por el tribunal de mérito no traducen otra cosa que meras divergencias con el criterio de selección y ponderación de la prueba, y con el alcance otorgado a normas del derecho común y procesal aplicable, que no resulta idóneas para abrir el recurso.


    D., J. L. s/ Robo -causa 1.520-


    D. 163, XL, 01 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Sentencia condenatoria


    Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación de sentencia. Discrepancia del recurrente. Desistimiento del recurso. 


    Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es particularmente restringida cuando se trata de decisiones referentes al otorgamiento de los recursos locales por los superiores tribunales de provincia.  En esta inteligencia la tacha procede cuando se presenta de modo manifiesto y constituye, por sus términos, una verdadera denegación de justicia, ya que se impide que se ejerza el control de razonabilidad por la alzada.  No se ha verificado en autos un impedimento para el debate de la cuestión traída, sino que más bien los pronunciamientos de los tribunales locales que constituyen las denegaciones resueltas, versan sobre el fondo de aquélla y, además, con fundamentos suficientes relativos al derecho común y procesal aplicable.  La pretensión del impugnante, introducida inicialmente y reiterada en toda la línea recursiva, se dirige netamente al examen de la valoración otorgada a cuestiones de hecho y prueba.  No corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida.  La línea argumental se presenta como el resultado de un razonamiento lógico.  La tacha de arbitrariedad procede cuando el defecto en la fundamentación del fallo radica, precisamente, en la falta de valoración unívoca de los indicios que componen el material probatorio, lo que no se puede predicar de autos pues, en la estructura de razonamiento de la sentencia se vislumbra de qué manera, y a partir de cuáles indicios y pruebas colectadas, se llegó a una certeza, pretendiendo reconstruir la verdad objetiva.  Bajo el ropaje de la ilogicidad de la sentencia, el recurrente intenta someter a examen la valoración que el tribunal hizo de la prueba producida durante el debate, tales como: los dichos de los testigos que depusieron en la audiencia oral y de las manifestaciones brindadas por los procesados.  Sin embargo, los Jueces fijaron la base conclusiva de la condena en el andamiaje de los principios de la sana crítica, sin apartarse de lo que la Corte ha prevenido sobre el particular. Esto es, que en materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa, lo que adquiere especial significación en el juicio oral, toda vez que su fundamento específico radica en la posibilidad de que los jueces tengan directa vivencia de los hechos ocurridos y sobre la base de la inmediación y concentración de los actos procesales, juzgarlos según su libres convicciones, lo que inexcusablemente impone a los magistrados intervinientes el máximo respeto a las garantías de la defensa en juicio y debido proceso.  Las objeciones del quejoso sobre los elementos de convicción analizados por el tribunal de mérito no traducen otra cosa que meras divergencias con el criterio de selección y ponderación de la prueba, y con el alcance otorgado a normas del derecho procesal aplicable, que no resultan idóneas para abrir el recurso.


    B., Claudio R. y otros s/ Robo agravado por el uso de armas


    B. 427, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Subasta


    Nulidad de la subasta. Principios procesales. Preclusión. Debido proceso. Sentencia ultra petita. Sentencia arbitraria. Recurso de queja. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien el recurso extraordinario, no tiene por objeto, revisar decisiones que son propias del ejercicio de facultades de los jueces de la causa, relativas a la apreciación de circunstancias de hecho e interpretación y aplicación de normas de derecho procesal y común, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio, cuando la decisión del tribunal, carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional y generen agravios a derechos y garantías constitucionales de imposible o insuficiente reparación ulterior.  Además,  si bien lo concerniente a los alcances de la cosa juzgada, es materia ajena por principio, a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, cabe hacer excepción a dicho principio, cuando por vía de una interpretación y ponderación de las constancias relevantes del expediente, la decisión se extiende apartándose de resoluciones firmes recaídas en la causa.  La decisión asumida por el tribunal a quo no sólo omitió el tratamiento de las cuestiones traídas a su conocimiento, sino que excedió el límite propio de su potestad jurisdiccional otorgada por la apelación, afectando decisiones firmes y una situación procesal y sustancialmente consolidada, lo cual sin dudas causa grave lesión a los principios de la cosa juzgada, al principio de preclusión, y por tanto a la defensa en juicio y los derechos de propiedad de los recurrentes y descalifica la decisión en los términos y alcances de la doctrina de la arbitrariedad acuñada por la Corte.


    Plásticos Silvatrim S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de subasta


    P. 2364, XXXVIII, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Superior Tribunal de Justicia


    Recurso de inconstitucionalidad. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Remisión a Fallos: 325:1520.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ledesma, Miguel Á.


    G. 197, XL, 17 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Sustracción de menores


    Convención sobre los derechos del niño. Aplicación de tratados internacionales. Interés del menor. 


    Lo decisivo de la causa es que la recurrente no ha demostrado con el grado de certeza que es menester, que exista un riesgo grave de que la restitución de la menor, pueda exponerla a un peligro físico o psíquico, supuesto de excepción contemplado por el art. 11, inc. b, de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores.  En este marco, el a quo ha sido razonable cuando entiende que su facultad para oponerse a la restitución requiere que el niño presente un extremo de perturbación emocional superior al que normalmente deriva de la ruptura de la convivencia de sus padres y que exige una situación delicada que va más allá del natural padecimiento que puede ocasionar un cambio de lugar de residencia o la desarticulación de su grupo convivencial.  Acierta el juzgador en orden a que la supuesta violencia que habría ejercido el progenitor de la niña no se encuentra debidamente acreditada, y que los informes periciales sobre los progenitores, su personalidad, y su capacidad para asumir el rol de madre o de padre, no aportaron datos que permitieran abrir juicio sobre si la restitución podría exponer a la niña a un grave peligro físico o psíquico; máxime cuando el presente proceso no tiene por objeto dilucidar su aptitud para ejercer la guarda o tenencia de la menor, afirmación que es corroborada por el artículo 15 de la propia Convención Interamericana, que explícitamente dice que la restitución del menor no implica prejuzgamiento sobre la determinación definitiva de su custodia o guarda.  Cabe señalar igualmente -como lo advierte asimismo el a-quo-, que la "estabilidad" del ámbito convivencial de la niña, además de no resultar decisiva para excusar el incumplimiento del Convenio, fue conseguida como consecuencia de su traslado ilícito a otro país por parte de su progenitora.  Sobre el particular, corresponde recordar que el Tribunal tiene dicho, que la integración del menor al nuevo medio no constituye un motivo autónomo de oposición a su restitución en el régimen del Convenio sobre Aspectos Civiles de Sustracción Internacional de Menores (ley 23.857), aún cuando el segundo desplazamiento fuera conflictivo.  Resulta conducente, tener en especial consideración las conclusiones de la Corte en el precedente citado, toda vez que tanto aquel Convenio (ley 23.857), como el que ocupa en el presente dictamen (ley 25.358) satisfacen las directivas del artículo 11 de la Convención sobre los Derechos del Niño (ley 23.849), observándose que son coincidentes en gran parte de sus disposiciones.  El Tribunal dijo que las palabras escogidas por el artículo 13, párrafo primero, inciso "b", de la Convención sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores -similar al artículo 11, inciso "b" de la Convención Interamericana- para describir los supuestos de excepción (grave riesgo de exposición a peligro físico o psíquico, o situación intolerable), revelan el carácter riguroso con que se debe ponderar el material fáctico de la causa a efectos de no frustrar la efectividad de la Convención. Y agregó que el peligro psíquico, es un grado acentuado de perturbación, muy superior al impacto emocional que normalmente deriva en un niño ante la ruptura de la convivencia con uno de sus padres.  Dijo además la Corte en el Fallo citado, que la mera invocación genérica del beneficio del niño, o del cambio de ambiente (...), no bastan para configurar la situación excepcional que permitiría negar la restitución.  La Corte tiene dicho que le corresponde, como órgano supremo de uno de los poderes del Gobierno Federal, aplicar, en la medida de su jurisdicción, los tratados internacionales a que el país está vinculado, a fin de evitar que la responsabilidad internacional de la República quede comprometida.  Por todo lo expuesto, la Corte debe desestimar el recurso extraordinario concedido, puntualizando que lo resuelto, en atención a la edad de la menor, no importa disposición o modificación de su situación jurídica actual, sino solo su reintegro a la jurisdicción competente -de la que fue sustraída de modo ilegal con arreglo a las normas internacionales-, y que resolverá en definitiva sobre el particular atendiendo todos los intereses en juego, en especial los de la menor afectada.


    S. A. G. s/ Restitución internacional - solicita restitución de la menor


    S. 1741, XXXIX, 07 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Tasa municipal


    Territorio provincial. Percepción de impuestos. Municipalidad. Convenio multilateral. Recurso  federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. 


    Es evidente que el Convenio Multilateral del 18 de agosto de 1977 no prevé la posibilidad de acrecentamiento de la porción gravable de una jurisdicción frente a la falta de prueba de pago del tributo en otra u otras.  Ha sostenido la Corte que es condición de validez de las sentencias judiciales que ellas sean fundadas y que constituyan, por tanto, derivación razonada del derecho aplicable, con referencia a los hechos comprobados de la causa. El fallo cuestionado no cumple con tales recaudos, toda vez que sólo se apoya en una afirmación dogmática para resolver un punto controvertido de derecho y trasunta un análisis insuficiente de los preceptos del Convenio, razón por la cual procede su descalificación con sustento en la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    Y.P.F c/ Municipalidad de Concepción del Uruguay s/ Acción meramente declarativa


    Y. 5, XXXIX, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Televisión por cable


    Uso indebido del espacio público. Ordenanzas municipales. Recurso de queja. Cuestiones de hecho y pruebas. Confirmación de sentencia. 


    La cuestión sometida a decisión del Tribunal es la de determinar si la Municipalidad de Pilar pudo modificar la ordenanza que reglamentaba la instalación y funcionamiento de sistemas de comunicación, telefonía, televisión por cable, iluminación, energía eléctrica, circuito cerrado de televisión, radiodifusión, antenas comunitarias de comunicación o televisión y/o cualquier otro servicio que requiera la ocupación del suelo, subsuelo y espacio aéreo para su tendido, fundándose en razones de paisaje urbano y del patrimonio privado de vecinos, así como de estética urbana y seguridad pública.  Los decretos y normas reglamentarias, en cuanto a su derogación o reemplazo, participan del mismo régimen que las leyes, en tanto ningún derecho adquirido puede impedir su remoción del ordenamiento jurídico pues, de lo contrario se admitiría el postulado de la inamovilidad del derecho objetivo. Al respecto, es pacífica la doctrina del Tribunal en torno a que la modificación de leyes por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, ya que nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos ni a la inalterabilidad de los mismos.  De lo dicho se desprende, entonces, que la accionante tampoco tiene derecho adquirido al mantenimiento del sistema aéreo de cableado para su prestación del servicio televisivo.  La ordenanza cuestionada no discriminó entre prestadores, toda vez que no impide el ingreso de la empresa al mercado –ni deja sin efecto  la licencia otorgada ni interfiere en la prestación del servicio, cuestiones estas últimas que se rigen por las normas federales de radiodifusión y que nadie discute. Si no, antes bien, introduce limitaciones reglamentarias, por razones netamente de órbita municipal, al tendido de cables. Máxime cuando, como bien lo dijo el a quo, la norma establece un plazo – cuya razonabilidad no ha sido objetada- para que todas las prestadoras existentes adecuen sus servicios al sistema subterráneo.


    Cablevisión S.A. c/ Municipalidad de Pilar s/ Acción de amparo


    C. 2573, XXXVIII, 14 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    Traslado a la defensa


    Defensa en juicio. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 83, L. XL, "Partido Justicialista Distrito San Luis c/ Municipalidad de San Luis (Recurso de Hecho)".


    Es doctrina del Tribunal que el traslado del recurso extraordinario federal  que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comcrcial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Gobierno de la Provincia de San Luis c/ Municipalidad de San Luis


    G. 48, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 83, L. XL, "Partido Justicialista Distrito San Luis c/ Municipalidad de San Luis (Recurso de Hecho)".


    Es doctrina del Tribunal que el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad do ejorcer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Gobierno de la Provincia de San Luis c/ Municipalidad de San Luis


    G. 75, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Gravedad institucional. 


    El recurso extraordinario interpuesto nunca fue sustanciado por el superior tribunal de la causa, el que tampoco se pronunció, pues ni lo concedió ni lo desestimó.  La Corte ha señalado que el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa –art. 18 de la Constitución Nacional-.  La garantía de la defensa en juicio supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deban ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, es decir, dándole oportunidad de ser oída y ejercer sus derechos en forma y con las solemnidades que establecen las leyes. De ahí que el Tribunal haya dejado sin efecto un pronunciamiento que dictó sin que el afectado por ella haya tenido oportunidad de ejercer aquella garantía elemental y primaria de nuestro ordenamiento jurídico.  deben adoptarse las medidas adecuadas para cumplirlo, de modo tal que la contraparte que se vio beneficiada por la sentencia cuya revisión se pretende pueda ejercitar su derecho de defensa y manifestar lo que estime pertinente.  Proceder de la forma que propongo permitiría asegurar los principios de bilateralidad y defensa en juicio, garantías cardinales por las cuales se debe velar. También destacó la Corte que las normas de procedimiento y sus reglamentarias no se limitan a una mera técnica de organización de los procesos, sino que tienen por finalidad y objetivo, regular el ejercicio de los derechos y lograr la concreción del valor justicia, en cada caso, en salvaguarda del derecho de defensa en juicio.  Aunque se predique que ello dilata la solución de esta causa, debe reflexionarse que no se trata simplemente de exigir el cumplimiento de un requisito puramente ritual, sino de preservar la validez de la decisión judicial que resuelva el sub lite y de cumplir el mandato que tanto la Constitución Nacional como la ley 24.946 confieren al Ministerio Público Fiscal.  En Fallos: 319:1039 se dijo que para funcionar adecuadamente, el ejercicio del Poder Judicial de la Nación requiere considerar que el respeto a las leyes que regulan el procedimiento de los recursos no es un tema meramente instrumental y accesorio, sino una exigencia que se funda en las normas adoptadas por el constituyente para la pacífica y ordenada convivencia en la sociedad argentina.


    Partido Justicialista distrito San Luis c/ Municipalidad de San Luis


    P. 83, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


    Vista de las actuaciones


    Honorarios. 


    Se confiere vista a esta Procuración General para que se pronuncie sobre la inaplicabilidad e inconstilucionalidad del decreto 1204/01.


    Instituto Nacional de Obras Sociales c/ Banco de la Provincia de La Rioja y otra s/ Cobro de pesos


    I. 69, XXXI, 08 de junio de 2004


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Penal


    Acción penal


    Etapas del proceso. Requerimiento de instrucción. Prevención. 


    ne procedat iudex ex oficio


    Nuestro procedimiento penal requiere de promoción de la acción penal, requisito ineludible para investir al juez del poder jurisdiccional y, de tal forma, iniciar y proseguir una causa.  La instrucción debe ser iniciada en virtud de un requerimiento fiscal, o de una prevención o información policial, y se limita a los hechos referidos en tales actos.  En consecuencia, la actuación oficiosa de un magistrado, que se desempeñe simultáneamente como denunciante e instructor, desvirtúa el principio ne procedat iudex ex oficio, afectando la garantía constitucional del debido proceso y viciando de nulidad insanable las actuaciones.


    M., Sergio Luis s/ Presunto contrabando


    M. 808, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Acusación fiscal


    Sentencia absolutoria. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas “Ferreyra, Julio s/ Recurso de casación”; “Tarifeño, Francisco s/ Encubrimiento en concurso ideal con abuso de autoridad”; M. 886, XXXVI "Marcilese, Pedro Julio y otro s/ Homicidio calificado" y M. 528, XXXV "Mostaccio, Julio Gabriel s/ Homicidio culposo", criterios que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    G., Luis Ernesto s/ Recurso de Casación


    G. 1330, XXXIX, 22 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia


    Cuestiones de competencia. 


    La aceptación de la competencia supone el desistimiento de la jurisdicción que la suscito, lo que pone fin a la contienda.


    O., Enrique s/ Infracción Artículo 189 Código Penal


    COMP. 890, XL, 21 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    



    Contienda de competencia


    Apremios ilegales. Investigación del hecho. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Ricardo s/ Apremios ilegales


    COMP. 1495, XL, 03 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Amenazas. Investigación del hecho. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrarlos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Máxime cuando ante la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podría existir más de una calificación posible. Corresponde devolver las actuaciones al juez local, quien deberá, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Adrián s/ Denuncia


    COMP. 1264, XL, 20 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    



    Allanamiento.Secuestro de mercadería.Fraude a la propiedad intelectual.Falsificación de marcas o designación.Concurso ideal.Competencia Federal.


    Es doctrina del Tribunal quecorresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales - leyes 22.362 y 11.723 - que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    P., Ricardo José s/ Denuncia


    COMP.1315,XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    



    Robo de automotor. Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo de la investigación.


    La realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, implica asumir la competencia que fuera atribuida y una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto.  Respecto de la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°  del Código Penal, según reforma de la ley 24.721-, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.  Cuando exista en el caso una estrecha vinculación entre ambas infracciones, razones de conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, llevan a concluir que la investigación quede a cargo de un único tribunal.


    M., Salvador Mario y otro s/ Falsificación de documentación de automotor


    COMP. 924, XL, 01 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Extorsión. Intimidación. Competencia provincial. 


    Si los actos intimidatorios constitutivos de la extorsión ocurrieran en una jurisdicción distinta a la de la entrega del dinero exigido, cabe reputar cometido el delito en ambos lugares, por lo que la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal, buen servicio de justicia y mejor defensa de los imputados.


    P., Luis Ernesto y otros s/ Delito de acción pública


    COMP. 1187, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo automotor. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto.  Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    R., Maximiliano s/ Encubrimiento


    COMP. 1016, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1826, L. XXXIX, "R., Carlos y otros s/ Homicidio simple".


    R., Rómulo Darío s/ Denuncia delito de acción pública.


    COMP. 953, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Instigación a cometer delitos. Funcionarios públicos. Acumulación de procesos. 


    Las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales ya que, cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en el que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por esta causa. En los casos que involucran a funcionarios federales la competencia del fuero de excepción está justificada, cuando los hechos aparecen vinculados al desempeño de sus funciones como tales.


    R., Carlos y otros s/ Homicidio simple


    COMP. 1826, XXXIX, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    T., Alberto y B., Luis. A. s/ Estafa


    COMP. 1052, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Reforma legislativa. Competencia contravencional. 


    Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aun en casos de silencio, se aplican de inmediato a las causas pendientes. Ello es así porque la facultad de cambiar las leyes de forma pertenece a la soberanía, y no existe derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento, pues las normas procesales y jurisdiccionales son de orden público, especialmente cuando estatuyen acerca de la manera de descubrir y perseguir delitos.


    V. V., Marcelo s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 451, XL, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la realización de medidas introductorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importar asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto.   Tal circunstancia se ha verificado en estas actuaciones en las que el juzgado federal promovió una nueva contienda al acumular otras causas a la principal, cuya competencia el magistrado local rechazó, y que sólo con la posterior insistencia del primero habría quedado correctamente trabada.   Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    F., Eduardo Daniel s/ Denuncia por robo


    COMP. 1126, XL, 01 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Contaminación de aguas. Competencia ordinaria. 


    Si del análisis de los elementos de juicio incorporados no se advierte que se hubieren verificado alguno de los supuestos de excepción descriptos en el articulo 1° de la ley 24.051, que autorizan su aplicación, corresponde intervenir en la causa a la justicia ordinaria.


    A., Juan José s/ Denuncia


    COMP. 17, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1683, L. XXXIX, “G., Fernando Daniel s/ Infracción Ley 11.723”.


    A., Norma s/ Personal policial s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Contienda negativa de competencia. Tentativa de estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados. Lugar en que los títulos fueron entregados.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los titulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Ambrosio Francisco s/ Tentativa de estafa


    COMP. 63, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    B., Rubén Antonio s/ Encubrimiento


    COMP. 2187, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    C., Angelina Liliana s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1675, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    C., Eva Verónica y otra s/ Denuncia por secuestro extorsivo


    COMP. 115, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    C., José Edgardo s/ Denuncia infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP. 2063, XXXIX, 20 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    D. M., Federico Gabriel s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 6, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la mera coincidencia subjetiva o de finalidad no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyan un único hecho o concurso formal.  En consonancia con esta doctrina, cabe concluir que las infracciones a los artículos 277 y 289 del Código Penal configuran hechos distintos, que permiten distinguirlos a los efectos de su juzgamiento, aún en el caso en que se considere que uno de los delitos fue el medio para cometer el otro.


    E. H., Carlos s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 22, XL, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran aquellas disposiciones.  Si los hechos se habrían desarrollado en el marco de una maniobra ardidosa tendiente a desapoderar ilegítimamente al denunciante , mediante la invocación de falsas representaciones e influencias políticas inexistentes, no obsta a su calificación como estafa la circunstancia de que los valores recibidos fueran de pago diferido.


    F., Miguel A. y otros s/ Defraudaciones


    COMP. 2108, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos por lo que corresponde que cada uno sea investigado ante el tribunal con jurisdicción en el lugar de su comisión.  En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    G., Eduardo José p/ Estafa


    COMP. 2164, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Bienes. Competencia provincial. 


    Lugar en que se dispone del bien gravado.


    La Corte tiene establecido que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    G., María Ángela s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 28, XL, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1683, L. XXXIX, “G., Fernando Daniel s/ Infracción ley 11.723”.


    H., Luciano N. / Personal policial s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 3, XL, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Subsidio Estatal. Competencia federal. 


    Si el imputado por defraudación sería uno de las ejecutores de un plan asistencial nacional, parece razonable sostener que las irregularidades denunciadas, además de perjudicar efectivamente las rentas de la Nación, afectaron el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación del programa por lo que corresponde a la justicia de excepción entender en la causa.


    J., Aldo Miguel s/ Presunta infracción Artículo 174 inciso 5 del Código Penal


    COMP. 2154, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    K., Daniel s/ Denuncia infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP. 2142, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    K., Mariana Vanesa s/ Denuncia Infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP. 18, XL, 20 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    En cuanto a la infracción al artículo 289 del Código Penal, resulta de aplicación la doctrina de la Corte en el sentido de que  cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas patentes, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    M., Miguel Ángel s/ Encubrimiento


    COMP. 21, XL, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si la cuota alimentaria debe ser depositada en una cuenta radicada en una entidad bancaria situada en determinada localidad, debe considerarse a esa jurisdicción como lugar de configuración del incumplimiento, máxime cuando allí también se domicilia el menor.


    N., J. J. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 2171, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    N. S., Fernando s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 2151, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Cámara de apelaciones. 


    Conflicto resuelto por la cámara.


    No existe cuestión de competencia pendiente de solución si la planteada fue resueIta por el tribunal instituido para hacerlo, ya que no se encuentra dentro de las facultades que el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 acuerda a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    P., María Florencia s/ Resistencia a la autoridad


    COMP. 1871, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si el juzgado local no cuestiona la calificación del hecho, como así tampoco su competencia para juzgarlo, sino que se limita a manifestar que por el momento no aceptaría la competencia, en tanto no estaría debidamente acreditada aún la consumación del tipo penal contemplado en el artículo 302 inciso 1°, del Código Penal, debe entender en la causa y darle la solución legal que a su criterio corresponda.


    P. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 57, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaria, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    R., Adrián Antonio s/ Falsificación de marcas y contraseñas


    COMP. 47, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 329, XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    R., Claudio Ignacio s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 20, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1683, L. XXXIX, “G., Fernando Daniel s/ Infracción Ley 11.723”.


    R., Leonardo Jorge s/ Presunta infracción Ley 23.362


    COMP. 13, XL, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Si no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -la ley 22.362 y la ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, cabe declarar la competencia del magistrado federal para entender en las actuaciones, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    R. S., Jesús Marco Antonio s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 56, XL, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.  Cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo la falsificación y reemplazo de las chapas patente, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


    S., Antonio s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 2130, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    T., Fernando Daniel s/ Denuncia Infracción Artículo  170 Código Penal


    COMP. 2061, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    T., Leonor Mirta y otros s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 24, XL, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1962, XXXIX, “U. s/ Denuncia extorsión”.


    U. s/ Denuncia delito de acción pública


    COMP. 2157, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Elecciones partidarias. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Si de las constancias del incidente surge que la conducta a investigar se inscribiría en el marco de una elección interna partidaria, realizada en el ámbito de un municipio bonaerense, corresponde asignar su conocimiento a la justicia provincial, en la medida en que no aparezca afectada una elección nacional, ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ésta.


    V., Alcides Francisco y otro s/ Denuncia


    COMP. 2178, XXXIX, 20 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Cámara de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    Video Club A. s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2129, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la mera coincidencia subjetiva o de finalidad no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyan un único hecho o concurso formal.  Si de las probanzas incorporadas al incidente no surge el lugar donde se adulteró el número de registro del chasis y del motor, como así tampoco, el de la chapa patente,  resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, cuando no es posible establecer el lugar donde se cometió la infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, corresponde atribuir competencia al juez con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    C., Héctor Daniel s/ Denuncia hurto de automotor


    COMP. 315, XL, 30 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Competencia nacional. 


    El delito de falsa denuncia concurre materialmente con la defraudación intentada sobre la base de esa falsedad, no obstante la relación de medio a fin que pudiere existir entre ellos.  La determinación del tribunal competente no debe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo que atañen al concurso de leyes penales o bien a la configuración del tipo delictivo, pues en tanto quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, las normas que rigen el caso admiten un margen de distinción para los supuestos en que su aplicación rigurosa contrariara el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    C., Marcelo Fabián y V., Jorge Ariel s/ Estafa


    COMP. 2174, XXXIX, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En cuanto a la estafa, respecto de la cual la Corte tiene dicho que la falsificación de instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa.  Cabe recordar asimismo que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.  En consonancia con estos principios, el juzgado provincial debe continuar con la investigación de este hecho.   Con relación a la falsificación de los documentos del automotor, la Corte tiene resuelto que en los casos en que se investiga la falsificación de un documento público, resulta competente el magistrado con jurisdicción en el lugar en que aquél se confeccionó.


    C., Rodrigo Sebastián y otros s/ Estafa


    COMP. 270, XL, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Derecho marcario. Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal.


    Si no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -la ley 22.362 y la ley 11.723 - que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, cabe declarar la competencia del magistrado federal para entender en las actuaciones, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    D., Diego Hernán s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 245, XL, 16 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Tribunal de Menores. 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 329, XXXIX, "Raffo, Claudia Luis s/ denuncia".


    D., Federico Gabriel s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 153, XL, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el caso de la presunta infracción a la ley 24.270, corresponde conocer el magistrado con jurisdicción donde se domicilie el imputado con los niños, siempre que allí se haya removido a los mismos de la custodia del denunciante, privándolo del contacto y del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    D., G. C. s/ Infracción Ley 24.270


    D. 252, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Tribunal de menores. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia” y remisión al dictamen de la causa Competencia N° 137, XXXIX, "E. Z., D. F. y G., D. A.s/ Secuestro extorsivo".


    E. Z., D. F. y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1185, XXXIX, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 76, XL, “K., Osvaldo Daniel s/ Denuncia infracción artículo 292 del C.P.”.


    G., Fernando Julio s/ Falsificación


    COMP. 132, XL, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Si uno de los magistrados no cuestiona que el valor motivo de contienda fue presentado para su cobro ejecutivo ante un juzgado en lo civil y comercial de su jurisdicción territorial, le corresponde conocer en la causa por estafa procesal.


    I., Ivana Alejandra s/ Estafa


    COMP. 72, XL, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.  En Concordancia con esta doctrina, se estima que la conducta a investigar no afectó intereses nacionales, desde que el formulario cuestionado no se presentó ante un organismo de ese carácter, sino que por el contrario, habría sido retenido por el Colegio de Escribanos que lo agregó a la denuncia.  Por ello corresponde asignar competencia a la justicia local para seguir entendiendo en la causa.


    K., Osvaldo Daniel s/ Denuncia infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 76, XL, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene resuelto, que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L. L., Judith Miriam s/ Denuncia


    COMP. 1259, XXXIX, 30 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Administración Pública Provincial. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si la maniobra denunciada habría estado dirigida a eludir la reglamentación provincial, corrompiendo, en todo caso, el buen servicio de los empleados de la administración local, sin que se advierta obstrucción al normal desenvolvimiento de un organismo perteneciente al Estado Nacional, la investigación escapa al ámbito de la competencia del magistrado federal.


    M., Carlos Omar y otro s/ Denuncia


    COMP. 38, XL, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Resulta indispensable contar con la declaración testimonial de los denunciantes, a fin de que expongan sobre los hechos volcados.   En consecuencia, corresponde al magistrado federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    P., Héctor R. y C., Patricia s/ Denuncia


    COMP. 329, XL, 02 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    P., Luis Daniel s/ Denuncia por secuestro extorsivo


    COMP. 144, XL, 03 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Amenazas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la declinatoria carece de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, a fin de que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58, corresponde al magistrado que previno seguir entendiendo en la causa,


    P., P. E. s/ Amenazas


    COMP. 2182, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Empleados de banco. Competencia federal. 


    Presunta afectación al buen servicio de un organismo nacional y sus empleados.


    Sin perjuicio de que la conducta a investigar haya estado dirigida a perjudicar intereses de particulares, en la medida en que obstruya el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados, en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, corresponde entender a la justicia federal.


    Q., Antonio s/ Denuncia


    COMP. 272, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., Inés s/ Tentativa de defraudación


    COMP. 98, XL, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Planes sociales. Competencia federal. 


    Si no se puede descartar que el imputado sea uno de los ejecutores de un programa estatal, y los hechos a investigar, además de perjudicar efectivamente las rentas de la Nación habrían afectado el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación del programa, corresponde entender a la justicia federal.


    UFISES S/ Denuncia delito de acción pública


    COMP. 11, XL, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia federal. 


    Si el imputado por defraudación sería uno de las ejecutores de un plan asistencial nacional, parece razonable sostener que las irregularidades denunciadas, además de perjudicar efectivamente las rentas de la Nación, afectaron el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación del programa por lo que corresponde a la justicia de excepción entender en la causa.


    UFISES s/ Denuncia


    COMP. 148, XL, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 1217, XXXIX, “Moretta, Leonardo y Candia, Cristóbal s/ Estafa”.


    UFISES s/ Denuncia extorsión


    COMP. 87, XL, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Libramiento de cheque en formulario ajeno. Competencia en lo penal económico. 


    Si no puede descartarse que los hechos se hallaren subsumidos en las previsiones del artículo 302, inciso 4°, del Código Penal- que compete investigar al juez del lugar donde el cheque fue entregado- o bien en las previsiones del artículo 172 de ese cuerpo legal, en tanto no fue entregado al denunciante por quien lo denunció como extraviado sino por otra persona, corresponde que el magistrado que previno continúe con la tramitación de la causa.


    Z., Gustavo Marcelo s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 100, XL, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Retención indebida. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    En los casos en que se denuncie la negación a la devolución de dólares depositados, a raíz de las disposiciones contenidas en los decretos 1570/01 y 214/02 y en la ley 25.561, la conducta a investigar constituye prima facie un delito de índole común, sin perjuicio de las disposiciones de carácter federal, cuya interpretación podría resultar necesaria para evaluar la naturaleza delictiva del hecho.


    Z., Pablo Edgar s/ Denuncia retención indebida


    COMP. 749, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, atento que las reglas de acumulación por esta causa sólo son aplicables respecto de los procesos en los que conocen jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.  La justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir y del certificado de verificación técnica de vehículos si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional.


    A., Ariel Omar s/ Infracción Artículos 292 y 296 del Código Penal


    COMP. 1108, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Domicilio contractual. Competencia provincial. 


    Resulta relevante para decidir una cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    Z., Esther Mariela s/ Desbaratamiento de derechos acordados


    COMP. 1371, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Injurias. Competencia provincial. 


    Si no se advirtiera que las expresiones atribuidas a la imputada hubieran tenido la capacidad suficiente como para alentar o incitar a la persecución o al odio a causa de su raza, religión, nacionalidad o ideas políticas, sino que, en atención a las circunstancias de modo y lugar en las que fueron vertidas, se trataría de una expresión aislada, corresponde conocer a la justicia ordinaria.


    Y., Mónica s/ Injurias


    COMP. 826, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 659, L. XL, "D., Leonardo Fabio y otros s/ Delito contra la seguridad pública ".


    V., Ruben; C., Oscar Leonardo y G., Timoteo Reynaldo s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 858, XL, 13 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Abuso deshonesto. Declaración testimonial. Competencia nacional. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    V., F. E. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 867, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En atención a la naturaleza ordinaria del presunto delito a investigar y si no existe prueba en autos que permita determinar el lugar donde se confeccionó el instrumento falso, debe estarse, a los fines de dirimir este conflicto, al lugar en el que fue descubierto el delito.


    A., Gustavo A. s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1060, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    V., Emilio y otros s/ Estafa


    COMP. 1088, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    No se ha practicado la investigación necesaria que debe preceder a las cuestiones de competencia y que permita a la Corte ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, si las escasas constancias aportadas al legajo, no son suficientes, para poder calificar, con certeza, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponda intervenir.


    A., Jorge Ignacio y otro s/ Falsedad ideológica


    COMP. 1492, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Intento de suicidio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si el magistrado con jurisdicción territorial no cuestiona el lugar donde ocurrieron los hechos, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    V., D. s/ Suicidio en tentativa


    COMP. 866, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos de privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. En esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    V., Cintia Lorena s/ Denuncia


    COMP. 876, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    A., Leandro Ariel s/ Homicidio culposo


    COMP. 993, XL, 31 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Apremios ilegales. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    La competencia criminal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito. Incumbe a la justicia federal investigar los delitos cometidos en las provincias que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación -art. 3 inc. 3° de la ley 48.


    Unidad N°3 del Servicio Penitenciario Federal s/ Apremios ilegales


    COMP. 1427, XL, 15 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Partidos políticos. Elecciones partidarias. Competencia federal. 


    Es competente la justicia federal para conocer en la causa en que se han denunciado delitos de acción pública si pudieron haber afectado las elecciones partidarias para autoridades nacionales.  Lo relativo al funcionamiento de los partidos políticos para la elección de autoridades en el orden nacional, más allá de que se trate de actos referidos a elecciones partidarias internas, se encuentra sometido al régimen legal de la ley 23.298 y consecuentemente, a la jurisdicción federal, sin perjuicio de que también concurran con la elección de candidatos para cargos locales y se apliquen normas de tal índole.


    A., Marcelo Alejandro y otro s/ Denuncia


    COMP. 884, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Denuncia. Competencia provincial. 


    Si conforme a las constancias de la causa no se ha verificado ninguno de los supuestos descriptos en el artículo 1° de la ley N° 24.051, que contemplan la competencia del fuero de excepción, corresponde que la investigación se desarrolle en sede local.


    U., Esteban y otro s/ Denuncia


    COMP. 729, XL, 30 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si de los dichos del denunciante y los del imputado surgiera que existía una relación de confianza entre ambos, al mismo tiempo que reconocen la entrega voluntaria del valor, sea que en definitiva quepa subsumir los hechos en la modalidad especial del artículo 173, inciso 2°, o en los supuestos del artículo 302, todos del Código Penal, corresponde intervenir a la justicia del lugar en que el documento se hizo valer o donde fue presentado al cobro.


    A., Mauricio s/ Estafa


    COMP. 699, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    A., Néstor s/ Denuncia infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP. 1184, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Establecimientos penitenciarios. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Delitos perpetrados en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional. Intereses federales.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    U., A. s/ Denuncia extorsión


    COMP. 1020, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Si uno de los magistrados no cuestiona que la presunta denuncia de extravío de los libros societarios se hubiere producido en su jurisdicción, como así tampoco, que los documentos en los que se habrían asentado datos falsos fueran presentados ante un tribunal del fuero civil de su departamento judicial, corresponde a este juez conocer en la causa.


    A., Oscar y otro s/ Estafa


    COMP. 1274, XL, 28 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Delito contra la seguridad pública. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 659, XL, “D., Leonardo Fabio y otros s/ Delito contra la seguridad pública”.


    A., Roberto s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 1306, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio directo y efectivo a la Nación.


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria, en los casos en que lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    T., Maximiliano A. s/ Denuncia por secuestro extorsivo


    COMP. 1372, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1633, L. XXXIX, "Godoy, Martha Angélica y otra s/ Denuncia".


    A., Romina s/ Denuncia


    COMP. 944, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Tentativa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si no surge de los elementos incorporados que el cheque cuestionado fuera extraviado o sustraído, ni el lugar donde se produjo su adulteración, corresponde al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo, investigar tanto la falsificación como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


    T., Juan Oscar s/ Estafa en tentativa


    COMP. 720, XL, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Registro nacional de las personas. Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Afectación a una institución nacional.


    Las oficinas seccionales situadas en las provincias revisten el mismo carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir los documentos nacionales de identidad, ya sea en forma directa o por intermedio de los organismos que legalmente lo representen -artículo 62 de la ley 17.671-.


    A. S., María Teresa y otros s/ Infracción Artículos 172 y 174, inciso 5, en función del Artículo 173, inciso 7


    COMP. 1510, XL, 09 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Coacción. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones. Único tribunal a cargo de la investigación.


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    Á., Víctor Claudio s/ Coacción


    COMP. 950, XL, 10 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 641, L. XXXIV, "Contaminación Arroyo Sarandí s/ Inf. ley 24.051".


    Agente Fiscal requiere medidas previas


    COMP. 316, XL, 18 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Desbaratamiento de derechos acordados. Prenda con registro. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    B., Adrián Rolando s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1429, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    B., Aníbal Héctor s/ Denuncia por estafa


    COMP. 1300, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Un conflicto jurisdiccional correctamente planteado presupone una contienda entre dos tribunales o jueces -artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, según texto ordenado ley 21.708-.


    B., Antonio Dariel s/ Encubrimiento


    COMP. 1246, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución. Incorrecta traba de la contienda.


    Ante la existencia de un recurso de apelación pendiente, corresponde que el mismo se resuelva con carácter previo a la cuestión de competencia.


    T., Francisco y otros s/ Privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1383, XL, 08 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    T., Alejandro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 985, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia nacional. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.  El iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    B., Javier y S., Héctor s/ Delito de acción pública


    COMP. 834, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los que versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Sumario averiguación delitos de acción pública


    COMP. 1474, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia provincial. 


    Si el titular del juzgado en lo penal económico no cuestionare la calificación del hecho, como así tampoco la competencia de la justicia provincial para juzgarlo, y se limitare a manifestar que no se encontrarían debidamente acreditados los elementos típicos requeridos por la figura legal contemplada en el artículo 302 del Código Penal, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa y darle la solución legal que, a su criterio, corresponda.


    S. O. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1313, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    B., Daniel Arnaldo s/ Encubrimiento


    COMP. 1014, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1057, XL, "Basurero Municipal San Carlos s/ infracción leyes especiales”.


    Sanatorio E. S. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. 1241, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Respecto de la infracción al artículo 289 del Código Penal, cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas individualizadoras ni la adulteración de los números de cuadro y motor, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.  Cuando el delito encubierto es de competencia de la justicia provincial, cabe concluir que el hecho objeto de la causa afecta a ella y no a la administración de justicia nacional. Por ser ello así, no son aplicables las reglas de acumulación por conexidad, sino que corresponde investigarlo al tribunal ordinario con competencia en el lugar donde se produjo.


    B., David Gastón s/ Encubrimiento


    COMP. 1179, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Hostigamiento o maltrato. Competencia contravencional. 


    Si la justicia correccional ha descartado la configuración de un delito, y el juzgado contravencional no cuestiona su competencia para conocer respecto de la posible contravención, corresponde declarar la competencia de este último para conocer en la causa.


    S., R. S. s/ Su denuncia


    COMP. 1508, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Marcelo s/ Robo, estafa y falsificación de documento privado


    COMP. 693, XL, 29 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Calumnias. Injurias. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    En aquellos supuestos en que se contrata la publicación y se entrega el texto ofensivo en una jurisdicción para ser impreso en otra, el delito puede reputarse cometido en ambos lugares, por lo que la elección del tribunal debe realizarse atendiendo razones de economía procesal.


    S., Juan José y otros s/ Incidente de competencia


    COMP. 674, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En los casos de privación ilegítima de la libertad cometidas en más de una jurisdicción, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    B., Maximiliano s/ Denuncia hurto de mercaderías


    COMP. 755, XL, 29 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.  En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., José s/ Delito de acción pública


    COMP. 772, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 659, L. XL, "D., Leonardo Fabio y otros s/ Delito contra la seguridad pública".


    S., Jorge y otros s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 933, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Prostitución. Explotación sexual. Declinatoria de jurisdicción. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si no se ha practicado diligencia alguna tendiente a brindar precisión a la denuncia y aportar otros elementos de juicio para determinar el lugar donde fueron cometidos los hechos, la declinatoria carece de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia para discernir el tribunal al que corresponde investigar los hechos.   Por tanto, corresponde al juzgado que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver luego, en función de lo que resulte de ese trámite.


    S., D. A. s/ Infracción al Artículo 127 del Código Penal


    COMP. 1425, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Si la causa no se encuentra precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en una figura determinada, no es posible de llegar a un criterio cierto en orden a la fijación de competencia.


    S., Daniel s/ Infracción Artículo 174, inciso 5 del Código Penal


    COMP. 1018, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Código Aduanero. Estampillas. Importación. Competencia en lo penal económico. 


    Cuando los artículos secuestrados carecen del estampillado de importación, corresponde a la justicia en lo penal económico conocer acerca de la presunta infracción al Código Aduanero, sin perjuicio de la intervención que ese fuero nacional pudiera dar a la autoridad aduanera si estimare que deben aplicarse las reglas jurisdiccionales.


    S. D. C., Humberto s/ Averiguación de Ilícito


    COMP. 1006, XL, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    C., Alberto Omar s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 752, XL, 29 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la fe pública. Competencia provincial. 


    Si el juez provincial no cuestiona su competencia para entender en el hecho materia de investigación, y se desprende que el cheque tiene domicilio de pago en su jurisdicción, corresponde a ese magistrado continuar conociendo en la causa que dio origen a esta incidencia.


    C., Alejandro y otro s/ Infracción Artículo 302


    COMP. 566, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Firma falsa. Delitos comunes. Competencia federal. 


    Uno de los fines esenciales de la ley 23.049 -artículo 108- es restringir la competencia militar a los delitos de tal naturaleza, excluyendo de esa jurisdicción a los delitos comunes en tiempo de paz. Se entienden como delitos o faltas de naturaleza militar aquellas figuras cuyo contenido está imbuido por los objetivos de preservación de la disciplina militar que sustentan el ordenamiento penal específico establecido por el Código de Justicia Militar.  Si los hechos objeto de la investigación tendieron a entorpecer el normal funcionamiento de una institución nacional y el buen servicio de sus empleados, corresponde a la justicia federal incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    C., Alejandro David s/ Artículos 851 y 855 y cc. del Código de Justicia Militar


    COMP. 1211, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Competencia provincial. 


    Si el juez provincial no cuestiona la calificación legal de los hechos, sino que se limita a reprochar que no se habría determinado en que inciso del artículo 302 del Código Penal hallan encuadre típico, como tampoco que el domicilio de pago del valor se encuentre en su jurisdicción, corresponde a este magistrado continuar con la tramitación de las actuaciones.


    C. C. s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1028, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Salud pública. Competencia federal. 


    Del contexto de la ley 23.737 se infiere que el legislador decidió penalizar no sólo los hechos relacionados con el comercio de estupefacientes -y a los que, en principio, apuntarían la mayoría de las conductas previstas- sino también aquellos otros en los que, por algún medio, se lesione o afecte la salud pública en general como consecuencia de una comercialización indiscriminada de medicamentos que pueda ponerla en peligro.  Toda vez que los informes periciales dan cuenta que algunas de las preparaciones analizadas incluyen en su fórmula sustancias psicotrópicas, que tendrían aptitud para causar dependencia psico-física, se estima que se habría comprometido el bien jurídico salud pública, por lo que, en consonancia con la doctrina enunciada, es la justicia federal la que debe seguir entendiendo en estas actuaciones.


    C., Daniel Omar y otros s/ Presunta Infracción Ley 23.737


    COMP. 1182, XL, 08 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Elena Mirta s/ Denuncia


    COMP. 1031, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    C., Germán Pablo s/ Defraudación


    COMP. 631, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La defraudación se consuma con la entrega de los bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de la tarjeta de compra, razón por la cual, el delito debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.


    C., Isabel Flavia s/ Denuncia


    COMP. 1036, XL, 09 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Apremios ilegales. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio directo y efectivo a la Nación.


    Si los presuntos apremios ilegales provinieron de agentes del servicio penitenciario provincial, y no se afectaron intereses nacionales, corresponde a la justicia local conocer en ese hecho.


    C., Javier Daniel s/ Denuncia apremios ilegales


    COMP. 1268, XL, 15 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Sin embargo, la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si ese perjuicio no se identifica con el resultado directo de una acción típica, ya que la competencia del fuero federal es excepcional y está circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes, las cuales son de interpretación restrictiva.


    S., Claudio Adrian s/ Estafa


    COMP. 1433, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    S., Carlos y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 919, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1562, L. XXXIX, "V., Marcos Ariel s/ Denuncia".


    R., Nora s/ Su denuncia


    COMP. 1103, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Extorsión. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    No es ocioso resaltar que lo resuelto por la Corte a instancia de lo dictaminado por el Ministerio Público, en la contienda negativa de competencia que precedió a este conflicto, importó la conveniencia procesal de que la asociación ilícita imputada a uno de los policías fuera investigada conjuntamente por el tribunal que analizaba a sus consortes por esa misma conducta, y la necesidad -en razón del carácter permanente del delito de que se trata- de no arribar a pronunciamientos contradictorios en una misma materia y de una mejor más expedita y uniforme administración de justicia.   Ello no implica desconocer la doctrina de la Corte que establece que el delito de asociación lícita es independiente de aquellos injustos, propio de esa figura, que la constituyen, y que conforme al principio de territorialidad, la competencia penal “ratione loci” se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.   Por aplicación de esos principios, y en atención a que el supuesto de excepción que habría justificado la intervención del fuero federal en los hechos materia de contienda, esto es su presunta vinculación con el atentado terrorista, fue descartado por el tribunal oral federal, circunstancia que no puede ser suplida por la presunta conexidad existente entre hechos que se presentan “prima facie” como independientes y que deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, por ello corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de estas actuaciones.


    R., Juan José y otros s/ Extorsión


    COMP. 1005, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Acopio de armas. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Contienda entre dos jueces nacionales de primera instancia.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    R., German Facundo s/ Acopio de armas de guerra


    COMP. 976, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si lo vinculado a la presunta falsificación del documento, cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el instrumento.


    R., Francisco Benigno y otra s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 852, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del delito cometido en la Capital, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    R., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1059, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia nacional. 


    Contiendas de competencia insubstanciales.


    Los procedimientos que conducen a deducir contiendas de competencia insubstanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia, lo que se verifica si subsisten en el caso las mismas circunstancias que originaron una anterior contienda negativa de competencia.


    Q. C., Víctor s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1030, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si de los dichos del denunciante surge que la disposición patrimonial perjudicial se produjo en determinada ciudad,  mediante la presentación de un convenio de cesión de derechos falso, corresponde al tribunal con jurisdicción en la misma investigar las conductas denunciadas, en atención, además, al carácter inescindible de éstas.


    Q., Ricardo Antonio s/ Denuncia estafa


    COMP. 1022, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Hurto. Motovehículo. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    Q., Gastón A. s/ Encubrimiento


    COMP. 1174, XL, 24 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 961, L. XL, "M., Gustavo c/ R., Pedro".


    C., Juana s/ Denuncia


    COMP. 960, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Afiliación partidaria falsa. Delitos electorales. Competencia federal. 


    Si una ficha de afiliación a un partido político adulterada fue presentada ante un organismo a cargo del contralor y fiscalización de los partidos políticos, cabe concluir que el hecho tuvo entidad suficiente para afectar el servicio o patrimonio de organismos vinculados a elecciones nacionales, por lo que corresponde entender a la justicia federal.


    C., Manuel s/ Denuncia


    COMP. 644, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Aborto propio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El hecho punible se estima cometido en todas las jurisdicciones donde se desarrolló la acción, y también en el lugar de verificación del resultado, lo que permite elegir una de ellas según pautas de economía procesal. En el delito de aborto puede optarse tanto por la jurisdicción donde se ejecutaron las maniobras abortivas, como por aquélla donde se produjo la muerte del feto.


    C., M. s/ Aborto propio


    COMP. 1494, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    C., Mónica Elizabeth y otro s/ Estafa


    COMP. 910, XL, 24 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Si no se han verificado los supuestos necesarios que permitan la aplicación de la ley 24.051, conforme a lo dispuesto en su artículo 1°, ya que los residuos presuntamente contaminantes no serían de aquéllos contemplados por la norma, corresponde a la justicia ordinaria continuar con el trámite de las actuaciones.


    C., Norberto Osvaldo s/ Denuncia


    COMP. 1161, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de los elementos del incidente no surge el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde a la justicia con jurisdicción sobre la entidad donde se presentaron al cobro los documentos apócrifos investigar la falsificación, al igual que la estafa que se habría intentado con su utilización.


    C., Pedro Jorge s/ Estafa


    COMP. 1244, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 60 de la ley 24.452.


    C. R. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 638, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Lugar de hecho. Competencia federal. 


    La investigación de la presunta infracción al artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 corresponde a la justicia federal con jurisdicción en el lugar donde se habría usado el documento nacional de identidad falso. En lo que respecta a la presunta defraudación, corresponde continuar la investigación al magistrado provincial con jurisdicción en el lugar en el que el hecho se hubiera cometido.


    C. S., Hernán s/ Denuncia


    COMP. 823, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.   En ese caso, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    C. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 608, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Calumnias. Injurias. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes.


    C., Salomón s/ Querella


    COMP. 1384, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión a fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    Ello sin perjuicio de dejar a salvo la opinión contraria de esta Procuración General en Comp. 959, L. XXXIX, "P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    C. V., Cinthia s/ Víctima de secuestro extorsivo


    COMP. 872, XL, 13 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos perpetrados en más de una jurisdicción los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. En esta hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., Vicente A. y B., Julio D. s/ Robo agravado


    COMP. 771, XL, 30 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    C., Guillermo Alberto s/ Resistencia a la autoridad


    COMP. 410, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Uso de documento falso. Competencia nacional. 


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente no surge el lugar donde se confeccionaron los instrumentos falsos, corresponde al juez del lugar donde fueron usados, investigar tanto ese delito como la defraudación cometida en perjuicio de los denunciantes.


    C., Olga Viviana s/ Defraudación y falsificación de sellos y timbres


    COMP. 1033, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Delito contra la seguridad pública. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 659, L. XL,  "D., Leonardo Fabio y otros s/ Delito contra la seguridad pública".


    Comisaría 15 de Cutral Có s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 292, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Contaminación de aguas. Competencia federal. 


    Interjurisdiccionalidad del daño.


    Si no puede descartarse que la contaminación de las aguas de un río pudo afectar más de una jurisdicción, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en las actuaciones.


    Comunidad Aborígen de O. s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 1399, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Fraude a la propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Si el caso resultara aprehendido por dos disposiciones penales -la ley 22.362 y la ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, corresponde entender al magistrado federal.


    D., Analía Laura s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1435, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que la magistrada provincial no cuestiona el lugar donde ocurrieron los hechos, compete a ella asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    D., Analía Laura s/ Denuncia infracción Ley 11.723


    COMP. 1172, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    D., Bety s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 1517, XL, 10 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Exhibición de documento. Uso de documento falso. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si el hecho consistiera en la utilización de un documento público presuntamente apócrifo -orden de mandamiento y secuestro- para lograr el desprendimiento de un bien, y de las probanzas del incidente surge que éste se produjo en determinada ciudad, corresponde entender en la causa al magistrado con jurisdicción en aquélla.


    D., Daniel Carlos s/ Denuncia


    COMP. 830, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Amenazas. Competencia provincial. 


    Inexistencia de afectación a la seguridad de la población.


    Si la conducta denunciada no excedió de lo estrictamente particular, ni significó un riesgo para la seguridad de la Nación, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en la causa.


    D., Gabriela Jorgelina s/ Amenazas anónimas


    COMP. 804, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 2124, XXXIX, "Cataldi, Isabel s/ Denuncia".


    D. L. C. G. P., Alejandra s/ Infracción Artículo 174 inciso 5° del Código Penal


    COMP. 1130, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Corte de rutas. Rutas nacionales. Competencia federal. 


    Corresponde al fuero federal entender en la causa en la que, como consecuencia de las medidas de fuerza, se interrumpió el tránsito de vehículos sobre una ruta nacional, si esas acciones han interferido directamente en la satisfacción de los objetivos de bien público para los cuales la ruta fue establecida.


    D., Leonardo Fabio y otros s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 659, XL, 30 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. En base a ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    J. S.R.L. y Droguería M. de J. S.A. s/ Estafa


    COMP. 1183, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    M., Eugenio s/ Denuncia tentativa de estafa


    COMP. 1337, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Agravio concreto. Competencia federal. 


    En el caso de un corte que entorpezca el tránsito vehicular, para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, resulta necesaria la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole.


    P., Roberto Cirilo s/ Artículo 41 del Código Civil


    COMP. 706, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. El iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    D. O., Domingo


    COMP. 1216, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 961, L. XL, "M., Gustavo c/ R., Pedro".


    D. P., Natalia Vanesa s/ Denuncia


    COMP. 959, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Partidos políticos. Elecciones partidarias. Competencia provincial. 


    Si la conducta a investigar se desarrolló en el marco de una elección interna partidaria, realizada en el ámbito de un municipio, corresponde asignar su conocimiento a la justicia provincial, en la medida en que no aparezca afectada una elección nacional, ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ésta.


    D., Patricio Lucas s/ Denuncia


    COMP. 1535, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    D., Rodrigo M. y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1081, XL, 24 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Si los hechos investigados estuvieren motivados en razones estrictamente particulares y no se advirtiera una afectación a la seguridad nacional, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de las actuaciones.


    D., R. T. s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1027, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Domicilio social. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    P., Manuel María s/ Denuncia


    COMP. 734, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Robo automotor. Competencia nacional. 


    Atribución recíproca de la competencia.


    Es presupuesto necesario para la existencia de una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Ello no sucede si uno de los magistrados no asigna competencia al otro, sino que se limita a devolver el legajo al declinante alegando deficiencias formales del auto de incompetencia.


    E., María Cristina y O., Claudio Héctor s/ Robo automotor


    COMP. 694, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Si de los elementos de juicio incorporados al expediente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, ni la presunta afectación excede de los límites territoriales de una provincia, corresponde intervenir al magistrado local.


    E. S.A. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. 967, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Violación de secretos. Funcionarios públicos. Competencia contravencional. 


    Las cuestiones de competencia, entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.  Habida cuenta que la aplicación del decreto-ley 10.067 se encuentra circunscripta al territorio bonaerense y que la publicación de la declaración tuvo lugar en jurisdicción de la ciudad de Buenos Aires, en la que rige la ley 114 que también contempla el derecho a la reserva de la identidad de los niños, niñas y adolescentes en los medios de comunicación, corresponde darle intervención al fuero contravencional para que juzgue si se cometió la presunta infracción, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    E. s/ Infracción Artículo 157 del Código Penal


    COMP. 870, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Cámara de Apelaciones. Competencia federal. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    F., Debora Ruth s/ Falsificación de documento público


    COMP. 1339, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Desobediencia a un funcionario público. Competencia federal. 


    El delito de desobediencia se consuma en el lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


    F., Esmeralda I. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    COMP. 958, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Muerte. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta competente para conocer el juez del lugar donde falleció la víctima después de haber recibido atención médica sucesiva en distintos hospitales, sin que se haya podido determinar en cual de estos nosocomios se omitió darle el tratamiento necesario.


    F., Ignacio s/ Muerte dudosa


    COMP. 949, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Cámara de Apelaciones. Competencia federal. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    F., Juan s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1243, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de individualizar los hechos y darles un encuadre jurídico.


    Si la declinatoria no se encuentra precedida de la investigación suficiente, que permita individualizar los hechos con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en una figura determinada, lo que obsta la posibilidad de llegar a un criterio cierto en orden a la fijación de competencia, corresponde continuar conociendo al juzgado que previno.


    F., Luis Adrián s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 786, XL, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    F., Mirta Beatriz s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1153, XL, 24 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la salud pública. Competencia federal. 


    Si en el caso se investiga la presunta violación a los artículos 91 y siguientes del Sistema Nacional de Sangre establecido por la ley 22.990, en tanto algunos establecimiento de esa especialidad cometerían graves irregularidades en la prestación del servicio, por aplicación de lo estatuido en el artículo 95 de la referida disposición legal, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de las actuaciones.


    Fundación Hematológica S. s/ Presunta comisión de delito contra la salud pública


    COMP. 1154, XL, 15 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Transporte de desechos peligrosos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no surge que se haya verificado alguno de los supuestos contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde entender a la justicia ordinaria.


    P., Luis Italo s/ Denuncia


    COMP. 1288, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo automotor. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., José Luis s/ Hurto de automotor


    COMP. 1055, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Retención indebida. Domicilio social. Competencia nacional. 


    En el caso de la presunta comisión del delito de defraudación por retención indebida, si la administración de la sociedad tiene su sede en determinada ciudad, donde a la vez debe efectuarse la rendición de cuentas, corresponde entender en la causa al magistrado con jurisdicción en la misma.


    P., Jorge Hernán s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1465, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Estelionato. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El ardid determinante del acto de disposición que configura el estelionato se consuma en el lugar en que se produce el pago por la adquisición del bien.


    P., Horacio y C., Lidia s/ Defraudación por estelionato


    COMP. 2186, XXXIX, 14 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia provincial. 


    Para otorgar el conocimiento de la causa instruida por infracción al artículo 194 del Código Penal a la justicia de excepción, resulta necesaria la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole.


    P., Héctor Carlos s/ Denuncia


    COMP. 1242, XL, 15 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Personas privadas de la libertad. Delito de acción pública. Competencia criminal y correccional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P. F., César Luis s/ Delito de acción pública


    COMP. 1265, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Estafa. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer.   Habida cuenta que de los escasos elementos agregados al incidente no surge el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde a la justicia nacional investigar tanto la falsificación como la estafa que se habría intentado con su utilización.


    P., Carlos Alberto s/ Denuncia


    COMP. 1312, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Delitos contra la salud pública. Competencia federal. 


    Del contexto de la ley 23.737 se infiere que el legislador decidió penalizar no sólo los hechos relacionados con el comercio de estupefacientes sino también aquellos otros en los que, por algún medio, se lesione o afecte la salud pública en general como consecuencia de una comercialización indiscriminada de medicamentos que pueda ponerla en peligro. Si en el caso se estarían comercializando fármacos sin control, corresponde conocer a la justicia federal.


    P., Aldo Sergio s/ Denuncia


    COMP. 815, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si la dación de los valores sustraídos fue determinante de la contraprestación que ocasionara el perjuicio patrimonial, corresponde investigar este delito al juez del lugar donde se realizó la entrega del cheque, que habría constituido, prima facie, el ardid determinante del acto de disposición del vendedor.


    G., Alejandro s/ Estafa


    COMP. 1318, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O., Juan Alberto s/ Falsificación de documento privado


    COMP. 868, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si el delito presuntamente encubierto es de competencia de la justicia provincial, el hecho afecta a ella y no a la administración de justicia nacional. Por ser ello así, no son aplicables las reglas de acumulación por conexidad, sino que corresponde investigarlo al tribunal ordinario con competencia en el lugar donde se produjo, y donde se domicilia el menor. Siendo ésta la solución que mejor se compadece con la finalidad tuitiva de la "Convención sobre los Derechos del Niño", que dispone atender el "superior interés del niño" en todas las medidas a tomar concernientes a ellos, ya que no puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de ese accionar está dado por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    G., Cristian Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 567, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Tentativa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G. D., Juan Pablo s/ Estafa en tentativa


    COMP. 844, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 56, L. XL,"Rivero Suárez, Jesús Marco Antonio s/ Inf. ley 11.723".


    O., Cristian Carlos y V., Eduardo Gabriel s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1109, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. 1090, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 659, L. XL, "D., Leonardo Fabio y otros s/ Delito contra la seguridad pública".


    N.N. s/ Delito contra la seguridad pública - causa N° 7.833/02


    COMP. 860, XL, 13 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., Juan Carlos s/ Denuncia por tentativa de estafa


    COMP. 643, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Desobediencia a un funcionario público. Competencia federal. 


    Si la resistencia a la autoridad cometida fue contra agentes de la policía local mientras éstos se encontraban actuando como auxiliares de la justicia nacional, en cumplimiento de una orden de allanamiento, dicha circunstancia habría significado un entorpecimiento a esa administración de justicia por lo que corresponde asignar competencia para conocer en la infracción, a la justicia federal con jurisdicción sobre la localidad en que ocurrieron los hechos.


    G., Mariano Alberto s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    COMP. 824, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Delegado normalizador. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Es función específica del fuero federal prestar resguardo y tutela a las instituciones nacionales y juzgar de la validez de los actos de sus funcionarios. Si las presuntas irregularidades reprochadas al imputado guardaran relación con la función que le encomendaran, y la conducta a investigar podría resultar de aquéllas que afectan o corrompen el buen servicio que presta un organismo nacional y sus empleados, corresponde al fuero de excepción asumir su jurisdicción.


    N., Luis Eduardo y U., Gustavo Horacio s/ Denuncia Presunta Infracción a los Artículos 249 y 255 del Código Penal


    COMP. 1466, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. Estafa. Competencia provincial. 


    Si se investiga la presunta adulteración de un documento que tiene validez nacional, corresponde que intervenga el fuero federal.  Respecto a la presunta estafa, cabe recordar que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por lo que es el magistrado ordinario quien debe conocer en el hecho.


    G., Miguel A. s/ Estafa e infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 449, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    G., Nelson Alfredo y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1124, XL, 24 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Retención indebida. Lugar del hecho. Domicilio del deudor. Competencia nacional. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca de ese lugar, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, según los cuales la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    G., Norma Guadalupe s/ Denuncia


    COMP. 1040, XL, 10 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Quiebra. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, corresponde continuar investigando al juzgado que previno.


    N. C. S.R.L. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 855, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia criminal y correccional. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    N., Alberto José s/ Denuncia secuestro extorsivo


    COMP. 1364, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Exacciones ilegales. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 11, L. XL, "Unidad Fiscal de Investigaciones de la Seguridad Social -Ufises- s/ Denuncia delito de acción pública".


    M. S., Francisco O. s/ Exacciones ilegales


    COMP. 1158, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegítima de la libertad. Lugar del hecho. Competencia. 


    Si el delito ha sido perpetrado en territorio de determinada provincia, en la cual se desarrolló la totalidad del accionar delictivo, corresponde al juzgado local conocer en la causa. Ello, sin perjuicio de que su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., Ricardo y otro s/ Robo calificado


    COMP. 1250, XL, 15 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    La ausencia de constancias relativas a los hechos obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlo.


    M., Miguel Angel s/ Denuncia


    COMP. 1042, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Rendición de cuentas. 


    Si de los dichos del denunciante surgiera que el imputado debe rendir cuentas de su gestión en determinada localidad, corresponde conocer en la causa al magistrado con jurisdicción en la misma.


    M., Miguel Antonio Carmelo s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 875, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    M., Luciano Edgardo s/ Robo con armas y privación ilegal de la libertad


    COMP. 807, XL, 29 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia federal. 


    Remisión al  dictamen de la causa Comp. 659, L. XL, "D., Leonardo Fabio y otros s/ Delito contra la seguridad pública".


    M., Jorge y E., Jesús s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 859, XL, 13 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Sustraccón de cheques. Competencia provincial. 


    La competencia en materia penal por razón del territorio debe dirimirse atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., Pedro Daniel s/ Estafa


    COMP. 994, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En los casos de delitos que se cometen en más de una jurisdicción, resultan competentes para conocer en el delito los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    G., Ramón Horacio s/ Homicidio simple


    COMP. 1489, XL, 10 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Denuncia. Funcionarios públicos federales. Competencia federal. 


    En los casos en que se involucra a un funcionario federal la competencia del fuero de excepción sólo se halla justificada cuando los hechos aparecen vinculados al desempeño de sus funciones como tal.


    G., Roberto Fernando s/ Denuncia


    COMP. 649, XL, 30 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    G., Rogelio Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP. 732, XL, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    G. S.R.L s/ Infracción Artículo 302


    COMP. 1532, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. Competencia federal. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    M., Héctor R. s/ Supuesta infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1202, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., Viviana s/ Estafa


    COMP. 801, XL, 29 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    En los casos en que los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar con el grado de certeza requerido el delito en que habría incurrido el imputado, esa deficiencia y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento imponen, la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del delito presuntamente encubierto.


    H., Ignacio Alcides s/ Encubrimiento


    COMP. 557, XL, 04 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio del delito de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    I., Héctor Omar s/ Denuncia estafa


    COMP. 954, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de valores equiparables a la moneda. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M., Gustavo s/ Denuncia


    COMP. 961, XL, 27 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M. de S., Viviana Raquel s/ Su denuncia


    COMP. 650, XL, 09 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de medicamentos. Competencia federal. 


    Si del informe médico forense surge que las variaciones en las concentraciones de las drogas presentes en los ejemplares incautados no tendrían consecuencias nocivas para la salud, cabe concluir que el hecho investigado encuadraría en las previsiones del artículo 22 de la ley 16.463.  Ello es así, en tanto de la ley de medicamentos y sus reglamentaciones posteriores se desprende que su objeto es no sólo proteger la salud pública sino también la economía del consumidor, la mayor transparencia y competencia del mercado de medicamentos y la finalidad terapéutica.  Cabe recordar que la ratio manifiesta de la ley 16.463 y del decreto reglamentario 9763/64, es evitar el uso indebido de medicamentos, así como determinar la peligrosidad de éstos, su comprobada y comprobable acción y finalidades terapéuticas y sus ventajas científicas, técnicas o económicas, de acuerdo con los adelantos científicos.


    I. S. S.A. s/ Presunta infracción Ley 22.362 y Artículo 200 del Código Penal


    COMP. 1069, XL, 24 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Exacciones ilegales. Competencia federal. 


    Afectación a una institución nacional.


    Si la conducta denunciada además de perjudicar efectivamente las rentas de la Nación, tiene entidad suficiente para desnaturalizar la finalidad asistencial perseguida por el Estado nacional en un emprendimiento, corresponde intervenir al fuero federal.


    M., Darío s/ Exacciones ilegales


    COMP. 291, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia".


    M., Cristian Raúl s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 984, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Aún cuando los hechos materia de investigación fueran subsumidos bajo las previsiones del artículo 172 del Código Penal, o bien en aquéllas contempladas por el artículo 302 de esa normativa, o en ambas, si todos los supuestos las conductas típicas se habrían desarrollado en determinada jurisdicción, en la que fue entregado el cheque, corresponde al magistrado con jurisdicción en la misma entender en la causa.


    M., Claudio F. y D., Daniel O. s/ Defraudación


    COMP. 580, XL, 30 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Economía procesal. 


    Delitos a distancia.


    En los llamados "delitos a distancia", es decir, en todos aquellos hechos en que los diferentes pasos del iter criminis no se producen en el mismo lugar, la adopción del criterio de ubicuidad para establecer el lugar de comisión de los hechos supone como consecuencia, para los supuestos de tentativa, que el delito deba reputarse cometido tanto en el lugar donde comenzó la ejecución como en el lugar donde se hubiera consumado. En consecuencia, en este tipo de supuestos la atribución de competencia se hará atendiendo a exigencias de economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia, y la defensa de los imputados.


    M., Christian Néstor y otros s/ Tentativa de extorsión


    COMP. 1497, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Si no se verifica ninguno de los supuestos descriptos en el artículo 1° de la ley 24.051, que contemplan la competencia del fuero de excepción, corresponde que la investigación continúe en sede local.


    M., Carolina s/ Denuncia Infracción Ley 24.051


    COMP. 1520, XL, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La competencia criminal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito.


    M., Analía s/ Denuncia


    COMP. 1463, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    M., Alegre s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 1481, XXXIX, 20 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Cuando la contienda no se encuentra precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en una figura determinada, ello obsta la posibilidad de llegar a un criterio cierto en orden a la fijación de competencia.


    M., Guillermo (M., Alberto) s/ Denuncia


    COMP. 941, XL, 18 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Juegos de azar prohibidos. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Si no surge que la conducta endilgada al imputado hubiera afectado intereses federales, su juzgamiento corresponde a la justicia provincial, pues el régimen en materia de juegos de azar y sus posibles infracciones no delictuales son una cuestión de naturaleza local.


    M., Adolfo Omar y otra s/ Presunta infracción Artículo 174, inciso 5 del Código Penal


    COMP. 609, XL, 29 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia federal. 


    Si bien el delito de asociación ilícita es independiente de aquéllos, propios de esa figura penal y de distinta competencia material, que la conforman, el carácter distintivo para asignar competencia a los tribunales locales o federales a este respecto, no estará dado por la existencia de un delito especial sustraído a la jurisdicción de aquéllos, sino por la efectiva lesión o puesta en peligro, en cada caso, de un interés cuya tutela se encuentra asignada a los poderes de la Nación.


    K., Luis s/ Artículo 210, 299 del Código Penal


    COMP. 906, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1962, L. XXXIX, "Ufises s/ Denuncia extorsión".


    M., Abel y otros s/ Denuncia


    COMP. 922, XL, 21 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Protección del medio ambiente. Recursos hídricos interprovinciales. Competencia federal. 


    Cuando el objeto de la causa motivo del conflicto sea determinar si las sustancias que presuntamente emanarían de la planta minera denunciada, contienen elementos que puedan considerarse "residuos peligrosos", y además si ellos podrían afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados, y ello no puede descartarse, corresponde conocer al juez federal.


    M. A. G. S.A. s/ Ley 24.051


    COMP. 604, XL, 30 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. Por aplicación de este criterio corresponde declarar la competencia de la justicia nacional.


    L., Sergio y otros s/ Estafa


    COMP. 1220, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. El iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    L., Máximo y otro s/ Estafa


    COMP. 1290, XL, 19 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    El desbaratamiento de derechos instrumentado mediante una escritura traslativa de dominio celebrada en la Capital Federal respecto de un inmueble ubicado en territorio provincial, debe reputarse cometido en ambas jurisdicciones, por lo que cabe atenerse a razones de economía procesal para fijar la competencia territorial.


    L., María Isabel y otros s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1316, XL, 27 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas en las que se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando estos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio que prestan los empleados de la Nación.


    L., Félix s/ Denuncia estafa


    COMP. 1209, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Marcas. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales - leyes 22.362 y 11.723 - que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    H., Isaac Fernando y otros s/ Infracción a la Ley 11.723


    COMP. 1100, XL, 08 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    G., Claudio y C., L. s/ Víctimas de secuestro extorsivo


    COMP. 1205, XL, 01 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  De acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación -conforme ley 25.886-, el conocimiento del delito de acopio de armas y municiones de guerra corresponde a la justicia federal.


    M., Osvaldo Aníbal s/ Acopio de armas de guerra


    COMP. 526, XL, 10 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Portación de armas. Devolución del expediente. Competencia nacional. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    S., Marta Margarita s/ Portación de arma de uso civil condicionado


    COMP. 1087, XL, 04 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Fraude a la propiedad intelectual. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que el tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58.  Ello es así pues a partir de las constancias agregadas al incidente, no surge la posible aplicación al caso de las disposiciones penales de la ley 22.362, que surtirían la competencia federal, atento que en el informe pericial no se aclara si las portadas que allí se mencionan o las etiquetas de los discos son imitativas de los originales.


    R., Héctor Darío s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 590, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, "E., Osvaldo Manuel s/ Tenencia de arma de fuego".


    La supresión de la numeración de armas luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e) del código procesal penal de la nación, es un delito que se encuentra incluido entre aquellos de competencia federal.  Es doctrina del tribunal que las leyes modificatorias de la competencia, aun en los casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes.   También es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde,  en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    O., Walter Ezequiel y otro s/ Robo agravado y portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 507, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Corte de rutas. Competencia federal. 


    Ha sostenido la Corte que para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, debe producirse la efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole, lo que se ha verificado en el caso.  Ello es así pues, si bien el entorpecimiento fue ocasionado en el ámbito de la ciudad de Neuquén y el tránsito fue desviado por calles próximas a la ruta, debe repararse en que esa alternativa en el flujo de la circulación, no es óbice para considerar que las acciones de fuerza llevadas a cabo por los manifestantes, interrumpieron eficazmente el recorrido de los vehículos e interfirieron directamente en la satisfacción y garantía de los objetivos de bien público y libre desarrollo de la comunicación interprovincial, para los cuales ese camino nacional fue establecido.


    O., Julio de Jesús y R., Julio César s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 698, XL, 30 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Expendio de medicamentos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En la presente contienda originada a partir de una cuestión de competencia territorial, ambos magistrados coinciden tanto acerca de cuáles eran los hechos motivo de investigación, como que éstos habrían ocurrido en territorio de la provincia de Buenos Aires.  En consecuencia, en tanto el magistrado local ha admitido tal circunstancia, corresponde declarar su competencia para conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio, de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez bonaerense, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    A., Diego Martín s/ Su denuncia


    COMP. 388, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Facultades de la Cámara de Apelaciones. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido, más aún cuando, como en el caso, la cámara federal no podría pronunciarse sobre cuestiones resueltas por un magistrado de otro fuero.


    R., Rodolfo Ricardo s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 712, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Unidad fáctica.


    La presente cuestión negativa de competencia corresponde al Juzgado Federal.   Cabe agregar que al existir unidad fáctica, el magistrado local debe además, ceder la intervención en la causa instruida por los delitos de robo y privación ilegal de la libertad a favor de la justicia de excepción.


    A., Héctor Dimas s/ Denuncia


    COMP. 545, XL, 25 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de defraudación prendaria resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispuso del bien gravado sustrayéndolo, sin conocimiento del acreedor, de su esfera de control.


    Incidente de incompetencia procedente del Juzgado de Instrucción n° 24 en autos: "N., Pablo Alejandro s/ Defraudación"


    COMP. 563, XL, 29 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Robo calificado. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.  Por aplicación de ese criterio y habida cuenta que el desapoderamiento del vehículo se consumó en territorio de la provincia de Buenos Aires, cuyas autoridades intervinieron en el hecho, y donde además se domicilian tanto la víctima como los imputados, corresponde al magistrado local, que previno y sustanció el sumario, proseguir con el trámite de estas actuaciones.


    M., Luis Antonio y R., Mario Ezequiel s/ Robo agravado


    COMP. 80, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia ordinaria. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la conducta que se investiga constituye "prima facie" un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3° de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria.


    N., Armonía Argentina s/ Denuncia


    COMP. 166, XL, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Administración Pública Nacional. Incompatibilidad de cargos. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte, que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que le incumbe investigar los delitos cometidos en ellas que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación mediando una inequívoca relación entre el hecho y el entorpecimiento del ejercicio de funciones de índole federal.  Se han verificado tales circunstancias, pues si bien el delito en orden al cual se trabó la contienda -artículo 253, segunda parte, del Código Penal- se habría perfeccionado con la aceptación del cargo local, no debe perderse de vista que su consumación importó una simultánea e inescindible afectación al servicio que prestaba como funcionario nacional, sin perjuicio de la posible defraudación a las rentas del Estado al continuar percibiendo un suplemento salarial por función directiva sin cumplir con la condición de exclusividad exigida a tal fin.


    Fiscalía de investigaciones administrativas de la provincia s/ Denuncia


    COMP. 829, XXXVIII, 26 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Domicilio del actor. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.  Tiene resuelto la Corte, que si el delito a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    Banco B. s/ Delito de acción pública


    COMP. 2188, XXXIX, 08 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se confecciona el documento falso.


    C., Héctor R. s/ Falsedad ideológica


    COMP. 171, XL, 30 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.   Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.   Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometieron las infracciones, corresponde investigarlas al magistrado provincial, en cuyo ámbito de competencia territorial se comprobaron las anomalías.  Tiene resuelto la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    G., Juan Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 66, XL, 30 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Delitos contra la fe pública. Falsificación de documentos. Economía procesal. Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Incorrecta traba de la contienda. Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Tiene resuelto el tribunal, que las infracciones al art. 33 del decreto-ley 6582/58, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    G., Roberto y R., Eladio s/ Delito contra la fe pública


    COMP. 2138, XXXIX, 10 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Delito independiente. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.  Asimismo, la Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    L., Aníbal s/ Estafa comercio “E.”


    COMP. 61, XL, 30 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Desobediencia a un funcionario público. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que corresponde entender en la investigación del delito de desobediencia al juez del lugar donde debió cumplirse el mandato judicial.


    Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    COMP. 26, XL, 22 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  El Tribunal tiene establecido que, ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    P., Guillermo s/ Defraudación


    COMP. 58, XL, 22 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de discernir la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    R, Alejandro Julián s/ Denuncia estafa


    COMP. 44, XL, 16 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Economía procesal. Juez previniente. Competencia federal. 


    Si bien las cuestiones de competencia exigen para su correcta promoción que los magistrados que en ella intervienen establezcan mínimamente la existencia de los hechos y la calificación que prima facie pudiera corresponderles, razones de economía procesal, aconsejan dejar de lado esta exigencia cuando existen en la causa elementos de juicio que resultan suficientes para el discernimiento de la competencia.  Corresponde declarar la competencia del juez federal que previno, atento que si bien resulta sospechado personal de la policía local, éstos se encontraban entonces actuando como auxiliares de la justicia nacional en la investigación de una causa a su cargo y en la que se había establecido el secreto de sumario, razón por la cual los hechos pudieron haber obstruido el normal desenvolvimiento de su jurisdicción.


    Sumario por averiguación de delitos de acción pública


    COMP. 70, XL, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.  Atento que el magistrado local ha reconocido que el primer acto de disposición del bien gravado, se produjo en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires  donde a su vez se concreto el pago de la operación, se hizo entrega del vehículo y donde, además, se domicilian los imputados corresponde al juez provincial conocer en la causa.


    C. S.A. s/ Defraudación por estelionato


    COMP. 222, XL, 02 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Remisión del expediente. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que el juzgado federal asumió la Investigación, debe ser considerada como la iniciación de una nueva contienda, que recién habría quedado correctamente trabada con la insistencia de ese tribunal sin que, resulte posible prescindir del cumplimiento de ese requisito en el caso, desde que las razones que expone el juez provincial, que en virtud de aquel defecto: no han sido conocidas por el magistrado declinante, pueden servir de fundamento para la adecuada resolución del conflicto.  Por otra parte, tampoco puede ser suplido aquel reparo formal a partir de las escasas constancias del expediente, al que no se ha incorporado copia del formulario de transferencia, ni de las declaraciones del titular del registro que fue objeto de análisis por ambos magistrados.  En esta inteligencia, corresponde remitir las presentes actuaciones al tribunal nacional, a sus efectos.


    R., Roberto Luis s/ Estafa (victima María del Carmen T.)


    COMP. 310, XL, 16 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal. Incumplimiento de resolución judicial. Facultades jurisdiccionales. Competencia federal. 


    Conforme con reiterada jurisprudencia de la Corte, es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite.  Por razones de economía procesal y atendiendo a la necesidad de dar pronto fin a la cuestión, es doctrina de la Corte que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.  En esta inteligencia y habida cuenta que el denunciante se encontraba detenido a disposición de un juez nacional en un establecimiento federal, cuyas autoridades -auxiliares del juez- habrían omitido el cumplimiento de sus disposiciones, ese hecho significó un entorpecimiento a la administración de justicia de la nación -artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48-.  Por lo expuesto, corresponde declarar la competencia del juzgado federal con jurisdicción sobre la localidad provincial, aunque no haya sido parte en la contienda, y en tanto, además, resulta imputado personal del Servicio Penitenciario Federal, en ejercicio de sus funciones.


    Servicio Penitenciario Federal y otros por abandono de personas


    COMP. 792, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Presentación al cobro. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    D., Bety s/ Denuncia robo


    COMP. 998, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Actos perjudiciales a los acreedores. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido, que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    P., Osvaldo Omar y otros s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 996, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Delito continuo. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido, que resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.  En concordancia con esta doctrina, y en atención a que de las probanzas agregadas al incidente surge que habría sido en jurisdicción bonaerense donde se desarrolló la mayor parte del accionar delictivo, corresponde a la justicia provincial proseguir con el trámite de las actuaciones.


    C., Néstor Arnaldo s/ Denuncia


    COMP. 895, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    La conducta reprochada a la imputada además de tener entidad para perjudicar efectivamente las rentas de la Nación, pudo afectar el normal desenvolvimiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación y obstruir el buen servicio de sus empleados.  Por lo expuesto, corresponde asignar competencia a la justicia federal.


    L., Silvia Ofelia s/ Tentativa de estafa


    COMP. 916, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Cheque. Presentación al cobro. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    O., Fabio Marcelo s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 1001, XL, 26 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho que cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.  En concordancia con esta doctrina, y al resultar que habría sido en territorio capitalino donde tuvo inicio la privación ilegítima de la libertad y donde se consumó el desapoderamiento, corresponde al juez nacional continuar con la investigación del hecho.


    P., Enrique Antonio s/ Denuncia robo de automotor con armas


    COMP. 899, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Juzgado de garantías. 


    La Corte tiene establecido que cuando la justicia nacional se inhibe a raíz de corresponder la causa a los tribunales provinciales, no puede estar obligada a enviarla al juez competente de acuerdo con el derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación le es obviamente ajena, por lo que, al no existir una concreta negativa del magistrado provincial respecto de que el hecho compete a la justicia local, corresponde que sea éste quien remita el expediente al que considere habilitado para intervenir.  En consecuencia, y dado que el correcto planteamiento de una cuestión negativa de competencia supone que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente -circunstancia no verificada en autos- cabe dirimir el conflicto asignando competencia al Juzgado de Garantías.


    A., María Isabel s/ Infracción Artículo 296 del Código Penal


    COMP. 939, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Correspondencia. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que la sustracción de correspondencia, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban el servicio postal, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso c), del Código Procesal Penal de la Nación, y debe quedar sujeta a la jurisdicción federal, tal como surge de esas normas en consonancia con el artículo 75, inciso 14, de la Constitución Nacional.  Asimismo, la Corte dijo que el carácter público o privado de la empresa a cuyo cargo se encuentre la distribución de correspondencia no altera la determinación de la competencia de excepción, pues ella lo es en razón de la materia y no de las personas.


    G., Gabriel y otros s/ Averiguación de delitos


    COMP. 925, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 899; L. XL, “N.N. s/ Robo de automotor con armas”.


    L., Javier Waldo s/ Denuncia robo agravado de vehículos


    COMP. 991, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que la ley 25.886 derogó el artículo 42 bis de la ley 20.429, que establecía la competencia federal para conocer acerca de la infracción a esa norma, la justicia local es la que debe conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio de la decisión que en definitiva corresponda adoptar sobre el fondo del asunto.


    E., Osvaldo Manuel s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 2073, XXXIX, 26 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Fuerzas de seguridad. Comisión de delitos. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte, que compete a la justicia federal la investigación de los delitos que se atribuyen a los miembros de las fuerzas de seguridad provinciales que actúan en auxilio de autoridades de la Nación.  En tal sentido, y habida cuenta que no puede eliminarse aun la posibilidad de que el delito que se investiga pudiera haber ocurrido durante el transcurso de la diligencia, corresponde al magistrado federal seguir conociendo en la causa.


    F., Mora Carina s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 482, XL, 26 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Incumplimiento de resolución judicial. Competencia federal. 


    Como lo tiene establecido la Corte, debe atribuirse la competencia a la justicia federal por  el delito de desobediencia, cuando la orden incumplida es emitida por un juez nacional.  Corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción, habida cuenta que se encuentra afectada la administración de justicia nacional.


    N., María Susana s/ Denuncia


    COMP. 598, XL, 02 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Menor procesado. Competencia de menores. 


    Es doctrina de la Corte, que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.  Ello, sin perjuicio de la tutela previamente dispuesta por el juez federal, que no puede mantenerse sobre quien aparece vinculado a un delito ajeno a su competencia.


    G., A. S. y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 454, XL, 03 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido, que en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva; por lo que son determinantes para resolver el punto consideraciones de economía y conveniencia procesal.  Toda vez que del convenio no surge el lugar donde debía hacerse efectiva la prestación alimentaria, en concordancia con la doctrina enunciada y atendiendo al interés superior del niño -Artículo 3° de la "Convención sobre los Derechos del Niño", reconocido en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional- corresponde intervenir al tribunal del domicilio de los menores, pues, ese es el ámbito donde la progenitora podrá ejercer una mejor defensa de sus intereses.


    V. W., Rubén Horacio s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 467, XL, 03 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Cuestión no federal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. De acuerdo con este principio, la conducta a investigar no afectó intereses federales, desde que la escritura cuestionada no fue expedida por una autoridad nacional ni fue presentada ante un organismo de ese carácter, corresponde declarar la competencia a la justicia local para seguir entendiendo acerca del hecho.


    Á., Alberto Bernabé s/ Falsificación de documento


    COMP. 1107, XL, 05 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Portación de armas. Competencia contravencional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 451, L. XL, "V. V., Marcelo s/ Art. 189 bis del C.P."


    A., Martín Oscar y A., Juan Carlos s/ Portación de armas


    COMP. 914, XL, 01 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 871, L. XL, "M., Jorge s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal".


    V., Julián Aníbal s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1131, XL, 05 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Lesiones culposas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de acuerdo a los dichos del damnificado ante el personal policial, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente, surge que el hecho motivo de la causa habría ocurrido en territorio provincial, corresponde al magistrado local intervenir en su investigación.


    P., Jorge Claudio s/ Lesiones culposas


    COMP. 1072, XL, 06 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Portación de armas. Competencia contravencional. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Competencia 451, "L., Rosana Mabel y V. V., Marcelo s/ Infracción al art. 189 bis del Código Penal” y Competencia 1049, "Z., Martín José s/ Art. 189 y 237 del C.P.".


    V., Carlos Gregorio s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1123, XL, 06 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Interés del menor. Domicilio del menor. Competencia nacional. 


    Toda vez que del expediente surge que el menor se encuentra alojado en un instituto de menores ubicado en territorio provincial en la que también se domicilia su grupo familiar, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, que además ordenó la internación del menor.  La solución propuesta es la que, según ha interpretado la Corte, mejor contempla la finalidad tuitiva que consagra la "Convención Sobre los Derechos del Niño" incorporada al artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional- en cuanto dispone atender al "superior interés del niño" en todas las medidas a tomar, a ellos concernientes.


    L., J. A. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 1206, XL, 06 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de marcas. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    No existe una cuestión de competencia que la Corte deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues la resolución de la cámara importó el inicio de una nueva contienda.


    Z., Orlando Luis s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1128, XL, 08 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Amenazas. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que es competente la justicia ordinaria para conocer de las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el art. 3°, inc. 5°, de la ley 48 -que rige la materia-, cuando resultare inequívoco que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.  También tiene establecido la Corte que no obstante la generalidad de los términos empleados en la redacción de los artículos 67, inciso 12, 94 y 100 -hoy 75, incs. 20, 108 y 116, respectivamente –de la Constitución Nacional, estas disposiciones no se oponen a la exclusión de la competencia federal cuando no existan los propósitos perseguidos por estas normas.


    L., Oscar s/ Denuncia de amenazas


    COMP. 1151, XL, 08 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Violación de correspondencia. Competencia federal. Adulteración de cheque. Competencia nacional. 


    La corte tiene dicho que la supresión de correspondencia, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos", de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 30, de la ley 48 y artículo 33, inciso c), del Código Procesal Penal de la Nación, y debe quedar sujeta a la jurisdicción federal, tal como surge de esas normas en consonancia con el artículo 75, inciso 14, de la Constitución Nacional.  Por lo demás, la Corte tiene resuelto, que al no existir solución de continuidad entre la privación de la libertad comenzada en una jurisdicción y su transcurso en otra u otras, si se hubiera consumado otro delito en perjuicio de la víctima en cualquiera de ellas, es a sus tribunales a los que corresponde atribuir la investigación de ambas infracciones.  Por lo expuesto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esta ciudad, que ya se encuentra investigando la posible comisión del delito de violación de correspondencia, aunque no haya sido parte en la contienda.  El Juzgado de Instrucción Nacional declinante se encuentra también investigando el uso fraudulento de los cheques  que constituye un hecho independiente de los demás que motivaron la  respecto de los cuales deberá seguir entendiendo hasta tanto se determine el lugar donde los títulos fueron entregados.


    N.N. s/ Robo calificado Artículo 166


    COMP. 1177, XL, 08 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    CUIT. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    De las escasas constancias no surgen los elementos necesarios que permitan precisar, con el grado de certeza que la etapa exige, los hechos a investigar y, consecuentemente, las tipificaciones que les puedan ser atribuidas, cuyo sustento debe encontrarse en los antecedentes de la causa, sin que conste que se haya realizado medida alguna tendiente a comprobar esos aspectos. Tales deficiencias impiden discernir la existencia de alguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva.


    O., Hernán Dario s/ Denuncia


    COMP. 1155, XL, 26 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, “Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil”.


    S., Domingo y otro s/ Tenencia de arma de fuego - Artículo 42 bis de la Ley 20.429 (Modificación Ley 25.086)


    COMP. 1245, XL, 26 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, “Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil”.


    V., Ángel Roberto s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 918, XL, 28 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Disposición de bienes. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte, en relación con el delito de estafa, que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.  Las constancias alcanzan para precisar el último de esos extremos, toda vez que cabe atenerse a los dichos del denunciante y de su esposa, en cuanto manifestaron el lugar donde los pagos se llevaban a cabo, puesto que resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuados por otras constancias de la causa.


    H., Claudio s/ Defraudación


    COMP. 1104, XL, 29 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia provincial. Extorsión. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Respecto de la posible defraudación por retención indebida denunciada, resulta de aplicación la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida. Se desprende de las cláusulas quinta y octava del convenio incumplido que la entrega del dinero y de la documentación debía ser certificada por Escribano Público y realizarse contra la firma de su recibo, en la localidad de Florida, provincia de Buenos Aires. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia del juez local para conocer de ese delito, donde además, se encontrarían depositados los efectos que se pretende reivindicar, y se domicilian la denunciante y el imputado.  Respecto de la supuesta extorsión denunciada no se advierte que se haya enderezado la pesquisa en aras de dilucidar el hecho, toda vez que la denunciante no ha sido preguntada detalladamente acerca de las circunstancias que habrían rodeado las presuntas intimidaciones recibidas, y si todas ellas habrían tenido lugar en el ámbito de la Capital Federal, ni tampoco se ha escuchado en forma testifical a la mediadora ni a las letradas a fin de que brinden precisiones sobre sus pormenores. En tales condiciones, corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar investigando en la causa respecto de ese supuesto delito sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    M., Gustavo Ariel s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1091, XL, 29 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Hurto de automotor. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto, pues ni siquiera se ha interrogado al imputado sobre las circunstancias de tiempo; modo y lugar en que habría adquirido el vehículo.


    Á., Juan Enrique s/ Encubrimiento


    COMP. 1443, XL, 15 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia ilegal de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    No se presenta en el caso una cuestión de competencia que corresponda a la Corte resolver, en tanto la resolución adoptada es de las que cierra definitivamente la causa.  Por otra parte, lo referente a que la carabina secuestrada presentaba su numeración eliminada, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, ese delito se encuentra ahora incluido entre aquéllos de competencia federal.  En tal sentido, es doctrina del Tribunal que las leyes modificatorias de la competencia, aún en los casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes. En esta inteligencia, corresponde a la justicia federal conocer acerca de este último hecho.


    A., Pedro René; B., Argentino Severo s/ Ley 20.429


    COMP. 1491, XL, 03 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    B., Eugenio Amadeo s/ Falsificación de documento público


    COMP. 1354, XL, 09 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Amenazas calificadas. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es de aplicación al caso lo resuelto por la corte en cuanto a que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 -que rige la materia- deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    A,, Cristian Germán s/ Robo con armas


    COMP. 1273, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    La corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    A., Silvia Noemí s/ Encubrimiento


    COMP. 1458, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Subasta. Carta documento. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la corte, según la cual el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y, de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, debe tenerse por tal al domicilio del deudor.


    B., Gustavo Alejandro s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1221, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Revocación del sobreseimiento. Competencia contravencional. 


    Según tiene establecido el Tribunal, corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento dictado con posterioridad a la promoción de la contienda de competencia, por cuanto su resolución para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito.


    C., Ángel Arturo s/ Infracción Artículo 189 bis, 3er párrafo, del Código Penal


    COMP. 1010, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto  Las infracciones al Art. 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor O una obstrucción a su normal funcionamiento  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia que no se presenta en el caso.


    C., Carlos Esteban s/ Encubrimiento y sustitución de chapa patente


    COMP. 1536, XL, 27 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Tenencia ilegitima de armas. Falsificación de sellos, timbres y marcas. Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886 al Art. 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, ese delito se encuentra incluido entre aquéllos de competencia federal.


    C., César Eduardo s/ Artículos 166, 189 bis y 289 del Código Penal


    COMP. 1407, XL, 03 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Amenazas. Intimidación. Lugar del hecho. 


    Cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base, cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    C., Pedro Juan Carlos s/ Denuncia amenazas


    COMP. 1496, XL, 10 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Portación de armas. Competencia nacional. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Es doctrina de la corte que, si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    C., José Antonio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1118, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de patente. Competencia por el territorio. Juez Previniente. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    En relación a la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley, es doctrina del Tribunal que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 30 del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.   Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado que previno, en cuyo ámbito de competencia territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado con la chapa identificatoria cambiada.  Acerca del hallazgo del vehículo, los escasos elementos reunidos no alcanzan, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción.  En tal sentido, corresponde a la justicia bonaerense, profundizar la investigación respecto de la sustracción del rodado a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro.


    Comisaría San Antonio Oeste s/ Investigación por secuestro automotor


    COMP. 1454, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los imputados, máxime si se tiene en cuenta que, la pesquisa desarrollada en sede provincial nunca estuvo dirigida a deslindar la responsabilidad en el robo de quienes se encuentran imputados, sino que se limitó a la formación de actuaciones con autor no identificado, y a su posterior archivo.


    C., Jorge Eduardo y otros s/ Robo en circunstancias del Artículo 163


    COMP. 1368, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Competencia nacional. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita, se la atribuyan recíprocamente. Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueden apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.  Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    G., Claudio Daniel s/ Hurto de automotor


    COMP. 1219, XL, 03 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Economía procesal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene resuelto que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    G., Martin Gonzalo y O., Marcelo Fabián s/ Uso de documento falso


    COMP. 1436, XL, 21 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia Federal. Robo de automotor. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.   En relación a la falsedad de los documentos, de acuerdo al carácter nacional debe ser la justicia federal del lugar donde se descubrió la falsificación aunque no haya sido parte en la contienda la que profundice la investigación en ese sentido.  Acerca del hecho restante, relativo al hallazgo del vehículo en poder del imputado, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que aquél habría cometido.   Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado de Garantías, profundizar la investigación respecto de la sustracción del rodado a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en esa ciudad.


    D., Jorge Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. 1322, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


    No concurren los elementos señalados pues sólo se cuenta con la declaración del denunciante, sin que se hayan practicado las diligencias necesarias para corroborar mínimamente las circunstancias de tiempo, modo y lugar que habrían rodeado la comisión de los hechos.


    D,. Rafael Fabián s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1365, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa, ni su presunta calificación legal.


    D. C., Marcos Abel


    COMP. 1073, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo con armas. Economía procesal. Principio de legalidad. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la corte que la leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aún en casos de silencio, se aplican de inmediato a las causas pendientes. Ello es así porque la facultad de cambiar las leyes de forma pertenece a la soberanía, y no existe derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento, pues las normas procesales y jurisdiccionales son de orden público, especialmente cuando estatuyen acerca de la manera de descubrir y perseguir delitos.  Asimismo, la circunstancia de no encontrarse vigente al momento de la comisión del hecho la ley 25.752 - Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires - no implica dejar de lado el criterio señalado en el párrafo anterior, pues si esa hubiera sido la intención del legislador, lo hubiese previsto expresamente, por lo que no cabe interpretar a su silencio como olvido o imprevisión, que no se presumen en él.  También tiene resuelto el Tribunal que la cláusula del artículo 18 de la Constitución Nacional, que establece que ningún habitante de la Nación puede ser sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa no impide la inmediata aplicación de nuevas normas de competencia, inclusive a los procesos pendientes, excepto que, como en el caso, ello significara perjudicar una mayor celeridad y eficiencia de las decisiones.


    F., Norberto Osvaldo y otro s/ Robo con armas


    COMP. 1094, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    C., Omar Sebastián s/ Encubrimiento


    COMP. 2180, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Robo Agravado. Privación ilegal de la libertad. Amenazas calificadas. Competencia por el territorio. Competencia Nacional. 


    Atento que en virtud de lo dispuesto por el artículo 118 de Ia Constitución Nacional, a los efectos de determinar la jurisdicción territorial debe tenerse en cuenta, prioritariamente, el lugar en el cual se consumó el delito, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de la ciudad de Buenos Aires entender en la causa instruida por la presunta comisión de los delitos de robo agravado, privación ilegítima de la libertad y amenazas, atento que fue en ese ámbito donde fue sustraído el camión, fue privado de su libertad el damnificado y donde la recuperó, previo ser amenazado, aun cuando en la provincia de Buenos Aires se haya detenido al imputado, incautado el camión y secuestrado la mercadería.


    G., Pedro Abel s/ Robo con armas


    COMP. 1127, XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia ilegal de armas. Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al artículo 189 bis del Código Penal", así como al dictamen de la causa Comp. 1049, L. XL, "Zelarrayan, Martín José s/ Art. 189 y 237 del C.P.".


    G. B., Wilfredo Salvador s/ Infracción Artículo 189 bis, párrafo 3° del Código Penal


    COMP. 1291, XL, 02 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Fraude a la propiedad intelectual. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El trámite dado es erróneo, pues el incidente debió ser puesto nuevamente en conocimiento de la justicia federal y, sólo en caso de rechazo y posterior insistencia, se habría suscitado una cuestión de competencia que deba la corte resolver de acuerdo a lo establecido en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    G., Leonardo Jorge s/ Su denuncia


    COMP. 1228, XL, 02 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Sustanciación del recurso. Justicia nacional. 


    Si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    N. O., Juan Miguel; R., Juan Gabriel s/ Portación de arma de uso civil condicionado


    COMP. 1415, XL, 02 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia criminal y correccional. 


    De acuerdo a lo previsto por el artículo 24, inciso 7mo., del decreto-ley 1285/58, debe ser resuelta por el tribunal superior del magistrado que previno.


    N., Julio Ricardo y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 1472, XL, 07 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo automotor. Investigación inconclusa. Competencia criminal. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado.   Sólo en función del tiempo transcurrido y la imposibilidad del damnificado de identificar a su autor, no puede descartarse la participación del imputado en el desapoderamiento, máxime frente a las particularidades que habrían rodeado la adquisición del vehículo.   Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto.  Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.  En ese sentido, tiene establecido la Corte que, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.  No se puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluye la comisión del primero, razón por la cual no puede escindirse la investigación.


    O., Jorge Luis s/ Encubrimiento


    COMP. 1321, XL, 21 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Amparo. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Interés del menor. Competencia provincial. 


    Precedente de Fallos: 323:2388 y 324:908.


    El carácter tutelar de las actuaciones torna aconsejable una mayor inmediatez del juez de la causa con la situación de los menores. Toda vez que del expediente surge que ellos vivirían con su abuela materna en la localidad de Marcos Paz, donde además se encuentra ubicado el hotel donde residiría su madre, por aplicación del criterio establecido en Fallos: 323:2388 y 324:908, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para intervenir en el caso.  La solución propuesta es la que, mejor contempla la finalidad tuitiva que consagra la "Convención Sobre los Derechos del Niño" incorporada al Art. 75, inciso 22, de la Constitución Nacional- en cuanto dispone atender al "superior interés del niño" en todas las medidas a tomar, a ellos concernientes.


    T., J. N. y T., E. C. s/ Amparo Ley 10.903


    COMP. 1391, XL, 03 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Acopio de armas. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Criterio de la Corte en la causa Competencia n° 540, L. XXXVI, “Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086”.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    S., Luis Edgardo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 2158, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Lesiones. Competencia por el territorio. Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 


    Toda vez que el magistrado provincial no ha cuestionado el lugar de ocurrencia del hecho —más allá de su juicio acerca de la existencia de delito- corresponde declarar su competencia para conocer acerca del hecho denunciado.


    N.N. s/ Artículo 94 Código Penal, iniciada por denuncia de Luis Ramón A.


    COMP. 2159, XXXIX, 25 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Economía procesal. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


    Tiene establecido el Tribunal que, si la cámara de apelaciones confirmó la resolución del juez que declinó la competencia, rechazada la atribución es dicha alzada y no el juez quien debe mantener la resolución para que la contienda se encuentre correctamente trabada.  Aún cuando la corte también ha resuelto que la forma defectuosa en que se ha planteado la contienda no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal, el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    H., Alfredo s/ Robo en circunstancias del Artículo 163


    COMP. 1089, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    A partir de las constancias de la causa no se advierte que la contienda se encuentre precedida por una investigación suficiente como para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.  Ello es así pues, no ha podido establecerse con precisión la calificación del hecho y el lugar de su comisión.


    H., M. s/ Aborto Propio


    COMP. 1185, XL, 10 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el sub examine.


    K., José Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1308, XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Portación de armas. Competencia provincial. 


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa-, toda vez que el juez provincial no cuestionó la competencia ordinaria.


    E., Guillermo Humberto s/ Denuncia


    COMP. 1252, XL, 02 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Portación de armas. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    A partir de la sanción de la ley 25.886 tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria, por lo que corresponde al juzgado local conocer en la causa, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva se le asigne al suceso.


    L., Antonio s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 1225, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Licencia de conducir. Competencia Federal. 


    No es posible determinar el lugar de confección de la licencia apócrifa, correspondiendo al magistrado del lugar donde se comprobó la adulteración y se secuestró la licencia, conocer de este delito.


    L. R., Víctor Hugo s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1276, XL, 02 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo con armas. Privación ilegal de la libertad. Competencia por el territorio. Competencia Provincial. 


    La corte tiene resuelto, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    L., Mario Felipe s/ Robo con armas


    COMP. 1390, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Intimación fehaciente. Acreedor prendario. Secuestro de bienes. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


    Según tiene establecido el Tribunal, constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de ésta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Juan José y otros s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1102, XL, 09 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Es doctrina de la corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta, competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    P., Rodolfo Alberto y C., Alberto Ramón s/ Presunta falsificación de documento


    COMP. 1332, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Amenazas calificadas. Funcionarios públicos provinciales. Establecimientos penitenciarios. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la corte en cuanto ha establecido, a través de numerosos precedentes, que para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal que, no se advierte en el sub júdice, toda vez que los hechos investigados se atribuyen a agentes locales que cumplían funciones en un establecimiento provincial sin que se hayan visto afectados intereses nacionales.


    R., Alejandro Daniel s/ Denuncia


    COMP. 1311, XL, 02 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Revocación del sobreseimiento. Competencia contravencional. 


    Tiene establecido el Tribunal, que corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento dictado con posterioridad a la promoción de la contienda de competencia, por cuanto su resolución para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito.


    R., Antonio Fabián s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 1009, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Tenencia de armas de guerra. Competencia Provincial. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia Federal. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    R. de C., María Teresa y C., Marcos Omar s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1234, XXXIX, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Tarjeta de crédito. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda, el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los hechos investigados.


    R., Martín y S., Gabriela s/ Estafa


    COMP. 1394, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Miguel Ángel s/ Su denuncia


    COMP. 1248, XL, 09 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la corte que si la falsificación afectara a los documentos en su integridad, y no pudiera establecerse el lugar en el que se los creó, resultaría competente la justicia con jurisdicción en dónde se comprobara la existencia del delito.


    R., Raúl Gastón s/ Falsificación de documento


    COMP. 1352, XL, 25 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia Federal. 


    En relación al secuestro del arma, son escasos los elementos y no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que se habría cometido.  En este sentido resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los implicados respecto del robo.   Sobre la base de estas consideraciones, en relación con este hecho, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción N° 46.  Acerca de la posible supresión de la numeración del Arma, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 10, inciso e, del Código Procesal Penal de la Nación, ese delito se encuentra incluido entre aquéllos de competencia federal.


    T., Luis Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1106, XL, 18 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Portación de armas. Revocación del sobreseimiento. Competencia contravencional. 


    Tiene establecido el Tribunal, que corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento dictado con posterioridad a la promoción de la contienda de competencia, por cuanto su resolución para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito.


    V. C., Henry Nelson s/ Infracción al Artículo 189 bis, tercer párrafo, del Código Penal


    COMP. 639, XL, 24 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia Contravencional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    V., Martín Andrés s/ Lesiones culposas


    COMP. 1301, XL, 01 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al artículo 189 bis del Código Penal".


    Z., Lucas Ezequiel s/ Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 1261, XL, 01 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Apremios ilegales. Funcionarios públicos federales. Establecimientos penitenciarios. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que corresponde a la justicia federal conocer en la presunta comisión, por parte de funcionarios de una unidad del Servicio Penitenciario Federal con asiento en la provincia de Buenos Aires, del delito de apremios ilegales de que habría sido víctima un interno.  También es doctrina de la Corte que para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    Servicio Penitenciario Federal N° s/ Apremios ilegales


    COMP. 1447, XL, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    



    Encubrimiento. Economía procesal. Investigación inconclusa. Competencia federal. Robo con armas. Competencia Nacional. 


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.  Corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción para profundizar la investigación respecto la intervención que les cupo a los imputados en el robo con armas que sufriera la víctima, a partir de los elementos recabados con motivo del hallazgo de lo sustraído en sede provincial.


    E., Vicente Antonio s/ Robo con armas


    COMP. 1310, XL, 04 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al artículo 189 bis del Código Penal".


    V., Lucas Matías s/ Tenencia de arma de fuego e infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 1263, XL, 01 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Amenazas. Empleados públicos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que debe existir al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación.


    G., María Elena s/ Denuncia


    COMP. 1344, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación la doctrina del Tribunal, en cuanto tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el sub lite.  Es conveniente que se cuente con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    A., Ruben, B., Nestor Raúl y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1426, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Falsificación de patente. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción, sin que el tiempo transcurrido entre, el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél, especialmente si se repara que no surge del expediente que se haya realizado medida alguna tendiente a dilucidar ese.  Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia local que entiende en la sustracción del vehículo profundizar la investigación a su respecto, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.  Por otra parte, en cuanto a la presunta violación al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, toda vez que tal como tiene establecido el Tribunal, esas infracciones no poseen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que resultan de competencia ordinaria, deberá conocer de estos hechos la justicia de la provincia, en cuyo ámbito territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado  aunque no haya sido parte en la contienda.


    G., Juan Carlos s/ Encubrimiento de contrabando de importación


    COMP. 1093, XL, 01 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Economía procesal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El trámite dado al incidente es erróneo. Dado que las medidas instructoras realizadas por la justicia provincial con posterioridad al inicio de la contienda, importaron asumir la competencia que le fue atribuida y, por lo tanto, la declinatoria constituye el inicio de una nueva contienda  respecto de la cual aquélla debe ser considerada previniente y, de no compartir el criterio de la justicia federal, le correspondía elevar el incidente a conocimiento de la Corte.  Tiene establecido el Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces en conflicto.


    P. E., Leopoldo s/ Portación de arma sin autorización


    COMP. 1465, XXXIX, 10 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para precisar con la certeza necesaria los hechos materia de investigación.


    P., Dante y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1506, XL, 21 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Error de tratamiento. Responsabilidad médica. Diagnóstico de muerte. Economía procesal. Defensa en juicio. Acceso a la justicia. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. 


    Precedente de doctrina de Fallos: 272:154, 316:820, 321:1010 y 323:2582.


    El caso debe resolverse a partir de la doctrina de la referencia según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.  En el caso adquiere relevancia discernir la relación de la conducta de cada uno de los intervinientes en el suceso, para lo cual deberá establecerse si el deceso de la víctima fue producto del choque, o si ello fue consecuencia de una condición superviniente que no es una secuela del curso causal desenvuelto por la conducta del imputado; si obedeció al riesgo creado por los médicos o afrontado imprudentemente por éstos, o si tenían poder concreto de evitación, o si crearon un peligro para el bien jurídico no cubierto por el riesgo permitido y éste se ha realizado en el resultado concreto, en cuyo caso no podrá ser atribuido a quien se encuentra imputado en la causa.  Sobre esa base, el magistrado que tiene a su cargo la investigación del accidente de tránsito y en cuyo ámbito territorial comenzó a prestarse la atención médica, es el que se encuentra en mejores condiciones para conocer en la causa.   La Corte tiene establecido que la determinación del tribunal competente no debe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo que atañen al concurso de leyes penales o bien a la configuración del tipo delictivo, pues en tanto quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, las normas que rigen el caso admiten un margen de distinción para los supuestos que su aplicación rigurosa contrariara el propósito de la mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia.


    Incidente de incompetencia en autos M., A. M. s/ Denuncia


    COMP. 371, XL, 08 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Economía procesal. Falsificación de sellos, timbres y marcas. Empresas del Estado. Correo oficial. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Precedente de Fallos: 249:579, 286:48, 303:1299, 307:533, 311:1329, 317:944, y Comp. 1156, L. XXXVI, “R., Sandra Patricia s/ Falsificación de documentos públicos”.


    Pese a que no se ha determinado fehacientemente que los sellos y las máquinas de escribir que sirvieran para confeccionar la carta pertenezcan al organismo de Correos denunciante, ni que el texto asentado en forma manuscrita en ella resulte patrimonio escriturario de alguno de sus agentes o que de una manera u otra éstos se encuentren implicados en el delito, lo cierto es que se han falsificado los signos de autenticidad previstos en las respectivas normas reglamentarias que otorgaban los empleados de la Nación, atento el carácter estatal de la empresa en la época del hecho.  Por lo tanto de acuerdo con la doctrina de la referencia y lo dispuesto por el artículo 33, inciso 1°, apartado c), del Código Procesal Penal, en cuanto establece la competencia del fuero de excepción para los delitos que falseen la correspondencia de los correos, corresponde a la Justicia en lo Criminal Federal continuar con el conocimiento de la causa.


    M., Francisco s/ Adulteración de documento público


    COMP. 751, XL, 09 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    No es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa, ni su presunta calificación legal. Al no encontrarse correctamente individualizado el vehículo, corresponde al juzgado nacional que previno, continuar investigando en la causa.


    M., Ricardo Abel s/ Encubrimiento


    COMP. 645, XL, 10 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Situación del imputado. Declaración de incompetencia. Auto de falta de mérito. Encubrimiento. Competencia federal. Lugar del hecho. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Patente del automotor. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación la doctrina del Tribunal, en cuanto tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.  Respecto de la sustitución de las placas individualizadoras y de la adulteración del número de chasis del vehículo de referencia resulta de aplicación el criterio sentado por la Corte en el sentido de que las infracciones al artículo 33 del decreto 6582/58 son competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    V., Andrés Oreste s/ Denuncia de hurto


    COMP. 838, XL, 14 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Facultades de la Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    A., Rubén Oscar s/ Robo de automotor


    COMP. 411, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Fraude electoral. Competencia ordinaria. 


    Al tratarse de elecciones internas de un partido, en un distrito de la Provincia de Buenos Aires, la resolución del caso queda sujeta a la aplicación de normas comunes con intervención de la justicia ordinaria.  En tal inteligencia, y en atención a que la conducta a investigar no habría afectado una elección nacional, ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ésta corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías para seguir conociendo en la causa.


    E., Carlos Felipe s/ Denuncia


    COMP. 284, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La presente contienda negativa de competencia no se encuentra precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en una figura determinada, lo que obsta la posibilidad de llegar a un criterio cierto en orden a la fijación de competencia.  Por lo expuesto, corresponde al magistrado federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Fiscal s/ Averiguación de extorsión


    COMP. 119, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 11, L. XL, “Unidad Fiscal de Investigaciones de la Seguridad Social –UFISES- s/ Denuncia delito de acción pública”.


    Fiscal s/ Averiguación de extorsión


    COMP. 312, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Toda vez que de las probanzas incorporadas al incidente no surge el lugar donde se adulteró la numeración del motor, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, cuando no es posible establecer el lugar donde se cometió la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde atribuir competencia al juez con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    G., Carlos Antonio s/ Infracción Artículo 289, inciso 3° del Código Penal


    COMP. 363, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Lugar de cumplimiento de la obligación. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    L., Eduardo Alejandro s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 537, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Venta ilegal de obra intelectual. Marcas. Competencia federal. 


    Toda vez que los discos compactos incautados tenían impresas las marcas pertenecientes a las empresas discográficas editoras, no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales –ley 22.362 y ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.  En tal inteligencia, cabe declarar la competencia del magistrado federal para entender en estas actuaciones, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, y sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    R., CarIos s/ Infracción Artículo Ley 11.723


    COMP. 517, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Abuso deshonesto. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que los testimonios de la denunciante y de la madre del menor son coincidentes en que los hechos ilícitos atribuidos al progenitor habrían ocurrido cuando éste cuidaba del niño, en el domicilio conyugal situado en la localidad bonaerense, corresponde atribuir competencia a la justicia local para intervenir en estas actuaciones.


    S., C. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 551, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    S., José María s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 523, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.  Sentado ello, y habida cuenta que los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para establecer el lugar donde se habrían realizado, y toda vez que la administradora tiene su sede en esta ciudad, lugar donde habría sido intimado el imputado a rendir cuentas, circunstancias no controvertidas en autos, en consonancia con la doctrina sentada por el Tribunal, corresponde al magistrado nacional continuar la tramitación de las presentes actuaciones.


    S., Marcelo s/ Administración fraudulenta


    COMP. 362, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto que en el delito de estafa, o su tentativa; perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso de los documentos.


    V., Ernesto s/ Robo


    COMP. 524, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Juez previniente. 


    Incorrecta traba de la contienda. Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Es doctrina de la Corte que resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.  Sentado ello, y habida cuenta las probanzas reunidas hasta el presente no es posible determinar el lugar de creación del documento apócrifo, corresponde al magistrado del lugar donde se comprobó efectivamente la falsificación, continuar con el trámite de las actuaciones.  Esta solución, por otro lado, se adecua a principios de economía procesal puesto que allí se domicilia el imputado y el avanzado estado de la investigación es en esa sede.


    C., Marcelo Alejandro s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 483, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Secuestro de personas. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia ordinaria en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado o alguna de sus instituciones.  Por aplicación de estos principios, corresponde declarar la competencia de la justicia local, para conocer del hecho motivo de esta contienda.


    B., Juana s/ Delito de acción pública


    COMP. 461, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia nacional. 


    Al resultar de los dichos del denunciante –que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- que la menor convivía con su madre en esta ciudad, éste es el lugar donde la imputada habría impedido el contacto y habría privado a aquél del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    M., S. S. s/ Ley 24.270


    COMP. 296, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, L. XXXIX, “R., Claudio Luis s/ Denuncia”; sin perjuicio de la opinión contraria de esta Procuración General expresada en el dictamen de la causa Comp. 959, L. XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia”.


    A., Néstor Osvaldo y otro s/ Denuncia por secuestro extorsivo


    COMP. 588, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Amenazas. Servicio penitenciario. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  En tal sentido, no se advierte que en el caso resultaran comprometidos intereses nacionales, ni que las presuntas amenazas, incidieran en manera alguna en el funcionamiento del instituto dependiente del servicio penitenciario federal.  Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia provincial proseguir con la sustanciación de la causa.


    Complejo Penitenciario Federal N° 1 s/ Coacción


    COMP. 573, XL, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Toda vez que no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas individualizadoras ni la adulteración de los números del motor, corresponde atribuir competencia al juzgado con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado, para proseguir con la tramitación de la causa.


    T., Carlos Ramón s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 572, XL, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Venta ilegal de obra intelectual. Marcas. Competencia federal. 


    Habida cuenta que de los peritajes efectuados se desprende que los productos secuestrados carecen del holograma sobre los estuches plásticos y que algunos de ellos, tienen impresas las marcas pertenecientes a las empresas discográficas editoras, no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -la ley 22.362 y la ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.  En tal inteligencia, cabe declarar la competencia de la justicia federal para entender en estas actuaciones, más allá de que la infracción a la ley 11. 723 sea ajena a su conocimiento.


    F., Carina s/ lnfracción Ley 11.723


    COMP. 579, XL, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Cheques. Desconocimiento de firma. Firma falsa. Competencia por el territorio. Presentación al cobro. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que de los elementos del incidente no surge el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde a la justicia local, con jurisdicción sobre la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo, investigar la falsificación, al igual que la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


    F., Horacio Alfredo s/ Estafa


    COMP. 473, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Contaminación de aguas. Plaguicidas. Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Habida cuenta que el objeto de la causa motivo de este conflicto es determinar si las presuntas sustancias tóxicas que se verterían al río Neuquén, contienen elementos que puedan considerarse "residuos peligrosos", en los términos del anexo II de la ley 24.051, y si ellos podrían afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados, cuestión que, a esta altura de la investigación, no puede descartarse, ya que serían volcadas a un curso de agua que tiene la característica de atravesar distintas jurisdicciones a lo largo de su cauce, en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de dicha normativa, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en este hecho.


    A., Antonio s/ Denuncia por presunta contaminación


    COMP. 539, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Lesiones. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    L., Silvia Mabel s / Lesiones leves


    COMP. 584, XL, 17 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Cheque. Presentación al cobro. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y calificarlos prima facie en alguna figura determinada -estafa o frustración de pago de cheques- obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    C., Mario Martín s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 403, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Precedente de Fallos: 325: 269.


    Conforme surge de las constancias agregadas al incidente, no se ha verificado en autos ninguno de los supuestos descriptos en el artículo 1° de la ley N° 24.051, que contemplan la competencia del fuero de excepción.  En consecuencia, resulta aplicable al caso la doctrina sentada por la Corte, según la cual, al no verificarse tales extremos, corresponde que la investigación continúe en sede local.


    E., Adrián s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. 368, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  En consecuencia, y aún cuando los valores fueran rechazados por denuncia policial, de la operación que motivo su entrega no surge que hubiere mediado algún medio engañoso por parte del denunciado, ya que la financiera, previo a concretarla, efectuó diversas averiguaciones respecto de la confiabilidad de su cliente, y asumió el riesgo que, de por sí, implica su actividad. Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    R., Venancio Fausto s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 591, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 587, L. XL, “A., Guillermo Osvaldo s/ Denuncia”.


    A., Guillermo Osvaldo s/ Denuncia


    COMP. 605, XL, 21 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 99; L. XL. “N., Oscar s/ Denuncia por defraudación”.


    N., Oscar s/ Denuncia defraudación


    COMP. 632, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho, que cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    D. B., César Damián s/ Robo y privación ilegal de la libertad


    COMP. 576, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 245, L. XL, “D., Diego Hernán s/ Infracción Ley 11.723”.


    N., Cristian Maximiliano s/ Infracción Ley 11. 723 y 22.362


    COMP. 622, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 245, L. XL, “D., Diego Hernán s/ Infracción Ley 11.723”.


    M., Paula Cecilia s/ Denuncia infracción Ley 11.723


    COMP. 623, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La Corte tiene resuelto, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente, no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    N., Oscar s/ Denuncia defraudación


    COMP. 99, XL, 24 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Medidas tutelares. Patronato de menores. Interés del menor. Juez previniente. Competencia federal. 


    Si bien la ley 10.903 forma, en términos generales, parte del derecho común, sus disposiciones se encuentran entre aquellas calificadas como ambivalentes en la jurisprudencia del Tribunal, pues asumen carácter federal cuando comprometen los roles y funciones de autoridades nacionales.  Por otra parte, la Corte tiene establecido que si los dos Jueces entre los que se planteó el conflicto de competencia se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos.  Sentado lo expuesto, en atención a las particularidades del caso, resultaría aconsejable mantener la jurisdicción del magistrado que conoció con anterioridad la situación personal del joven, pues cuenta con mayores antecedentes sobre su evolución, los que le permitirán brindarle una asistencia más eficaz.  Por, lo demás, es la que mejor se compadece con la finalidad tuitiva de la Convención sobre los derechos del Niño, que tiene jerarquía constitucional –artículo 75, inc. 22 de la Ley Fundamental- donde se establece que: "En todas las medidas concernientes a los niños que tomen... los tribunales ... una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño".


    B., D. s/ Su situación


    COMP. 597, XL, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 329, L. XXXIX, “R., Claudio Luis s/ Denuncia”; y Comp. 959, L. XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia”.


    M. y L. A., Aníbal y otros s/ Infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP. 513, XL, 21 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene resuelto que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.  En concordancia con esta doctrina, la conducta no afectó intereses nacionales, desde que el formulario cuestionado no se presentó ante un organismo de ese carácter, sino por el contrario, el denunciante advirtió las irregularidades antes de formalizar la transferencia del rodado en el Registro de la Propiedad Automotor.  Por lo expuesto, corresponde asignar competencia a la justicia local para seguir entendiendo en la causa.


    M., Miguel Ángel s/ Denuncia estafa


    COMP. 575, XL, 19 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    En tanto la presunta adulteración recayó sobre fichas de afiliación a una entidad partidaria que actúa en el ámbito municipal, y esos formularios habrían sido presentados a la Junta Electoral provincial, que advirtió las irregularidades, la conducta a investigar no habría afectado una elección nacional, ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ésta.  En esa inteligencia, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir conociendo en la causa.


    A., Guillermo Osvaldo s/ Denuncia


    COMP. 587, XL, 21 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Municiones. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el caso, cabe considerar que habría existido una unidad fáctica de la cual podría resultar un múltiple encuadre penal y habida cuenta que la justica provincial acepto el conocimiento respecto del arma y municiones de guerra, corresponde declarar su competencia para conocer respecto de las armas de uso civil a partir de las cuales se originó esta incidencia.


    F., Ángel José David s/ Infracción al Artículo 43, inciso H, Decreto - Ley 8.031/73


    COMP. 383, XL, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 729, L. XL, "U., Esteban y otro s/ Denuncia".


    S. s/ Formula querella


    COMP. 1041, XL, 17 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Jubilaciones. Economía procesal. Competencia federal. 


    Si las irregularidades denunciadas, además de perjudicar efectivamente a las rentas de la Nación, habrían afectado el normal desenvolvimiento de la ANSES y obstruido el buen servicio de sus empleados, cabe concluir que circunstancias que habilitan la intervención del fuero de excepción.  La corte tiene dicho que cuando las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    M. C., Gustavo Germán s/ Inhibitoria


    COMP. 1085, XXXIX, 24 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Sedición. Funcionarios públicos provinciales. Competencia provincial. 


    Si no hay posibilidad de que resulte afectada la seguridad de la Nación o de alguna de sus instituciones, y la participación en el delito es exclusiva de funcionarios provinciales, sin que existan indicios que permitan suponer que la presunta sedición alcanzara también a alguno de los poderes nacionales constituidos, corresponde atribuir la competencia a la justicia local.


    C., Francisco y S., Juan José s/ Avoc. ref. privación ilegítima de la libertad del doctor Carlos A. J. y Mercedes M. A. de J.


    COMP. 1470, XL, 16 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una Jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.  El delito previsto en el artículo 126 del Código Penal podría haberse consumado en diferentes ámbitos territoriales. En este sentido existen cursos de investigación en relación con hechos de las otras provincias involucradas.  En tales condiciones, resulta más adecuado el criterio establecido por la Corte en Fallos: 302:515, 305:610; 319:909;  y en el dictamen de la causa “G., Carlos Ismael ", tal como se cita, según el cual, ante la multiplicidad de lugares de ejecución resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquellos donde se produjeron los actos con relevancia típica, y en esta hipótesis la elección del tribunal que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal.


    M., M. A. plantea inhibitoria


    COMP. 34, XL, 17 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Declinatoria de jurisdicción. Inhibitoria. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia entre jueces de distintas jurisdicciones deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos, lo que lleva a aplicar el artículo 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que establece que elegida una vía para promover la cuestión de competencia -la declinatoria o la inhibitoria-, no podrá en lo sucesivo usarse la otra.  En el caso, el imputado recurrió en primer término a la declinatoria y luego a la inhibitoria, consintiendo, finalmente, la denegatoria de la vía que empleara originariamente, circunstancia por la cual y de conformidad a la doctrina citada, corresponde al magistrado que previno continuar con el trámite de las actuaciones.  En igual sentido, sobre el fondo del asunto en discusión, resulta aplicable al caso la jurisprudencia de la Corte publicada en Fallos: 310: 1899 y recientemente citada por esta Procuración en la causa Comp. 62; L. XL, "Yudi Luis c/ Meda Daniel; Héctor Neme; Jorge Neme y/o quienes resulten responsables s/ Acción de despojo".


    M., Daniel Horacio s/ Usurpación de propiedad


    COMP. 829, XL, 30 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Contravenciones


    Derecho a recurso legal efectivo. Doble instancia. Gravedad institucional. Recurso de queja. Denegatoria del recurso. 


    El derecho de recurrir del fallo ante un juez o tribunal superior se halla supeditado a la existencia de un fallo final dictado contra una persona "inculpada de delito" o "declarada culpable de un delito", por lo que resultarían, en principio, ajenos a su ámbito los pronunciamientos judiciales que condenen o absuelvan con motivo de la imputación de faltas, infracciones administrativas o contravenciones.  A partir del caso "Giroldi" la Corte ha otorgado mayor envergadura a tal requisito, erigiéndolo como una de las garantías mínimas que debe observar el proceso penal en beneficio de toda persona acusada de delito. Empero, la doctrina emanada de aquel precedente fue pronunciada, en esa ocasión, para ser aplicada en casos penales. En efecto, bajo tales parámetros determinó que la forma más adecuada para asegurar la garantía de doble instancia en materia criminal era declarar la inconstitucionalidad del artículo 459, inciso 2°, del Código Procesal de la Nación, por cuanto vedaba la admisibilidad del recurso de casación contra las sentencias de los tribunales criminales en razón del monto de la pena, lo cual resultaba contrario al derechode recurrir ante un juez o tribunal superior. De esa forma, dejó de lado la doctrina anterior por la cual había considerado que en materia penal ese derecho se hallaba satisfecho con la existencia del recurso extraordinario. Ahora bien, cabe recordar que al pronunciarse posteriormente, la Corte sostuvo que el apartado 2° del precitado artículo 8° del Pacto de San José de Costa Rica se refiere al "juzgamiento de delitos". Por ello, debe concluirse que si se tratare de una materia de índole contravencional, y la garantía de doble instancia se encontraría satisfecha con la posibilidad del recurso extraordinario federal.  La invocación de la garantía a un juicio rápido se vería resguardada con la declaración de prescripción de la acción, pero limitada a la demostración por parte del apelante de la irrazonabilidad de esa prolongación.  No puede progresar la causal de gravedad institucional si no ha sido objeto de un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indudable su configuración, ni se advierte que la intervención de la Corte tenga otro alcance que el de remediar el interés particular del recurrente.


    Ministerio Público - Defensoría Oficial en lo Contravencional N° 3 s/ Queja por Recurso de Inconstitucionalidad denegado en A., Oscar Adrián s/ Artículo 71 Código Contravencional – Apelación


    M. 785, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”.


    B., Claudia Matilde s/ Denuncia presunta infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP. 2062, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. Subsidio estatal. Tareas comunitarias. Competencia federal. 


    Si el imputado por defraudación sería uno de las ejecutores de un plan asistencial nacional, parece razonable sostener que las irregularidades denunciadas, además de perjudicar efectivamente las rentas de la Nación, afectaron el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación del programa por lo que corresponde a la justicia de excepción entender en la causa.


    C., Isabel s/ Denuncia


    COMP. 2124, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 2160, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    Devuelve las actuaciones sin más trámite por no existir controversia en los términos del art. 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58.


    R., Fernando David s/ Encubrimiento


    COMP. 2166, XXXIX, 23 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Defraudación. Competencia de instrucción. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene dicho que la mera intervención del Banco Central en el carácter de liquidador de una institución de crédito, no basta para atribuir el conocimiento de la causa a la justicia federal, especialmente cuando no se configuren, prima facie, situaciones que puedan perjudicar directamente el patrimonio nacional, desde que no se encuentra en discusión su responsabilidad por dicha gestión, ni por el régimen de garantía de los depósitos, ni surge que la controversia se vea sustancialmente regida y sujeta a la aplicación e interpretación de las leyes especiales de la Nación, que norman el régimen de las entidades financieras.


    Z., Luis Mario s/ Inhibitoria


    COMP. 1407, XXXIX, 27 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Defraudación. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la falsificación de instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.  En atención a que el magistrado provincial no cuestiona que el poder supuestamente falso se confeccionó en una escribanía de su jurisdicción, corresponde declarar su competencia para conocer en este hecho.


    G. M., Juan Manuel s/ Denuncia de Estafa


    COMP. 307, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si el juez provincial reconoce la competencia local en el hecho, más allá de la calificación legal que le pueda ser atribuida, le corresponde a éste continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio claro está, que, de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Q. P. S.A. s/ Estafa


    COMP. 161, XL, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Personas privadas de la libertad. Alojamiento de internos. Competencia territorial. 


    Fallo de la causa Comp. 127; L. XXXVI, “Alonso, Jorge s/ Curatela”.


    En autos median razones que imponen considerar subsistente la competencia territorial del Tribunal en donde se halla alojado el condenado en cumplimiento de su condena.  Entonces, compete a la justicia ordinaria de esa jurisdicción, continuar entendiendo en este juicio, aunque no haya intervenido en la contienda, dada la facultad de la Corte de declarar la competencia del magistrado que realmente la tenga aunque el conflicto se haya trabado sin su intervención.


    T., L. A. s/ Curatela Artículo 12 del Código Penal


    COMP. 548, XL, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 2154, L. XXXIX, "Juárez, Aldo Miguel s/ Dcia. pta. infr. art. 174, inc. 5°, del Código Penal".


    A., Blanca s/ Extorsión


    COMP. 1253, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2154, L. XXXIX, "Juárez, Aldo Miguel s/ Dcia. pta. infr. Art. 174, inc. 5°, del Código Penal".


    R., Gerardo s/ Presunta infracción Artículo 174, inciso 5, del Código Penal


    COMP. 1519, XL, 10 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Delitos comunes. Competencia provincial. 


    Las difusas imputaciones de un delito de índole común dirigidas por el denunciante no constituyen base suficiente para surtir la competencia del fuero federal ni, mucho menos, la jurisdicción originaria de la Corte.  Por lo tanto, corresponde otorgar competencia a la justicia provincial para entender en el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    P., Aldo Sergio formula denuncia


    COMP. 289, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Estafa. Declaración indagatoria. Exhortos. Competencia provincial. 


    Ha sostenido el Tribunal que corresponde a la Corte resolver las contiendas surgidas entre jueces de distintas provincias, o de éstas con magistrados nacionales, cuando la disensión se produce por la resistencia, expresa o no, al diligenciamiento de una rogativa.  En tal sentido, los motivos invocados para rechazar el cumplimiento de la diligencia no encuentran sustento en las disposiciones de la ley 22.172 y por lo tanto, corresponde al magistrado provincial dar curso al exhorto, sin perjuicio de las atribuciones que los artículos 2° y 4° de la norma antes citada le acuerdan a tal fin.


    G., Rosa René s/ Estafa


    COMP. 405, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. 


    Remisión a la solución postulada en el anterior dictamen de fecha 11 de marzo en la presente causa. Remisión al dictamen de la causa Comp. 137, L. XXXIX, “E. Z., Diego Fabian y otro s/ Secuestro Extorsivo”.


    E. Z., Diego Fabián y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1185, XXXIX, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Unificación de penas. Competencia provincial. 


    El tema decidendum se encuentra circunscripto a determinar qué jurisdicción deba ser la que resuelva acerca de la unificación de penas solicitada por las partes.  Al respecto la Corte tiene establecido que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal.  Sin embargo, al no haber procedido el tribunal nacional de acuerdo a la regla del artículo 58, primera parte, del Código Penal, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de da misma norma, razón por .la cual corresponde ahora a la justicia provincial –por haber impuesto la pena mayor- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.  Finalmente, la circunstancia de que una de las penas se encuentre agotada no es óbice para la unificación, toda vez que ésta ha sido requerida por las partes interesadas, como tampoco lo es el reparo relativo al cómputo de la otra condena, atento que puede ser suplido mediante su oportuno requerimiento al tribunal nacional.


    L., Marcela Griselda s/ Unificación de penas


    COMP. 553, XL, 28 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Toda vez que el imputado no reviste status diplomático en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, por ser de nacionalidad argentina, esta causa resulta ajena a la competencia de la Corte.


    D., Héctor R. y otro s/ Estafa


    D. 197, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Toda vez que de las escasas constancias incorporadas al incidente, ni siquiera surge una sucinta descripción de los hechos que han dado lugar al conflicto, corresponde devolver las actuaciones al juez nacional, que previno quien deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Transportes A., S.R.L s/ Quiebra fraudulenta


    COMP. 1271, XL, 29 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Portación de armas. Devolución del expediente. Cámara Nacional de Apelaciones. 


    Corresponde devolver la causa a la Justicia Nacional, a fin de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional se expida sobre la apelación interpuesta y, posteriormente, si así fuere el caso, provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    E., Mariela Alejandra por portación de arma de uso civil


    COMP. 1119, XL, 01 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Robo con armas. Disparo de arma. Competencia provincial. 


    Aún cuando los hechos que aquí se investigan aparecen como cometidos en esta jurisdicción, ellos habrían tenido lugar en el momento de la aprehensión de los imputados, no pudiendo descartarse que ellos se hubieren desarrollado en el legítimo ejercicio de las funciones de los funcionarios públicos que intervinieron en el procedimiento, y como consecuencia del accionar de los imputados en la causa de origen.  En este sentido, se debe ponderar que el objeto procesal investigado en autos, guarda íntima vinculación con el de la causa en la que se investiga el robo y privación ilegitima de la libertad en perjuicio del damnificado, particularmente porque en ese proceso se investigan, entre otros, el delito de abuso de armas "criminis causae", circunstancia que por sí misma, y no obstante la contradicción existente, aconseja que sea un mismo magistrado quien investigue ambas conductas.  Por lo expuesto, y en tanto el magistrado provincial, desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal se encuentra en mejores condiciones de analizar los sucesos denunciados, ya que de las pruebas colectadas en la causa que se instruye ante su tribunal, tienden, a su vez, a esclarecerlo, a fin de evitar un desgaste jurisdiccional innecesario y la posibilidad de que existan resoluciones contradictorias, corresponde declarar la competencia de Ia justicia local, para continuar con el trámite de estas actuaciones.


    Comando de Patrullas Vicente López s/ Lesiones


    COMP. 381, XL, 14 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Contrabando. Incidentes. Restitución de cosas. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una cuestión incidental debe seguir la suerte del principal y dado que el Tribunal está facultado para encausar el procedimiento con la finalidad de obtener una más pronta y mejor administración de justicia corresponde, en principio, declarar la jurisdicción originaria de la Corte para conocer en el caso, en atención a que el juez reconoce su incompetencia para entender respecto del funcionario que revestiría status diplomático.  Por lo expuesto, la Corte resulta competente para conocer en forma originaria en el sub lite, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.  Ello, sin perjuicio de señalar que terceros no aforados, vinculados a los hechos, podrían continuar sometidos a la jurisdicción del magistrado federal.


    M., Sergio Luis s/ Presunto contrabando


    M. 808, XL, 10 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58.  En efecto, la ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa, obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlo.


    S. F. S.A. s/ Infracción al Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 424, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Robo. Agentes diplomáticos. Competencia nacional. 


    Para promover la competencia originaria del Tribunal, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, petición que no ha formulado ningún funcionario de la representación diplomática involucrada.  Por otra parte, tampoco surge que el hecho -por sus características- haya afectado el desempeño de las actividades propias de la embajada o las de la funcionaria.  En mérito a lo expuesto, no se configura en autos ninguna de las hipótesis que habilitan la competencia originaria de la Corte.


    B. D., María Pía s/ Denuncia robo


    B. 414, XL, 21 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Detención provisoria


    Pedido de extradición. Jurisdicción. 


    Principio de doble subsunción.


    La extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo.  Por otra parte, lo referido a lo que en la doctrina se denomina como el principio de "doble subsunción", debe aplicarse lo sentado por el Tribunal acerca de que "la acreditación del principio de doble incriminación no exige identidad normativa entre los tipos penales; lo relevante es que las normas del país requirente y el país requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal.  En este sentido, tampoco los tribunales del país requerido pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente.


    P. B., Luis Alfonso y otra s/ Detención preventiva


    P. 1995, XXXIX, 18 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Extradición


    Defensa en juicio. Tratados internacionales. Interpretación de tratados internacionales. 


    Audiencia del art. 33 de la Convención de Derecho Penal Internacional de Montevideo suscripta en el año 1889. Diferencia con la audiencia del art. 294 de Código Procesal Penal. Debido proceso y defensa en juicio.


    Los agravios que hacen al fondo de la cuestión son ajenos a la naturaleza del proceso de extradición.  Respecto de la presunta situación institucional irregular del país requirente, debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en el proceso en particular de la justicia del país requirente.   La simple enumeración de algunas garantías que se dicen violadas no alcanza para sustentar una nulidad: es preciso señalar, concretamente, de que manera las supuestas irregularidades han contribuido, en forma decisiva, a la mengua en el ejercicio de estos derechos.  La extradición no constituye un juicio propiamente hablando sino simplemente un procedimiento que se propone conciliar las exigencias de la administración de justicia represiva en los países civilizados, con los derechos del asilado.  De allí que, si bien la especial naturaleza de los procedimientos de extradición no admite concluir que el sujeto requerido se encuentra excluido de la garantía constitucional de la defensa en juicio, la preservación de esta garantía no implica la necesidad de un contradictorio: con la posibilidad de que el sometido a la extradición pueda interponer defensas, resultará una protección adecuada y suficiente de sus derechos.  La audiencia del artículo 33 de la Convención de Derecho Penal Internacional de Montevideo suscripta en el año 1889 no es equivalente a la declaración indagatoria del artículo 294 del Código Procesal Penal de la Nación. Basta para advertir sus diferencias esenciales tener en cuenta la naturaleza y finalidad de ambos institutos.  La declaración indagatoria constituye uno, quizás el principal, de los medios de defensa con que cuenta quien sea sometido a proceso penal. De allí que se la circunde con las mayores garantías para que el ejercicio de este fundamental derecho no se vea coartado de manera alguna.  Por el contrario, la audiencia del artículo 33 del tratado, conforme se advierte de la simple lectura de la norma, cumple con otro objetivo. Es evidente que no es propiamente un medio de defensa.  Precisamente el artículo en cuestión refiere que, en esa oportunidad, se le intimará al extraditable para que presente a posteriori las excepciones y defensas contra el pedido de extradición.  Es que, en rigor, esta audiencia sólo constituye un acto de notificación fehaciente para que el requerido pueda tomar contacto con los elementos que fundan el pedido de extrañamiento y, recién en un momento posterior pueda ejercer, con eficacia, su defensa.  Si la finalidad de la audiencia es anoticiar a la parte del juicio del término para presentar el descargo, resulta superfluo que la defensa se encuentre presente siempre que, claro está, se le haga saber esta circunstancia para que pueda presentar su labor técnica temporáneamente.


    B., Rosana s/ Extradición


    B. 3456, XXXVIII, 31 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Inmunidad de arresto. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    Cuestión previa al debate de fondo.


    La esencia del juicio de extradición es la discusión sobre la identidad del requerido y la observancia de los requisitos exigidos por las leyes o tratados aplicables.  Las inmunidades diplomáticas son una cuestión previa, anterior al debate de fondo. Resulta obvio que no corresponda que se debata en un juicio si una persona debe o no ser sometida a tal proceder, porque entonces se estaría analizando a posteriori lo que es prioritario, método absurdo, ya que transforma en irreparable lo que fue subsanable desde un principio. Pero la ciencia procesal tiene un modo, de evitar esta arbitrariedad, y que consiste en que la discusión sobre la situación originaria y excluyente ocurra en los preliminares del proceso, es decir, lo que se denomina cuestiones de previo y especial pronunciamiento.


    B. C., Jorge s/ Excepción de falta de acción


    B. 1775, XXXIX, 22 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Tratados internacionales. Facultades del Estado requerido. Facultades del Poder Ejecutivo. 


    Si del tratado de extradición se infiriera que es potestativo de las Partes el entregar o no a sus nacionales, éste debe ser calificado como uno de los que, en los términos de la ley 24.767 "faculta a la extradición de nacionales". Dicha potestad que debe quedar en manos del Poder Ejecutivo no sólo porque expresamente lo establece la ley, sino también porque la responsabilidad por las obligaciones que se contraen por el derecho internacional de los tratados recae, principalmente, en el Poder Ejecutivo, en cuanto tiene a su cargo el mantenimiento de buenas relaciones con las naciones extranjeras y las organizaciones internacionales, ante quien reclamarán los gobiernos extranjeros cuando haya algún incumplimiento por parte de la Nación Argentina.


    P., Rodolfo s/ Extradición


    P. 691, XL, 15 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Observancia de tratados internacionales. Prescripción. 


    Requisitos de admisibilidad de la extradición.


    Aunque en las actuaciones referentes a la extradición pedida por un país extranjero no se haya alegado oportunamente la prescripción de la acción penal establecida por las leyes nacionales, corresponde considerarla de oficio.  Para que no se conceda la extradición conforme el artículo 3° de la Convención de Montevideo de 1933, la prescripción de la acción penal debe haber operado a la luz de ambas legislaciones, es decir, que basta que la acción subsista para una de ellas, para que sea procedente la extradición.  A los efectos del proceso extraditorio constituye secuela de juicio y por ende interrumpe el curso de la prescripción de la acción penal la orden de captura, el pedido de extradición, el auto de prisión, el sometimiento del requerido al procedimiento de extradición.


    I. P., Mario s/ Extradición


    I. 2, XXXIX, 07 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    V., Marcela Soledad y otra s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1204, XL, 26 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    B., Daniel y otros s/ Defraudación


    COMP. 956, XL, 06 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    U., Néstor s/ Incidente de competencia


    COMP. 1648, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    C., Alejandro y otra s/ lnfracción Artículo 302


    COMP. 566, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Pedido de extradición


    Exposición de los hechos. Calificación legal. 


    El requisito de que el pedido de extradición contenga un  relato de los hechos obedece, entre otras razones, a que el requerido tenga certidumbre en cuanto a los hechos por los que se solicita su extrañamiento y respecto de los cuales habrá de ejercer su defensa en el proceso seguido en el Estado requirente.  La exigencia de remisión de copias de la legislación del país requirente responde, principalmente, a la necesidad de verificar que las normas de ambos estados -requirente y requerido- prevean y castiguen en sustancia la misma infracción criminal, y que la escala penal, en abstracto, se ajuste a las condiciones impuestas en el tratado, sin que sobre esto incidan las modalidades de la participación y la eventual atenuación de la pena que traigan como consecuencia.  Las objeciones relacionadas con la validez de las pruebas de cargo utilizadas contra el reclamado, implican el conocimiento de cuestiones ajenas al proceso al que están sometidas las solicitudes de extradición, que al no constituir un juicio contra el reo en sentido propio, no admiten otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables.  Cabe recordar que los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente ya que este extremo resulta ajeno al trámite de la extradición y debe ser resuelto en el proceso penal pertinente.  Este tipo de procedimiento no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelve el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo.


    P. C. H. s/ Extradición


    P. 96, XL, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción contravencional


    Competencia. Recurso extraordinario federal. Cuestión de derecho público local. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 785, L. XXXIX, "Ministerio Público - Defensoría Oficial en lo Contravencional N° 3 s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en Á., Oscar Adrián s/ Art. 71 - Apelación".


    El agravio vinculado con la interpretación de las normas que rigen la prescripción de la acción contravencional remite a cuestiones de derecho local ajenas, por principio, a la instancia extraordinaria, salvo arbitrariedad manifiesta.


    C., Jorge Alberto y otros s/ Artículo 71 Código Civil - causa Nº 555 cc/2000 s/ Queja por denegación de recurso de inconstitucionalidad - incidente de prescripción


    C. 459, XXXVIII, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Procesal Constitucional


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal. Requisitos de Admisibilidad. 


    Recurso de queja. Fundamentación. Requisitos. Doctrina de la arbitrariedad. Doble instancia.


    Las cuestiones que tratan la interpretación de una norma de derecho público local, por principio y naturaleza se encuentran reservadas a los jueces de la causa y resultan ajenas a la instancia que ofrece el artículo 14 de la ley 48, máxime si el recurrente no logra demostrar de qué manera la sentenciante habría incurrido en tal arbitrariedad, desnaturalizando o desvirtuando el sentido que debe darse a dicho dispositivo.  El debido proceso legal no se afectaría, en principio, por la falta de doble instancia -la cual no siempre sería una exigencia constitucional- salvo cuando las leyes específicamente lo establecen.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la solución de las cuestiones que le son privativas, ni abrir una tercera instancia para debatir temas no federales. Por su aplicación, la misma no resulta apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y derecho común y procesal, a través de los cuales los magistrados de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente.


    A., Oscar Adrián s/ Artículo 71 Código Contravencional - Apelación


    A. 202, XXXIX, 23 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Procesal Penal


    General. Extradición. Extradición Pasiva. 


    Extradición pasiva. Condenado en ausencia. Reglamentación y alcance de la rebeldía en el país requirente.


    No es posible sostener que un procedimiento en ausencia comprometa per se el principio de defensa, con prescindencia de las particularidades de la reglamentación y alcance que le asignen las autoridades competentes del país requirente.   Es por ello que el rechazo de la extradición sólo será viable en los casos en que las garantías procesales del extraditurus se hayan visto efectivamente menoscabadas.  Asimismo, en numerosas oportunidades la Corte ha dispuesto que, tratándose de un condenado en ausencia, no corresponde rechazar la extradición sino condicionar la entrega a que se ofrezcan garantías suficientes de que el requerido será sometido a un nuevo juicio en su presencia.


    V. A., Roberto Alejandro s/ Extradición


    V. 742, XXXIX, 02 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Lesiones graves. Fallo plenario. Inconstitucionalidad. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 


    El agravio relativo a la afectación de la división de poderes no puede prosperar, ya que el apelante se ha limitado a reproducir los argumentos que ya había expuesto en su presentación ante la Cámara Nacional de Casación Penal, sin hacerse cargo de la respuesta que estos recibieron de parte de ese tribunal con sustento en la jurisprudencia de la Corte sobre la materia.   El recurso adolece de un defecto de fundamentación adicional que determina también la improcedencia de los agravios dirigidos contra la obligatoriedad de la jurisprudencia plenaria, pues es el propio apelante quien a pesar de sus críticas, admite expresamente la constitucionalidad del sistema de fallos plenarios en referencia a los artículos 27 y 28 del Decreto Ley 1258/58, y si bien postula la solución contraria para el régimen del artículo 10 de la ley 24.050, omite todo desarrollo argumental tendiente a demostrar las razones que, a su juicio, justificarían ese tratamiento diferenciado, más allá de la genérica mención a que el proceso penal sería atípico respecto de los demás sistemas de enjuiciamiento y que la Cámara Nacional de Casación Penal tendría una competencia muy distinta a la de las cámaras de apelaciones.   La apelación carece de la adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, la Corte tiene dicho que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.


    S., Juan Manuel s/ Lesiones - causa N° 900


    S. 267, XXXVIII, 09 de febrero de 2004


    Ver dictamen


    Prescripción. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen, por regla, el requisito de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Ello ocurre con las resoluciones que rechazan la prescripción de la acción penal, en tanto no ponen fin al pleito ni impiden su continuación, pudiendo ser invocada nuevamente en otros estadios procesales.  Sin perjuicio del acierto o error que pudiera existir en la interpretación del artículo 67, párrafo cuarto, segunda hipótesis, del Código Penal, en cuanto a la locución secuela de juicio, la vía del artículo 14 de la ley 48 no resulta apta para revisar qué actos procesales constituyen el concepto enunciado y, por ende, interrumpen el transcurso de la prescripción de la acción penal. Ello pues en tanto no se invoquen cuestiones constitucionales concretas, estos agravios constituyen únicamente materia de hecho, derecho común y procesal, propia de los jueces de la causa y extraña, como regla y por su naturaleza, al remedio federal.  La Corte hizo excepción a dicho principio, abriendo su jurisdicción para analizar la cuestión de fondo, cuando en un caso concreto verificó una injustificada dilación del proceso, que conllevaba el compromiso de las garantías de defensa en juicio y debido proceso legal. Así, sentó el criterio de que las resoluciones que rechazan la defensa de prescripción pueden equipararse, en cuanto a sus efectos, a las definitivas, en la medida que cabe presumir que hasta la sentencia final puede transcurrir un lapso tan prolongado que, por sí solo, irrogue al procesado un perjuicio que no podría ser ulteriormente reparado. Es de esta manera que el derecho a un juicio rápido se vería resguardado con la declaración de prescripción de la acción, aunque limitada a la demostración por la parte de la irrazonabilidad de esa prolongación. Desde esa perspectiva, la observancia de dicha garantía resulta necesaria en casos graves de demora o retardo del proceso, o de violaciones a los principios de progresividad o de preclusión.


    M., Atilio Roberto s/ Artículo 84 del Código Penal


    M. 1480, XXXIX, 16 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Inhabilitación para conducir. Doctrina de los actos propios. Falta de fundamentación autónoma. Deberes y facultades del fiscal. Denegatoria del recurso. 


    Más allá de la discusión acerca de la invocación de la teoría de los actos propios en una causa penal, al encontrarse en la inteligencia que inspira el pronunciamiento inescindiblemente unidos la inhabilitación con la suspensión del juicio, no basta sostener, tal como lo hace el recurrente, que este último es un aspecto firme y que aquélla no está incluida entre las reglas de conducta, sino que para cumplir con el requisito de adecuada fundamentación debió al menos demostrar cómo la solución que ahora pretende resulta compatible con el criterio hermenéutico sobre cuya base solicitó y obtuvo oportunamente aquel beneficio. Tal exigencia obedece a la necesidad de considerar a toda sentencia como una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos.  No parece que los argumentos esgrimidos en el fallo para demostrar la contradictoria conducta asumida por el apelante carezca tanto de objetividad como de razonabilidad, más aún, si no aparece suficientemente refutada la circunstancia de haberse invocado el citado precedente sin reparo alguno, tanto al momento de requerir la suspensión de juicio como en el recurso de casación deducido con motivo de su rechazo por falta de consentimiento del fiscal, lo que obsta a la procedencia del recurso extraordinario al no cumplir con el requisito que exige el artículo 15 de la ley.


    Q., Francisco Mario s/ Homicidio Culposo


    Q. 92, XXXIX, 22 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


    Recurso de casación penal. Recurso de inconstitucionalidad. Delitos contra el honor. Resoluciones equiparables a definitiva. Inmunidades parlamentarias. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene establecido desde antiguo, al tratarse la precedencia que cabe a la exención de arresto durante el estado de sitio, que las inmunidades parlamentarias no implican la concesión de beneficios individuales en razón de la persona, sino que "son altos fines políticos los que se ha propuesto (la Constitución), y si ha considerado esencial esa inmunidad, es precisamente para asegurar no sólo la independencia de los poderes públicos entre sí, sino la existencia misma de las autoridades creadas por la Constitución".  En efecto, dijo que esta inmunidad debe interpretarse en el sentido más amplio y absoluto; porque si hubiera un medio de violarla impunemente, éste se emplearía con frecuencia por los que intentaren coartar la libertad de los legisladores, dejando burlado su privilegio, y frustrada la Constitución en una de sus más sustanciales disposiciones.  La Corte reafirmó estas prerrogativas, estableciendo con claridad los dos supuestos comprendidos: "Ninguno de ellos (miembros del Congreso) puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni molestado por las opiniones que emita desempeñando su mandato de legislador (artículo 60), y ningún senador o diputado puede ser arrestado, excepto el caso de ser sorprendido in fraganti (artículo 61) fuera de ello tienen los mismos derechos y obligaciones que cualquier otro ciudadano, están sometidos a las leyes del país y a la jurisdicción de los tribunales.  El carácter absoluto de la inmunidad en examen, en atención a su propia naturaleza, es requisito inherente a su concreta eficacia. La atenuación de ese carácter mediante el reconocimiento de excepciones a la prohibición del actual artículo 68, que esta norma no contiene, significaría, presumiblemente, abrir un resquicio por el cual, mediante el argumento de que cabe distinguir entre las opiniones lícitas e ilícitas de un legislador, podría penetrar la acción sojuzgadora, intimidatoria o simplemente perturbadora de otros poderes del Estado o aun de particulares, con desmedro del fin constitucional perseguido.  En base a estos principios, se sostiene el carácter prácticamente absoluto de la irresponsabilidad por las expresiones vertidas en el ámbito parlamentario y que las personas que ampara no pueden ser molestadas por ninguna vía.  Aceptar la posibilidad de que un miembro del Congreso pueda ser sometido a proceso, a fin de que en él sean indagadas o interpretadas judicialmente sus opiniones y los móviles que lo determinaron, contraría la idea que sobre la división de poderes tuvieron los autores de la Constitución, desde que no es congruente con el reconocimiento a los tribunales de justicia de la facultad de inquirir acerca de los motivos determinantes de la conducta de los legisladores cuando actúan en calidad de tales.  Pareja con esta idea ha sido la jurisprudencia del Tribunal al definir los alcances de las inmunidades previstas en los artículos 61 y 62 de la Constitución Nacional -actuales 69 y 70-, ocasiones en las que si bien se estableció que aquéllas no impiden la instrucción de un sumario criminal para investigar la conducta de los legisladores, dejó a salvo de esa regla los casos del artículo 60 –actual 68-.  En el mismo sentido se pronunció la Corte, al distinguir entre las manifestaciones efectuadas con anterioridad a la asunción de una banca de diputado nacional y las realizadas con posterioridad, y respecto de estas últimas determinar que esos concretos hechos no pueden ser enjuiciados ante los tribunales de justicia, por estricta observancia de lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley Fundamental.  Es preferible, tal como el Tribunal tiene dicho, tolerar el posible y ocasional exceso de un diputado o de un senador a introducir el peligro de que sea presionada o entorpecida la actividad del Poder Legislativo mediante la inhibición que podría resultar de la posibilidad de que fueran sometidos a acusaciones penales por proferir sus opiniones.   Por último, el efecto exonerador de la responsabilidad penal no implica que las demasías en que pudiera incurrir el legislador sean irreprimibles, pues es resorte del cuerpo legislativo contener las posibles extralimitaciones en resguardo de su decoro e impedir que el honor de los particulares sea impunemente vulnerado (artículo 66 de la Constitución Nacional); circunstancia que se condice con el régimen específicamente tuitivo de la función legislativa en que se apoyó el pensamiento de quienes lo consagraron.


    R., Jorge s/ Calumnias -causa N° 4.758-


    R. 920, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Apartamiento de la doctrina de la corte. Aplicación errónea de la ley. Principio de congruencia. Defensa en juicio. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Dictamen en los autos “F. Julio s/ Recurso de casación”, doctrina de la causa “T., Francisco s/ Encubrimiento en concurso ideal con abuso de autoridad” (Fallos: 318:2098) y dictamen en los autos “M., Julio Gabriel s/ Homicidio culposo”.


    Respecto de los agravios vinculados con la imposibilidad de dictar sentencia condenatoria en el supuesto que el fiscal y la querella, al momento de alegar, hubiesen solicitado la absolución de los imputados, la cuestión fue motivo de análisis en la doctrina de referencia.  A este respecto, resultan plenamente válidos los principios sentados por el Tribunal relativos a que "carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, especialmente en supuestos en los que dicha posición ha sido expresamente invocada por el apelante".  Con respecto a los agravios relativos a la inclusión en el proceso de un hecho por el cual los imputados no habían sido previamente intimados y la utilización de éste para aplicar una calificante del homicidio "criminis causa" que el tribunal de mérito extendió a todos los recurrentes, debió ser objeto de debate en la casación local ya que indudablemente se encuentra involucrada una cuestión sustantiva vinculada directamente al principio de congruencia consagrado por la garantía constitucional de la defensa en juicio y debido proceso legal. Principio que el Tribunal incansablemente ha resguardado, también, al indicar que "en materia criminal la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional exige la observancia de las formas sustanciales del juicio relativas a la congruencia entre la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales.  Asimismo, desde el aspecto procesal, la cuestión fue correctamente introducida en los recursos locales, en la errónea aplicación de la ley sustantiva, competencia indiscutible del a quo, que desechó en forma dogmática, incurriendo en arbitrariedad.  Así las cosas, la respuesta brindada por el a quo, no satisface el criterio que la Corte tiene predicado al respecto, pues “en materia criminal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa”, “el ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, que asegure la realidad sustancial de la defensa en juicio”. En el mismo sentido “los juzgadores están legalmente obligados a proveer lo necesario para que no se produzcan situaciones de indefensión, incluso contra la voluntad de los procesados”.  En lo que se refiere a la recta aplicación de la ley penal, la Corte local omitió toda consideración, incurriendo en consecuencia, en una arbitrariedad, por cuanto confirmó dogmáticamente los lineamientos de la sentencia condenatoria que desvirtuaba la ley aplicable a las contingencias comprobadas de la causa, al considerar simplemente que los agravios traídos se vinculaban con cuestiones de hecho y revalorización de la prueba producida. Ello así, en la medida que sin modificar los hechos tal como se tuvieron por probados, admiten una solución diferente del litigio, al tiempo que a todas luces más beneficiosa para los condenados.


    A., Luis Miguel y otros s/ Homicidio calificado --causa N° 171/01-


    A. 393, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Recurso de casación penal


    Calumnias. Calificación legal. Discrepancia del recurrente. Tipo penal. Inmunidades parlamentarias. Concejales. Cuestión no federal. 


    Tiene establecido la Corte que los pronunciamientos de los tribunales locales por los que se declaró la improcedencia de los recursos interpuestos en las instancias ordinarias, no autorizan, en principio y dada su naturaleza procesal, su revisión por la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48. Tal regla admite excepción, cuando la resolución adoptada se sustenta en meras afirmaciones dogmáticas que no se compadecen con los argumentos expuestos por el apelante, ni atiende á los términos del precepto cuya aplicación se pretende, por lo que ello redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado.  Dicha excepción no se encuentra presente toda vez que si bien la crítica del apelante apunta exclusivamente a discutir si el hecho probado constituye el delito motivo de condena, no es menos cierto que el vocal preopinante por la mayoría consideró a ésta debidamente fundada en ese aspecto, razón por la cual la queja de aquél reflejaba sólo una disconformidad con la valoración de los hechos y las pruebas en las que se fundó el tribunal de mérito para adoptar dicho temperamento.  Precisamente de este razonamiento no se hizo cargo el apelante, razón por la cual el recurso extraordinario no satisface el requisito que exige el artículo 15 de la ley 48. Ello es así, toda vez que limitó su agravio a un aspecto no controvertido por el fallo, sin reparar en la insuficiente fundamentación que se le atribuyó al recurso de casación relacionado con temas de derecho común y público local -adecuación típica del hecho al delito reprochado y el alcance de la inmunidad que como concejal amparaba al imputado al momento del hecho- que, cabe resaltar, constituyen materia propia de los jueces de la causa y, en la medida que fueron resueltos con argumentos no federales, más allá de su acierto o error, impiden su descalificación como acto judicial.


    L., Manuel Roberto s/ Querella por calumnias


    L. 1077, XXXIX, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Devuelve las actuaciones a efectos de que se incorpore documentación indispensable para el correcto planteo de la cuestión.


    Agente Fiscal requiere medidas previas


    COMP. 316, XL, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Mantiene el recurso interpuesto por el señor Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal.


    P., Julián Ricardo s/ Infracción Artículo 5°, Inciso c Ley 23.737


    P. 1444, XL, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    C. R., Juan Jesús s/ Recurso de casación


    C. 1442, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    L., Cecilia s/ Recurso de casación


    L. 710, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    B., Daniel Eugenio s/ Recurso de inconstitucionalidad


    B. 1329, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    V., Aníbal Jesús s/ Recurso de casación


    V. 596, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    B., Rubén y otro s/ Recurso de casación


    B. 1583, XL, 29 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Orden de extradición. Introducción y salida de estupefacientes. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Como ha sostenido reiteradamente el Tribunal, el procedimiento extraditorio consiste en un acto de asistencia jurídica internacional, cuyo fundamento radica en el interés común de todos los Estados de que los delincuentes sean juzgados y eventualmente castigados por el país a cuya jurisdicción corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictuosos.  El Tribunal en reiteradas oportunidades ha sostenido que el juicio de extradición no constituye un juicio propiamente dicho y no caben en él otras discusiones que lo referente a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. Por ello, al trámite de extradición no importa la evaluación de cuestiones de fondo a ventilarse en el proceso extranjero, ni implica decisión sobre la culpabilidad del requerido.  En consecuencia, las expresiones de la defensa en relación a la irresponsabilidad de la extraditable, en nada afecta la viabilidad de la extradición ya que se relaciona con el proceso llevado a cabo por la justicia extranjera, por lo que es allí donde deberá evaluarse.


    G.U., Cecilia Madeleine s/ Extradición


    G. 1598, XXXIX, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    



    Remisión al dictamen de la causa M. 831, L. XXXIX. “M., Walter Alfredo y otro s/ Infracción Ley 22.415” y al fallo de la causa F. 1472, L. XXXVIII, “Flax, Marco Mario Oscar s/ Exacciones ilegales reiteradas - causa n° 848-”.


    V., Rubén y otros s/ Calumnias e injurias -causa N° 4.012-


    V. 1097, XXXVIII, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    La cuestión ha devenido insustancial, por lo que resulta innecesario un pronunciamiento sobre el particular.


    V., Rubén y otros s/ Calumnias e injurias -causa N° 466-


    V. 1283, XXXVIII, 13 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen emitido en la presente causa.


    H. F., Mario Ezequiel s/ Extradición


    H. 425, XXXVIII, 27 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Condiciones de detención. Rechazo in limine. Principio de dignidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las situaciones denunciadas por los accionantes y admitidas por las propias autoridades no satisfacen, en modo alguno, las condiciones que la Constitución Nacional (artículo 18 in fine) y la ley de ejecución penal, aplicable a los encausados detenidos por imperio de su artículo 11, establecen para el cumplimiento de las penas de encierro. Por consiguiente, en caso de verificarse, constituirían un agravamiento ilegítimo de las condiciones de detención, en los términos del artículo 3, inciso 2, de la ley 23.098.  Si bien es cierto que no es tarea de los jueces –y escapa a sus posibilidades reales- resolver por sí mismos las falencias en materia edilicia que determinan la superpoblación carcelaria, sí lo es velar porque el encarcelamiento se cumpla en forma acorde con los parámetros que establecen las leyes y las normas constitucionales, y ordenar, dado el caso, el cese de los actos u omisiones de la autoridad pública que, medido con arreglo a esas pautas, impliquen agravar ilegítimamente la forma y las condiciones de ejecución de la pena. Si se tiene en cuenta que el habeas corpus correctivo fue instituido específicamente para un cumplimiento más expeditivo de esa tarea, el rechazo in limine de la acción por parte de los magistrados intervinientes no resulta admisible.  En tal sentido, la Corte ha dicho que con la extensión del procedimiento sumarísimo de habeas corpus a la protección de la dignidad y respeto a la persona, con los que debe cumplirse la privación de libertad, el legislador ha buscado establecer un medio legal adicional, rápido y eficaz, para resguardar el trato digno en las prisiones y para solucionar situaciones injustas que allí se planteen. Pues lo que caracteriza al instituto sub examine es el objetivo de suministrar un recurso expeditivo para la protección de los derechos comprometidos cuando fuere urgente modificar el agravamiento de las condiciones de detención, y cuando ello no aconteciere por cualquier razón.  También expresó, que el ingreso a una prisión no despoja al hombre de la protección de las leyes y, en primer lugar, de la Constitución Nacional, de modo que toda situación de privación de la libertad impone al juez o funcionario que la autorice el deber de garantizar el cumplimiento de las normas constitucionales, los tratados internacionales ratificados por la República Argentina y los derechos del detenido no afectados por la medida de que se trate.  A este respecto, el artículo 18 de la Constitución Nacional sienta una pauta general, pero de claro contenido prescriptivo, al disponer que "las cárceles serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice".  A lo que se añade, lo dispuesto concretamente por la ley 24.660 en cuanto a que, "el número de internos de cada establecimiento deberá estar preestablecido y no se lo excederá a fin de asegurar un adecuado alojamiento", asimismo que, “todos los locales estarán siempre en buen estado de conservación" y "su ventilación; iluminación, calefacción y dimensiones guardarán relación con su destino y factores climáticos" (artículo 59), que "los establecimientos deberán disponer de suficientes y adecuadas instalaciones sanitarias y proveerán al interno de los elementos indispensables para su higiene" (artículo 60), y que "al interno se le proveerá de ropa suficiente para su cama individual, la que será mudada con regularidad" (artículo 64).  También en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos se establece, específicamente, que "los locales destinados a los reclusos y especialmente aquellos que se destinan al alojamiento de los reclusos durante la noche, deberán satisfacer las exigencias de higiene, habida cuenta del clima, particularmente en lo que concierne al volumen del aire, superficie mínima, alumbrado, calefacción y ventilación" (regla 10), y que "las instalaciones sanitarias deberán ser adecuadas para que cada recluso pueda satisfacer sus necesidades naturales en el momento oportuno, en forma aseada y decente" (regla 12).  Mantener a un grupo de seres humanos en condiciones de hacinamiento constituye, por sí mismo, un trato degradante contrario a la dignidad humana que se intensifica, todavía más, cuando se combina con falencias en materia de luz, ventilación, higiene, lugares donde dormir, alimentación y atención médica.  A todo ello cabe agregar que el remedio de ciertas situaciones, como la falta de medicamentos y de otros recursos para una adecuada atención médica (artículos 143 a 152 de la ley 24.660) no depende necesariamente de la construcción de un nuevo establecimiento carcelario.


    Defensor Oficial interpone acción del Artículo 43 de la Constitución Nacional


    D. 1867, XXXVIII, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de la Causa. Denegatoria del recurso. 


    Precedente “Giroldi”.


    El recurso interpuesto no cumple con los requisitos necesarios para ser admitido en esta instancia, pues la resolución en cuestión no proviene del superior tribunal de la causa, obviándose interponer el recurso pertinente ante la Cámara de Casación Penal.  En este sentido, desde el precedente de referencia, la Corte ha destacado el carácter de “tribunal intermedio” de la Cámara Nacional de Casación Penal, creada para cimentar las condiciones necesarias para que satisfaga el alto ministerio que le ha sido confiado, sea porque ante ella pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, sea porque el objeto a revisar por ésta ya sería un producto más elaborado.  Por lo expuesto, el recurso ha sido erróneamente concedido, razón por la cual no ha de mantenerse.


    P., Héctor Raúl s/ Infracción Artículo 296 del Código Penal


    P. 457, XL, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Interposición del recurso. Recurso in forma pauperis. Actos y diligencias procesales. Nulidad procesal. Defectos del procedimiento. Defensa en juicio. Patrocinio letrado. 


    El vicio del procedimiento consistente en no subsanar la deficiencia técnica de un recurso extraordinario presentado in forma pauperis por el imputado importa un inadmisible menoscabo a la garantía de la defensa en juicio del acusado que determina la declaración de nulidad de lo así resuelto y devolución de los autos con el fin de que se garantice la efectiva asistencia letrada con carácter previo a la decisión sobre la procedencia del recurso extraordinario. El ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, que asegure la realidad sustancial de la defensa en juicio. Es obligación de los tribunales suministrar la debida asistencia letrada que permita ejercer la defensa sustancial que corresponda. En lo posible, debe allanarse el camino para que la Corte se avoque al conocimiento de fondo de los agravios, pues el escrito de apelación federal in forma pauperis, pese a exponer una firme e inequívoca voluntad recursiva, no los contiene y esa omisión no fue subsanada del modo debido por quienes tenían a su cargo velar por su cumplimiento.


    R., L. G. s/ Recurso de queja


    R. 333, XXXVIII, 11 de agosto de 2004


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, “C., Luis Santiago s/ Recurso de casación”.


    C., Walter Gustavo s/ Recurso de casación


    C. 161, XL, 28 de junio de 2004


    Ver dictamen


    Robo calificado. Extorsión. Libertad provisional. Prisión preventiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestiones procesales. Concesión errónea del recurso. 


    La decisión del alto tribunal provincial no cumple con la exigencia de sentencia definitiva que, como requisito de admisibilidad formal, debe observar todo recurso extraordinario federal en los términos del artículo 14 de la ley 48, en tanto dicha resolución no es de aquellas que diriman la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación.  Tampoco estaríamos ante un fallo equiparable a tal carácter, puesto que no se verifica en el caso la existencia de un gravamen irreparable que exija, por excepción, otorgar viabilidad a las apelaciones federales interpuestas.  En efecto, si bien se encontraría involucrada la libertad de los encausados, situación que daría lugar, en ciertos casos, a la intervención de la Corte, lo cierto es que aquí no se advierte que esta restricción ocasione un perjuicio de reparación imposible o tardía, teniendo en cuenta el avance del proceso. Ello así, pues, se ha dictado una sentencia, no firme, en la que se impone a los imputados la reclusión perpetua; condena que, por su gravedad y presunción de acierto, actúa como presupuesto jurídico razonable para el cumplimiento de la medida cautelar decretada en autos, más allá de la presunción de inocencia.  En orden a lo que antecede, y toda vez que la ausencia de carácter definitivo del pronunciamiento impugnado no suple, en el caso, la invocación de la doctrina de la arbitrariedad o de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, los motivos de agravio propuestos por los apelantes no admitirían, en principio, la procedencia del remedio federal intentado; máxime cuando la índole de la cuestión de que tratan -irregularidades en la sustanciación de recursos interpuestos ante el tribunal superior de la causa- constituye materia propia del derecho procesal local y ajena, como regla, a la instancia del artículo 14 de la ley 48.


    P., Carlos P. y otros s/ Homicidio calificado


    P. 1064, XXXIX, 11 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    R., C. D. c/ Asociación ilícita s/ Incidente de regulación de honorarios solicitada por Gabriela Manrique - Causa Nº 20.569


    R. 536, XXXIX, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


    Situación del imputado


    Excarcelación. Recurso extraordinario federal. Superior Tribunal de la causa. Resoluciones equiparables a definitiva. Cámaras de casación. Recurso de casación penal. Debido proceso. 


    Cámara Nacional de Casación Penal. Tribunal intermedio.


    El remedio federal resulta formalmente procedente, si se dirige contra una resolución emanada del tribunal superior de la causa, que puede equipararse a sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, en tanto implique la restricción de la libertad ambulatoria del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, ocasionando un perjuicio que podría resultar de imposible reparación ulterior, por atentar un derecho que exige tutela inmediata.  La Corte ha destacado el carácter de "tribunal intermedio" de la Cámara Nacional de Casación Penal para la protección judicial de la Constitución Nacional, que constituye el modo de preservar el singular carácter de la actuación del máximo tribunal, sea porque ante ella pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores sin necesidad de recurrir ante la Corte, sea porque el objeto a revisar por ésta ya sería un producto más elaborado.  No puede perderse de vista que el recurso de casación es un instrumento operativo de la garantía prevista en el inciso h del punto 2 del artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, a cuyo respecto la Comisión Interamericana ha señalado que un aspecto esencial derivado del debido proceso es el derecho a que un tribunal superior examine o reexamine la legalidad de toda sentencia jurisdiccional que resulte en un gravamen irreparable a una persona, o cuando ese gravamen afecte los derechos y libertades fundamentales.


    M., Santiago s/ Robo en tentativa


    M. 251, XL, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba


    Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. Excepciones procesales. Fundamentación de recurso. Argumentos de las partes. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Tiene establecido la Corte que las cuestiones relativas a la admisibilidad de recursos locales no son, en principio, revisables en instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa,  máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en que la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Sin embargo, tal criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable, y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio, al haber sido soslayados argumentos relevantes para la solución de la caso, así la sentencia carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    F. C/ V., Adrián Raúl p/ Defraudación por retención indebida


    F. 316, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes


    Individualización de la pena. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Cuestiones de hecho y prueba. Queja por denegación del recurso extraordinario. inadmisibilidad del recurso. 


    La mera invocación de las garantías presuntamente lesionadas no sustituye la demostración que debió haber efectuado el recurrente de la presencia de materia federal y su directa relación con el caso. Esta falencia ya sería determinante para considerar la improcedencia de la vía federal, pero a ella cabe agregar también la omisión del apelante de rebatir, con una crítica concreta y razonada, la afirmación del a quo relativa a que la conexión argumental invocada por la defensa: la desfavorable impresión causada por el imputado en la audiencia de debate; la mendacidad que los jueces le atribuyen a éste, resulta de una suposición de la parte que no se compadece con el texto del pronunciamiento ni con sus respectivos pasajes, ya que estas consideraciones refieren a un tema distinto al de la individualización de la pena.  En cuanto a la cuestión de fondo es necesario indicar que el agravio traído por la parte se vincula con la valoración de las pautas para la individualización de la pena, materia que, en principio, excede el marco que la Corte puede decidir por la vía intentada, pues la graduación de las sanciones dentro de los límites permitidos por las leyes respectivas, constituye el ejercicio de una facultad propia de los jueces de la causa.   No obstante lo expuesto, la Corte haciendo excepción a esa regla, abrió su jurisdicción para analizar esta cuestión con sustento en la causal de arbitrariedad, cuando se hizo una consideración fragmentada y aislada de las pautas fijadas para graduar el monto de la pena, de manera lesiva para las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso adjetivo.  Resulta importante destacar que dicha doctrina se aplicó en puntuales casos, donde las defensas de los imputados cuestionaban, por infundado, el incremento de las penas resuelto en segunda instancia.  En este caso no concurren las circunstancias excepcionales de los precedentes: “Lía Alejandra Viña y otras s/ Robo calificado” y “Miara, Samuel y Castillo de Miara, Beatriz s/ Suposición de estado civil”.   Puntualmente, la defensa hecha mano de la doctrina elaborada por la Corte para restarle validez a la decisión de la Cámara de Casación, porque, a su criterio, el a qua habría complementado el pronunciamiento del tribunal oral con un elemento de agravación de la pena no ponderado en la mensuración originaria, modificando, en perjuicio del procesado, el fundamento objetivo en que se apoyó la graduación punitiva.


    V. V., José Alberto s/ Causa N° 4.918


    V. 794, XXXIX, 25 de octubre de 2004


    Ver dictamen


    Validez de la notificación


    Falsedad ideológica. Cédula de notificación. Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. Improcedencia del recurso. 


    Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, por vincularse con asuntos de naturaleza no federal son, en principio, ajenas a la instancia extraordinaria.  El debate sobre si el a quo decidió con acierto o error que el fallo impugnado no constituía sentencia definitiva o equiparable a tal, a los fines de la procedencia formal del recurso de casación interpuesto ante su jurisdicción, no es una cuestión que supere el análisis e interpretación de normas de carácter procesal, lo cual pertenece al exclusivo conocimiento de los jueces de la causa y resulta extraño a la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48.  Máxime, si lo sustancial del planteo que se intenta someter a juicio de la Corte se relaciona con la validez o nulidad de las notificaciones, que también suscita la discusión de una cuestión fáctica, probatoria y de derecho procesal, ajena a la instancia extraordinaria. Principio del cual no cabe apartarse, salvo puntuales circunstancias contempladas por el la Corte, como cuando la decisión omitió considerar elementos relevantes del expediente y las normas conducentes para su solución correcta, en desmedro de garantías constitucionales, las que no se advierten en el sub lite, ni fueron alegadas por la recurrente.  La intentada no es la vía apropiada para discutir la presunta falsedad ideológica atribuida a la cédula de notificación, puesto que el derecho vigente pone a disposición de la parte otros caminos legales, de los que, creo, debió hacer uso para lograr esa finalidad, precisamente, con la formulación de acciones autónomas singulares y, en principio, de carácter meramente declarativo.


    Norma Ana L. de C. en autos: R., Uber s/ Defraudación por retención indebida


    R. 1306, XL, 15 de diciembre de 2004


    Ver dictamen

  


  
    Capítulo XI


    Derecho Tributario y Aduanero


    Acción meramente declarativa


    Declaración de inconstitucionalidad. Transporte interno. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Falta de agravio concreto. 


    La circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados del Tribunal no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demandada cumple con los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas.  Es doctrina de la Corte que, siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian.  Sobre la base de tales criterios, no se configuran en el sub lite los requisitos que habilitan la admisión de la acción intentada.  Como sostuvo el Ministerio Público, el Poder Judicial de la Nación, conferido a la Corte Suprema de Justicia y a los tribunales nacionales por los arts. 94, 100 y 101 de la Constitución Nacional, se define – de acuerdo con invariable interpretación- como el que se ejercita en las causas de carácter contencioso a las que se refiere el art. 2° de la ley 27.   En tales condiciones, es evidente que el sub examine carece de la controversia de derechos, actual y concreta, necesaria para que se configure la “causa” o “caso” contencioso que habilita el ejercicio jurisdiccional, resultando una mera consulta acerca de una determinada situación o un pedido de declaración general y directa de inconstitucionalidad, cuya procedencia es inadmisible.


    El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 145, XXXIV, 17 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de pasajeros. Coparticipación de impuestos. Impuesto a las ganancias. Doble imposición. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 165, L. XXXIV, “Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Empresa Ciudad de Gualeguaychu S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 223, XXXV, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    AFJP. Impuesto sobre los ingresos brutos. Alícuota. Intermediación financiera. Realidad económica. Principio de legalidad. 


    La demandada realiza una interpretación parcial y sesgada del objeto de la actora, pues hace prevalecer sólo una de las tareas abarcadas en el concepto de “administración” del inc. a) del art. 59 de la ley 24.241, al tiempo que soslaya las restantes e ignora lo dispuesto por el inc. b) de la propia norma, hermenéutica que no resulta adecuada a la regla que impone que la exégesis de los preceptos debe hacerse evitando un sentido que coloque en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto.  Encuadrar la actividad de las “administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones” únicamente como “intermediación” y, de esta forma, dentro de los supuestos especiales alcanzados por la alícuota agravada prevista en el art. 11. inc. III b), de la ley provincial 6611, no aparece ajustado a su objeto, legalmente regulado, ni la realidad de su operatoria, además de exhibirse en pugna con el principio constitucional de legalidad del tributo.  La Corte tiene sentado que no cabe aceptar la analogía en la interpretación de las normas tributarias materiales, para extender el derecho o imponer contribuciones más allá de lo previsto por el legislador, habida cuenta de la reiterada doctrina en el sentido de que, atendiendo a la naturaleza de la obligaciones fiscales, rige el principio de reserva o legalidad -arts. 4 y 75. inc. 2°, de la Constitución Nacional  La Corte sostuvo, respecto de la parte de las comisiones destinadas al pago de las primas de los seguros colectivos de invalidez y fallecimiento, que ella sólo representa un ingreso para la respectiva compañía aseguradora, pero no para la administradora, que actúa en el caso como “una suerte de intermediaria” entre los afiliados y beneficiarios. Tal afirmación, en cuánto se refiere únicamente a la parte de las comisiones destinadas al pago de esas primas, ratifica que el conjunto de actividades desempeñadas por las administradoras excede la mera “intermediación” bajo la cual pretende la Provincia calificarla.


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción Declarativa


    N. 197, XXXVII, 21 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


    AFIP


    Ejecución fiscal. Deudas impositivas. Procurador del tesoro. 


    Le asiste razón al recurrente, desde que no resulta posible extender lo dispuesto por el cuarto párrafo del artículo 92 de la ley 11.683, en cuanto establece que cuando se trata de deudas tributarias no son de aplicación las normas de la ley 19.983, a un supuesto distinto como el presente, de ejecución de naturaleza previsional. Cabe recordar sobre el particular la jurisprudencia - establecida desde antiguo por esta Corte Suprema - según la cual las excepciones a los preceptos generales de la ley, obra exclusiva del legislador, no pueden crearse por inducciones o extenderse por interpretación a casos no expresados en la disposición excepcional, razón por la cual deberá seguir entendiendo en el sub-lite el Procurador del Tesoro de la Nación, como lo estipula su artículo 1°.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Fuerza Aérea Argentina - Círculo del Personal Civil -


    F. 934, XXXIX, 13 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI


    Fisco Nacional. Medidas cautelares. Impuesto a las ganancias. Carga de la prueba. Verosimilitud del derecho invocado. Peligro en la demora. Recurso de queja. Procedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que lo resuelto excede el interés individual de las partes y a darle también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas.  Las referidas circunstancias excepcionales se verifican en la especie y que, además, los agravios de la quejosa suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la vía extraordinaria, toda vez que lo resuelto no constituye derivación razonada del derecho vigente con particular y pormenorizada aplicación a las circunstancias de la causa.  Si bien el dictado de las medidas precautorias no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien la solicita la carga de acreditar prima facie la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que la justifiquen.  En lo que este peligro irreparable se refiere, explicó el Tribunal que debe ser juzgado de acuerdo a un juicio objetivo o derivar de hechos que puedan ser apreciados incluso por terceros.  Sobre la base de tales premisas, no se encuentran elementos que permitan siquiera inferir el concreto perjuicio que pudiera sufrir la actora como consecuencia del ejercicio de las facultades de verificación y fiscalización del Fisco Nacional, con el objeto de controlar la correcta liquidación de su impuesto a las ganancias.  Sin perjuicio de ello y aún cuando estrictamente no esté discutido el tema en el expediente, no puede obviarse que la legitimidad en el empleo de las facultades de verificación y fiscalización de la AFIP sobre los períodos supuestamente amparados por el  "régimen especial de fiscalización" podrá ser impugnada al momento de recurrir el consecuente acto de determinación de oficio, con amplitud de debate y prueba. Tal planteo, a realizarse por la vías previstas en el art. 76 de la ley 11.683, posee efecto suspensivo sobre la exigibilidad de la deuda, aspecto que corrobora, como lo indica la demandada, la inexistencia de peligro como consecuencia de la actividad estatal impugnada.  Por último, el criterio de amplitud en la concesión de medidas como la solicitada en autos dista del utilizado por la Corte, que ha dicho con firmeza, en reiteradas oportunidades, que el examen de la procedencia de tales cautelas ha de efectuarse con particular estrictez, atento a la afectación que producen sobre el erario público, pues la percepción de las rentas del Tesoro -en el tiempo y modo dispuestolegal mente- es condición indispensable para el regular funcionamiento del Estado. Además, debe recordarse que uno de los peores males que soporta el país es el gravísimo perjuicio social causado por la ilegítima afectación del régimen de los ingresos públicos que proviene tanto de la evasión como de la demora excesiva e injustificada en el cumplimiento de las obligaciones tributarias sustantivas. Así, en la medida en que su competencia lo autorice, los tribunales tienen el deber de contribuir a su eliminación o, en todo caso, a la aminoración de esos dañosos factores, en la bien entendida inteligencia de que lo dicho no implica que no sea posible suspender los efectos de los actos de la Administración Tributaria en caso alguno, sino que tal postergación ha de estar avalada por un análisis serio, detallado y convincente de los defectos insalvables que dicho acto tenga -apreciables aún desde la limitada perspectiva de análisis que brinda el proceso cautelar-, elementos que, no surgen del decisorio en recurso.


    Efecon S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    E. 563, XXXVIII, 28 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Litispendencia. Juicio ejecutivo. Pago anticipado. 


    El thema decidendum se limita a determinar si el ejecutado se encontraba obligado al pago de los referidos anticipos o si, por el contrario, se hallaba exento en virtud de las disposiciones contenidas en el decreto 730/0 1  En tal sentido, cabe destacar que eI decreto 730/01 (B.O. 6/6/2001), en su art. 1°, establece que "Los sujetos que resulten comprendidos en los Convenios para mejorar la competitividad y la generación de empleo ya suscriptos o que se suscriban en el futuro… podrán gozar de todos o algunos de los siguientes beneficios b) Exención del impuesto a la Ganancia Mínima Presunta... ". A su vez, el art. 5° establece que "Las disposiciones del presente decreto entrarán en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial, excepto para: ... b) Lo dispuesto en el inciso b), del artículo 1°: Que surtirá efecto para los ejercicios fiscales que cierren a partir del día siguiente, inclusive, al de publicación en el Boletín Oficial de la nómina en la que se encuentre incluido el beneficiario".  Asiste razón a la apelante en cuanto a que el decisorio no ha interpretado en forma adecuada las prescripciones contenidas en el decreto 730/01 tampoco el art. 21 de la ley 11.683, además de haberse apartado de los concretos supuestos fácticos y demás constancias del expediente.  Es del caso recordar que el art. 21 de la ley 11.683 faculta a la Administración Federal de Ingresos Públicos a exigir el "ingreso de importes a cuenta del tributo que se deba abonar por el período fiscal por el cual se liquidan los anticipos".  Como consecuencia de lo prescripto, por ser los anticipos verdaderos pagos a cuenta del tributo final, deben guardar una razonable relación cuantitativa con éste.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Templar S.A. s/ Ejecución fiscal


    F. 1061, XXXIX, 07 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Beneficios tributarios


    Reintegros impositivos. AFIP DGI. Regímenes de promoción. Promoción industrial. Concesionario (comercial). Responsabilidad del concesionario (comercial). Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Por medio del decreto 937/93, el Poder Ejecutivo Nacional instituyó un régimen de subsidio, bajo la forma de reintegro fiscal, aplicable a los sujetos titulares de empresas que realicen ventas de bienes de capital nuevos y de producción nacional destinados a inversiones en actividades económicas que se efectúen en el país. Entre otras disposiciones del sistema, en lo que aquí interesa, estableció que la venta de los bienes sería computable para el reintegro cuando los fabricantes "hayan efectivizado la entrega de los mismos a los adquirentes que los incorporen a su patrimonio como bien de capital" y que los beneficiarios del reintegro podrían solicitarlo en el mes que se produzca la entrega del bien.  En tales condiciones con las prohibiciones, obligaciones y sujetos a las sanciones a que se refieren los arts. 4°, 6° y 7° del decreto 937/93, aclaró que se consideraría venta a toda transferencia a título oneroso que importe la transmisión de dominio de los bienes comprendidos en el régimen y que, en el supuesto de ventas de bienes registrables a concesionarios o representantes autorizados, se considerarían efectuadas aun cuando la inscripción se realice a nombre del comprador definitivo. También dispuso que el precio neto a los efectos del reintegro -el que tampoco podía superar al de la lista informada a la Secretaría de Industria y Comercio- sería el que surja de la factura o documento equivalente, emitido por el productor al comprador, o en su caso, al concesionario autorizado o representante oficial, entre otros preceptos tendientes a regular las operaciones de reintegro.  Conviene detenerse en el decreto 645/98, por el cual el Poder Ejecutivo Nacional dispuso que se imputarían a los fabricantes o intermediarios indicados en el art. 3° de la resolución general (DGI) 3708, según corresponda, las infracciones al régimen del decreto 937/93. La responsabilidad de cada uno de ellos por los hechos que les fueren imputados individualmente, no incidiría sobre la situación de los demás sujetos que participan en la cadena de comercialización. En el mismo sentido, prescribió que la DGI dispondría la pérdida del beneficio de los fabricantes que vendieran a sus concesionarios o representantes oficiales un bien por un precio superior al autorizado por el art. 4° del decreto 937/93 y la devolución de una suma proporcional a las diferencias de precios referidas y hasta el importe máximo del reintegro fiscal percibido. Cuando la infracción fuera del concesionario o representante oficial, entonces se le exigiría a él la restitución, en este caso, de un importe proporcional a la diferencia de precio facturado en exceso al usuario definitivo del bien y hasta el máximo de la participación en el reintegro fiscal recibida o que debiera recibir el fabricante. Igual criterio se sigue en las demás infracciones al régimen.  Con el  decreto 645/98, el Poder Ejecutivo puso fin a la controversia en favor de la posición sustentada por la actora, así como el de los fabricantes que comercializan sus bienes por medio de concesionarios o representantes oficiales. En efecto, dicho decreto marcó el deslinde de responsabilidades entre los distintos sujetos que intervienen en la cadena de comercialización de un gran número de bienes incluidos en el régimen del decreto 937/93. Estableció que cada uno de aquellos responda individualmente por las infracciones que cometa al régimen del aludido decreto, sin que ello incida en la situación de los demás, aun en todas las actuaciones en trámite, en tanto no exista en ellas resolución firme y pasada en autoridad de cosa juzgada, tal como sucede en autos.   Una de las finalidades del régimen fue beneficiar a los compradores finales que incorporen bienes a su patrimonio como capital de trabajo, mediante un descuento en el precio de adquisición de tales bienes, como un modo de "incentivar el acceso a la modernización de la estructura productiva con alicientes al esfuerzo empresarial en materia de reequipamiento", pero la frustración de tal objetivo, por infracciones al régimen cometidas por alguno de sus participantes, no puede ser imputada al fabricante, desde que existe concordancia entre las partes, e incluso de todos los magistrados que intervinieron en la causa.  Las normas dictadas tanto por la autoridad de aplicación como por el órgano instituyente del régimen de subsidios, ya sean reglamentarias, interpretativas o aclaratorias, inducen a pensar que no solo admitieron a los distintos actores que participan de la cadena de comercialización de ciertos productos, sino que además establecieron un sistema de atribución de responsabilidad individual, en donde cada uno se haga cargo de sus actos.


    Scania Argentina S.A. c/ Estado Nacional - Dirección General Impositiva s/ Dirección General Impositiva


    S. 2215, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Crédito fiscal


    Mutuo. Rentas del trabajo personal. Interpretación de la ley. Derivación razonada del derecho vigente. Confirmación de sentencia. 


    El thema decidendum estriba en determinar si, en el período fiscal en discusión, los intereses y actualizaciones pasivas, originados en operaciones de mutuo destinadas a la compra de acciones, resultaban gastos deducibles para un contribuyente cuyo únicos ingresos declarados provenían de su trabajo personal.   El art. 81 de la ley 20.628 establecía que de la ganancia del año fiscal cualquiera fuese la fuente de ganancia y con las limitaciones contenidas en esta ley, se podrá deducir: a) los intereses de deudas, sus respectivas actualizaciones y los gastos originados por la constitución, renovación y cancelación de las mismas.   Cabe recordar que la primara fuente de interpretación de la ley es su letra y cuando emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos.   La expresa salvedad referida a "cualquiera fuese la fuente de ganancia" no puede ser obviada ni entendida como una redacción descuidada o desafortunada del legislador, sino que indica que los intereses y sus actualizaciones pasivas podían ser deducidas de cualquier renta, con prescindencia de la categoría en la cual encuadraran. Ya que la mecánica entonces vigente admitía que el total del pasivo de una persona física concurría a financiar el total de su activo y, por lo tanto, el gasto que ese pasivo generase debía distribuirse entre todo su activo y detraerse de los frutos producidos por su explotación.  Por ello, el único límite para la deducción de los intereses y la actualización lo representaba la existencia de ganancias no gravadas o exentas, impedimento ya descartado por el a quo y que encuentra acertado sustento en lo dispuesto por los arts. 45 y 46 de la ley.  Sobre la base de este mismo precepto la Corte admitió incluso la deducción de los intereses resarcitorios originados en el pago tardío del impuesto a los réditos, pues sostuvo que ella aparece autorizada por la ley, que en términos generales faculta al contribuyente a hacerlo con "todos los intereses de deudas contraídas para obtener, conservar o mantener el rédito imponible".


    Rohn, Carlos Alberto c/ Dirección General Impositiva


    R. 861, XXXVIII, 02 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Ejecución fiscal. Deudas impositivas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Toda vez que una entidad nacional dirige su pretensión contra una Provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la A.F.I.P. al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en instancia originaria.


    Administración Federal de Ingreso Público c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    A. 354, XL, 24 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Despachante de aduana. AFIP DGI. Registro de despachantes de aduana. Sumario administrativo. Sobreseimiento. 


    Son dogmáticas las restantes afirmaciones que se efectúan en el fallo apelado, tales como que la actuación de los agentes aduaneros fue imprudente, apresurada y con el de sacar rápidamente de la órbita administrativa al despachante, o que se dieron hechos insólitos en el sumario administrativo, demostrativos de su falta de orden racional, pues dichas conclusiones, que sirvieron de apoyo a la declaración de ilegitimidad de la conducta de la demandada, no tienen en cuenta los elementos señalados por la apelante que se presentan con entidad suficiente para determinar la legitimidad de los actos administrativos que culminaron en la suspensión que habría ocasionado al actor los daños cuya reparación reclama en la litis.  En tal sentido, cabe señalar la gravedad de los hechos investigados en el sumario administrativo, que, encuadrados en el art. 864, inc. a) del Código Aduanero, dieron lugar al procesamiento del actor en sede penal, aunque luego éste proceso haya finalizado con su sobreseimiento.  Es suficiente,  para dejar sin efecto lo decidido por el a quo. Máxime, si se tiente en cuenta que es el propio régimen legal aplicable al caso el que dispone que serán suspendidos del Registro de Despachantes de Aduanas los que fueron procesados judicialmente por algún delito aduanero, hasta que la causa finalizare a su respecto y quienes fueron sometidos a sumario administrativo.


    Mecozzi, Juan Ángel c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Daños y perjuicios


    M. 373, XXXVIII, 07 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


    Determinación de deuda previsional


    Solve et repete. Defensa en juicio. Violación al debido proceso. Discrepancia del recurrente. 


    Si bien es cierto que según afirmó la Corte, la exigencia de satisfacer el depósito previsto como requisito de viabilidad de los recursos de apelación no es contraria a los derechos de igualdad y defensa en juicio, también lo es que ha aceptado la posibilidad de atenuar el rigorismo del principio solve et repete en eventuales supuestos de excepción que involucren situaciones patrimoniales concretas de los obligados, a fin de evitar que el pago previo se traduzca en un real menoscabo de garantías que cuentan con protección constitucional. Pero, en estos casos, el apelante debe, además de alegar la desproporción del monto intimado o la falta inculpable de los medios necesarios para hacer frente al pago del tributo, aportar elementos de juicio que constituyan índices reveladores de su estado patrimonial.  El actor no ha aportado prueba alguna que permita acreditar la desproporción del monto intimado en relación a su patrimonio, o la falta inculpable de los medios necesarios para hacer frente al pago requerido. En tales condiciones, los agravios que expresa la apelante sólo traducen, en definitiva, su discrepancia con una interpretación estricta pero posible de la norma mencionada, discrepancia que no sustenta la tacha de arbitrariedad opuesta.


    Centro Diagnóstico de Virus S.R.L. c/ AFIP-DGI s/ Impugnación - multa


    C. 3669, XXXVIII, 16 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Entidades de bien público


    Tributos. Beneficios tributarios. Exenciones impositivas. 


    Ha sostenido la Corte, ya en el art. 5°, inc. f), de la Ley de 11.682 fue abandonada la genérica referencia a entidades de "beneficio público" por una enunciación detallada de las asociaciones y entidades civiles beneficiadas con la dispensa del tributo según el objeto que persigan, siempre que cumplan determinadas condiciones. De tal manera, agregó el Tribunal, si una entidad se ajusta inequívocamente a alguno de los supuestos en los que la ley prevé la exención y no se demuestran circunstancias que lo desvirtúen o el incumplimiento de otras condiciones exigibles, esa franquicia debe ser reconocida, al margen de la valoración que pueda efectuarse con respecto a si su finalidad es socialmente útil o no lo es.  Aun cuando la recurrente se ocupe sólo de celebrar convenios en nombre y representación de sus entidades adheridas y de llevar adelante las gestiones judiciales y extrajudiciales derivadas de sus posibles incumplimientos, procede la exención, pues la ley federal vigente a la fecha de emisión del acto administrativo atacado y su reglamentación comprende expresamente en el beneficio a las asociaciones gremiales, sin que se demuestren circunstancias que lo desvirtúen o el incumplimiento de las restantes condiciones exigidas.  Ello es así, pues las actividades cuestionadas, lejos de desvirtuar el carácter gremial de la actora, ratifican esta naturaleza, dado que las realiza en defensa de los intereses de sus asociados, sin perseguir un lucro propio. Y las ventajas que reporta la agremiación a sus miembros, en esas condiciones, no constituyen reparto, directo o indirecto, de los ingresos o del patrimonio social de la asociación, vedado por el art. 20, inc. t), de la ley del impuesto.  Cabe advertir que, así como el principio de legalidad que rige en la materia impide la exigencia de un tributo en supuestos no contemplados por la ley, también veda la posibilidad de que se excluyan de la norma que concede una exención situaciones que tienen cabida en ella, con arreglo a los términos del respectivo precepto.   Por ello, la circunstancia de que las tareas de la asociación coadyuven a que se obtenga el lucro perseguido por sus miembros –aspecto del cual hace mérito la decisión apelada- no surge como un impedimento legal para el reconocimiento de la exención, ni puede considerarse implícito en sus términos, pues tal pauta hermenéutica nos e ajusta al referido principio de legalidad o reserva.


    Asociación de Clínicas y Sanatorios Privados de la Provincia de Salta c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso ordinario


    A. 930, XXXVII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Fundaciones. Exenciones impositivas. Confirmación de sentencia. 


    Tal como sostuvo la Corte, ya en el art. 5°, inc. 1), de la Ley de 11.682 fue abandonada la genérica referencia a entidades de "beneficio público", por una enunciación detallada de las asociaciones y entidades civiles beneficiadas con la dispensa del tributo según el objeto que persigan, siempre que cumplan determinadas condiciones. De tal manera, si una entidad se ajusta inequívocamente a alguno de los supuestos en los que la ley prevé la exención, y no se demuestran circunstancias que lo desvirtúen o el incumplimiento de otras condiciones exigibles, esa franquicia debe ser reconocida, al margen de la valoración que pueda efectuarse con respecto a si su finalidad es socialmente útil o no lo es.  La exención resulta procedente porque la ley federal que rige el caso comprende expresamente en la dispensa del tributo a las fundaciones destinadas a la salud pública. Del mismo modo que el principio de legalidad que rige en la materia impide que se exija un tributo en supuestos que no estén contemplados por la ley, también veda la posibilidad de que se excluyan de la norma que concede una exención situaciones que tienen cabida en ella, con arreglo a los términos del respectivo precepto.   Es doctrina del Tribunal que es necesario que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones, para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia tributaria.


    Fundación Médica de Bahía Blanca c/ Fisco Nacional (DGI) s/ Impugnación acto administrativo


    F. 609, XXXVII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Fisco nacional


    Mercadería aduanera. Tenencia injustificada de mercadería extranjera. Personalidad de la pena. Carga de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Corresponde examinar en forma conjunta las impugnaciones traídas a conocimiento del Tribunal, ya que las referidas a la alegada arbitrariedad en que habría ocurrido el a quo y las atinentes a la interpretación de normas federales involucradas son dos aspectos que guardan entre sí estrecha conexidad.  En el régimen del Código Aduanero, el tipo infraccional del art. 986 se configura con la mera tenencia de mercadería de origen extranjero sin los medios de identificación que establece la Administración Nacional de Aduanas.  En lo concerniente a la caracterización del hecho ilícito -aspecto que entraña la hermenéutica de la norma en examen- cuadra puntualizar que en cuestiones de índole sancionatoria, la Corte ha consagrado el criterio de personalidad de la pena que, en su esencia, responde al principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquél a quien la acción punible le pueda ser atribuida objetiva como subjetivamente.  Si bien, por lo tanto, es inadmisible la existencia de responsabilidad sin culpa, aceptado que una persona ha cometido un hecho que encuadra en una descripción de conducta que merezca sanción, su impunidad sólo puede apoyarse en la concreta y razonada aplicación al caso de alguna excusa admitida por la legislación vigente.  En el sub lite se está en presencia de una infracción concerniente al incumplimiento de deberes formales y está comprobada la existencia misma de los elementos materiales, pues se trata de un tenedor de mercadería: a) de origen extranjero; b) con fines comerciales y c) sin presentar debidamente aplicados los medios de identificación que la ex-Administración de Aduanas había dispuesto por la resolución 2522/87 modificada por su similar 2506/93, que no son objeto de debate. Por lo tanto, al resultar su adecuación al tipo penal pertinente, corresponde que sea la imputada quien cargue modificada por su similar 2506/93 que no son objeto de debate. Por lo tanto, al resultar su adecuación al tipo penal pertinente corresponde que sea la imputada quien cargue con la prueba tendiente a demostrar la inexistencia del elemento subjetivo.  En este aspecto, asiste razón al representante del Fisco cuando sostiene que en la sentencia no se ha efectuado una adecuada ponderación de los hechos, pruebas y documentos obrantes en las actuaciones administrativa y judicial. En efecto, si bien la crítica del apelante contra los argumentos que llevaron al a quo a considerar que concurrían causas de exculpación o atenuación de la pena no resultarían en principio eficaces para habilitar la vía intentada ya que remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba ajenas -como regla y naturaleza- al remedio del art. 14 de la ley 48 que, igualmente, dichos agravios suscitan materia federal bastante para su tratamiento con esta instancia excepcional. Toda vez que se ha prescindido de dar un tratamiento adecuado a la cuestión de acuerdo a las constancias de la causa y las normas aplicables, a la vez que el pronunciamiento se funda en afirmaciones dogmáticas que no dan adecuada respuesta a los planteos de la accionada  Al omitir la ponderación razonada de toda prueba producida, lo resuelto sólo constituye una formulación dogmática, producto de la mera voluntad de quienes suscriben el fallo. Tales defectos, imponen la descalificación del fallo como acto jurisdiccional, de conformidad con la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias, dado que la solución de la alzada no cumple con el requisito de debida fundamentación exigible en las decisiones judiciales y sólo satisface, en forma aparente, la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente, aplicable a los hechos concretos de la causa.


    Sanaviron S.A. c/ Fisco Nacional - Administración Nacional de Aduanas s/ Ordinario


    S. 1177, XXXVI, 02 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Impuestos internos


    Determinación de oficio. Falta de pago. Derivación razonada del derecho vigente. 


    Ley 23.550.


    Ha reconocido la Corte que la ley de impuestos internos sujeta a la imposición solamente a ciertos y determinados consumos específicos y que resulta valido para delimitar el alcance o extensión de este tributo atender a la inteligencia atribuible a las disposiciones legales que rigen el punto, lo cual implica no arribar a una conclusión sobreentendida, cuando el lenguaje del legislador admite otra razonable interpretación. En este orden de ideas, La Corte negó a la Ley 23.350, carácter aclaratorio y puntualizó que su comparación con el texto ordenado vigente a la fecha de su sanción revela, en su contexto, que modifico a la norma legal anterior.  Es doctrina del Tribunal que la exención de los intereses resarcitorios, fundada en las normas del Código Civil, queda circunscripta a casos en los cuales circunstancias excepcionales, ajenas al deudor, que deben ser restrictivamente apreciadas, han impedido a éste el oportuno cumplimiento de su obligación tributaria.


    Pepsi Cola Argentina S.A.C.I. c/ Dirección General Impositiva


    P. 1752, XXXVIII, 09 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    IVA


    Extinción de las obligaciones. Obligaciones a plazo. Computo del plazo. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.  Una interpretación contraria, que considere el hecho imponible perfeccionado recién a la finalización del convenio, obligaría a computar los pagos mensuales como anticipos del precio final, criterio que no surge del contrato y se aparta de lo plasmado en sus cláusulas, donde se refiere expresamente a la "cancelación" de la prestación. Precisamente, este efecto cancelatorio, consensuado por las partes, indica que se trata de pagos definitivos, que extinguen la deuda nacida como consecuencia de la prestación mensual ejecutada.


    Transporte y Construcción S.A. y S.A. de Obras y Emprendimientos Ambientales Venturino c/ DGI s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T. 800, XXXVIII, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares


    Cobro de sumas de dinero. Tributos. Tasa municipal. Falta de agravio concreto. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es doctrina de la Corte que, las resoluciones que decretan medidas cautelares no son susceptibles de revisión por vía del recurso extraordinario, en tanto no constituyen sentencia definitiva. Sin embargo, el Tribunal ha hecho excepción a tal principio cuando la medida adoptada produce un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, o cuando excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad.  La gravitación económica de los reclamos fiscales es un aspecto que esta Corte no ha dejado de lado al admitir medidas como la solicitada, pero en el sub judice no existe constancia alguna ni de la entidad total de reclamo fiscal ni de su gravitación sobre el patrimonio de la actora, razón por la cual no hay forma de evaluar el peligro en la demora ni se evidencia que sus agravios no puedan ser válidamente remediados en la sentencia final a dictarse.


    Asociación de los Testigos de Jehová c/ Municipalidad de Merlo


    A. 1823, XXXVIII, 15 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Operaciones aduaneras


    Exportaciones. Destinaciones de exportación. Exportación para consumo. Reintegros impositivos. Facultades de la DGA. 


    Remisión al dictamen de la causa I.6, L. XXXVIII, "ltapesca S.A.C.I.  - Proyesur S.A. U.T.E. (T.F. 9848-A) c/ D.G.A.".


    A las operaciones documentadas a través de los permisos de embarque les resulta aplicable el criterio establecido por la "circular-télex", vigente al momento de la registración de las solicitudes de destinación de exportación para consumo, sin que pueda invocarse otra "circular-télex", que resulta posterior.  La sección X del Código Aduanero (Ley 22.415) clasifica, en sus tres primero capítulos, los diferentes estímulos a la exportación. A continuación, el capítulo IV regula el derecho y la acción del particular para percibir los estímulos no abonados, y el capítulo V la acción del fisco para repetir los importes pagados indebidamente por este concepto.   Con sustento en tales dispositivos, es clara la facultad de la autoridad aduanera para intimar la devolución de los reintegros indebidamente pagados en el sub judice, atribución que, en otro supuesto pero con idéntico fundamento legal, la Corte ya había reconocido en Fallos: 321:751, cons. 7°.   Tal conclusión no se altera a raíz de la reserva de derechos realizada por la actora pues, por las razones expuestas, las operaciones del sub lite no se encontraban beneficiadas por el reintegro y, en consecuencia, no poseía ella derecho alguno sobre el cual efectuar reserva.


    Loba Pesquera S.A. (TF 8932 A) y otros c/ Dirección General de Aduana


    L. 509, XXXVII, 17 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Pretensión fiscal


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Tarifa de servicios públicos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Impuestos provinciales. 


    La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestatarios de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.  Según lo dispone la resolución N° 97/96 de la Secretaría de Energía, Transporte y Comunicaciones de la Nación, en el caso de los servicios "expresos" y "expresos diferenciales" el cuadro tarifario es propuesto por el prestador.  No existe impedimento legal para incluir, dentro del precio propuesto, la incidencia del impuesto sobre los ingresos brutos.  Asiste razón a la demandada al sostener que, según conocida doctrina de la Corte, el voluntario sometimiento a un determinado régimen jurídico implica la renuncia al derecho de cuestionarlo con posterioridad, no se considera que la falta de cuestionamiento expreso a las facultades tributarias provinciales en los últimos diez años constituya una circunstancia delibrada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz, que permita inferir, sobre esta única base, el consentimiento de la actora al tributo.


    Transportes Atlántida S.A.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    T. 106, XXXV, 21 de abril de 2004


    Ver dictamen


     


    Repetición de impuestos


    Impuesto al consumo de energía eléctrica. Interpretación de la ley. Conflicto de leyes. Inconstitucionalidad. Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa “Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (Agueera) c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa”.


    El análisis de la inconstitucionalidad del art. 10 de la Ley nacional 23.982 deviene abstracto, pues la vigencia de la prohibición de la actualización monetaria encuentra suficiente fundamento en el contenido del art. 7° de la misma norma, el cual no ha sido objetado desde el punto de vista constitucional.  Respecto de los intereses resarcitorios, el Ministerio Público ha declarado inaplicables las disposiciones del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires en una cuestión sustancialmente análoga al sub lite. Por tales fundamentos, el cómputo de tales accesorios deberá realizarse a partir de que cada una de las sumas cuya repetición se persigue fue pagada, según la legislación que resulte aplicable.  La posibilidad de invocar normas locales en la instancia originaria, que en definitiva resulta un impedimento a la ejecución de las sentencias que son dictadas por la Corte, ha sido resuelta en reiteradas oportunidades con resultado adverso. Al respecto, puntualizó la Corte que el ejercicio de esta jurisdicción constitucional, exclusiva y excluyente, no puede ser limitada ni restringida por normas provinciales sin riesgo de afectarla seriamente y que la aplicación de un límite, aun temporal, que afecte la ejecución, queda abarcada por el principio más general de que, por medio de la Legislación ordinaria, no puede obstaculizarse dicha jurisdicción. Sin embargo, al examinar la posibilidad de oponer normas provinciales de consolidación en el trámite de ejecución de sentencias dictadas en juicios originarios, nada impide su aplicación en la medida en que no se presente un conflicto con el artículo 31 de la Constitución Nacional y que dicho extremo impone la obligación de que los interesados se ajusten a sus disposiciones para percibir los créditos correspondientes.  El art. 55 de la ley 12.575 establece que la deuda del Estado Provincial que se genere a favor de los contribuyentes que demanden la repetición de los tributos cobrados por aplicación de los decretos leyes 7290/67 y 9038/78 y el decreto 1160/92, será cancelada mediante la entrega de Bonos de Consolidación ley 11.192, emitidos en moneda nacional.   Como especificó la Corte, a través de esta última norma, la Provincia de Buenos Aires ha adherido a la ley nacional 23.982, consolidando las obligaciones a su cargo, vencida o de causa o título anterior al 1° de abril de 1991.   El planteo de la demandada no puede ser atendido, pues la ley 12.575 pretende alcanzar deudas generadas con posterioridad a la fecha de corte prevista en la ley nacional 23.928, por lo que su aplicación importa limitar el derecho del acreedor más allá de lo previsto para el sector público nacional. extremo expresamente prohibido.


    Carrefour Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuestos


    C. 1447, XXXVI, 18 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Servicio aduanero


    Exportaciones. Solicitud de destinación de exportación. Permiso de embarque. Reintegros y reembolsos a la exportación. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. 


    Ley 23.018. Fallos: 321:751, cons. 7°.


    Cabe recordar que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzos de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. También es oportuno recordar que no vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 2° de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada.   No existen cuestionamientos de las partes a la resolución ANA n° 3304/87, la cual es clara al establecer la oportunidad en la que se debe presentar el certificado de origen de la mercadería para poder acogerse a un beneficio que otorga la ley 23.018.  De los artículos 6.3 y 6.4 de la ley se desprende que junto al permiso de embarque, debe obrar el respectivo certificado de origen, el cual, como lógica consecuencia, tendrá fecha anterior al permiso que acompaña.  Por ello, en el sistema así instaurado, los certificados de origen no pueden tener efecto retroactivo, pues persiguen dar certeza sobre la procedencia geográfica de los bienes en el momento en que se produce la oficialización del permiso de embarque.  De este modo, tal exigencia se corresponde con lo dispuesto por los arts. 726, 729 y 830 del Código Aduanero, los cuales establecen que es el "momento del despacho" donde se fijan las obligaciones y derechos del documentante en torno a la operación que instrumenta, criterio ya sostenido por la Corte en Fallos: 175:86.  Si en tal momento no se encuentra emitido y aportado el correspondiente certificado de origen, falta uno de los elementos constitutivos del derecho al reintegro, cuyo aporte posterior no podría generar derecho al reintegro ante la imposibilidad en que se encontraría la autoridad provincial de verificar si la mercadería que es objeto de exportación acreditó origen a los efectos de cobro de beneficio establecido por la referida ley, según el procedimiento que establece el punto 5 de la resolución ANA N° 3304/87.  Con relación al permiso de embarque, si la actora es la beneficiaria del régimen de reintegros, es ella quien debe aportar la documentación necesaria para su reconocimiento. Pues, la falta de aporte del certificado de origen no impide la realización de la exportación, pero es una condición que expresamente establece la ley para la obtención del beneficio que, necesariamente debe sujetarse a una serie de requisitos formales y temporales para su correcta verificación.  Máxime, cuando en el caso, el propio Tribunal solicitó el certificado de origen sin obtener respuesta de la reclamante, lo cual acarrea la confirmación de la denegatoria del beneficio solicitado.


    Jesus Eijo S.A. (TF 9292-A) c/ Dirección General de Aduanas


    J. 361, XXXVIII, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


    Transporte de pasajeros


    Impuestos sobre los ingresos brutos. Convenio sobre la carga de impuestos. 


    Remisión a los dictámenes de las causas L. 373 L. XXXIX, "La Cabaña  S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y  Z.11O, L.XXXV, "Zenit Turismo S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa".


    La pretensión deducida debe ser rechazada, porque no  constituye “causa” o “caso contencioso” que permita a intervención del poder Judicial de la Nación.


    Expreso Lomas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 125, XXXIV, 08 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


    Transporte internacional


    Exenciones impositivas. Entidades de bien público. Tratados internacionales. Aplicación de tratados internacionales. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. 


    La Corte en el precedente “Cámara de la Industria del Calzado”, que versaba sobre la procedencia de la exención al impuesto a los réditos prevista por el art. 5°, inc. f, de la Ley 11.682, puso de relieve que dicha norma, eximia de ese tributo a las entidades de beneficio público o de culto religioso que no persiguiesen fines lucrativos, y sobre la base de ella juzgo que bastaba una finalidad lucrativa, aunque fuese indirecta para excluir al peticionario de la calificación de entidad de beneficio público que persigue.   La indagación sobre si los entes persiguen efectivamente un "beneficio público" conserva actualmente utilidad para los casos en los cuales el objeto o las características de ellos no responden estrictamente a los supuestos expresamente contemplados en la norma para el otorgamiento de la exención, tal como lo consideró el Tribunal en Fallos: 321: 1660.  Del mismo modo que el principio de legalidad que rige en la materia impide que se exija un tributo en supuestos que no estén contemplados por la ley, también veda la posibilidad de que se excluyan de la norma que concede una exención situaciones que tienen cabida en ella, con arreglo a los términos del respectivo precepto. La interpretación expuesta es la que se corresponde de manera adecuada con la inveterada doctrina del Tribunal que sostiene la necesidad de que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones, para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia tributaria.  Por lo demás, no es óbice para el goce de la franquicia que establece el art. 20, inc. f), de la ley 20.628, el hecho que tal exención no esté contemplada ni en la ley de creación de la actora, ni en su modificatoria. En efecto, el beneficio sub examine alcanza a cualquier sujeto que cumpla sus requisitos, sin que la falta de consagración expresa al momento de su creación pueda llevar, por vía interpretativa, a negarlo sobre la base de una restricción que no surge de los términos de la ley ni puede considerarse implícita en ella, pues tal pauta hermenéutica no se ajusta al principio de legalidad o reserva.


    Servicios de Transporte Marítimo Argentina - Brasil c/ Fisco Nacional - Dirección General Impositiva s/ Dirección General Impositiva


    S. 1376, XXXVIII, 11 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo XII


    Economía y Finanzas


    Acción de amparo


    Decretos nacionales. Ley nacional. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Inconstitucionalidad. Régimen cambiario. Control de constitucionalidad. Recurso extraordinario federal. Cuestión federal. 


    El control de constitucionalidad excluye la defensa directa de las normas impugnadas por parte del Estado que las ha expedido, en tanto no sea éste adversario formal en la causa por debatirse derechos que aquellas le acuerdan. En consecuencia, aunque se reputara conveniente la intervención del Estado legislador, decisión reservada al Tribunal de la causa, ello no lo constituiría en el carácter de litigante adversario a los fines de la existencia de la causa contenciosa requerida en estos juicios.  El Estado Nacional (o una provincia en su caso) no es parte sustancial en los procesos en los que se lo demanda por su actividad legislativa, y desde esa perspectiva, el Estado nominalmente demandado en autos, en verdad no es ‘parte’ de la relación jurídica que liga a los actores con la entidad bancaria en la que depositaron los fondos cuya devolución reclaman por este amparo, sino el órgano emisor de las disposiciones normativas que afectan a dicho vínculo jurídico.


    Márquez, Alicia Josefa y otro s/ Estado Nacional


    M. 1137, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Bonos de consolidación


    Convertibilidad. Acreedor en moneda extranjera. Igualdad ante la ley. Deudas del estado. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cabe recordar, que en la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, el Tribunal no se encuentra limitado por la posición de la Cámara ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorga.  El a quo, al resolver que debía hacerse lugar a la opción subsidiaria solicitada por la actora para recibir bonos de consolidación en dólares estadounidenses -tercera serie- ha efectuado una interpretación desacertada de las normas aplicables al sub lite.  En efecto, la ley 23.982 otorga dos opciones a los acreedores del Estado. La primera es el pago en efectivo, para lo cual el Congreso Nacional deberá asignar anualmente recursos para atender el pasivo consolidado, según el orden de prioridades que prevé. La segunda es la suscripción de bonos de consolidación, que podrán ser aplicados a la par, sin restricciones, al pago de obligaciones con el Estado o con las personas jurídicas alcanzadas por la ley y podrán ser rescatados anticipadamente por el Poder Ejecutivo.  A su vez, el art. 10 de la ley permitía recalcular el crédito para expresarlo en dólares y el art. 18 del decreto 2140/91 prevé detalladamente las distintas formas de pago a los acreedores, quienes pueden optar por: a) pago del crédito total en moneda nacional; b) pago del crédito en moneda nacional y en bonos de consolidación en moneda nacional; c) pago del crédito total en bonos en moneda nacional y d) pago del crédito total en bonos en dólares estadounidenses, alternativa que quedó sin efecto en virtud de 10 dispuesto por el art. 10 de la ley 25.565.  Por otra parte, la Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse al respecto en el precedente de Fallos: 322:1318, en el cual sostuvo que, al tratarse de un régimen excepcional creado por una ley del Congreso, que no establece impedimento alguno acerca de la posibilidad de modificar la alternativa de pago inicialmente elegida, debe concluirse necesariamente que, hasta tanto se produzca la cancelación total de la deuda, cualquier limitación que por vía reglamentaria se fije al derecho del acreedor de acceder a la modalidad de pago que en definitiva le resulte menos perjudicial, es inadmisible. Con fundamento en tales consideraciones, el Ministerio de Economía dictó la Resolución n° 754/00, mediante la cual sustituyó el art. 10 de la N° 1146/93 y dispuso que la elección de la forma de pago no podrá revocarse ni modificarse una vez que el formulario de requerimiento de pago hubiera sido completado por el acreedor y el organismo deudor.  De lo expuesto surge claramente que el derecho a optar de los acreedores,  queda circunscripto a la forma de pago y puede ser ejercido en las oportunidades ya señaladas. Sin embargo, contrariamente a lo que pretende la actora, ese derecho no puede ser extendido de manera irrazonable, de modo tal que alcance también a la elección de la serie en la que se recibirán los bonos de consolidación, tema que resulta ajeno a la voluntad de los acreedores, quienes no están habilitados a invocar derechos adquiridos en relación a este punto, siempre que el poder administrador, a través de sus órganos específicos, emita los títulos necesarios para afrontar las solicitudes de suscripción que reciba para cancelar las obligaciones consolidadas de conformidad con la legislación vigente en la materia.  En esas condiciones, tal como lo sostienen las apelantes, resulta insustancial que la actora hubiera presentado el formulario correspondiente, además de que aún no contaba con la liquidación aprobada y firme de sus acreencias, según exige el art. 7° del decreto 1639/93, sustituido por el art. 5° del decreto 483/95, la posibilidad de optar que le otorga el ordenamiento no incluye a la serie de bonos de consolidación que se recibirán en pago de las acreencias, ya que se trata de una cuestión eminentemente fáctica que se encuentra reservada al Ministerio de Economía o al órgano que éste designe, por ser quienes cuentan con la infamación referida a los importes necesarios y arbitran las medidas tendientes a la cancelación de las deudas según los valores nominales emitidos.


    Viplan S.A. de Ahorro y Préstamo para La Vivienda c/ Banco Central de la República Argentina


    V. 374, XXXVIII, 23 de abril de 2004


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Reordenación del sistema financiero. Pesificación. Consignación judicial. Competencia federal. 


    En el sub lite deberá seguir su trámite por ante la justicia federal, toda vez que, el juez que decida la cuestión deberá analizar normativa federal sustancialmente configura un régimen exorbitante del derecho privado, como es la referida a la pesificación de las obligaciones.  Por otro lado, la demandada funciona también como entidad financiera, cuestión que hace arribar a la solución propuesta, de acuerdo a lo prescripto por los artículos 1° y 6° de la ley 25.587.


    Martínez de Malvica, Mirta Elena c/ Astillero Naval Federico Contessi y otros s/ Pago por consignación


    COMP. 1636, XXXIX, 29 de marzo de 2004


    Ver dictamen


    Convertibilidad


    Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Fundamentación de sentencias. Recurso de queja. Admisibilidad del recurso. 


    Cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal, tales como la inteligencia de la ley de convertibilidad 23.928, y de otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.  No resultan suficientes al respecto, las consideraciones genéricas en que se apoya el juzgador, al reconocer que la ley 24.143 impone un régimen especial para los créditos del Banco Hipotecario Nacional, a la vez que advierte que también la ley 23.928 regula la relación entre las partes, y razona que las leyes deben ser interpretadas y aplicadas en forma armónica, procurando su equilibrio y evitando el desplazamiento de una por la otra. Estos enunciados, por sí solos, sin el adecuado tratamiento de las circunstancias concretas de la causa a la luz de la legislación que se alude, no configuran el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial para ser válida.  El señalamiento de defectos de fundamentación, no importa abrir juicio alguno sobre cómo deberá dirimirse, en su aspecto sustancial, el conflicto, desde que ello implicaría inmiscuirme en una potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la jurisdicción federal del art. 14 de la ley 48.  Es arbitrario el fallo que omite tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la concreta solución del pleito, toda vez que tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Lamolina, Catalina c/ Banco Hipotecario


    L. 471, XL, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Crédito hipotecario


    Cancelación de deudas. Dación en pago. Títulos públicos. Decretos nacionales. Circulares del banco central. Inconstitucionalidad. Emergencia económica. Recurso extraordinario federal. Cuestión federal. Sentencia definitiva. Igualdad ante la ley. 


    Cabe tener presente que, en la tarea de esclarecer la inteligencia de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las por las posiciones de tribunales inferiores ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  Al respecto, el artículo 16 de la Ley Fundamental no impone una rígida igualdad, por lo que tal garantía no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes. De ahí que se atribuya a su prudencia una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de la reglamentación. Ello es así en la medida en que las distinciones o exclusiones se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas, o indebido privilegio personal o de un grupo.  La garantía constitucional no se encuentra afectada, toda vez que la distinción realizada entre los deudores de acuerdo a su ubicación en las distintas categorías que reflejan su situación de riesgo en el sistema financiero, tratan de modo distinto a situaciones diferentes, y se basan en pautas objetivas y razonables, tanto en lo que respecta a sus destinatarios como en lo que concierne al fin perseguido por el régimen.  Las normas cuestionadas no crearon categorías de deudores ad-hoc para acceder al beneficio de saldar las obligaciones con títulos, sino que utilizaron las existentes en el sistema financiero, las cuales clasifican a los tomadores de crédito con criterios objetivos y específicos de esa actividad -grado de cumplimiento de sus obligaciones- sin que se advierta en el caso, ni los recurrentes lo demuestren, arbitrariedad o discriminación.  En cuanto a la razonabilidad de la distinción corresponde señalar que el legislador puede establecer distinciones o fijar categorías de contribuyentes, siempre que tales clasificaciones no revistan el carácter de arbitrarias o estén inspiradas en un propósito manifiesto de hostilidad contra determinadas personas o clases.


    Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad. Medida cautelar


    A. 1518, XXXIX, 29 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Depósito en moneda extranjera


    Pesificación. Quiebra. Banco Central de la República Argentina. Doctrina de la arbitrariedad. Deberes y facultades del juez. 


    Corresponde señalar que la decisión del tribunal también resulta descalificable en los términos de la doctrina de arbitrariedad consagrada por la Corte por cuanto el sentenciador tampoco se ha hecho cargo, en debida y suficiente forma, de las argumentaciones vertidas en el recurso de apelación, en lo que hace la competencia del tribunal, que fuera impugnada por el recurrente, con fundamento en las leyes, 7 y 189 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 24.522, y en las leyes federales 24.588 y 25.587.  Y mucho menos fueron atendidos sus planteas respecto a que si bien los depósitos de los que se trata no son uno más de los propios del circuito financiero, no dejan de estar sujetos a sus leyes, características de la actividad bancaria, y lo decidido arroja al Banco perjuicios efectivos derivados de las pautas regulatorias del sistema de intereses vinculados a una cuenta de plazo fijo a las que la entidad bancaria se considera obligada a cumplir.   Los fundamentos del a quo solo giran esencialmente en tomo a la facultad de los jueces de administrar y disponer de los fondos depositados a su orden, para su restitución o destino en la oportunidad impuesta por los avatares del proceso, con remisión a la ley 9667, y en salvaguarda del ejercicio de la potestad jurisdiccional que no puede quedar interferida por otro poder del Estado.  Mas cabe poner de resalto que esta facultad no fue discutida en la impugnación del recurrente, que afirmó que los fondos se hallaban a disposición del tribunal, motivo por el que no era esa la cuestión a decidir, sino si la pesificación alcanzaba a los depósitos judiciales, situación esta que requería ineludiblemente una clara argumentación acerca de la validez de las normas de orden público invocadas, en particular porque se había sostenido que la normativa federal no hacía distinciones respecto del origen de los depósitos.  En este sentido, el fundamento esencial del a-quo para obviar la aplicación de la normativa federal invocada, se apoyó sólo en las disposiciones de la 9667, pero tal fundamento no resulta suficiente, puesto que la indicada ley sólo se refiere a las facultades de los jueces para disponer el destino de los fondos por ellos depositados, a los fines de su extracción, embargo o transferencia, pero nada dice acerca de la forma de imposición de los fondos, la moneda en que podrá ser efectuada, el tipo de inversión a realizar, o qué tasas de interés se habrán de aplicar, todas cuestiones previstas por leyes especiales y reglamentaciones del Banco Central de la República Argentina que regulan el sistema financiero, o en previsiones particulares como las contenidas en la ley 23.853 y tales cuestiones no fueron analizadas, ni se rebaten los argumentos del apelante con sustento en ellas.


    Yacuiba S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de Extensión de quiebra a Ismael Olivares y Timbo S.A.C.


    Y. 20, XXXIX, 01 de julio de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución de créditos laborales


    Obligaciones de dar sumas de dinero. Pesificación. Ley de emergencia económica. Ley federal. Constitucionalidad. Recurso extraordinario federal. Cuestión federal. 


    La ley n° 25.820, dictada en circunstancias en que se substanciaba el presente remedio, sustituyó el texto del artículo 11 de la ley 25.561, estableciendo la pesificación lisa y llana de las obligaciones de dar sumas de dinero existentes al 06 de enero de 2002, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera que sea su origen o naturaleza, haya o no mora del deudor, con lo que cual se modificaron las reglas tenidas en cuenta por la sentenciadora para resolver el asunto bajo examen.  El actual planteo respecto de la ley 25.820, viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad antes que el eventual complemento de la materia recursiva, toda vez que esta ley, como se ha visto, modificó el marco dentro del cual se pronunció la alzada del Trabajo, la que asintió a la aplicación del originario artículo 11 de la ley n° 25.561, sin pronunciarse en punto a la validez del citado régimen normativo.  Empero, cabe anotar que una decisión de la Corte sobre la regularidad constitucional de la nueva ley conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe una resolución previa del tribunal de mérito; extremo que, a su turno convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal (art. 117, de la C.N.), lo que la apartaría de su expresa y estricta función en el ámbito recursivo, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Lo anterior, más aún si se advierte que la senda de arribo a conocimiento por el Tribunal de la causa es la tradicional del artículo 14 de la ley n° 48; y no la del recurso ordinario de apelación, con lo que las facultades del Alto Cuerpo permanecen limitadas al marco extraordinario descripto con anterioridad.


    Fahrni, Gaston A. y otro c/ Qualitas Medica S.A. y otro s/ Ejecución de créditos laborales


    F. 416, XXXIX, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria


    Crédito en moneda extranjera. Ley de emergencia. Declaración de inconstitucionalidad. Queja por denegación del recurso extraordinario. Hechos nuevos. Planteo en corte. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El planteo de la demandada respecto de la Ley 25.820, así como el referido a la Ley 25.798, viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad antes que el eventual complemento de la materia recursiva, toda vez que estas leyes, modificaron el marco normativo dentro del cual se pronunció la Cámara Civil. Se observa, además, que el juzgador nada resolvió sobre la constitucionalidad del régimen legal anterior.  Empero, una decisión de la Corte sobre la constitucionalidad de las nuevas leyes, conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe resolución previa del Tribunal de mérito. Tal circunstancia convertiría a la Corte en Juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habitación formal, lo que la apartaría de su expresa y estricta, función constitucional en el contexto impugnatorio, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Más aún si la vía de arribo a conocimiento del Tribunal es la tradicional del art. 14 de la ley 48, por lo que, no siendo el recurso ordinario, las facultades del tribunal permanecen limitadas al marco extraordinario.


    Pérsico Luigi c/ Maffulli Ciro y otro


    P. 122, XXXIX, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Villagran, Eulogia Lilia c/ Gomez Carmen Rosa J.T.


    V. 689, XXXIX, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Zunino, M. Antonia y otros c/ Nuñez y Cavanna S.A.


    Z. 102, XXXIX, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Entidades financieras. Medidas cautelares. Plazo suspensivo. Banco Central de la República Argentina. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La suspensión de operaciones de una entidad financiera, es una medida que puede adoptar el Banco Central de la República Argentina en su actividad de control respecto de entidades con dificultades a través de la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias.  Tal medida es de naturaleza cautelar y puede derivar, inclusive, en la solicitud de revocación de la autorización para operar, en tanto se da, entre otros supuestos, por la afectación de la solvencia o liquidez de la entidad asimilable al estado de cesación de pagos, y genera la imposibilidad de pagos a los acreedores sin la autorización del Banco Central de la Republica Argentina y sólo en aquellos casos expresamente previstos en la ley de entidades financieras conforme se desprende del artículo 44 de la ley 21.526.  Durante el período de suspensión, los acreedores no pueden obtener el cumplimiento de las obligaciones pendientes y exigibles, ni cautelar el mismo y va de suyo que si ello es aplicable al supuesto de ejecución también lo es respecto de cualquier otra vía o modo por el cual se obtenga el cumplimiento de obligaciones, tales como la compensación.   La compensación más allá de ser un hecho, es un acto jurídico que importa un modo de extinción de las obligaciones según lo prevé el artículo 724 del Código Civil y con fuerza de pago respecto de deudas exigibles conforme lo disponen los artículos 818 y 819 del mismo cuerpo legal, e implica, por ello, un modo de cumplimiento de una obligación exigible al deudor, conducta prohibida por la norma que, de verificarse, supone beneficiar a un acreedor respecto de otro y obviar la prohibición legal.


    Banco Central de la República Argentina c/ Banco Patricios S.A.


    B. 1282, XXXIX, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Vita, Marta del Rosario y otros c/ Talamo, Domingo B.


    V. 333, XXXIX, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


    Sistema financiero


    Estado de emergencia. Emergencia Económica. Deuda Pública. Deudas consolidadas. Ley de consolidación de la deuda pública. 


    La propia letra de las normas reseñadas supra no dejan lugar a dudas de la vigencia de la ley 25.344 para aquellas obligaciones enmarcadas dentro del periodo que la ley establece como  consolidadas y, por ende, le son aplicables todas las normas que a ella se refieran.   Asimismo, la circunstancia de que la sentencia que reconoce la deuda a favor del Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires sea posterior a la Iey de consolidación -en el sub lite la admisión judicial del crédito es del 15 de julio de 2003- no impide su aplicación, ya que, si bien con el pronunciamiento judicial nace la obligación de efectuar el pago, su causa es la deuda que la justifica y ésta corresponde a las facturas impagas de 1996 y 1997, años incluidos en los términos de la consolidación de deudas de la ley 25.344.  Por lo tanto, la obligación de pago de la deuda reconocida judicialmente está comprendida en la ley 25.344 y sus normas reglamentarias y su medio de pago se rige por la ley 25.827, ninguna de las cuales ha recibido reparo constitucional por el acreedor.


    Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires c/ D.A.S. s/ Cobro ordinario


    C. 2203, XXXIX, 08 de septiembre de 2004


    Ver dictamen

  


  
    Capítulo XIII


    Salud Pública


    Multa


    Expendio de medicamentos. Laboratorios. Trabajadores de la salud. Responsabilidad objetiva. Publicidad engañosa. 


    La resolución M.S. y A.S. N°1622/884 -que regula la publicidad y propaganda de medicamentos aprobados bajo condición "venta libre"- dispone, en lo que al supuesto de autos interesa, que "las infracciones a esta resolución harán pasible a los titulares del producto publicitado y al Director Técnico, de las sanciones previstas en la ley 16.463" (Art. 13, énfasis agregado).  Tal disposición, es la que determina que la Ley de Medicamentos y sus decretos reglamentarios sean directamente aplicables en lo tocante a la responsabilidad y solidaridad del director técnico respecto de la publicidad que se cuestiona. Sin embargo, no cabe interpretar que de dicho plexo normativo se derive que aquél sea responsable de modo ineludible.  En efecto, parece insoslayable recordar lo declarado por el Tribunal sobre el tema: "la existencia de presunciones legales de culpabilidad que no admiten prueba en contrario implican desconocer la preciosa garantía fundamental según la cual la culpabilidad del agente es presupuesto de su responsabilidad penal" y que "resulta insostenible el agravio del recurrente en cuanto califica de 'objetiva' a la responsabilidad del director técnico en la infracción constatada, y pasible, por ende, de sanción, aun cuando sea cierto que la publicidad hubiera sido dispuesta por otra sección de la empresa, sin conocimiento de dicho profesional. Ello es así, pues tal criterio comporta una interpretación de la presunción legal que es incompatible con el principio según el cual sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir aquel a quien la acción punible le pueda ser atribuida tanto objetiva como subjetivamente".   No se compadece con tal doctrina lo sostenido por la ANMAT en su recurso -no obstante que el laboratorio había informado que la publicidad cuestionada fue decisión exclusiva del área de ventas ante insistentes reclamos de médicos y farmacéuticos- en el sentido de que, dadas las características técnicas del contenido de la publicidad, el profesional sancionado "inevitablemente debió participar en su redacción", motivo por el cual, atento a que su responsabilidad es objetiva, debe responder por la infracción "independientemente de los hechos que le dan razón y sustento, por la sola circunstancia de realizar esta actividad sanitaria es imposible evadirse de la misma" sin alegar y, mucho menos probar, que la conducta del director técnico debía ser declarada reprochable, también, en el orden subjetivo.


    Laboratorio Andrómaco S.A. y Cavallo, Francisco Pedro s/ Infracción Ley 16.463


    L. 534, XXXVII, 02 de julio de 2004


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo XIV


    Seguridad Social


    Acción de amparo


    Enfermedad evolutiva. Menores. Cobertura médica. Obligaciones de la obra social. 


    Las pautas que la Corte sentó tanto las referidas a la prevención de la salud y a la obligación de lograr el sano desarrollo de los niños y facilitarles ayuda y servicios médicos en caso de enfermedad, cuanto las relativas a quienes deben procurar el pleno goce de tales derechos revisten el carácter general que expresa el criterio del Tribunal. Por lo tanto, de ser compartidas por la Corte en su actual integración, correspondería que los gastos que insuma el mentado tratamiento y los derivados de él, en las condiciones explicitadas por el Honorable Cuerpo Médico Forense, sean solventados por la Obra Social que cubre a la menor interesada.


    M., S. A. s/ Recurso de Amparo


    M. 3805, XXXVIII, 22 de octubre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Cobertura médica. Alcance de la cobertura. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 638, L. XL, "Reynoso, Nilda c/ I.N.S.S.J.P."


    La alzada, al modificar la decisión de grado, hizo hincapié en lo establecido en el apartado 7. “1” - anexo I- de la resolución n° 201/02 del Ministerio de Salud de la Nación, referida a la cobertura de los medicamentos "en ambulatorio” incluidos en su anexo III alcanzados por una general de 40%. El citado reglamento, dictado en el contexto del decreto n° 486/02, que declara la emergencia sanitaria nacional, vigente, en sus líneas generales, fue modificado por la resolución del Ministerio de Salud n° 310/04, la que, valorando muy especialmente la necesidad de optimizar la accesibilidad económica de los beneficiarios del Sistema Nacional del Seguro de Salud a los fármacos esenciales de uso ambulatorio, destinados a las patologías de curso crónico prevalente que exigen de modo permanente y/o recurrente la utilización de medicinas, disminuyó el co-seguro a cargo de los afiliados y beneficiarios, elevando la cobertura para tales casos al 70%.  La mencionada resolución, no obstante cuyas especificaciones resultan complementarias y subsidiarias, debe ser interpretada en razonable armonía con los principios que surgen del artículo 1° del decreto 486/02, en cuanto -aun en el contexto de la emergencia sanitaria- impone garantizar a la población el acceso a los bienes y servicios básicos para la conservación de la salud, con particular detalle en el suministro de medicamentos para tratamientos ambulatorios a pacientes en condiciones de alta vulnerabilidad social y en la situación de los beneficiarios del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.  Conviene señalar que el propio decreto establece que, a fin de reglamentar la autoridad de aplicación las prestaciones básicas esenciales alcanzadas por la emergencia declarada, tales se considerarán las necesarias e imprescindibles para la preservación de la vida y atención de las enfermedades, las que deberán ser tuteladas prioritariamente por el Sistema Nacional del Seguro de Salud y la Institución demandada.  El Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados debe proveer al amparista las drogas genéricas recetadas en las condiciones solicitadas por el recurrente, pues la implícita valoración trasuntada por la entidad médico-asistencial al no proveerlas, refrendada, a su turno, substancialmente por la Cámara Federal, no se hace cargo, como es menester, de lo dispuesto en los aludidos reglamentos, de naturaleza también federal, desentendiéndose, por lo demás, de la difícil situación sanitaria y personal patentizada por el solicitante.  El temperamento indicado, no importa anticipar opinión para otros casos en que se aleguen circunstancias de necesidad que guarden similitud con las del presente, las que, llegado el supuesto, habrán de ser ponderadas en manera concreta y específica.


    Parraga, Alfredo c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (ex PAMI) s/ Amparo


    P. 1130, XL, 30 de noviembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Acción de inconstitucionalidad


    Seguridad social. Sistema de cálculo de obligaciones de la seguridad social. Recurso de queja. Procedencia del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa B. 715, L. XXXVIII, “Benítez, Nydia Mabel y otras c/ Instituto de Previsión Social, Seguros y Préstamos”.


    Funes de Aguzin s/ Acción de inconstitucionalidad


    F. 1354, XXXVIII, 30 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Amparo


    Aportes y contribuciones previsionales. Seguridad social. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 715, L. XXXVII “Benítez Nydia Mabel, SoboI Aidee María y Barrios de Defrancesco Irma c/ Instituto de Previsión Social. Seguros y Prestamos-”.


    Ayala, Ángel Oscar c/ Instituto de Previsión


    A. 4, XXXIX, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 715, L. XXXVII “Benítez Nydia Mabel, SoboI Aidee María y Barrios de Defrancesco Irma c/ Instituto de Previsión Social. Seguros y Prestamos-”.


    Rufino, Pablo Justiniano c/ Instituto de Seguridad Social


    R. 717, XXXVII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Beneficios previsionales


    Recurso de queja. Procedencia del recurso. 


    Sea cual fuere la situación económica en la que se encontraba la provincia en el momento en que la norma cuestionada y las medidas que las autoridades pertinentes tomaron para hacer frente a la emergencia, lo cierto es que la ley destinada a tal fin y a la que hace referencia, la N° 6.583, claramente establecía que "...las Jubilaciones y Pensiones regirán por su régimen específico", hecho demostrativo del juicio, que pese a la mentada emergencia económica, también en esa oportunidad el legislador puso especial atención en respetar, tanto las prescripciones constitucionales y, en cuanto las legislativas, que había anteriormente dictado en pos de proteger los beneficios del sistema previsional, circunstancia esta que, además, permite descartar que resulte aplicable al caso de autos, las consideraciones plasmadas en el precedente al que aluden, donde se dilucidó una situación relacionada con la especialidad de los beneficios en discusión.


    Peñaloza, Alejandro y otros c/ Consejo General de Educación y Caja de Previsión Social de la Provincia


    P. 543, XXXVII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Contienda negativa de competencia


    Diferencia de haberes jubilatorios. Competencia previsional. 


    Doctrina de la causa Comp. 77; L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Es claro que la causa tramitó por ante el fuero de excepción por su origen previsional federal, motivo por el que el tribunal de alzada, para este particular caso, sería el de la Seguridad Social, según lo determina el principio de especialidad. Ello es así aunque la pretensión del actor no se halle dentro de las taxativamente determinadas por el artículo 15 de la ley 24.463 ni el 39 bis del decreto ley 1285/58, toda vez que la Corte ha consentido aplicación de tal principio cuando la naturaleza de la acción así lo requiere.   En el sub-examine es de plena aplicación la doctrina de la Corte de referencia por cuanto el superior de la Seguridad Social declaró su  incompetencia fuera de la oportunidad procedente.


    Aballay, Carlos César y otros c/ Estado Provincial s/ Ordinario


    COMP. 103, XL, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Modificación del haber de retiro. Cobro de sumas de dinero. Adicionales de remuneración. Daños y perjuicios. Transferencia del régimen de jubilaciones y pensiones. Prórroga de la competencia. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    Precedente "Flores, Feliciano Reinaldo y otra c/ Provincia de Buenos Aires", publicado en Fallos: 315:2157.


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.  En este sentido, cabe señalar que los actores solicitan la incorporación a su haber de retiro del suplemento por presentismo reconocido a los agentes que se encuentran en servicio y, por lo tanto, la resolución de la controversia requerirá la interpretación y aplicación de la ley 24.241 y del Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de Mendoza al Estado Nacional ratificado por el decreto local 109/96 y por el decreto nacional 362/96, cuya cláusula vigésimo primera dispone que en los procesos que se promuevan con posterioridad a su vigencia y en los que se debatan cuestiones relacionadas con las prestaciones otorgadas bajo la legislación local, la Provincia debe solicitar la intervención de la justicia federal con competencia en su territorio.  En tales condiciones, al ser la propia Provincia -única aforada a la instancia originaria- quién celebró el mencionado convenio con la Nación, se operó la prórroga de la competencia ratione personae a favor de la justicia federal de grado, tal como la Corte lo aceptó a partir del precedente de referencia.


    Arias Tejada, Vicente y otro c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Contencioso administrativo


    COMP. 496, XL, 25 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Aportes previsionales. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1580; L. XXXIX, “Caja Complementaria para la Actividad Docente c/ Instituto para la Función Integral del Lenguaje S.R.L. s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ New Model S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1098, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1580; L. XXXIX, “Caja Complementaria para la Actividad Docente c/ Instituto para la Función Integral del Lenguaje S.R.L. s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Martin de Sanquinetti, Alicia Graciela s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1136, XL, 30 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Cajas de previsión. Economía procesal. Juez previniente. Superior Tribunal de Justicia. 


    Dista de ser razonable, y opuesto a los principios de economía procesal y de justicia oportuna, que un juicio que lleva un más que largo período en una jurisdicción y que, además, ha pasado repetidas veces por varias de sus instancias y ya está a punto de culminar, sea remitido a otro, toda vez que el límite para inhibirse en un expediente está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de lo que se denominó "actos típicamente jurisdiccionales" que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Ruíz, José Ernesto c/ Caja Municipal de Jubilaciones de Tucumán s/ Contencioso administrativo


    COMP. 613, XL, 12 de agosto de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones de competencia


    Diferencias de haberes jubilatorios. Aportes previsionales. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 1534, L. XXXVI, “Cerruti, Felipe Gaspar c/ Junta Nacional de Granos s/ Reajustes varios”.


    Cervera Rios, Gladys Silvia y otros c/ ANSES y otro s/ Reajustes varios


    COMP. 583, XL, 15 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Beneficios previsionales. Competencia de la seguridad social. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido.  Lo pretendido en autos es el otorgamiento de un beneficio propio de la Seguridad Social, ya que el actor se encuentra retirado de la fuerza de seguridad y el art.2, inciso e) de la ley 24.655, señala como excluyente de ese fuero los planteos que atañen al haber de retiro de las fuerzas armadas y de seguridad.


    Tucci, Héctor José c/ Estado Nacional s/ Personal Militar


    COMP. 847, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Procedimiento de impugnación de deuda previsional. Asignaciones familiares. Facultades del gobierno provincial. Facultades no delegadas. 


    Las provincias pueden crear organismos de asistencia y previsión social y establecer el régimen estatutario sin que tal proceder implique injerencia alguna en materia propia del Congreso Nacional, ya que la regulación de la seguridad social, a la luz de las aludidas cláusulas constitucionales, no es monopolio conferido al Gobierno Central, como acontece, por ejemplo, en aspectos tales como fijar los derechos de importación y exportación, hacer sellar moneda, fijar su valor, etc.  Por un lado cabe advertir que el Convenio celebrado por la provincia con el Estado Nacional, solo involucró la transferencia del régimen de previsión social, más no el sistema de asignaciones familiares, cuya potestad conservó la autoridad local y por ende, siguió regulado por las normas que ésta estimó pertinentes para su buen funcionamiento. Por otro, fuera cual fuese lo determinado por la norma dictada por el Congreso, tal pauta no puede, en razón de lo dicho, estimarse de acatamiento obligatorio para la provincia, en tanto, el Poder Ejecutivo que, entre otras funciones preside la Administración Pública Nacional, -montada para ejercer las potestades delegadas por los estados locales a la Nación y exclusivamente éstas-, no puede decidir, sin la participación de aquellos, la política a seguir en una materia que las provincias conservaron.


    San Juan, Provincia de c/ AFIP s/ Impugnación de deuda


    S. 1192, XXXVI, 14 de diciembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Jubilaciones


    Ley vigente. Interpretación de la ley. Interpretación literal. Doctrina de la arbitrariedad. Recursos. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    La norma jurídica de Facto n° 1.170, - t.o. 1970 - era la que, hasta ese momento, fijaba los requisitos y exigencias a cumplir para acceder a los beneficios que defiere el Instituto de Previsión de la provincia. En el año 1995 se sancionó la ley 1671 llamada "Ley de Emergencia Económica y Modificatoria de la norma jurídica de facto n° 1170 - t.o. 1970 - ", cuyo artículo 1° declaró en estado de emergencia económica al sistema administrado por el organismo citado por el término de cuatro años a partir de 1996, y, como correlato de ello, el artículo 2° incorporó al 34 un nuevo medio destinado a financiarlo consistente en una contribución del 7% a cargo de los jubilados, descuento que duraría igual lapso. Esta última disposición, fijó también una nueva edad jubilatoria, un régimen transitorio para aquéllos que estaban cerca de cumplirla y derogó o modificó otras normas entonces vigentes. Posteriormente, en el año 2000, por medio del decreto 393, se aprobó el texto ordenado de la norma jurídica de facto n° 1170, y, luego pero en el transcurso del mismo año, se sancionó la ley 1889, cuyo artículo 46 especificaba que su contenido constituía "la interpretación auténtica de los efectos de la ley 1671". Según éste, salvo la contribución extraordinaria prevista en el artículo 34 cuya aplicación cesó al finalizar la emergencia económica, los restantes que habían introducido modificaciones al texto anterior mantenían plena vigencia.  Efectuada la anterior reseña, cuando de los términos de una disposición surge paladinamente que la intención del legislador fue modificar o derogar el texto de una anterior, dada la precisión terminológica no se puede soslayar tal voluntad, e interpretar  que las palabras "modificase” o "derogase” implicaban sólo una "suspensión" de la vigencia de los artículos alcanzados por el cambio, y que dicha interrupción podía revertirse y así, ellos recobrar su vigor, máxime cuando si la sostenida por los jueces hubiese sido la intención del legislador tal idea se hubiese plasmado claramente, como sucedió, verbigracia, con el inciso c) del artículo 34, que establecía el lapso que debía durar el descuento en los haberes de los jubilados y pensionados, es decir su transitoriedad.  A lo expresado, cabe añadir que examinada la doctrina y jurisprudencia sobre el tema es dable concluir, que si bien las opiniones vertidas al proyectarse o discutirse las leyes tienen, sin duda, valor para aclarar su alcance, a tal método debe recurrirse sólo en el supuesto de que la voluntad de la ley sea dudosa. Cuando, por el contrario, ella se desprende concreta e indudablemente de sus términos inequívocos sería grave error suplantarla por una pretendida voluntad del legislador manifestada a través de las declaraciones singulares de algunas personas que contribuyen a crear constitucionalmente las normas jurídicas.


    Ozino Caligaris, Alfredo Ricardo c/ Instituto de Seguridad Social


    O. 323, XXXVIII, 03 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Juicios en que es parte una provincia


    Jubilación de amas de casa. Ley de emergencia económica. 


    Resulta necesario efectuar ciertas precisiones respecto del citado sistema previsional, cuando la legislatura lo sancionó, -13 de agosto de 1988-,  si bien existía ya, y con alcance nacional un régimen que amparaba al sector de amas de casa, tal circunstancia no permite, como ocurrió respecto de la ley 10.427 de la provincia de Buenos Aires, calificar de irrazonable el actuar del legislador, ya que por no estar comprendido obligatoriamente ese sector en el régimen nacional, no existía obstáculo legal para hacerlo, y dicho actuar, devino, entonces, consecuencia del ejercicio de las facultades que le otorgaban en ese momento los artículos 104 y 105 de la Constitución Nacional - actuales 121 y 122-. Admitido que el régimen de que se trata es inminentemente local cabe señalar, el aspecto de su funcionamiento, que en razón de la lenidad de los requisitos exigidos para acceder a los beneficios y la facilidad para cumplirlos, es lícito presumir que la afiliación a él fue masiva, como también que la edad de muchas de ellas era cercano a la llamada "edad requerida", y, que, como consecuencia de la suma de estas circunstancias aquél no resultó todo lo perfecto que era dable esperar. Prueba de ello, es que cuando no habían transcurrido aun dos años de creado - momento en que se otorgarían los primeros beneficios - la autoridad ejecutiva local, en el decreto que dictó para reglamentarlo, se vio precisada, no solo a "endurecer" los requisitos exigibles para lograrlos, sino, también, y atendiendo a la que mentó como situación de emergencia económica, disponer que las prestaciones se otorgaran en forma gradual, privilegiando las situaciones a los que hace mención. Tampoco tales medidas sirvieron para estabilizarlo y a pesar de que en el año 1994 se agregaron nuevos recursos para financiarlo, las dificultades se profundizaron, hecho que motivó que se establecieran sucesivos "períodos de normalización" que, no lograron su cometido, como es dable suponer de la cita que efectúan los integrantes del Superior Tribunal local en la sentencia de la que surge que al  momento de sancionarse el decreto 2416/01 “el espectro de beneficiarios suman más de15.000, mientras que los aportantes rondan apenas los 3000”. Tal es, entonces, el contexto dentro del cual el Poder Ejecutivo de la Provincia de Entre Ríos procedió a dictar la norma aquí impugnada, - que caracterizo de “necesidad” y urgencia- y que cabe establecer si se ajustó a las pautas establecidas en las procedentes de la Corte, que, como bien dijeron los jueces, deben tomarse como parámetros a fin de determinar si tal forma de actuar fue necesaria. Cabe de inicio, poner de resalto que como la razón esgrimida para dictarla hace hincapié en la realidad económica deficitaria del régimen, a la luz de las circunstancias que reseñadas, y admitida ella como presupuesto, no puede, entonces, tacharse de irrazonable que los jueces consideraran justificado que se dictase una norma destinada a consolidar la viabilidad del sistema, y lo hicieran mediante directivas que tendían a que aun con limitaciones continuase otorgando beneficios, y, a que, ínterin, el órgano facultado para hacerlo dictase las medidas necesarias para sanearlo definitivamente. En condiciones tales, a tenor de las pautas que la Corte sentó, y en los que señalaron los magistrados actuantes, en los que se reconoció la validez de los preceptos que tendían a paliar situaciones como la reseñada en los párrafos anteriores, aun cuando ellas preceptuaban restricciones o suspensiones del derecho de los acreedores de obligaciones, resulta claro que no pueden admitirse los agravios que los recurrentes esgrimen en la instancia para rebatir la postura de la Corte que, convalidaron el actuar del Poder Ejecutivo local, tendiente a salvar la viabilidad del sistema. Una solución contraria lleva, en definitiva, a negar a las autoridades provinciales, si factores económicos adversos le demostraran que era la mejor salida para salvar la continuidad, la facultad de modificarlo para adecuarlo a la realidad del momento, siendo un régimen que, en etapas anteriores, y ante circunstancias distintas, se consideró razonable poner en vigencia, máxime cuando se trata de un sistema que interesa a una materia relacionada con aspectos tan variables y peculiares como lo son los socioeconómicos. Es de señalar, además, que si bien prima facie, el criterio de la autoridad local al dictar el decreto 2416/01 no parecería, quizás, el que más se ajusta a los objetivos que persigue la previsión social, ello no obstante, parece exagerado concluir, que dicha postura resulta violatoria de derechos y garantías establecidas en la Constitución Nacional y Provincial. Ello es así desde que no se abandonó la idea dejando prestar amparo al sector de amas de casa, si bien, con limitaciones, se las otorgó a quienes deben acceder a ellas prioritariamente. Tampoco resulta viable el agravio relativo a que dicha disposición valuara retroactivamente el derecho de propiedad de las afiliadas recurrentes. Ello también es así, pues si bien su aplicación les trajo aparejada una lesión, ello por si solo- a la luz del presupuesto que determinó su dictado - no resulta suficiente para invalidarla, pues mediando una situación de grave necesidad, el interés particular debe ceder ante el general, aún cuando se derive un menoscabo a supuestos derechos dado el carácter de la norma en cuestión en especial cuando ella no responde a un criterio que persigue móviles persecutorios o de indebida discriminación.  Cabe, en fin, tener en cuenta, que la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerada como la ultima ratio del orden jurídico y solo estimable viable si su razonabilidad es evidente, cuanto que el control que al respecto compete en último término a la Corte Suprema no incluye el examen de conveniencia o acierto del criterio adoptado por los restantes poderes.


    Beron, Luisa Victoriana y otros y sus acumulados c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos y Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Entre Ríos


    B. 2216, XXXVIII, 22 de junio de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Personal militar


    Retiro militar. Beneficios previsionales. Cuestión federal. Movilidad del haber jubilatorio. 


    Para que el suplemento de “trabajos extraordinarios” - art. 108 Inc h del decreto 4639/73 - deba ser tomado en cuenta para calcular el haber jubilatorio, se requiere,  que la norma de creación lo haya otorgado a todo el personal en actividad, sin ser necesario cumplir con ninguna circunstancia específica para su otorgamiento, se accede a ella por la sola condición de pertenecer a la institución y en el caso en que de la norma no surja su carácter general, en la medida que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados lo percibe y que importe una ruptura de la razonable proporcionalidad que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro.   El juzgador decidió que se incluyera en el rubro sueldo el complemento que ocupa este análisis, dado que el inciso h) del artículo 15 de la ley 19.373 determinó que dicho adicional representaría sólo hasta un 20% del sueldo correspondiente, circunstancia que no permite encuadrar el presente supuesto dentro de las pautas estipuladas por la Corte.  Resulta improcedente lo expresado por la demandada en cuanto a lo estipulado por la Resolución 872/86 de la Secretaría de Inteligencia, por cuanto el a quo ordenó que se cumplimente lo referente a este suplemento de acuerdo a lo prescripto por ella.


    Midon, Osvaldo Luis c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina  s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M. 2364, XXXVIII, 26 de febrero de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Personal penitenciario


    Determinación del haber de retiro. Movilidad del haber jubilatorio. Suplementos del haber jubilatorio. 


    Ley 20.416 y su decreto reglamentario 1.058/89.


    Resulta de aplicación la doctrina sentada por la Corte en el sentido de que, para que un suplemento deba ser tomado en cuenta para calcular el haber jubilatorio, se requiere que la norma de creación lo haya otorgado a todo el personal en actividad, lo que evidencia que no es necesario cumplir con ninguna circunstancia específica para su otorgamiento, pues se accede a ella por la sola condición de pertenecer a la institución; y en el caso en que de la norma no surja su carácter general, en la medida que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados lo percibe y que importe una ruptura de la razonable proporcionalidad que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro.  Del articulo 37 inc. f) de la ley 20.416 surge claramente que los agentes penitenciarios tienen derecho a disponer de casa-habitación, alojamiento o su compensación en efectivo. Así también que de su correspondiente decreto reglamentario 1.058/89 surge que dicha compensación, lo perciben los Directores de Obra Social que habiten en una vivienda de su propiedad aún, cuando se encuentren en el mismo lugar de su desempeño. Es decir que los agentes del Servicio Penitenciario Nacional que ostentan el mismo cargo que el demandante, pero en actividad, si no cuentan con una vivienda que les provea el Estado, son compensados en efectivo, alcanzando esa suma el 10 diez por ciento de la totalidad del haber mensual, excluido el salario familiar, y máxime cuando el propio artículo 5° del decreto 1.058/89 permite el incremento del haber de retiro de los agentes en pasividad, por el mismo monto. La última parte del mencionado artículo 5° no parece razonable, desde que impone el requisito de haber gozado de casa habitación al retirado y al agente en actividad se le paga la compensación aunque posea una vivienda propia en el lugar del cumplimiento de sus funciones, rompiendo de esa forma el correspondiente equilibrio que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro.  El no pago de los aportes correspondientes al complemento, no puede ser un obstáculo para su cobro, pues nada impide que se hagan los descuentos correspondientes al momento del cobro, especialmente cuando el recurrente manifestó su voluntad de hacerlo.


    Pintos, Eduardo Benjamín c/ Ministerio de Justicia - Servicio Penitenciario Federal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P. 1211, XXXIX, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Beneficios previsionales. Impuesto a las ganancias. Plazos procesales. Obligación alimentaria. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Como la lesión a los derechos de propiedad se repite mensualmente, la acción resulta viable, a pesar que se dedujo transcurrido el término fijado por el inciso e), del artículo 2°, de la Ley 16.986. Por ende, no pudieron los magistrados desecharla sin dar razón alguna que avale dicho rechazo, dado que ello implicó resolver el punto de una manera insuficiente que resiente la validez del pronunciamiento, máxime, cuanto la postura de la interesada fue examinada y considerada como válida por la jueza de grado.  En efecto, el proceder de los jueces configuró un injustificado rigor formal que dejó de lado los recaudos que debieron observar al tratar un tema referido a un beneficio de naturaleza alimentaria. En el mismo sentido y por tales razones, la sentencia no condice con la extrema cautela con la que debieron actuar en el caso en que están en juego hechos relativos a beneficios de tal carácter.  A ello no obsta, que también el Tribunal tenga resuelto reiteradamente que las cuestiones de hecho; prueba y derecho común y procesal, son ajenas, en principio, a ésta vía excepcional pues, en el caso, cabe hacer excepción a tal pauta jurisprudencial.


    Coll, Estela del Carmen c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    C. 2529, XXXVIII, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Transferencia del régimen de jubilaciones y pensiones. Denegatoria del recurso. 


    No acreditan los apelantes un perjuicio concreto sufrido, de manera que sus agravios son meramente conjeturales. Un pronunciamiento de la Corte en esas condiciones resolvería un caso hipotético y no una efectiva colisión de derechos.


    Echezarreta de Agundez Molina, Élida y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de San Luis


    E. 153, XXXVIII, 20 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Queja por recurso denegado


    Cobro de sumas de dinero. Afiliados previsionales. Prestación de servicios. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    El recurso interpuesto resulta procedente toda vez que está en tela juicio la interpretación de normas de carácter federal y la decisión final en la causa fue contraída a las pretensiones que el apelante fundó en sus disposiciones.   Toda vez que la reforma del artículo 8° del decreto 197/97 estipulada por el decreto 717/97, que cambió la asignación del dinero referidos varió también el sentido de la excepción estipulada en el artículo 10 que, quedó dirigida a la deuda que mantiene el Instituto con la el ANSAL, debido al préstamo recibido por dicha suma. Tal postura es confirmada por los considerandos del decreto 1002/01.  Es decir que a partir de la reforma introducida por el decreto 717/97 sólo se transferían a la Tesorería General de la Nación las deudas impagas del Instituto al 31 de diciembre de 1997. Asimismo, tampoco le cabría aplicar la última excepción expuesta en el artículo 10 del decreto 197/97.


    Mutualidad Argentina de Hipoacusicos c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados


    M. 3218, XXXVIII, 04 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Reajuste jubilatorio


    Organismos previsionales. Negligencia procesal. 


    Fallos: 319:2215.


    No resulta aceptable que del obrar negligente o irregular del organismo previsional se derive, en definitiva, un perjuicio a los beneficiarios del sistema. Los jueces actuantes ante situaciones como la reseñada, debían extremar los medios que les otorga el ordenamiento legal a fin de solucionarlas y evitar la demora que ellas irrogan a los peticionarios.


    Lastiry, Olga Dora c/ ANSES


    L. 1821, XXXVIII, 01 de marzo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Recurso extraordinario


    Competencia por la materia. Competencia previsional. 


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Díaz Pizarro, Fernández, Velázquez y Alarcón c/ Consolidar - Causa N° 11.245/02


    D. 28, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Gasitua, Carlos D. c/ Interacción A.R.T. - Causa N° 21.964/02


    G. 324, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    González, Sergio A. c/  La Caja A.R.T. - Causa N° 80.181/00


    G. 325, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Jubilaciones. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La sentencia desconoce la jurisprudencia de la Corte respecto a que, con posterioridad al acto administrativo que otorgó el beneficio e incorporó al patrimonio del interesado el derecho a la jubilación con determinada jerarquía, no podía aceptarse que se modifiquen los elementos que integran el “status jubilatorio”, pues dicho extremo importaría, en la práctica, una retrogradación en la condición de pasividad que resulta igualmente incompatible con las garantías constitucionales.


    Lombardo, Miguel Ángel c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)


    L. 68, XXXVII, 12 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Competencia por la materia. Competencia previsional. 


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Longo, David c/ Berkley A.R.T. -Causa N° 15.871/03-


    L. 157, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. causa N° 47.753/01


    S. 304, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T.


    P. 499, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Prevención A.R.T. - Causa N° 52.368-


    S. 84, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ La Holando A.R.T - Causa N° 88.278/01


    S. 242, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ A.R.T. interviniente Federación Patronal - Causa N° 83.455


    S. 243, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ La Holando, Orozco y Centurión - Causa N°131.434/00


    S. 244, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Boston A.R.T. Causa N° 14.552/02


    S. 301, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Responsabilidad patronal - Causa N° 56.401/00


    S. 302, XL, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Ejecución fiscal. Deuda previsional. Compensación. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los Fallos: 323:795.


    Fisco Nacional c/ Fhase S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    F. 921, XXXVIII, 18 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Acción de amparo. Prestación por niño con discapacidad. Asistencia médica. Medicina prepaga. Medidas cautelares. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Procedencia del recurso. 


    Cabe precisar que si bien las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten, en principio, carácter de sentencias definitivas para la procedencia del recurso extraordinario, sí se cumple el requisito, en los supuestos en que causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, circunstancia que ocurre en el sub-lite, dado el posible deterioro del estado de salud de la menor.  Por otro lado, la Corte tiene dicho que cuando se invocan arbitrariedad de sentencia y una cuestión federal estricta, corresponde, examinar en primer término la primera, puesto que de existir esa tacha, no habría sentencia propiamente dicha.  Ello es lo que acontece en el sub-lite, toda vez que el juzgador no ha esgrimido los fundamentos necesarios para convalidar su acto como válido, toda vez que se limitó a rechazar la cautelar solicitada, con el único argumento de que la prestación de que se trata no se encontraba incluida dentro del plan contratado por la actora, determinando por ende inaplicable la ley 24.901, sin realizar un mínimo examen de sus disposiciones, como así tampoco de su función dentro del marco normativo adecuado para poder dilucidar el presente, como ser las normativas que rigen el sistema de las empresas de medicina prepaga, la protección de las personas discapacitadas, la normativa de emergencia atinentes a los Planes Médicos Obligatorios y las resoluciones del Ministerio de Salud vinculadas con esta sensible problemática.


    R., H. D. y otros c/ Femedica s/ Amparo


    R. 63, XL, 13 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Competencia por la materia. Competencia previsional. 


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Buenos Aires A.R.T. - Expediente 40.802/02


    S. 1167, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Horizonte Compañía Argentina de Seguros Generales - Causa n° 85.532/00


    S. 1246, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Construcción S.A. Compañía Argentina de Seguros - Causa n° 72.292/01


    S. 1384, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Buenos Aires - Causa n° 53.547/00


    S. 1534, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - Expte. 34.911/00


    S. 1539, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Omega A.R.T. - Expte. 40.790/02


    S. 1546, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Caja A.R.T. - Causa n° 47748/01


    S. 1547, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Consolidar A.R.T. - Causa n° 73.523/02


    S. 1572, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Instituto Autárquico de Entre Ríos - Causa n° 40.952/02


    S. 1783, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Segunda - Causa n° 70.173/00


    S. 1793, XXXIX, 07 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ La Holando A.R.T. - Causa n° 8.474/02


    S. 1847, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Omega A.R.T. - Causa n° 14.548/02


    S. 1851, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Provincia A.R.T. - Causa n° 66.200/02


    S. 1864, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Omega Duarte Sarandon - Causa n° 78839/00


    S. 1868, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    El recurso extraordinario deducido es procedente, desde que persigue el reconocimiento del fuero de la Seguridad Social y su rechazo importa denegatoria de la jurisdicción federal, extremo que no suple la circunstancia de ordenar su radicación en otro fuero de índole nacional, puesto que se pretende el federal específico en razón de la materia y no de la persona.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Asociart A.R.T. - Causa n° 12.298/02


    S. 1969, XXXIX, 06 de mayo de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Retiro policial


    Determinación del haber de retiro. Movilidad del haber jubilatorio. Personal policial en actividad. Suplementos del haber jubilatorio. SINAPA. Funciones ejecutivas. 


    Precedente del fallo de la causa E. 66, L. XXXVIII, “Etcheverría, Enzo Nicolás c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal y otro s/ Personal militar y de las FF. AA. y de seguridad”.


    Respecto de si el complemento reclamado por el actor reviste el carácter de general y por tanto es pasible de ser liquidado al haber jubilatorio del actor, la Corte sostuvo que, para que un suplemento de esas características deba ser tomado en cuenta para calcular el haber jubilatorio, se requiere, en principio, que la norma de creación lo haya otorgado a todo el personal en actividad, lo que evidencia que no es necesario cumplir con ninguna circunstancia específica para su otorgamiento, pues se accede a ella por la sola condición de pertenecer a la institución; y en el caso en que de la norma no surja su carácter general, en la medida que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados lo percibe y que importe una ruptura de la razonable proporcionalidad que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro.  De la letra del artículo 71 del decreto 993/91 se desprende que el Suplemento por Función Ejecutiva se paga a todo el personal que ejerza cargos con función ejecutiva y se abona en forma habitual y permanente, representando más del cien por ciento del sueldo de la remuneración, lo que rompe con la proporcionalidad entre remuneraciones.  En cuanto a si la implementación de nuevos requisitos para acceder al cargo que ostentaba el actor en actividad, por parte del sistema SINAPA le es oponible, debe considerarse que con posterioridad al acto administrativo que otorgó el beneficio de la jubilación, no corresponde efectuar variación alguna que perjudique el nivel alcanzado por el agente durante su vida activa. La Corte ha sostenido que no puede aceptarse la alteración de los elementos integrantes del estado de jubilado, pues ello importa una retrogradación de la condición de pasividad, incompatible con las garantías de los artículos 14 bis, 16 y 17 de la Constitución Nacional.  No resulta razonable el criterio del juzgador en cuanto estimó indispensable, para hacer lugar al reclamo del interesado, el cumplimiento de los requisitos de la nueva normativa, desde que dicha postura, frente a las frecuentes reformas de estructuras en los organismos públicos, sólo produciría una inestabilidad permanente en el “status” de quienes ya han logrado el retiro, situación incompatible con la naturaleza que es propia de los regímenes previsionales.


    Bilotte, Eduardo c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B. 2385, XXXIX, 23 de septiembre de 2004


    Ver dictamen


     


     


    Sistema previsional


    Beneficios previsionales. Régimen jubilatorio provincial. Beneficiarios previsionales. Haber jubilatorio. Edad mínima para jubilarse. 


    No puede prosperar la queja pues es razonable la postura de los jueces relativa a que la cuestión a dilucidar en autos requiere un debate más amplio, y, por ende, excede el ámbito de un proceso de carácter sumarísimo como el de amparo.  Dicho criterio concuerda con la posición que esta Procuración sostuvo  en una causa similar a esta que  la Corte compartió, donde se señala que no debe dejarse de notar que no nos encontramos ante una relación ordinaria entre un beneficiario y su respectivo ente previsional, sino que, ante el traspaso de jubilaciones provinciales hacia el ámbito nacional, que merece un examen profundo que pueda delimitar con precisión los alcances del convenio que lo regula, ya que podía verse afectado el propio sistema previsional nacional.  En razón de lo expuesto y a tenor de las pautas expuestas por el Tribunal, entre otros, en Fallos: 304:1723; 312:294, respecto a que las resoluciones por las que se declara la improcedencia de los recursos interpuestos en las instancias ordinarias, no autorizan, en principio, y dada su naturaleza procesal, su remisión por la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48, es que cabe desestimar la queja.  En defensa del patrimonio del sistema nacional que debe hacer frente al pago de las  prestaciones de los actores en esta causa, es necesario hacer presente al tribunal ciertos aspectos relacionados con tales beneficios: éstas prestaciones fueron otorgadas luego de suscripto el Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de la Rioja al Estado Nacional, y sobre la base de ser calificadas como "excepcionales", permitieron acceder a ellas bajo condiciones de una lenidad tal que, frente a las que deben cumplir los restantes afiliados al sistema nacional, resultan irritantes, cabe citar como ejemplo que ninguno de los beneficiarios alcanza la edad requerida ni por la ley 24.241 ni por las demás vigentes, alguno de ellos apenas pasaron los 40 años, ni salvo excepciones, cumplen los años de servicios que se exigen comúnmente.  Ante esta circunstancias, resulta conveniente, salvo mejor criterio de la Corte, que la A.N.S.E.S como autoridad de aplicación, fiscalización y control del mencionado régimen, ejerciendo las facultades y atribuciones que le otorga el artículo 36 de la ley 24.241, verifique, por un lado, si tales beneficios fueron correctamente concedidos o resultan pasibles de ser declarados nulos, o , en definitiva, sujetos a deducciones y, por otro, de comprobarse alguna irregularidad, verificar si el actuar de quienes representando al organismo previsional en la provincia de La Rioja estaban obligados a comprobar el cumplimiento de las exigencias para acceder a ellos.


    Santander, Mario Armando y otros c/ ANSES


    S. 1688, XXXVIII, 07 de septiembre de 2004


    Ver dictamen
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